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”... building a new future and 
working towards that unity of the 
world which is de ultimate vision 
of mankind. The European Community 
is a signpost to that future, and 
we must play our part."
Macmillan en su discurso 
a la Asamblea del Parti- 
do Conservador, en Sep—  
tiembre de 1.962.
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Mi idea de dedicarle un trabajo a la problemâtica fi- 
nanciera de las Comunidades europeas coincide con la apro­
baciôn por el Consejo de Ministres de la Decisiôn de 21 de 
Abril de 1.970 atribuyéndole a estas organizaciones recur­
sos propios. Conocl esta Decisiôn en Madrid en el mismo - 
mes de abril a travês de "Europe", excelente publicaciôn - 
diaria especializada en temas europeos.
Me pareciô extraordinariamente atractivo analizar el 
significado de una modificaciôn tan trascendental en los - 
medios de financiaciôn de estas entidades: la sustituciôn 
de las contribuciones de los Estados miembros, medio gene­
ral de financiaciôn de las organizaciones internacionales 
por tributos configurados por las Comunidades y atribuldos 
directamente a ellas. Pensaba que esta modificaciôn, que - 
fuê acompahada de ciertas transformaciones en el proceso - 
de elaboraciôn y aprobaciôn de los presupuestos, otorgândo 
le en este terreno algunos poderes efectivos al Par amento 
europeo, podrla tener notable trascendencia en la vida po- 
litica y econômica de las Comunidades y afectar a su cali- 
ficaciôn y valoraciôn jurldica. Aûn cuando mis proyectos - 
de trabajo sufrieron importantes modificaciones, estas preo 
cupaciones han seguido constituyendo las ideas medulares - 
de las pâginas que siguen.
En octubre de 1.970 fui nombrado Consejero financière 
en la Misiôn de Espaha ante las Comunidades europeas, ofi- 
cio que he desempehado desde esa fecha hasta el mes de —  
abril de 1.972. Mi estancia en Bruselas y mis contactes dl 
rectos con las instituciones comunitarias me podlan permi-
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tir extender mis proyectos de trabajo, ampliândolos a una 
vision general del fenOmeno financière en las Comunidades 
V realizar mi tesis doctoral, Hablé sobre esta posibili—  
dad con el profesor Sâinz de Bujanda, director de este - 
trabajo, con el que ya habla discutido otros asuntos como 
objeto de tesis doctoral,y me animO a desarrollar estas - 
ideas, haciéndome descartar, afortunadamente, la tentaciOn 
de llevarlas al piano mâs abstracto de la problemâtica ge 
neral de la financiaciôn de las organizaciones internacio 
nales.
Durante mi estancia en Bruselas pude seguir de cerca 
los trabajos de la Comisiôn de las Comunidades y recibir 
una ûtil y amable ayuda de los funcionarios de esta instd^  
tuciôn qæ ha contribuido muy eficazmente en la elaboraciôn 
de este trabajo. Agradezco este apoyo, asl como el encon- 
trado en la Misiôn de Espaha ante las Comunidades europeas 
y en la Secretaria General Técnica del Ministerio de Ha­
cienda.
Pero sobre todo, Bruselas me ha deparado un ambiente 
estimulante y altamente propicio para trabajar sobre este 
asunto. La biblioteca de la Comisiôn de las Comunidades, 
las inmediaciones del Rond Point Schuman, donde tuve la - 
fortuna de vivir, ofrecian el clima moral adecuado.
No me he acercado a los fenômenos que describe como 
a fenômenos de un pals extranjero, como a un acontecer - 
ajeno. Creo que una visiôn dinâmica, esperanzada de nues- 
tra proyecciôn histôrica debe situâmes ante la problemâ­
tica europea como ante una problemâtica propia, El ambien 
te de Bruselas y esta perspective optimista han desterra-
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do de ml toda sensaciôn de estar haciendo, al escribir - 
esta tesis, un trabajo de Derecho comparado.
Debo confesar, no obstante, que mi sentimiento de e£ 
peranza, doblemente esperanzador al valorar los presupue£ 
tos de lo deseado, ha ido acompahado de un amargo senti­
miento de frustraciôn. Esta tension define mi status sen 
timental al escribir estas pâginas y, me atreverla a de- 
cir, que en los ûltimos ahos, se ha erigido en un elemen 
to clave del sentimiento politico de los espaholes,
Donald J. Puchala en su trabajo "The Pattern of Con­
temporary Regional Integration", considéra que la inte—  
graciôn regional contemporânea, de la que la integraciôn 
europea es el ejemplo mâs caracterlstico, "résulta de la 
interacciôn compleja de diverses procesos politicos,so—  
ciales y sicolôgicos que simplificando extremadamente,se 
pueden reagrupar bajo las dos rûbricas siguientes: 1)pro 
ceso de asimilaciôn social en el piano internacional y 
2) proceso de desarrollo politico en el piano internacio 
nal". Este segundo proceso se refiere a la constituciôn 
de instituciones pollticas régionales y a la coaliciôn - 
de partidos politicos y de grupos de interés por encima 
de las fronteras nacionales, lo que lleva consigo "la - 
configuraciôn y el funcionamiento de un mecanismo pollti 
co supranacional".
La asimilaciôn social se refiere "a un estado de - 
comprensiôn mutua entre los pueblos y a los procesos si- 
co-sociolôgicos que contribuyen a hacer nacer este esta­
do", Se trata de "un conjunto de mecanismos que conducen 
a una sociedad trasnacional, a una poblaciôn regional -
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unida por lazos de comprensiôn y de confianza mutuas, lo 
que constituye una caracteristica anatômica de la Comun^ 
dad polltica multinacional". (1)
Mientras nuestro pais no interviene en el proceso - 
de desarrollo politico regional europeo, nuestra sociedad 
participa, no me cabe duda, en el proceso de asimilaciôn 
social. Los elementos de integraciôn objetivoScomo son - 
la existencia de un elevadisimo nûmero de trabajadores - 
espaholes en los paises de la Europa çomunitaria, el tu- 
rismo europeo yecibido en nuestro territorio, el volumen 
creciente de intercambios econômicos y culturales con - 
nuestros vecinos europeos, provocan y acompahan una con—  
cienciaciôn europeista de buena parte de nuestra socie—  
dad. La vocaciôn europea, el sentimiento europeista efec 
tivo de esta parte de nuestra sociedad no es solo una - 
afortunada o desafortunada tâctica politica, sino una pro 
funda asunciôn tplectiva, comprobable, de un natural y - 
posible destino histôrico.
Nuestra ausencia del proceso de integraciôn politi­
co e institucional de la Europa çomunitaria y nuestra ac 
tiva participaciôn en el proceso de integraciôn social, 
en la creaciôn de una solidaridad especial entre los pue 
blos de nuestro continente, créa un desequilibrio que e£ 
tâ caracterizando la infraestructura politica de nuestro
(1) Donald J. Puchala, The Pattern of Comtemporary Regio 
nal Integration", The International Studies Associa­
tion, Vol 12, Nr. 1, Marzo, 1966. Wayne State Univer 
sity Press. Hemos utiiizado una traducciôn àl francês 
en ciclostil de este trabajo editada por la Comisiôn
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pals. Toda una generaciôn espahola estâ marcada por la ten 
siôn entre la esperanza y la frustraciôn europea, por el - 
desconcierto que provoca nuestro retraso en afrontar este 
camino histôrico. (2).
A. Estructura y finalidades de esta tesis.
Pretendemos realizar una descripciôn jurldica del si^ 
tema financière de las Comunidades europeas.
Una descripciôn significativa, deteniéndonos en aque- 
llos aspectos que caracterizan especialmente este sistema. 
No nos es posible exponer todo el Derecho financière de - 
las Comunidades. Numerosos aspectoS de este Derecho no se- 
rân examinados, para hacer posible la profundizaciôn en - 
los problèmes y elementos que presentan un mayor valor ca- 
racterizador.
La présente tesis contiene siete capitules. En el ca­
pltulo présente, Capitule I, ademâs de las pâginas preceden 
tes y de la descripciôn de la estructura y finalidades del
de las Comunidades Europeas, documente 6 324/x/70. Bru­
selas, 1.970, pâgs. 29 y 30. Raûl Morodo realiza un - 
anâlisis similar distinguiendo entre europeismo como - 
un resultado cultural, europeismo como un resultado - 
têcnico econômico y europeismo como. un resultado juri- 
dico politico. La integraciôn politica europea, pubii- 
cado en la obra colectiva El Fédéralisme, Madrid, Tec- 
nos 1965, pâgs. 302 a 318.
(2) Las palabras de Macmillan que encabezan este capitule 
eliminan toda sospecha sobre la naturaleza del destino 
histôrico a que me refiere. Mi europeismo no debe con- 
fundirse en modo alguno con un nuevo y mâs ambicioso 
nacionalismo. La frase de Macmillan se cita en Max Hohn£ 
tamm, The European Community and its role in the World 
Columbia: University of Missouri Press, 1964,pâg. 59.
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trabajo que ahora nos ocupan, nos detendremos en hacer una 
valoraciôn general de la influencia de los actos de Luxem- 
burgo de los dias 21 y 22 de abril de 1.970, en la califi- 
caciôn del sistema financière de las Comunidades europeas. 
La atribuciôn de recursos propios a las Comunidades y la - 
dotaciôn de poderes presupuestaries al Pariamento europeo 
llevadas a cabo por los citados actos de Luxemburgo, apro- 
ximan la Hacienda de las Comunidades a la Hacienda de los 
Estados federates. Esta semejanza nos exige preguntarnos - 
sobre la influencia de este fenômeno en la calificaciôn ju 
ridica de las Comunidades europeas y sobre su aportaciôn - 
al proceso de la creaciôn de una federaciôn europea.
En el capitule II se estudian dos materias previas al 
examen del vigente sistema financière de las Comunidades: 
la evoluciôn histôrica de la Hacienda çomunitaria y las - 
fuentes del Derecho financière de las Comunidades, Se par 
te del estudio de los medios de financiaciôn originarios 
de cada Comunidad y se analiza el proceso de su evoluciôn 
y de la fusiôn de los presupuestos de ôstas en un presu—  
puesto comûn y ûnico. En la descripciôn de esta evoluciôn 
Se pretenden entroncar las soluciones financieras de cada 
Comunidad con su significado politico y juridico y anali­
zar sus interrelaciones. Como acontecimiento final del - 
proceso histôrico que se describe, se considéra la adhe—  
siôn de Inglaterra, Irlanda y Dinamarca a las Comunidades 
Europeas. En este capitulo nos hemos referido tambiên, si 
bien someramente,a la problemâtica riquisima de la produc 
ciôn del Derecho comunitario y a las fuentes internaciona 
les y nacionales que regulan igualmente la vida de las Co 
munidades. Estas consideraciones se hacen enfocando el es
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tudio a las especialidades que ofrecen estas fuentes cuan 
do se refieren a la materia financiera.
El Capltulo III se refiere al Presupuesto ûnico de - 
las Comunidades. Se analiza en este capltulo la significa 
ciôn o eficacia jurldica de la aprobaciôn presupuestaria 
de gastos e ingresos, los prindpLos presupues tar ios recogi 
dos en los tratados y en el Derecho derivado de las Comu­
nidades, la estructura y contenido del Presupuesto y el - 
procedimiento de elaboraciôn y de aprobaciôn presupuesta­
ria. En el apartado dedicado a este procedimiento se expo 
ne y valora la polémica relativa a los poderes presupues- 
tarios del Pariamento europeo concedidos en el Tratado de 
Luxemburgo de 22 de abril de 1.970 y se analizan las in—  
terpretaciones contradictorias de este texto legal.
En el Capltulo IV estudiamos las contribuciones de - 
los Estados miembros, medio clâsico de financiaciôn de - 
las organizaciones internacionales y recurso fundamental 
originario de la Comunidad Econômica Europea y de la Cornu 
nidad Europea de Energla Atômica. Se considéra en este ca 
pltulo el significado, evoluciôn y claves de reparte en—  
tre los Estados de este medio de financiaciôn en el pre—  
sente y pasado de las Comunidades y se valora su prevista 
eliminaciôn.
El Capltulo V tiene por objeto los primeros tributos 
directamente atribuldos al Tesoro de las Comunidades. Se 
analiza en este capltulo el llamado primer impuesto euro­
peo, gravamen sobre la producciôn del carbôn y del acero, 
piedra angular en la financiaciôn de la Comunidad Europea 
del Carbôn y del Acero y sôlido apoyo de su desarrollo e:ji
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dependencia. Se estudian igualmente el impuesto sobre la - 
renta de los funcionarios y agentes de las Comunidades y la 
Contribuciôn de éstos al régimen de pensiones, tributos de 
menor originalidad y valor jurldico- politico, pero que ofre 
cen igualmente una interesantlsima problemâtica.
El capltulo VI puede considerarse el capltulo clave de 
nuestra tesis. En él se examinan los recursos propios estrie 
tu sensu, es decir, los atribuldos a las Comunidades euro—  
peas, con este nombre, por la Decisiôn de 21 de abril de - 
1.970, que debiô ser ratificada por los Parlamentos naciona 
les. Esta Decisiôn, cuyo proceso constituye no sôlo la histo 
ria financiera çomunitaria, sino la historia misma de la con 
solidaciôn de una forma de entender la integraciôn europea, 
atribuye directamente a las Comunidades europeas los gravâme 
nés agrlcolas, los derechos de aduana, cuya adscripciôn al 
presupuesto comûn se harâ progrèsivamente hasta el aho 1974 
y un recargo sobre los impuestos sobre el valor ahadido de 
los Estados miembros de posible establecimiento a partir del 
ejercicio de 1.975. En este Capltulo VI se examinan los —  
fundamentos jurldicos de la citada Decisiôn, su proceso y - 
significado, los problemas y soluciones provocados al régi­
men establecido por la misma por la ampliaciôn de las Comu­
nidades, etc. Se analizan a continuaciôn detenidamente cada 
uno de los tributos atribuldos a las Comunidades, realizan- 
dose una exposiciôn detallada de sus procesos de estableci­
miento y de sus reglmenes jurldicos.
En el capltulo VII se estudian los demâs ingresos de - 
las Comunidades: los empréstitos de la Comunidad europea - 
del Carbôn y del Acero y de la Comunidad europea de Energla
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Atômica y los diversos ingresos de Derecho privado.
Como hemos sehalado, no hemos pretendido hacer en este 
trabajo una descripciôn exhaustiva del sistema financiero - 
de las Comunidades europeas, sino una descripciôn significa- / 
tiva. Hemos abordado con preferencia los temas que presen—  
tan una mâs rica problemâtica jurldica y, sobre todo, los - 
que ofrecen un mayor valor cualificatorio o definitorio del 
sistema. Este enfoque de nuestro trabajo se ha reflejado en 
su enunciado: Al tltulo de la tesis (El sistema financière 
de las Comunidades europeas) se ahade un subtltulo (Los re­
cursos propios y el nacimiento de una Hacienda federal) que 
apunta la funcionalidad esencial de la investigaciôn. Nues­
tra tesis gira en torno a las trascendentes reformas del si£ 
tema financière de las Comunidades llevadas a cabo en Luxem 
burgo en abril de 1.970: Unificaciôn presupuestaria total - 
de las très Comunidades, dotaciôn de poderes presupuestarios 
al Parlamento europeo y atribuciôn de recursos propios, es 
decir, afectaciôn al presupuesto de las Comunidades del - 
rendimiento de los gravâmenes sobre el trâfico externo, y 
alguna otra figura tributaria interior, sobre los que las 
Comunidades detentaban poderes de configuraciôn o determi- 
naciôn con anterioridad al 21 de abril de 1.970 y atribu­
ciôn a las Comunidades del poder de imposiciôn para esta­
blecer un recargo sobre impuestos estatales (impuestos so 
bre el valor ahadido), cuya estructuraciôn ha de ajustarse 
a directrices comunitarias. Este recargo podrâ establecer 
se a partir del 1 de enero de 1.975, si ha sido posible - 
para esta fecha conseguir la uniformaciôn de los presupues 
tos de hecho y bases imponibles de estos impuestos. La - 
atribuciôn de los recursos propios eliminarâ prâcticamen-
- 12 -
te las constribuciones de los Estados miembros del sistema 
financière de las Comunidades,
Este importante acontecimiento en el sistema financie 
ro de las Comunidades debe ser valorado en relaciôn a dos 
trascendentes cuestiones:
<i,La atribuciôn de recursos propios a las Comunidades 
permite callficar al sistema financière de éstas de Hacien 
da federal o de Hacienda de tipo federal?
&Qué influencia tienen la atribuciôn de recursos pro­
pios y la dotaciôn de poderes presupuestarios al Parlamen­
to europeo en una calificaciôn jurldica de las Comunidades? 
üQué valor tienen en una calificaciôn de las Comunidades - 
como organizaciôn de tipo federal?
Una respuesta a estas preguntas nos puede proporcio—  
nar un marco teôrico ûtil para encuadreir nuestra descrip—  
ciôn del sistema financière de las Comunidades, capaz de - 
dar sentido y de valorar esta descripciôn.
B. Los recursos propios y el nacimiento de una Hacienda fe 
deral
Podemos calificar el sistema financière de las Comun£ 
dades europeas de sistema federal si sus elementos y prin­
cipios coinciden con los elementos y principios de las Ha­
ciendas de los Estados federates. Si su estructura se aju£ 
ta a una definiciôn abstracta de Hacienda federal.
Como cuestiôn previa debemos preguntarnos si es posi­
ble aislar en los sistemas financières de los Estados fede
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rales una serie de principios y elementos comunes y origina 
les, capaces de constituir una caracterizaciôn diferenciada 
de estos sistemas.
La existencia de sistemas financières diferentes sobre 
un mismo territorio, caracteristica fundamental de la Hacien 
da en una federaciôn,no résulta desde luego suficiente en - 
cuanto este fenômeno se da igualmente en relaciôn con las - 
organizaciones internacionales clâsicas y con los Estados - 
unitarios en los que exister corporaciones locales e insti- 
tucionales con poderes financières.
La literatura que conocemos sobre la problemâtica fi—  
nanciera de los Estados federates en pocas ocasiones se de- 
tiene en la descripciôn general de lo que puede entenderse 
por Hacienda federal (3) Normalmente no se va mâs allâ de - 
la d scripciôn de un sistema federal histôrico. Sin embargo 
hemos encontrado algunos trabajos con caracterizaciones abs_ 
tractas de las Haciendas federates, a los que uniendo una - 
investigaciôn sobre los principios financieros que informan
(3) Quizâs porque la mayor parte de los trabajos que hemos 
consultado pertenecen a la producciôn americana, poco - 
dada a realizar construcciones abstractas. Entre otros 
muchos puede verse J.M. Buchanan, Fédéralisme y equidad 
fiscal , en la obra colectiva editada por Mu'sgrave y - 
Shoup, Ensayos sobre Economia Impositiva, Môjico. Fondo 
de Cultura Econômica, 1964. Richard Musgrave, editor. 
Essays in Fiscal Federalism, Washington, D.C.: Brookings 
Institution, 1965. Wallace E. Oates, Fiscal Federalism, 
Nueva York, Chicago, etc: Harcourt Brace Jovanovich,1972 
Maurice Heimann, La centralisation et la décentralisa- 
tion des finances publiques y James A. Maxwell, Centra­
lisation and Décentralisation of the Public Finances in 
the United States, ambos trabajos publicados en Centrait
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la dinâmica de la formaciôn de las federaciones (en espe­
cial el paso de la Confederaciôn a Estado Federal) podemos 
contar con un cuadro ûtil para el contraste del sistema 
nanciero de las Comunidades europeas en relaciôn con un - 
sistema financière federal.
J.P. Martin en su articule "Les rapports entre fisca­
lité fédérale et systèmes d'impôts fédérés" apoya la carac 
terizaciôn de los sistemas financieros de los Estados fede 
raies en los siguientes elementos:
19. Las constituciones federales disponen que los de­
rechos de aduana corresponden al poder central,atribuyéndo 
selos a éste expresamente o prohibiendo a las autoridades 
federadas que recurran a ellos. Esta régla résulta absolu 
ta; en el federalismo, équivale en materia de Hacienda pû 
blica, a la régla que réserva la direcciôn de la diploma- 
cia y del ejército exclusivamente a las autoridades fédé­
rales, en materia politica".
29. En los comienzos de las federaciones, los pode—  
res fiscales del Gobierno Central parecen estar limitados 
al campo de los impuestos indirectos, mientras que las - 
autoridades federadas conserver la configuraciôn de la im 
posiciôn directa" (4)
sation et decentralisation des Finances Publiques, La 
Haya, Paris, etc. Institut International de Finances 
Publiques, 1964.
(4) J.P.Martin, Les rapports entre fiscalité fédérale et 
systèmes d'impôts fédérés, Revue de Science et de Lé­
gislation Financières, Tomo XLII, n9 4. Oct.-Nov. Die 
1950, pâgs. 552 y 553.
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En base al artlculo de Martin, aun cuando éste no ha 
ya valorado en tal sentido este elemento de manera ex­
près a, puede sehalarse un tercer carâcter de diferencia—  
ciôn de la Hacienda federal de trascendental importancia. 
Escribe este autor que todas las federaciones de Estados 
reposan sobre Constituciones escritas. Estas constitucio­
nes enuncian, entre otros principios,aquellos que deben - 
régir la obtenciôn de los recursos necesarios para cubrir 
las necesidades financieras en los dos niveles autônomos 
del Gobierno" (5). El poder financière del Estado federal 
asl como el de los Estados federados, tiene su fundamento 
legal en la Constituciôn. Se trata de poderes conferidos 
directamente por la norma de rango superior de la organi­
zaciôn estatal a diferencia de los poderes tributaries que 
normalmente poseen las corporaciones locales, cuya base - 
legal suele encontrarse en la legislaciôn ordinaria del - 
Estado. A los poderes de las corporaciones o entidades lo 
cales los llamô Blumenstein en su claro anâlisis sobre po 
der de imposiciôn, contenido en su Sistema del Derecho - 
del impuesto, poder derivado, porque "siempre existe como 
consecuencia de una concesiôn expresa y dériva su existen 
cia del poder del Cantôn que lo concede", Ocurre de mane­
ra diferente con el poder impositivo de la Confederaciôn 
y de los Cantones, que tienen su base legal en la Consti­
tuciôn. (6)
(5) Ibid, pâg. 552.
(6) Utilizamos la traducciôn italiana de esta obra de Ernst 
Blumenstein, Sistema di Diritto delle Imposte, Milân: 
Antonio Giuffrê, 1954, pâgs. 35 a 41. Nos ha conducido 
al examen de este texto la referenda que hace a la doc 
trina suiza como originaria de la distinciôn de poder 
originario y derivado, Giuliani Fonrouge, en su Derecho 
Financiero, Buenos Aires: Depalma 1970, Tomo I, pâg.288
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Estas ideas de Blumenstein, que han sido muy bien aco 
gidas por la doctrina jurldico-tributaria posterior (7)nos 
son extraordinariamente ûtiles para distinguir al Estado 
federal de otras formas descentralizadas de organizaciôn 
como son los Estados Unitarios con entidades territoriales 
o funcionales con poderes financieros otorgados por la le 
gislaciôn estatal ordinaria
Este cuadro puede completarse examinando la evoluciôn 
histôrica de algunos sistemas federales. Estados Unidos, - 
Suiza y Alemania, très estados federates clâsicos, se han 
formado sobre la base de confederaciones preexistentes —
(7) Entre otros, Dino Jarach, Curso Superior de Derecho - 
Tributario, Buenos Aires: Liceo Profesional Cima,1957 
Tomo I, Pâgs. 44 y 45, Seminario de Derecho Financie- 
ro de la Facultad de Derecho de la Universidad de Ma­
drid, dirigido por Fernando Sainz de Bujanda, Notas - 
de Derecho Financiero, Madrid. Universidad de Madrid, 
Facultad de Derecho, 1967, Tomo I, Volumen II, pâgs.
5 a 7; Gian Antonio Micheli, Lezioni di Diritto Tribu 
tarie, Roma: Mario Bulzoni, 1968, pâg. 64. Fonrouge - 
mantiene, sin embargo, una postura disidente. Este pro 
fesor argentino sostiene que "todos los ôrganos de go 
bierno tienen facultades tributarias de la misma natu 
raleza jurldica, sin que puedan establecerse grades o 
jerarquias en ellas. Tanto la Naciôn como las provin- 
cias y los municipios tienen poder originario o inhé­
rente, porque êl es connatural al Estado en cualquie- 
ra de sus manifestaciones"... Giuliani Fonrouge, op. 
cit. pâg. 288. Pechman en su Federal Ià-*x Policy,Wash 
ington. D.C. The okings Institution, 1966,pâg. 3, /
ofrece una caracterizaciôn muy parecida a la de Blu—  
menstein: En un sistema federal "el gobierno nacional 
y el de los Estados tienen poderes tributaries inde—  
pendientes, mientras el gobierno local dériva sus po­
deres tributaries de los gobiernos de los Estados".
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(8) ôQué transformaciones en el terreno financière han ca 
racterizado el paso del pacto confederal a una constitu—  
ciôn federal? En les Articules de la Cenfederaciôn ameri- 
cana ne se prevelan pederes tributaries para la erganiza- 
ciôn confederal. Sus gastes deblan ser sestenides per las 
apertacienes de les Estades miembres. El peder de estable 
cer tributes ne le séria" cenferide a la erganizaciôn cen 
tral hasta la Censtituciôn federal de 1.787 en su articu­
le 1.8, que permite al Cengrese "te lay and collect taxes 
duties, impests and excises" (9).
Este misme fenômene financière se présenta en Suiza, 
en su transfermaciôn de una Cenfederaciôn a un Estade fe­
deral en 1.848. Tras el parêntesis de la Repûblica centra 
lista de 1.798, en 1.803 se restablece en Suiza la auteno 
mia financiera de les Cantones. Esta autenemia fuê acempa 
nada per la creaciôn de una "Caisse Centrale", primera -
(8) El nûmere de Estades federates varia segûn la rigure- 
sidad del anâlisis juridice-pelitice que se realice. 
Keneth C. Wheare sôle encuentra cuatre Estades fédéra 
les autôntices, en les que incluye a Canadâ en cuya 
estructura considéra que existen muchas heteredexias, 
Kenneth C. Wheare, Federal Government, Londres :Oxford 
University Press, 1964. Nesetres hemes reducide nues- 
tra investigaciôn a Estades Unides, Suiza y Alemania 
perque, ademâs de dispener sobre elles de mejer infer 
maciôn, considérâmes que censtituyen les sistemas fe­
derates histôricamente mâs caracteristices.
(9) La eveluciôn financiera de les Estades Unides se estu 
dia cen mâs detalle en el Capitule VI, en el que se - 
muestra el paralelisme entre esta eveluciôn y la de - 
las Cemunidades.
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instituciôn de su Hacienda confederal. Con anterioridad a la 
Repûblica de 1.798, carente la Dieta de poderes efectivos,no 
fué necesaria erganizaciôn financiera alguna)
La "Caisse centrale" se mantenia per medie de centribu- 
cienes de les Cantenes. La cenfederaciôn carecia, pues, de - 
recurses financières directes y de cualquier tipe de peder - 
de impesiciôn. La Censtituciôn de 1.848 atribuye les dereches 
de aduana al Estade federal que configura (10). Cerne en Esta 
des Unides - aunque en êstes les pederes de impesiciôn del - 
Estade federal fueren mâs amplies desde un principle - ascen 
se a la ferma federal va acempafîade de un abandene de las - 
Centribucienes de les Estades federades en faver de la atri- 
buciôn directa de medies de financiaciôn tributaries al Esta 
de federal.
En Alemania el fenômene présenta perfiles mâs cemplejes 
cerne mâs cempleja es la eveluciôn de su estructura censtitu- 
cienal. Hasta .la Censtituciôn de Weimer ne se legra en Ale­
mania una federaciôn paclfica y unitaria. (il).
(10) Maurice Heimann, ep. cit. pâgs. 166 y 167.
(11) Son palabras de Finer. Sobre la eveluciôn y problèmes 
de la Federaciôn Alemana, y sobre el fédéralisme en - 
general, puede verse, entre etres, Hermann Finer, Teo 
rla y prâctica del Gebierne moderne. Madrid, Tecnes, 
1.964, pâgs. 220 a 232 y 239 a 271.
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Al Zollverein, Uniôn aduanera de 1.834 (12) seguirlan 
inestables situaciones polîticas que pasando por la Confe- 
deraciôn de Alemania del Norte, desembocarian en el Imperio 
bismarkiano, cuya Censtituciôn de 1.871, establece para Aie 
nia una estructura federal. Les medies financières del Reich 
tienen un significade mixte: a la atribuciôn de les dereches 
de aduana y de algunes impuestes sobre el consume se acempa 
ha la subsistencia de centribucienes de les Estades federa­
des (Matrikularbeitraege)
(l2) En la Uniôn aduanera el peder para cenfigurar el Aran- 
cel aduanere cemûn ha de cerrespender a la Uniôn, le - 
que ne implica que ésta se bénéficié de la recaudaciôn 
del Impueste de aduanas. Asi ha ecurride en las Cemun^ 
dades eurepeas desde julie de 1.968 al 1 de enere de - 
1.971 y parcialmente seguirâ ecurriende hasta el ejer- 
cicie de 1.975. En el Zellverein de 1.834 les dereches 
de aduana y algunes etres impuestes sobre el consume - 
eran percibides per la Uniôn y distribuides per ésta - 
entre les Estades miembres segûn sus peblacienes respec 
tivas, Wilhelm Bickel, Relacienes financieras entre - 
Cerperacienes pûblicas, en Gerleff y Neumark, Tratade 
de Finanzas, Buenos Aires: El Atenee, 1.961, pâg. 480, 
Claude Jacquemart en su interesante ebra "La nouvelle 
douane européenne, Paris: Jupiter, 1.971, pâg. 25, re- 
cege un cencepte jurldice auterizade de Uniôn aduanera 
centenide en un dictamen de 1.931 realizade per el Tri^  
bunal Permanente de Justicia de la Haya (Serie A/b fa£ 
cicule n2 41 de la 23^ sesiôn: Regimen aduanere entre 
Alemania y Austria). De acuerde cen el Tribunal de La 
Haya una Uniôn aduanera requiere: a) que la legislaciôn 
aduanera y el arancel de aduanas sean uniformes en te- 
das las partes centratantes, b) que exista unidad de - 
frenteras y de territerie aduanere respecte a les esta 
des que ne ferman parte de la Uniôn, c) que se supri—  
man tetalmente entre les Estades aseciades les dere—  
ches que graven la entrada y salida de las mereandas, 
d) que se repartan segûn un bareme determinade entre 
les Estades miembres les dereches de aduana recaudades.
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El sistema era extraordinariamente complicado. Las con 
tribuciones de los Estados censtituyen, de acuerde cen el - 
art. 70 de la Censtituciôn un recurse residual para finan­
cier les gastes ne cubiertes per les recurses prepies del - 
Imperie (tributaries y patrimoniales). Les Estades miembres 
eran deudores del Imperie en razôn de estas centribucienes 
a un tiempe que eran acreederes del misme en razôn de la - 
participaciôn que les correspondra en les dereches de adua­
na e impuestes sobre el consume del Imperie (l3)
La cemplejidad de este sistema, aparentemente irracie- 
nal, ne ebedece a ningûn motive financière sine a importan­
tes razenes pellticas. Gaston jeze dice que su explicaciôn 
es histôrica y censtttucienal: "Les impuestes del Imperie 
son permanentes. El ejecutive puede pues recaudarles sin la 
auterizaciôn anual del Reichtag. Si ne hubiera, pues, cen—  
tribuciones matriculares, y centribucienes importantes, el 
Reichstag ne tendria ninguna garantla de ser cenvecade —  
anualmente. Si, per el contrarie, las centribucienes matr^ 
culares ecupan un pueste importante en les ingreses del Im 
perie, censtituirân un elemente del que el Ejecutive ne - 
puede prescindir, y cerne .la cuantla de las centribucienes 
matriculares se fija cada ahe per el Reichstag y el Bun—  
desrat, se encuentra asegurada al misme tiempe la cenveca- 
teria periôdica del Reichstag" (14)
(13) Una expesiciôn compléta y brillantlsima del sistema
financière del Reich puede verse en el terne VI de la
traduceiôn francesa de Laband, Le Droit Public de 
l'Empire Allemand, Paris: V. Giard et Briere, 1904.
(14) Gaston Jèze, Tra itê de Science des Finances, Le Bud
get, Paris: V. Giard et E. Brière, 1.910, pâg. 558.
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La perduraciôn en una estructura federal como la aie- 
rricina de contribuciones de los Estades - medie normal de fi^ 
nanciaciôn de cenfederacienes y de erganizacienes interna- 
cienales - ne puede aislarse de las causas pellticas refe- 
ridas. Su supresiôn, y la supresiôn paralela de las parti- 
cipacienes de les Estades en les tributes del Reich,se hu­
biera adaptade mejer a una estricta racienalidad financie­
ra.
A la vista de las ideas expuestas ne creemes que exi£ 
tan unes principies y elementes necesaries y exclusives de 
les sistemas financières de les Estades federates, pero si 
que existan unas caracterlsticas, lôgica e histôricamente, 
prepias de estes sistemas financières, que centrastaremes - 
cen el sistema financière de las Cemunidades eurepeas.
Sin tratar de agetar la definiciôn de una Hacienda fe 
deral, creemes que su caracterizaciôn esencial puede reali 
zarse, teniende en cuenta las ideas expuestas, de la si—  
guiente manera:
En las federacienes, ceme en etres tipes de erganizaciôn,. 
ceexisten sobre un misme territerie varies sistemas finan­
cières de entidades pûblicas de base territorial, una de - 
ellas abarcande la tetalidad del territerie y la etra una 
zona inferior. Este fenômene es cemûn a las erganizacienes 
internacienales y a las cenfederacienes (tipe especial de 
erganizaciôn internacienal), a les Estades unitaries en - 
les que existen cerperacienes locales cen autenemia finan­
ciera y a les Estades federates.
Les sistemas financières de les Estades federates se 
diferencian de les sistemas de estas etras erganizacienes
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en base a dos elementes:
le) En les Estades federates la erganizaciôn territo­
rial general se financia fundamentalmente per medie de tri_ 
butes de les que es acreederadirecta,a diferencia de en - 
las erganizacienes internacienales (inciuîdas las cenfede­
racienes) en que se financia per medie de centribucienes 
de les Estades miembres. (15). Constituée una ley histôri­
ca y lôgica que les primeres tributes atribuîdes a les Es­
tades federates sean el impueste aduanere y algunes impue£ 
tes sobre el consume y que sole cuande la federaciôn ha al^ 
canzade un considerable grade de madurez le seein atribuî—  
des impuestes sobre la renta (16), Censtituye una ley his
(15) Tretabas discrepa, sin embargo, de este principie, Pa 
ra el prefeser francés "el preblema de las Haciendas 
federates puede recibir des selucienes: - "e bien es­
tes ingreses serân prepercienades per les Estades —  
miembres, cuande estes censervan en su cempetencia el 
peder exclusive de decidir tedes les ingreses: seper- 
tan entences la carga de alimentar el presupueste fe­
deral per medie de una centribuciôn" - "e bien el Es­
tade federal misme ha recibide entre sus cempeten—  
cias un peder de impesiciôn que le permite establecer 
directamente ingreses federates y alimentar as! su - 
presupueste per medie del impueste". Louis Tretabas, 
cen la celaberaciôn de J.M. Cetteret, Finances publi 
ques, Paris: Dallez, 1.970, pâg. 63. La alternativa 
referida ne corresponde a la experiencia histôrica, 
ni résulta adecuada a las necesidades de autenemia - 
ecenômica de les Estades federates.
(16) J.P, Martin, ep. cit. pâgs. 553 y ss. Wilhelm Bickel 
ep. cit. pâgs. 494 a 504 y teda la literatura que pre 
cédé y cementa la intreducciôn de la enmienda 16 a la 
Censtituciôn americana. En especial puede verse el - 
anâlisis que realiza R.N. Bhargava, Recent Trends in 
Federalism, Public Finance, ns 3, 1.954, pâgs. 256 y 
ss.
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tôrica que los objetos de los impuestes atribuîdes al Esta 
de Federal sean diferentes, de les de les impuestes cen que 
se financian les Estades federades, (le que ha llamade E.R 
A. Seligman sistema de separaciôn), y que, a le large de - 
la eveluciôn de las federacienes estes ebjetes ceinciden - 
(sistema de duplicaciôn). El misme Seligman mantiene que 
tras el pase per un sistema de subvencienes del Estade fe­
deral a les Estades federades, e centribucienes cen les su/, 
jetes invertides (sistema de suberdinaciôn) se pedrâ lie—  
gar a un sistema de ceerdinaciôn - une de cuyes instrumen­
tes séria el establecimiente de recarges per une de les t^ 
pes de entidades de la erganizaciôn federal sobre les im—  
puestes establecides y recaudades per el etre (17).
El sistema financière de las Cemunidades eurepeas se 
ajusta perfectamente a estes principies. Su paralelisme es 
enerme incluse cen las lineas de eveluciôn sehaladas, si - 
se prescinde de la temprana apariciôn del gravamen sobre - 
la produceiôn del carbôn y del acere y se valera en su eper 
tunisme y parcialidad el Impueste sobre la renta de les - 
funcienaries y agentes de 1asCemunidades. Les recurses pro 
pies de la Decisiôn de 21 de abril encuadran perfectamente 
en el esquema presentade. La atribuciôn a las Cemunidades 
en exclusiva de les gravâmenes sobre el trâfice externe - 
respende a las leyes lôgicas e histôricas de les erlgenes 
de las HaciBndas federales y el recarge sobre les impues- ’
(17) Edwin R.A. Seligman, The Coordination ef Public Re- 
ven ues, publicade en la ebra celectiva. Economie - 
Essays in Honour ef Gustav Cassel, Londres: Allen 
and Unwin, 1.933, especialmente pâg. 579.
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tes sobre el valor ahadido de los Estades miembres se aju£ 
ta incluse (este paralelisme se hace ceme pure ejercicie 
acadêmice) al sistema de ceerdinaciôn previste e deseade 
per E.R.A. Seligman.
22) Si el criterie anteriermente expueste résulta vâ 
lide para distinguir la Hacienda federal de la de las er­
ganizacienes internacienales, un segunde criterie, de ca- 
râcter formai, distingue el sistema financière federal - 
del de las Cerperacienes locales.
En las federacienes,ceme hemes viste, tante el Esta­
de federal ceme les Estades federades detentan pederes de 
impesiciôn eriginaries, etergades per textes censtitucie- 
nales. Las cerperacienes locales, en cambie, tienen normal^  
mente pederes de impesiciôn derivades, cencedides en le—  
yes erdinarias. Les pederes derivades de las cerperacio 
nés locales, cerrespenden a le que en la termineiegla an- 
glosajena se cenece ceme "delegated powers".
En el Estade federal ceinciden sobre un misme terri- 
terio dos titulares de pederes eriginaries, une de elles 
detentader de pederes conecides per la dectrina censtitu- 
cienal americana ceme "designated powers", al que cerres­
penden les pederes de impesiciôn expresamente détermina—  
des per la censtituciôn y el etre detentader titular de - 
les "inherent powers", al que cerrespenden les pederes r£ 
siduales, ne cenferides en exclusiva a la etra erganiza—  
ciôn. Tante les "designated powers" ceme les "inherent - 
powers" tienen su fundamente en textes censtitucienales,
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por lo que censtituyen pederes eriginaries.(18)
Histôricamente cerrespenden al Estade federal les - 
"designated powers" y a les Estades federades les pede—  
res residuales, Histôricamente tambiôn el peder de impe­
siciôn corresponde a un ôrgane independiente, secielôgi- 
camente independiente tambiôn, de les gebiernes de les - 
Estades miembres, ôrgane cempueste per représentantes d± 
rectos del pueble.
La adecuaciôn del sistema financière de las Cemuni­
dades eurepeas a este segunde principie depende de la ca 
lificaciôn jurldica que demes a les tratades censtituti 
vos de ôstas, a les tratades de la medificaciôn y a la 
Decisiôn de 21 de abril de 1.970, acte del Censeje de 
nistres de las Cemunidades, que requiere para perfeccie- 
narse la aprebaciôn per les Estades miembres de acuerde 
cen sus dispesicienes censtitucienales respectivas (lo­
que ne deja de recerdar las enmiendas censtitucienales)
La literatura sobre la pelômica de si les tratades 
constitutives de las Cemunidades son un acte erdinarie - 
de Dereche internacienal e la Censtituciôn e ley funda—  
mental interior de las Cemunidades es inabordable en es­
te trabaje. El preblema vuelve a censiderarse ne obstan­
te en etra parte de este trabaje.
(18) Este anâlisis, tîpice de la dectrina americana, ha 
side recegide en lengua castellana per Giulani FcP- 
reuge ep. cit. pâg. 288. Puede verse un anâlisis s± 
milar cernentande la enmienda 10^  a la Censtituciôn 
americana E. Allen Farnsworth, An Introduction te - 
the Legal System ef the United States, Nueva York. 
Oceana Publications, 196 3, pâg. 61.
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Siendo innegable que el contenido material de los 
tratados coincide con el contenido material de las Con£ 
tituciones,el problema formal del range de estes trata­
des depende de la calificaciôn jurldica que se dé a las 
Cemunidades. Ceme veremes mâs adelante no se puede man- 
tener que las Cemunidades sean pura y simplemente erga­
nizacienes internacienales clâsicas. Rechazada esta ca- 
lificacidn habrâ que conferir a les tratades un carâc- 
ter o funcidn especial, que desberda la naturaleza de - 
pactes internacienales ordinaries. No se les puede ne—  
gar a los tratades y a la Decisiôn de 21 de abril de - 
1.970 que equiparames a elles en estes efectes, su ca—  
râcter de cûspide de un erdenamiente jurldice autôneme 
y per esta razôn, sin negar su erigen internacienal y - 
su ferma de tratades, creemes que se les debe atribuir 
carâcter de Censtitucienes e de quasi-constitucienes,
En el texte de la Sentencia de 18 de ectubre de - 
1.967 del Tribunal federal alemân puede leersc: "El Tra 
tado C.E.E. représenta en cierte mode la Censtituciôn 
de esta Cemunidad. Las prescripcienes jurldicas dicta—  
das per las institucienes cemunitarias en el marce de - 
sus competencias de acuerde cen el Tratade, el "Dereche 
Cemunitarie seçundarie", ferman un erden jurldice pre—  
pie, cuyas réglas ne pertenecen al Dereche internacienal 
pûblico, ni al dereche nacienal de les Estades miembres. 
El Dereche cemunitario y el dereche interne de les Esta­
des miembres censtituyen "des ôrdenes jurldicos distin­
tes y diferentes"; el Dereche creade per el Tratade CEE
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procédé de una fuente autônoma" (19)
Nuestras preferencias son, sin duda alguna, por la 
calificaciôn de actes aenstitucienales e de naturaleza 
y range équivalentes de estes tratades. Recerdemes sim­
plemente a estes efectes:
- Que la censtituciôn de algunes Estades federales 
e incluse de algunes estades unitaries se ha fermaliza- 
de en actes internacienales.
- Que ni en Luxemburgo, al tiempe de la ratifica—  
ciôn de les tratades de Rema, ni Irlanda, Dinamarca y - 
Neruega, respecte a la ratificaciôn de sus tratades de 
adhesiôn a las Cemunidades, han censiderado suficientes 
les precedimientes ordinaries de ratificaciôn de les - 
tratades.
De cualquier manera, ne pueden identificarse les - 
pederes de impesiciôn derivades que cerrespenden a las 
cerperacienes locales, con les pederes tributaries de - 
las Cemunidades eurepeas. Les Estades que atribuyen pe­
deres derivades continûan dispeniende de elles: pueden 
suprimirles, limitarles o ampliarles per actes unilaté­
rales. Para medificar los pederes de las Cemunidades es 
neces arie se meterse al prccedimiente formai rigurese
(19) Recueil, tome VIII, p. 101, terne X, p.1160, repre- 
ducide en el anexo V de la ebra de Henry Lesgui—  
liens L* application d'un Traité-Fendatien: Le trai 
té instituant la C.E.E. Paris: R. Pichen et R. Du­
ran d-Auzies, 1968, pâg. 296.
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de reforma de los Tratados.(20)
El poder de impesiciôn que se atribuye a las Cemunida 
des es "un peder seberane, autôneme, no la expresiôn del 
peder estatal de seberania, delegade a las Cemunidades per 
les Estades miembres" (21) La atribuciôn de pederes per - 
les Estades miembres a las Cemunidades censtituye una des- 
pesesiôn definitiva de êstes de les pederes atribuides. A 
partir de la atribuciôn, les Estades miembres, unilateral- 
mente, ne pueden recuperar, limitar, ni ampliar les pede—  
res cedides.
Les pederes de impesiciôn de las Cemunidades cerres—  
ponderlan también, ceme les de les Estades federales, a la 
categerla de les "designated powers" a que nos hemes refe- 
ride.
(20) En este sentide résulta muy interesante la distinciôn 
que hace A. W. Green entre un Estade unitarie cen de£ 
centralizaciôn de pederes y un Estade federal. "La se 
lueiôn federal - escribe - difiere de la seluciôn ad- 
ministrativa en des elementes; primere, en un sistema 
federal la auteridad central ne puede cambiar a su - 
discreciôn la divisiôn de pederes entre auteridades 
locales y centrales; segunde, en un sistema federal, 
tante las auteridades locales ceme las centrales, tie 
nen garantia de que se ebservarâ la divisiôn de pede­
res acerdada". Political Integration by Jurisprudence 
The work ef the Court ef Justice ef the European Com­
munities in European Political Integration. Leyden: 
A.W. Sijtheff, 1969, pâg. 11. Mariano Abad, per su - 
parte, considéra que aûn cuande les tratades constitu 
tives de las Cemunidades ne sean censtitucienes, les 
pederes financières de êstas deben censiderarse erig£ 
naries per la especial naturaleza de estes tratades.El 
peder financière de las Cemunidades eurepeas, en EStu 
dies de Dereche Internacienal pûblico y privade. Heme 
na.je al prefeser Luis Seia Sampil, Oviedo: Facultad - 
de Dereche, 1970, pâgs. 449 y ss.
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No se ajustan, sin embargo, las Cemunidades a la ley 
histôrica a que nos hemes referide de la autenemia respec 
to a les gebiernes de les Estades miembres de les ôrganes 
a que corresponde el peder financière, ni tampece a la - 
del carâcter representative de estes ôrganes. En las Cemu 
nidades el centre de gravedad del peder financière cerre£ 
pende al Censeje de Ministres, ôrgane interne de las Ce­
munidades y ne cenferencia internacienal, pere fermade - 
per un représentante de cada gebierne de les Estades miem 
bres (22). El centre de gravedad financière corresponde a 
un ôrgane cemunitario, ne interestatal, independiente, pe 
re fermade per miembres de les gebiernes estatales. La po 
sibilidad de adeptar decisienes per mayeria atenûa relati 
vamente la significaciôn de esta falta de autenemia (23).
(21) Sentencia del Tribunal Civil y Penal de Milân de 24 
de junie de 1964, citada per Lesguilens, ep, cit.pâg 
36.
(22) Sobre este preblemâtica puede verse Jesef Lerenz:Fi 
nances et Institutions européennes. Nancy: Centre - 
Universitaire européen, 1963. Lerenz se refiere a una 
falta de autenemia en sentide fâctice, secielôgice, 
ne a una falta de independencia jurldica.
(23) Ne obstante cenviene tener en cuenta que el acuerde 
adeptade en Luxemburgo en 1966 per les représentan­
tes de les Estades miembres,de insestenible valer - 
jurldice, exige que se procure la unanimidad en les 
asuntes que se censideren fundamentales para les in 
tereses de algûn Estade miembre, aun cuande en les 
Tratades se auterice decidir per mayeria.
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El Consejo no es, por otra parte, un ôrgane represen 
tative, équivalente a les Parlamentes nacienales, per le 
que ne sole se infringe aqul una ley histôrica de les Es­
tades federales, sine un principie fundamental de la demo 
cracia mederna. Les pederes presupuestaries etergades al 
Parlemente eurepee per el Tratade de 22 de abril de 1970 
que afectan tambiôn al recarge sobre les impuestes sobre 
el valer ahadide, en cuya determinaciôn del tipe de grava­
men se ha de seguir el prccedimiente de aprebaciôn presu- 
puestaria, son insuf icientes, marcan un principie de atr_i 
buciôn del peder financière a un ôrgane representative. 
Este ôrgane ne se configurant cen verdadera autenemia, - 
sin embargo, hasta que ne se procéda, ceme estâ previste 
en les Tratades,a la elecciôn del Padamente per sufragie 
universal directe. (24).
Las inadecuacienes ûltimamente sehaladas ne son suf£ 
cientes sin embargo para negar el carâcter federal a la - 
Hacienda cemunitaria. Carâcter que en base al anâlisis - 
realizade nos parece innegable.
(24) Una valeraciôn del papel del Parlamente eurepee en 
la eveluciôn de las Cemunidades puede verse en la _ 
excelente ebra de Henri Manzanares, El Pariamente 
eurepee, Madrid, Institute de Estudies Politicos, 
1967, pâgs. 298 y ss.
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C. El carâcter federal del sistema financière comunitario 
y la naturaleza jurldica de las Cemunidades eurepeas.
üQué influencia puede tener la atribuciôn de recur­
ses prepies, que détermina el carâcter federal del siste 
ma financière de las Cemunidades eurepeas, sebre la cali 
ficaciôn jurldica de êstas? Mâs cencretamente, ^quê valer 
tiene la financiaciôn de tipe federal de las Cemunidades 
en su calificaciôn de erganizacienes federales?
Las Cemunidades eurepeas han side calificadas de er­
ganizacienes supranacienales, de Estade federal y de erga 
nizacienes internacienales erdinarias asl ceme el extense 
es.pectre de calificacienes cemprendide entre estes des ûl 
times cenceptes.
La calificaciôn de supranacienal de las Cemunidades, 
aûn cen la auteridad de su définider Rebert Schuman, en - 
el prefacie a la ebra clâsica de Reuter, "La. Communaxitê 
européenne du Charbon et de l’Acier" (25) carece en el pre 
sente de prestigie cientlfice.
(25) Paul Reuter, La Communauté européenne du Charbon et 
de l’Acier, Paris: R. Pichen et R. Durand-Auzias, 
1953. Pâg. 7. cenecida definiciôn de Schuman es ce­
me sigue: "Le supranacienal se sitûa a la misma dis 
tancia entre, de una parte, el individualisme inter 
nacienal que considéra ceme intangible la seberania 
nacienal y ne acepta Ceme limitacienes de la sebera 
nia mâs que ebligacienes centractuales, ecasienales 
y révocables, y, de etra parte, el fédéralisme de - 
Estades que se suberdinan a un Super-Estade detade 
de una seberania territorial prepia. La instituciôn 
supranacienal, ceme nuestra Cemunidad, representada 
per la Alta Auteridad, ne pesee las caracterlsticas
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Aun cuando este neologismo acierta a poner de relieve 
las diferencias de las Cemunidades cen una erganizaciôn in 
ternacienal y cen un Estade federal, résulta insuficiente 
en cuante se limita a caracterizar negativamente a las Co 
munidades, al menes si se acepta la definiciôn de este cen 
cepte dada per Schuman. Se trata de un términe peliticamen 
te vâlide, cen sentide general, pere carente del valer dec 
trinal suficiente para censtituir una categerla jurldica 
capaz de describir la naturaleza jurldica de una erganiza­
ciôn.
Per etra parte, la utilizaciôn en su ralz de la vez - 
nacienal y ne de la estatal. La referenda a un fenômene - 
secielôgice, si ne moral, en vez de a un fenômene jurldice 
ceme el Estade, la convierte en una expresiôn capaz de - 
preducir ciertas cenfusienes. (26)
Ne nos parece incorrecte sin embargo hablar de la su- 
pranacienalidad de las Cemunidades - aûn cuande mantenemes 
que este ne implica una calificaciôn jurldica - Nos parece 
preferible reservar el tôrmine supranacienal al emplee que 
de êl hace el art. 9 del Tratade constitutive de la Cemun£ 
dad eurepea del Carbôn y del Acere, es decir, para referir 
se a la independencia de un ôrgane respecte a les pederes 
de les Estades miembres (en el art. 9 del referide Trata­
de un Estade; pere detiene y ejerce ciertes pederes se 
beranes"...
(26) Vôase entre etres Kerewicz, Organisations internatie 
nales et souveraineté des Etats membres, Paris : Pede 
ne, 1961, pâg. 286.
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do se postula la supranacionalidad de la Alta Auteridad) 
(27).
Descartada la validez del têrmine supranacienal, la 
pelêmica sebre la naturaleza jurldica de las Cemunidades 
se desarrella sebre una llnea que tiene en sus peles la 
erganizaciôn internacienal y el Estade federal.
La existencia de una erganizaciôn pelltica - ne un 
secretariade administrative permanente -, la atribuciôn 
de pederes amplies y efectives cuyas decisienes son vincu 
lantes ne sôle para les Estades miembres sine para direc 
tamente les ciudadanes de las Cemunidades, la supresiôn 
de la régla de la unanimidad en la mayeria de las cempe- 
tencias cemunitarias, en fin, la independencia y efica—  
cia directa del erden jurldice de las Cemunidades, hacen 
alejarse a muehes de la calificaciôn de ôstas ceme ergan£ 
zaciones internacienales.
La calificaciôn de Estade federal résulta tambiôn - 
diflcil de sestener. A las Cemunidades ne le han side atri 
atribuides pederes en les des campes tlpices de la cempe 
tencia eriginaria de les Estades federales. Una ley his­
tôrica demuestra que las primeras funcienes a desempehar 
per un Estade federal sen la defensa y la diplemacia.
(27) Rigaux se manifêesta incluse en centra de esta util£ 
zaciôn del tôrmine supranacienal. Nature juridique 
des Communautés, en la cempletlsima y valieslsima - 
ebra dirigida per W.J. Ganshef van der Meersch, Droit 
des Communautés eurepéenes, Bruselas: Larcier, 1968, 
pâgs. 30 a 34.
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Las Cemunidades, per el contrarie, limitan al terrene ecenô 
mice su haz de atribuciones (28). Aun cuande en este campe 
ecenômice las Cemunidades eurepeas actûen ceme federacienes 
nos parece, a pesar de la impertancia de la ecenemla en nues 
très tiempes, que este sector de competencias dista muche - 
del tripede clâsice del peder estatal. Para calificar de E£ 
tade a las Cemunidades séria necesarie que les correspondre 
ra si ne el menepelie e la supremacla, al menes una partiel 
paciôn importante en la ceacciôn, prepia de laserganizacie- 
nes estatales.
La inadecuaciôn de las Cemunidades a la naturaleza de 
Estade, ne impide que respecte a ellas se emplee, en centra
(28) Robert Marjelin describe este fenômene de la siguiente 
manera: "Hasta ahera, en la histeria, las federacienes 
hablan cemenzade per la defensa y las relacienes exte- 
rieres, manteniende frecilentemente las cuestienes ece^ 
nômicas en el campe de la seberania de les Estades. Per 
el contrarie, el Mercade Cemûn consiste en pener en ce 
mûn la seberania respecte a les asuntes ecenômices,cen 
servande les Estades sus seberanlas en les campes de 
la defensa y de las relacienes exterieres. Pretender 
en nuestres dlas que el primer tipe de cuestienes tie­
ne mâs impertancia que el segunde, pedrla parecer exce 
sive. Y, sin embargo, en el munde moderne, y especial 
mente en Eurepa, cabe pensar que les Estades dispenen 
de mâs libertad de decisiôn en les asuntes ecenômices 
que en les preblemas de defensa e en las cuestienes di 
plemâticas", La signification politique du Marché Com­
mun, Communauté Européenne, octave ahe, n2 2, febrere 
de 1964, pâg. 9, recegide y traducide per Ramôn Tama—  
mes, Fermaciôn y desarrelle del Mercade Cemûn eurepee, 
Madrid: Iber-Amer, pâgs. 384 y 385.
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de lo que ha mantenido algûn autor, el adjetivo federal (29)
Las competencias de las Cemunidades ne son le suficien 
temente générales (ni se ajustan al medele histôrice tîpice) 
para que éstas puedan censiderarse ceme Estades federales. 
Pere las Cemunidades actûan en alguna de sus competencias - 
de manera similar a ceme le hacen les Estades federales en 
les campes que les son prepies . La diferencia y ceinciden- 
cia apuntada ha llevade a buena parte de la de ctrina a ca­
lif icar las Cemunidades de federaciôn parcial, de entidades 
de carâcter prefederal. Esta llnea de dectrina puede censi­
derarse dominante en la vastlsima literatura sebre el asun- 
te, que ne es êste el lugar de examinar.
En el contexte de esta pestura sebre la naturaleza ju­
rldica de las Cemunidades, cobra notable impertancia la ca­
lificaciôn de federal de su sistema financière. Les actes - 
de Luxemburgo de abril de 1.970 han enriquecide cen nueves 
elementes federales esa federaciôn parcial.
Hay, en su importante ebra "Federalism and Supranatio­
nal Organizations", mantiene, en la llnea de nuestre anâli­
sis precedente que "el estade federal es fermalmente
la finalidad del fédéralisme, pere ne su ûnica manifesta--
ciôn". El fédéralisme puede aislarse pues de la federaciôn.
(29) Rigaux afirma que "la calificaciôn federal de las Cemu 
nidades debe descartarse. "El Estade federal, ceme el 
Estade unitarie es siempre un Estade ûnice"... Fran­
çois Rigaux, ep. cit. pâg. 36.
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Al atribuir el adjetivo federal a las Comunidades eurepeas 
queremes describir una ferma de relaciôn entre las Cemuni­
dades y sus miembres. Esa relaciôn federal ne lleva necesa 
rlamente aparejada la calificaciôn de federaciôn de las C£ 
munidades. Es una cuestiôn de grade el fédéralisme necesa­
rie que per agrupaciôn de fédéralismes funcienales, puede
hacer adquirir a una erganizaciôn el carâcter de fédéra--
ciôn (30)
La atribuciôn de recurses prepies a las Cemunidades - 
determinande el carâcter federal del sistema financière de 
ôstas aumenta la escala de fédéralisme de estas erganiza—  
cienes.
El canciller Brandt en su discurse ante el Bundestag 
cen ecasiôn de les debates para la ratificaciôn de les Ac­
tes de Luxemburgo de abril de 1.970, prenunciô una frase - 
que puede resumir el centenide de este capitule: "Les rec­
ourses prepies de la Cemunidad previstes en el reglamente 
financière censtituyen un elemente anticipade de erden fe­
deral" ( 31 )
(30) Peter Hay, Federalism and Supranational Organizations 
Urbane y Londres: University ef Illinois Press, 1966, 
pags, 89 y 90.
(31) Parlamente eurepee. Les ressources propres aux Cemmu- 
naûtôs européennes et les pouvoirs budgétaires du Par '' 
lament européen; Les débats de Ratification, Octubre, / 
1971, pâg. 64.
I I
EVOLUCION Y FUENTES DEL SISTEMA
FINANCIERO DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS
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1. LA EVOLUCION DE LOS SISTEMAS FINANCIEROS DE LAS COMUNI 
DADES EUROPEAS: EL PROCESO DE UNIFICACION PRESUPUESTA- 
RIA.
La Comunidad Europea del Carbôn y del Acero (CECA), 
la Comunidad Econômica Europea (CEE) y .la Comunidad Euro 
pea de Energla Atômica (Euratom) disponen a partir del - 
ejercicio financière de 1.971 de un sole presupueste. Aûn 
cuande, ceme ecurre en el plane de las Haciendas naciena­
les, algunes gastes e ingreses se sustraigan al documente 
presupuestarie, las Cemunidades eurepeas se apeyan en el 
présente en un sistema financière que puede censiderarse 
ûnice.
Las très cemunidades mantienen su persenalidad jur£ 
dica independiente y tienen su base legal en tratades di­
ferentes pere cemparten sus ôrganes de decisiôn y sus fi- 
nalidades generates. La unificaciôn financiera de las Ce­
munidades es una censecuencia de esta unidad ergânica y 
funcienal y se inscribe en un precese de unificaciôn jur£ 
dica aûn ne consumade. (1)
(l) Sebre la fusiôn ergânica de las Cemunidades, asl ceme 
sebre el precese de su unificaciôn jurldica pueden ver 
se, ademâs de las ebras generates, Paul Reuter, Rap—  
ports des Trois Traités entre eux, publicade en la - 
ebra celectica dirigida per Ganshef van der Meersch, 
Droit des Communautés européennes, ep. cit. , pâgs,81 
a 87, Emile Neél, Le fusiôn des institutions et le fu 
sien des Communautés eurepéenes. Nancy: Université de 
Nancy, 1966* .Raimend Barre, Le fusion des institutions 
européennes et le nouvel organisation des Communautés 
Bulletin de l'Institut International d'Administratien 
Publique. Julie-septiembre de 1968. Pâgs, 7-17 y El—
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La creaciôn de comunidades distintas puede valorar- 
se, simplemente, como una estrategia para una integraciôn 
unitaria como el triunfo de una llnea de pensamiento so—  
bre la unificaciôn europea que defiende una unificaciôn - 
definitiva compuesta de organizaciones independientes.
Cada comunidad ofrece en todo caso una doble signify 
caciôn: la integraciôn concreta del sector o campo de ac- 
tividad que con ella se logra y la de su aportaciôn a la 
integraciôn general. Aunque no existe acuerdo sobre la am 
plitud del campo de esta integraciôn general, sobre su ca 
râcter existe un mêtodo comunitario, un milagroso e imagi 
nativo compromiso institucional, que, a pesar de ser obje 
to de duros ataques, parece afianzarse progrèsivamente. 
Este mêtodo, con los desarrollos que un medio politico de 
democracia parlamentaria le exige, ofrece énormes posibi- 
lidades de estabilizarse.
La Hacienda de las Comunidades refleja fielmente las 
tensiones y compromises de la integraciôn europea. La in­
dependencia de los sistemas financières de cada comunidad 
y su progresiva fusiôn son una muestra de las tendencias 
generates en la polltica cemunitaria. La financiaciôn de 
las Comunidades se muestra, ademâs de como un elemente im 
portante a apreciar en las calificacienes jurldicas de é£ 
tas, como un factor dinâmico, adelantado a veces, en el - 
proceso integrador de nuestro continente.
friede Kapp, The merger of the Executives of the Euro 
pean Communities. Brujas: de Tempel, Tempelhof, 1964.
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Intentos y doctrinas sobre la unificaciôn europea - 
se inscriben desde fechas remotas en nuestra historia.En 
el perlodo entre las guerras del 14 y del 39 tuvieron lu 
gar proyectos y movimientos de federaciôn de verdadero - 
interês que pueden valorarse como precursores de las ac- 
ciones integradoras actuates. Debemos destacar entre los 
propulsores de la idea europea en esta época las persona
iidades del Conde Coudenhove-Kalergi y de Aristides —
Briand. El primero fuê autor del importantisimo libro - 
Paneuropa, obra clave en el movimiento ideolôgico inte—  
grador del periodo.anterior a la segunda guerra mundial 
y fundador de la Uniôn Pan europea, y el segundo, siendo 
ministro de asuntos exteriores de Francia, propuso ante 
la Asamblea de la Sociedad de Naciones la creaciôn de -
una uniôn federal europea. Estos intentos se ahogaron en
las divisiones que precedieron a la guerra.
En .la inmediata postguerra la unificaciôn de la Eu 
ropa continental era una necesidad de la reconstrucciôn 
y de la paz. Esta necesidad no se ocultaba a los hombres 
politicos de la êpoca. Simbolo de este estado de concien 
cia es el texto, de comûn referenda, del discurso pro—  
nunciado por Winston Churchill en Zurich en 1.946: "Si - 
se unieran los palses europeos, sus trescientos o cuatro 
cientos millones de habitantes conocerlan, como fruto de 
una herencia comûn, una prosperidad, una gloria y una fe 
licidad sin limites... El primer paso a dar es la créa—  
ciôn de un Consejo europeo" (2)
(2) Recogemos esta cita, mil veces repetida, del trabajo 
de Pierre Wigny, "Historique" en la obra coXectiva - 
dirigida por Ganshof van der Meersch, Droit des ...
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La creaciôn de la OECE en 9948 fué el primer résulta 
do de este estado de conciencia. En 1948 se créa igualmen 
te el Consejo de Europa. Ambas organizaciones, la primera 
de finalidad econômica y la segunda con objetivos genera­
tes, son mâs extensas en sus fines que profundas en su - 
institucionalizaciôn y competencias. Se asemejan mâs a - 
las organizaciones internacienales clâsicas que a las Co­
munidades eurepeas. Pertenecen a lo que, en la clasifica­
ciôn de las organizaciones internacienales que realiza - 
Reuter en su manual, se conoce como "organizaciones de in 
tegraciôn" en que se inscriben las Comunidades eurepeas
(3).
En las organizaciones de ceerdinaciôn los Estades - 
miembres no sacrifican porciôn alguna de sus poderes sobe 
ranos. Las organizaciones de integraciôn se benefician en 
cambio de un alto grade de institucionalizaciôn y a sus - 
ôrganes son atribuldos poderes reales a los que han de re- 
nunciar los Estades asociados.
La Comunidad europea del Carbôn y del Acero
El 9 de mayo de 1.949 Robert Schuman hizo pûblica a 
la prensa reunida en el Quai d'Orsay su histôrica déclara
op. cit.,pâgs. 4 y 5. El discurso de Churchill se en­
cuentra publicade en W. Churchill, Post-War Speeches. 
The Sinews of Peace. Londres 1948, Ademâs de las refe 
rencias que a la histeria de la unidad europea se en- 
cuentran en las obras generates sobre las Comunidades 
o sobre las organizaciones eurepeas, puede verse en—  
tre otros el trabajo de Lecerf, Histoire de l'unité - 
européene. Paris: Gallimard, 196 5.
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ciôn, que habrla de senalar la via en la que la integra- 
ciôn europea obtendria sus primeros êxitos:
"L'Europe ne se fera pas d’un coup ni dans une con^ s 
truction d’ensemble: elle s.e fera par des realizations - 
concrètes - créant d'abord une solidarité de fait".
En esta declaraciôn "el gobierno francés ofrece po- 
ner la produceiôn conjunta franco- alemana del carbôn y 
del acero bajo una Alta Autoridad comtin, en una organiza 
ciôn abierta a la participaciôn de los otros paises de - 
Europa". Con la creaciôn de esta organizaciôn Schuman no 
se limitaba a resolver los graves problemas que la pro—  
ducciôn europea del carbôn y del acero tenian planteados: 
"Por la puesta en comûn de las prod ucciones de base y 
la instituciôn de una nueva Alta Autoridad, cuyas decis- 
siones obligarân a Francia, a Alemania y a los paises que 
se adhieran, esta propuesta pondrâ las bases concretas de 
una Federaciôn europea indispensable para la preservaciôn 
de la paz" . (4).
Después de laboriosas negociaciones se firmaba en - 
Paris el 18 de abril de 1.951, el Tratado instituyendo - 
la Comunidad europea del Carbôn y del Acero. Firmaron el 
Tratado seis paises de la Europa continental: Alemania,
(3) Paul Reuter, Organizations européennes. Paris: Thé- 
mis. Presses Universitaires de France, 1970. (cuar- 
ta ediciôn), pâgs. 35 a 41.
(4) La declaraciôn de Schuman ha si do editada por la D_i 
recciôn general de prensa e informaciôn de la Comi- 
siôn de las Comunidades europeas. "Le déclaration - 
de M. Robert Schuman de 9 mai 1950". Luxemburgo, 
1970.
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Bélgica, Francia, Hobnda, Italia y Luxemburgo.
El Reino Unido fue el gran ausente del Tratado. En­
tre Inglaterra y Francia hablan existido no obstante con 
tactos sobre este asunto, pero el gobierno inglôs, "com- 
prometido en una polltica econômica diferenciada, ligado 
al conjunto de ]aCommonwealth, ... podla contemplar medi- 
das de coordinaciôn, pero no una fusiôn, aûn cuando fue- 
ra parcial, de soberanlas".(5).
En el preâmbulo del acuerdo se reflejaba el pensa—  
miento contenido en la declaraciôn de Schuman. La Comun_i 
dad que se creaba constitula la base de "una Comunidad - 
mâs amplia y mâs profunda". Los objetivos concretos del 
tratado eran la transferencia a instituciones comunita—  
rias de los podcres y responsabilidades de los paises - 
miembros en relaciôn con la economla del carbôn y del - 
acero. Se establecia un mercado comûn del carbôn y del - 
acero, lo que se lograba eliminando los derechos de adua 
na que gravan a estos productos en las relaciones comer- 
ciales entre los Estados miembros y se encomendaba a las 
instituciones de la Comunidad (6) velar por el aprovisio 
namiento regular en carbôn y acero de este mercado comûn, 
por cl mantenimiento de las condiciones que estimulan a 
las empresas a désarroilar y mejorar su potencial de pro 
ducciôn, promover la expansiôn y modernizaciôn de la pro 
ducciôn y la mejora de las condiciones de trabajo y de -
nivel de vida de la mano de obra, etc. (Arts. 2 y 3 del
Tratado de Paris).
(5) Pâûl Reuter, La Communauté europôene du Charbon et
de l'Acier, op. cit., pûg. 24
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La Comunidad que se créa se distingue de las organiza- 
ciones internationales clàsicas por la profundidad con que 
se integran los Estados miembros en su campo de acciôn espe 
clfico y por la independencia que, salvo el Consejo de mini£ 
tros, gozan respecte a éstos las instituciones que han de - 
régir la vida comunitaria.
Nicola Catalano apoya la originalidad de la CECA, su - 
diferencia con las Uniones internacionales, en las siguien- 
tes caracterlsticas:
a) "El tratado (el Tratado de Paris) atribuye a la Co­
munidad, como de su competencia exclusiva, poderes que de - 
hecho se sustraen a la competencia de los distintos Estados 
miembros a la que por naturaleza perteneclan". Una caracte- 
ristica especial de este tratado - senala en otro lugar Ca-. 
talano - es la atribuciôn de un poder normative al ejecuti- 
vo de la Comunidad, con la finalidad no solo de aplicarlo y 
de ejecutarlo, sino aûn mâs, en ciertc sentido, de comple—  
tar las prescripciones del mismo".
b) "En lo que respecta a las materias en que la Comuni 
dad es compétente, el tratado establece una relaciôn direc- 
ta entre los ôrganos comunitaries y los distintos sujetos - 
de Derecho (empresas productoras de carbôn y de acero) sin
(6) Los tratados que crean las Comunidades europeas 11aman 
instituciones a los ôrganos que encarnan los poderes - 
atribuidos a éstos: Consejos de ministres, Alta Autori­
dad o Comisiôn, Tribunal de Justicia y Parlamento. Los 
comentaristas de estos tratados han conservado esta ter 
minologia. En este trabajo emplearemos el tôrmino insti 
tuciôn con este mismo significado.
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que la intervenciôn de los Estados miembros sea necesaria 
para la e.jecuciôn de las decisiones de las instituciones 
de la Comunidad..."
c) "La Comunidad no ejerce su actividad a travês de 
los représentantes de los gobiernos de los Estados miem—  
bros" (7).
La instituciôn angular de la CECA es un ôrgano inde- 
pendientc (8), supranacional, tôrmino que literalmente se 
utiliza por dos veces en el art. 9 del Tratado de Paris - 
refiriôndose a la Alta Autoridad. La Alta Autoridad es un 
ôrgano colegial, elegido por los gobiernos nacionales,que 
actuando con total independencia de ôstos, ha de dirigir 
sus actuacioncs a la consecuciôn de los fines y a la de—  
fensa de los intereses comunitarios. La Alta Autoridad in 
troduce un elemento original en la Comunidad: que el go— 
bierno de la misma no serâ asegurado por una conferencia 
de los gobiernos de los Estados en la que cada miembro ha 
de seguir las instrucciones de ôstos. La Alta Autoridad - 
no es un secretariado, ni un equipo de expertes, ÿs un au- 
tôntico poder politico.
La Alta Autoridad, como poder ejecutivo, no podia ac- 
tuar sin embargo, de acuerdo con los principles democrâti
(7) Nicola Catalano: McJiuel de Droit des Communautés euro 
péennes. Segunda ediciôn. Paris: Delloz y Sirey, 1965 
pâgs. 20 y 21,
(8) "Le pièce maîtresse et l'innovation le plus caracté­
ristique" le llama Robert Schuman en su prefacio al - 
libro de Paul Reutcr "La Communauté européenne du —  
Charbon et de l'Acier", op. cit. pâg. 5.
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cos compartidos con los paises miembros, sin control alguno, 
Consiguientemente se créa una AsamÜea parlamentaria ante la 
que la Alta Autoridad cs responsable (art. 24 del Tratado de 
Paris). La Asamblea, mientras no sea posible su elecciôn por 
sufragio universal, se compone de delegados de los Parlamen- 
tos nacionales designados en el seno de los mismos segûn el 
procedimiento que se décida en cada uno de los Estados miem­
bros (art. 21 del Tratado de Paris, reformado por el art. 2 
del Convenio referente a ciertas instituciones comunes de - 
las Comunidades europeas) (9).
La Alta Autoridad como ejecutivo comunitario no sôlo de 
be estar sujeta al control politico de una Asamblea parlamen 
taria, como los principios dcmocrâticos requieren, sino tam- 
biôn, como lo requieren los principios de los Estados de De­
recho aceptados por todos los paises miembros, a un control 
juridico ejercido por un Tribunal de Justicia (lO). Este Tr_i 
bunal de Justicia no sôlo asegura el cumplimiento del Dere 
cho por los ejecutivos de las Comunidades sino, ademâs, la - 
interpretaciôn uniforme del Derecho comunitario.
Los intereses de los Estados miembros debian tambiên e^ 
tar representados en los ôrganos de la Comunidad. La Comuni­
dad no absorbe a los Estados miembros en un grado tal que pu
(9) Mâs abajo nos referiremos a este convenio.
(10) En este sentido, entre otros muchos, puede verse Richard 
Meync "Democratic supervision, in turn, would be inade­
quate unless the supranational institution were subject 
also to the rule of law", The Institutions of the Euro­
pean Community, London: Chatam House, PEP, 1968, pâg.lO.
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diera prescindirse de ellos a la hora de las decisiones cornu 
nitarias. El ôrgano idôneo para representar los intereses na 
cionales serla el Consejo de ministres. En el Tratado de Pa­
ris se sustraen al Consejo de ministres gran parte de las - 
decisiones de la Comunidad. La Intervenciôn del Consejo de - 
ministres se réserva para decisiones extraordinarias. Por - 
otra parte, para evitar que el veto de un Estado miembro pue 
da entorpecer la vida de la Comunidad se establece que el - 
Consejo pueda tomar decisiones por mayorla.
El Tratado consigne a través de estas cuatro institucio 
nés y sus relaciones reciprocas un admirable equilibrio en - 
el que, sin atentar a la flexibilidad necesaria a una anima- 
da vida comunitaria, son representados los intereses y prin­
cipios fundamentales de los paises que componen la Comunidad. 
La extraordinaria aportaciôn de la CECA es haber hallado un 
mêtodo, el método comunitario, capaz de hacer posible la di- 
ficil integraciôn europea. En la CECA este método tiene su - 
centro de gravedad en la autonomia e importancia de la Alta 
Autoridad. Este método comunita rio serâ de nuevo utilizado 
en los Tratados de Roma, desplazando este centro de gravedad 
al Consejo de Ministres, (il)
(il) Numerosos autores han sehalado la idea de que lo que 
caracteriza a las Comunidades, el gran logro de las 
mismas, en su método institucional. En este sentido - 
pueden verse Max Kohnstamm,op. cit., especialmente en 
sus pâgs. 59 y 73. Louis Cartou. Organizations euro­
péennes. Tercera ediciôn. Paris : Dallez 1.971, en e£ 
pecialmente pâgs. 58 a 6 5.
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El estado de prévisiôn de la CECA
La especialidad de la CECA respecte a las organizacio 
nés internacionales clâsicas tiene su apoyo financière en 
la atribuciôn a la Comunidad de poderes de imposiciôn. La 
CECA puede financiar sus actividades por medio de un gra­
vamen sobre la producciôn del carbôn y del acero a perci—  
bir directamente de las empr^ sis productoras de estas mate­
rias. Algunos elementos de este gravamen se determinan en 
el texte del Tratado de Paris, otros habrân de ser decidi- 
dos por las instituciones comunitarias. La existencia de - 
este gravamen compléta la independencia de la Comunidad. A 
diferencia del reste de las organizaciones interestatales, 
la CECA no ha de depender financieramente de los Estados - 
miembros. Las contribuciones de los Estados miembros, con 
sus servidumbres politicas, son sustituidas por el Grava—  
men sobre la producciôn del Carbôn y del Acero (12)
En materia presupuestaria, por el contrario, la CECA 
se aleja de los principios que caracterizan a los sistemas 
financières de los Estados. En esta materia, como ha seha­
lado Reuter "la financiaciôn de la Comunidad présenta una 
gran analogia con la de las grandes empresas privadas"(13)
(12) Este gravamen serâ objeto de estudio detenido en otro 
capitule de esta tesis.
(13) Paul Reuter, La Communauté européenne du Charbon et
de l'Acier, op. cit. pâgs. 68 y 69. En un sentido pare 
cido Artzinger en un informe realizado en nombre de la 
Commisiôn des finances et des budgets del Parlamento 
europeo con ocasiôn del examen de los documentos finan 
cieros anexos al 152 informe general sobre la activi-
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La CECA no tiene un presupuesto propiamente dicho.El 
Tratado de Paris, en su redacciôn original, no utiliza s^ 
quiera este término. Existe, sin embargo, un documento co 
nocido como "estado de prévision" ("états previsionel"), 
en el que constan los gastos administrativos, que ha de - 
ser aprobado por una comisiôn compuesta por los cuatro - 
présidentes de las instituciones comunitarias. En este do 
cumento no se recogen los demâs gastos de la CECA: ayudas 
no reembolsables a la readaptaciôn, estimulos a la inves- 
tigaciôn (gastos operacionales), que también se financiein 
con el Gravamen sobre la producciôn del Carbôn y del Ace­
ro y los prêstamos y garantias de prêstamos a terceros, - 
concedidos por la Comunidad, que se cubren normalmente - 
por emprêstitos contratados por êsta.
El art. 78 del Tratado de Paris (14) régula la forma 
ciôn y aprobaciôn del estado de previsiôn. De acuerdo con 
este articule, el ejercicio financière de la Comunidad se 
extiende del 1 de julio al 30 de junio. Los gastos admi—
dad de la CECA, ha afirmado "La contabiiidad de la CE 
CA es muy compleja. No es puramente comercial ni pura 
mente administrativa. Participando a la vez de los - 
dos sistemas, constituye una mezcla, producto de la - 
dualidad de esta Comunidad",,. Extractos del informe 
Artzinger han side publicados en la obra editada por 
el Parlamento europeo: "Les ressources propres aux - 
Communautés européennes et les pouvoirs budgétaires - 
du Pariament européen" Luxemburgo, 1970, pâg. 29.
(14) Este articule ha sido modificado por el Tratado de - 
Bruselas de 196 5 y por el Tratado de Luxemburgo de 
1970,a los que nos referiremos mâs abajo.
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nistrativos de la Comunidad comprenden los gastos de esta - 
naturaleza de la Alta Autoridad, incluyêndose en los mismos 
los del Comité Consultivo, del Tribunal de Justicia, del se 
cretariado de la Asamblea y del secretariado del Consejo. 
Cada una de estas instituciones han de confeccionar un esta 
do de previsiôn de sus gastos, agrupando éstos en articules 
y capitules. En la confecciôn de estos estados de previsiôn 
parciales cada una de las instituciones puede actuar con to 
da libertad salvo en lo que se refiere al nûmero de sus agen 
tes y las escalas de sus retribuciones, indemnizaciones y - 
pensiones en que habrân de someterse a las disposiciones del 
Tratado (15), o, en su defecto, a decisiones previas de la 
comisiôn de los présidentes de las instituciones. Esta comi­
siôn fijarâ también los gastos de naturaleza extraordinaria.
Los cuatro estados parciales son agrupados en el esta­
do de previsiôn general en que figurarân separados en sec- 
ciones los gastos que correspondan a cada una de las cuatro 
instituciones.
Este estado general ha de ser aprobado por una comisiôn 
presidida por el présidente del Tribunal de Justicia y com­
puesta, ademâs de por éste, por el présidente de la Alta Au 
toridad, por el présidente del Consejo y por el présidente
(15) El art. 18 in fine del Tratado de Paris dispone: "Las 
indemnizaciones concedidas a los miembros del Comité - 
Consultivo serân fijadas por el Consejo a propuesta de 
la Alta Autoridad" y el art. 29: "El Consejo fijarâ - 
las retribuciones y pensiones del présidente y de los 
miembros de la Alta Autoridad, del présidente, jueces 
y abogados generates y del secretario del Tribunal".
—51 —
de la Asamblea. El tratado no détermina la forma en que hem 
de adoptarse las decisiones en esta comisiôn. Entiende Mon- 
nory, antiguo director del Presupuesto en la Alta Autoridad 
de la CECA, que las decisiones habrân de tomarse por unani- 
midad. (16)
El articule 78 contiene una afirmaciôn de indudable in 
terés teôrico: "La determinaciôn del estado de previsiôn ge 
neral supone la autorizaciôn y la ôbligaciôn para la Alta - 
Autoridad de percibir la suma de ingresos correspondientes 
de acuerdo con las disposiciones del art. 49*. El art. 49 - 
habilita a la Alta Autoridad a procurarse los fondes necesa 
ries para la realizaciôn de su misiôn estableciendo el Gra­
vamen sobre la producciôn del Carbôn y del Acerd y contra—  
tando emprêstitos, ademâs de autorizarle para adquirir a t± 
tulo gratuite. Pero en el pârrafo transcrite del art. 78 no 
se habla de establecimiento sino de percepciôn. Se ha querd^  
do con este pârrafo alinear el rêgimen financière de la CE­
CA con el de aqucllos sistemas nacionales en los que sôlo - 
pueden recaudarse en un ejercicio los ingresos incluidos en 
el presupuesto correspondiente (17). Pero ôsto no podia apli 
carse correctamente en la CECA en cuanto carece de presupues 
to.
(16) P.J. Monnory, Budgets nationaux et budgets communautai­
res. Aspects généraux et problèmes budgétaires de la CE 
CA. en la obra colectiva The Budgets Today. Public finan 
ce and the market economy in affluent societies. Brujas : 
DeTempel, tempelhof, 1968, pâg, 469.
(17) Una interesante exposiciôn de las construcciones juridi- 
cas que explican estos sistemas puede verse en Alvaro Ro 
driguez Bereijo, El presupuesto del Estado espahol. In- 
troducciôn al Derecho presupuestario. Madrid: Tecnos, - 
1970, pâgs. 167 a 182.
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El estado de previsiôn general ha de contener los ga£ 
tos administrativos de la Comunidad, sin que en Tratado se 
establezca que haya de recoger también los ingresos. Con - 
el precepto que comentamos se hace depender la recaudaciôn 
del gravamen sobre la producciôn del carbôn y del acero - 
ingreso fundamental y normalmente exclusive en la financia 
ciôn de los gastos administrativos de la CECA - de la - 
aprobaciôn de un documento en que se recogen sôlo parcial- 
mente los gastos que han de ser cubiertos por este grava—  
men.
Con el gravamen han de financiarse ademâs los gastos 
de ayuda no reembolsable a la readaptaciôn, la fracciôn - 
del servicio de emprêstitos de la Alta Autoridad eventual- 
mente no cubierta por el servicio de prêstamos, as! como - 
el juego evertual de la garantîa concedida por êsta a los - 
emprêstitos suscritos directamente por las empresas y los 
gastos consagrados al estlmulo de la investigaciôn cientl- 
fica y técnica (art. 50, 1 del Tratado de Paris). No cree- 
mos que las dificultades que se presenter en la aprobaciôn 
del Estado de previsiôn referido exclusivamente a los gas­
tos administrativos deban afectar al conjunto de las acti­
vidades referidas.
Los gastos no administrativos de la CECA no son some- 
tidos a procedimiento alguno de aprobaciôn a priori para - 
que pueda hablarse respecte a ellos de una aprobaciôn pre­
supues taria. Son, sin embargo, recogidos en el informe ge­
neral que la Alta Autoridad ha de presentar a la Asamblea. 
Como los miembros de la Alta Autoridad son responsables an 
te la Asamblea, por esta via indirecta, podria afirmarse - 
que estos gastos son controlados parlamentariamente.
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Los ingresos y gastos que lleva..consigo la misiôn de - 
mediador financière atribuîda a la CECA, la contrataciôn de 
emprêstitos y la concesiôn con los fondes asî obtenidos de 
prêstamos a las empresas productoras de carbôn y de acero, 
escapan de otro tipo de aprobaciôn y control.
Los gastos que han de ser financiados por el gravamen 
son en cambio examinados previamente en el seno de la Asam­
blea c Existe la costumbre de que la Alta Autoridad consulte 
con algunas comisiones de la Asamblea sobre el tipo del Gra 
vamen sobre la producciôn del Carbôn y del Acero antes de - 
establecerlo définitivamente. La Alta Autoridad somete a e£ 
tas comisiones de la Asamblea su propuesta de tipo de grava 
men acompahandola de un informe (aide manire) sobre las ra- 
zones que motivan el nivel elegido, entre las que no pueden 
faltar, lôgicamente, la previsiôn de los gastos que han de 
financiarse eon el gravamen. De esta manera la Asamblea pue 
de examinar a priori los gastos que la Comunidad pretende - 
realizar. La opiniôn de la Asamblea no es vinculante, pero 
muy importante habida cuenta, como hemos sehalado, que la - 
Alta Autoridad es responsable ante la misma (18).
La Comunidad Econômica europea y la Comunidad europea de 
Energta Atômica
Con posterioridad a la declaraciôn de Schuman otros pro 
yectos de integraciôn funcional vieron la luz en Europa, re
(18) Sobre este punto vêase P.J. Monnory,op.cit. pâg.468.
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feridos al campo de la salud, los transportes y la agricul- 
tura. Llegô a redactarse ademâs un tratado creando la Comu­
nidad Polîtica Europea.
En este movimiento integrador destaca el plan Pleven - 
creando una Comunidad Europea de Defensa. El 27 de mayo de 
1952 se firmaba en Paris el Tratado creaildo esta Comunidad 
en la que formaban parte los seis paises miembros de la CE­
CA. Este tratado no llegaria a entrar en vigor al serle ne- 
gada su ratificaciôn por la Asamblea Nacional francesa.
Los apasionados ânimos europeîstas apagados, el proce- 
so de integraciôn del continente aparece inmerso en un mun- 
do de réservas. La voluntad de integraciôn persiste no obs­
tante. El 20 de mayo de 1955 el Benelux présenta un Memo—  
randum conjunto en el que se propone la creaciôn de un Mer­
cado Comûn europeo. Las referencias institucionales conte- 
nidas en este memorandum eran escasas y cautelosas. En res- 
puesta a este documento Alemania e Italia presentaron sen—  
dos memorandums en la misma linea que el del Benelux.
En los primeros dias de junio de 1.955 se reunian los 
ministros de asuntos exteriores de los seis paises miembros 
de la CECA en Mesina. "Los tiempos son propicios - escribe 
Wigny la Asamblea continûa su trabajo en Taormina, ante 
un admirable paisaje que inspira la "detente". Martino, re- ' 
présentante de Italia, quiere un éxito en su circunscripciôn 
siciliana. Y de esta manera, los ministros de los seis, sin 
gran premeditaciôn, deciden constituir un comité intergt&ber 
namental de expertes encargado de estudiar la posibilidad - 
de crear un mercado comûn general" (19).
(19) Pierre Wigny, op. cit., pâg. 7.
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Bajo la presidencia de Spaak se reuniô en Bruselas de 
julio de 1955 a abril de 1956 el referido comité de exper­
tes para redactar un informe que fué examinado en una nue­
va conferencia de ministros de asuntos exteriores reunida 
en Venecia en mayo de 1.956. A esta conferencia siguié una 
reunién intergubernamental preparatoria de los tratados, - 
dos nuevas conferencias de ministros de asuntos exteriores 
y una conferencia de jefes de gobierno.
El 25 de marzo de 1957 se firmaban en Roma con extraor 
dinaria solemnidad los tratados instituyendo la Comunidad 
Econômica Europea y la Comunidad Europea de Energla Atômi­
ca "mientras todas las campanas de la ciudad repicaban pa­
ra celebrar la restauraciôn de la eterna Europa" (20)
Los firmantes eran los mismos seis paises miembros de 
la CECA. Inglaterra,invitada a sumarse a las reuniones pre 
paratorias después de la conferencia de Mesina, habia manda 
do sus expertos a Bruselas, pero, al poco tiempo, el gobier 
no inglés les ordenô abandonar los trabajos. La construe—  
ciôn europea se reducia por el momento a un nûcleo de pai­
ses continentales limitrofes, que no obstante représenta—  
ban la mayoria de la po. blaciôn de la Europa occidental.
La Comunidad Econômica europea ténia por finalidad bâ 
sica el establecimiento de un mercado comûn en los territo 
rios de los paises miembros. Entendiéndose por mercado co­
mûn el establecimiento de una uniôn aduanera, completada -
(20) Pierre Wigny, ibid. pâg. 7.
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con la supresiôn de los obstâculos a la libre circulaciôn - 
de personas, de servicios y de capitales, (Apartados a),b), 
y c) del art. 3 del Tratado CEE) (21).
La Comunidad no serla neutral en materia de ideologîa 
econômica, adscribiôndose a la corriente neoliberal, corre£ 
pondiendo a ella en el interior del Mercado c-omt5n, asegurar 
el juego de la competencia (art, 3, apartado f) del Tratado 
(22). Ademâs, para favorecer el funcionamiento de este Mer­
cado Comûn, la Comunidad serâ compétente para decidir la ar 
monizaciôn de las legislaciones de los Estados miembros —  
(art. 3, apartado h) del Tratado CEE) (23).
Pero no se ago tan los fines de la Comunidad en la con_s 
tituciôn del Mercado Comûn. A la Comunidad corresponde tam- 
biên instaurar una polltica comûn agrîcoia y de transportes 
asî como coordinar las politicas econômicas de los Estados
(21) El art. 3 del Tratado CEE dispone: "En cumplimiento de 
los fines enunciados en el art. precedente, la acciôn 
de la Comunidad lleva consigo, en las condiciones y se 
gûn los rltmos previstos por el présente tratado:
a) La eliminaciôn, entre los Estados miembros, de los
derechos de aduana y de las restricciones cuantita- 
tivas a la entrada y a la salida de las mercanclas, 
asi como las demâs medidas de efecto équivalente.
b) El establecimiento de un Arancel aduanero comûn y - 
de una polltica comercial comûn hacia los terceros 
Estados.
c) La aboiiciôn, entre los Estados miembros, de los ob£ 
tâculos a la libre circulaciôn de personas, servicio 
y capitales".
(22) El art. 3, f, del Tratado dispone: "el establecimiento 
de un rêgimen asegurando que la competencia no sea fal-
seada en el seno del mercado comûn".
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miembros y provenir los desequilibrios de sus balanzas de 
pago (art. 3, apartados d, e y f del Tratado CEE) (24)
A la Comunidad corresponden determinadas tareas de - 
carâcter social y, a trnvés de la creaciôn de un Banco eu 
ropeo de inversiones, facilitar la expansiôn econômica de 
los paises miembros (art, 3, apartados i y j del Tratado 
CEE) (25)
Igualmente se prevê la asociaciôn de la Comunidad con 
los paises y territories de Ultramar cuya historia estâ - 
ligada a la de los Estados miembros, con ob^to de incremen 
tar los intercambios y de colaborar en el desarrollo eco- 
nômico y social de los mismos (art. 3, apartado k del Tra^  
tado CEE) (26).
Estos objetivos no se determinan con la misma preci- 
siôn ni ofrecen importancia équivalente en el Tratado CEE. 
La uniôn aduanera, que no es el objetivo mâs ambicioso, -
(23) El art. 3, apartado h del Tratado dispone: "la aprox^ 
maciôn de las legislaciones nacionales en la medida ne 
cesaria al funcionamiento del mercado comûn".
(24) El art. 3, en sus apartados d, e y f, dispone: d) "el 
establecimiento de una polltica comûn en el terreno - 
de la agricultura, e) "el establecimiento de una poljL 
tica comûn en materia de transportes", f) "la aplica- 
ciôn de procedimientos que permitan coordinar las po­
liticas econômicas de los Estados miembros y de preve 
nir desequilibrios en sus balanzas de pages".
(25) El art. 3, apartados i y j del Tratado CEE dispone:
"la creaciôn de un Fonde social europeo, para mejorar 
las posibilidades de empleo de los trabaadores y con- 
tribuir a la elevaciôn de su nivel de vida, j) la créa 
ciôn de un Banco europeo de inversiones, destinado a 
facilitar la expansiôn econômica de la Comunidad por 
la creaciôn de nuevos recursos".
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constituye la piedra angular de la Comunidad y el proceso - 
de su logro, asî como sus modalidades, estân considerablem^ 
te*’.especificados en el tratado.
La libre circulaciôn de personas, servicios y capitales 
no ofrece un grado de determinaciôn équivalente. La uniôn - 
econômica no estâ mâs que esbozada. Sôlo en las materias - 
agrîcolas y de transportes estâ prevista la instituciôn de — 
una polltica comûn. Para otros campos se contempla ûnicamen- 
te la coordinaciôn de politicas nacionales.
Conviene tener en cuenta, por su significaciôn financie 
ra, que entre los fines de la Comunidad figuran algunos que 
necesariamente llevan consigo gastos de los que sue1en cono- 
cerse como operacionales o de intervenciôn, como contrapues- 
tos a los gastos administrativos o de funcionamiento. La Co­
munidad Econômica Europea no sôlo ha de gastar en el manteni 
miento de su administraciôn sino que sus fines le exigen lie 
var a cabo gastos de transferencia. Su presupuesto tiene, - 
pues, efectos directes sobre los ciudadanos de los Estados - 
miembros.
Como hemos dicho, en Roma y en la misma fecha se firma­
ba el Tratado instituyendo la Comunidad europea de Energla - 
Atômica, El objeto de esta Comunidad, como el de la CECA, se 
circunscribe a un sector econômico concrete: la energla atô-
(26) El art. 3, apartado k, establece: "la asociaciôn de pa^ 
ses y territories de Ultramar, con objeto de incremen—  
tar los intercambios y de proseguir en comûn los esfuer 
zos de desarrollo econômico y social",
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mica.'Su finalidad inmediata, tal como viene expresada en - 
el art. 1 del tratado, consiste en "la instauraciôn de las 
condiciones necesarias para la formaciôn y el crecimiento râ 
pido de las industrias nucleares" en el,territorio de los - 
Estados miembros. Para la consecuciôn de su finalidad la Co 
munidad deberâ entre otras cosas desarrollar la investiga—  
ciôn y estimular la inversiôn en relaciôn con la energla - 
atômica para fines politicos, asl como asegurar el aprovi—  
sionamiento regular de los utilizadores comunitarios de mi­
nérales y combustible nucleares (art. 2 del Tratado)
El Euratom, que es el nombre comunmente dado a esta ûl^  
tima Comunidad, y la CECA se inscriben en la categoria de co 
munidades de integraciôn funcional, de campo de acciôn liijii 
tado y de amplias competencias para su ejecutivo independien 
te de los gobiernos nacionales. La CEE, con mayor o menor - 
intensidad y con poderes Clara o ambiguamente determinados, 
abarca todo el campo econômico, En cuanto éste constituye - 
un aspecto parcial de las responsabilidades politicas, por 
extenso e importante que sea, permite: que respecte a ella -
pueda decirse que se trata de una Comunidad de integraciôn - 
funcional, pero de un significado claramente diferente al de 
la CECA y al del Euratom.
El TÆüdd constitutive de la CEE es en muchos de sus as- 
pectos, y entre ellos en el financière, mâs inconcrete que - 
el Tratado de Paris. Su amplitud le obliga a perder profundi 
dad. La extensiôn de su campo de acciôn no ha permitido un - 
abandono de poderes por parte de los Estados équivalente al 
que tiene lugar respecte a la Comunidad europea del Carbôn y 
del A.cero,
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Orgânicamente, los tratados de Roma conservan el mode 
lo puesto en marcha por el Tratado de Paris, Las institu—  
clones de las nuevas comunidades serân un ejecutivo inde—  
pendiente que se conocerâ'como Comisiôn, équivalente a la 
Alta Autoridad de la CECA, un Consejo de ministros formado 
por los représentantes de los gobiernos de los paises miem 
bros y un Tribunal de Justicia y una Asamblea parlamenta—  
ria que en virtud de una convenciôn firmada en Roma al mi£ 
mo tiempo que los tratados, serAn comunes a las très comu­
nidades.
No existen pues diferencias estructurales, El mêtodo 
comunitario puesto en marcha por el Tratado de Paris se - 
conserva. Existe en cambio un importante desplazamiento de 
poderes e influencias. El Consejo de ministros verâ incre- 
mentadas sus competencias a costa de la Comisiôn. La Comi­
siôn seguirâ, no obstante, en base a su poder de iniciati- 
va, por el juego de los privilegios que a éfectos de la - 
formaciôn de mayorlas gozan sus propuestas, detentando una 
importancia considerable. (27).
(27) El equilibrio de poderes e intereses que estas insti­
tuciones representan no tiene su correspondencia, sin 
embargo, en otros equilibrios que debian de haberse 
pruducido en pianos reales paralelos a los que tienen 
lugar en la vida polltica de los Estados miembros, - 
Nos referimos a la relaciôn de fuerzas entre el ejecu 
tivo y el legislative. El Parlamento europeo ha sido 
hasta hace poco un simple cuerpo consultivo. Su situa 
ciôn, como veremos, no ha mejorado mucho, Esta falta 
de paralelismo en el juego democrâtico entre la Comuni 
dad y sus socios ha sido un serio obs%5ulo para su de­
sarrollo.
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Richard Mayne apoya en très factores estas transformacio 
nés de la fisiologîa institucional comunitaria:
12) Los movimientos unitaristas o federalistas europeos 
hablan perdido buena parte de su vigor. No sôlo Francia, sino 
junto a ella Alemania, no se encontraban en condiciones de - 
aceptar una soluciôn institucional federal o "supranacional".
22) A diferencia del tratado CECA, el tratado CEE no con 
tiene con frecuencia una regulaciôn précisa de la materia a - 
que se refiere. En multitud de campos el Tratado CEE no cons­
tituye mâs que el marco en que se ha de desarrollar la legis- 
laciôn comunitaria. A los ôrganos de la CEE corresponde la - 
producciôn de la mayor parte del Derecho que ha de régir el - 
funcionamiento de la Comunidad. No podla en este contexte —  
prescindirse de los Estados miembros en el mismo grado en que 
se habla hecho en el caso de la CECA. Las necesidades de la - 
CEE van mâs allâ de las de un ôrgano administrative. La CEE - 
necesita un mécanisme institucional capaz de desarrollar el - 
Tratado. El mécanisme instaurado se centra en el -juego de —  
las propuestas de la Comisiôn y las decisiones del Consejo, - 
consiguiôndose el equilibrio entre los intereses comunitarios 
y los intereses nacionales que las circunstancias aconsejaban.
32) La experiencia de la CECA recomendaba el incremento 
del peso politico del Consejo. La Alta Autoridad procurô, de 
hecho, actuar de acuerdo con los gobiernos nacionales. De to­
das formas, en base al Derecho comunitario derivado, la Comi­
siôn de la CEE ha ido dibujando una influencia creciente, La- 
Comisiôn del Euratom, dado el carâcter estrictamente funcional 
de esta Comunidad, se asemejô desde un principio a la Alta Au
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toridad de la CECA y gozô de mâs amplios poderes que la Com^ 
siôn de la CEE (28)
Los presupuestos de la CEE y del Euratom
Los tratados de Roma adoptan como medio inmediato de f_i 
nanciaciôn de las Comunidades que instituyen el sistema clâ- 
sico de las contribuciones de los Estados miembros. A dife­
rencia de la CECA, la CEE y el Euratom no tendrân una Hacien 
da independiente en los primeros ahos de existencia. No cree 
mos que deba êsto interpretarse como una acciôn deliberada - 
de los autores de estos tratados para marcar un retroceso en 
la autonomia econômica de las Comunidades creadas en Roma - 
respecto a la CECA.
No era posible a la firma de estos tratados dotar a la 
CEE y al Euratom de medios tributaries directes de financia­
ciôn. El campo de competencias del Euratom, en nacimiento, - 
inseguro, no ofrecîa una base econômica apropiada para el e£ 
tablecimiento de un tribute sobre el mismo paralelo al Grava 
men sobre la producciôn del Carbôn y del Acero de que dispo- 
nla la CECA. Las necesidades financieras de la CEE no podîan 
conocerse, dada la inconcreciôn del tratado y la amplitud - 
del campo abarcado por la Comunidad. La concesiôn de un po—  
der de imposiciôn en blanco a estas comunidades era inconce- 
bible. Ni respondîa al grado de poder y autonomia concedido 
a ôstas, ni era posible si se tiene en cuenta el celo con - 
que los parlamentos conservan este poder y la inmadurez de -
(28) Richard Mayne, op. cit., pâgs. 12 a 17.
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las Comunidades en materia parlamentaria.
Pero no se renunciô totaimente a dotar a estas comunida 
des de una financiaciôn tributaria directa. En los arts. 201 
del Tratado CEE y 173 del Tratado Euratom se prevê que el - 
Consejo por unanimidad a propuesta de la Comisiôn pueda atr^ 
buirles recursos propios. Esta atribuciôn deberâ ser aproba- 
da en cada Estado miembro de acuerdo con sus preceptos cons- 
titucionales respectivos. Las contribuciones de los Estados 
miembros, repartidas en cada caso conforme a las claves reco- 
gidas en los tratados, constituyeron el ingreso fundamental -  ^
de la CEE y del Euratom en los primeros ahos de su funciona­
miento ,
El Euratom contô con dos presupuestos, en uno de ellos 
se recogian sus gastos de funcionamiento y en el otro sus —  
gastos de investigaciones e inversiôn. La CEE disponîa de un 
presupuesto ûnico en el que formaban parte, como ocurre en el 
présente en el presupuesto general de las Comunidades, cier- 
tos gastos como los que se realizan en el contexte del fondo 
social europeo y del fondo europeo de orientaciôn y geirantia 
agricola (F.E.O.G.A,), creado éste en 1962, que ofrecen al­
gunas especialidades financieras.
Salvo alguna ligera particularidad del presupuesto de • 
investigaciones e inversiôn del Euratom que recoge las auto- 
rizaciones para comprometer gastos y las autorizacinnes para 
pagarlos, los très presupuestos de las Comunidades constitul 
das en Roma presentan los caractères clâsicos de los presu­
puestos estatales. Los principios presupuestarios y sus dero 
gaciones son recogidos en los tratados de Roma y en los régla 
mentos financières que los desarrollan: el principio de anua-
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lidad, el de universalidad, el de especificaciôn y el de - 
equilibrio son enunciados y reguladas las condiciones de - 
su vigencia.
Los procedimientos de confecciôn y aprobaciôn de es—  
tos presupuestos son similares. Cada instituciôn de estas 
dos comunidades lleva a cabo el anteproyecto de los gastos 
cuya realizaciôn le corresponde. A la Comisiôn del Euratom 
corresponde ademâs la confecciôn del anteproyecto de gas—  
tos de investigaciônes e inversiôn de esta Comunidad. Las 
Comisiones agrupan estos anteproyectos, les adjuntan sus - 
dictâmenes y los someten a los Consejos respectivos. A los 
Consejos corresponde la aprobaciôn del proyecto de presu—  
puesto, lo que deben hacer por mayoria cualificada. El pro 
yecto de presupuesto pasa a la Asamblea, si êsta lo aprue- 
ba o no transmite su dictamen en el plazo de un mes, el pr£ 
supuesto se considéra definitive. Pero si la Asamblea pro­
pone modificaciones, el proyecto de presupuesto modificado 
se transmite al Consejo. Este, después de deliberar con la 
Comisiôn y con las demâs instituciones interesadas, aprueh 
ba definitivamente el presupuesto por mayoria cualificada 
(art. 203 del Tratado CEE y art. 177 del Tratado Euratom).
La mayoria cualificada se obtiene con 12 votes cuando 
se actûa a propuesta de la Comisiôn y los mismos votes, - 
siempre que representen el veto favorable de al menos cua­
tro Estados miembros, eh los demâs casos. A estos efectos,
los votos de los Estados miembros se ponderan con el si--
guiente coeficiente: Alemania, Francia e Italia 4, Bélgica 
y Holanda, 2, Luxemburgo 1. Estas reglas de mayoria quedan 
sustituidas por otras que tienen en cuenta la clave de re­
parte de las contribuciones de los Estados miembros que t-
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procéda# para la parte del presupuesto que se refiera al - 
Fondo Social Europeo y para el presupuesto de investigacio 
nés e inversiôn del Euratom.
Como dijimos, una convenciôn firmada en Roma al mismo 
tiempo que los Tratados acordô que las très comunidades - 
compartieran una ûnica Asamblea y un ûnico Tribunal de Ju£ 
ticia. Con êsto se daba el primer paso en la unificaciôn - 
institucional de las Comunidades.
Las repercusiones financieras que esta unificaciôn - 
trala consigo fueron contempladas en el art. 6 de dicha -- 
Convenciôn, de acuerdo con el cual "Los gastos de funciona 
miento de la Asamblea ûnica, del Tribunal de Justicia y - 
del Comité econômico y social ûnicos se repartirâA por frac 
ciones iguales entre las Comunidades interesadas". La uni- 
ficaciôn de presupuestos que posteriormente se llevarîa a 
cabo hizo innecesaria esta disposiciôn.
El reglamento 25, de 4 de abril de 1.962, creô el Fon 
do Europeo de Orientaciôn y Garantîa Agrîcolas (FEOGA). E£ 
te reglamento constituye la piedra angular de la historia 
financiera de las Comunidades. El FEOGA canaliza la gran - 
mayoria de los gastos de las Comunidades, Su existencia,en 
razôn de su nivel cuantitativo, détermina que la financia­
ciôn de las Comunidades constituya un serio problema econô 
mico y politico. Nos da una idea de la importancia de este 
gas to el que en el presupuesto para 1971, de un total de - 
gastos presupuestarios comunitarios de 3.909.810.589 unida 
des de cuenta, correspondieran 3.484.967.517 a las dos sec- 
ciones del FEOGA. (29)
(29) ha unidad de cuenta ha sido fijada por los reglamentos
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En el reglamento 25 de 1962 se prevela por primera vez 
la dotaciôn a la CEE de recursos propios utilizando el cau- 
ce que ofrece el art. 201 del Tratado, lo que desencadenô - 
un proceso que,tras numerosas incidencias a que haremos re­
ferenda en este trabajo, desembocô en la Decisiôn de 21 de 
Abril de 1970 y en el Tratado de Luxemburgo. El proceso no 
puede sin embcirgo considerarse consumado en cuando, insati£ 
fecho el Peirhmento europeo con las soluciones adoptadas en 
este Tratado, le han sido hechas promesas formales de lie—
va# a cabo una ampliaciôn de sus poderes y de revisar la -
atribuciôn de recursos propios.
Junto a las contribuciones de los Estados miembros y - 
de los recursos propios de la Decisiôn de 21 de abril de -
1970, forman parte de los medios financieros de la CEE y -
del Euratom otros ingresos menores como los impuestos sobre 
los sueldos de los funcionarios, los emprêstitos y diverses 
ingresos de Derecho privado.
Ademâs de las actividades financieras de la Agencia y 
de las Empresas comunes del Euratom, quedan fuera de los pre 
supuestos las del Banco europeo de Inversiones, cuya creaciôn 
se previô en el Tratado CEE y que procura la financiaciôn de 
proyectos en los territorios menos desarrollados de las Co-
financieros en el valor équivalente a 0*888.670.088 gra- 
mos de oro fino. La unidad de cuenta se materializa en - 
monedas de los Estados miembros de acuerdo con el indica 
do valor y el declarado por éstos al Fondo Monetario In- 
ternacional. La unidad de cuenta equivalîa al dôlar USA 
con anterioridad a la ûltima devaluaciôn de éste. Cabe - 
la posibilidad teôrica de diferentes unidades de cuenta 
con distintos valores. Carreau: "Les unités de compte des 
Communautés européennes. Revue trimestrielle de Droit eu 
ropéen> 1966, p. 228 a 241. "
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munidades, y las del Fondo europeo de Desarrollo, ereado - 
per la Convenciôn de Yaundô de 20 de julio de 1963. Este - 
fondo, que se financia por las contribueiones de los Esta- 
dos miembros, tiene eomo finalidad eooperar al desarrollo 
de los palses afrieanos y malgache, firmantes de la Conven 
eiôn eonstitutiva.
Desde la eonstitueiôn de la CEE y del Euratom las Co- 
munidades europeas funeionaron eon una Asamblea parlamenta 
ria y un tribunal de justieia ûnieos. En eambio, eada Comu 
nidad eontaba eon ejeeutivos exclusives. Las Comunidades - 
tenîan très Consejos de ministres, la Alta Autoridad de la 
CECA y las Comisiones de la CEE y del Euratom, La multipli 
cidad de ejeeutivos ereaba enojosas interfereneias, ademâs 
de inneeesarios gastos y esfuerzos que el buen sentido - 
aeonsejaba evitar. (30).
Por otra parte, la idea de que debla proeurarse la - 
unifieaeidn de las Comunidades predominaba en numerosos - 
seetores politicos y aeadémicô-S. Esta unifieaeiôn total, - 
eonstituyendo las très comunidades una personalidad juri- 
diea ûniea, ofreeîa numerosas difieultades. Los très trata 
dos, espeeialmente el constitutive de la CECA respecte a - 
los otros dos, difieren profundamente en la atribuciôn de 
poderes a los ôrganos de sus comunidades. Ademâs persistla 
y persiste, cierta repugnancia polltica a una organizaciôn 
europea ûniea,. poderosa en exceso. Podia considerarse que 
la unificaciôn de las Comunidades y de los tratados no es- 
taba madura en los primeros ahos de la década de los sesen 
ta.
(30) Véase Nicola Catalano. Op. cit., pâg. 33.
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Con el Tratado de Bruselas de 8 de abril de 1965 se 
llegô a una soluciôn de compromise; se mantenîa la perso 
nalidad jurldica de las très comunidades y la vigencia 4 
de los très tratados sin mâs modificaciones que las nece 
sarias para la creaciôn de un Consejo de ministres y una 
Comisidn ûniea (ôsta ûltima asumla las competencias de - 
la Alta Autoridad de la CECA y de las Comisiones de la - 
CEE y del Euratom).
En el préambulo del Tratado se reconoce no obstante 
que esta unificaciôn de ejeeutivos no es mâs que un paso 
para la consecuciôn del objetivo final de la unificaciôn 
de las Comunidades:
Decididos a procéder a la unificaciôn de las très 
Comunidades”
Conscientes de la contribuciôn que supone para - 
esta unificaciôn la creaciôn de instituciones comunita—  
rias ûnicas”, etc.
La unificaciôn de los ejeeutivos iba a llevar consi 
go importantes consecuencias financieras, Atribuîdos los 
gastos en los presupuestos a cada uno de los ôrganos de 
cada Comunidad, la unificaciôn de ôstos detcrminaba la - 
unificaciôn presupueStaria. El art, 20 del Tratado de Bru 
selas disponîa que "Los gastos administrativos de la Comu 
nidad europea del Carbôn y del Acero y los ingresos rela 
tivos a los mismos, los ingresos y los gastos de la Comu 
nidad Econômica europea, los ingresos y los gastos de la 
Comunidad europea de Energla Atômica, con excepciôn de - 
los que corresponden a la agencia de suministro, a las - 
empresas comunes y de aquellos que deben ser inscrites -
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en el presupuesto de investigaciones e inversion de la Comu 
nidad europea de Energla atômica, serân recogidos en el Pre 
supuesto de las Comunidades europeas en las condiciones pre 
vistas respectivamente en los tratados que crean estas très 
Comunidades”.
Las Comunidades europeas cuentan,pues,a raîz de este - 
Tratado,con un presupuesto comûn. Puera del mismo quedan, - 
por el momento, ademâs de aquellos gastos e ingresos que no 
fueron ab initio presupuestarios, los que corresponden a las 
actividades de investigaciones e inversion del Euratom que 
se inscriben en su presupuesto independiente.
Como el gravamen sobre la producciôn del Carbôn y del 
Acero no se limita a financiar los gastos administrativos 
de la CECA, ûnicos incluîdos en el presupuesto comûn de las 
Comunidades, el Tratado fija una cantidad a tanto alzado,
18 millones de unidades de cuenta, como ingresos procédan­
tes de este, gravamen que deben considerarse aportados en - 
razôn de los gastos administrativos que ahora soporta el - 
presupuesto comûn.
El nuevo presupuesto quedarâ sujeto a la regulaciôn - 
que en cada Tratado se prevê para los antiguos presupuestos 
que lo integren. La coincidencia de procedimientos de con- 
fecciôn y aprobaciôn, como de principles presupuestarios, 
en los dos tratados de Roma, permite perfectamente que un 
mismo presupuesto se rija conjuntamente por el tratado CEE 
y por el tratado Euratom. Como el régimen del estado de pre 
visiôn de la CECA diferia del de aquellos presupuestos el 
Tratado de Bruselas ha modificado el art. 78 del Tratado - 
de Paris, que recogîa dicho régimen, sustituyêndolo por -
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una transcripciôn del procedimiento establecido en los tra 
tados de Roma. Esta soluciôn permitiô que el presupuesto - 
comûn de las Comunidades europeas pudiera regirse por los 
tres tratados, que preservaban asl su vigencia en materia 
financiera.
El 13 de abril de 1.96 5 la Comisiôn proponla al Conse 
jo, ademâs de un reglamento sobre la financiaciôn de la - 
politica agrlcola comûn, una disposiciôn poniendo en mar—  
cha el dispositive del art. 201 del Tratado con objeto dè 
sustituir las contribuciones de los Estados miembros por - 
recursos propios y una modificaciôn del Tratado CEE tenden 
te a reforzar los poderes financières del Parlamento euro­
peo, haciêndose eco del criterio de êste de que los poderes 
presupuestarios que perdieran los parlamentos nacionales al 
ser sustituîdas las contribuciones por tributes estableci­
do s por la Comunidad deblan ser atribuîdos al Parlamento - 
europeo.
Estas propuestas crearon la mâs grave crisis que has- 
ta nuestros dias han conocido las Comunidades europeas. A 
ella siguieron cinco ahos de tensiones y de soluciones tran 
sitorias sobre las que daremos noticia en otra parte de es 
te trabajo, desembocândose en la Decisiôn de 21 de abril - 
de 1.970 y en el Tratado de Luxemburgo de 22 de abril del 
mismo aho.
En el Tratado de Luxemburgo, se consuma el proceso de 
unificaciôn presupuestaria de las Comunidades europeas, El 
art. 10 de este Tratado da una nueva redacciôn al art. 20 
del Tratado de Bruselas de 8 de abril de 196 5 de manera - 
que en el presupuesto comûn de las rComunidades europeas -
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. se incluyen tambiên los ingresos y gastos que for 
maban parte del presupuesto de investigaciones e inversion, 
consagrândose asl la unidad presupuestaria comunitaria. La ' 
utiiizaciôn del doble cauce de los artîculos 201 del Trata 
do CEE y 173 del Tratado Euratom para atribuîr los recur—  
SOS propios a las Comunidades europeas aeonsejaba esta un^ 
ficaciôn. Los recursos propios se atribuyen por igual a am 
bas Comunidades en sustituciOn de las contribuciones de - 
los Estados miembros cualquiera que fuera la clave de re—  
particiôn de êstos, Atribuîdos indistintamente los recur—  
SOS propios a ambas Comunidades sLn afectaciOn especial a - 
gasto alguno, se hacîa necesaria la fusiôn de los dos pre­
supuestos subsistantes. El nuevo presupuesto comûn se rige 
por normas similares a las que regulaban los presupuestos 
que lo integran.
La ampliaciôn de las Comunidades
El 22 de enero de 1972, en el Palacio de Egmond en - 
Bruselas, las Comunidades europeas vivîan un nuevo aconte 
cimiento histôrico. Se firmaban los instrumentos por los 
que Inglaterra, Dinamarca, Irlanda y Noruega se adhieren 
a la CECA, la CEE y el Euratom. La entrada de estos paîses 
en las Comunidades europeas, fundamentalmente la entrada 
de Inglaterra, va a suponer un esencial cambio de signifi 
caciôn para la integraciôn europea.
La pequeha Europa se convierte ahora en la Cran Euro 
pa occidental. Esta ampliaciôn constituye un transcenden­
tal ensanchamiento del espacio econômico de las Gomunida- 
des y de sus horizontes politicos.
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El proceso de la entrada de Inglaterra y de sus tres 
asociados de la EFTA ha sido largo y dificultoso, Fracasa 
do el intento de crear una amplia zona de libre cambio, - 
cuyas negociaciones se llevaron a cabo en el Contexto de 
la Qece en los ahos 1956, 1957 y 1958, Inglaterra se unla 
a algunos de los palses no integrados en la Comunidad Eu­
ropea (paises escandinavos salvo Finlandia, Austria, Sui­
za y Portugal) para constituir la EFTA (European Free Tra 
de Area). Pero esta asociaciôn sôlo podia funcionar como 
un sistema de defensa provisional ante la CEE. En julio - 
de 1961 Irlande pedia su integraciôn en la CEE, en agosto 
del mismo aho lo hacia Inglaterra y Dinamarca. Noruega ha 
cia otro tanto en abril de 1.962, Las negociaciones comen 
zadas en octubre de 1961 en relaciôn con estas adhesiones 
fueron violentamente interrumpidas por el veto de Francia 
en enero de 1963.
En 1967 se reanudaban los contactos, que de nuevo en 
contraron la oposiciôn de Francia. La negativa de este - 
pais a la entrada de Inglaterra en las Comunidades y el - 
apoyo a êsta de los otros cinco paises miembros constitu- 
yô una fuente de graves tensiones y entorpeciô seriamente 
la progresiôn de las Comunidades. La dimisiôn del General 
De Gaulle y el cambio de enfoque de la politica europea 
de Francia hizo posible la Conferencia de jefes de Estado 
y de Gobierno de los paises miembros de las Comunidades «à 
de La Haya en diciembre de 1969 en la que solemnemente se 
comprometieron los reunidos a llevar a cabo el perfeccio- 
namiento, la profundizaciôn y la ampliaciôn del Mercado - 
Comûn.
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Las conversaciones con Inglaterra y con los otros - 
tres paises candidates fueron reanudadas. Las negociacio­
nes han estado llenas de difieultades técnicas y de enfren 
tamientos de intereses, pero una sôlida voluntad politica 
ha hecho posible que se allanaran todos los obstâculos.
El 22 de enero de 1972 quedaban firmados los siguien 
tes instrumentos, necesarios para que pudiera llevarse a 
cabo la entrada de los cuatro paises candidates, de acuer 
do con los tratados en vigor, ademâs del dictamen ( favor a 
ble) de la Comisiôn (que lleva fecha de 19 de enero de - 
1972).
- La Decisiôn del Consejo de ministres aceptcindo las 
peticiones de admisiôn de los paises candidates a la Comu 
nidad Econômica europea y a la Comunidad europea de Ener­
gie Atômica, las condiciones de esta admisiôn, asi como - 
las adaptaciones a los tratados necesarias.
- El tratado de adhesiôn a la Comunidad Econômica Eu 
ropea y a la Cmmunidad Europea de Energie Atômica de los 
cuatro paises candidates, firmado por estos y por los pai 
ses miembros originarios.
- La Decisiôn del Consejo sobre la adhesiôn de los - 
paises candidates a la Comunidad europea del Carbôn y del 
Acero.
- El acte conteniendo las condiciones de adhesiôi y 
las adaptaciones a los tratados a que hacen referenda - 
los anteriores instrumentos, con sus XI anexos, en los - 
que se adaptan las normas comunitarias a la nueva situa—  
ciôn.
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- 30 Protocoles y numerosos intercambios de cartas y 
declaraciones comunes sobre diverses cuestiones concretas,
En las negociaciones de la ampliaciôn, los problèmes 
referentes a la financiaciôn de las Comunidades ocuparon 
un importante lugar. Las cargas a soportar por el Reino - 
Unido en el période transitorio fueron objeto de duras - 
discusiones.
El acte conteniendo las condiciones de adhesiôn y - 
las adaptaciones a los tratados consagra sus articules - 
127 a 132 a fijar las condiciones en que deberâ aplicarse 
a las Comunidades ampliadas la Decisiôn de 21 de abril de 
1970, disposiciones a las que nos referiremos detenidamen 
te en otra parte de este trabajo.
El Protocole ns i realiza las adaptaciones que la - 
nueva situaciôn requiere en el Estatuto del Banco europeo 
de inversiones y el Protocole ne 24 establece la partici- 
paciôn de los nuevos Estados miembros en los fondes de la 
Comunidad europea de energia atômica. La CECA ha consti—  
tuido con su gravamen diverses fondes con objeto de refor 
zar su garantia en las operaciones de crédite y de aten—  
der a ciertas finalidades sociales. Los paises adhérentes 
cuyas empresas no han sufrido la carga del Gravamen sobre 
la producciôn del Carbôn y del Acero deberân contribuir a 
estos fondes para poder gozar en justieia de sus benefi—  
cios. El protocole 24 fija en las siguientes cifras estas 
contribuciones:
Reino Unido .......  57.000.000 U.C.
Noruega    1.162.500 U.C.
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Dinamarca ........  635.500 U.C.
Irlanda    77.500 U.C.
Estas contribuciones deberân hacerse efectivas en 
tres tercios anuales a partir de la adhesiôn.
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2. LAS PUENTES DEL DERECHO FINANCIERO PE LAS COMUNIDADES 
EUROPEAS
Como en el âmbito de los Derechos nacionales, las fuen 
tes del Derecho de las Comunidades, es decir, el origen de 
las normas que constituyen su ordenamiento juridico, son co 
munes a las diferentes ramas juridicas. No puede, pues, ha” 
blarse de Puentes exclusivas del Derecho financiero comuni- 
tario. Si puede hablarse, en cambio, de una problemâtica - 
singular de las fuentes del Derecho cuando tienen por obje­
to la materia financiera.
Examinaremos aqui sucintamente el panorama general de 
las fuentes del Derecho de las Comunidades europeas en cuan 
to, siendo este campo de estudio relativamente novedoso en 
un pais no miembro de éstas como el nuestro, una introdue 
ciôn general a este original y complejisimo terreno juridj. 
CO parece aconsejable. Nos detendremos espeeialmente en las 
especialidades y problemas que la producciôn de normas de - 
naturaleza financiera y en especial tributaria lleva consi- 
go.
Este estudio no tiene la pretensiôn de desvelar toda - 
la riqulsima problemâtica de las fuentes del Derecho de las 
Comunidades, tarea que exigiria un tratado, sino apuntar - 
las cuestiones mâs interesantes que en el campo financiero 
suscitan las fuentes del Derecho comunitario, y, sobre todo 
introducir al lector de este trabajo en una terminologia y 
conceptualizaciôn especifica que difiere considerablemente 
de la de los Derechos nacionales.
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La complejidad de las fuentes del Derecho de las Comu 
nidades europeas no es mâs que un reflejo del intrincado - 
mundo juridico de una realidad que, en nacimiento, abriên- 
dose paso a golpes de pragmatisme, se résisté a unos modè­
les acuhados en contemplaciôn de realidades diferentes.Las 
Comunidades europeas se han creado por acuerdos de Estados 
soberanos, se desarrollan por dec'siones de organismes pro 
pies con poderes legislatives y reglamentarios y se reali- 
zan en un espacio fisico concurrente con el de los Estados 
miembros. Este triple fenômeno détermina que tres tipos de 
fuentes del Derecho se entrecrucen en el orden juridico co 
munitario;
12. Fuentes de Derecho internacional, representadas - 
por tratados.
22. Fuentes de Derecho comunitario o derivado, produ- 
cidas por las instituciones comunitarias.
32. Fuentes de Derecho nacional, necesarias, segûn —  
ciertas posiciones doctrinales, para legitimar las 
anteriormente citadas y complemento y via de eje- 
cuciôn, en todo caso, de los Tratados y del Dere­
cho comunitario.
A. Fuentes de Derecho internacional
Fuente esencial de las tres Comunidades son los trata 
dos internacionales que las crean y algunos otros que se - 
han firmado para modificar, completar y desarrollar êstos. 
Los tratados tienen carâcter constitutive y, en opiniôn de
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buena parte de la doctrina, constitueional (31). Conviene - 
no obstante, procéder detenida y anallticamente a conside- 
rar esta afirmaciôn.
Estos Tratados contienen tres ôrdenes de disposicio—
nes :
a) La definiciôn de los fines de las Comunidades y de 
los principles ordenadores de sus elementos esenciales.
b) La creaciôn de ôrganos y la atribuciôn de poderes 
y competencia a êstos.
c) Parte de la regulaciôn de la vida de las Comunida 
des, estableciendo derechos y obligaciones en favor o a , 
cargo de las mismas, de los Estados o de los sujetos so—  
bre los que se extiende la jurisdicciôn de aquêllas.
La mayor o mener importancia de estos ôrdenes varia 
segûn la Comunidad o segûn la materia regulada. Asi, se ad 
mite generalmente que el tratado que régula la CECA es - 
mâs precise y contiene en mayor medida disposiciones del 
tipo c) que el que créa la CEE. Los tres tratados se sue- 
len calificar con el concepto doctrinal francés de leyes 
cuadros o marcos, pero este concepto conviene menos al - 
constitutive de la CECA que a los otros dos. El grade de 
concreciôn depende tambiên de las materias dentro de un - 
mismo tratado, asi puede observarse que, en el tratado - 
que créa la CEE, la uniôn aduanera estâ detalladamente re 
gulada mientras que la politica agricola, menos definida.
(31) Una calificaciôn de esta especie se puede encontrar 
en numerosos autores. Valgan como ejemplo Louis —  
Cartou, Organisations Européennes, op.cit.,pâg,95 y 
Nicola Catalano, op. cit., pâg. 123.
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ha debido crearse a travês del Derecho derivado, originado 
por los propios ôrganos de la Comunidad,
Materialmente no cabe duda que las disposiciones que 
definen los principles y fundamentos de las Comunidades y 
las que regulan su organizaciôn corresponden a las partes 
dogmâticas y orgânicas de una constituciôn estatal, Forma^ 
mente, en cambio, una afirmaciôn de esta clase es mâs dudo 
sa. Sobre este punto, volveremos cuando consideremos el De 
recho Nacional como legitimador del Derecho de origen in—  
ternacional y comunitario de las Comunidades,
Los tres tratados constitutivos de las Comunidades - 
consagran un capitule a las "disposiciones financieras". - 
En este capitule se aborda la problemâtica de los ingresos 
en los tres tratados y se contienen las normas relativas a 
la materia presupuestaria en los tratados CEE y Euratom.
En el tratado CECA,en cambio, la regulaciôn presupuestaria 
se contiene en :un articule, el 78, ubicado en el titulo 
IV del mismo, dedicado a las disposiciobes générales.
El tratado CECA se refiere con carâcter general a los 
elementos del Gravamen sobre la producciôn del Carbôn y - 
del Acero. Aûn cuando para la configuraciôn précisa de es­
te tribute sean necesarias otras normas de Derecho deriva­
do, el texte del tratado coincide con lo que en el lengua- 
je juridico francés se conoce como una ley marco, Con ma­
yor riqueza de disposiciones se regulan en este tratado - 
las operaciones financieras de la CECA, incluidos los em—  
préstitos que esta puede contratar.
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En los tratados de Roma, a diferencia de lo que ocurre 
en la casi generalidad de los tratados que crean organize—  
ciones internacionales, se recogen incluse las claves de re 
parte de las contribuciones de los Estados miembros. En es­
tos tratados, como en el de Paris, con las modificaciones - 
introducidas por el Tratado de Bruselas y el de Luxemburgo,
se regulan con cierto detalle los principles presupuesta--
ries y el procedimiento de aprobaciôn de los presupuestos. 
Aûn cuando se abandone gran parte de la problemâtica presu­
puestaria a los reglamentos financières, los tratados en e£ 
ta materia ofrecen un conjunto de normas de mayor concreciôn 
que las que contienen normalmente las constituciones estata 
les.
El tratado CEE atribuye ademâs, en capitules diferentes 
al de las disposiciones financieras, ciertos poderes de na­
turaleza tributaria a los ôrganos comunitarios. El ejercicio 
de estes poderes no ténia originarlamente repercusiones fi—  
nancieras propias para las Comunidades. Estos poderes tribu­
taries han de ejercerse condicionados por las finalidades - 
no financieras por las que son atribuidos. Los poderes que 
se ejercen para establecer el Arancel aduanero comûn encuen 
tran en el tratado buen nûmero de disposiciones a las que - 
someterse. Mayor libertad deja el Tratado de Roma en materia 
de armonizaciôn fiscal y sôlo indirectamente se refiere al 
establecimiento de los gravâmenes agricolas.
Los tratados de Roma no preveôn las condiciones en que 
la CEE y el Euratom podrân sustituir las contribuciones de 
los Estados miembros por recursos propios. Si, en cambio, 
regulan el procedimiento para fijar estas condiciones. Es­
te procedimiento se asemeja sustancialmente al de la refor
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ma de los tratados.Puesto en marcha, se puede dotar a las 
Comunidades de medios tributaries propios, fijando direc- 
tamente con arreglo a este procedimiento las figuras tri- 
butarias de que pueden obtener recursos o dotar a las Co­
munidades de un poder tributario general o limitado a - 
ciertos objetos de imposiciôn con el que las mismas Comu­
nidades pueden establecer figuras tributarias para el sos_ 
tenimiento de sus gastos. En este sentido, los articules 
201 del Tratado CEE y 173 del Tratado Euratom pueden cali 
ficarse de preconstitucionales.
Junto a los tratados se aprobaron en Paris y Roma - 
textos, con valor de tratados, que contienen igualmente - 
disposiciones financieras. Anejo al Tratado CEE se aprobô 
el Protocole sobre el estatuto del Banco europeo de Inver 
siones. Anejo a los tres tratados figura un protocole so­
bre los privilégiés e inmunidades de las Comunidades, re- 
fundidos en un protocole ûnico aprobado en 1965 junte al 
Tratado de Bruselas, en el que se confieren poderes a los 
ôrganos comunitarios para establecer el impuesto sobre los 
sueldos y salaries de los funcionarios y la contribuciôn - 
de êstos al régimen de pensiones.
Se encuentran igualmente disposiciones financieras 
en la Convenciôn relative a ciertas instituciones comunes 
a las Comunidades europeas, en las convenciones de Yaundé 
y en los textos de adhesiôn de Inglaterra, Irlande, Dina­
marca y Noruega a las Comunidades, a los que con anterio 
ridad nos hemos referido extensamente, Repercusiones fi­
nancieras tienen igualmente los acuerdos de asociaciôn y 
los acuerdos comerciales ordinarios y preferentes firma-
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dos por las Comunidades, espeeialmente en cuanto afectan a 
los gravâmenes sobre el trâfico externe, recurso que se re 
cauda a favor de las Comunidades.
B. Fuentes de Derecho derivado o propio comunitario
Como vimos anteriormente, aûn disponiendo de institu­
ciones comunes, las Comunidades conservan su personalidad 
jurldica independiente y los tres tratados permanecen vi—  
gentes con sus disposiciones especlficas. En materia de fuen 
tes derivadas tal situaciôn puede crear ciertas confusiones 
ya que modos de manifestaciôn del Derecho comunitario subs- 
tancialmente iguales responden a denominaciones diferentes. 
Debemos, pues, procéder a estudiar separadamente las fuen—  
tes del Derecho derivado en la CECA y en la CEE y el Eura­
tom.
Para la CECA el articule 14 del Tratado de Paris esta­
blece:
"Para la ejecuciôn de las funciones que le han sido - 
confiadas y en las condiciones prévistas en el presents. Tra 
tado, la Alta Autoridad tomarâ decisiones, formularâ reco- 
mendaciones o emitirâ dictâmenes".
"Las decisiones serân obligatorias en todos sus elemen 
tes.Las recomendaciones serân obligatorias en los objetivos 
que sehalen, pero dejarân a los destinatarios de las mismas 
la elecciôn de los medios para conseguirlos, Los dictâmenes 
no serân obligatorios".
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"Cuando la Alta Autoridad esté autorizada para tomar - 
una decisiôn, podrâ limitarse a formular una recomendaciôn"
Este articule no distingue entre actes obligatorios en 
todos sus elementos dictados con carâcter general (reglamen 
tes en le lenguaje de la CEE) y decisiones individuales (de 
cisiôn en el mismo lenguaje). Esta distinciôn no estâ exen- 
ta en cambio de trascondencia prâctica en cuanto las condi­
ciones de' admisibilidad de las impugnaciones de las decisio 
nes difieren, de acuerdo con el art. 33 del Tratado de Pa—  
ris, segûn sean éstas générales o individuales.
El Tribunal de Justieia ha définido las decisiones gé­
nérales - Affaire Fédéchar contre Haute Autorité - como "a£ 
tos cuasi legislativos que emanan de una autoridad pûblica 
y tienen un efecto normative, erga omnes", y ha rechazado - 
la consideraciôn de générales a las decisiones de autoriza­
ciôn a las empresas o a los Estados y a las que tienen por 
objeto una actividad o una medida particular de un Estado o 
de un organisme estatal. Pero no ha considerado automâtica- 
mente como individual toda decisiôn dirigida a un solo Esta 
do miembro (32).
La nota distintiva estâ, pues, no en el nûmero de des­
tinatarios, sino en el carâcter abstracto y general o no - 
del acte, en su astructura normativa o especifica.
(32) Jean Victor Louis; Les règlements de la Communauté Eco 
nomique européenne. Presses Universitaires de Bruxelles 
1969, pâg. 226.
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Abordando la problemâtica concreta de las decisiones 
en materia tributaria, podemos observar que, en relaciôn 
con el gravamen CECA, dos tipos de decisiones son conceb^ i 
bles. El primero corresponde a la decisiôn o decisiones - 
que fijan las "condiciones de liquidaciôn y percepciôn" - 
del mismo, que, de acuerdo con el Tratado, se fijarân —  
"por decisiôn general de la Alta Autoridad tomada previa 
consulta al Consejo". Taies decisiones son,sin duda algu- 
na, decisiones générales, no sôlo porque de taies hayan - 
sido calificadas literalmente en el. art. 50, 22 pârrafo - 
del Tratado, sino porque han de ser dictadas de manera - 
abstracta, obligando a todas las empresas productoras de 
carbôn y de acero • en la Comunidad. La Alta Autoridad ha 
hecho uso de esta potestad en su decisiôn 2/52, de 23 de 
diciembre de 1952, que ha sido modificada posteriormente 
en varias ocasiones.
El segundo tipo de decisiones no tiene el carâcter 
permanente de las citadas, sino que éstas son necesarias 
en cada ejercicio para fijar el tipo de gravamen vigente 
durante el mismo. De acuerdo con el Tratado no se requie 
re para taies decisiones la intervenciôn del Consejo de 
ministres, salvo que haya de fijarse un tipo superior al 
1 por ciento. A nuestro entender tampoco puede ponerse - 
en duda el carâcter general de estas decisiones.
La Alta Autoridad estableciô el tipo de gravamen - 
prr primera vez en la decisiôn 3/52, de 23 de diciembre 
de 1.952, que igualmente regulô las modalidades de apli- 
caciôn del tributo. La existencia de esta regulaciôn pue 
de ser el fundamento de la prâctica de mantener esta de- 
ciâiôn vigente y de introducir periôdieamente en la mis-
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ma las modificaciones que se deriven del tipo de gravamen 
adoptado para el ejercicio,
Interesa sehalar ademâs una prâctica que viene desa- 
rrollândose desde los comienzos de esta Comunidad y que - 
consiste en la consulta previa de la Alta Autoridad a va^’ . 
rias comisiones del Parlamento sobre el tipo de gravamen a 
fijar. En algunas ocasiones se ha solicitado por los miem 
bros de la Asamblea que e&te uso se recogiera en Derecho 
escrito y que se extendiera a una consulta a la Asamblea 
en pleno, Tal procedimiento que, como uso, sigue anualmen 
te la Alta Autoridad (Comisiôn desde el Tratado de Bruse 
las de 1965) no creemos que pueda considerarse jurldica - 
mente vinculante.
Los Tratados CEE y Euratom' ofrecen a los ôrganos co­
munitarios unos cauces idênticos de manifestaciôn de su - 
Derecho derivado, El artîculo 189 del Tratado CEE, como su 
équivalente el artîculo 161 del Tratado Euratomm contiene 
la enumeraciôn y la definiciôn de las fuentes derivadas tî 
picas u ordinarias de las Comunidades:
"Para la realizaciôn de su misiôn y en las condicio­
nes previstas en el présente Tratado, el Consejo y la Co­
misiôn dictarân reglamentos y directrices, tomarân decisio 
nes y formularân recomendaciones y dictâmenesLa directriz 
obliga a todo Estado miembro destinatario en cuanto al re- 
sultado a conseguir, dejando a las instancias nacionales - 
la competencia en cuanto a la forma y a los medios".
"La decisiôn es obligatoria en todos sus elementos pa 
ta los destinatarios que la misma désigna",
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"Las recomendaciones y los dictâmenes no son obligato­
rios" .
Debe tenerse en cuenta que a las definiciones de fuen­
tes de la CEE y del Euratom no le afecta la institucidn û 
ôrgano ejecutivo que dicta el acto. Las diferentes fuentes 
se distinguer segûn sus efectos y su contenido. Son regla­
mentos, los actos comunitarios que contienen normas de ca­
râcter general directamente aplicables, sean dictados por 
el Consejo o por la Comisiôn. Tanto el Consejo como la Co­
misiôn pueden acordar directrices, decisiones y recomenda­
ciones cuando los tratados las autoricen segûn la materia.
No existe,tampoco, una distribuciôn de funciones con 
arreglo a la cualauna de las instituciones de las Comunida 
des correspondan los poderes decisorios o legislativos y - 
a la otra los administrativos o de aplicaciôn. Salvo en m£ 
teria presupuestaria, la Asamblea no tiene poderes de de ci. 
siôn, Estos corresponden conjuntamente al Consejo y a la - 
Comisiôn, y a êsta ûltima corresponden ademâs la aplicaciôn 
de las normas y la administraciôn de las Comunidades.
No existe tampoco unicidad de poder tributario en las 
Comunidades. Cada facultad estâ atribuida especîficamente a 
cada instituciôn, con concreciôn de las condiciones de su - 
ejercicio. En el âmbito de la CECA, las competencias tribu­
tarias estâs reservadas casi exclusivamente a la Alta Autori^  
dad. En la CEE y en el Euratom la supremacla en materia tri­
butaria corresponde, en cambio, al Consejo.
El cauce que se adopta en la normâtica tributaria (re­
glamentos, decisiones, directrices, recomendaciones) difie 
re tambiên segûn las materias. Normalmente no estâ determi
- 87 -
nado en los tratados y su elecciôn depende de los efectos 
que se pretenden conseguir con el acto.
Esta diversificaciôn, esta falta de principios genera 
les en esta materia, nos ha aconsejado no tratar en una - 
parte especial de este trabajo la problemâtica de los pode 
res de imposiciôn en las Comunidades y abordarla en el es­
tudio de cada figura tributaria concreta (33)
No obstante, debemos detenernos en dos actos especial 
mente relevantes âesde el punto de vista financiero. El - 
primero de ellos es el que tiene por objeto la atribuciôn 
de recursos propios a las Comunidades y el segundo el que 
aprueba los reglamentos financieros a que se refiere el - 
art, 209 del Tratado CEE y los artîculos équivalentes de - 
los otros tratados constitutivos.
La atribuciôn de recursos propios a las Comunidades.
En materia tributaria el acto mâs importante que pue­
den producir los ôrganos comunitarios es el previsto en - 
los artîculos 201 y 173 de los Tratados de Roma, por el - 
que se atribuyen recursos propios a las Comunidades. El - 
Consejo, a propuesta de la Comisiôn, resuelve "sobre las - 
disposiciones cuya adopciôn recomendarâ a los Estados miem 
bros de acuerdo con sus normas constitucionales respecti—  
vas" .
(33) Para un estudio conjunto del poder financiero de las 
Comunidades, vêase Mariano Abad, op. cit. pâgs.449 y 
ss.
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&Cômo puede calificarse este acto del Consejo? Varias 
respuestas son posibles:
12. Entender que este acto se trata de una recomenda- 
ciôn. La utiiizaciôn literal del verbo recomendar en los 
textos de los Tratados abona esta soluciôn. La libertad de 
que gozan los Parlamentos nacionales, ôrganos a quienes C£ 
rresponde adoptar, conforme a las disposiciones constitu—  
cionales de los Estados miembros, las propuestas de las Co 
munidades para rechazar el acto del Consejo de ministres, 
confirma igualmente esta idea. Igualmente se inscribe como 
un argumente favorable de esta calificaciôn el texte del —  
preâmbulo de la decisiôn de 21 de abril de 1.970 en el que 
se dice: "El Consejo de las Comunidades europeas ha acorda 
do estas disposiciones cuya adopciôn recomienda a los Esta 
dos miembros"
22. Considerar este acto como una decisiôn, teniendo 
en cuenta la definiciôn dada al mismo por los propios ôrga 
nos de las Comunidades. Efectivamente, con el nombre de de 
cisiôn figura en el Journal Officiel el acto de 21 de abril 
de 1970, ûniea aplicaciôn hasta el momento del articule - 
201 y 173 de los Tratados de Roma. No conocemos las razo—  
nes de esta calificaciôn pero creemos que puede tener su - 
causa en que este acto, a diferencia de una recomendaciôn, 
obliga a los poderes ejeeutivos a presentarlo ante los po­
deres a quienes corresponde, de acuerdo con las constitu—  
ciones respectivas, aprobarlo o rechazarlo. Una recomenda­
ciôn, por el contrario, permite discrecionalmente al ejecu
(34) El Consejo de Estado belga en su dictamen de 26 de oc­
tubre de 1970 ha definido este acto como recomendaciôn.
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tivo o a quiên tenga la iniciativa legislativa en cada Es_ 
tado miembro,seguir o no el procedimiento necesario para 
la efectividad de la misma.
32. Entender que se trata de un reglamento, apoyando 
tal calificaciôn en el contenido de las disposiciones de 
la Decisiôn de 21 de abril de 1970, que se estructura de 
manera general o normativa y es directamente obligatorio.
En nuestra opiniôn los arts. 201 del Tratado CEE y - 
173 del Tratado Euratom no determinan una forma concreta 
para el acto de su ejecuciôn, sino que exigen unos requi­
sites procedimentales objetivos. El Consejo, pues, puede 
vâlidamente llevar a cabo las previsiones de estos artleu 
los por varias de las fuentes definidas en el art. 189 -
del Tratado CEE o por acuerdo no calificado segûn estos - 
criterios. El Consejo, de hecho, en su decisiôn de 21 de 
abril de 1970, ha dictado un acto en el que se cumplen - 
los citados artîculos 201 y 173 y que, a su vez, contiene 
una decisiôn o un reglamento, o ambas cosas a un tiempo -
(35), cuya efectividad depende, teniendo en cuenta los c£ 
tados artîculos 201 y 173, de la aprobaciôn del mismo por 
los Estados miembros de acuerdo con sus reglas constitu—  
cionales.
(35) Todo dependerâ del concepto de reglamento que se man 
tenga, problema que no podemos abordar aquî y sobre 
el que la doctrina y la jurisprudencia se muestran - 
indecisas... Ver Colette Constantinidés-Mêgret, Le - 
Droit de la Communauté Economique européenne et l*or 
dre juridique des Etats.membres: Paris, Librairie Gé 
neral de Droit et de Jurisprudence, 1967, pâgs. 30 a
33.
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Los reglamentos financieros
El artîculo 78, séptimo del Tratado CECA, el artîculo 
209 del Tratado CEE y el artîculo 183 del Tratado Euratom
disponen que el Consejo, decüiendo por unanimidad a pro--
puesta de la Comisiôn, dictarâ los reglamentos financieros 
necesarios para desarrollar y precisar las disposiciones - 
referentes a la elaboraciôn y a la ejecuciôn del presupues 
to, fijarâ las modalidades de la puesta a disposiciôn de - 
la Comisiôn de las contribuciones de los Estados miembros 
(en el âmbito de la CEE y del Euratom) y]as reglas sobre - 
el control de la responsabilidad de los ordenadores y con- 
tables,
Estos actos de gran relevancia financiera no son, se­
gûn Jean Victor Louis, autor de una importante monografla 
sobre los reglamentos de la Comunidad Econômica europea,re 
glamentos del art. 189 del Tratado CEE en sentido têcnico, 
en cuanto no contienen normas de eficacia general, sino re 
glas internas de carâcter organizativo. Sus destinatarios 
son las mismas instituciones comunitarias. Louis sehala - 
que si bien los textos francés e italiano del tratado no - 
son ûtiles para determinar la intenciôn de sus autores de 
distinguir estos actos de los del art. 189, en cambio los 
textos alemân y neerlandés emplean en los arts. 202, 204, 
205, 207 y 209, del tratado CEE, que se refieren a los re­
glamentos financieros, los vocablos no técnicos de Hausha_l 
tsordnung y de Reglementen y no de Verodnung y Verorde— - 
ning. Como consecuencia de su especial naturaleza estos re 
glamentos se publican en el Journal Officiel de las Comuni^
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dades comosimples informaciones, sin fôrmula ejecutoria.
(36).
El principio de legali dad en el orden tributario en las 
Comunidades europeas.
^Cumplen las Comunidades el principio de legalidad - 
tributaria de acuerdo con el cual el establecimiento y re 
gulaciôn de los elementos esenciales de un tributo debe 
ser establecido por una ley que emane del poder legislati 
VO de la Comunidad?.
Nos pianteamos este problema con independencia de la 
cuestiôn de si el establecimiento y regulaciôn de los tr£ 
butos por las instituciones comunitarias es conforme a los 
Tratados y de si los Tratados pueden, de acuerdo con el - 
Derecho internacional o con las constituciones de los Esta 
dos miembros, transferir estos poderes a los ôrganos comu­
nitarios - esta cuestiôn serâ estudiada mâs abajo.
Se trata de saber si las instituciones comunitarias 
que ejercen el poder tributario son instituciones legiti- 
madas para ejercerlo, teniendo en cuenta el origen y fun­
damento del principio de legalidad,
Una posiciôn como la de Catalane resuelve el proble­
ma planteado. Entiende este autor que los actos comunita­
rios del art. 189 son, a veces, auténticas leyes y que el
(36) Jean-Victor Louis, op. cit., pâgs. 175 a 178.
- 92 -
Consejo de Ministres de las Comunidades, aûn formado por re 
présentantes del poder ejecutivo de los Estados miembros, 
constituye un auténtico poder législative cemunitarie (37) 
Per tante, un tribute establecide per un reglamente del - 
Censeje ne infringe el principie de legalidad en cuanto - 
tal reglamente es una ley emanada del peder legislative.
Pere una pestura cerne la descrita resuelve el preble- 
ma invirtiêndele y eludiêndele, ^Un pedei; per el heche de 
dictar nermas que sen materia de ley se cenvierte en peder 
legislative? El principie de legalidad en su vertiente ré­
serva de ley quedarîa sin centenide. Le que el principie de 
legalidad tributaria exige es que les tributes sean estable 
cides per ley en cuante la ley émana de les représentantes 
legitimes de les ciudadanes. Les tributes han de ser esta- 
blecides per el peder legislative perque el peder legisla­
tive esta censtituide per les représentantes de quienes de 
ben sepertar diehe tribute. Esta exigencia ne se cumple en 
las Cemunidades eurepeas.
La aprebaciôn per les Parlamentes nacienales de la de 
cisiôn de 21 de abril de 1970 ne satisface plenamente esta 
exigencia. En esta decisiôn se atribuye a las Cemunidades 
el preducte de ciertes tributes, pere se abandena a insti- 
tucienes cemunitarias ne representativas la regulaciôn de 
elementes esenciales de estes tributes. Esperemes que cuan 
de el Parlamente eurepee sea elegide per sufragie univer—  
sal y censtituya un auténtice peder supreme cemunitario,se
(37) Nicela Catalane, ep. cit.,pâgs. 57 a 64 y 133 a 135.
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operen las modifieaciones necesariaa en los tratados y en - 
el Derecho derivado para que le sea atribuîdo el poder tr_i 
butario a este ôrgano representative, tal come exigen les 
principles libérales y demecrâtices vigentes en tedos les 
paîses de las Cemunidades. Per el memento asistimos al fend 
mene de que teda eurepeizaciôn de una materia, teda transfe 
rencia de pederes legislatives, que en les Estades miembros 
son detentades per las câmaras legislativas, va acempahada 
de una deslegalizaciôn e desdemecratizaciôn de dicha mate—  
ria.
C. Las fuentes de Derecho nacienal
El Dereche interne de les estades miembros puede cum- 
plir una deble funciôn:
a) Centrastar la validez de les Tratades y del dereche 
derivade y erdenar la aplicaciôn interna de ambas fuentes 
en el territerie de les Estades miembros. Esta funciôn, co­
me veremes, ne es necesaria en ciertas pesicienes doctrina­
les.
b) Cempletar les Tratades y el Dereche derivade y re­
gular buena parte de la aplicaciôn de éstes cuande le estâ 
encemendada esta tarea.
Les Tratades que regulan la vida cemunitaria han side 
firmades, ratificades y recibides en cada Estade miembre, 
de acuerde cen les requisites que el Dereche interne de les 
mismos establece. En este sentide, ningûn preblema se plan 
tea ni desde la perspectiva nacienalista mâs exigente.
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La cuestiôn mâs importante qne en el terrene de las re- 
lacienes Dereche internacienal y cemunitario - Dereche in­
terne se suscita, teniende en cuenta les aspectes financiè­
res, es la de si de acuerde cen las censtitucienes de les - 
Estades miembros son vâlidas las transferencias de peder f^ 
nanciere que en les Tratades y en la Decisiôn de 21 de abril 
de 1970 se eperan.
El peder financière estâ atribuide per las censtitucio 
nés de les Estades que ferman las Cemunidades a les Parla—  
mentes e Asambleas de les mismes. £,Bs censtitucienal un tra 
tade que transmite parte de ese peder a un organisme inter­
nacienal? Este preblema ne existe para quienes ne censideran
la necesidad de centrastar el Dereche internacienal cen el 
Dereche interne en cuante estiman que el Dereche internacio 
nal se fundamenta en si misme y que un tratade es vâlide - 
siempre que se conforme a las nermas del misme Dereche in—  
ternacienal a que pertenece. Tampece se plantea esta eues—  
tiôn a quienes entienden que les tratades constitutives de 
las Cemunidades eurepeas, ceme fundaderes de una autêntica 
instituciôn pelîtica eriginaria y autônema, son una verdade 
ra censtituciôn - tambiên en un sentide fermai - que una - 
vez creada tiene fuerza legitimadera prepia. Si se ha busea 
de la fôrmula de un tratade es que sôle ésta era pesible pa 
ra fijar esta censtituciôn. Pere este tratade ne régula un 
fenômene internacienal, sine la vida de una Cemunidad y se 
cenvierte en Dereche Cemunitario interne, en Censtituciôn - 
de un nueve erden jurîdice. Desde tal pesiciôn ne puede di£ 
cutirse la censtitucienalidad estatal de la transferencia - 
de pederes. Les pederes financières de las Cemunidades son
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originarios, no derivados. Bn los tratados - Derecho inter­
national - los Estados renuncian a una parcela de su poder 
financière, En les mismes tratades - censtituciôn cemunita­
ria - la Cemunidad encuentra la base jurldica de un peder - 
tributarie prepie, ne derivade. Pedria dudarse, pues, de la 
censtitucienalidad de la renuncia de peder realizada per ■- 
les Estades, pere en ningûn case, de la atribuciôn de peder 
a la Cemunidad(38).
Pere les tratades y el Dereche derivade deberân ser - 
aplicades tambiên per jueces y funcienaries nacienales, pa­
ra quienes es inevitable censiderar la Censtituciôn del Es­
tade a que pertenecen la instancia mâxima en que debe cen—  
trastarse tede Dereche. Esta afirmaciôn tiene sentide prâct^ 
ce en paîses ceme Italia y Alemania en que existe un control 
efective de la censtitucienalidad de las leyes. &Son consti- 
tucienales las leyes de ratificaciôn de unes tratades que - 
transfieren pederes que son elementes importantes de la so­
ber anîa nacienal?
En respuesta a esta pregunta, y sin prejuzgar sobre la 
validez de la misma, pedemes examinar algnnas de las censt^ i 
tucienes de les paîses miembros.
(38) En este sentide es muy interesante la dectrina manteni- 
da per el Tribunal Administrative de Francfort (Pa.Z. 
C/Einfuhr-und Verratsstkke fUr Getreide und Futtermit- 
tek., Il/l, 6 36/63) que considéra que "la Cemunidad ejer 
ce derechos de soberanîa que le han side conferides en 
tante que petencia parcial y eriginaria”, Citada per - 
Henry Lesguilions: L'app licatien d'un Traité-Fendation 
Le traité instituant la C.E.E. Paris: Librairie Genera 
le de Droit et de Jurisprudence, 1969, pâgs. 35 a 36.
- 96 -
La Ley fundamental de la Repûblica de Bonn establece 
en su art, 24: "La federaciôn puede transferir derechos de 
soberanla a instituciones internacionales por via legisla- 
tiva" .
La censtituciôn italiana en su art. 11 admite el cen- 
sentimiente per Italia de "limitacienes de seberanla nece- 
sarias a un erden que asegure la paz y la justicia entre 
las nacienes".
En Bélgica, que ne centaba cen una dispesiciôn de es­
te tipe, se intreduje el 20 de julie de 1970 un articule 
25 bis en la Censtituciôn en el que se establece que "el - 
ejercicie de pederes determinades pedrâ ser atribuîdo por 
un tratade e per una ley a instituciones de Dereche inter­
nacienal pûblice".
Las censtitucienes francesas de la 4^  y de la 5^  Repûi- 
blicas admiten en sus preâmbules "limitacienes de seberanla 
necesarias a la erganizaciôn y a la defensa de la paz".
En Helanda, el art. 6 7 de su Censtituciôn prevê igual- 
mente la transferencia a erganizacienes internationales de 
pederes legislatives, administratives y judiciales.
Y- la Censtituciôn luxemburguesa, medificada a estes —  
efectes, establece en su art. 49 bis que "el ejercicie de - 
atribucienes, reservadas per la Censtituciôn a les pederes 
legislatives, executives y judiciales puede ser temperalmen 
te atribuîdo a instituciones de Dereche internacienal".
Vemes côme estas censtitucienes centienen en la actua 
lidad dispesicienes permitiende transferencias de sebera—  
nîa en faver de erganizacienes internacionales. Pere no re-
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sulta absolutamente claro que, en razôn de las fechas en que 
estas disposiciones han si do adoptadas y de las limitacienes 
que en las mismas se centienen, les tratades constitutives - 
de las très Cemunidades y les cemplementaries de éstes pue—  
den transferir pederes financières a las Cemunidades eurepeas 
si prevalece la perspectiva jurldica nacienalista que mantie 
ne la abseluta superieridad de las Const itucienes estatales 
ceme nerma ineludible de contraste.
Otre preblema que debe plantearse en este contexte es - 
el de si les tratades que centienen transferencias de pede—  
res tributaries han de ser ratificades per el precedimiente 
legislative normal e requieren las fermalidades y mayerlas - 
de una referma censtitucienal.
Tal cuestiôn se ha planteade ante el Censeje de Estade 
francês en relaciôn cen el Décrété de aprebaciôn del Tratade 
CEE, pere éste ne ha entrade en el fende del asunte. El Cen­
seje de Estade Bëlga, cen ecasiôn de la aprebaciôn de la Dec^ 
siôn de 21 de abril de 1970 y del Tratade de 22 de abril del 
misme ahe, ha estimade suficiente la mayerîa necesaria para 
una ley erdinaria. Igualmente en Helanda, en cuya Censtitu—  
ciôn se exige expresamente una mayeria de des tercies para - 
aprebar transferencias de pederes que puedan ser contrarias 
a les préceptes de la Censtituciôn, ne se ha estimade epertu 
ne exigirla para la ratificaciôn del Tratade CEE, Per el cen 
trarie en Luxemburge, de acuerde cen las exigencias de su - 
Censtituciôn, se ha aprebade diche acuerde per la mayeria ne 
cesaria para las refermas censtitucienales.
En nuestra epiniôn y siempre que se acepte una pesiciôn 
jurldica nacienalista, les Tratades constitutives de las très
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Comunidades solo podrân considerarse constituciones en sen 
tide formal cuando hayan side aprobados por los poderes y 
con los requisites que se exigen en les Estades miembros - 
para las refermas censtitucienales.
La segunda funciôn que hemes asignade al Dereche de - 
les Estades miembros es la de cempletar les tratades y el 
Dereche derivade, asî ceme efrecer el cauce jurîdice a ]as 
administracienes nacienales para la aplicaciôn directa de 
éstes,
Les Estades miembros utilizan tedas las fuentes del - 
Dereche de que dispenen para la realizaciôn de esta funciôn 
Puede anetarse, ne obstante, un pregresive abandone de la - 
Ley ceme medie de ejecuciôn del Dereche cemunitario, en fa 
ver de nermas de range inferior. Abandene que se hace pesi 
ble mediante têcnicas de delegaciôn legislativa e en base 
a petestades que se entienden derivadas directamente del - 
Tratade e, incluse, de les reglamentes e decisienes cemun^ 
tarias.
En el âmbite tributarie el Dereche nacienal es inne- 
cesarie respecte a tributes ceme el gravamen CECA y el im- 
pueste sobre la renta de les funcienaries. Es fundamental, 
en cambie, en relaciôn cen les derechos aduaneres y les - 
gravâmenes agrîcelas y le serâ, igualmente, para la admini£ 
traciôn del Impueste sobre el Valer ahadide perteneciente 
a las Cemunidades.
En la decisiôn de 21 de abril de 1970 se hace referen 
cia expresa a les Derechos nacienales en el art. 6:
"Les recurses cemunitaries previstes en les articules
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2,3 y 4 serân percibidos por los Estados miembros confer 
me a sus dispesicienes legislativas, reglamentarias y acMi 
nistrativas, que serân medificadas, en su case, a estes - 
efectes".
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I I I
EL PRESUPUESTO DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS
- 101 -
1. LA SIGNIFICACION DEL PRESUPUESTO
Como hemos visto en pâginas précédantes, las très Comunl 
dades cuentan en el présente con un presupuesto ünico. La sub 
sistencia de la personalidad jurldica independiente de cada - 
una de las Comunidades y la continuaciôn de la vigencia de - 
los très tratados constitutives de éstas, détermina que este 
presupuesto ünice sea regulade a un tiempe per las dispesi—  
cienes financieras de estes très tratades. Estas dispesicie- 
mes han side medificadas per el tratade estableciende un Cen­
seje ünice y una Cemisiôn ünica de las Cemunidades eurepeas, 
firmade en Bruselas el oche de abril de 1965, y por el trata­
de de Luxemburge de 22 de abril de 1970, textes a les que mâs 
arriba hemes heche referenda.
Regulan el fenômene presupuestario de las Comunidades, - 
ademâs de estes textes que se sitüan en la cüspide del erdena 
miente jurîdice cemunitario en cuante tedes les pederes encuen 
tran en elles sus cauces y limites de actuaciôn, etras dispo 
sicienes dictadas per estes pederes que son el desarrelle y 
cemplemente de les tratades. El régimen jurîdice del Presupue^ 
te le cempenlan hasta fechas recientes, ademâs de les trata­
des citades, el Reglamente financière de 23 de ectubre de - 
1961 referente al presupuesto de investigacienes e inversiôn 
del Euratom,el reglamente financière de 30 de julie de 1968, 
relative al presupuesto cemün de las Cemunidades en el que - 
se receglan les gastes de funcienamiento de la CECA y del - 
EURATOM, tedes les gastes presupuestaries de la CEE y los in 
greses cerrespondientes. Incerporade el presupuesto de inve_s 
tigacienes e inversiôn del Euratom al presupuesto cemün de - 
las cemunidades por el Tratade de Luxemburge, el Reglamente
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financière de 20 de septiembre de 1971 déclara la aplicabil^ 
dad del Reglamente financière de 1968 a la nueva situaciôn - 
financiera hasta el 31 de diciembre de 1.972, salve en le - 
que se refiere a la nemenclatura presupuestaria, a la que - 
mâs abaje nés referiremes.
Pere ne ha parecide cenveniente mantener esta dispersiôn 
de textes y se ha cenfeccionade un Reglamente financière re- 
visande y unificande les reglamentes financières préexistan­
tes. La prepuesta de reglamente fué remitida per la Cemisiôn 
al Censeje el 30 de neviembre de 1.970 y su aprebaciôn, cuan 
de escribimes estas pâginas, es imminente.
Adelantândenes a su vigencia, hemes utilizade el texte 
prepueste en la expesiciôn de les principles presupuestaries 
y en las lineas que, a centinuaciôn, dedicames a la signify 
caciôn del presupuesto de las Cemunidades. Hemes tratade - 
asî de evitar un trabaje sobre dispesicienes al borde de 
la pérdida de su vigencia y pece complétas y significatives 
en cuante ne centemplan la atribuciôn de recurses prepiosa 
las Cemunidades, acentecimiente trascendental para la Hacien 
da cemunitaria. Per etra parte, el preyecte de Reglamente - 
unificade coincide sustancialmente cen el Reglamente de 3 - 
de julie de 1.968, aplicable cuande escribimes estas pâgi—  
nas.
El art. 1 del preyecte de Reglamente financière unifi- 
cado reproduce la definiciôn del presupuesto del Reglamente 
financière del 3 de julie de 1968: "El presupuesto de las - 
Cemunidades eurepeas, en adelante deneminade el presupues- 
te, es el acte que prevée y auteriza, cada ahe, les ingre—  
ses y les gastes de las Cemunidades". Esta definiciôn pare-
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ce una transposiciôn de la contenida en el art. 5 del Deere 
to francés de 31 de mayo de 1862, que con algunas variacio- 
nes se ha repetido en la legislaciôn financiera de Francia 
casi hasta nuestros dlas (l).
De acuerdo con el sentide literal de esta definiciôn, 
el presupuesto ne se limita a ser un estade de previsiôn, - 
sine que es as! misme un acte de auterizaciôn tante de los 
gastes ceme de les ingreses.
En relaciôn con la vertiente presupuestaria de los ga_s 
tes este deble carâcter del presupuesto de las Cemunidades 
ceme previsiôn y ceme auterizaciôn, ne efrece particularida 
des cen respecte al Dereche presupuestario de les Estados y 
las especiales dificultades que para las Cemunidades presen 
te han pedide ser allanadas en el Tratade de LUxemburgo (2) 
Censecuencia de esta eficacia jurldica del presupuesto es - 
que, ceme prescribe el art. 4 del preyecte de Reglamente fi
(1) La definiciôn de este Décrété la recegemes de Paul Marie 
Gaudemet, Précis de Finances Publiques, Tome I, Paris: 
Editions Mentchrestien, pâg. 230. El art. 5 del Décrété 
de 31 de maye de 1862 establece: Le budget est l'acte - 
par lequel sent prévues et autorisées les recettes et 
les dépenses annuelles de l'Etat eu des autres services 
que les lois assujettissent aux mêmes règles".
(2) El Tratade de Luxemburge distingue entre gastes discre- 
cienales y gastes ebligateries en virtud de les tratades 
y de los actes dictados en su ejecuciôn, para negar al - 
Parlamente el dereche de ûltima palabra respecte a estes 
ültimes y evitar que el presupuesto lleve consigo una - 
reestructuraciôn de atribucienes de cempetencias entre 
las instituciones de las Cemunidades. Esta problemâtica 
se aborda extensamente en la parte de este trabaje dedi 
cada a la elaberaciôn y aprebaciôn del presupuesto.
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nanciero unificado,, ‘Vio puede comprometerse ningün gasto que 
exceda el limite de los crédites auterizades para el ejerci- 
cio e, en su case, para un perlede superior al ejercicie" y 
"ne puede erdenarse ningün page que exceda el limite de los 
crédites cencedidos".
La auterizaciôn presupuestaria es pues, sin lugar a du- 
das, necesaria para que la Cemisiôn, instituciôn encargada - 
de la ejecuci ôn del presupuesto (3), pueda comprometer un - 
gaste e realizar el page cerrespendiente. Esta valeraciôn - 
del presupuesto respecte a les gastes ne pierde su significa 
de general perque en el Reglamente financière se establezcan 
algunas réglas especiales.
El art. 40 del Reglamente prevé la pesibilidad de que 
se auterice el compromise de les gastes que tengan el carâc- 
ter de ebligateries sin existir crédites presupuestaries pa­
ra les mismes cuande no sea pesible una transferencia de cré 
dite sin aberdar el precedimiente regular de aprebaciôn del 
presupuesto (4). A estes efectes se censideran gastes obliga 
tories: les gastes que tienen su base en el reglamente que 
fija las retribucienes de les funcienaries, en el estatute - 
de éstes y en el régimen aplicable a etres agentes de las Ce 
munidades en deteirinadas circunstancias; los gastos de alqui 
leres, arrendamientos y seguros, cuando provengan de la apl^
(3) Esta funciôn se le encomienda a la Comisiôn en los art^ 
culos 205 del Tratado CEE, 179 del Tratado Euratom y 78 
querter del Tratado CECA,
(4) Sobre las diferentes modalidades de transferencias de - 
crédite, véase mâs abajo el apartado dedicado al princi 
pio presupuestario de especificaciôn.
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caciôn de clâusulas previstas en centrâtes; los gastos banca- 
rios, las diferencias de cambio y las costas judiciales.
Otra excepciôn a la necesidad de la auterizaciôn presu—  
puestaria para la realizaciôn de un gasto se encuentra en los 
mismos tratados (art. 204 del Tratado CEE y disposiciones —
équivalentes de los otros dos) (5) en los que se establece —
que, en case de que en el comienzo de un ejercicie presupues­
tario aün no se haya aprobado el presupuesto, se pueden efec-
tar gastos mensualmente, por capitules o por otra divisiôn, 
en razôn de la doceava parte de los crédites abiertos en el - 
presupuesto del ejercicie precedente.
Respecte a los ingreses, si nos atenemos a la definiciôn 
de presupuesto del art. 1 del Reglamente financière, el prin­
ciple debe ser el misme.
El articulo 4 del preyecte de Reglamente financière uni- 
ficado ratifica el sentido literal de la definiciôn del arti­
cule 1 al establecer que "No puede exigirse o recaudarse nin­
gün ingreso sino por imputaciôn a un articulo del presupuesto” 
Parece que se ha querido adscribir el presupuesto de las Cornu 
nidades al conjunte de sistemas financières en los que los - 
tributes y otros ingresos sôlo pueden exigirse si estân reco- 
gidos en las previsiones presupuestarias para el ejercicie.
La cuantificaciôn de los ingresos, es decir, la cifra presu—  
puestaria de ingresos, no tiene modernamente en estes sistemee 
ni puede tener como régla general en el de las Comunidades -
(5) Este tema se desarrolla al estudiar el principio presu­
puestario de anualidad* Ya nos hemos basado en este ar­
gumente en pâginas precedentes para negar el significa- 
do de auterizaciôn de ingresos al estade de previsiôn - 
de la CECA.
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(6), otro significado que el de una simple previsiôn, sin - 
que supoh&a limite alguno de recaudaciôn. Pero los ingresos 
no recogidos, no mencionados, en el presupuesto no pueden - 
en estos sistemas ser exigidos por la Administraciôn.
En estos sistemas se agrupan en el acto de aprobaciôn 
del presupuesto todas las responsabilidades financieras de 
la comunidad polltica. Al aprobarse el documente presupuesta 
rio se ratifican o se rechazan cada una de las fuentes de - 
ingresos con las que se puede contar en el ejercicio, de la 
misma manera que se autorizan o no cada uno de los gastos - 
que pueden realizarse en el mismo.
La naturaleza y carâcter de algunos de los mâs impor—  
tantes recursos con que cuentan las Comunidades (7), asl co 
mo la estructuraciôn de los poderes referentes a los mismos 
hacen imposible dar a la inclusiôn de los ingresos en el - 
presupuesto el significado que de los preceptos citados se 
dériva. El gravamen sobre la producciôn del carbôn y del - 
acero instituldo por el Tratado CECA y los vigentes recursos 
propios atribuldos a las Comunidades por la Decisiôn de 21
(6) Decimos como régla general,porque las contribuciones de 
los Estados miembros se determinen con exactitud en el - 
documente presupuestario. El presupuesto desempeha res—  
pecto a estos ingresos la funciôn de acto de liquidaciôn. 
Este acto de liquidaciôn serâ irreemplazable, tendrâ ca- 
râcter constitutive, si el presupuesto tiene la eficacia 
jurldica de auterizaciôn de ingresos.
(7) Hemos prescindido deliberadamente de otros ingresos, co­
mo son los empréstitos, los ingresos de derecho privado 
y los impuestos sobre las retribucienes de los funciona- 
rios, ya que alargarlan extraordinariamente los razona—  
mientos. Creemos que bastan los ingresos mâs importantes 
comoson las contribuciones de los Estados miembros, el -
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de abril de 1970 tienen fimciones que transcienden la finan- 
ciaciôn presupuestaria y, consiguientemente, su efectividad 
no debe depender de la aprobaciôn del presupuesto o de su in 
clusiôn en el mismo.
El gravamen sobre la producciôn del carbôn y del acero 
no financia exclusivamente los gastos administratives de la 
CECA, ünicos incluldos en el presupuesto, sino también otras 
actividades de esta Comunidad (ayuda a la readaptaciôn, in—  
centivos a la investigaciôn técnica, apoyo a las operaciones 
de empréstito - art. 50 del Tratado de Paris -). El producto 
del gravamen no se recoge integramente en el presupuesto, s± 
no que la CECA participa en el mismo con una cantidad fijada 
a tante alzado - 18 millones de unidades de cuenta - obteni- 
da por medio de este gravamen. &Podria afectar en estas con- 
diciones la no inclusiôn de este tribute en el presupuesto - 
a su exigibilidad?
El impuesto de aduanas y los gravâmenes agricolas,atri­
buldos a las Comunidades como recursos propios por la Deci*—  
siôn de 21 de abril de 1970, no realizan funciones exclusiva 
mente financieras, sino que son establecidos y estructurados 
en razôn de su funciôn esencial proteccionista. Son necesa—  
ries para mantener o favorecer la producciôn industrial en - 
los territories de las Comunidades y, sin elles, es imposi—  
ble el funcienamiento de la polltica agrlcola y comercial co 
munitaria.
gravamen CECA y los recursos propios, sensu strictu, pa­
ra contemplar la significaciôn general del presupuesto - 
en su vertiente de ingresos.
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El gravamen sobre la producciôn del carbôn y del acero 
y los recursos prôpios citados son, ademâs, establecidos - 
por las instituciones de las Comunidades utilizando procedi 
mientos o mécanismes de ponüeraciôn de poderes diferentes - 
a los de la aprobaciôn del presupuesto. Si pudieran anular- 
se o modificarse por el acto presupuestario se operarla una 
modificaciôn de las facultades que corresponden a cada ins­
tituciôn, incongruente con la concepciôn del poder en las 
Comunidades.
El poder presupuestario no corresponde en las Comunida 
des a un ôrgano superior de competencia general, como en - 
los Estados, En las Comunidades no existe este poder, sino 
que las diferentes competencias se conceden a las distintas 
instituciones conjunta o individualmente y han de ejercerse 
con arreglo a procedimientos o mecanismos determinados, El 
poder presupuestario, como veremos mâs adelante, se ejerce 
con arreglo a fôrmulas extraordinarias, Fôrmulas en las que 
se da un peso superior a la Asamblea del que le corresponde 
en la actividad legislativa ordinaria, incluida la que tie­
ne por objeto el establecimiento o regulaciôn de los ingre- 
sospresupuestarios. Si al poder presupuestario se le conce- 
diera la posibilidad - no pretendemos salirnos aqui del 
terreno positive de la lege data - de suspender la aplica 
ciôn de un tribute, se operarla un desplazamiento de poderes 
en las Comunidades que, en modo alguno, se ha pretendido en 
les textes que regulan el fenômene presupuestario, Prueba - 
de elle es que en el campe de los gastos, para los que el - 
presupuesto indudab1emente constituye una auterizaciôn, se 
han distinguido los gastos discrecionales de los derivados 
de los tratados o de los actes dictados en virtud de los -
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mismos, para sustraer casi totalmente estos ültimos del 
ârea de poder del Parlamento y evitar una modificaciôn de 
atribucienes de competencias en las Comunidades a través - 
del acto presupuestario. Sobre este punto volveremos en - 
otra parte de este trabaje.
Estos argumentes no son vâlidos, en cambio, respecte 
al recargo sobre los impuestos sobre el valor ahadido de - 
los Estados miembros, con el que contarân probablemente, - 
como recurso propio las Comunidades a partir del 1 de ene- 
ro de 1975. Este recargo tiene una funciôn esencialmente - 
financiera y su tipo de gravamen se fija "en el marco del 
procedimiento presupuestario".
No obstante, el art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril 
de 1970 nos podrla ofrecer un primer argumente en contra - 
de la doctrina de que sea necesaria la auterizaciôn presu­
puestaria respecte a este gravamen; "Sin embargo, si al co 
mienzo de un ejercicio no ha side aün aprobado el presupues 
to, el tipo de gravamen fijade anteriormente permanecerâ - 
aplicable hasta la entrada en vigor de un nuevo tipo".
El recargo puede serguir funcionando, pues, sin la - 
existencia del presupuesto en cuanto se prevé; para estos 
cases la prôrroga del tipo de gravamen precedente. Este ar 
gumento nos parece débil, sin embargo, porque este ocurre 
igualmente en la vertiente de los gastos, en cuanto se pre 
vé para elles la prôrroga por trames mensuales del presu­
puesto del ejercicio anterior si el presupuesto no ha side 
aün aprobado y hemos juzgado este supuesto como una simple 
excepciôn al principio general de que no puede realizarse 
gasto alguno sin previa auterizaciôn presupuestaria..
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Lo que importa saber es si, aprobado el presupuesto - 
del ejercicio, es necesario que éste prevea la existencia 
de ingresos procedentes del recargo que comentamos para - 
que pueda ser exigido. Creemos que, como la fijaciôn del - 
tipo de gravamen del recargo se hace anualmente en el con­
texte de procedimiento presupuestario, esta fijaciôn ha de 
realizarse al mismo tiempo que la aprobaciôn del presupues 
to, aunque se contenga en documente diferente. (8). Puede 
decidirse no aplicar el recargo durante un ejercicio, siem 
pre que este sea compatible con el principio de equilibrio 
del presupuesto, positivado como régla efectiva en el dere 
cho de las Comunidades. Bastarâ con fijar en cero el tipo 
de gravamen, Ahora bien, si se decide aplicar el gravamen 
y se fija un tipo positivo para el mismo, como esto se ha­
ce en un acto paralelo al de la aprobaciôn del presupuesto 
résulta extravagante concebir que el presupuesto pueda ol- 
vidar la menciôn del recargo o disponer su inaplicabilidad,
(8) Aün cuando no puede contarse todavla con ningün prece­
dente a este respecte, creemos que debe deducirse de - 
la expresiôn del art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril 
de 1970 ("Este tipo de gravamen se fija en el cuadro - 
del procedimiento presupuestario"), que no es en el - 
mismo documento del presupuesto sino en un acto parale 
lo pero distinto, en el que debe fijarse el tipo de —  
gravamen del recargo. Mâxime teniendo en cuanta que en 
la concepciôn positiva del presupuesto de las Comunida 
des, éste tiene el carâcter de acto organizativo y no 
de acto legislativo con efectos frente a terceros. Es­
ta concepciôn se deduce claramente de que el presupue^ s 
to se pub1ica en el Journal Officiel de las Comunida—  
des bajo la rübrica de "Actos en que su publicaciôn no 
es una condiciôn de su aplicabilidad".
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La definiciôn del prsupuesto como autorizaciôn de - 
ingresos nos parece errônea en base a las ideas expuestas 
si con la misma se pretende afirmar que la no inclusiôn - 
en el presupuesto del gravamen CECA o de los recursos pro 
pios supone que se suspende la obligaciôn de satisfacer—  
los por parte de las empresas o particulares sujetos pasj^  
vos de estos tributos,
Tratando de buscar un significado a esta definiciôn 
creemos que debemos preguntarnos si la autorizaciôn presu 
puestaria no se referirâ a la puesta a disposiciôn de las 
Comunidades de los recursos propios exigidos a particula 
res por los Estados miembros por cuenta de éstos. Siendo 
los Estados miembros los gestores a comisiôn de los recur 
SOS propios, hay que distinguir dos obligaciones en el - 
proceso de ingreso a las Comunidades de estos recursos:1a 
obligaciôn de los particulares y la obligaciôn de los Es­
tados de poner a disposiciôn de las Comunidades las sumas 
recaudadas. Podrla pensarse que la autorizaciôn presupues 
taria que,como vimos, no tiene sentido respecto a la pri­
mera obligaciôn, podrla ser necesaria para la exigencia - 
de la segunda.
El mismo carâcter de autorizaciôn podrla tener el - 
presupuesto respecto a las contribuciones de los Estados 
miembros, que, al igual que la segunda fase requerida de 
la recaudaciôn de los recursos propios, constituyen una 
obligaciôn de los Estados miembros de la que son acreedo 
res las Comunidades.
Esta soluciôn al problema que nos planteamos parece 
tener su base legal en el art. 1, 3 in fine del proyecto
— 1 1 3  —
de Reglamento financière unificado: "La adopciôn del pre 
supuesto de las Comunidades, supone la obligaciôn -
para cada Estado miembro de poner a disposiciôn de la Co 
misiôn las contribuciones y el producto de los recursos 
propios de acuerdo con las modalidades establecidas en - 
los reglamentes que les afectan",
Esta soluciôn lleva consigo la aceptaciôn de que la 
no inclusiôn de las contribuciones en el presupuesto exl 
me a los Estados de la obligaciôn de ponerlos a disposi­
ciôn de las Comunidades y que la atribuciôn de los gravâ 
menes agricolas y de los derechos de aduana a las Cemuni. 
dades, realizada por la Decisiôn de 21 de abril de 1970, 
estâ condicionada a la inclusiôn de estos conceptos anua]. 
mente en el presupuesto.
La aceptaciôn de esta tesis estâ sujeta a una impor 
tante limitaciôn y a dos graves objeciones.
La limitaciôn se refiere a la obligaciôn legal de - 
respetar el equilibrio presupuestario. El principio del 
equilibrio presupuestario estâ positivado en el Derecho 
de las Comunidades europeas en el art. 199 del Tratado 
CEE, y en el art. 171 del Tratado Euratom, textos que se 
imponen como norma superior a todas las instituciones co 
munitarias.
La significaciôn del presupuesto como autorizaciôn 
de ingresos, supone, como ya hemos indicado, que un in­
greso que no figure en el presupuesto o que se rechace 
por el acto presupuestario no es exigible durante el - 
ejercicio. Esta es la consecuencia de la atribuciôn a - 
las instituciones que diet en dicho acto del poder de -
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decidir discrecionalmente la exigibilidad de un ingreso. 
Si la autoridad presupuestaria no dispone de este poder, 
el presupuesto no puede tener el carâcter de autorizaciôn 
de ingresos. La no inclusiôn o el rechazo de un ingreso - 
en el presupuesto séria nulo como acto contrario a una - 
norma de rango superior o, al menos, procedente de un or- 
den diferente de competencias.
Con esta aclaraciôn puede valorarse la limitaciôn a 
que nos referimos. El poder presupuestario puede dejar de 
incluir alguno de los recursos propios en el presupuesto 
o las contribuciones de los Estados miembros con eficacia 
jurldica, siempre que con ello no se infrinja la régla - 
del equilibrio presupuestario. La exclusiôn de un ingreso 
que resuite necesario al equilibrio del presupuesto no —  
puede llevar consigo la inexigibilidad del mismo cuando - 
ese acto violauna disposiciôn fundamental del Derecho de 
las Comunidades.
A esta limitaciôn se suman dos objeciones:
12) Signe siendo vâlido respecto a la obligaciôn de 
los Estados miembros de poner a disposiciôn de - 
las Comunidades los recursos propios y las con—  
tribuciones, el argumente empleado anteriormente 
referente a que, en el contexte juridico de las 
Comunidades, el acto presupuestario no debe alte 
rar la atribuciôn de poderes preexistente. Esta 
problemâtica no se présenta en el orden estatal, 
en que la aprobaciôn del presupuesto corresponde 
al parlamento situado en la cima del poder pol^ 
tico y titular de competencias générales, pero
- 114 -
si en el campo de las Comunidades, donde no existe 
esta supremacla y donde los poderes y competencias 
son objeto de atribuciôn concreta.
ôPuede el presupuesto suspender la atribuciôn 
de recursos propios realizada por la Decisiôn de - 
21 de abril de 1970? La interpretaciôn literal de - 
esta Decisiôn no deja duda alguna al respecto. El - 
art. 3, 1, de la misma dispone: "A partir del 1 de 
enero de 1.971, los ingresos procedentes de los gra 
vâmenes agricolas se inscribirân en su totalidad —  
en el presupuesto de las Comunidades".
"A partir de la misma fecha, los ingresos pr£ 
cedentes de los derechos de aduana serân inscrites 
progrèsivamente en el presupuesto de las Comunida—  
des..."
La ünica construcciôn que nos permite conci—  
liar esta objecciôn con la tesis expuesta consiste 
en entender que la atribuciôn de los recursos pro—  
pios a las Comunidades estâ tâcitamente condiciona­
da a la necesidad de estos recursos para la finan—  
ciaciôn de los gastos comunitarios. La exigencia - 
del equilibrio presupuestario apoya esta construe—  
ciôn* Si el total de los recursos propios previstos 
para un ejercicio - anterior al de 1975, a partir - 
del cual interviene el recargo sobre los impuestos 
sobre el valor ahadido - excede al de los gastos au 
torizados para el mismo, habrâ que renunciar a aigu 
no de los recursos propios o adoptar la irracional 
decisiôn de incrementar los gastos mâs allâ de los 
originariamente deseados.
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Pero esta posibilidad tiene carâcter puramen- 
te teôrico. Se ha considerado, desde que tuvo lugar 
la atribuciôn de recursos propios a las Comunidades, 
que los gravâmenes agricolas y el Impuesto de Adua 
nas son insuficientes para asegurar el equilibrio - 
presupuestario. Esta es la razôn por la que se pre­
vé que sean completados por contribuciones de los 
Estados hasta el ejercicio de 1975 y por el recargo 
sobre los impuestos sobre el valor ahadido a partir 
de esta fecha. Estos ingresos son residuales (9) y 
regulables para asegurar el equilibrio presupuesta­
rio. El carâcter de estos ingresos introduce una Id^ 
mitaciôn adicional a la tesis que estâmes exponien- 
do. Creemos que no pueden exigirse hasta que no se 
hayan agotado los demâs recursos o, lo que es lo - 
mismo, la significaciôn del presupuesto como autori^  
zaciôn de ingresos se reduce a un supuesto prâctica 
mente impensable: que los gravâmenes agricolas y - 
los derechos de aduana cubran en exceso el saldo —  
presupuestario,
(9) Esta afirmaciôn es clara respecto a las contribucio 
nés de los Estados miembros. El art. 3,2 de la Decd^  
siôn de 21 de abril de 1970 dispone: "Durante el pe 
riodo comprendido entre el 1 de enero de 1971 y el 
31 de diciembre de 1.974, las contribuciones de los 
Estados miembros, necesarias para asegurar el equi­
librio del presupuesto de las Comunidades, Serân re 
partidas segdn la clave siguiente...", Es, en cam—  
bio, mâs dudosa respecto al recargo sobre los im—  
puestos sobre el valor ahadido de los Estados miem­
bros. El carâcter de recurso final o residual de e_s 
te recargo lo deducimos del contexte general de la
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22) Existen graves dificultades prâcticas y teôricas 
para llevar a cabo la suspension durante uno o - 
varios ejercicios de la atribuciôn a las Comuni­
dades de los gravâmenes agricolas y de los dere­
chos de aduana. Las Comunidades son ahora las - 
acreedoras inmediatas de estos tributos. Los Es­
tados miembros actüan, como veremos mâs extensa­
mente en otra parte de este trabajo, por cuenta 
de las Comunidades. Al formar parte del sistema 
financière de las Comunidades, estos recursos - 
han desaparecido del presupuesto de los Estados 
miembros, en donde sôlo debe preverse el ingreso 
de la comisiôn de 10 por ciento que los Estados 
cobran por su gestiôn. Todo el montaje juridico 
de la atribuciôn de recursos propios a las Comu­
nidades considéra que tal atribuciôn es définit^ 
va. âPuede en este contexte suspenderla para un 
ejercicio el presupuesto cemunitario? <?,A través 
de qué mécanisme, teniendo en cuenta los comple- 
jos procedimientos de elaberaciôn presupuestaria, 
los recursos vacantes, abandonados por las Comu­
nidades, se integrarian en los presupuestos de - 
los Estados miembros?
Las ideas expuestas demuestran la debilidad de la so 
luciôn que hemos expuesto para conciliar la definiciôn -
Decisiôn. El venir este recargo en sustituciôn de las 
contribuciones y la previsiôn de que su tipo de grava 
men se ajuste anualmente para asegurar el equilibrio 
presupuestario nos parecen pruebas suficientes de es­
te carâcter.
-  11%  -
del art. 1 del Reglamento financière con la realidad pre- 
supuestaria de las Comunidades. Creemos que deben abando- 
narse construcciones artificiales y aceptarse que el pre- 
supuesto de las Comunidades s61o puede prever, pero no - 
autorizar, los ingresos del ejercicio.
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2. LOS PRINCIPIOS PRESUPUESTARTOS
Los principios clâsicos de finalidad econômica o polîti- 
ca, reconocidos para los presupuestos por los ordenamientos - 
jurldicos nacionales, son enunciados en los tratados respecto 
al presupuesto de las Comunidades europeas. Los fundamentos - 
que para los Estados aconsejan la vi g encia de esos principios 
para asegurar una buena gestiôn econômica de sus Haciendas o 
para facilitar el control politico de los parlamentos, son và 
lidos para el presupuesto de las Comunidades.
Aün cuando el control parlamentario del presupuesto de - 
las Comunidades sea, como veremos, extraordinariamente débil, 
para que éste tenga alguna significaciôn ha de realizarse so­
bre un documente coherente, sujeto a reglas que exigen que su 
contenido manifieste con cierta claridad las llneas de una - 
polltica a través de su cuantificaciôn financiera, Pero el - 
presupuesto no se confecciona exclusivamente para que pueda - 
ser sancionado por los ôrganos politicos, sino que, como plan 
a corto plazo de la actividad financiera, confeccionado con - 
sujeciôn a ciert as normas, permite una gestiôn financiera sa 
na y eficaz. A los efectos de esta finalidad, dichas normas - 
le son tan necesarias a las Comunidades europeas como a cual- 
quier Estado.
Estas normas y reglas son la positivaciôn de los princi­
pios presupuestarios. Estos principios, cuya exacta definiciôn 
no siempre es posible, mâs que preceptos précisés constituyen 
llneas générales de la regulaciôn presupuestaria. Su rlgidez 
y generalidad exigen que su positivaciôn resuite en muchos ca 
SOS colmada de excepciones, pero esto no supone merma real de
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su validez como postulados orientadores del Derecho presupues 
tario.
Los principios presupuestarios estén intimamente relacio 
nados entre si, de manera que el sacrificio de unos se hace a 
veces necesario para la efectividad de otros. Los principios 
de unidad o de universalidad tienen con frecuencia que ceder 
para evitar la introducciôn en el presupuesto de ingresos —  
afectados a ciertos gastos o para conservar la vigencia del - 
principle de la anualidad.
Examinaremos aqul la recepciôn que en el Derecho de las 
Comunidades europeas se hace de los principios. presupuesta—  
rios clâsicos, Veremos como en las Comunidades, como en el ém 
bito de los Estados, estos principios sufren derogaciones y - 
matizaciones especiales.
El principle de unidad
Las Comunidades europeas tienen un presupuesto ünico. Co 
mo hemos visto, con referenda a las très Comunidades en su - 
conjunte, este principle no se logra hasta el Tratado de Lu—  
xemburgo de 22 de abril de 1970, que integra en el presupues­
to comün de las Comunidades creado por el Tratado de Bruselas 
el presupuesto de investigaciones e inversion de la Comunidad 
europea de Energia Atômica, Con anterioridad al Tratado de Lu 
xemburgo, este principle regia para la CEE, quecontaba con un 
solo documente presupuestario. En el Euratom en cambio, este 
principle no se aplicaba ya que esta Comunidad ténia, ademà^ 
del presupuesto de funcionamiento, un presupuesto separado de' 
investigaciones e inversion. Con anterioridad al Tratado de -
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Bruselas, en el émbito de la CECA podrla afirmarse que se cum 
plia la régla de la unidad en cuanto el estado de previsiôn 
general fuera considerado un presupuesto.
El principle de universalidad presupuestaria
Sôlo limitadamente rige este principle en las Comunida—  
des europeas. No se puede decir que todos los gastos de ingre 
SOS de las Comunidades son recogidos en el presupuesto.
El principle ofrece distinto grade de vigencia para los 
gastos e ingresos relatives a cada una de las Comunidades. El 
Tratado CEE establece en su art. 199: "Todos los ingresos y - 
gastos de la Comunidad, comprendidos los del Fonde Social eu-
ropeo, serân objeto de previsiôn para cada ejercicio presu--
puestario”.No obstante, los gastos e ingresos del Fonde euro- 
peo de desariollo y del Banco europeo de inversiones permane- 
cen, sin duda alguna justificadamente dado el carâcter funda- 
mentalmente financière de sus actividades, fuera del presu—  
puesto.
En el tratado Euratom se contiene un articule équivalen­
te. Su art. 71, dispone: "Todos los ingresos y gastos de la 
Comunidad, salve los de la Agenda y los de las empresas cornu 
nés, deberân ser objeto de previsiôn en cada ejercicio presu­
puestario y recogidos en el presupuesto de funcionamiento o - 
en el de investigaciones e inversiôn". Las actividades de la 
Agenda de Aprovisionamiento y de las empresas comunes, por - 
sus caracteristicas empresariales, no resultan susceptibles - 
de previsiôn presupuestaria.
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El Tratado de Paris, se refiere en su art. 78, modifica- 
do por el Tratado de Bruselas de 1965, exclusivamente a los - 
gastos administratives de la CECA, como gastos a recoger en - 
el presupuesto, Respecto a los ingresos, el art. 20 del Trata 
do de Bruselas fija una cantidad a tanto alzado procédante - 
del gravamen sobre la producciôn del carbôn y del acero como 
ingresos aportados por la CECA al presupuesto de las Comunida 
des, Quedan fuera del presupuesto los demâs gastos de la CECA 
es decir, los referentes a sus opereciones financieras, a la 
readaptaciôn y reconversiôn y los consagrados a estimular la 
investigaciôn técnica y econômica, asl como los ingresos con 
que estos gastos se financian.
El principle de universalidad no se limita a prescribir 
que consten todos los gastos e ingresos en el presupuesto,si­
no que exige, ademôs, que lo sean por sus cuantias intégras. 
Es decir, que gastos e ingresos se inscriban por unas cuantias
brutas, sin deducir de los ingresos los gastos que en rela--
ciôn con ellos se produzcan. Esta vertiente del principle de 
universalidad viene recogida en el pdrrafo primero del art. 3 
del Reglamento financière unificado; "Todos los ingresos y - 
gastos de la Comunidad se inscribirân por sus cuantias Inte— r 
gras en el presupuesto y en las cuentas", y en el pârrafo fi­
nal del art. 4 del mismo reglamento: "Deben ingresarse las - 
cuantias intégras de los rendimientos sin compensaciôn de in­
gresos y gastos, salvo las excepciones establecidas en el art 
23",
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El art, 23 se refiere a una serie de operaciones que por 
su naturaleza aconsejan que se recojan en el presupuesto por 
su cuantla neta, deducidos los gastos incurridos para obtener 
el ingreso o descontado del gasto el ingreso que se obtiene - 
al realizar éste. Este articule contempla en especial la ad—  
quisiciôn de aparatos para fines cientificos o técnicos o de 
véhiculés nuevos previa entrega al vendedor de los viejos por 
los que se sustituyen (el gasto se consigna teniendo en cuen- 
ta el desembolso efectivo), venta de publicaciones o contra—  
prestaciôn por realizaciôn de trabajos o suministros (el in—  
greso se inscribe deducidos los gastos en que se incurre para 
llevar a cabo la operaciôn).
Principle de la no afectaciôn
El principle de no afectaciôn se recoge expresamente en 
el art. 5 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, en el que se 
dispone que tanto los recursos propios de las Comunidades co— 
mo las contribuciones que los completen o sustituyan se desti 
nardn a "financiar indistintamente todos los gastos inscrites 
en el presupuesto de las Comunidades de acuerdo con el art, 
20 deltratado que créa un Consejo ünico y una Comisiôn ünica* 
de las Comunidades europeas".
Como excepciôn a este precepto, el art. 4, apartado 6, y 
el art. 3. apartado 4 de esta Decisiôn disponen que los llama 
dos programas complementarios del Euratom se inscriban en el 
presupuesto, pero sean. financiados por contribuciones de los 
Estados miembros segün claves de reparte particulares, fija—  
das por el Consejo, Esta derogaciôn del principle de no afec­
taciôn no es la usual, consistente en hacer depender el volu-
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men de unos gastos de los ingresos que se produzcan por deter 
minado concepto, sino que excluidos del nuevo sistema de fi—  
nanciacidn unos gastos y debiendo financiarse por el sistema 
anterior de contribuciones, la cuantla global de éstas se dé­
termina por la cuantla del gasto y se distribuye antre los 
tados miembros segün claves propias. El mismo fenômeno se da, 
como veremos mâs abajo, con los gastos o fondes financiados p 
por contribuciones de los Estados miembros distribuldos con - 
arreglo a claves especiales. La afectaciôn funciona en senti- 
do inverso al sistema de afectaciôn que podrlamos considerar 
clâsico: la cuantla del gasto détermina la cuantla global de 
las contribuciones que han de repartirse con arreglo a una —  
clave particular y no al contrario. No cabe duda, sin embar­
go, que este fenômeno supone una quiebra de la formulaciôn am 
plia y cldsica del principle de no afectaciôn, pero quizâs no 
vaya contra las razones por las que fué formulada, de permi—  
tir un juego racional y libre en cada ejercicio a los que tie 
nen en su competencia llevar a cabo las opciones presupuesta- 
rias.
Afectaciones de significado équivalente se establecen - 
por el art, 51, 1 del tratado CECA en relaciôn con los empré^ 
titos de ésta; ("Los fondes precedentes de empréstito no po—  
drân ser utilizados por la Alta Autoridad mâs que para reali­
zar préstamos"), asl como en el art, 172, 4, del Tratado Eura 
tom respecto a los empréstitos de esta Comunidad, que solo po 
drân contratarse para financiar los gastos de investigaciones 
e inversiôn.
El principle de la no afectaciôn se formula igualmente - 
en el art. 3, pârrafo segundo del Reglamento financière unifi
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cado, con la misma referenda a los programas complementarios 
del Euratom, En el pârrafo tercero de este articule se esta—  
blece no obstante otra excepciôn al principle". Sin embargo, 
todo ingreso recibido perla Comisiôn con una finalidad deter- 
minada, como los rendimientos de fundaciones, las subvencio—  
nés de colectividades y de particulares, las donaciones y le- 
gados conservardn su afectaciôn".
Principle de especificaciôn
Este principle se formula en los très tratados de simi—  
lar manera, El art, 78 bis del Tratado de Paris, tal como lo 
redacta el Tratado de Bruselas de 1965, el art, 202 del Trata 
do CEE y los arts, 175, (para los gastos de funcionamiento) y 
176 (para los gastos de investigaciones e inversiôn) del Tra­
tado Euratom disponen que, los crédites abiertos en los presu
puestos se especificarân por capitules, agrupândose los gas—
tes segün su naturaleza y destine y se subdividirén, tanto como 
sea necesario, de acuerdo con el reglamento financière corre^ s 
pondiente. Formulaciôn que se compléta con la siguiente régla; 
La ejecuciôn del presupuesto deberâ llevarla a cabo la Comi—  
siôn dentro de los limites de los crédites concedidos (art, 
205 del Tratado CEE, 179 del Tratado Euratom y art, 78 quer-
ter del Tratado CECA).
Estas disposiciones se desarrollan en el Reglamento fi­
nancière unificado, que dispone en su art, 15.1: "El presu—  
puesto comprenderâ las partes separadas, denominadas seccio- 
nes, agrupando los ingresos y los gastos de la Asambela, del 
Consejo de la Comisiôn y del Tribunal de justicia.
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En cada secciôn los ingresos y los gastos se clasifican, 
segün su naturaleza y su destino, en titulos, capitules, art^ 
culos y conceptos".
La especificaciôn, sin embargo, se quiebra relativamente
en el apartado 3 de este articule: "Cada secciôn del presu--
puesto puede recoger un capitule de crédites provisionales no 
afectados"•
Este desarrollo se compléta en el art. 22: "Los crédites 
abiertos en cada capitule de gastos no pueden ser empleados en 
otros capitules de gastos".
Los très tratados prev^i no obstante, la posibilidad de 
que se llevan a cabo transferencias de crédite con sujecciôn 
a lo que, para las mismas, se prevé en los reglamentes finan 
cieros (arts. 205 del Tratado CEE, 179 del Tratado Euratom y 
78 querter del Tratado CECA),
En el art, 22 del Reglamento financière unificado se ré­
gula el procedimiento de aprobaciôn al que han de ajustarse - 
estas transferencias de crédite, Podrâ decidir la Comisiôn so 
bre las mismas cuando se trate de transferencias de capitule 
a capitule dentro del tltulo relative a remuneraciones e in—  
demnizaciones de los funcionarios o de transferencias de artl 
culo dentro de un mismo capitule. Deberâ decidir el Consejo - 
por mayorla cualificada en las demds transferencias de capltu 
lo a capitule.
Para llevar a cabo transferencias en favor de renglones 
presupuestarios para los que no se ha previsto crédite algu- 
no y que ni siquiera constan seguidas de la menciôn "pour me 
moire" serd necesario seguir el procedimiento ordinario de - 
aprobaciôn presupuestaria.
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Principio de la anualidad
Los très tratados fijaban una duraciôn de un aho a 
los presupuestos que regulaban. Este aho era el civil - 
para los presupuestos de la CEE y el Euratom y del 1 de 
julio al 30 de junio para el estado de previsiôn de la 
CECA (10), El Tratado de Bruselas de 1965 modified el - 
Tratado de Paris estableciendo igualmente para la CECA 
el aho natural, haciendo asl posible la introducciôn de 
sus previsiones en el presupuesto comün de las Comunida 
des. Estos preceptos son los aplicables en el présente 
al presupuesto ünico de las Comunidades.
Este principio se aplica tanto a las previsiones 
presupuestarias (éstas no deben abarcar mâs de un aho) 
como a la ejecuciôn del presupuesto (los gastos y los 
ingresos han de hacerse efectivos dentro del ejercicio 
anual).
Respecto al aspecto provisiôn, debe tenerse en - 
euenta que:
a) La Decisiôn de 21 de abril de 1970, ns 244,di_s 
pone que la Comisiôn confeccione cada aho previsiones 
financieras que cubran los très ejercicios siguientes 
y sehalen las consecuencias financieras para las Co­
munidades de los reglamentos y decisiones en vigor, -
(10) El art. 203, 1 del Tratado CEE y el art. 177, 1, 
del Tratado Euratom, disponen: "El ejercicio pre 
supuestario comenzarâ el primero de enero y ter­
minera el treinta y uno de diciembre". La prime­
ra redacciôn del art. 78, 1, del Tratado CECA - 
establecla: "El ejercicio financiero de la Comu-
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asi como de las propuestas presentadas por ésta al Consejo 
con el fin de que pueda juzgarse el presupuesto con una - 
perspective plurianual. Tras oir el dictamen de la Asamblea 
el Consejo examinera y tendra en consideraciôn estas previ 
siones. Aün cuando este documente agota su eficacia en la 
posibilidad de valorar el presupuesto con perspective supe 
rior a le de un aho sin llevar consigo la obligatoriedad - 
para quienes elaboran o aprueban éste, no de je de afectar 
al ciasico y rigide principio de anualidad. La anualidad - 
sigue vigente como norma juridica, pero las previsiones - 
anuales han de contemplarse en un marco plurianual.
b) Existe la posibilidad de que, a lo largo del ejer­
cicio presupuestario se aprueben presupuestos complementa­
rios o rectificatives (lo que se conoce en nuestra litera- 
tura juridica como crédites extraordinarios y suplementos 
de crédite) A esta posibilidad se refiere el apartado 4, - 
del art. 1, del Reglamento financiero unificado: "En case 
de necesidad, y a peticiôn de las instituciones interesa—  
das, la Comisiôn puede elaborar anteproyectos de presupues 
tos suplementarios o rectificatives que se presentarân,exa 
minarân y adaptardn en la misma forma y siguiendo el proce 
dimiento del presupuesto cuyas previsiones modifican".
nidad se extender^ desde el 1 de julio al 30 de junio,
(il) Respecto a estas previsiones plurianuales pueden ver 
se las interesantes consideraciones que se hacen en 
el "Rapport, fait au nom de la Commission des finan­
ces et des budgets sur les previsions des dépenses et 
des recettes de budget des Communautés européennes - 
pour les exercices 1972, 1973, 1974 (Rapporteur: Gio­
vanni Boano. Parlamento europeo. Documents de séance, 
Documente 281/71, 13 de marzo de 1972).
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c) La vigencia del presupuesto puede prorrogarse cuan 
do transcurrido el ejercicio, no ha sido aün aprobado el - 
nuevo presupuesto. En este sentido el art. 204 del Tratado 
CEE, el art. 178 del Tratado Euratom y el art. 78 ter del 
Tratado CECA disponen que, si al principio de un ejercicio 
presupuestario no se hubiera aün votado el presupuesto co- 
rrespondiente, podrân efectuarse los gastos por capltulos 
o por otras divisiones, aplicândose a cada mes una doceava 
parte de los créditos contenidos en el presupuesto del —  
ejercicio precedente. El Consejo de ministres podrâ, no - 
obstante, autorizar gastos que excedan la parte indicada.
En todo caso estos gastos no podrân sobrepasar la doceava 
parte de los créditos previstos en el proyecto de presupues 
to én tramitaciôn.
El art. 8 del Reglamento financiero unificado desarro 
11a estos preceptos. En este articule, entre otras dispos^ 
ciones, se dispensa de los limites referidos a los gastos 
obligatorios de las Comunidades (sueldos y salaries de fun 
cionarios, miembros de las instituciones y agentes, alqui- 
leres, gastos bancarios, etc.) y a los pages dispuestos —  
por los reglamentos o las decisiones tomadas por el Conse­
jo o por la Comisiôn en el marco de sus competencias res- 
pectivas. (12)
d) Los gastos de investigaciones e inversiôn del Eu­
ratom se recogen en el presupuesto con ciertas especialida 
des. En el art. 176 del Tratado Euratom se establece que -
(12) El art. 92 del Reglamento financiero régula las espe- 
cialidades que a este respecto presentan los gastos - 
de investigaciones e inversiôn del Euratom.
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debe preverse la inscripciôn separada de los créditos de com 
promise "que cubren un tramo que constituye una unidad indi- 
vidualizada y forma un conjunto coherente" y los créditos de 
paqo, que constituyen el limite superior de gastos suscepti­
bles de ser pagados cada aho como cobertura de los compromi­
ses contratados (13)
Los créditos de compromiso, es decir, los gastos necesa 
rios para llevar a cabo un programa determinado, y que auto- 
rizan contratar la realizaciôn de operaciones para llevarlas
a cabo, no estân sometidos a la régla de la anualidad, pu--
diéndose prev%» gastos con una vigencia superior a la dura 
ciôn del ejercicio presupuestario, Los créditos de pago si—  
guen las reglas générales de los créditos presupuestarios y, 
salvo prôrroga, se extinguen al final del ejercicio.
Pero el tratado exige mâs abajo que, como anejo al pre­
supuesto, figure un calendario por los compromisos y los pa­
ges y el Reglamento financiero dispone en su art. 91 que el 
calendario de compromisos serâ revisado anualmente. Por esta 
via se impone igualmente el principio de anualidad a los cré 
ditos de compromiso. En este sentido sehala Gojat, antiguo - 
director en la Direcciôn General de Hacienda e Inspector f^ 
nanciero de la Comisiôn del Euratom, comentando otra dispos^ 
ciôn de efectos équivalentes, que se trata de "frenar el rijt 
mo global de compromisos volviendo al principio presupuesta­
rio de anualidad, incluso para los créditos de compromiso", 
(14)
(13) El Reglamento financiero comün se refiere a estos ga^
tos en sus arts, 90 a 93, regulando sus especialidades
(14) Georges Gojat; Le Budget de recherches et d*investisse
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Si 3a anualidad respecto a las previsiones del presu­
puesto supone que éstas deben hacerse exclusivamente para 
un aho, la anualidad respecto a la ejecuciôn del presupues 
to significa que las mismas han de ser realizadas por la - 
autoridad a quien compete la ejecuciôn del presupuesto den 
tro de un ejercicio anual.
De los dos sistemas que en relaciôn con la ejecuciôn 
del presupuesto pueden seguirse, sistema de gestiôn o caja 
o sistema de ejercicio, se ha optado por el primero como - 
régla general en lo relativo a los gastos presupuestarios. 
Este sistema supone que las cifras del presupuesto de gas­
tos constituyen autorizaciones de pagos efectivos y no corn 
promisos de gasto,
Consecuente con este principio, el art, 3 del Régla—  
mento financiero unificado, como excepciôn a la régla de - 
que no pueden autorizarse gastos por un perlodo superior - 
al ejercicio, dispone: "Se exceptüan, ademâs,de esta régla 
los gastos résultantes de los contratos que se acostumbra 
concluir por periodos superiores a un ejercicio, en cuyo - 
caso los gastos se imputarân al ejercicio en que seefectûen" 
Vèmos como aün en los casos excepcionales en que ha de con 
tratarse un gasto por una duraciôn superior a un ejercicio 
los presupuestos recogen sôlo la parte de este gasto que - 
ha de ser satisfecha en el aho de su duraciôn.
ment dé la Communauté européenne de 1» Energie Atomi 
que (EURATOM), publicado en la obra colectiva, The - 
Budget today, citada, pâg. 541.
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El supuesto normal es, sin embargo, que autorizacio 
nés presupuestarias sean de compromiso y pago al mismo - 
tiempo. El Reglaimento financiero atenüa no obstante la - 
rigurosidad de esta régla estableciendo en su art. 5, pâ- 
rrafo 4, que "los gastos de un ejercicio seràn imputados 
a este ejercicio en base a los gastos cuyo ordenamiento - 
de pago sea presentado al contador lo mâs tarde el 31 de 
diciembre y que sean pagados lo mâs tarde el 15 de enero 
siguiente".
El sistema de gestiôn relativo a los gastos présenta 
algunas excepciones, la principal viene prevista en los - 
arts. 202 del Tratado CEE, el art. 175 del Tratado Eura—  
tom y el art. 78 bis, del tratado CECA, de acuerdo con - 
los cuales los créditos, con excepciôn de los relatives a 
los gastos de personal, que no sean utilizados en un ejer 
cicio presupuestario, podrân ser prorrogados al ejercicio 
siguiente. El art. 6 del Reglamento financiero comün fija 
detalladamente las condiciones en que puede realizarse e^ 
ta prôrroga. El sistema de presupuesto de gestiôn queda - 
por esta via prâcticamente en suspense, en cuanto se impu 
tan gastos a un ejercicio en el cual pueden haber sido - 
comprometidos y son pagados en el ejercicio siguiente.(15)
En materia de ingresos, las precisiones no se hacen 
respecto a los ingresos que han de recaudarse, como exigd. 
ria la aplicaciôn del sistema de presupuesto de gestiôn, 
ni de los créditos tributaries que han de nacer durante - 
la vigencia del presupuesto, como resultaria de la aplica
(15) Esta observaciôn se encuentra en P.J. Monnory, op.
cit., pâg. 480.
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ciôn del sistema de presupuesto de ejercicio, Sino que,co­
mo sehala el art. 5, pârrafo segundo del Reglamento finan­
ciero comün, "los ingresos de un ejercicio serün tenidos - 
en cuenta respecto a este ejercicio, en base a los derechos 
liquidados a 31 de diciembre", Como veremos mâs adelante en 
este trabajo, la obligaciôn tributaria nace para las Comun^ 
dades cuando se realiza el hecho imponible de sus recursos 
propios. No se decide, pues, la legislaciôn comunitaria de 
ingresos, por ninguno de los dos sistemas clâsicos,
El prinô'ipio del eguilibrio presupuestario
Este principio, régla de oro de la gestiôn financiera 
clâsica, juega como el de anualidad en el doble campo de - 
la previsiôn y de la ejecuciôn del presupuesto. El equili­
bria previsto en un presupuesto puede desembocar en un —  
efectivo déficit o superavit.
Las legislaciones nacionales no suelen contener, en - 
relaciôn con los presupuestos del Estado, una régla que po 
sitivice este principio. Este principio, ahora muy matiza- 
do, ha sido profesado con fe por la doctrina clâsica de la 
Hacienda y, sobre todo, por el sentimiento popular. Cient^ 
ficamente formulado, el principio exige que los gastos co 
rrientes se atiendan con ingresos corrientes, es decir,que 
para los gastos de consumo estatales no se recurra al cré­
dite püblico, o la creaciôn de mnneda.
En las Comunidades europeas el principio se formula - 
en relaciôn con el presupuesto comün en el art. 20 del Tra
tado de Bruselas de 8 de abril de 1965- Mientras las con—
tribuciones de los Estados miembros sean el ingreso resi—
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dual ültimo para las Comunidades, el equilibrio presupues­
tario no ofrecerâ problemas para éstas. En cuanto a la eje 
cuciôn del presupuesto tampoco se presentarân graves pro—  
blemas de déficit o superavit dado que, respecto a estas 
contribuciones, el presupuesto no es mera provisiôn sino - 
liquidaciôn exacta de las mismas.
Cuando los recursos propios hayan sustituldo totalmen 
te a las contribuciones de los Estados miembros deberâ es- 
tablecerse el tipo de gravamen del recargo sobre los impue^ 
tos sobre el valor ahadido de manera que se consiga el —  
equilibrio presupuestario. Pero no podrân evitarse impre—  
cieiones en las previsiones. Sin embargo, solo al supera—  
vit se refiere la Decisiôn de 21 de abril de 1970: "el ex- 
cedente eventual de los recursos propios de las Comunida—  
des sobre el conjunto de los gastos efectivos en un ejerc^ 
cio serâ transferido al ejercicio siguiente".
Se deduce de lo expuesto que la exigencia de equili­
brio presupuestario establecida en los tratados debe con- 
siderarse referida al equilibrio en las previsiones. Mien- 
tras las contribuciones de los Estados miembros subsisten 
como recurso final o residual en el presupuesto comunita—  
rio, el equilibrio quedarâ prâcticamente asegurado también 
en relaciôn con la ejecuciôn del presupuesto. Cuando ese - 
recurso final o residual pase a ser el recargo sobre los - 
impuestos sobre el valor ahadido de los Estados, puede ine 
vitablemente surgir el desequilibrio. En caso de superavit 
el excedente pasarâ al ejercicio siguiente. A falta de pre 
visiôn de las consecuencias del déficit, las Comunidades - 
deberân,en este caso, recurrir a préstamos privados que po
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drân obtener en base a sus capacidades générales de contra 
taciôn establecidas en los arts. 6 del Tratado CECA, 211 - 
del Tratado CEE y 185 del Tratado Euratom (16).
(16) Sobre los principios presupuestarios puede verse Louis 
Cartou. Droit financier et fiscal européen, Paris; 
1972, pâgs. 22 a 29.
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3. LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO
El Reglamento financiero de 20 de diciembre de 1.971, 
resuelve transitoriamente el problema planteado por la in_e 
xistencia de un reglamento financiero general referido a 
la nueva situaciôn de la Hacienda comunitaria después de - 
la unificaciôn presupuestaria llevada a cabo por el trata­
do de Luxemburgo.
Como en pâginas anteriores hemos sehalado,este régla 
mento extiende la aplicaciôn del reglamento financiero de 
30 de julio de 1968, relativo al presupuesto de funciona—  
miento de la CECA y del Euratom y al presupuesto general - 
de la C.E.E. al nuevo presupuesto comün y ünico que inclu- 
ye los gastos de investigaciones e inversiôn del Euratom y 
los ingresos correspondientes.
Pero la nomenclatura presupuestaria prevista en el Re 
glamento financiero de 1968 resultaba insuficiente para el 
nuevo presupuesto que acoge por primera vez, acompahados - 
de cifras efectivas, los recursos propios, ademâs de los 
aludidos gastos de investigaciones e inversiôn del Euratom.
En consideraciôn a estas dificultades, el Reglamento - 
financiero de 20 de diciembre de 1.971, dispone en su arti­
cule 2 que "la nomenclatura presupuestaria que figura en el 
presupuesto general de las Comunidades europeas, para el - 
ejercicio de 1972, sustituye a la que figura en el anexo de 
Reglamento financiero de 30 de julio de 1.968"
El precepto es extraordinariamente curioso. El presu 
puesto para 1972 lleva la misma fecha que este reglamento
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por lo que se ha tenido que ajustar a si mismo. El precep­
to équivale a declarar que el presupuesto de las Comunida­
des europeas se ha de confeccionar con arreglo a la nomen­
clatura en que se ha confeccionado.
El precepto tiene valor en cambio respecto a la con?- 
fecciôn del presupuesto para 1973, que habrâ de elaborarse 
a lo largo del aho 1972, en el que rige el Reglamento fi—  
nanciero de 30 de julio de 1.968, en cuyo texto se encua—  
dra la nomenclatura referida.
Debemos recordar aqui, lo que nos puede servir para - 
valorar la extraha disposicidn referida, que la doctrina - 
desarrollada en torno a las fuentes del Derecho de las Co­
munidades considéra, como hemos dicho en otro lugar, que - 
los Reglamentos financieros carecen de efectos frente a - 
terceros, limitando su funciôn a ser normas internas de or 
ganizaciôn.
Considérâmes que una exposiciôn de la estructura pre­
supuestaria fundamental, tal como ha sido recogida en el - 
presupuesto para 1.972, puede ofrecer una ütil visiôn glo­
bal de la estructura financiera de las Comunidades y con 
esta finalidad la reproducimos.
La letra A del presupuesto contiene las previsiones 
de ingresos y estâ dividida en los siguientes titulos:
Titulo 12: Recursos propios.
Titulo 22: Bxcedentes disponibles.
Titulo 32: Parte del rendimiento del gravamen CECA, 
transferido en aplicaciôn del articule 20 
del tratado de 8 de abril de 1.965.
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Titulo 42 : Retenciones efectuadas en las retribucio- 
nes del personal.
Titulo 52: Contribuciones,
Titulo 92: Ingresos directos.
La Letra B del presupuesto, contiene las autorizacio 
nés de gasto y estâ dividida en cuatro seccciones, corre^ s 
pondientes a cada uno de los ôrganos o instituciones de - 
las Comunidades con cargo a las cuales se efectüen los —  
gastos:
Secciôn I: Asamblea.
Secciôn II: Consejo.
Secciôn III: Comisiôn.
Secciôn IV: Tribunal de Justicia.
Como anexos a los gastos del Consejo en la secciôn II 
figuran los gastos a cargo de los siguientes entidades:
- Comité econômico y social.
- Comisiôn de control.
- Comisario de cuentas de la CECA.
Como anexos a los gastos de la Secciôn Illimputados a 
la Comuniôn figuran los:
- de investigaciones e inversiôn del Euratom
- de la Oficina de publicaciones.
Cada una de estas secciones y cada uno de estos anexos 
salvo el referente a los gastos de investigaciones e inver­
siôn del Euratom estân divididas en los titulos que les —  
afecten de los nueve siguientes:
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Titulo 1 Gastos referentes a las personas ligadas 
a la instituciôn,
Titulo 2 Inmuebles, material y gastos diverses de 
fune ionamiento.
Titulo 3 Gastos résultantes del ejercicio por la 
instituciôn de misiones especlficas.
Titulo 4 Ayudas, subvenciones y participaciones.
Titulo 5 Fondo social europeo.
Titulo 6 y 7 Fondo europeo de orientaciôn y garantla 
agrlcolas (secciôn garantla)
Titulo 8 Fondo europeo de orientaciôn y garantla 
agrlcolas (secciôn orientaciôn)
Titulo 9 Ayuda alimenticia y otros gastos.
Los gastos de los titulos 5, 6, 7 y 8, es decir del - 
Fondo social europeo y del Fondo europeo de orientaciôn y 
garantla agrlcolas figuran exclusivamente en la secciôn - 
III, referente a la Comisiôn. En la secciônIV, gastos del 
Tribunal de Justicia, figura un capitule especial con los 
gastos ocasionados por la traducciôn de la Jurisprudencia 
del Tribunal de Justicia al Inglés, Noruego y Danés.
El anexo I de la secciôn III, con los gastos refe—  
rentes a las actividades de investigaciones e inversiôn - 
del Euratom sigue una nomenclatura especial. Estâ dividi- 
do en dos partes;
La parte primera contiene los siguientes titulos:
Titulo 1: Saldo de las cuentas de afectaciôn.
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Titulo 2: Programa comün - acciôn directa - Centro
Comün de Investigaciones.
Titulo 3: Programa comün - Sede y acciôn indirecta
Titulo 4; Programa complementario - acciôn directa
- Centro comün de investigaciones,
Titulo 5: Programa complementario - Sede y acciôn
indirecta.
Titulo 6: Finalizaciôn de la ejecuciôn de las accio
nés autorizadas sobre los programas ante 
riores.
Titulo 7: Otras actividades.
Titulo 8: Actividades diversas.
Titulo 9: Créditos provisionales.
La segunda parte contiene las cuentas de afectaciôn 
siguientes:
Cuenta de afectaciôn: Personal.
Cuenta de afectaciôn: Infraestructura general - servi
cios générales y gastos genera­
tes.
Cuenta de afectaciôn: Ayuda cientlfica y técnica,
Cuenta de afectaciôn: Grandes instalaciones.
Cuenta de afectaciôn: Prestaciones por cuenta de ter­
ceros.
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Los titulos estân divididos en capltulos, artlculos 
y posiciones, y los titulos y cuentas que tienen por ob­
jeto los gastos de investigaciones e inversiôn del Eura­
tom en capltulos, artlculos y categorlas.
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4. LA ELABORACION Y APROBACION DEL PRESUPUESTO
La aprobaciôn del presupuesto es quizâs el poder que 
con mâs celo tratan de conservar los parlamentos o asam—  
bleas. La aprobaciôn del presupuesto por las câmaras de - 
los représentantes de la naciôn constituye un principio 
medular del constitucionalismo y de las modernas socieda- 
des democrâticas. Su aprobaciôn o su rechazo supone para 
los parlamentos la mejor oportunidad de determinar de ma­
nera global la polltica del Estado. La aprobaciôn del pre 
supuesto es por otro lado Indice importantlsimo para cono 
cer en qué organos reside el auténtico centrode poder en 
la comunidad polltica.
En el texto originario del Tratado de Paris corres—
pondla, como vimos, la aprobaciôn del "estado de previ--
siôn" de la CECA, a una Comisiôn formada por los presiden 
tes del Tribunal de Justicia, del Parlamento, del Consejo 
y de la Alta Autoridad. En los Tratados de Roma, si bien 
se prevela la intervenciôn del Parlamento por via de dic- 
tâmenes, respuestas a consultas del Consejo y propuestas 
de modificaciôn, en el procedimiento de aprobaciôn del - 
presupuesto, la ültima palabra, el verdadero poder deciso 
rio, correspondla al Consejo, reflejo del papel predominan 
te de esta instituciôn en los âmbitos de la CEE y del Eu­
ratom.
La atribuciôn de poderes a las Comunidades no lleva 
consigo el ejercicio de estos poderes por ôrganos équiva­
lentes a los de los Estados miembros que se privan de los 
mismos. Poderes ejercidos por los parlamentos nacionales
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son detentados,al ser transfer!dos a las Comunidades, por 
el Consejo, ôrgano formado por miembros de les ejecutivos 
de los Estados, o por la Comisiôn, ejecutivo autbnomo co- 
mimitario, El Parlamento europeo y numerosas personalida- 
des pollticas y académicas han denunciado repetidamente - 
el hecho de que la europeizaciôn de una materia 11eve ne- 
cesariamente consigo su desdemocratizaciôn. Este fenômeno 
se ha puesto sobre todo de relieve en relaciôn con la apro 
baciôn del presupuesto, por la especial sensibilidad demo 
crâtica que en este campo se conserva en los palses euro- 
peos,
El Tratado de Bruselas de 1965, de fusiôn de los eje 
cutivos comunitarios, introducla, como vimos, modificacio 
nés en el Tratado de Paris, integrado el Estado de prévi­
sion de la CECA en el presupuesto comün de las Comunida—  
des y calcando el procedimiento de aprobaciôn presupuesta 
ria de los Tratados de Roma para los gastos administrât! 
vos de la CECA, con lo que se atribuia al Consejo de mini_s 
tros los poderes que correspondian a la Comisiôn de los - 
cuatro présidentes en el texto primitive del Tratado CECA, 
En el Parlamento europeo se juzgô esta modificaciôn como - 
perjudicial a sus .poderes presupuestarios en cuanto veia 
anularse su influencia, por pequeha que fuese, en la apro 
baciôn de los gastos administratives de la CECA, ejercida 
a través de su présidente, (17)
(ly) Esta idea fué sehalada en el apartado 15 del informe 
Vais de 1964 sobre los poderes presupuestarios del - 
Parlamento europeo, y, sobre todo, en la resoluciôn 
Parlamento de 24 de septiembre de 1964 (journal - 
officiel ns 153 de 6 de octubre de 1964)• Ambos tex-
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Las modificaciones de los tratados que la fusiôn de 
los ejecutivos llevaba consigo fué estimada una buena - 
ocasiôn por el Parlamento europeo para incrementar su pa 
pel en la aprobaciôn presupuestaria. En su resoluciôn de 
27 de mayo de 1964, realizada en base al excelente infor 
me Vais sobre la necesidad de reforzar los poderes pre­
supuestarios del Parlamento europeo, solicitaba una re—  
forma de los tratados en lo que se refiere a la aproba—  
ciôn del presupuesto, permitiendo la modificaciôn del - 
proyecto de presupuesto por el Parlamento, modificaciôn 
que sôlo podria ser anulada por el Consejo por unanimidad 
o por mayorla cualificada, segûn se tratase de gastos f^ 
nanciados por recursos propios o de otros gastos. Esta - 
reforma se solicitaba "insistiendo de nuevo para que se 
efectüe un verdadero control democràtico sobre gastos eu 
yos medios de cobertura escapan cada vez mds al control 
de los Parlamentos nacionales" (18)
Si la fusiôn de ejecutivos fué un motivo de preocupa 
ciôn para el Parlamento europeo en relaciôn con sus pode
tos estân publicados en una utillsima recopilaciôn 
de documentes editada por el Parlamento europeo: 
"Les ressources propres aux Communautés européenes 
et les pouvoirs budgétaires du Parlament européen". 
Luxemburgo, junio, 1970, pôgs. 59 y 69, A esta obra 
le siguiô otra de igual titulo, subtitulada "Les - 
débats de ratification", . publicada en octubre de 
1971, En estes dos voldmenes se reproducen informes 
resoluciones, discusiones parlamentarias, etc. que 
ponen de manifiesto la necesidad de incrementar los 
poderes presupuestarios del Parlamento europeo. A 
estas recopilaciones, de extraordinario interés pa 
ra nuestro trabajo, nos referiremos mâs adelante - 
repetidamente.
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res presupuestarios, la atribuciôn de recursos propios a 
las Comunidades constituye el centre de su radical apti- 
tud en esta materia. Mientras los presupuestos de las Co 
munidades se han financiado fundamentalmente con contri- 
buciones de los Estados miembros, no podia hablarse de - 
una exclusiôn total de las câmaras representativas con 
respecte a los presupuestos de las Comunidades. Como los 
ingresos principales de las Comunidades habian de transi^  
tar per los presupuestos nacionales en forma de contri- 
buciones, los parlamentos nacionales conservaban un cier 
to control, si bien indirecte, sobre los presupuestos co 
munitarios. Decimos un cierto control porque, contra lo 
que a veces se ha afirmado, los parlamentos nacionales - 
no pueden, sin violar una obligaciôn internacional a la 
que estdn sujetos, negar los crédites necesarios para ha 
cer efectivas las contribuciones que legalmente corres- 
ponden al Estado de que forman parte. Pueden, en Ccunbio, 
negar su confianza o dar instrucciones a su gobierno, cu 
yo représentante forma parte del Consejo de ministres de 
las Comunidades, ôrgano que detenta el mâximo poder pre- 
supuestario. Este no supone que neguemos la importancia 
de la aprobaciôn de las contribuciones por los parlamen­
tos nacionaleSo Esta aprobaciôn représenta una aceptaciôn 
indirecta de los presupuestos comunitarios. Por otra par 
te, no puede desconocerse que, en manos de los parlamen­
tos queda de hecho la posibilidad de negar el pago de las
(18) Parlamento europeo; Les ressources propres aux Com­
munautés européennes... Junio. 1970, op. cit. pâgs.
67 y 68
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contribuciones debidas, aun cuando esta negativa constitu- 
ya una acciôn antijurldica.
La sustituciôn de las contribuciones por recursos pro 
pios lleva pues consigo una considerable pérdida de control 
parlamentario sobre los presupuestos de las Comunidades. - 
Constantemente, desde que se vislumbrara la posibilidad - 
de esta sustituciôn, el Parlamento europeo se ha manifesta 
do en el sentido de que la in troducciôn de los recursos - 
propios prevista en el art. 201 del Tratado CEE y 173 del 
Tratado Euratom, deberia ir acompahada por una modificaciôn 
de los tratados que le otorgara un verdadero poder presu—  
puestario (19)
La historia de los forcejeos del Parlamento europeo - 
para incrementar sus poderes presupuestarios coincide con 
la historia de la atribuciôn de los recursos propios a las 
Comunidades, por lo que nos remitimos a la parte de nuestro 
trabajo donde se aborda ésta. Adelantaremos, no obstante, 
aqui que entre las propuestas presentadas por la Comisiôn 
al Consejo el 13 de abril de 1965 (20) se encontraba un pro
(19) Como ejemplo podemos citar la resoluciôn del Pariamen 
to de 27 de junio de 1963 en cuya parte IV, ns 4, b, 
se establecla "Con objeto de extender sus poderes, el 
Parlamento pide que le sea atribuido el derecho de de 
cisiôn sobre el presupuesto en el momento en que la - 
Comunidad disponga de recursos propios". Parlamento - 
europeo. Les ressources propres aux Communautés euro­
péennes. Junio 1970, op. cit. pàg. 57.
(20) Como veremos mâs adelante estas propuestas se referlan 
a la financiaciôn de la politica agrlcola comün, a la 
atribuciôn de recursos propios a las Comunidades, a la 
reforma del art. 201 del Tratado CEE y a la modifica-
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yecto de reforma del art. 203 del Tratado CEE. En este pro 
yecto se incrementan de modo sustancial los poderes de la 
Comisiôn y, sobre todo, del Parlamento europeo. Segün este 
proyecto, el Parlamento puede modificar el proyecto de Pre 
supuesto que le somete el Consejo. Sobre estas modificacio 
nés tendrâ que pronunciarse la Comisiôn. El Consejo puede 
por mayorla de sus miembros reformer las modificaciones - 
del presupuesto realizadas por el Parlamento, cuando esta 
reforma sea conforme con la opiniôn expresada por la Comi­
siôn. El Consejo requerirâ, en cambio, la mayorla de cinco 
miembros para adopter disposiciones que se aparten a un - 
tiempo de la opiniôn de la Comisiôn y de las modificaciones 
introducidas por el Parlamento.
El conjunto de propuestas sometidas en esta fecha por 
la Comisiôn no fueron aceptadas por el Consejo y dieron mo 
tivo a la grave crisis sufrida por las Comunidades en el - 
aho 1965.
Las Comunidades salieron de esta crisis très el acuer 
do de Luxemburgoj de 1966, en el que se consiguieron encon 
trar fôrmulas de compromiso con las que de manera provisio 
nal pudieron financiarse las Comunidades.
En 1969 se renueva la actividad tendente a encontrar 
una sôlida base financiera autônoma a las Comunidades. La 
Comisiôn somete al Consejo nuevas propuestas para la atri­
buciôn de recursos propios a las Comunidades, para la re—
ciôn del art. 203 del mismo tratado, texto éste ülti- 
mo que aqui comentamos.
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glamentaciôn de la financiaciôn de la politica agrlcola y 
para reforzar los poderes presupuestarios del Parlamento 
europeo.
Las propuestas de la Comisiôn son bastante generosas 
con el Parlamento. Este, en su resoluciôn de 10 de diciem 
bre de 1.969, basada en el informe realizado por Spenale 
en nombre de la Comisiôn êe Hacienda y Presupuesto del - 
Parlamento, sôlo solicita modificaciones in trascendtnta- 
les de estas propuestas: supresiôn de un co
mité de conciliaciôn previsto para cuando exista discre—  
pancia entre el Consejo y el Parlamento, atenuaciôn del - 
rigor de la exigencia de una mayorla de dos tercios de su 
fragios expresados para la aprobaciôn definitiva del pre­
supuesto en el période definitive e incremento del rigor 
en la calificaciôn de la mayorla que ha de reunir el Con­
sejo para rechazar las modificaciones llevadas a cabo por 
la Asarnblea en el période transitorio.
La sctitud del Consejo fué, en cambio, desfavorable 
para el Parlamento europeo. El consejo en su reuniôn del 
19 al 22 de diciembre de 1969, sehalô los principios en 9 
que deblan inspirarse las disposiciones financières a —  
adopter, limitando sustancialmente los poderes que otorga 
ba el proyecto de la Comisiôn al Parlamento europeo para 
la aprobaciôn del presupuesto. El procedimiento de apro­
baciôn esbozado por el Consejo en esta reuniôn, que fué 
motivo de protestas y .de advertencies en diverses oca—  
siones por el Parlamento europeo, iba a prevalecer en el 
tratado de Luxemburgo de 22 de abril de 1*970.
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Las disposiciones de este tratado, como las de la 
decisiôn de 21 de abril de 1970, fueron adoptadas en - 
contra de las postures de la Comisiôn y del Parlamento 
y no pueden considerarse como definitivas. Con ocasiôn 
de la firme del Tratado, el Consejo adoptô el siguien­
te acuerdo, teniendo en cuenta estas discrepancies y - 
para hacer posible la ratificaciôn de los citados tex- 
tos :
"l) El Consejo tome nota con interés de los -
puntos de vista danifestados por la Asamblea”.
”2) En consecuencia, la Comisiôn ha dado a conocer 
al Consejo su intenciôn de presentar, una vez ratifica- 
do por todos los Estados miembros el tratado firmedo - 
el 22 de abril y, a lo mâs tarde, dentro de un plazo - 
de dos ahos, nuevas propuestas de esta materia."
"3) El Consejo, de acuerdo con el procedimiento 
del art. 236 del tratado (21) examiner^ estas propues­
tas teniendo en cuenta los debates que tengan lugar en 
los Parlamentos de los Estados miembros, la evoluciôn 
de la situaciôn europea y los problemas instituciona—  
les que plantée la ampliaciôn de la Comunidad (22).
(21) El art. 236 del Tratado CEE régula el procedimien 
to de modificaciôn del Tratado.
(22) Parlamento europeo. Les ressources propres aux Com 
munautés européennes, Junio 1970, op. cit. pâg,166 
En esta misma obra puede verse el proceso detalla- 
do por el que se llega a este compromiso. A este - 
proceso nos referimos en el capitulo que consagra 
mos a los recursos propios.
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El Tratado de Luxemburgo diô una nueva redacciôn al - 
art, 78 del Tratado CECA, al 203 del Tratado CEE y al 177 
del Tratado Euratom, que contenlan la regulaciôn del proce 
dimiento de aprobaciôn presupuestaria, e introdujo un art. 
78 A, 203 bis y 177 bis, respectivamente, en cada uno de - 
estos tratados para completar dicha regulaciôn. Todos es—  
tos articules, como dijimos, adoptan un contenido sustan—  
cialmente idéntico, lo que posibilita regular un fenômeno 
ünico con très textes légales independientes.
Se han previsto dos reglmenes diferentes, segün los - 
presupuestos de cuyo procedimiento se trate sean o
no anteriores al ejercicio de 1975. La distinciôn se debe 
a que se ha considerado oportuno prevep procedimientos dl 
ferentes para aquellos presupuestos que se financier sôlo 
parcialmente por recursos propios, y para aquellos otros - 
que sustituyan Integramente las contribuciones financières 
por éstos, mediante la introducciôn del recargo sobre el - 
impuesto sobre el valor ahadido de los Estados, prevista - 
para el ejercicio que comienza en 1975. La subsistencia de 
las contribuciones de los Estados miembros en el primer pe 
rlodo justifica un papel mds" importante del Consejo de mi­
nistres durante el mismo, si bien la introducciôn de recur 
SOS propios aconsejaba la ampliaciôn de la intervenciôn - 
del Parlamento establecida en los Tratados de Roma origina 
rios. La financiaciôn, a cargo exclusivo de recursos pro—  
pios exigla un incremento del papel del Parlamento y un pa 
ralelo abandono de la intervenciôn del Consejo.
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ira elaboraciôn y aprobaciôn de los presupuestos de los ejer 
cicios anteriores a 1975 (23)
La Comisiôn, el Parlamento, el Tribunal de Justicia y 
el Consejo han de confeccionar separadamente antes del 1 de 
julio una relaciôn de sus gastos previstos para el ejerci—  
cio siguiente. La Comisiôn agrupa pura y simplemente estas 
relaciones de gastos. La Comisiôn solo puede, en relaciôn - 
con los gastos ajenos a la misma, sehalar su discrepancia - 
en un dictamen que junto al anteproyecto de presupuesto ele 
varô al Consejo, antes del 1 de septiembre. La Comisiôn con 
feccciona ademâs la previsiôn de los ingresos.
El Consejo decide por mayorla cualificada el contenido 
del proyecto de presupuesto y lo transmite a la Asamblea an 
tes del seis de octubre. Si el Consejo se aparta en su dec_i 
siôn del anteproyecto de presupuesto, debe consultar sobre 
ello a la Comisiôn y, en su caso, a las demôs instituciones 
interesadas.
Si en un plazo de cuarenta y cinco dlas después de la 
recepciôn del proyecto de presupuesto por la Asamblea, ésta 
no ha propuesto modificaciones al mismo o lo ha aprobado ex 
presamente, el proyecto de presupuesto se considéra presu—  
puesto definitivo.
Si la Asamblea propone modificaciones, el proyecto de 
presupuesto, junto a estas propuestas, se remite al Consejo
(23)Seguimos en nuestra exposiciôn de este apartado los ar- 
tlculos 78 A del Tratado CECA, 203 bis, del Tratado CEE 
y 177 bis del Tratado Euratom, introducidos por el Tra­
tado de Luxemburgo de 22 de abril de 1970.
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El Consejo j^rueba defin itivamente el presupuesto, en este 
caso, en un plazo de treinta dlas, tras haber deliberado - 
con la Comisiôn y en su caso con las demâs instituciones 
interesadas. Las condiciones de esta aprobaciôn varlan se­
gün los casos:
a) Si la modificaciôn propuesta por la Asamblea no - 
lleva consigo un incremento de los gastos globales del pro 
yecto de presupuesto, esta propuesta se considerarü aproba 
da si el Consejo no la rechaza por mayorla cualificada.
b) Si la modificaciôn propuesta supone un incremento 
global de gastos, sôlo se hard efectiva si el Consejo la - 
acepta por mayorla cualificada.
En cualquiera de los casos en que no siga la propues­
ta del Parlamento, podrd el Consejo, por mayorla cualifica 
da, tanto mantener el volumen del proyecto de presupuesto 
como fijar otro diferente.
El présidente del Consejo, en todo caso, hace constar 
que el presupuesto estâ definitivamente aprobado cuando se 
agote cualquiera de los cauces del procedimiento arriba re 
ferido.
El Parlamento europeo en este nuevo procedimiento de 
aprobaciôn del presupuesto, apenas si se bénéficia de una 
ampliaciôn de su influencia con respecte a la situaciôn an 
terior. Se incrementa a cuarenta y cinco dlas el palzo de 
treinta de que disponla, en la redacciôn originaria de los 
tratados de Roma, para el examen del proyecto de presupues 
to y se permite, como novedad, que las modificaciones del 
proyecto de presupuesto que proponga prevalezcan si no son
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rechazadas por el Consejo por mayorla cualificada cuando - 
no lleven consigo aumentos de los gastos de una institu—  
ciôn.
La ampliaciôn de los poderes del Parlamento para este 
perlodo transitorio en que la financiaciôn de las Comunida 
des se apoya sôlo parcialmente en los recursos propios^es-' 
tâ muy lejos de la pretendida por el Parlamento y supone - 
de hecho un movimiento inapreciable hacia ^ n incremento del 
papel del Parlamento en el procedimiento de aprobaciôn del 
presupuesto.
Las disposiciones que regulan este procedimiento en - 
este perlodo transitorio, asl como en el definitivo, indu 
yen un interesante precepto que no se contenla en el texto 
de los tratados de Roma, ni en el de Paris:
"Cada instituciôn ejercerâ los poderes que le atribu- 
ye el présente artlculo respetando las disposiciones del - 
Tratado y los actos dictados en virtud del mismo, especia_l 
mente en lo que se refiere a los recursos propios de las - 
Comunidades y al equilibrio de ingresos y gastos".
Esta disposiciôn, que no se contenla en la propuesta 
de la Comisiôn, recuerda que las decisiones que a lo largo 
del procedimiento de preparaciôn y aprobaciôn presupuesta­
ria pueden tomar las instituciones de las Comunidades no - 
son absolutamente discrecionales, sino que han de someter- 
se a las normas del Derecho vigente.
La menciôn especial a los recursos propios y al prin- 
cipio de equilibrio presupuestario se realiza, al parecer, 
en orden a la limitaciôn de los gastos teniendo en cuenta
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las previsiones de recursos propios. Esta limitaciôn nos 
parece que carece de sentido respecte al periodo anterior 
al ejercicio de 1975, en que intervienen aün las contribu 
ciones de los Estados miembros como recursos complementa- 
rios y residuales, es decir, que el saldo no cubierto por 
los recursos propios se financia por dichas contribucio­
nes. La ünica limitaciôn al incremento de los gastos se - 
présenta en este periodo en la relaciôn con los Estados - 
miembros; si son capaces o estân dispuestos a aportar un 
determinado nivel de contribuciones. Por otra parte, la - 
exigencia del equilibrio presupuestario esté ya formulada 
en los tratados y a ella hemos hecho referenda en otra - 
parte de este trabajo.
La exigencia de que se respeten en la elaboraciôn y 
aprobaciôn de los presupuestos las normas de los tratados 
recordada en esta disposiciôn, résulta innecesaria, Las - 
instituciones comunitarias dében obviamente someterse en 
el procedimiento de aprobaciôn del presupuesto, como en - 
todas sus actuaciones, a las normas cotenidas en los acuer 
dos internacionales que las crean y les atribuyen los pode 
très de que son titulares.
Pero la disposiciôn contiene una régla que tiene en 
cambio notable trascendencia: que las instituciones de las 
Comunidades han de ejercer sus poderes presupuestarios con 
sujeciôn a los actos dictados en virtud de poderes y com- 
petencias otorgados por los tratados.
Como en las Comunidades no existe unidad de poder - 
legislativo, sino que éste se atribuye segün su asunto a 
la Comisiôn o al Consejo, especialmente a éste ültimo, y
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el papel del Parlamento en materia presupuestaria no tiene 
paralelo en los demâs campos de actuaciôn comunitaria, se 
pretende con esta regia que, a través del presupuesto no - 
se modifiquen los poderes y competencias establecidas por 
los tratados. Si disminuyendo o incrementando créditos pre 
supuestarios se anula o modifica una determinada politica 
puesta en marcha por la Comisiôn o por Consejo, el detenta 
dor del poder presupuestario, es decir, el titular del mé­
canisme de aprobaciôn del presupuesto, se convertirla en - 
la instancia ültima del poder con la consiguiente modifica 
ciôn de competencias. Sobre esta idea volveremos al anali- 
zar el procedimiento de aprobaciôn del presupuesto a par—  
tir del ejercicio 1975, en el cual se adoptan precauciones 
mâs especlficas con la misma finalidad.
La elaboraciôn y aprobaciôn del presupuesto a partir del - 
ejercicio de 1975
Como para los ejercicios anteriores, cada instituciôn 
de las Comunidades realiza la previsiôn de sus gastos y la 
transmite a la Comisiôn. Este las agrupa y ahade la previ­
siôn de ingresos^emite su dictamen y pasa el documente al 
Consejo a lo mâs tarde el 1 de septiembre.
El Consejo, tras consultar a las instituciones intere 
sadas si se aparta del anteproyecto, aprueba el proyecto - 
de,presupuesto y lo transmite a la Asamblea antes del 6 de 
octubre.
Si el Parlamento da su conformidad al proyecto de pre 
supuesto o si no manifiesta su discrepancia con el mismo -
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en un plazo de 45 dlas, el presupuesto se considéra defin_i 
tivamente aprobado.
Hasta aqui el procedimiento de elaboraciôn y aproba—  
ciôn del presupuesto en nada difiere del descrito anterior 
mente. Pero existe una diferencia fundamental respecto al 
margen de autonomla que se otorga a las instituciones para 
sus decisiones presupuestarias. En el procedimiento refe—  
rente a las presupuestos de los ejercicios anteriores a - 
1975, los ôrganos de la comunidad han de sujetarse en la - 
determinaciôn de los gastos que por su competencia les co- 
rresponden a lo dispuesto en los tratados o en los actos - 
dictados en virtud de éstos, pero respecto a aquellos gas­
tos cuya cuantla no està prefijada en los tratados directa 
o indirectamente, gozan de libertad para fijar su importe.
Para los ejercicios, a partir del de 1975, esta liber 
tad viene limitada de la siguiente manera;
"Para el conjunto de gastos que no resulten obligato- 
rios en razôn de los tratados o de los actos dictados en - 
virtud de éstos - se dispone en la nueva redacciôn de los 
tratados - se fijarâ cada aho un tipo mâximo de aumento - 
respecto a los gastos de la misma naturaleza del ejercicio 
en curso".
Este tipo lo fija la Comisiôn, previa consulta al Co­
mité de politica coyuntural y al Comité de politica presu­
puestaria, teniendo en cuenta
- la evoluciôn del producto nacional bruto en el con­
junto de las Comunidades.
- la variaciôn media de los presupuestos de los Esta-
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dos miembros, y
- la evoluciôn del coste de la vida en el ültimo ejer 
cicio.
A este tipo màximo habrân de someterse las institucio 
nés de las Comunidades en todas sus decisiones relativas a 
los gastos referidos a lo largo de todo el procedimiento - 
presupuestario. Sôlo se prev&i en los tratados dos excep- 
ciones a esta régla.
- cuando lo acuerde el Consejo, decidiendo por mayo—  
ria cualificada juntamente con la Asamblea por mayorla de 
los miembros que la componen y de los très quintos de los 
votos expresados.
- cuando el tipo de incremento que resuite del proyec 
to de presupuesto aprobado por el Consejo sea superior a - 
la mitad del tipo mâximo, la Asamblea en el ejercicio de s 
su derecho de enmienda podrü aumentar todavla la suma to­
tal de estos gastos (los que no resulten obligatorios en - 
razôn de los tratados y de los actos dictados en virtud de 
éstos) hasta el limite de la mitad del tipo mâximo. Sôlo - 
si el porcentaje de aumento decidido por la Asamblea supe- 
ra la diferencia entre el tipo mâximo y el porcentaje de 
incremento decidido previcimente se habrâ traspasado el 1^ 
mite mâximo.
Estas limitaciones restringen principalmente los pode 
res del Parlamento, los cuales sôlo son verdaderamente de- 
cisivos en relaciôn con éstos gastos no obligatorios.
Cuando el Parlamento no acepta en su totalidad el pro 
yecto de presupuesto, los niveles de poder de cada institu
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ciôn en el procedimiento de elaboraciôn y aprobaciôn presu 
puestaria difieren considerablemente de los vigentes para 
los presupuestos anteriores al del ejercicio de 1975.
El Parlamento puede enmendar o proponer modificaciones 
al proyecto de presupuesto:
- podrà enmendarlo por mayorla de los miembros que lo 
componen, pero en cuanto a los gastos estas enmiendas sôlo 
podrân referirse a aquellos que no resulen obligatorios en 
razôn de los tratados o de los actos dictados en virtud de 
éstos, o
- podrâ proponer al Consejo, por mayorla absoluta de 
los sufragios expresados, modificaciones relativas a los - 
gastos que resulten obligatorios en razôn de los tratados 
o de los actos dictados en virtud de éstos (24). El proyec 
to de presupuesto enmendado por la Asamblea, o acompahado 
de propuestas de modificaciôn, pasarâ al Consejo, el cual 
tras haber deliberado con la Comisiôn, y en su caso, con - 
las demds instituciones interesadas, podrâ:
(24) Existen discrepancias sobre lo que debe entenderse —  
por "gastos que resulten obligatorios en razôn de los 
tratados o de los actos dictados en virtud de éstos"• 
El Consejo de Ministres elaborô con fecha 3 de febre- 
ro de 1970 una lista recogiendo los gastos no obliga­
torios. En esta lista se inclulan los gastos adminis­
tratives y algunos de poca importancia de otra natura 
leza (por ejemplo, gastos de informaciôn). Se incluye 
ron en esta lista los gastos que tienen su base exclu 
siva en el presupuesto. Como a estos gastos puede li- 
mitarse el poder de ültima palabra del Parlamento, co 
mo veremos müs adelante, una soluciôn tan restrictiva 
limita los ünicos poderes presupuestarios del Parla—  
mento a un 3 o un 4 por ciento de los gastos presupues
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- modificar las enmiendas adoptadas por el Parlamento deci­
diendo por mayorla cualificada,
- decidir sobre las propuestas de modificaciôn realizadas - 
por el Parlamento, igualmente por mayorla cualificada.
Téngase en cuentas que estas decisiones difieren considera- 
blamente en cuanto a las dificultades de reformar la voluntad ex 
presada por el Parlamento, Para que una propuesta de modificaciôn 
del Parlamento prospéré serâ necesario que estén conformes con - 
la misma los miembros del Consejo que representen la mayorla cua 
lificada,. Para que prospéré una enmieda bastard que no se pon—  
g an de acuerdo sobre una fôrmula que la sustLtuya los miembros del 
Consejo que representen la mayorla cualificada.
tarios (téngase en cuenta la rigidez que ofrecen gastos 
administrativos como las retribucuones de personal). Véa 
se "Rapport du Groupe ad Hoc pour l'Examen du Problème - 
de l'Accroissement des Competences du Parlament Européen'* 
conocido como Rapport Vedel, ediciôn en ciclostil, Bruse 
las, 25 de marzo de 1972, pdgs, 74 y 75.Varios parlamen- 
tarios se han pronunciado con ocasiôn de los debates de 
ratificaciôn del Tratado de Luxemburgo en sus Parlamentos 
en favor de una interpretaciôn diferente, Westerperp, di- 
putado holandés, "ha declarado que en caso de conflicto - 
con el Consejo sobre la clasificaciôn de los gastos, el - 
Parlamento tendrla la ültima palabra". Los miembros del - 
partido comunista italiano afirmaron que "el contenido de 
la lista del 3 de febrero de 1970 ha sido aprobado por el 
Consejo, sin que su decisiôn revistiera carâcter formai. 
Esta decisiôn no obliga, pues, mâs que a él solo". Véase 
Parlamento Europeo "Les ressources propres aux Communau­
tés Européennes". Luxemburgo, octubre 1971, op. cit.,pag. 
31. En el Rapport Vedel se considéra que
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En caso de que el Consejo haya Ccimbiadcralguna de las 
enmiendas realizadas por la Asamblea al proyecto de presu­
puesto o no haya aceptado alguna de sus propuestas de modl 
ficaciôn, el proyecto de presupuesto deberâ ser devuelto a 
la Asanbela, en otro caso se considerarâ definitivamente - 
aprobado,
"En el pazo de quince dlas después de que se le haya 
comunicado dicho proyecto de presupuesto - transcribimos - 
literalmente este pArrafo porque del mimo se han dado di—  
vergentes interpretaciones - la Asambela, informada de la 
soluciôn dada a sus propuestas de modificaciôn, decide por 
mayorla de los miembros que la componen y por très quintos 
de los votos expresados, sobre las modificaciones realiza­
das por el Consejo a sus enmiendas y aprueba (arrête) en - 
consecuencia el presupuesto. Si, en este plazo, no se ha - 
pronunciado la Asamblea, el presupuesto se considéra defi­
nitivamente aprobado" (25)
es posible interpretar el tratado de manera màs favo­
rable para los poderes presupuestarios del parlamento 
europeo, considerando como gastos obligatorios sôlo - 
aquellos cuya cuantla estâ fijada con independencia - 
total del presupuesto o derivan automâticamente de un 
mecanimmo preexistente (como los gastos de la secciôn 
garantla del FEOGA), op. cit., pàg. 76.
(25) Arts. 203, 6 del Tratado CEE, art, 78, 6, del Tratado 
CECA y art. 177, 6, del Tratado Euratom. En el pérra- 
fo 7 de estos artlculos se dispone "cuando haya con—  
cluldo el procedimiento previsto en el présente artl­
culo, el présidente de la Asamblea declararâ que el - 
presupuesto ha sido definitivamente aprobado". Recuér 
dese que para los ejercicios anteriores a 1975 esta - 
competencia la ejercla el présidente del Consejo, Es­
ta atribuciôn de competencia, aunque sea exclusivamen 
te formai, no carece de significaciôn politica.
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Del pârrafo transcrite résulta sin lugar a dudas que 
el Parlamento tiene derecho a ser informado de la soluciôn 
que el Consejo ha dado a sus propuestas de modificaciôn - 
del proyecto de presupuesto y que, si el Consejo ha modifi 
cado sus enmiendas, puede anular o variar éstas modifica—  
ciones. Los poderes del Parlamento son pues decisivos con 
carâcter de ültima palabra en relaciôn con los gastos no - 
obligatorios en razôn de los tratados y de los actos dicta 
dos en virtud de éstos, ünicos que pueden ser objeto de - 
enmienda. Pero tal como ha interpretado el concepto de ao- 
tos obligatorios el Consejo, estos poderes solo pueden ejer 
cerse respecto a una fracciôn insignificante del presupues 
to. De todas formas, si se considéra la importancia que la 
secciôn orientaciôn de FEOGA tiene en los gastos de las Co 
munidades, gastos que dificilmente pueden considerarse no 
obligatorios, el poder del Parlamento respecto a la aproba 
ciôn de los gastos résulta muy reducido, mâxime con la Id^ 
mitaciôn de aumento de estos gastos a que anteriormente - 
hicimos referenda.
Respecto a los ingresos, salvo el tipo de gravamen del 
recargo sobre los impuestos sobre el valor ahadido estata- 
les, el Parlamento carece de poder decisorio. En cuanto al 
tipo de gravamen referido, que ha de determinarse segün el 
art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970 en el marco - 
del procedimiento presupuestaria, el Parlamento tiene pos^ 
bilidades de variarlo por via de enmienda y sobre el mismo 
goza del poder de decisiôn final. Este poder viene en cam­
bio limitado por la exigencia de respetar el equilibrio - 
presupuestario. Toda modificaciôn del tipo de gravamen de- 
berâ ir acompahada de una propuesta de modificaciôn de los
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gastos obligatorios o de una enmienda respecto a los demâs 
gastos y sôlo podrd mantenerse si prosperan éstas.
üPuede el Parlamento en la ültima instancia de su in­
tervenciôn en el procedimiento presupuestario rechazar en 
bloque el presupuesto? &Cômo debe interpretarse la frase - 
"y aprueba en consecuencia el presupuesto""?. &Puede el Par 
lamento no aprobar el presupuesto?
Sobre este punto se han dado interpretaciones diver—  
gentes.
Schumann, ministre francés de asuntos exteriores, nie 
ga al Parlamento la posibilidad de rechazar en conjunto el 
presupuesto. La expresiôn "en consecuencia" - dice - conte 
nida en los textes de los tratados significa que "el acte 
por el cual se aprueba el presupuesto es la consecuencia - 
implicita, automâtica, de la decisiôn que haya tornade el - 
Parlamento sobre los créditos sobre los que tiene la ülti­
ma palabra" (26).
Para el Parlamento europeo, tal como habla sehalado - 
en varias ocasiones, la concesiôn del poder de no.aceptar 
el presupuesto en bloque y provocar de esta manera un nue­
vo proyecto, en cuanto esta posibilidad incrementa su pe­
so politico, es una exigencia a la que no esté dispuesto a 
rennnciar (27),
(26) Parlamento europeo. Les ressources propres aux Commun 
nautés europénnes... Octubre 1971, op. cit. püg. 32.
(27) Véase, por ejemplo, el informe Spenale, realizado en 
nombre de la Comisiôn de Hacienda y Presupuesto del - 
Parlamento europeo y examinada por éste el 31 de mayo 
de 1970. En este informe se dice: "El poder de recha-
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En base a diferentes argumentos, varias personalidades 
politicas han. defendido la interpretaciôn que permite al - 
Parlamento rechazar en bloque el presupuesto. Asi, una coma 
siôn especial del Parlamento holandés encargada de examinar 
los textos financieros que se le sometian a ratificaciôn, 
considerô que, si en el acuerdo inicial del Consejo de los 
dlas 19 a 22 de diciembre de 1969 se concedla claramente al 
Parlamento el derecho de rechazar el presupuesto y la nueva 
redacciôn de los tratados mantiene la misma terminologla, 
no hay por qué dudar sobre esta posibilidad.
Spenale, antlguo présidente del Parlamento europeo,man 
tiene la misma interpretaciôn, en base a un ingenioso argu 
mento:
En el art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970,se 
dispone que el tipo de gravamen del recargo sobre el impue_s 
to sobre el valor ahadido delos Estados miembros se fije - 
como hemos visto - en el marco del procedimiento presupues 
tario, pero - ahade el mismo artlculo - "si al principio 
de un ejercicio el presupuesto no ha sido todavla aprobado 
seguirâ en vigor el tipo de gravamen anteriormente fijado, 
hasta la adopciôn de un nuevo tipo".
Como todos los actos del procedimiento de aprobaciôn 
del presupuesto, estân sujetos a plazo y, salvo en el caso.
zar globalmente el presupuesto, a fin de provocar nue 
vas propuestas presupuestarias, constituye pues una - 
condiciôn sine qua non para que el Parlamento otor—  
gue un dictamen favorable al conjunto de las disposi­
ciones que modifican los tratados en materia de recur 
SOS propios y de procedimientos presupuestarios. Par­
lamento europeo. Les ressources propres aux Communau­
tés Européennes...Junio 1970, op. cit. pâg. 173.
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de rechazo global del presupuesto por el Parlamento, éste 
necesariamente queda aprobado con anterioridad al ejerci­
cio que ha de régir, si se prevée la posibilidad de que - 
no esté aprobado al comienzo del ejercicio en que se ace£ 
ta es porque puede ser rechazado por la Asamblea (28)
En base a argumentes de interpretaciôn literal, cree 
mos que esta postura puede mantenerse sin necesidad de re 
currir a otras disposiciones que las contenidas en los - 
textos de los tratados. En el apartado 5 de los artlculos 
de los très tratados que regulan el procedimiento de ela 
boraciôn y aprobaciôn del presupuesto,se régula el examen 
que ha de realizar por segunda vez el Consejo de Ministres 
de los documentes presupuestarios, después que la Asamblea 
haya formulado las enmiendas y las propuestas de modifica 
ciôn que tiene derecho a hacer del proyecto de presupues­
to. Si el Consejo - afirma el citado precepto - no varia 
ninguna de las enmiendas llevadas a cabo por el parlamen­
to, o acepta en la totalidad las propuestas de modifica—  
ciôn hechas por éste, el presupuesto se considéra aproba­
do. No es necesario que esta aprobaciôn la acuerde forma], 
mente el Parlamento. El Parlamento serâ simplemente infor 
mado de que su voluntad ha sido Integramente respetada. 
Pero si el Consejo "ha modificado una o varias de las en­
miendas adoptadas por la Asamblea o no ha aceptado las - 
propuestas de modificaciôn presentadas por lésta, el pro­
yecto se transmite de nuevo a la Asamblea".
(28) Parlcunento europeo. Les ressources propres aux Com­
munautés européennes ... Octubre, 1971, op. cit.pâg.
32 y 33.
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Dado el derecho indudable de ültima palabra que tie­
ne el Parlamento en relaciôn con las materias que pueden 
ser objeto de enmienda, es normal que le sea remitido el 
proyecto de presupuesto cuando el Consejo modifica las - 
que el Parlamento ha realizado, pero, &para qué se le —  
transmite el presupuesto cuando el Consejo se ha limitado 
a no aceptar las propuestas de modificaciôn que formula? 
Para informarlo exclusivamente no era necesario que se le 
remitieran los documentes presupuestarios, sino que, co­
mo en el caso en que el Consejo acepte sus propuestas de 
modificaciôn, bastaba que se le informara de la no acepta 
ciôn pura y simplmente, consideründose el presupuesto —  
aprobado sin necesidad de un acto formai del Parlamento,
Si en el caso en que el Parlamento no ha realizado - 
enmiendas o el Consejo no ha rechazado las que ha acorda- 
do, y si ha hecho propuestas de modificaciôn y el Consejo 
no las ha aceptado, el documento presupuestario pasa al - 
Parlamento para que éste apruebe el presupuesto,(lo que - 
no ocurre cuando no existen taies propuestas de modifica­
ciôn o estas propuestas han sido admitidas por el Consejo) 
es porque se le ha queridoatribuir al Parlamento algün po 
der respecto a los gastos llamados obligatorios, que sôlo 
pueden ser objeto de propuestas de modificaciôn por parte de 
éste. Séria absurdo que en el caso descrito el Parlamento 
tuviera que estar obligado a aprobar contra su voluntad - 
el presupuesto. Si no se queria otorgar al Parlamento la 
posibilidad de rechazar el presupuesto, provocando asi - 
que se confeccionara un nuevo proyecto, concediéndole tam 
bién derecho de ültima palabra sobre los gastos obligato­
rios, lo natural hubiera sido que, al igual que cuando el
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Consejo no varia las enmiendas o acepta las propuestas de 
modificaciôn acordadas por el Parlamento, el presupuesto 
se considerara aprobado cuando el Consejo rechaza estas - 
propuestas.
Bi en este ültimo caso el proyecto de presupuesto se 
remite al Parlamento es para que éste lo apruebe o lo re- 
chace en bloque. Le que en virtud de los textos de los - 
tratados no se permite al Parlamento es que introduzca - 
sus propuestas de modificaciôn de manera definitiva en el 
presupuesto,
Ahora bien, no podemos negar que ésta es una inter—  
pretaciôn formai de un texto amblguo, El texto es probable 
que sea délibéradamente amblguo para permitir el acuerdo 
de los représentantes gubernamentaies en el Consejo de 
nistros que lo aprobô; représentantes que tenlan ideas dl 
ferentes sobre el papel que debe desempchar el Parlamento 
europeo en el aparato de poder de las Comunidades,
El descontento del Parlamento respecto a los textos 
aprobados los dlas 21 y 22 de abril de 1970 en Luxemburgo 
y su exigencia de que sean urgentemente revisados hace - 
sospechar que pueda prevalecer, dado el peso de ciertos - 
sentimientos politicos en la vida de las Comunidades, la 
interpretaciôn que niega al Parlamento el derecho de ült^ 
ma palabra sobre la totalidad del Presupuesto,
Esta ambiguedad es ademâs peligrosa en cuanto puede 
producir una grave crisis comunitaria, si prevaleciendo 
en el Consejo la interpretaciôn limitativa, el Parlamen­
to, en base a la interpretaciôn mâs aceptada en el mismo 
rechazara un presupuesto en bloque.
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Por otra parte, estamos de acuerdo con la opiniôn ex 
presada en el "Rapport Vedel" en el sentido de que el ver 
dadero problema se centra en la carencia de un poder le—  
gislativo general del Parlamento europeo. Si al Parlamen­
to se le concede un amplio poder presupuestario, pero se 
niega eu participaciôn en las decisiones que son la base 
de los ingresos y gastos comunitarios, pueden crearse con 
tradicciones que aboquen a una crisis en las Comunidades. 
"Cuando el Parlamento ejerza un poder de decisiôn en los 
actos que son el fundamento de los gastos comunitarios... 
compartird con el Consejo de responsabilidad financiera. 
Cuando estén en manos del Parlamento estos poderes desapa 
record el hiatus entre la competencia presupuestaria y - 
las demds competencias, en especial la legislativa. Enton 
ces habrd que suprimir la distinciôn entre las dos catego 
rias de actos a que nos hemos referido anteriormente —  
(obligatorios segün los tratados o los actos dictados en 
virtud de los mismos y discrecionales) y habrd que otor­
gar al Parlamento un poder de co-decisiôn sobre el conjun 
to del presupuesto andlogo al que ejerce en materia legi_s 
lativa" (29).
La médula de este problema estd en la asimetrla en - 
la atribuciôn de poderes a los ôrganos de las Comunidades 
segün se trate del presupuesto o de las demds materias.
(29) Rapport du groupe ad hoc pour l'examen du problème 
de l'accroissement des competences du Parlement eu 
ropéen,.. op. cit. pdg. 78.
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En los Estados democrâticos, especialmente los parlajnenta- 
rios, en que la superioridad politica corresponde sin lu—  
gar a dudas al Parlamento, as! como el poder final presu—  
puestario y el poder legislative superior, este problema - 
no aparece, Los parlamentos nacionales, a través del ejer 
cicio del poder presupuestario, controlan con una perspec- 
tiva global la politica del Estado. Su superioridad politi 
ca y su poder legislative eliminan conflictos équivalentes 
a los que se presentan en el dmbito de las Comunidades. La 
discrecionalidad del Parlamento en el acte de aprobaciôn - 
del presupuesto no atenta a la ponderaciôn preexistente 
de poderes en el Estado, en cuanto constituye un postulado 
incontestable de la organizaciôn politica de éste la ubica 
ciôn del ôrgano representative en la cüspide del poder po­
litico.
No ocurre otro tante en las Comunidades europeas, en 
las que no existe una paralela supremacia del Parlamento, 
Suspoderes presupuestarios no se corresponden con sus pode 
res legislatives y no son tampoco el corolario de una supe 
rioridad politica. Los poderes presupuestarios le han side 
atribuidos al Parlamento especifica y aisladamente. Este 
ha de ejercerlos dentro delos limites de esta atribuciôn, 
sin afectar a los poderes que, de acuerdo con los tratados, 
corresponden a las otras instituciones comunitarias. Pero 
ademâs, como la atribuciôn de poderes presupuestarios al - 
Parlamento europeo es un fenômeno insôlito, ya que no se
le han atribuido otros poderes efectivos en otras mate--
rias (30), el ejercicio de los mismos es extraordinaria—
(30) En materia legislativa el parlamento se limita a rea
lizar un simple papel consultivo. Esta competencia -
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mente diflcil si se quiere evitar que, a través de éste, - 
se interfiriera en la competencia de las otras instituuio- 
nes. Para respetar esta concepcién del problema es lôgico 
que sôlo se concéda al Parlamento poder decisorio final - 
respecte a los gastos que no resultan obligatorios en vir- 
tud de disposiciones de los tratados o de los actes dicta- 
dos en aplicacién de éstos. Modificar estes gastos équiva­
le a arrogarse la competencia final en los campes a los - 
que los mismos se refieran. Pero limitar el poder presupues 
tarie del Parlamento a los llamados actes no obligatorios 
es reducirlo a un contenido insignificante.
La soluciôn a este dilema quizâs se encuentre en man- 
tener la limitaciôn de la decisiôn final del Parlamento a 
los gastos no obligatorios y otorgarle ademâs, como numéro 
sas interpretaciones de los textes de Luxemburgo, propug- 
nan, el derecho a rechazar en bloque el presupuesto, provo 
cando asi la confeccién de un nuevo proyecto.
El rechazo en bloque del presupuesto no supone la con 
cesién al Parlamento del poder de cuantificar directamente 
los gastos obligatorios, atribuyéndosele asl poderes espe- 
cificos que van mâs alld del campe presupuestario, sine un 
poder efectivo en el dmbito del Presupuesto que por su - 
carâcter general no afecta a la estructura de poderes exi^ 
tente.
se la reparten la Comisiôn y el Consejo. La opiniôn - 
del Parlamento ho deja sin embargo de ser importante, 
en cuanto la Comisiôn es responsable ante el mismo y 
en cuanto esté, formado por parlamentarios de los pa^ 
ses miembros, a cuyos gobiernos pertenecen las perso­
nas que integran el Consejo, gobiernos que son respon 
sables ante las Asambleas en que participan dichos - 
parlamentarios.
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I V
EL MEDIO CLASICO DE FINANCIACION DE LAS ORGANI-
ZACIONES INTERNACIONALBS: LAS CONTRIBUCIONES DE
LOS ESTADOS MIEMBROS.
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Las contribuciones de los Estados miembros constitu- 
yen el medio clâsico de financiaciôn de las organizaciones 
internacionales. La carencia del nivel de soberanîa en que 
se sitûa el poder de imposiciôn y las complejidades têcni- 
cas que presentan los mecanismos fiscales, hacen muy difl­
cil para las organizaciones Internacionales la utilizaciôn 
de una financiaciôn tributaria (1)
Definidas las tareas a realizar por una organizaciôn 
internacional y valorado su coste para un ejercicio econô 
mico, se obliga a los Estados miembros a transferir las - 
cantidades necesarias para que êstas se lleven a cabo. Los 
Estados se procuran los fondes necesarios para hacer fren- 
te a estas transferencias por sus medios de financiaciôn - 
ordinaries. Las contribuciones figuran pues en los presu—  
puestos nacionales en la secciôn de gastos y en los presu­
pues tes de las organizaciones internacionales en la secciôn 
de ingresos.
La necesidad de utilizer este medio de financiaciôn - 
es una consecuencia del carâcter mediate de las organize^—  
ciones internacionales, es decir, de la carencia de rela—  
ciones directes de poder entre êstas y los individuos o - 
las instituciones privadas, E inversamente, dada la impor- 
tancia politica de la autonomie financière, la utilizaciôn 
de medios de financiaciôn tributaries, en los raros casos 
en que tiene lugeir, ofrece un hondo significado respecte a
(l) Un interesante anâlisis general de la problemâtica de 
las contribuciones de los Estados miembros a las Orga-
- 171 -
la independencia y fuerza de una organizaciôn internacional.
La financiaciôn por contribuciones de los Estados, ade 
mâs de negar a las organizaciones internacionales, en el - 
campo de los ingresos pûblicos, el establecimiento de rela- 
ciones directes con los sujetos privados, lleva aparejadas 
dos importantes consecuencias:
- que el funcionamiento de la organizaciôn internacio­
nal depende en cada ejercicio de la aceptaciôn por los pod£ 
res compétentes en cada Estado miembro de los crêditos pre­
supuestarios que constituyen las contribuciones. Una negati 
va de concéder dichos crêditos, aûn cuando no suponga la - 
rupture total de un Estado con la organizaciôn, tiene los - 
efectos de hacer difîcil la vida de êste. Tel negative po—  
drâ constituir una conducta antijurîdica, pero en el nivel 
de poder real en que se encuentran las actuales organizacio 
nés internacionales es muy difîcil que vaya acompahada con 
una Scinciôn efectiva.
- que son extraordinariamente exprèsas las cargas de - 
los organismos internacionales para cada Estado, lo que,por 
un lado, permite el predominio politico en la organizaciôn 
de los Estados cuyas contribuciones son mâs elevadas, y,por 
otro lado, dificulta la utilizaciôn de principios como el - 
de la capacidad econômica en el reparto de las cargas, al -
nizaciones internacionales puede verse en Wilhelm Bickel 
op. cit., pâgs. 475 a 478.
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dejar un amplio campo al juego de los intereses y egoîsmos 
nacionales (2)
Si prescindimos de algûn caso al que ya haremos refe­
renda y que, por otra parte, carece de importancia histô- 
rica, al Tratado constitutive de la CECA corresponde gl t^ 
tulo de pionero en la renuncia a esta fôrmula de financia­
ciôn. Como veremos mâs extensamente, el gravamen sobre la 
producciôn del carbôn y del acero evitô para' esta Comunidad 
la financiaciôn clâsica por contribuciones de los Estados 
miembros y ha constituîdo un punto de apoyo bâsico de la * 
autonomîa de la CECA.
Los Tratados de Roma, sin embargo, recurren a las con 
tribuciones de los Estados miembros para la financiaciôn - 
de #la CEE y del Euratom, si bien prevêen para el futuro el 
abandono de estos medios y su sustituciôn por los llamados 
recursos propios.
(2) Es bien conocida la negativa de Francia y de la U.R.S.S. 
a satisfacer la parte de sus contribuciones destinadas a • 
financiar las operaciones de las Naciones Unidas en Zai­
re y en el Oriente Medio. Estos paîses fundan jurîdica—  
mente esta negativa en que las operaciones fueron decid^ 
das por la Asamblea fuera de sus cômpetencias. Extraord^ i 
nariamente significativa en relaciôn con las ideas que - 
expresamos, fuê la decisiôn del Senado de los Estados - 
Unidos por 49 votos contra 28, a finales de agosto de -
1970, ratificada posteriormente por la Câmara, de blo--
quear la mitad de su contribuciôn al presupuesto de la - 
Organizaciôn Internacional del Trabajo para el ejercicio 
1970. Se pretendia con este bloqueo forzar a la O.I.T. a 
cambiar su orientaciôn politica. Causa directa de esta - 
coacciôn fuê el desagrado producido en los Estados Unidos 
por el nombramiento de un soviético para ocupar una de - 
las subdirecciones de esta organizaciôn internacional. - 
Vêase Georges Fischer, Le problème du financement des or-
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Las contribuciones de los Estados han sido, pues, la 
via de financiaciôn prâcticamente ûnica de estas Comunida 
des hasta el ejercicio 1971. A partir de este ejercicio - 
compartirân su puesto con los recursos propios. La deci—  
siôn de 21 de abril de 1970 prevê el final de estas con—  
tribuciones para el 1 de enero de 1975, siempre que se ha 
ya logrado en esta fecha establecer una base uniforme de 
los impuestos sobre el Valor Ahadido en los Estados miem­
bros.
Debe abandonarse todo intento de aplicar los princi­
pios y reglas concebidos para los tributos y, en especial 
para los impuestos, a este medio de financiaciôn. La idea 
de que las contribuciones de los Estados a un organisme 
internacional son impuestos a que resultan sujetos los E_s 
tados mismos carece de toda utilidad cientlfica. La seme- 
janza estre estas contribuciones y los tributos se reduce 
a que ambas figuras constituyen ingresos de un ente pûbM 
co. Diflcilmente podrâ aplicarse a las contribuciones el • 
cuerpo de doctrina jurldico o econômico creado en torno al 
tribute.
La idea de soberanîa del ente impositor, la dependen 
cia de la persona gravada, que constituye la mêdula de la 
idea de tribute, de su regulaciôn, de las garantias juri- 
dicas del contribuyente, no se encuentra en las con tribu 
ciones a que nos referimos. La naturaleza de las relacio-
ganisations internationales, Le Monde Diplomatique, 
Noviembre de 1.970, pâg. 4.
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nés entre un organisme internacional y un Estado miembro, 
con sus ambigUedades jerârquicas y su significado contrac 
tual,da a las contribuciones una Clara singularidad con­
ceptual. Creemos, pues, que no precede establecer analo—  
glas o paralelismcB en esta materia.
Las contribuciones de los Estados en las Comunidades 
europeas no se diferencian esencialmente en cuanto a su na 
turaleza y régimen juridico, de las existentes en el âmbi- 
to de otras organizaciones internacionales. Se puede, no - 
obstante sehalar que las claves de reparto entre los paî­
ses estân prefijadas en los Tratados de Roma y suelen ser 
objeto de decisiôn posterior por ôrganos internacionales 
en las organizaciones internacionales clâsicas (3). La di- 
ferencia se minimiza si se tiene en cuenta que las claves 
de reparto de las contribuciones que han financiado las Co 
munidades europeas hasta 1971 podîan ser modificadas por - 
el Consejo. La cuantîa de las contribuciones a las Comuni­
dades europeas, su importancia relativa dentro de los pre- 
supuestos nacionales aconsejaron esta prefijaciôn. A falta 
de un acuerdo unânime del Consejo, queda la posibilidad de 
recurrir a las claves prefijadas sin poner en peligro la - 
vida financiera de las Comunidades.
La originalidad financiera de las Comunidades no es—  
triba, pues, en su sistema de contribuciones, sino en la -
(3)Esta diferencia ha sido apreciada por Fernand Bouyssou, 
Vers un budget transnational: Les nouvelles règles de - 
financement et la procédure budgétaire des Communautés 
européennes. Revue de Science Financière, Enero-junio 
1970, n2 1 y 2, pâg. 162.
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posibilidad de prescindir de ellas, sustituyêndolas por re­
cursos propios.
A. Cri terios de determinaciôn de las claves de reparto
Los criterios de reparto de las cargas pûblicas entre 
los ciudadanos constituyen un tema medular de la Hacienda - 
Pûblica. La elaboraciôn de esta problemâtica se encuentra - 
entre las mâs sofisticadas y maduras de las ciencias socia­
les .
La distribuciôn de las cargas de las organizaciones - 
internacionales a través de las contribuciones de los Estad 
dos miembros, o mâs precisamente, los principios que deter- 
minan las cuantias de éstas adolecen, en cambio, de un ex—  
traordinario vacio doctrinal. Ni siquiera se ha abordado se 
riamente la problemâtica de la aplicacién de los clâsicos - 
principios del bénéficié o de la capacidad contributiva, vâ 
lidos para las Haciendas nacionales, en relaciôn con el re­
parto entre los Bstados de las contribuciones a las organiza 
ciones internacionales.
No es aqui el lugar de abordar este asunto de interés 
general. Sehalamos no obstante que a estos efectos résulta 
ûtil distinguir entre aquéllas organizaciones de objetivos 
especîficos, cuya financiaciôn puede estar extraordinaria­
mente ligada a sus funciones y para las que pueden utili—  
zarse criterios que recuerdan el reparto de cargas realiza 
do de abuerdo con el principio del bénéficie (4) y aquéllas 
organizaciones de objetivos générales en las que el princi
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pio del bénéficie es inaplicable operativamente, por lo que 
deben enfrentarse al problema con mayor detenimiento y pro­
fundi dad,
Respeitoa estas organizaciones, dos posturas teôricas 
son posibles:
- El igualitarismo, basado en la igualdad formal de los 
Estados soberanos en el seno de una organizaciôn internacio 
nal. Sea cual fuere la importancia de éstos, su riqueza ab 
soluta o relativa, deberân contribuir en cantidades idént^ 
cas al sostenimiento de las cargas comunes.
Una variante de este igualitarismo es la utilizaciôn 
de un criteria de capitaciôn. Cada estado deberâ contribuir 
a la organizaciôn en proporciôn al nûmero de sus habitantes. 
Este criteria, que no es ajeno a la clave general de repar­
to de la CEE, se utiliza para la financiaciôn del Consejo - 
de Europa. Segûn un acuerdo del Consejo de ministres de es­
ta organizaciôn, de agosto de 1970,los paîses miembros se - 
clasificarân segûn secciones preestablecidas en funciôn de 
la poblaciôn respectiva y se distribuirân la totalidad de - 
los ingresos necesarios entre los Estados segûn la secciôn 
a que pertenezcan. (5).
(4) Estas organizaciones resuelven a veces el problema de - 
la distribuciôn de las contribuciones entre sus miembros 
refiriéndose a la clave de alguna otra organizaciôn mâs 
importante o general,Este es el caso de la Organizaciôn 
Meteorolôgica Mundial y del Consejo de Cooperaciôn Adua 
nera que con algunas variaciones se remiten a las cla­
ves de reparto de las Naciones Unidas y de la O.C.D.E.
(5) Documente del Consejo de Europa de 21 de agosto de 1970 
C.M.(70) 125, Anejo 1.
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- La aplicacién del principio de capacidad contributi­
va adaptado al medio internacional donde las contribuciones 
tienen lugar. La aplicacién de este principio tropieza en * 
este campo, como en el de la imposiciôn nacional, con gra—  
ves dificultades de definiciôn, &Qué magnitud révéla la ca­
pacidad contributiva relativa de un Estado? Las respuestas 
son numerosas: El Producto Nacional bruto, la Renta Nacio—  
nal, la Renta per câpita, el volumen de los gastos pûblicos 
etc. (6).
Imperan los criterios del Producto Nacional Bruto o Ne 
to y de la Renta Nacional, magnitudes que normalmente no - 
arrojan diferencias relativas importantes. Algunas organiza 
ciones, que incluyen paises subdesarrollados entre sus miem 
bros, utilizan ciertos elementos de correcciôn para darle - 
alguna progresividad a la distribuciôn de sus cargas. Otras 
organizaciones establecen también porcentajes mâximos y mî- 
nimos respecte a la contribuciôn total para evitar, en el - 
primer caso, que toda la financiaciôn de la -
organizaciôn descanse en el sôlo eje de un pals, y, en el - 
segundo, la ausencia de toda vinculaciôn financiera efecti­
va de algunos paises con la organizaciôn.
(6) Este ûltimo criterio encuentra su sentido en que siendo 
las contribuciones de los Estados miembros gastos para 
éstos, la clave de reparto puede tener en cuenta los ni^  
veles relativos de gastos pûblicos de los Estados.Igual 
mente, constituyendo los gastos de la organizaciôn in—  
ternacional gastos pûblicos sustitutivos de los naciona 
les, los Estados podrîan contribuir a ellos de acuerdo 
con la intensidad con que suelen satisfacer sus necesi- 
dades pûblicas.
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La Organizaciôn de las Naciones Unidas en el ejemplo 
mâs importante y tlpico del sistema de financiaciôn des—  
crito. Cada très anos un Comité especial ha de fijar las 
claves de reparto de las contribuciones para la financia­
ciôn de esta organizaciôn. La determinaciôn de estos por­
centajes deberâ hacerse teniendo en cuenta la capacidad - 
de pago de cada pais. Para satisfacer esta exigencia, de- 
clarada por la 2 5 Asamblea de 1970, el Comité de Contri­
buciones deberâ tener en cuenta los siguientes elementos 
determinados en la misma Asamblea:
El Comité de Contribuciones deberâ basarse fundamen 
talmente, para la fijaciôn de las claves de reparto, en - 
el Producto Nacional Neto a los precios del mercado de ca 
da Estado miembro. En correcciôn de este criterio, deberâ 
tenerse también en cuenta la renta per câpita y la facili 
dad para obtener divisas extranjeras. En todo caso, ningu 
na contribuciôn deberâ exceder del 30 por ciento del to—  
tal de contribuciones, ni ser inferior al 0'04 por ciento. 
Ademâs, la contribuciôn por habitante de cada Estado nunca 
deberâ exceder de la contribuciôn por habitante del Estado 
miembro con la participaciôn mâs elevada.
De todos estos elementos de correcciôn, el mâs impor 
tante es el que exige que se tenga en cuenta la renta per 
câpita relativa de cada Estado. A este respecte, la 25 -
Asamblea acordô que "El Estado miembro con una renta per 
câpita de menos de 1.000 dôlares se beneficiarâ en el câ_l 
culo de su participaciôn de una deducciôn con el tope mâ 
ximo del 50% de la cifra de la renta nacional sobre la - 
que se basa el câlculo de la clave de contribuciôn. La -
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mitad del porcentaje respecte a 1.000 dôlares que arroje 
la diferencia entre 1.000 dôlares y la renta per câpita 
del pals que se considéra se deducirâ de la renta nacio­
nal del mismo a l6s efectos de câlcular su participaciôn" 
(7).
Un ejemplo numérico puede ilustrar esta régla: un - 
pals con 600 dôlares per câpita podrâ deducir el 20% de 
su renta nacional a los efectos de la fijaciôn de su por 
centaje de participaciôn en la financiaciôn de la organi 
zaciôn. Este 20% es la mitad del porcentaje que represen 
ta la diferencia entre 1.000 dôlares y su renta per câ­
pita (600 dôlares) respecte a 1.000 dôlares.
La O.C.D.E. distribuye las contribuciones ordinarias 
entre sus Estados miembros en proporciôn a sus rentas na 
cionales respectivas. Este criterio recogido en la Reso- 
luciôn del Consejo en su sesiôn 56, de 10 de diciembre de 
1963, queda limitado y modificado por las reglas siguien 
tes :
a) Ningûn pals miembro satisfarâ mâs del 2 5 por cien 
to, ni menos del 0*10 por ciento del presupuesto 
total de la Organizaciôn" (l, ns 7 de la Résolu—  
ciôn).
(7) Los textos utilizados estân contenidos en los siguien- 
tes documentos de las Naciones Unidas: 6A/4220, de 10 
de septiembre de 1.970 y A/8011, Suplemento ne il de - 
la 25 Sesiôn de la Asamblea General de 1970. Citamos - 
la versiôn inglesa de estos documentos reproducida par 
cialmente en la Nota de la Delegaciôn Suiza al Sécréta 
riado del Grupo Cost (Cooperaciôn Cientlfica y Têcnica 
Europea), Cost/l94/71.
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b) "El tipo de contribuciôn de cualquier pais miem­
bro no podrâ ser incrementado en mâs del 10 por 
ciento de un aho a otro" (1, ne 8 de la Résolu—  
ciôn).
c) "Se establece un baremo de rentas imponibles, - 
deduciendo de la renta nacional de cada pals una 
suma fija calculada en razôn de 100 dôlares por 
cada habitante del mismo... El tipo de contribu­
ciôn de un pals (la clave de las contribuciones 
le hemos llamado en este trabajo) es igual a la 
relaciôn entre su renta imponible y el conjunto 
de rentas imponibles de los paises miembros^
(l nS 6 de la Resoluciôn) (8)
Las diferencias en las rentas per câpita de los pa^ 
ses miembros se tienen en cuenta en el sistema financière 
de la O.C.D.E. por medio de la deducciôn de una suma fija 
por habitante. La importancia relativa de la deducciôn es 
superior cuanto mâs baj a sea la renta per câpita de un - 
pals. Se trata del mécanisme que Blum y Kalven, en su po­
pular articule The uneasy case for progressive taxation, 
llamaron "depresive tax" (9)
Respecte a las Comunidades europeas, los mismos Tra­
tados de Roma, como hemos dicho, determinaron los porcen-
(8) La resoluciôn citada se encuentra en el documente de 
la OCDE, C(63) 155 (final), de 24 de Enero de 1963. 
Utilizamos directamente este documente en su versiôn 
francesa.
(9) Blum y Kalven, The uneasy case for progressive taxa­
tion. Chicago-Londres; The University of Chicago Press
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tajes de las contribuciones originarias de los Estados a la 
CEE y al Euratom,
En estos tratados no se hicieron expresos los criterios 
utilizados para llegar a cada una de las claves en ellos - 
contenidas. La investigacidn de estos criterios es dificil 
en cuanto no suelen responder con claridad a magnitudes eco 
nômicas ûnicas y conocidas.
Con posterioridad a los tratados se han determinado - 
otras claves de reparto de contribuciones, como las relati­
vas a la financiac iôn del FEOGA, y las contenidas en la De 
cisiôn de 21 de abril de 1970, que tampoco son fâciles de - 
interpreter. En la citada Decisiôn, para anos futuros y —  
siempre que se den determinadas circunstancias a las que i 
mâs abajo nos referiremos, se recurre también a magnitudes 
variables como el Producto Nacional Bruto.
Jean Raymond Vergés, en su tesis doctoral, se refiere 
a los criterios que han intervenido en la determinaciôn de 
las claves de reparto.de las contribuciones en las Comuni­
dades que regîan al tiempo de la confecciôn de su trabajo 
(su tesis se presentô y se defendiô en 1967). Segûn Vergés 
los porcentajes referidos:
12) Revelan a veces la reparticiôn de poder de deci—  
siôn entre los Estados miembros, lo que se manifiesta en 
la correlaciôn entre el procentaje asignado a cada Estado 
y la ponderaciôn de los votos a efectos de tomeir decisio
pâg. 94. Hay versiôn castellana de este articule publ^ 
cada por el Ministerio de Hacienda - Institute de Estu 
dies Fiscales,
— l82 —
nés en la materia, lo que se hace patente en especial respec 
to a los gastos de funcionamiento de las instituciones cornu 
nitarias.
22) En relaciôn con los presupuestos de intervenciôn - 
las claves se determinan, bien en funciôn del interés que - 
cada Estado tiene en cada actividad comunitaria, o bien en 
funciôn de una cierta solidaridad comunitaria.
32) En razôn de criterios no puramente financieros, es 
decir, que a su objetivo de proporcionar ingresos a las Co­
munidades unen finalidades diferentes, constituyendo "un - 
procedimiento de incitaciôn". Este criterio prevalece en re 
laciôn con la financiaciôn del Fondo Europeo de Orientaciôn 
y de Garantla agrlcola. (10).
Los criterios a que Vergés se refiere no se presentan 
un estado puro en ninguna de las clases existentes, pero de 
una manera u otra se reflejan en cierto modo en las mismas. 
Como veremos, el anâlisis realizado por este autor es ex—  
traordinariamente ûtil en la comprensiôn de las diferentes 
claves.
B. Las claves de reparto del Tratado constitutive de la CEE
En el art. 200 del Tratado CEE se contienen dos cla­
ves de reparto diferentes. La primera tiene carâcter gene-
(10) Jean Raymond Vergés: L'Organisation Financière des Corn 
munautés Européennes. Thèse pour le doctorat en Droit. 
Presentada y defendida publicamenteeel 20 de diciembre 
de 1967 en la Universidad de Paris. Ediciôn mecanogra- 
fiada consultada directamente en la Biblioteca de la - 
Sorbona, Pâgs. 12 y 13.
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ral, es decir, que sea cual fuere la naturaleza de los ga£ 
tos, administratives o de otra clase, serâ la utilizada pa 
ra hacerles frente en cuanto no existan otros ingresos, y 
hecha exclusion de los gastos para los que procédé otra - 
clave de reparto diferente. La segunda clave de reparto se 
aplica para distribuir las contribuciones necesarias para 
hacer frente a los gastos a cargo del Fondo Social europeo.
Ademâs de esta derogaciôn de la clave general de re­
parto de las contribuciones de los Estados miembros, con­
tenidos en el mismo tratado, el Consejo, en base a las fa- 
cul tades de derogaciôn de dicha clave que le otorga el art. 
200 del Tratado CEE (11) ha procedido a derogaciones par- 
ciales de la misma para hacer frente a gastos determinados 
como son aquéllos a cargo del Fondo europeo de Orientaciôn 
y de Garantias agricolas.
La clave de reparto general es la siguiente en tantos 
por ciento:
Bêlgica............... 7’9
Alemania..........  , 28*0
Francia............... 28*0
Italia............... 28*0
Luxemburgo...........  0*2
Holanda............. 7’9
(il) El art. 200 del Tratado CEE dispone: **Las claves de 
reparto podrân ser modificadas por el Consejo deci- 
diendo por unanimidad".
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Las magnitudes que pueden haber determinado esta cla­
ve son el P.N.B. - la Renta Nacional arroja unas relacio—  
nes muy parecidas a éste - el P.N.B. per câpita, la pobla­
ciôn, el nivel de gastos pûblicos presupuestarios y el ni­
vel de influencia en la vida comunitaria representado por 
la ponderaciôn de los votos en el Consejo.
Estas magnitudes son las siguientes:
Producto Nacional Bruto a los precios del mercado en miles 
de millones de dôlares USA. Aflo 1938 (12)
Bêlgica.............. 10*47
Alemania............. 58*65
Francia............. 58*27
Italia............... 29*37
Luxemburgo.........  0*44
Holanda...........  9*50
(Fuente: OECD National Accounts of OECD Countries 1958- 
1967)
(12) Hemos elegido el ano 1958 por ser el primer aHo de - 
aplicaciôn del Tratado de Roma teniendo conciencia de 
la dosis de arbitrariedad que supone esta elecciôn, 
también hubieran podido utilizarse los datos relati­
vos a 1956 en cuanto éste es el ûltimo ano del que - 
pudieron tener datos completes los firmantes del Tra 
tado. No obstante, puede presumirse que se considéra 
ria la linea de evoluciôn de las diferentes economies 
haciéndose previsiones para los primeros anos de apl£ 
caciôn del Tratado. Hallar la media de estas magnitu 
des en los anos en que ha regido esta clave de repar 
to no nos parece acertado teniendo en cuenta que las 
claves eran réformables, el sistema de las contribu­
ciones provisional y que dificilmente pueden hacerse 
previsiones â tan largo plazo.
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Producto Nacional Bruto a los precios del mercado por 
câpita en dôlares USA. Ano 1958:
Bêlgica. . 
Alemania . 
Francia 
Italia . . 
Luxemburgo 
Holanda. •
1.160
1.080
1.300
600
1.420
850
(Misma fuente)
Poblaciôn en millones de habitantes. Aho 1958: (13)
Bêlgica 
Alemania . 
Francia 
Italia . . 
Luxemburgo 
Holanda
9,0
54,3
44.8
48.9
0,3
11,2
Ponderaciôn de votos para las decisiones del Consejo 
que hayan de adoptarse por mayorîa cualificada: (14)
Bêlgica
Alemania
Francia
2
4
4
(13) Para mantener los datos de la misma fuente hemos dl 
vidido el P.N.B. por el P.N.B. per câpita.
(14) Exponemos estas magnitudes para tener en cuenta el 
criterio sehalado por Jean Raymond Vergés, de la in­
fluencia del poder de decisiôn de los Estados miem—  
bros. Debe observarse que Vergés no afirma que la pon 
deraciôn de los votos determine la clave de las con­
tribuciones, sino que existe cierta correlaciôn entre 
una y otras, Jean Raymond Vergés, op.cit. Pp. 15-18.
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Italia .........  4
Luxemburgo . . . .  1
Holanda .......  2
(Art. 148 del Tratado CEE. (14)
Expresamos ahora en porcentajes las indicadas magnitu 
des para compararlas con los porcentajes de la clave de re 
parto de las contribuciones.
El resultado son las contribuciones que resultarian si 
fuera aplicado pura y simplemente alguno de los criterios 
sehalados (P.N.B.',poblaciôn, etc.). Téngase en cuenta que 
la posibilidad de aplicar la renta per câpita como crite—  
rio ûnico no es mâs que teôrica. Su intervenciôn sôlo pue­
de llevarsc a cabo como elemento corrector.
(14) El art. 148 del tratado CEE establece:
1. "Salvo disposiciones en contrario del présente tra 
tado, las deliberaciones del Consejo se adoptarân por 
la mayorla de los miembros que lo componen".
2. "Para las disposiciones del Consejo que requieron 
una mayorla cualificada, los votos de sus miembros se 
rân afectados por la ponderaciôn siguiente:
"Bêlgica............. 2
Alemania........... 4
Francia............. 4
Italia .............  4
Luxemburgo......... 1
Holanda............. 2"
"Habrâ acuerdo cuando se obtengan al menos"
"- 12 votos cuando en virtud del présente Tratado el 
acuerdo deba ser tomado a propuesta delà.Comisiôn"
"- 12 votos, comprendidos los votos favorables de al 
menos cuatro miembros en los demâs casos".
"Las abstenciones de los miembros o representados no 
son obstâculo para la adopciôn de las decisiones del 
Consejo que requieren la unanimidad".
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Bêlgica Alemania Francia Italia Luxemb. Holanda
Contribu 
ciôn igua 
litaria.
16*66 16*66 16*66 16*66 16,66 16*66
P.N.B. 6,28 35,18 34,96 17,62 0,26 5,70
P.N.B.per 
câpita 18,10 16,85 20,28 9,36 22,15 13,26
Poblaciôn 5,3 32,2 26,6 29,0 0,2 6,7
Pondera­
ciôn de 
votos
11,76 23,53 23,53 23,53 5,89 11,76
Clave ge 
neral del 
Tratado ' 
CEE
28,0 28,0 28,0 0,2 7,9
Se puede observar claramente que el Producto Nacional 
Bruto no ha sido el criterio retenido. De haber sido êste 
el criterio elegido las contribuciones de Alemania y Fran­
cia hubieran sido mâs elevadas. Se hubiera mantenido idên-
"La ponderaciôn de votos no représenta, y esto no lo 
ha sehalado suficientemente Vergés,la influencia de - 
cada Estado en las decisiones comunitarias, sino su - 
influencia ën determinadas decisiones.
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tica la de Luxemburgo y hubieran sido menores la de Italia 
en importante cuantîa, y las de Holanda y Bêlgica, ligera- 
mente.
El Producto Nacional Bruto, corregido de acuerdo con 
los niveles de renta per câpita, tampoco ha sido el crite­
rio utilizado. Basta considerar que los porcentajes que hu 
bieran correspondido a Italia y Holanda hubieran sido mâs 
bajos que los que resultan de la aplicaciôn pura y simple 
del criterio P.N.B., cuando ocurre de hecho lo contrario.
La ponderaciôn de votos, ademâs de no representar por 
si sola los niveles de influencia, aûn formai, en la Comu­
nidad, en cuanto gran nûmero de decisiones han de tomarse 
por mayorîa simple o por unanimidad, en las que la pondéra 
ciôn no interviene, no es un dato objetivo externo que se 
presentara a los redactores del Tratado, sino un elemento 
que como la clave de reparto podîa ser fijado por dichos - 
redactores. No puede afirmarse, pues, que exista entre es­
tas magnitudes una relaciôn de dependencia, aunque si pue­
den ser el resultado conjunto de un compromise politico.
En todo caso conviene retener que a Italia, Alemania y —  
Francia corresponden igual nûmero de votos como igual por­
centaje de contribuciôn, lo mismo ocurre con Hoîinda y Bêl-, 
gica, pero la relaciôn entre la proporciôn correspondiente 
a ambas magnitudes son muy diferentes. La aplicaciôn a las 
contribuciones del criterio aplicado a los votos hubiera - 
supuesto una elevaciôn considerable de êstas para Bêlgica 
y Holanda, enorme para Luxemburgo y una disminuciôn impor­
tante para Alemania, Francia e Italia. En cambio, nos pa­
rece que ha sido tenido en cuenta el criterio —
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de la poblaciôn aunque su correspondencia con la clave de 
reparto de las contribuciones no sea exacta, Pudo preten-- 
dersG que los paises de poblaciôn mâs elevada soportaran 
por igual las cargas comunitarias y se ha establecido pa­
ra ellos un porcentaje ligeramente inferior a la media del 
que les correspondîa por sus poblaciones respectivas. Lu­
xemburgo ha de soportar la carga exacta que la aplicaciôn 
pura del criterio de la poblaciôn le hubiera impuesto.Bêl­
gica y Holanda han de soportar cargas idênticas, algo supe 
riores a la media del porcentaje que les corresponde en - 
funciôn de sus poblaciones, y sobre todo, en lo que se re­
fiere a Bêlgica.
Creemos que la poblaciôn ha hecho distinguir a efec­
tos de la financiaciôn originaria de las Comunidades très 
Estados mayores (Alemania, Francia e Italia), dos medianos 
(Bêlgica y Holanda) y uno pequeho (Luxemburgo). A los très 
Estados mayores se le exige contribuir por igual con inde­
pendencia de sus pequehas diferencias de poblaciôn y de - 
sus respectivas situaciones econômicas. De la misma manera 
se procédé con los dos Estados medianos. Las proporciones 
entre las contribuciones que corresponden a cada uno de e£ 
tos tipos de Estados se asemejan a las relaciones entre - 
las cifras médias de poblaciôn de los mismos, aunque no - 
coinciden con ellas.
Se ha prescindido en la obtenciôn de esta clave gene 
ral de reparto de toda consideraciôn de la situaciôn eco­
nômica relativa de los Estados miembros, descartando la - 
aplicaciôn de un criterio que puede inscribirse en el prin
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cipio de reparto de cargas en razôn de la capacidad contr£ 
butiva. El sistema elegido, en cuanto recuerda anârquicas 
e injustas formas tributarias como la capitaciôn, no nos - 
parece del nivel têcnico y de racionalidad que podia espe- 
rarse del Tratado.
La clave general a que nos hemos referido sufre su - 
primera derogaciôn en relaciôn con el reparto de las con—  
tribuciones necesarias para hacer frente a los gastos del 
Fondo Social Europeo.
La clave de reparto,de estas contribuciones, es la s± 
guiente:
Bêlgica.........8*8
Alemania.......32*0
Francia.......32*0
Italia .......... 20*0
Luxemburgo..... 0*2
Holanda....... 7*0
Esta clave corresponde con bastante aproximaciôn a 
la résultante del criterio puro de la relaciôn entre los 
P.N.B, de los Estados miembros.La aplicaciôn estricta de 
este criterio, tomando como base el aho 1958 y las esta- 
disticas de la OECD, arrojarla una contribuciôn algo su­
perior para Francia y Alemania y algo inferior para Ita­
lia, Bêlgica y Holanda.
Con respecto a la clave general en relaciôn con la 
poblaciôn,no sabemos si el P.N.B. ha sido de hecho teni­
do en cuenta o si la correlaciôn sehalada es puramente -
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casual (15). De todas formas, si considérâmes que en el re 
parto de las cargas de los organismos internacionales debe 
regir un principio équivalente al de la capacidad contribu 
tiva, la clave elegida para la financiaciôn del Fondo So­
cial Europeo equivaldria a aquellas definiciones de capaci 
dad contributiva que identificaran esta con la imposiciôn 
proporcional - mâs bien ligeramente regresiva - de la ren­
ta, Lo que no sc entiende en el pensamiento financière ac­
tual como una postura socialmente avanzada, Una soluciôn - 
mâs adecuada a las posiciones académicas y politicas dom± 
nantes hubiera exigido la aplicaciôn del criterio del - 
P.N.B. afectado por coeficientes que tuvieran en cuenta - 
la renta per câpita. Esta soluciôn mantendrîa el paraleli£ 
mo con la imposiciôn progresiva sobre la renta.
Sehalemos que para la adopciôn de la parte del presu 
puesto referente al Fondo Social Europeo los votos en el 
Consejo son ponderados, segûn dispone el art. 203, 5 del 
Tratado CEE, segûn los porcentajes de la clave de repar­
to de las contribuciones a que nos hemos referido, elevan 
do el 0*2 correspondiente a Luxemburgo a un entero y dis- 
minuyendo a 8 el valor del voto del représentante de Bél- 
gica. No nos parece correcta esta vinculaciôn de las con-
(15) Los redactores del Tratado pudieron utilizar otras - 
magnitudes o elementos a las que no hemos hecho refe 
rencia. Segûn Vergés, en la fijaciôn de la clave de 
reparto del Fondo Social Europeo, **se tuvieron en - 
cuenta a la vez el volumen de salaries satisfechos 
en cada Estado miembro y las condiciones de empleo**. 
No nos résulta fâcil, sin embeirgo, concebir como se 
cuantificô este ûltimo elemento. Raymond Vergés op. 
cit. pâg. 28.
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tribuciones y el poder de decision. No podemos eviteir que 
este sistema nos traiga el recuerdo de formas de democra- 
cia en la que se ligaba el derecho de voto al status de - 
contribuyente por encima de una cierta cuantla.
Las claves referidas, a pesar de la posibilidad de - 
modificaciOn que prevê el art. 200, 3 del Tratado CEE,se 
han mantenido hasta el ejercicio 1970, inclusive.
C. Las claves de reparte de los gastos del F.E.O.G.A.
El art. 40, ne 4, del Tratado CEE establece: "A fin 
de permitir a la organizaciôn comûn prevista en el aparta 
do 2, realizar sus objetivos, podrân crearse uno o varies 
fondes de orientaciôn y degarantla agricolas”.
El reglamento 25 de 1962, primera regulaciôn de la 
financiaciôn de la polltica agricola comunitaria, creô el 
Fonde Europeo de Orientaciôn y de Garantla agricolas, corn 
puesto de dos secciones:
- Secciôn orientaciôn: a cuyo cargo se financian los 
proyectos de reforma estructural de la agricultura comun^ 
taria.
- Secciôn garantla: que "financia Dos gastos de inter
venciôn en el mercado interior y las subvenciones a la ex 
portaciôn, con objeto de asegurar un precio minime retri­
butive a los agricultores de las Comunidades.
Ademâs, existiô una llamada "secciôn especial" prévis 
ta por la decisiôn del Consejo de 15 de diciembre de 1964 
a cuyo cargo se realizaron ciertas transferencias de com-
- 193 -
pensaciôn creadas en relaciôn con el establecimiento de un 
precio comûn para los cereales. Este fondo se proveyô con 
contribuciones de los Estados, repartidas de acuerdo con - 
la clave general del art. 200, 1, del Tratado CEE (16).
El reglamento 2 5 de 1.962 establece las claves de re­
parte de las contribuciones de los Estados miembros que ha 
de finaneiar los gastos del Fondo correspondientes a los - 
périodes de contabilizaciôn de 1962-63, 1963-64, 1964-6 5 - 
(17), previendo para los periôdos posteriores un sistema 
mixte de contribuciones y de recursos propios para cuya - 
instauraciôn debia seguirse el procedimiento previsto en - 
el art. 201 del Tratado CEE.
Para los périodes de contabilizaciôn referidos no se 
establece una clave fija de reparte,sine un sistema evolu­
tive diferente para cada uno de los périodes de contabili­
zaciôn. Ademâs, a partir del période 1963-1964 el sistema 
de reparte deja de ser rigide - en cuanto no estâ sujeto a 
un porcentaje preestablecido - y ha de ajustarse a magnitu 
des variables. Para evitar la excesiva inseguridad que es­
te sistema entraha se fijaron ademâs unes porcentajes mâx^ 
mes de contribuciôn para cada Estado, que si eran sobrepa- 
sados, las contribuciones que de su aplicaciôn resultaran 
serian modificadas para que se mantuvieran taies limites.
(16) Vêase Hans-Broder Krohn: Problèmes de financement de 
la politique agricole commune de la CEE, en la obra - 
colectiva: The Budget Today, Public finance and the 
market economy in affluent societies. Op.cit. pâg.366
(17) Los gastos dë. FEOGA constituyen transferencias a los 
Estados miembros, reembolsando los gastos que, real_i 
zados por organismos nacionales, cumplen las condicio 
nés de la politica agricola comunitaria. De hecho se
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El sistema establecido es como sigue;
Perlodo de contabilizaciôn 1962-1963
- Reparte segûn la clave general del pârrafo 1 del - 
art. 200 del Tratado CEE,
Perlodo de contabilizaciôn 196 3-64
- El 90 por ciento de los gastos se financian median 
te las contribuciones de los Estados segûn la clave de re 
par to del eirt. 200,1, del Tratado CEE.
^ El 10 por ciento restante, por contribuciones de - 
los Estados repartidas en proporciôn a las importaciones 
netas de cada Estado miembro procedentes de terceros pal- 
ses (l8)
Perlodo de contabilizaciôn 1964-1965
- el 80% de los gastos se financian con contribucio­
nes repartidas segûn la clave del art. 200, 1, del Trata­
do CEE.
- el 20% restante en proporciôn a las importaciones 
netas.
Los porcentajes mâximos de contribuciôn para cada E£ 
tado fijan en las siguientes cantidades:
compensaban los gastos con las contribuciones. Se se 
guia pues un sistema de Clearing. Los perlodos de - 
contabilizaciôn a los que se referla esta compensa—  
ciôn no correspondlan al aho natural, Ademâs, cier—  
tos retrasos en la puesta en marcha de estos mecani^ s 
mos determinaban y determdmn que los saldos de los -
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Alemania................ 31
Francia ................  28
Italia .................  28
Holanda.............. 13
Uniôn Econômica Belgo-Luxem
burguesa............. 10*5 (l9)
Italia, de hecho, sobrepasô su limite mâximo y el Con 
sejo repartlô el exceso entre los otros palses utilizando 
la clave del art. 200,1, del Tratado. Los Reghmentos 25/ 
62 y 17/64 no habian previsto el criterio para este repar 
to. Nos parece acertada la soluciôn dada por el Consejo, 
al problema que esta laguna creô.
En el aho 1965, el Consejo no pudo poner en marcha 
el mécanisme necesario para la instauraciôn del régimen - 
de recursos propios como estaba previsto en el reglamento 
25. Despuês de dificultades extraordinarias a que nos he- 
feriremos en otra parte de este trabajo, pudo llegarse a 
las fôrmulas transitorias de compromise contenidas en el 
reglamento 130/66. Este reglamento establecia un sistema 
de claves fijas de reparte para las contribuciones de los 
Estados que habian de financiar los gastos del Fondo en -
périodes de contabilizaciôn figuren en presupuestos 
de ahos diferentes a aquellos a que el période de —  
contabilizaciôn se refiere. Esta têcnica ha side abcin 
donada por el Reglamento de 21 de abril de 1970.
(18) La definiciôn de esta magnitud (importaciones netas)
se précisa en el reglamento 17/1964.
(19) Estos mâximos acordados por el Consejo no llegaron a
hacerse pûblicos en razôn de la oposiciôn de Francia 
a la fijaciôn de un techo a estas contribuciones.Tie
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los perlodos de contabilizaciôn 1965-1966 y 1966-1967 y 
un sistema flexible, en que las contribuciones se acer- 
caban al régimen de los recursos propios sin perder su 
naturaleza, para los perlodos 1967-1968 y 1968-1969:
Clave de reparto en porcentajes para el perlodo de con-
tabilizaciôn 1965-1966.
Bélgica......... . 7Î95
Alemania .......  . 31*67
Francia .......  , 32*58
Italia .........  , 18 *00
Luxemburgo ....... 0*22
Holanda ......... 9*58
Clave de reparto en porcentajes para el perlodo 1966-67
Bélgica........... 7*95
Alemania ......... 30*83
Francia ......... 29*26
Italia ......... 22*00
Luxemburgo ....... 0*22
Holanda ......... 9*74
Sistema de reparto para los perlodos 1967-1968 y 1968-
1969 (Gastos de la secciôn Garantla)
nen, pues, el valor de un simple acuerdo interno. 
Véase François Müller; Le Fonds d*Orientation et de 
Garantie Agricole, en Droit des Affaires, Marché - 
Commun. Editions Jupiter, 1969, pâg. 17.
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Las contribuciones de los Estados miembros se com- 
pondrân de dos elementos:
- El 90% de los "gravâmenes agricolas" percibidos - 
por cada Estado miembro (20).
- Una cantidad distribulda con arreglo a una clave 
fija para cubrir el saldo. Esta clave fija es la siguien 
te en porcentajes:
Bélgica............... 8*1
Alémania............... 31*2
Francia............... 32*0
Italia................ 20*3
Luxemburgo...........  0*2
Holanda.............. 8*2
La imposibilidad de poner en marcha el sistema de - 
recursos propios previsto en el art. 201, del Tratado,se 
salvô con la ficciôn de que la atribuciôn a la Comunidad 
del 90 por ciento de los gravâmenes agricolas se realiza 
ba de manera indirecta. Estos gravâmenes eran percibidos 
por los Estados pasando a engrosar sus presupuestos de - 
ingresos y figurando en su 90% en sus presupuestos de - 
gastos en calidad de contribuciones a la Comunidad. Los 
gravâmenes agricolas no se cedlan, pues, al presupuesto 
comunitario, sino que constitulan un simple elemento de 
câlculo de las contribuciones a realizar en favor de és- 
te. En el seno del Pari amen to europeo se ha puesto de re
(20) Sobre el concepto de gravâmenes agricolas véase mâs 
abajo el subcapltulo dedicado a estos tributos.
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lieve sin embargo el carâcter elusivo de este sistema (21)
Los gastos de la secciôn orientaciôn fueron cubiertos 
igualmente por contribuciones repartidas de acuerdo con la 
ûltima clave referida.
Ya en marcha el proceso para establecer un sistema co 
munitario de recursos propios, pero, a falta de la ratifi- 
caciôn por los Parlamentos nacionales de los textos de Lu­
xemburgo de los dlas 21, y 22 de abril de 1970, hubo de re 
currirse para el ejercicio 1970 a un sistema transitorio a 
base de contribuciones de los Estados miembros, repartidas 
segûn la clave fija establecida por el Reglamento 728/70. 
Esta clave es la siguiente:
Bélgica............. 8*26
Alemania............. 31*70
Francia............. 28*00
Italia............... 21*50
Luxemburgo . . . . . .  0*20
Holanda............... 10*35
Es imposible encontrar un criterio ûnico que pueda en 
contrarse en la base de los diferentes sistemas de reparto 
de las cargas agricolas comunitarias. Todas las soluciones 
han sido el resultado de compromises politicos entre los - 
Estados miembros. La utilizaciôn de criterios no fijos que 
no constituyen claves predeterminadas, como las importacio
(21) Véase el Informe Rossi, realizado en nombre de la Com 
missiôn des finances et des budgets (doc.60/68),Parla 
mento europeo: Les ressources propres aux Communautés 
europénnes... Luxemburgo, 1970, op. cit. pâg. 10 3.
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nés netas, o los gravâmenes agricolas percibidos, etc. per/u 
judicaba a los palses deficitarios de productos agricolas 
y por tanto importadores de éstos. Las claves fijas trata 
ban de compensar estos efectos, estableciendo porcentajes 
normalmente mâs favorables - en relaciôn con la clave ge­
neral del art. 200.1, del Tratado o, incluso, con la rela 
ciôn entre los Productos Nacionales Brutos^de los seis - 
palses - para dichos palses deficitarios de productos agr^ 
colas.
Bn general, el sistema ha sido un precipitado de la 
tensiôn de dos principios:
a) El principio de la "preferencia comunitaria" y la 
sanciôn a su incumplimiento. El principio de preferencia 
comunitaria supone que los Estados miembros deben consu—  
mir con prioridad los productos originarios de la Comuni­
dad, Toda importaciôn debe llevar consigo la sanciôn finan 
ciera de una mayor contribuciôn al Presupuesto comunitario. 
Se produce una relaciôn de causa-efecto: los gastos-agrl- 
colas comunitarios se incrementan en razôn de la existen- 
cia de excedentes en la Comunidad que origina la interven 
ciôn en el mercado interior y la subvenciôn a la exporta- 
ciôn de los poderes comunitarios. Los palses que crean o 
agravan esta situaciôn mediante importaciones de palses - 
terc eros deben soportar en especial los gastos que por - 
su conducta se causen. El principio, ademâs de este carâc 
ter retributive, tiene tambiên una funciôn preventiva o - 
de incitaciôn, en cuanto puede estimular a los Estados a 
procurar que se reduzcan las importaciones de palses ter­
ceros (22).
- 200 -
o) El principio del bénéficié. Algunos Estados han - 
pretendido que se conservara alguna relaciôn entre las - 
cargas y las ventajas de la j)olltica agricola comunita—  
ria. El sistema utilizado para llevar a cabo la polltica 
de compensaciôn de crédites y deudas en relaciôn con el - 
FEOGA y el page de los gastos agricolas por organismos pû ' 
blicos de los Estados miembros ponla de manifiesto las - 
transferencias que unos Estados habian de realizar en fa­
vor de otros, oponiéndose los perjudicados a que se sobre 
pasaran ciertos limites.
El principio de la preferencia comunitaria, mâs con­
forme con las llneas claves de la polltica agricola de la 
CEE ha predominado sin duda sobre el del bénéficié. Tullio 
Toscano ha evaluado para el perlodo 1962-1969 las transfe 
rencias realizadas en favor de Francia y Holanda, los pa^ 
ses mâs agricolas de la Comunidad, en 796 millones de un^ 
dades de cuenta, que han sido proporcionados por Alemania 
(450 millones), Italia (265 millones) y Bélgica (81 millo 
nés) (23).
D. Las claves de repcirto de las Contribuciones de los Esta 
dos en el Tratado constitutive del EURATOM
El Tratado del EURATOM prevé, como sabemos,la existen 
cia de dos presupuestos diferentes. El primero, el presu--
(22) Ver en este sentido Jean Raymond Vergés : op.cit. pâg.l3 
y 31.
(23) Tullio Toscane: Le fonti finanziarie délia Comunité - 
Econômica Europea. Rivista di Polltica Econômica, ns 4 
abril, 1970, pâg. 438.
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puesto de funcionamiento, a travês del que se financian - 
los gastos administratives de la organizaciôn, se cubria 
sin perjuicio de otros ingresos, por las contribuciones - 
de los Estados miembros distribuldas con cirreglo a una - 
clave idêntica a la general del art. 200.1, de la CEE.(24) 
Los comentarios que a dicha clave hicimos mâs arriba pue- 
den ser repetidos aqul,
El segundo, presupuesto de Investigaciones e inver—  
siôn, se cubria igualmente por contribuciones, s in perjud^  
cio de que intervengan otros ingresos, repartidos con - 
arreglo a la siguiente clave:
Bélgica................  9*9%
Alemania..............   30 %
Francia  .........  30 %
Italia 23 %
Luxemburgo............. 0*2 %
Holanda................  6*9%
Esta clave de reparto abonda sus diferencias con la - 
que hubiera resultado de la aplicaciôn del criterio del - 
P.N.B. relativo a los seis Estados respecto a la estableci
(24) El art. 172, 1, del Tratado del Euratom establece: 
Los ingresos del presupuesto de funcionamiento es- 
tarân constituldos, sin perjuicio de otros ingresos 
corrientes, por las contribuciones financières de - 
los Estados miembros, determinadas de acuerdo con - 
la siguiente clave de reparto:
Bélgica. .
Alemania .
Francia 
Italie . . 
Luxemburgo 
Holanda
7*9
28*0
28*0
28*0
0*2
7*9
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da para el Fondo Social Europeo. No hemos conseguido conocer 
su racionalidad. Vergés afirma que refleja "el interés de - 
los Estados miembros en la investigaciôn y en el desarrollo 
nuclear" (25), pero no conocemos como ha podido ser evaluado 
cuantitativamente ese interés.Creemos, pero el dato no lo he 
mos comprobado, que se habrân tenido en cuenta los gastos pû 
blicos (o pûblicos y privados) que en estos Estados se em—  
pleaban a estos fines al tiempo de la creaciôn de esta Comu­
nidad.
Por otra parte, los votos de losEstados miembros para - 
la aprobaciôn de este presupuesto se ponderan de acuerdo con 
los porcentajes utilizados en el reparto de las contribucio­
nes, Debemos, pues, aplicar a este punto la misma critica —  
que sobre asunto équivalente hicimos anteriormente.
E, La contribuciôn de la CECA al presupuesto comûn a las 
très Comunidades.
El Tratado de Bruselas de 8 de abril de 1.965, que es­
tablece un Consejo ûnico y una Comisiôn ûnica de las Comun^ 
dades europeas, redujo como vimos a dos los presupuestos - 
comunitarios: el presupuesto de investigaciones e inversiôn 
del Euratom y el presupuesto general de las Comunidades, en 
el que se incluyen todos los gastos presupuestarios de la - 
CEE,los gastos de funcionamiento del Euraton y los gastos - 
administrativos de la CECA. Los ingresos de este presupues­
to son los que con anterioridad venia percibiendo la CEE,
(25) Jean Raymond Vergés: op. cit. pâg. 25.
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los del presupuesto de funcionamiento del Euratom, y una par­
te del produeto del gravamen CECA, fijada en el Tratado en 18 
millones de unidades cuenta. (Art. 20,1, del Tratado de Bruse 
las).
El régimen aplicable a las contribuciones de los Estados 
miembros, incluldas las claves de reparto, no sufre #odifica- 
cidn alguna en virtud de este tratado y la unificaciôn de pre^  
supuestos que establece. La novedad a tener en cuenta es esta 
aportaciôn que a cargo de su gravamen deberâ realizar la CECA 
en cada ejercicio econômico. No puede verse en esta aportaciôn 
impuesta a la CECA una verdadera cesiôn de su gravamen al pre 
supuesto comûn, sino la creaciôn de una obligaciôn dineraria 
fija a satisfacer por esta Comunidad. (26)
Esta aportaciôn de la CECA funciona de manera anâloga a 
las contribuciones de los Estados: su afectaciôn por la Comi­
siôn a la ejecuciôn del presupuesto se harâ de acuerdo con el 
ritmo determinado en los reglamentos financieros para estas - 
contribuciones (art. 20, 3, del Tratado de Bruselas). La CECA 
a través de los ôrganos comunes fijarâ el tipo y demâs condi- 
ciones de su gravamen, teniendo en cuenta sus necesidades gene 
rales (entre éstas su aportaciôn al presupuesto comûn), y en - 
sus cuentas - la CECA no tiene presupuesto propio - figurarâ
(26) Decimos fija en el sentido de que no se establece como un 
porcentaje del gravamen, o de otra manera no determinada 
previamente. La cuantla de 18 millones de unidades cuenta 
es modificable, sin embargo, por decisiôn del Consejo por 
la mayorla prévista en el art. 28, 4, primera frase, del 
Tratado de Paris, (art. 20, 2, apartado 2 del Tratado de 
Bruselas).
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la recaudaciôn de este gravamen en su totalidad, asl como - 
la transferencia que realiza al presupuesto comûn. La perso 
nalidad jurîdica de la CECA, asl como la especificidad de 
sus fines détermina que, a efectos de su aportaciôn a las - 
cargas comunes comunitarias, se utilice para ellas una figu 
ra équivalente a la que se emplea para los Estados miembros 
en la fase previa a la creaciôn de los recursos propios, - 
aplicândose a êsta aportaciôn un marco temporal y un régimen 
jurldico équivalente al que se someten las contribuciones - 
de éstos.
F. La decisiôn de 21 de abril de 1970 y las contribuciones 
de los Estados.
La Decisiôn de 21 de abril de 1970 sustituye, con las 
excepciones que sehalaremos, la financiaciôn por contribua. 
ciones de los Estados por los recursos propios de las Comu­
nidades. Esta Decisiôn, en vigor desde el 1 de enero de —  
1971, no élimina de una sola vez las contribuciones de los 
Estados sino que durante un periôdo transitorio, prevé la 
financiaciôn complementaria de las Comunidades por contri­
buciones de los Estados miembros.
Los recursos propios, previstos en los dos tratados - 
de Roma, financian con la parte de su rendimiento que se —  
atribuye a las Comunidades en cada ejercicio los gastos de 
las Comunidades - recogidos a partir del ejercicio de 1971 
en un presupuesto ûnico - con las solas excepciones de los 
gastos inscritos en el presupuesto referentes a perlodos - 
de contabilizaciôn del FEOGA anteriores, que se financian 
por contribuciones de los Estados repartidas segûn las cia
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ves vigentes en el perlodo y los gastos de los programas - 
complementarios del Euratom que se financian igualmente - 
por contribuciones de losEstados repartidas segûn claves - 
especiales, que tienen en cuenta el interés relativo de los 
Estados en estos programas. Pero como el rendimiento de los 
recursos propios no es suficiente para atender la totali­
dad de los gastos a que se atribuyen, al menos hasta el 1 
de enero de 1.975, el equilibrio presupuestario se asegu- 
ra mediante contribuciones de los palses miembros. A par—  
tir de eSta fecha se espera que puedan ser suprimidas estas
contribuciones y sustituldas por el recargo sobre los im--
puestos sobre el valor ahadido de los Estados.
Debemos distinguir, pues, dos perlodos:
Perlodo comprendido entre el 1 de enero de 1971 y el 31 de 
diciembre de 1974
En este perlodo todo câlculo realista arroja que los - 
recursos propios no serân suficientes, unidos a los otros - 
medios financieros que no son contribuciones con que conta- 
râ el presupuesto, para atender a las necesidades de las Co 
munidades. El saldo serâ cubierto por contribuciones de los 
Estados miembros repartidos segûn los siguientes porcenta—  
jes:
Bélgica.........  6*8
Alemania.......  32*9
Francia.........  32*6
Italia.........  20*2
Luxemburgo . . . .  0*2
Holanda.........  7*3
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ôQuê criterio se ha utilizado en la determinaciôn de - 
esta clave de reparto?
Segûn testimonio de Caria Barbarella, "êsta clave de - 
reparto es el resultado de un dificil compromise"; era nece 
sario -dice el comentarista italiano - encontrar una fôrmu 
la que, constituyendo una participaciôn financiera en rela­
ciôn con el Producto Nacional Bruto de cada uno de los seis 
paises, no se separara demasiado de las claves contenidas - 
en el Tratado" (27). Nosotros dirlamos que mâs que con las 
claves del Tratado CEE - recordemos que estas son la gene—  
ral y la del Fondo social europeo - se ha pretendido mante- 
ner una cierta continuidad, mientras se tenlan en cuenta - 
los Productos Nacionales Brutos relatives, con el conjunto 
de las contribuciones de los Estados en los ejercicios einte- 
riores, en cuyo conjunto el peso de los sistemas de reparto 
para el sostenimiento del FEOGA es muy importante. Esta - 
preocupaciôn de continuiad se manifieSta en el art. 2.3. de 
la Decisiôn de 21 de abril de 1970, en el que se establece 
que la suma de los recursos propios mâs las contribuciones - 
referidas no podrâ ser superior para cada Estado miembro al 
1 por ciento ni inferior al 2 por ciento de la aportaciôn - 
del mismo Estado en el ejercicio precedente (28).
En todo caso el criterio del P.N.B. ha sido tenido en 
cuenta, como puede observarse en el cuadro siguiente:
(27) Caria Barbarella: Le financement des activités communau 
taires par des ressources propres. Revue de Marché Com­
mun, ns 132, avril, 1970, pâg. 198.
(28) Los articulos 16 a 22 del Reglamento 2/71, de 2 de ene­
ro de 1971 determinan las modalidades con arreglo a las 
que se han de realizar los ajustes que procedan.
- 207 -
Clave de reparto Aplicaciôn del Aplicaciôn
del art.2,2, de criterio del del criterio
la decisiôn de P.N.B. a pre— del P.N.B.
21 de abril 1970 cios de merca­
do, Aho 1969 
(29)
(previsiôn) 
Aho 1971. 
(30)
Bélgica 6*8 5*3 5'20
Alemania 32*9 36*0 37'18
Francia 32*6 32*7 30'88
Italia 20*2 19*3 20*07
Luxemburgo 0*2 0*2 0*21
Holanda 7*3 6*6 6*63
(29) El aho 1969 es el ûltimo aho del que tenemos datos es- 
tadlsticos definitives; este aho, por otra parte, fuê 
el ûltimo del que pudo tener datos estadîsticos el Con 
sejo de Ministres que aprobô la Decisiôn de 21 de abril 
ütilizamos fuentes estadisticas de la OECD.
(30) El aho 1971, es el primer ejercicio en que rige la dec^ 
siôn de 21 de abril. Ütilizamos las previsiones a que 
se refiere Caria Barbarella en la pâg. 196 de su art. 
citado.
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Perlodo posterior al 1 de enero de 1973
El papel de las contribuciones de los Estados depende 
en este perlodo de que se realicen las condiciones necesa- 
rias para la aplicaciôn del recargo sobre los impuestos so 
bre el valor ahadido de los palses comunitarios. Deben di£ 
tinguirse a este respecto très supuestos:
12) Que menos de très Estados miembros apliquen una - 
base uniforme definida a nivel comunitario en su impuesto 
sobre el valor ahadido. No se establecerâ el gravamen pre­
visto en el art. 4, 1, delà Decisiôn de 21 de abril sobre 
la base de este impuesto, El equilibrio presupuestario se 
asegurarâ mediante contribuciones de los Estados miembros 
que completarân el producto de los gravâmenes agricolas y 
del impuesto aduanero atribuldos totalmânte en este perlo 
do a las Comunidades. El reparto de estas contribuciones 
entre los Estados se harâ aplicando el criterio de la re­
laciôn entre los Productos Nacionales Brutos a los precios 
del mercado en cada Estado (art. 4,3, de la Decisiôn de - 
21 de abril de 1970).
Esta Decisiôn no détermina si se trata de los Produc 
tos Nacionales Brutos del ejercicio cuyos gastos se finan 
cian o de algûn aho anterior.
El Reglamento de 2 de Enero de 1971 (Reglamento 2/71) 
dictado para completar la Decisiôn de 21 de abril, esta—  
blece en su art. 23 que el Producto Nacional Bruto a con- 
siderar aerâ la media aritmética de los correspondientes 
a los très primeros ahos del perlodo quinquenal preceden­
te al ejercicio que se financia con las contribuciones, - 
calculados éstos por las oficinas de estadistica de las -
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Comunidades. El mismo criterio se utilizarâ en el supuesto 
que a continuaciôn exponemos.
22) Que très o mâs Estados miembros apliquen la base 
uniforme en su impuesto sobre el valor ahadido. Un grava­
men con el limite mâximo del 1 por ciento se establecerâ 
sobre esta base en bénéficié de las Comunidades en estos - 
Estados. Los palses miembros que aûn no hayan establecido 
la base uniforme comunitaria en sus impuestos sobre el va­
lor ahadido, deberân satisfacer al presupuesto de las Comu 
nidades contribuciones determinadas en funciôn a la parti­
cipaciôn de su Producto Nacional Bruto en la suma de los - 
Productos Nacionales Brutos de los palses miembros (art, 4. 
2 de la Decisiôn de 21 de abril). En este caso puede verse 
una cierta falta de simetrla en cuanto los palses que par- 
ticipan con el T.V.A. distribuyen entre si sus cargas con 
arreglo a un criterio que se acerca mâs al Producto Nacio­
nal Neto que al Producto Nacional Bruto.
32) Que todos los Estados miembros hayan introducido 
la base uniforme en sus Impuestos sobre el Valor Ahadido: 
no procédé en este caso contribuciôn alguna de los Estados 
miembros.
&Pero qué ocurrirâ si los recursos propios son insu- 
ficientes para financiar los gastos comunitarios? Esta h^ 
pôtesis no ha sido contemplada en la Decisiôn de 21 de - 
abril de 1,970. Puede ponerse en marcha desde luego el - 
procedimiento de los arts, 201 del Tratado de la CEE y - 
173 del Tratado del Euratom y proveerse a las Comunidades 
con nuevos recursos propios. Pueden, tambiên, reducirse - 
los gastos, Lo que en todo caso va contra los tratados -
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es aprobar los presupuestos con déficit.
üPero se puede recurrir de nuevo a las contribuciones 
de los Estados? Creemos que no. La Decisiôn de 21 de abril 
de 1970, destierra, con las excepciones particulares que - 
hemos sehalado (31),las contribuciones del sistema finan—  
ciero comunitario. Esta decisiôn, aprobada por los Parla—  
mentos de los Estados miembros, pertenece a un rango norma 
tivo superior al de los reglamentos y decisiones ordinarios 
del Consejo. Creemos que no puede derogarse por normas co­
munitarias ordinarias. Sôlo por una reforma del Tratado o 
por una decisiôn sujeta al procedimiento del art. 201 del 
Tratado CEE y 173 del Tratado Euratom, que es el seguido - 
por la DeciÉiôn de 21 de Abril de 1970, podrlan introducir 
se de nuevo las contribuciones de los Estados en la finan­
ciaciôn de las Comunidades.
En todo caso, la norma de evitar variaciones graves - 
en las aportaciones de cada Estado se retine .para este pé­
riode, estableciéndose que la cesiôn general de fondes de 
éstos no debe superar el limite del 2% en mâs o en menos - 
respecto a la del période precedente (art. 4, 1, de la De­
cisiôn de 21 de abril interpretada por el art. 23, 5, del 
Reglamento de 2 de enero de 1.971).
Debemos observer que las contribuciones de los Esta­
dos miembros a que nos hemos referido se reparten con arre 
glo a claves que, de manera aproximativa o directe,respon- 
den al criterio del Producto Nacional Bruto relativo de -
(31) Financiaciôn de gastos del FEOGA correspondientes a - 
périodes de contabilizaciôn precedentes y de gastos - 
del personal del programa de investigaciones del Eura 
tom.
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los Estados miembros de las Comunidades, Creemos que la in 
troducciôn de este criterio constituye un avance respecto 
al régimen anterior en cuanto supone una aplicaciôn, cier- 
tamente no muy progresista, del principio de capacidad con­
tributive.
G. La puesta a disposiciôn de la Comisiôn de las contribu 
ciones de los Estados miembros
Los Tratados de Roma establecen que las contribuciones 
serân puestas por los Estados miembros a disposiciôn de la 
Comunidad en sus monedas nacionales. Los saldos disponibles 
de las contribuciones se depositarân en los Tesoros de - 
los Estados miembros o en los organismos que éstos desig—  
nen y conservarân el valor que corresponde a su paridad en 
vigor el dia en que fueron depositadas en relaciôn con la 
unidad de cuenta en que se confeccionan los presupuestos - 
(arts. 207 del Tratado de la CEE y l8l del Tratado del Eu­
ratom) .
Los arts, 209 del Tratado de la CEE y 183 del Tratado 
del Euratom establecen que "El Consejo, decidiendo por una 
nimidad, a propuesta de la Comisiôn... fijarâ las modalida 
des y el procedimiento conforme a los que las contribucio­
nes de los Estados miembros deberân ser puestas a disposi­
ciôn de la Comisiôn".
El régiemn a aplicar en relaciôn con la puesta a di£ 
posiciôn de las contrihiciones de los Estados miembros,con 
tenido en el proyecto de Reg&mento financière unificado a 
que hicimos referencia en pâginas anteriores, reproduce - 
el sistema anteriormente vigente para las contribuciones
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générales de la CEE y para las de funcionamiento del Eura 
tom.
Segûn el art. 29 del proyecto de Reglamento unifica­
do, las contribuciones de los Estados se exprèsarân en el 
presupuesto en unidades de cuenta y se convertirân en la 
moneda nacional del Estado miembro deudor, teniendo en - 
cuenta la correspondencia en oro fino de la unidad de cuen 
ta y de la moneda que se considéré, tal como ha sido decla 
rada al Fondo monetario internacional.
El art. 30 dispone que las cQtribuciones serân inscrj^  
tas en el haber de las cuentas especiales "Contribuciones" 
abiertas a la Comisiôn en el Tesoro o en el organisme que 
désigné cada Estado miembro a razôn:
a) de 7/12 de la contribuciôn anual antes del 20 de 
enero del aho a que el presupuesto se refiere, o en el pla 
zo de 30 dlas después de la aprobaciôn definitiva del pre­
supuesto si ôste tiene lugar con posterioridad al comienzo 
del ejercicio.
b) de 5/12 al 1 de julio del aho a que corresponde el 
ejercicio presupuestario.
Cuando se aprueben presupuestos suplementarios o rec 
tificativos - esto ûltimo ocurrirâ necesariamente cuando 
se produzca un cambio en la paridad oficial de la moneda 
de algûn Estado miembro - los complementos de contribucio 
nés que de los mismos resulten se pondrân inmediatamente 
a disposiciôn de la Comisiôn.
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V
LOS PRIMEROS RECURSOS PROPIOS: EL GRAVAMEN 
SOBRE LA PRODUCCION DEL CARBON Y DEL ACERO 
DE LA CECA, EL IMPUESTO SOBRE LOS SUELDOS 
Y SALARIOS DE LOS FUNCIONARIOS Y LA CONTRI 
BUCION DE ESTOS AL REGIMEN DE PENSIONES.
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1. EL GRAVAMEN SOBRE lA PRODUCCION DEL CARBON Y DEL ACERO 
Y DE LA CECA (l)
La Comunidad europea del Carbôn y del Acero, a diferen 
cia de 3a CEE y del Euratom, dispuso, desde su origen , de - 
una fuente autônoma de financiaciôn. La posibilidad de esta 
blecer y percibir un tribute directamente evitaba a la CECA 
las servidumbres financieras y polîticas que el sistema de 
las contribuciones de los Estados miembros lleva consigo -
(2). La independencia financiera que este gravamen confiriô 
y confiere a la CECA ha sido fundamental para su desarrollo 
Se ha dicho que, gracias a su existencia, la Comunidad ha - 
podido evitar los peligros de parâlisis que supone un siste 
ma de financiaciôn dependiente de los Estados miembros. La 
CECA no ha estado sometida a la espada de Damocles de la ne 
gaciôn de contribuciones por parte de algûn Estado miembro 
y ha evitado las crisis y dificultades que la CEE ha tenido 
que afrontar en razôn de sus problemas financieros. Gracias 
a este gravamen, la Alta Autoridad ha podido realizar una -
(1) Hemos traducido en este caso la expresiôn "prélèvement" 
que figura en los textos francesas por la palabra gra 
vamen. Hemos querido conservar la generalidad y ambi- 
güedad del vocablo prélèvement traduciéndolo por un vo 
cablo de generalidad équivalente. Utilizar la palabra 
impuesto hubiera correspondido mâs técnicamente a la - 
naturaleza del tribute, lo cual hubiera sido aportar - 
una precisiôn que no existe en los textos légales.
(2) No obstante, para el perîbdo que mediô entre la entra- 
da en funciones de la Alta Autoridad y el 30 de junio 
del aho siguiente, a partir de cuya fecha comienza a - 
régir el primer estado de previsiôn de la Alta Autori­
dad, los Estados miembros debieron satisfacer a la CE­
CA contribuciones reembolsables, El art. 7 de la Con-
- 215 -
polltica libre de presiones nacionales. En fin, la CECA ha 
apoyado en este gravamen su crédite, tan importante peira - 
quién ha de solicitar empréstitos en el mercado financière.
(3)
La autonomla de la CECA en el establecimiento y recau 
daciôn del gravamen, la innovaciôn que esta forma de finan 
ciaciôn supone respecto a las que normalmente utilizaban - 
el reste de las organizaciones internacionales, ha hecho - 
un tôpico la afirmaciôn de que el gravamem CECA es el pri­
mer tribute supranacional.
Esta afirmaciôn debe ser aceptada con ciertas limita- 
ciones. Con anterioridad a la existencia del gravamen CECA 
ya existian derechos de navegaciôn establecidos y recauda- 
dos por los organismos fluviales internacionales (4), y la 
ONU habla comenzado a percibir en 1949, dos ahos antes del
venciôn, estableciendo las medidas transitorias a que - 
se refiere el art. 85 del Tratado,dispone en su aparta­
do 2: "El gravamen previsto en el art. 50 del Tratado - 
podrâ percibirse a partir de la aprobaciôn del primer - 
estado de previsiôn, Con carâcter transitorio y para f^ 
nanciar los primeros gastos administrativos, los Estados 
miembros realizarân avances reembolsables y sin intere- 
ses, repartidos a prorrata de sus cotizaciones a la Or­
ganizaciôn Europea de Cooperaciôn Econômica". La CECA no 
ha utilizado, pues, el sistema de financiaciôn por con­
tribuciones. Estos avances, al tener carâcter reembolsa 
ble, no constituyen otra cosa que préttamos de Estados 
miembros. La ûnica aportaciôn definitiva de éstos a la 
CECA estâ constituida por los intereses de estos avan—  
ces.
(3) Véanse entre otros "Le rapport politique de la Haute Au 
torité"; en Parlamento Europeo: "Les ressources propres 
aux Communautés Européennes et les pouvoirs budgétaires 
du Parlement européen*^. Junio 1970, op.cit. pâg. 34 y -
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Tratado de Paris, un impuesto sobre los sueldos de sus - 
funcionarios (5).
De todas man eras, lo's derechos de navegaciôn con su 
naturaleza ambigua entre precios y tasas, y el impuesto 
sobre los sueldos a los funcionarios, un tanto ficticio, 
establecido por razones no financieras, distan mucho de 
reyestir la importancia y significaciôn del grayamen so­
bre la producciôn del carbôn y del acero a que nos refe- 
rimos.
A. El poder impositiyo de la CECA
El art. 49 del Tratado Constitutivo de la CECA esta 
blece: ”Se autoriza a la Alta Autoridad a procurarse los 
fondes neces arios para el cumplimiento de su misiôn: e£ 
tableciendo grayâmenes sobre la producciôn del carbôn y 
del acero..."
35; Merigot: Aspects fiscaux de la CECA, Revue de Scien 
ce et legislation financière, 1953, pAgs. 532 a 544 y 
738 a 76 5. Rossignol, Les finances de la CECA et le de 
veloppemment financier des institutions européennes. Re 
vue de Droit Public, 1954, pâgs. 986 y ss,
(4) Rossignol, op. cit. pâgs. 988 y 989.
(5) Una interesante exposiciôn de este impuesto puede ver 
se en Robert Lefebvre, "Le budget de 1 * ONU", Mémoire 
de l'Institut des Hautes Etudes Internationales de Pa­
ris. Paris, 1931, pAgs. 56 y ss.
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El sentido del articule es claro: Se autoriza a la 
ta Autoridad a establecer el gravamen. Este no tiene, pues, 
su fuente inmediata en el Tratado de Paris sino en los ac­
tes de los ôrganos de la Comunidad Europea del Carbôn y - 
del Acero, actes que serân legitimes si se encauzan en les 
limites en que ha side atribulde el peder de dietaries a - 
les ôrganos de la Comunidad.
El gravamen CECA ne se establece en el Tratado de Pa­
ris, sine en las decisienes générales de la Alta Autoridad 
Esta interpretaciôn ne es cempartida per tedes les cementa 
ristas de este impueste, Armand Daussin, per ejemple, es—  
cribc: ”E1 gravamen es un dereche que el art. 50, pârrafe 
2 (del Tratado de Paris) autoriza a percibir a la Alta Au- 
teridad cada ahe sobre el valer medie de la preducciôn del 
carbôn y del acere (6). Observemes que Daussin escribe "au 
terizaciôn a percibir" en vez de auterizaciôn a establecer 
ceme dice el art. 499 del Tratado. Esta pestura se basa,se^ 
gûn su auter, en el siguiente argumente: "Ne se ha atribu_l 
de a la CECA una verdadera cempetencia fiscal (en francês, 
literalmente "fonction fiscal"), pues elle supendrla una - 
libertad de acciôn do la que carece. Se trata, de heche, 
del peder de percibir unes derechos, peder que es cenfina- 
de en estreches limites, tante en le que se refiere al eb- 
jete impenible ceme a les tipes de gravamen" (7)
(6) Armand Daussin "Le rôgime financier des Cemmunattés 
en Droit des Cenmunautès Européennes, dirigida per 
Ganshef van der Meersch, op. cit. pâg. 468.
(7) Ibid, 469
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Ningûn poder impositivo se confiere, segûn Daussin, a 
la CECA. La Comunidad es ûnicamente la acreedora de un tr_i 
buto cuyo establecimiento se agota en el Tratado, Esta po£ 
tura tiene la ventaja de evitar los problemas que represen 
ta el reconocimiento de un verdadero poder de impo siciôn a 
una organizaciôn international, pero creemos que no se aju£ 
ta ni a la letra ni a la intenciôn del tratado de Paris.
El contenido del art. 51 contrasta con la parquedad - 
que suelen ofrecer las constituciones en sus normas de atr_i 
buciôn de poderes tributaries a les ôrganos nacienales:"Les 
gravâmenes - dice este articule - serân establecides ("as— r 
sis" en el texte francês) sobre les diferentes preductes en 
funciôn de su valer medie, sin que el tipe de gravamen pue 
da exceder del 1 per ciente, salve auterizaciôn previa del 
Censée adeptada per mayeria de des tercies. Las cendicienes 
de heche impenible, base y percepciôn serân fijadas, evitan 
de en le pesible les gravâmenes acumulatives, per una deci- 
siôn general de la Alta Autoridad, una vez censultade el - 
Censeje.".
Ne existe aqui el establecimiento de un gravâmen sine 
la cencesiôn de poderes para que tal establecimiento pueda 
llevarse a cabe. Pere esta atribuciôn ne es abseluta, sine 
que viene limitada de la misma manera que suele serle la - 
atribuciôn de poderes de impesiciôn a les entes locales e - 
que en su erigen le fuê la atribuciôn de estes poderes a les 
Estades federales.
19) El gravamen ha de establecerse sobre la preducciôn 
del carbôn y del acere. Esta es la mâs importante limita—  
ciôn. En cuante se refiere al carbôn y al acere la limita-
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ciôn no es mâs que una consecuencia del objeto de la Cornu 
nidad a que el impuesto se atribuye. No puede decirse lo 
mismo de la exigencia de que el importe recaiga sobre la 
producciôn (podrla haberse referido al beneficio o al v.o- 
lûmen de ventas de las empresas productoras de carbôn y - 
de acero a alguna otra magnitud en relaciôn con dichas em 
presas).
29) No existe limite alguno a la cuantia del tipo - 
de gravamen sino diferencias en el procedimiento o, si se 
quiere, en la competencia de su fijaciôn,segûn el nivel - 
de êste. Si el tipo es inferior al 1 por ciento podrâ ser 
fijado por la Alta Autoridad con toda independencia. Si - 
excede de este porcentaje la Alta Autoridad habrâ de ob- 
tener la auterizaciôn del Consejo antes de e&tablecerlo.
32) Deberâ evitarse en la medida de lo posible un - 
sistema de impesiciôn en cascada, que grave varias veces 
con el impuesto un mismo producto. Pero a la Comunidad - 
le queda en sus manos la determinaciôn concreta del hecho 
impenible y de la base, la fijaciôn, como hemos visto, de 
un elemento tan esencial como el tipo de gravamen, ademâs 
de las normas que rigen la administraciôn del tribute,
Creemos, pues, que en el Tratado de Paris no se es­
tablece el gravamen, sino que se atribuyen unes poderes - 
limitados a los ôrganos de la CECA para que éstos lo esta 
blezcan. Esta interpretaciôn, ademâs de su transcedente 
significaciôn teôrica, acarrea la consecuencia prâctica 
de conferir a los ôrganos de la CECA la posibilidad de —  
suspender la vigencia del tribute sin tener que recurrir
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a ]a ficciôn del establecimiento de un tipo de gravamen ce 
ro. Esta interpretaciôn nos parece consecuente ademâs con 
la redacciôn del Tratado de Paris. En el art. 49 del mis­
mo se autoriza o habilita a la Alta Autoridad a estable—  
cer el gravamen, no se le obliga a hacerlo. El art. 50,en 
cambio, dispone que los gravâmenes serân establecidos anual^  
mente, pero esta afirmaciôn no supone un mandato sino la 
introducciôn a un precepto en el que se describen las ca- 
racteristicas que ha de tener el tipo de gravamen.
: La suspensiôn del gravamen no se ha producido hasta
la fecha y constituye una posibilidad teôrica dificil. Se 
ria necesario para que tal suspensiôn se produ.jera que en 
algûn ejercicio econômico bastara, para la financiaciôn - 
de los gastos a que se destina el gravamen, con las dona- 
ciones y legados efectuados en favor de la Comunidad que 
el art. 49 del Tratado le autoriza a aceptar (8) o, lo - 
que tiene mâs sentido, con una reducciôn de las réservas i 
que la coyuntura aconsejara realizar (9).
De acuerdo con el art. 50 del Tratado: A la Alta Au­
toridad - despuês de consultar al Consejo - corresponde - 
la fijaciôn de las condiciones del hecho imponible y de - 
la base (assiette, en el texto frances), asi como el esta 
blecimiento de las normas necesarias para su recaudaciôn.
No siendo vinculante el dictamen que el Consejo ha de em^
(8) Estas donaciones se sumarian a los sustanciosos inte- 
reses que la Comunidad percibe por sus fondes y reser 
vas en metâlico.
(9) Mâs abajo nos referiremos a este punto.
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tir a este respectera la Alta Autoridad pertenece en ex- 
clusiva el poder tributario en este campo. La Comisiôn - 
Coïïiûn a las très Comunidades asume el poder de la Alta - 
Autoridad en el présente en virtud del Tratado de Bruse- 
las de 1,965.
La Alta Autoridad hizo uso de estos poderes en su - 
décision 2/52 de 23 de diciembre de 1952. En esta Deci—  
siôn se contiene, ademâs de la definiciôn del hecho impo 
nible y de la base y las normas de gestion y recaudaciôn 
del gravamen, el procedimiento a seguir para la fijaciôn 
del tipo. La Decision 2/52 contin&a vigente, pero en su 
texto han sido introducidas modificaciones por las Deci- 
siones 30/54 de 15 de junio 1954, 31/55 de 19 de noviem- 
bre de 1955, 4/59 de 21 de gnero de 1959 y 6/65 de 17 de 
marzo de 1965.
La fijaciôn del tipo de gravamen corresponde a la - 
Alta Autoridad por si sola, cuando êste no exceda del 1 
por ciento, sin que en este caso sea necesaria interven- 
ciôn alguna del Consejo. El art. 50, 2 del Tratado no cl 
ta expresamente a la Alta Autoridad a estos efectos, pe­
ro su competencia para la fijaciôn del tipo de gravamen 
se dériva fâcilmente de la habilitaciôn general del art. 
49 para establecer el impuesto, vâlida para todos los - 
elementos del mismo si no se dispone lo contrario.Y a la 
Alta Autoridad con la autorizaciôn del Consejo, autoriza 
ciôn que ha de ser acordada por mayoria de dos tercios, 
cuando el tipo de gravamen haya de exceder de aquel por­
centaje. Esta autorizaciôn, a diferencia del dictamen a 
que nos hemos referido anteriormente, es necesaria para 
elevar el tipo por encima del 1 por ciento.
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Pero en relaciôn con esta autorizaciôn del Consejo se 
puede plan tear el problema de si es necesaria en cada caso 
en que se trate de establecer para un ejercicio un tipo su 
perior al 1 por ciento o, si es posible, que sea concedida 
con carâcter general y de modo abstracto, acordândose de — 
que la Alta Autoridad establezca un tipo superior, siempre 
que no sobrepase, por ejemplo, el 2 por ciento. Esta segun 
da interpretaciôn no nos parece sostenible en cuanto impl^ 
ca la modificaciôn del Tratado por el Consejo por mayoria 
de dos tercios, lo que se aleja extraordinariamente de las 
condiciones ordina rias de modificaciôn del mismo. Creemos 
que el tipo de gravamen debe ser fijado anualmente y cada 
vez que haya de ser superior al 1% deberâ ser autorizado 
por el Consejo.
A efecto de la fijaciôn del tipo de gravamen se ha ve 
nido desarrollando una prâctica de extraordinario interés 
y significaciôn. La Alta Autoridad consulta a diversas co 
misiones del Parlamento europeo el tipo de gravamen que - 
se propone establecer. Aunque muy tênuemente, esta consul^  
ta constituye un principio de reconocimiento de la necesi 
dad de intervenciôn del Parlamento en la regulaciôn y con 
trol de la financiaciôn de las Comunidades. En fecha re—  
ciente, el Parlamento europeo ha adoptado una resoluciôn - 
estimando oportuno que, en vez de ser consultadas varias - 
comisiones parlamentarias, lo fuera el pleno del mismo pa­
ra darle mayor transcedencia polltica a este acto. Esta r£ 
soluciôn tiene el interês de:
- considerar que la prâctica descrita tiene su base 
en un gertlemen's agreement.
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- tratar de iniciar la prâctica que propone, al mostrar 
se conforme sin haber sido consultado, con el tipo del 0,30 
por ciento adoptado para el ejercicio 1971. (lO)
La Décision de 23 de diciembre de 1952 (3/52) fijô por 
primera vez el tipo de gravamen a un tiempo que completô las 
normas de gestion que se contienen en la Decision 2/52. La - 
inclusion de estas normas en la decision debe ser la causa - 
de que la fijaciôn anual de tipo de gravamen se haya realiza 
do ordinariamente por decisiones que modifican los artlculos 
correspondientes de la Decision 3/52, dejando êsta en vigor. 
Las normas de gestiôn contenidas en esta decision fueron corn 
pletadas por la Decision 29/55 de 3 de noviembre de 1955.
B. Caractères del ..gravamen
El cuerpo de disposiciones citado establece y régula un 
impuesto sobre la producciôn del carbôn y del acero de natu- 
raleza especial, no afectado a gastos determinados.
El gravamen CECA es un impuesto. Su pertenencia a este 
concepto no ofrece duda alguna^ La CECA, haciendo uso de los 
poderes de imposiciôn que le otorga el Tratado, establece - 
una obligaciôn sobre determinados sujetos, que se fundamenta 
en el poder de la Comunidad y cuyo nacimiento no depende de 
actividad concreta alguna de êsta, ni de la produ'cciôn de - 
un acto ilicito. (ll)
(10) Vêase el informe de la Commission des finances et des 
budgets (doc. 223/70 del Parlamento)
(11) Vêase entre otros muchos conceptos de impuesto Semina-
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El gravamen CECA es un instrumente financière pure, en 
cuanto que, a diferencia de otros tributes comunitarios, no 
se ha creado para intervenir en la economîa, sino directa y 
p23ndpa2moi:e para sostener las cargas de las Comunidad y en 
esta funciôn financiera agota su significado esencial. El - 
gravamen CECA se establece sobre la producciôn del carbôn y 
del acero. Se trata, pues, de un impuesto indirecte sobre - 
la producciôn, de devengo no periôdico, que se transmite a 
los precios de los productos, etc. (l2)
El gravamen CECA es un impuesto especial. El gravamen 
CECA es un impuesto especial en cuanto recae sobre activida 
des que tienen lugar en una rama de la producciôn especifi- 
ca. Su hecho imponible no se define abstractamente respecte 
a una o varias fases del proceso econômico, cualquiera que 
fuera el objeto del mismo, sino que se refiere a una serie 
de bienes determinados. Esta estructura créa algunos proble 
mas que deben ser sehalados:
rio de Derecho Financière dirigido por Sainzde Bujanda, 
op. cit. Tome I, vol. 2°, pâg. 12 y ss.
(l2) Cuando estudiemos el hecho imponible del gravamen serâ 
consideradQ la problemâtica creada por su naturaleza - 
de impuesto a la producciôn. No abundamos en relaciôn 
con la distinciôn impuestos directes e indirectes por 
lo amblgua y poco significativa de la misma. De acuer­
do con los criterios convencionales de esta distinciôn 
el gravamen CECA séria un impuesto indirecte. Segûn un 
criterio jur idico estricto séria en cambio un impue£ 
to directe. Vêase Fernando Sâinz de Bujanda, Impuestos 
directes e impuestos indirectes. Anâlisis juridico de 
una vieja distinciôn, Hacienda y Derecho, Vol. II, pâg 
429 y ss.
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19) Como impuesto que grava la producciôn del carbôn y - 
del acero y que sirve para financiar los gastos que una Co 
munidad International ha de realizar para favorecer a la - 
misma rama de producciôn que se grava, plantea el problema 
de que, las coyunturas desfavorables en que su tipo de gra 
vamen debiera ser menor y en las que a tipos iguales su - 
rendimiento es inferior se corresponden con los momentos - 
de mayores necesidades de gastos y viceversa. Se trata, en 
cierto modo del fenômeno inverso a la funciôn de estabili- 
zador automâtico de un impuesto flexible. La especializa—  
ciôn de la CECA no permitla otra especie de gravamen. Hu—  
biera sido politicamente inaceptable un gravamen sobre los 
productos sustitutivos de los productos CECA, aûn cuando - 
desde esta perspectiva hubiera resultado mâs rational. La 
CECA ha obviado las dificultades referidas creando diversos 
fondos o réservas que evitan incrementar el tipo de grava­
men en los momentos de depresiôn econômica del sector. Es­
tos fondos se dotan en las coyunturas altas o normales.
29) Creadas la CEE y el Euratom y sobre todo, fusiona 
dos los ejecutivos de las très Comunidades y afectado par­
te del gravamen a la financiaciôn del presupuesto comûn de 
las mismas, productores y consumidores de carbôn y de ace­
ro han sugerido que este impuesto suponla una discrimina—  
ciôn contra el sector, ya que no existen a nivel comunita- 
rio otros tributos équivalentes, mientras en la actualidad 
toda la economia se encuentra afectada por las Comunidades 
europeas.
En el informe del Comité consultivo de la CECA, cons- 
tituîdo para examinar los problemas que creaba la fusiôn -
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de los ejecutivos se han sugerido diversas soluciones:
- la generalizaciôn del sistema del gravamen a todos 
los sectores productivos (propuesta del grupo de trabaja- 
dores, temerosos de ver extinguirse la acciôn social de - 
la CECA al desaparecer este medio de financiaciôn).
- la supresiôn del gravamen o la acreditaciôn de êste 
a los contribuyentes en la determinaciôn de los tributos 
nationales. La cuota del gravamen CECA séria deducida - 
(desgravada) de las cuotas de los tributos de los Estados 
miembros (propuesta de los productores de acero) (13)
El gravamen CECA es un impuesto no afectado. Esta - 
caracteristica del gravamen debe ser matizada. De acuerdo 
con el art. 50, 1, del Tratado "Los gravâmenes se desti- 
narân a tubrir:
- los gastos administrativos previstos en el art. 78 
(14) (del Tratado de Paris, como los demâs artlculos a que 
nos referimos a continuaciôn).
- la ayuda no reembolsable prevista en el art. 56, re 
ferente a la readaptaciôn (15).
(13) Rapport du Comité consultatif sur la fusion des Commu­
nautés européennes (jurnal Officiel n9 62 de 2 de - 
abril de 1966) y Parlamento Europeo: Les ressources 
propres aux Communautés européennes. Luxemburgo 1970 
op. cit. pâg. 35.
(14) El art. 78 del Tratado establece en su pârrafo 2:"Los 
gastos administrativos de la Comunidad comprenderân - 
los gastos de la Alta Autoridad, incluîdos los que se 
refierenal funcionamiento del Comité Consultivo, asi
como los del Tribunal, del Secretariado de la Asam--
blea y del secretariado del Consejo".
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- la fracciôn de las cargas de sus emprêstitos no eu 
bierta con los beneficios de sus prêstamos, asi como el - 
juego eventual de su garantla a los emprêstitos suscritos 
directamente por las empresas, en relaciôn con las facili 
dades de financiaciôn previstas en los arts. 54 y 56.
- los gastos consagrados a estimular la investigaciôn 
têcnica y econômica en las condiciones previstas en el pâ 
rrafo 2 del art. 55.
(^Es esta enumeraciôn limitativa? El texto legal dispone 
ne "los gravâmenes se destinarân a cubrir", pero guarda s^ 
lencio respecto a si pueden utilizarse para financiar otros 
gastos.
La clave de la soluciôn de este problema puede estar 
en el art. 51 del Tratado, donde se establece que "Los - 
fondos procedentes de un emprêstito no podrân ser utiliza 
dos por la Alta Autoridad mâs que para la concesiôn de - 
prêstamos". Respecto a los emprêstitos, el Tratado es, en 
cambio, terminante, lo que contrasta con la ambiguedad con 
la que se sehala el destino del gravamen. Si se querla - 
afectar êste a los gastos que se enumeran en el art. 50,
6Por quê no utilizar una fôrmula igualmente Clara? Pero, 
ademâs, lâs ûnicas fuentes de financiaciôn previstas por - 
el Tratado de Paris de que puede, con seguridad, disponer
(l5) Se trata de procurar el reempleo de la mano de obra, 
apoyando la creaciôn de actividades nuevas, financian 
do programas de reeducaciôn profesional, concediendo 
subvenciones de paro a los trabapdores o cubriendo - 
los gastos de rein±alaciôn de éstos.
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la CECA son los emprêstitos y el gravamen (las donaciones 
a las que el Tratado se refiere son eventuales e improba­
bles) (16). Si los emprêstitos estân claramente afectados 
a los prêstamos, debe entenderse que el gravamen debe te­
ner poSibilidades mâs générales que una interpretaciôn - 
restrictiva del art. 50 le concederla y poder ser utili- 
zados para gastos operacionales nuevos en que pudiera in- 
currirse en desarrollo del Tratado o de sus eventuales mo 
dificaciones, La funciôn de la enumeraciôn del art. 50 es 
sehalar que esos gastos no deben ser financiados con em—  
prêstitos,aûn cuando alguno de ellos esté muy relaciona- 
do con la polltica de prêstamos de la Comunidad, sino ex- 
clusivamente con el gravamen, a no ser que casuales dona­
ciones - los ingreses por intereses de los fondos consti- 
tuidos con los ingresos del gravamen no estaban previstos 
en el Tratado - pudieran ser utilizados junto a êste.
(16) Debemos advertir que el gravamen obpto de nuestro e_s 
tudio coexistiô con otro tributo igualmente estable- 
cido y administrado por la CECA, el gravamen de pere 
cuaciôn establecido por la Decisiôn de 7 de febrero 
de 1953 (Decisiôn l/53) que gravaba la producciôn de 
carbôn de Alemania y Holanda para obtener fondos pa­
ra subvencionar a las empresas de Bêlgica e Italia,
y de esta manera atenuar durante un période transite 
rio los efectos aduaneros que a esta rama de la rro- 
ducciôn de estos dos ûltimos paises, podia causarles 
la instauraciôn de la Comunidad. La fuente de atribu
ciôn de poderes de la Alta Autoridad para el estable
cimiento de este tributo se encuentra en el art. 25 
de la Convenciôn estableciendo las disposiciones tran 
sitorias de la CECA, firmada al mismo tiempo que el 
Tratado de Paris.
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Desde la creaciôn de las otras Comunidades la CECA,con 
el producto de su gravamen, participô en la financiaciôn - 
del Tribunal y el Parlamento comûn. Fusionados los ejecuti­
vos y creado un presupuesto que englobaba, junto a los gas­
tos administrativos y operacionales de otras comunidades, - 
los gastos administrativos CECA, la CECA participa en el - 
mismo con una suma de dieciocho millones de unidades de cuen 
ta procedentes de su gravamen (art. 20,2 del Tratado de Bru 
selas), cuantia que puede ser modificada por decisiôn del - 
Consejo por la mayoria a que se refiere el art. 28, aparta- 
do 4, del Tratado de Paris, modificado por el Tratado de Lu 
xemburgo de 27 de octubre de 1956: mayoria absoluta de los 
Estados miembros ^siempre que entrelos que constituyen la mayo 
ria se encuentre un Estado que asegure un 1/6 de la produc­
ciôn de carbôn y de acero de la Comunidad.
Estos dieciocho millones financiarôn indiscriminadamen 
te, sin afectaciôn alguna, los gastos de las très comunida­
des contenidos en el presupuesto comûn.
C. Estructura del gravamen.
Hecho imponible
El hecho imponible estâ constituido por la producciôn - 
de carbôn y de aceyo. El art. 4 de la. Decisiôn 2/52 de la - 
CECA dispone: "los gravâmenes serân debidos por cada empre- 
sa sobre el tonelaje de su producciôn impnible". Las mate—  
rias cuya producciôn estâ sujeta al impuesto se enumeran en 
el art, 1 de la misma decisiôn:
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12) Briquetas de lignito y semicoque de lignito
22) Huila de todas clases.
32) Arrabio que no sea destinado a la fabricaciôn de 
lingotes.
42) Acero Thomas en lingotes
52) Acero en lingotes que no sea Thomas en lingotes.
62) Los productos acabados y los productos finales a 
que se refiere el anejo 1 del Tratado. (Este ane 
jo define la exprèsiôn carbôn y acero, enumeran- 
do detalladamente los productos a que se aplica 
el Tratado de Paris) (17)
Se trata, como adelantamos, de un impuesto a la pro­
ducciôn. A diferencia con los impuestos de ventas, los im 
puestos a la producciôn gravan los incrementos de existen 
cias o stocks de las empresas. Este hecho puede crear gra 
ves dificultades de liquidez .a las empresas, especialmen- 
te en momentos de depresiôn del sector, en que estas exi£ 
tencias alcanzan un nivel elevado. Como el devengo del im 
puesto no coincide con la obtenciôn de ingresos liquidos 
por los sujetos pasivos, el pago de la obligaciôn tributa 
taa puede acarrear graves dificultades financieras.
(17) Un desarrollo de este articule, con detalle de las ca 
racteristicas y condiciones de los productos sujetos 
al gravamen, puede encontrarse en la Comunicaciôn de 
la Alta Autoridad referente a las modalidades del he­
cho imponible, de la base, de la declaraciôn y de la 
percepciôn del gravamen. Publicada en el Journal Off^ 
ciel de 6 de noviembre de 1962, n2 111, Esta comunica 
ciôn que sustituye a las circulares de fecha anterior 
de la Oficina del gravamen, tiene un valor équivalen­
te al de las circulares en los Derechos nacionales.
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Piira corregir este inconveniente, la decisiôn 4/59 de 
la CECA introdujo en el texto de la decisiôn 2/52 un arti­
cule 4 bis que dispone: "La Alta Autoridad podrâ decidir,- 
si es necesario con efectos rétroactives, que las empresas 
de determinados sectores industriales, en las que se hayan 
constituido^ stocks inhabituales, habida cuenta de las con 
diciones de producciôn y de suministro ordinaries, se bene 
ficien del page diferido que no devengue intereses respec­
to al cumplimiento del gravamen debido per los productos - 
en stock".
La Alta Autoridad hizo uso de esta autorizaciôn en la 
Decisiôn de 21 de enero de 1959 (5/59), permitiendo a las 
empresas carboniferas que lo soliciter diferir el pago - 
del impuesto debido por determinados stocks que excedie—  
ran los existentes en 31 de diciembre de 1957.
Esta posibilidad rie debe interpretarse en modo alguno 
como una derogaciôn al carâcter de impuesto a la producciôn 
del gravamen, sino, simplemente, como una atenuaciôn, en 
casos excepcionales, de los problemas que esta configura- 
ciôn del hecho imponible del mismo puede crear a las teso 
rerias de las empresas.
Sujeto pasivo
Los sujetos pasivos son los titulares, personas fisi 
cas o morales, de las industrias productoras de carbôn y 
de acero. "El pago serâ efectuado - dice el apartado 3 de 
art. 4. de la Decisiôn 2/52 de la CECA - por cada empresa, 
por el conjunto de los establecimientos que le pertenecen" 
Pero el mismo precepto establece una excepciôn de esta re
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gla: "Sin embargo, los establecimientos pertenecientes a - 
una empresa situada en el territorio de otro Estado miem—  
bro o de un pais tercero, efectuarân por si mismos los pa­
go s que correspondan a su propia producciôn". (18)
La asignaciôn de la condiciôn de sujeto pasivo a los 
establecimientos que, aûn sin personalidad juridica propia 
en Derecho privado, dependen de titulares domiciliados en 
terceros paises, pero constituyen una unidad autônoma de - 
producciôn,ar moniza perfectamente con las corrientes pré­
dominantes en el Derecho tributario internacional, de per- 
sonalizar e independizar al establecimiento permanente.Des 
de una perspectiva puramente teôrica hubiera sido , en cam 
bio, mâs lôgico no atribuirles este carâcter a los estable 
cimientos dependientes de sociedades u otros sujetos domi­
ciliados en territorio comunitario, exigiendo en este caso 
el gravamen a la empresa conjuntamente por todos sus esta­
blecimientos productores. Esta soluciôn hubiera sido mâs - 
congruente con la consideraciôn unitaria del territorio —  
comunitario y un refuerzo a la supranacionalidad del grava 
men. La razôn de la soluciôn adoptada se encuentra en que 
los agentes de la ejecuciôn forzosa del gravamen son los - 
Estados miembros y por lo tanto un olvido de las fronteras 
nacionales hubiera implicado sérias dificultades administra 
tivas.
(l8) La disposiciôn no se refiere al sujeto pasivo, sino - 
al obligado a realizar el pago. La coincidencia de e£ 
tas figuras en este tributo nos permite referirnos in 
distintamente a uno u otro. La obligaciôn de pago y - 
las demâs obligaciones tributarias han de ser cumpli- 
das por los mismos sujetos.
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Debe tenerse en cuenta que el sujeto pasivo es la em 
presa que lleva a cabo la producciôn material objeto del 
gravamen, que no siempre coincide con la titular juridica 
del resultado de esta producciôn. En aquéllos casos en - 
que la producciôn se realiza por cuenta ajena, en cumpli­
miento de un contrato de ejecuciôn de obra, el obligado - 
es el contratista, el ejecutor material. En este sentido 
la Comunicaciôn de la Alta Autoridad publicada en el Jour 
nal Officiel de 6 de noviembre de 1962 aclara: "Los artl­
culos 49 y 50 del Tratado y las decisiones nés. 2/52 y 3/ 
53 de la Alta Autoridad precisan netamente que el grava—  
men se establece sobre la producciôn. Todo producto some 
tido al gravamen debe pues ser declarado alll donde apa- 
rece, incluso cuando la producciôn ha sido efectuada por 
cuenta de un tercero".
Base imponible y tipo de gravamen
En cumplimiento de lo dispuesto por el Tratado de - 
Paris, la base del gravamen CECA debe estar constitulda 
por los valores medios - no los valores efectivos - de - 
los productos gravados y estructurarse de forma que se - 
évité la imposiciôn acumulativa. El tipo debe establecer 
se sobre esta base.
La Decisiôn 2/52 de la CECA, respetando el Tratado, 
establece el siguiente procedimiento de fijaciôn de bases 
y cuotas:
La Alta Autoridad, teniendo en cuenta los datos es— - 
tadlsticos por ella recogidos, deberâ obtener los valores 
medios por tonelaje de cada uno de los productos sujetos.
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dividiendo el valor global comunitario estimado de los in­
gresos netos en fâbrica por la producciôn de la Comunidad 
(art. 2,1). Igualmente calcularâ las cantidades médias de 
los productos sometidos al gravamen neces arios para la -
producciôn de cada producto gravado (art. 2, 2). Por ûlti
mo, la Alta Autoridad confeccionarâ un baremo en que se 
fijen en unidades de cuenta la cuota del gravamen que co­
rresponde por tonelada producida de cada producto sujeto 
(art, 2, 3). Esta cuota resultarâde aplicar el tipo de gra 
vamen proporcional que corresponde al ejercicio al valor - 
medio de una tonalada de cada producto, despuês de deducir 
el valor medio de los productos gravados que intervienen - 
en su producciôn.
La decisiôn 3/52 de la CECA, que se ha ido modifican- 
do sie mpre que se ha decidido un tipo de gravamen propor­
cional nuevo o han cambiado los valores que intervienen en 
el câlculo del baremos final,contiene todas las menciones 
referidas.
En nuestra opiniôn a efectos externos, es decir, en - 
relaciôn con el valor vinculante respecto a terceros de las 
disposiciones que establecen y regulan el gravamen, ûnica­
mente résulta relevante el baremo en que se fija de manera 
definitiva las unidades de cuenta a satisfacer por cada to
nelada producida. Queremos con esto decir que, tanto el tô^
po proporcional general como las reglas para la fijaciôn - 
de los valores medios por tonelada y los de porcentajes de 
deducciôn por productos intermedios no son mâs que datos 
auxiliares para la fijaciôn de tal gravamen, que solo oblj^  
gan a la Alta Autoridad para laconfecciôn del baremo.
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Consiguientemente, la base imponible o parâmetro de ês­
te impuesto estâ constitulda por las cantidades en toneladas 
producidas, y el tipo de gravamen tiene carâcter especficio 
y se establece en unidades de cuenta por tonelada.
El ûltimo baremo disponible cuando escribimos estas pâ 
ginas fuê fijado por la Decisiôn de 22 de diciembre de 1970 
baremo que siguiendo la têcnica habitual se inserta en la - 
decisiôn 3/52 de la CECA, Este baremo que corresponde a un 
gravamen proporcional ad valorem del 0*3P por ciento, es el 
siguiente:
Una tonelada de U.C.
Briquetas de lignito de o semicoque de li£
nito (1).........   0,0297
Huila de todas clases..................  0,043
Arrabio distinto al destinado a la fabrica
ciôn de lingotes  ...........  0,1286
Acero Thomas en lingotes . . . . . . . . .  0,1604
Acero en lingotes que no sea acerto Thomas. 0,2 540
Productos siderûrgicos acabados y finales . 0,0860
12) Para asegurar las deducciones previstas en el arti­
cule precedente, el gravamen arriba fijado serâ aplicado - 
al tonelaje de briquetas de lignito y semicoque de lignito 
reducido en el 3 por ciento.
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22) Para asegurar las deducciones previstas en el artîcu 
lo precedente, el gravamen fijado arriba serâ aplicado al to­
nelaje de huila, reducido en el 12 por ciento,
Puede observarse que la têcnica empleada cambia segûn se 
trate de productos carbonîferos o no, Como los productos in—  
termedios gravados que se emplean en la producciôn de cada - 
clase de carbôn sujeta son de la misma especie que el produc­
to final, es decir, que para la reproduceiôn de briquetas de - 
lignito y semicoque de lignito serân autoconsumidos estos mi_s 
mos productos y para la producciôn de huila se emplearâ igual^  
mente huila, el procedimiento utilizado para evitar la impo s 
ciôn acumulativa es muy simple: utilizar como parâmetro la - 
cantidad producida menos aquella autoconsumida. Como se esti^  
ma que para producir una tonelada de briquetas de lignito y - 
de semi-coque de lignito son necesarias como media 0*03 tone­
ladas de ese mismo producto, a la producciôn total se restarâ 
el 3 por ciento de la misma. En el caso de la huila el tanto 
por ciento que se resta es el 12, porque se estima que cada - 
tonelada final de huila producida requiere como media un auto 
consume de 0*12 toneladas de huila.
Como el fenômeno de autoconsumo del mismo producto final 
no se da para los demâs productos gravados, la deducciôn nec£ 
saria para evitar la cascada o gravamen doble de un mismo va­
lor por el gravamen CECA es mâs complicada. En estos casos se 
ofrecen en el baremo las cantidades definitivas a ingresar —  
por tonelada, en cuyo câlculo ya ha sido apreciado el valor - 
medio de las cantidades de otros productos gravados que inter 
vienen en su fabricaciôn.
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La existencia de estas deducciones ha hecho a muchos - 
ver en el gravamen CECA el primer ejemplo de Impuesto sobre 
el Valor ahadido en Europa (19). Têngase en cuenta que el - 
Impuesto sobre el Valor Ahadido fuê establecido en Francia, 
primer pals europeo en adoptar este gravamen, por Ley de 10 
de abril de 1954.
Efectivamente, en el gravamen CECA se logra el efecto 
mâs caracterlttico del Impuesto sobre el Valor Ahadido: la 
evitaciôn de las imposiciones acumulativas. Pero este logro 
se realiza en el gravamen CECA en un contexte muy diferen- 
te al del Impuesto sobre el Valor Ahadido tal como êste ha 
sido estructurado por las directrices del Consejo de Minis­
tres de las Comunidades y adoptado en gran parte de los pa^ 
ses europeos. El gravamen CECA es un impuesto a la produc­
ciôn, por tanto unifâsico, y especial. Para evitar el efec 
to de cascada ha bastado:
- no gravar directamente ciertos productos que han de 
intervenir en la fabricaciôn de otros del sector sujetos al 
impuesto. Este es el caso del arrabio, del que sôlo estâ - 
gravada la producciôn que no se destina a la fabricaciôn de 
lingotes.
- deducir la parte de la producciôn que se considéra 
serâ autoconsumida para la obtenciôn de productos gravados.
(19) Vêase entre otros Rossignol en su trabajo citado. Deci 
mos en Europa, para salvar la posibilidad de que se - 
considéré la dudosa configuraciôn del Impuesto sobre - 
el Valor Ahadido que estuvo vigente en el Estado de Mi­
chigan en los Estados Unidos un caso anterior al de la 
introducciôn del Impuesto sobre el Valor Ahadido en - 
Francia.
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- fijar el tipo especlfico de ciertos productos despuês 
de deducir del mismo la cuota satisfecha por los productos - 
gravados.
El gravamen CECA consigne con extraordinaria sencillez 
la acumulaciônde gravâmenes sin tener que montar un sistema 
de deducciones financieras - inneces arias porque los bienes 
de capital sôlo remotamente estân afectados por el gravamen- 
y limitando las deducciones fisicas al reducidlsimo grupo de 
los productos gravados. El Impuesto sobre el Valor Ahadido 
es en cambio un impuesto general y multifâsico sobre las ven 
tas y los servicios que, para conseguir équivalentes efectos 
debe adoptar una estructura y utilizar unos mécanismes con - 
siderablemente mâs complicados.
El baremo de tipos especificos, como hemos dicho, es - 
el resultado de una operaciôn matemâtica que tiene en cuenta 
elementos mecânicamente determinados, datos estadlsticos y - 
elementos autônomos frutos de una decisiôn. Cualquier modifi 
caciôn en los valores derivados de los datos estadlsticos de 
beria reflejarse en el baremo,. pero para evitar excesivas - 
variaciones de êste se ha preferido que êstas no se lleven a 
cabo hasta que la alteraciôn de los elementos bâsicos no al- 
cance un valor significativo. El art. 3 de la Decisiôn 2/52 
de la CECA establece a este respecto: "La Alta Autoridad mo­
dif icarâ el baremo cuando compruebe una variaciôn del 10 -
por ciento del valor medio de alguno de los productos respec 
to al valor considerado anteriormente".
El elemento voluntarista es el tipo de gravamen propor­
cional sobre el que ha de recaer la decisiôn de la Alta Auto 
ridad. Este tipo de gravamen constituye a efectos internos y
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externos, por sus repercusiones sobre el baremo, el elemen 
to clave del sistema.
Este tipo de gravamen, de acuerdo con el Tratado, debe 
râ fijarse anualmente, si bien dada la têcnica empleada de 
insertar sucesivas modificaciones en la decisiôn 3/52 de la 
CECA, que lo estableciô por primera vez, su fijaciôn tâcita 
nos parece perfectamente vâlida. Bastarâ con no dictar dec^ 
siôn alguna al respecto, para que el tipo vigente para el - 
ejercicio anterior sea aplicable al ejercicio en curso.
El empleo del singular en el Tratado en su referenda 
al tipo de gravamen, en el art. 50, ap. 2, parece descartar 
la posibilidad de que sean utilizados diversos tipos dentro 
de un mismo ejercicio. La Alta Autoridad, sin embargo, no - 
ha encontrado obstâculo alguno para prever la aplicaciôn de 
diferentes tipos, siempre uniformes en relaciôn con los - 
distintos productos, dentro de un ejercicio econômico (20). 
No parece en cambio probable que se establezcan tipos dife­
rentes segûn los productos gravados. Hasta la fecha, la Al­
ta Autoridad no ha fijado mâs que un tipo ûnico en relaciôn 
con los objetos del gravamen. La posibilidad legal de que - 
en el future obrara de otra manera es muy dudosa. El aludi- 
do empleo del singular por el Tratado, al referirse al tipo 
de gravamen, podrla constituir un argumente en contra.
(20) Vêanse la originaria Decisiôn 3/52 y la Decisiôn de 7 
de mayo de 1955 (n° 21/55)
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De todas formas, las desigualdades y distorsiones econômicas 
quelamultiplicidad de tipos llevarla consigo hacen muy impro 
bable que se plantée este problema. Por otra parte, esta mu^ 
tiplicidad complicarla de tal manera la têcnica del impuesto 
que séria necesario modificar el mecanismo empleado para evi 
tar la imposiciôn acumulativa o en cascada.
D. Gestiôn y recaudaciôn del gravamen
Jean Monnet, con ocasiôn de su discurso sobre la situa- 
ciôn de la Comunidad y comunicaciôn del primer estado de pre_ 
visiôn de la misma, afirmaba: "El primer impuesto europeo no 
necesitarâ la creaciôn de una administraciôn europea" (21), 
Esta afirmaciôn hay que acogerla con algunas réservas, El - 
gravamen CECA, tiene una oficina en la Comisiôn de las Comu­
nidades europeas y funcionarios de la Comisiôn realizan las 
inspecciones neces arias para su control.
Con sus palabras, Jean Monnet ponia de relieve la simpl^ i 
cidad administrativa del gravamen gracias al sistema adopta­
do de declaraciôn e ingreso por el contribuyente, sistema - 
que en el présente se utiliza para la mayor parte de los im­
puestos en los Estados desarrollados.
De acuerdo con lo establecido en el art. 4 de la Deci—  
siôn 2/52, las empresas gravadas deberân transferir a las - 
cuentas postales o bancarias abiertas a nombre de la Alta Au 
toridad en cada Estado miembro las sumas debidas en razôn - 
del gravamen. El pago es exigible a partir del dîa 25 de ca-
(21) Citado por Rossignol, op. cit., pâg, 1013.
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da mes por la cuota devengada en el mes precedente. Con cinte- 
rioridad al pago, el dla 20 de cada mes, estas mismas empre—  
sas deberân declarar la producciôn gravada que corresponde al 
mes anterior (art. 5 de la Decisiôn 3/53)
El pago no ha de realizarse si la cantidad a ingresar no 
excede de 100 Unidades cuenta (22)
Las declaraciones de las empresas pueden ser objeto de 
comprobaciôn, que realizarâ la Alta Autoridad (ahora la Co­
misiôn) a travês de sus inspectores en la sede de las socie 
dades y en las mismas fâbricas. Los agentes que llevan a ca 
bo estos contrôles gozan de los mismos derechos• y poderes 
que los funcionarios de la administraciôn fiscal de los Esta 
dos miembros. No obstante, estos inspectores, deberân lim^ 
tarse a informar a la Comunidad de sus gestiones, ya que ca 
recen de poder para determinar,contradictoriamente con la - 
empresa, la producciôn de êsta (23).
Si se comprueba la falsedad de la declaraciôn de una - 
empresa o si êsta pura y simplemente no realiza la declara­
ciôn ni el pago, la Comisiôn fijarâ la cuantia de la cuota 
tributaria de oficio, teniendo en cuenta el informe de sus 
inspectores.
El art. 6 de la Decisiôn 3/52 establece como sanciôn - 
por incumplimiento de las obligaciones fiscales el 1 por -
ciento de la cuota tributaria debida el dîa 5 del mes si--
guiente a cuando êsta debiô ser pagada. Esta suma serâ in—  
crementada por suplementos del 1 por ciento por cada mes de
(22) Art. 4 de la Decisiôn 2/52. El limite estuvo fijado or^ 
ginariamente en 40 u.c. por la Decisiôn 31/55 que lo in
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retraso en el page, a contar del citado dla 5. Esta sanciôn 
se encuentra dentro del limite mâximo - 5% por trimestre de 
retraso - que fija el art. 50, 3, del Tratado,
La Alta Autoridad puede, si los crédites tributaries - 
de la CECA ne le sen satisfeches, recurrir a la ejecuciôn - 
ferzesa, A estes efectes es de aplicacién el art. 92 del - 
Tratade (24) de acuerde cen el cual, las "decisienes de la 
Alta Auteridad referentes a ebligacienes pecuniarias censt^ i 
tuyen tltule ejecuterie". La ejecuciôn ferzesa habrâ de —  
ajustarse a le que para la misma prevén les sistemas jurldl 
ces de cada une de les Estades miembres.
El art. 92 del Tratade de Paris exige ûnicamente para 
que se lleve a cabe la ejecuciôn que un ministre de cada E^ 
tade miembre, cuya cempetencia haya side fijada al efecte, 
dicte el exequatur. Este acte ne estâré cendicienade mâs —  
que per la cemprebaciôn de la autenticidad de las decisienes 
de la Alta Auteridad, sin que las administracienes naciona- 
les puedan entrar en el examen de fende de las mismas.
Les centribuyentes pueden recurrir centra les actes de 
la Alta Auteridad dictades en la aplicaciôn del gravamen de 
acuerde cen las nermas générales relativas a la cempetencia 
del Tribunal de Justicia de las Cemunidades centenidas en el 
el art. 33 del Tratade CECA.
treduje. Pué establecide per 100 u.c. per la Decisiôn 
6/65.
(23) Vêase capitule IV de la Comunicaciôn de la Alta Autor^ 
dad, publicada en el Journal Officiel de 6 de neviembre 
de 1962, ns 111.
(24) Véase Daussîn, ep. cit. pAg. 469.’
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La ejecuciôn forzosa sôlo podrâ suspenderse por una de 
cisiôn del Tribunal de Justicia de las Cemunidades (art. 92 
del Tratade CECA)
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2, IMPUESTO SOBRE IDS SUELDOS, SALARIOS Y EMOLUMENTOS PE LOS 
FUNCIONARIOS Y AGENTES DE IAS COMUNIDADES EUROPEAS
Las Comunidades perciben im impuesto progresivo sobre 
los sueldos, salaries e emelumentes de sus funcienaries y 
agentes, impuesto que tiene en cuenta la situaciôn personal 
y familiar de les sujetes pasives, y se estructura de mane- 
ra équivalente al Impuesto global e general sobre la renta 
de las personas flsicas de les sistemas fiscales nacienales
a ) Fundamente y antecedentes del impuesto (25)
En los Protocoles sobre las inmunidades y privilé­
giés de cada Cemunidad, anejes a sus Tratades censtituti—  
vos, asi ceme en el Protocole équivalente, aneje al Trata­
de de Bruselas de 1965 estableciende un Censeje ûnice y una 
Cemisiôn ûnica de las Cemunidades eurepeas, aplicable a las 
très Cemunidades, se déclara la exenciôn en les impuestes - 
directes de les paises miembres de les sueldes, salaries y 
emelumentes satisfeches per las Cemunidades. Esta exenciôn 
ne es mâs que la recepciôn en las Comunidades eurepeas de - 
una prâctica internacional cen arreglo a la cual quedan - 
exentas de la tributaciôn directa nacienal las retribucie—  
nés pagadas per les Organismes internacienales.
(25) Se ha pueste de relieve la artificialidad de este im 
pueste en el informe que, acerca de la precedencia de 
este gravamen en el marco de la OECD, ha realizade su 
Comité Fiscal,- Fiscal Committee: Final Rapport en the 
question ef introducing an assessment en the salary - 
and emoluments ef 0,E.C.D. staff. F.C. (64) 3,pAg.l3.
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La rareza de las Organizaciones internacienales en el - 
pasade y la falta de precedences al respecte cenduje a apli- 
car a les funcienaries de ôstas les privilégiés que de anti­
que gezan les diplemâtices (26). La extensiôn de les privile 
gues diplemâticos a les funcienaries internacienales carece 
de fundamentes sôlides, al menes en materia impesitiva, si - 
se tienen en cuenta las prefundas diferencias de situaciôn 
entre unes y etres:
Les diplemàtices, exentes de les impuestes directes en 
el pals ante cuye gobierno estân acreditades, ne le estân - 
en cambie en el pais de precedencia. La exenciôn que se eter 
ga a los funcienaries internacienales per las retribucienes 
de la organizaciôn en que prestan sus servicies puede incluir 
la de les impuestes del pais de que son nacienales e residen 
tes de erigen ademâs de la del pais en que tiene su sede la 
organizaciôn. La de los primeres es una exenciôn relativa, - 
la de éstes una exenciôn total.
La debilidad del argumente analôgico ha cenducide a la 
bûsqueda de etres argumentes para mantener el privilégié, pr_i 
vilegie que censtituye una descarga presupuestaria para las 
organizaciones internacienales en cuanto permite a ôstas ac 
tuar cen ventaja en el mercade de trabaje.
Se ha mantenide que la exenciôn de les impuestes direc 
tes en el Estade sede de la organizaciôn international resul
(26) Buen nûmere de las ideas que utilizames en este aparta 
de se encuentran en el excelente informe del Comité - 
fiscal de la O.G.D.E. citade en la nota anterior.
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ta necesaria para la independencia de los funcionarios en el 
desempeho de su cargo. Esta independencia podrîa ser amenaza 
da por coacciones impositivas si no se otorgara la aludida - 
exenciôn: Este argumente carece de sentide en les modernes - 
Estades de Dereche, en cuye territerie se encuentran la ma­
yor parte de les organismes internacienales. Tambiên se ha - 
diche que cen la exenciôn se évita un injustificade benefi—  
cie recaudaterie a les Estades que albergan les establecimien 
tes internacienales. La injustificaciôn referida es extraer- 
dinariamente dudesa teniende en cuenta que, al etre lade de 
la balanza se sitüan las cargas pûblicas adicienales que su 
hespitalidad acarrea a les Estades en que las organizaciones 
internacienales realizan sus actividades.
Un argumente mâs técnice y mâs razenable, cuye valer se 
ha pueste de manifieste cuande el preblema ha side planteade 
cen referencia a la Organizaciôn de las Nacienes Unidas, se 
refiere a la igualdad de tratamiente de les funcienaries de 
una misma organizaciôn (27). Si la exenciôn ne se cencediera 
podrîa suceder que funcienaries en idénticas circunstancias 
ebtendrîan salaries netes diferentes. El preblema se plantea 
cuande les funcienaries de una organizaciôn son gravades per 
les Estades de sus residencias de erigen e, en etre case, - 
cuande la organizaciôn sitûa sus establecimientes en diferen 
tes Estades. El preblema se agrava sobre tede cuande el Esta 
de en cuye territerie esté la sede de la Organizaciôn, ceme 
es el case de les Estades Unides, limita la exenciôn a quie-
(27) Véase Robert Lefebvre: op. cit. pAg. 56 a 60. Comité - 
Fiscal de la OCDE, informe citade, p.6*
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nés no son sus propios ciudadanos (28)
FerG este argumente es sôle vAlide si se entiende que - 
debe prevalecer la relaciôn funcienarie-erganizaciôn interna 
cienal sobre la de funcienarie-pâîs de erigen e de residen—  
cia. âPer qué debe preecupar mâs la igualdad de trate entre 
funcienaries de un organisme internacional que la igualdad - 
de trate tributaria entre ciudadanos e residentes de un mis- 
me Estade?
Ideelegîas tan débiles ne bastan para neutralizar el ex 
traerdinarie significade politico y étice de una exenciôn - 
del impuesto sobre la renta. Las cerriente prédominantes en 
el pensamiente financière son radicalmente adversas a tedas 
las exencienes, sean cuales sean las razenes que las metivan 
(28). La epiniôn pûblica, les ciudadanos ne exentes, ne ace£ 
tan facilmente que en su cemunidad exista un grupe de privi- 
legiades que ne tengan que sepertar las cargas pûblicas que 
tan pesadamente gravitan sobre elles (29).
(28) Una razôn adicienal desde luege ajena a teda censidera- 
ciôn ética, y que ha pedide determinar a algunes Estades 
a concéder la exenciôn puede ser el interés de atraer a 
su territerie, per razenes de prestigie e influencia, a 
ciertas organizaciones internacienales. La exenciôn de 
las retribucienes de les funcienaries en estes cases se 
ria un precie pagado per la presencia de estes erganis- 
îTies én el pais.
(28) Puede verse una publicaciôn interesantisima que recege 
las pesicienes de algunes auteres americanes sobre las 
exencienes fiscales: A Comprehensive Income Tax base? A 
Debate, Brandferd: Federal Tax Press, Inc. Intervienen 
en esta publicaciôn Boris I. Bittker, Charles 0, Galvin, 
Richard A. Mus grave y Joseph A.. Pechman..
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En este contexte encuentra su significade el estableci 
miente de un gravamen sobre les sueldes y salaries pagades 
per las organizaciones internacienales,gravamen que se re—  
cauda en faver de dichas organizaciones. Permite la centi—  
nuaciôn de una prâctica que preperciena ventajas financie—  
ras a estas entidades, satisface el principle de igualdad - 
de trate entre les funcienaries de una organizaciôn interna 
cienal y ne créa un privilégié fiscal cen sus cerelaries pe 
lîtices y sociales (30). Este impuesto puede, pues, mante- 
niende las ventajas de la exenciôn, anular la resistencia 
de les Estades a cencederla. (31)
El impuesto sobre les sueldes y salaries de les fun­
cienaries de las organizaciones internacienales puede aper- 
tar, ademâs, etres bénéficiés:
(29) El privilégié puede ser, ne obstante, exclusivamente - 
fermai si les salaries que se pagan a les funcienaries 
internacienales son mâs bajes que les que rigen normal 
mente en el pals para les trahajadores de su misma cua 
lificaciôn.
(30) Debe seRalarse la évidente desventaja de su carga admi 
nistrativa. Cen un sistema de retenciôn en la fuente, 
esa carga se hace casi despreciable, reduciêndese a un 
simple aumente del trabaje centable.
(31) Tôngase en cuenta que esta exenciôn ne sôle se concede 
nermalmente (y este es el case de las Cemunidades euro 
peas) per el Estade en cuye territerie el funcienarie 
desempha sus funcienes, sine tambiên per les etres Es­
tades miembres de la Organizaciôn. Sin]a existencia de 
la exenciôn les salaries serlan gravades, salve acuer­
de en contrarie, per el Estade en que se encuentra el 
establecimiente internacional, y, prebablemente, y es­
te depende de las legislacienes nacienales e de les cen 
venies en vigor, per les Estades de que el funcienarie 
es ciudadane e residente, cen deducciôn e ne de la eue
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- El impuesto perfecciona la aplicaciôn del principle 
de universalidad presupuestaria, enriqueciende el documen­
te del presupueste, refleje de la actividad financiera de 
la organizaciôn internacional. La exenciôn, si ne va acem- 
pahada del impuesto, es un bénéficié ecenômice, una espe—  
cie de ingrese invisible ne recegide en el presupueste de 
ingreses y que,.paralelalmente, ne tiene centrapartida en 
el de gastes. Cen el impuesto, su producte estimade figu—  
ra entre les ingreses de la instituciôn a un tiempe que en 
les gastes presupuestaries figura la tetalidad de les sue_l 
des y salaries brutes, El valer politico y la significaciôn 
ecenômica del presupueste es, cen el impuesto,mâs compléta.
- El impuesto permite la adaptaciôn de las erganizacio 
nés internacienales a la pelitica ecenômica de les Estades 
que las acegen. Este punte que ha side pueste de manifieste 
en el magnifiée informe sobre esta materia del Comité Fiscal 
de la OCDE (32) tiene considerable interés teôrice. Si en - 
el Estade en que se encuentra la sede de una organizaciôn - 
internacional, para hacer frente a una situaciôn inflacienis 
ta, se elevan les tipes del impuesto sobre la renta, el im- 
pueste que grava les sueldes de'les funcienaries podrâ ser 
igualmente elevade. De esta ferma, la organizaciôn interna- 
cienal pedrâ celaberar a la restituciôn del equilibrie ece­
nômice a un tiempe que se évita que se preduzca un escanda- 
lese desnivel entre las rentas de les funcienaries de la er 
ganizaciôn y les demâs residentes en el pals. El impuesto - 
pedrâ igualmente adaptarse a les cambies que se preduzcan
en la estructura tributaria del pals en que se encuentra la
ta tributaria satisfecha en el pals que que han side 
prestades les servicies y satisfecha la retribuciôn.
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organizaciôn internacional. En el informe del Comité Fiscal 
de la OCDE se cita el caso de que se opere un desplazamien- 
to de la imposiciôn directa a la indirecta. El incremento - 
de los precios que la elevaciôn de la imposiciôn indirecta 
motiva podrîa ser compensado por la reducciôn del impuesto 
sobre salaries y sueldes de les funcienaries, de la misma - 
manera que para les demâs residentes del pals se compensa - 
cen una disminuciôn del impuesto sobre la renta.
Ne cabe duda que idéntices resultades pueden censeguir 
se cen una pelitica de salaries, pere el impuesto efrece ma 
yer flexibilidad, su variaciôn en perjuicie de les funciena 
ries puede ser mâs aceptable e intervinen de manera muche 
mâs explicita. Las ideas apuntadas sole tienen sentide cuan 
de tedes e una gran mayeria de les funcienaries de una erga 
nizaciôn internacional residen en el misme pais. En organic 
zacienes dispersas en varies paises, aûn cuande teôricamente 
sea pesible llevar a cabe una pelitica semejante, la aplica 
ciôn de tipes de gravamen diferentes segân el pais de resi- 
dencia de les funcienaries efrece una insuperable cempleji- 
dad prâctica (33),
La exenciôn résulta ademâs ütil cuande ne existe méca­
nisme algune para evitar la deble imposiciôn,
(32) Comité fiscal. Final Rapport.., op. cit. pâg, 18,
(33) Se ha aducide ademâs en faver del impuesto, que es ca- 
paz de tener en cuenta la situaciôn personal y fami—  
liar del centribuyente, beneficiande a aquelles cen - 
cargas familiares superieres e que hayan atravesade en 
el ejercicie circunstancias que le hayan ebligade a - 
gastes excepcienales. Creemes, ne obstante, que a estes 
efectes el impuesto ne efrece ventajas sobre una cerrec 
ta estructura de salaries y un buen sistema de seguri-
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El mecanismo' exenciôn de impuestes nacienales-impes_i 
ciôn per la organizaciôn internacional efrece una signifi- 
caciôn especial en aquellas organizaciones internacienales 
que, ceme las Cemunidades eurepeas, profesan una vecaciôn 
de integraciôn pelitica. Cen la exenciôn de les funciena—  
ries de les impuestes nacienales y la imposiciôn cemunita- 
ria se certan vincules tributaries nacienales y se crean - 
vincules cemunitaries. Se trata de una especie de receneci 
miente de un status prepie para quienes sirven a estas er- 
ganizacienes de una ciudadania fiscal cemunitaria.
Si descartames la aplicaciôn excepcienal de un impue£ 
te similar per la Organizaciôn Internacional del Trabaje - 
durante la ôpeca en que êsta situô su sede en Canadâ a eau 
da de la Segunda Guerra Mundial (34), el precedente del - 
tribute que considérâmes se encuentra en el erdenamiente 
de la Organizaciôn de las Nacienes Unidas, El establecimien 
te de este tribute per la ONU fué mâs bien frute del oppor­
tunisme politico de la organizaciôn que de la aceptaciôn de 
sus fundamentes têcnices e étices. El 13 de febrere de 1947 
se firmô el cenvenio sobre privilégiés e inmunidades de la 
Organizaciôn de las Nacienes Unidas, en el que se eximlan -
dad social. Per otra parte, al ne ser global, les funcio 
naries pueden tener etras rentas que las retribucienes 
del organisme internacional, per le que la subjetiviza 
ciôn del impuesto sole résulta limitadamente justifica 
da.
(34) La 0 I T estableciô un impuesto sobre sus funcienaries 
durante la segunda guerra mundial, cuye tipe era la di- 
ferencia entre les tipes de gravâmenes extraerdinaries 
establecides per Canadâ para afrentar el esfuerze de la 
guerra y les tipes existentes cen anterieridad al cen- 
flicte, Véase Comité Fiscal de la OCDE, informe cit.pag 
20.
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las retribucienes satisfechas per êstas a sus funcienaries 
de les impuestes sebre la renta de les paises miembres. Les 
Estades Unides, cuya legislaciôn ne permite la exenciôn de 
les salaries y sueldes de les funcienaries internacienales 
cuande éstes sen sus prepies ciudadanos, ne se adhiriô a - 
diche cenvenio. Se preducla, pues, una notable diferencia 
de retribucienes netas entre les funcienaries del Secreta- 
riade de la ONU cen sede en Nueva York, segôn fueran e ne 
ciudadanos de les Estades Unides. Para reselverle tuvieren 
que cencederse cempensacienes ecenômicas a les funcienaries 
en desventaja. Se pensé entences que, teniende en cuenta el 
sistema vigente en les Estades Unides de concéder deduccie- 
nes en el Income Tax en razôn de les impuestes pagades per 
sus ciudadanos a Estadesextranjeres, si se gravaban les sa­
laries y sueldes pagades per la ONU cen un impuesto cen t^ 
pes similares al Income Tax Americano pedrla resolver el - 
preblema. Las dificultades no fueren resueltas, pere quedô 
creade el primer impuesto permanente sebre les sueldes y - 
salaries de les funcienaries internacienales establecide y 
recaudade per la misma Organizaciôn a que pertenecen (35).
Gran nûmere de organizaciones eurepeas han adeptado - 
igualmente este impuesto a le large de les ahes cincuenta 
y sesenta.
En le que respecta a las Cemunidades Eurepeas, debe se 
sehalarse que en el art. 11 del Protocole sebre les privile 
gies e inmunidades de la CECA, aneje al Tratade de Paris de
(35) Ibid, pâg. 21.
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1951, se disponla: ”Sobre el territerie de cada une de les 
Estades miembres,,les miembres de la Alta Auteridad y les 
funcienaries de la Cemunidad”:
”b) estarân exentes de tede impuesto sebre les sueldes 
y salaries pagades per la Cemunidad”.
Pere esta exenciôn ne iba acempahada de atribuciôn al- 
guna de peder para establecer un impuesto sebre estes sala­
ries y sueldos en bénéficié de la Cemunidad. Michel Debrê, 
en calidad de parlamentarie de la Asamblea de la CECA, se - 
dirigiô a la Alta Auteridad sebre la pesibilidad del esta—  
blecimiente de un impuesto de este tipe. Censtituyô ésta la 
pregunta ne 1 de un parlamentarie en la Asamblea de las Ce­
munidades. La respuesta fué que la Cemunidad ne disponla,da 
de el silencie del Tratade y protocole sebre este extreme, 
de pederes suficientes para establecer diche gravamen. (36) 
La CECA ne centô, pues, cen este gravamen en les primeres - 
ahes de su funeienamiente.
En les protocoles sobre les privilégiés e immunidades 
de les funcienaries, anejes a les Tratades constitutives de 
la CEE y del Euratom,se establece igualmente la exenciôn de 
les sueldes, salaries y emelumentes pagades per cada una de 
éstas Cemunidades, pere la exenciôn se acempaha cen la ebl^ 
gaciôn de estas cemunidades de establecer un impuesto sebre 
las retribucienes de sus funcienaries.
(36) Journal Officiel CECA de 14 de ageste de 1953. Véase - 
tambiên RessigneJ, op. cit. pâg. 1004.
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En dichos protocoles se exigîa que el impuesto sea es­
tablecide en el plaze de un ahe, a centar desde la entrada 
en vigor de les Tratades.
En cumpiimiente de esta ebligaciôn se publicô en el - 
Journal Officiel de las Cemunidades de 14 de junie de 1962 
el reglamente 32 CEE y 12 CECA, cen aplicaciôn retreactiva 
a centar del 1 de enere del misme ahe, en el que ”se esta- 
blecîan las cendicienes y el precedimiente de aplicaciôn 
del impuesto ettablecide en ejecuciôn del art. 12, 1, d e ­
les protocoles sebre los privilégiés e inmunidades de la - 
Cemunidad Ecenômica Eurepea y de la Cemunidad Europea de - 
Energla Atômica”. Este misme ahe, y cen efectes tambiên a 
partir del 1 de enere, se estableciô un mécanisme de ajus­
te de los salaries y sueldes de la CECA, de efectes sustan 
cialmente idéntices a les impuestes referides de la CEE y 
del Euratom.
B) Los pederes y cempetencias cemunitaries para el esta 
blecimiente del impuesto.
El régimen vigente del impuesto sebre salaries y - 
sueldes de les funcienaries de las Cemunidades tiene su ba 
se legal en el Tratade que censtituye un Censeje ûnice y - 
una cemisiôn ûnica de las Comunidades eurepeas, firmade en 
Bruselas el 8 de abril de 1965 y en el art. 13 de su Proto­
cole sebre les privilégiés e inmunidades de las Cemunidades 
El art. 24 del Tratade fermaliza una unificaciôn de estatus 
de les funcienaries cuya realizaciôn de hecho habla cemenza 
de ahes antes, dispeniende: "Les funcienaries y etres agen­
tes de la Cemunidad Eurepea del Carbôn y del Acere, de la -
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Cemunidad Ecenômica Eurepea v de la Cemunidad Eurepea de —  
Energla Atômica serân, a la entrada en vigor del presente - 
Tratado, funcionarios y otres agentes de las Comunidades eu 
ropeas y formarân parte de la administraciôn ûnica de estas 
Cemunidades": Esta unificaciôn obligaba a un régimen legal 
ûnico, préviste en el apartade siguiente del misme articule 
el cual fija la cempetencia del Censeje para, a prepuesta - 
de la Cemisiôn y por mayeria cualificada, adeptar el estatu 
te de los funcienaries de las Cemunidades eurepeas, asl ce­
me un sistema ûnice de privilégies e inmunidades, en cuye - 
contexte se sitûa el impuesto que estudiames.
En el art. 13 del Protocole se repreducen les arts.12 
de les protocoles aplicables a la CEE y al Euratom, supri—  
miendo per inneces aria la exigencia de que el impuesto sea 
establecide en el plaze de un ahe. Este art. 13 dispene:
"En las cendicienes y conforme el precedimiente fijade 
per el Censeje decidiendo a prepuesta de la Cemisiôn, les - 
funcionarios y etres agentes de las Cemunidades quedarân se 
metides en bénéficié de éstas, a un impuesto sebre les suel_ 
des, salaries y emelumentes satisfeches per ellas".
"Estarân exentes de les impuestes nacienales sebre les 
sueldes, salaries y emelumentes satisfeches per las Cemuni­
dades" .
Des ebservacienes pueden hacerse al primer pârrafe del 
articule transcrite:
- La ambigtiedad èn la atribuciôn de pederes y cempeten 
cias a los ôrganes de las Cemunidades. Les funcienaries se- 
rân semetides - exige el art. 13 del Protocole - a un impue£ 
te en las cendicienes y siguiende el precedimiente que el -
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Consejo décida. Estas condiciones y estes precedimientes 
Âsupenen el establecimiente efective del impueste, e se 
considéra establecide êste per el Protocole, y ne son mâs 
que las nermas de desarrelle que regulan su aplicaciôn? 
Esta ûltima soluciôn parece estar de acuerde cen el art.
1 del Reglamente de 29 de febrere de 1968 (Regl.260/68 - 
del Censeje) "fijande las cendicienes y el precedimiente 
de aplicaciôn del impueste". Este articule dispene que - 
"El impueste sebre les sueldes, ... instituide per el - 
art. 13, pârrafe primere del protocole... se determinarâ 
en las cendicienes y se recaudarâ segûn el precedimiente 
previste en el présente reglamente". &Debe interpretar- 
se la expresiôn instituide per el art, 13 del protocole 
en el sentide de que ne es el Censeje quien establece - 
el impueste? Creemes que esta interpretaciôn es insest£ 
nible en cuanto que en el protocole ne se centienen les 
elementes esenciales del tribute sine una referencia al 
heche impenible del misme. Ni siquiera se indica si debe 
tratarse de un impueste personal y pregresive o ne, s i ­
se tendrâ en cuenta la situaciôn familiar y personal del 
sujeto pasive, etc. Creemes que sean cuales sean las pa­
labras empleadas, el impueste se establece per un ôrgane 
de lasCemunidades, el Censeje, a prepuesta de la Cemisiôn 
En el Protocole ne se instaura impueste algune, sine que 
se atribuyen pederes para instaurarle a las Cemunidades 
aunque se ebliga a sus ôrganes a que le establezcan.
- Cenviene pener de relieve que ne se han determinade 
en el Protocole las cendicienes de aprebaciôn del Reglamen 
te que ha de establecer el impueste. A diferencia de le - 
que ecurre en relaciôn cen la adepciôn del Estatute de les
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funcionarios para el que se exige su aprebaciôn prr mayo 
ria cualificada, el Protocole guarda silencie sebre este 
punte, le que ne deja de ser extrahe si se tiene en cuen 
ta que el ejercicie de un peder de imposiciôn es de un - 
erden de impertancia tal que debiera requérir cendicie—  
nés muy estrictas.
Ante el silencie del art. 13 del Pretece&e entende­
mos que se deberâ aplicar le previste en les tratades pa 
ra les cases en que ne existe determinaciôn de cendicie­
nes especiales. El preblema se reproduce en cuande se des 
cenece cuâl de les très tratades debe prevalecer. El Tra 
tade de Rema, ceme el del Euratom, dispene en su art. 148 
1: "Salve dispesicienes contrarias del présente Tratade, 
les acuerdesse teman per mayeria de les miembres que le - 
cempenen", Y el Tratade de Paris, medificade per el de - 
Bruselas en su art. 28, 4, exigen en cambie, ademâs de la 
mayeria de les miembres del Censeje, que ferme parte de 
esta mayeria une de les paises que asegure al menes un - 
sexto del valer total de las preducciones de Carbôn y Ace 
re de la Cemunidad.
Creemes que en este asunte el argumente de que debe 
prevalecer le dispueste respecte a la Cemunidad mâs gen£ 
ral e importante (la CEE), debe ceder ante el argumente - 
de que deben aplicarse las dispesicienes mâs restrictivas 
(las de la CECA).
Otra soluciôn a este preblema censistiria en exigir 
la mayeria cualificada para el establecimiente del im—  
pueste per analegia cen las cendicienes de aprebaciôn del 
Estatute de les funcienaries. En el Estatute de les funcie
ve
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narios se fijan las réglas de retribuciôn de ôstos y a tra 
vés del impuesto las retribucienes netas pueden ser medifi 
cadas. Ne parece lôgice que acuerdos del Censeje tan estre 
chamente relacienades se adopten en cendicienes diferentes.
C) Caractères del impueste
El impueste vigente sebre les sueldes y salaries - 
de les funcienaries y agentes de las Cemunidades, estable­
cide y regulade en el citade Reglamente del Censeje de 24 
de febrere de 1968, 260/68, CECA, CEE, EURATOM, es un im—  
pueste sebre la renta, especial, pregresive, personal y - 
muy subjetivade.
Es un impueste sebre la renta perque grava ingreses - 
netes de les centribuyentes, censtituîdes per sus sueldes 
y salaries. Cualquiera de les numereses cenceptes de renta 
recegides per las legislacienes e per la dectrina cientl- 
fica incluyen las retribucienes del trabaje personal (38).
(38) Ademâs de les textes clâsices sebre el cencepte de ren 
ta de Schanz, Per Einkemmensbegriff und die Einkemmens 
tevergesetze, Finanz-Archiv, Yelumen XIII, 1896, tra- 
ducciôn castellana publicada en Hacienda Pûblica espa- 
hela, ne 3, 1970, pp. 150 a 195; Haig , "The concept ef 
Inceme-Ecenemic and Legal Aspectâ"recegide en la ebra 
celectiva editada per Musgrave y Sheup Readings in the 
Economics of Taxation, traducida al castellane cen el 
tltule de "Ensayes de ecenemia impesitiva". Méjice: 
Fende de culura ecenômica, y Simons, Personal Income - 
Taxation, Chicago: University ef Chicago Press, 1938, 
pags. 59 a 102, traducciôn castellana aparecida en Ha 
cienda Pûblica espahela ns 3 de 1970, pâg. 195 a 219. 
Sen de extraerdinarie interés les cempletlsimes estu-
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Es un impuesto especial, en cuanto no grava la tota- 
lidad de las rentas de una persona, sino un tipo concrete 
de éstas: les emelumentes, sueldes y salaries satisfeches 
per las Cemunidades. Se asemeja en este a les impuestes de 
preducte e cedulares. Las demâs rentas de les funcienaries 
cemunitaries ne estân sujetas al impueste percibide per la 
Cemunidades.
Es un impueste pregresive en cuanto aumentan sus ti­
pes de gravamen cuande la renta que censtituye la base se 
eleva. Se emplea, ceme veremes, la técnica de la progrès^ 
vidad per escalenes de renta para evitar que se preduzcan. 
altos tipes marginales, Buena parte de la dectrina finan­
ciera juzga incompatibles un gravamen parcial sebre la - 
renta cen la aplicaciôn de tipes pregresives. Sole cuande 
se semete a un impueste la renta global de un sujete se - 
dispene de una magnitud significativa a la que se puede - 
gravar progrèsivamente. Les principies de equidad horizon 
tal y vertical resultan violados en cuande puede cerres- 
pender una eueta tributaria igual e mâs elevada a un con- 
tribuyente, que ne dispenga de mâs renta que la sujeta, 
que a etre para el que la renta gravada es una parte insi£ 
nificante de su renta total.
En defensa de la utilizaciôn de la pregresividad en - 
este impueste recerdames que a las Cemunidades ne se le hcin 
atribuîde etres pederes de impesiviôn sebre la renta que - 
les que dispene para establecer el impueste que considérâ­
mes, La materia impenibèe en el terrene de la imposiciôn -
dies de Paul H, Wueller, aparecides en les velûmenes 
53 y 54 de marze de 1938 a diciembre de 1939 del Poli 
tical Science Quaterly: Concepts ef Taxable Income":
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sobre la renta se reduce para ellas a los sueldos y salaries 
que satisfacen. Si la Justicia tributaria se identifica para 
las Cemunidades cen la aplicaciôn de tipes pregresives, aûn 
cen pesible cenciencia de ne establecer el sistema perfecte, 
han eptade vâlidamente per el que mâs se acerca a su ideal - 
de justicia.
El emplee de tipes pregresives en este gravamen parcial 
puede igualmente justificarse mediante el emplee de la "régla 
de la nermalidad de les cases" . En esta régla apeya Sâinz de 
Bujanda la pesibilidad de aplicar tipes de gravamen pregre­
sives en impuestes de preducte sin centravenir les pestula- 
dos de la justicia tributaria (39). Apiicande esta régla a 
este impueste, pedemes afirmar que si el case normal es que 
el funcienarie ne reciba mâs rentas que les salaries y suel 
des que las Cemunidades les satisfacen e le que es sustan—  
cialmente igual, que estas rentas son sôle insignificantemen 
te aumentadas nermalmente per las precedentes de etras fuen- 
tes - le que posiblememtne es realista -, la aplicaciôn de - 
tipes de gravamen pregresives a las mismas ne puede censide- 
rarse'ceme descabellade e injuste.
Es un impueste personal. La distinciôn entre impuestes 
persenales y reales ne ha encentrade un criteria clasifica- 
terie unânime en la dectrina, El criteria, a nuestre juicio,
"The German Contribution", "The american Contribution" 
"The Italian Contribution".
(39) Fernande Sainz de Bujanda, "Reflexienes sebre un siste 
ma de Derghe Tributaria espahel". Hacienda y Dereche, 
op. cit.. Vol,III, pâg. 216. Esta expresiôn, segûn él 
misme Sâinz de Bujanda, pertenece a Giardini. "Anâli- 
sis jurldice del heche impenible (Centinuaciôn) Revis 
ta de Dereche Financière, nQ 61, pâg. 154.
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mâs precise y significative es el que mantiene que un impue£ 
te es personal cuande el sujete ferma parte del elemente ob­
jet ive del presupueste de heche, Tede presupueste de heche - 
ha de centener neces ariamente un elemente subjetive que dé­
termina la persona que résulta ebligada al page y un elemen­
te ebjetive que descubra el fenômene cuya preducciôn origi- 
na la ebligaciôn. En un impueste real esta descricpicôn ne t 
tiene que estar referida a persona alguna. La persona sôle - 
se tiene en cuenta a efectes del presupueste subjetive que - 
la censtituye en sujete pasive, deuder, de la ebligaciôn. La 
desoripciôn del heche cuya preducciôn erigina el nacimiente - 
de la ebligaciôn tributaria puede realizarse sin ninguna re­
ferencia subjetiva. En les impuestes persenales las mencio—  
nés persenales juegan en cambie una deble papel: determinan 
el sujete ebligade y son un elemente esencial en la descrip- 
ciôn del heche impenible ebjetivamente censiderade (40)
El impueste sebre las retribucienes de les funcienaries 
es personal en cuanto para el nacimiente de la ebligaciôn - 
tributaria se requiere:
- que las Cemunidades satisfagan sueldes, salaries e - 
emelumentes;
- que les salaries, sueldes e emelumentes sean percib^ i 
des per las personas que segûn les reglamentes cemunitaries 
tengan la cendiciôn de funcienaries e agentes de las Cemun£ 
dades e desempehan en las mismas alguna de las funcienes - 
que en el Reglamente 260/68 se describen.
(40) Fernande Sâinz de Bujanda, "Estructura juridica del - 
Sistema Tributarie". Revista de Dereche financière ne 
41, 1961.
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Es ademâs un impuesto cnnsiderablemente subjetivado,- 
en cuanto las condiciones persenales o familiares de les - 
sujetos pasives son tenidas en cuenta para la determinaciôn 
de la base liquidable. La cuantla de la cuota depende, pues 
de dichas cendicienes. (41)
D) La estructura del impueste sobre los sueldes, sala 
ries V emelumentes de les funcienaries y agentes de 
las Cemunidades eurepeas.
Heche impenible y sujeto pasive
El heche impenible estâ censtitulde per la percep- 
ciôn per alguna de las personas que se citan en el art. 2, 
del Reglamente 260/68, "de sueldes, salaries y emelumentes 
de cualquier naturaleza satisfeches per las Cemunidades" 
(Art. 3, 1, Regl. 260/68).
El art. 2, referide desempeha la deble funciôn de de- 
feerminar el hecho impenible y de sehalar a les centribuyen 
tes per el impuesto:
"Estân sujetes al impueste:
- las personas semetidas al estatute de funcienaries e 
al régimen aplicable a les otres agentes de las Cemunidades
(41) En el articule citade en la nota anterior,distingue cen 
claridad Sâinz de Bujanda les conceptos de impueste - 
personal y de impueste subjetive. El segunde es un cen 
cepte relative que hace referencia al tratamiente dade 
a las circunstancias persenales e familiares del cen- 
tribuyente a través de las deduccienes en la base, los 
tipes de gravamen e las desgravacienes en las cuetas, 
cen independencia de que se trate de un impueste perso
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comprendidos los beneficiaries de la indemnizaciôn por re­
tire en interés del servicie, cen excepciôn de les agentes 
locales,
- Los beneficiarios delas pensiones de invalidez, de 
retire y de sobrevivencia satisfechas per las Comunidades;
- los beneficiaries de la indemnizaciôn per cese def_i 
nitive prevista en el art. 5 del Reglamente (CEE, Euratom, 
CECA) N2 259/68 del Censeje)" (42)
Los arts. 11 y 12 del Reglamente 260/68 asimilan a 
las personas citadas anteriermente, a efectes del impueste:
- Los miembres de la Cemisiôn;
- les jueces, abogados générales, al escribane y a les 
infermaderes adjuntos del Tribunal de Justicia;
- los miembres de la Cemisiôn de Control de cuentas, y
- los miembres delos ôrganes de gobierno del Banco eu 
ropeo de inversienes, los miembres del personal de diche - 
Banco y los beneficiaries de las pensiones que esta insti­
tuciôn satisfaga en cuanto estén comprendidos en las cate- 
gcrias que détermina el Consejo.
nal o real, segün la estructura del presupueste de he 
che de la nerma.
(42) Teniende en cuenta le establecide per el Reglamente - 
2530/1972 de 4 de diciembre de 1972, que fija las ner 
mas sebre reclutamiente de funcienaries y cese de an­
tiques funcienaries en razôn de la ampliaciôn de las - 
Cemunidades, el Reglamente 2530/1972 de la misma fecha 
amplia la lista de les sujetes pasives del impueste - 
cen les beneficiaries de las indemnizacienes y las - 
asignacienes previstas en aquel reglamente para les -
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Las referidas personas son los centribuyentes per e_s 
te impueste, pere no resultan directamente ebligadas a - 
realizar page algune, ya que de acuerde cen el art. 8 del 
Reglamente 260/68 "el impueste se percibe per via de re—  
tenciôn en la fuente".
Cada una de las personas citadas en les arts. 2, 11 y 
12 del Reglamente 260/68 es contribuyente per tedes les - 
sueldos, salaries y emelumentes que recibe de las Cemunida 
des, sea cual sea la naturaleza de éstes y la instituciôn 
de donde prevengan. A la suma de estes ingreses se aplica 
la escala pregresiva de gravamen. La naturaleza personal - 
del impueste emerge una vez mâs en esta agrupaciôn deingre 
ses.
Debemes sehalar que el impueste es individual y ne fa 
miliar. No deben agruparse les ingreses de los miembres de 
una familia. La familia sôle es tenida en cuenta a efectes 
de ciertas deduccienes de la base para la subjetivaciôn - 
del impueste que examinaremes mâs abajo.
Debemes llamar la atenciôn sebre la inclusiôn de los 
pensionistas y de las pensiones de invalidez, retire y so­
brevivencia. Ne se ha limitado el gravamen a las percep.cio 
nés obtenidas cuande el contribuyente estâ en servicie ac 
tivo, sino que se ha extendi do a las pensiones otras pre_s 
taciones asimiladas.
cases de cese definitive. Estas indemnizacienes y—  
asignacienes entran a fermar parte igualmente de la 
base del impuesto.
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Se ha interpretado, pues, en un sentido amplio, la - 
expresiôn "sueldos, salaries y emelumentes satisfeches - 
por la Cemunidad" a que se refiere el Protocole sobre los 
privilégiés e inmunidades de los funcionarios que atribuye 
a las Comunidades el peder para establecer el impuesto. - 
Censecuentemente el Reglamente de 25 de marzo de 1969 (Regl. 
n2 549/69 Euratom, CEE, CECA del Consejo) interpréta la - 
disposiciôn del Protocole en que se eximen de los sistemas 
tributaries nacienales dichos sueldos, salaries y emolumen 
tes, incluyendo entre los mismos las pensiones y prestacio 
nés asimiladas.
Sehalemos ademâs que el art. 3,5 del Reglamente 260/
68 disponen la exclusiôn de la base del impuesto de las "re 
tenciones en la remuneraciôn de los centribuyentes en razôn 
de las pensiones y retires...". La no deducciôn de estas re 
tenciones de la base, hubiera supuesto el sometimiento de - 
una misma renta a un deble gravamen. En un sistema en que - 
se grava a un tiempe las rentas precedentes de otres facto- 
res, ademâs de las rentas de trabaje, la exclusiôn de taies 
cotizaciones podria considerarse dudesa en cuanto séria po 
sible entenderlas come inversienes, cuyes frutes fueran las 
pensiones pesteriores, que ceme rentas entrarian de nuevo - 
en la base del impueste (43). En el impueste que estudia—  
mes esta interpretaciôn ne nos llevarla al doble semetimien
(43) Hacemes esta afirmaciôn dando per juste el gravamen de 
las rentas precedentes de ahorro previamente gravado. 
Sobre la llamada doble imposiciôn del ahorro en la im 
posiciôn sobre la renta, puede verse Nicholas Kaldor, 
Impuesto al Gasto. Méjico: Fonde de Cultura Ecenômica, 
pp. 21 a 54.
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to de cotizaciones y pensiones, sino al sometimiento de las 
primeras como rentas de trabajo y a la no sujecciôn de las 
segundas como rentas de capital. Esta soluciôn teôricamente 
justificable no séria la mâs acertada. Las pensiones no po- 
drian en ningün caso ser consideradas como puras rentas de 
capital, fruto posterior de las cotizaciones, ya que éstas 
sôlo parcialmente contribuyen a hacerlas posibles. Una solu 
ciôn de este género llevaria consigo la sujedôn total al im 
puesto comunitario de las cotizaciones - es decir, de los sa 
larios y sueldos retenidos en concepto de contribuciôn al - 
régimen de pensiones - y la exenciôn de una alicuota de las 
pensiones - las que estén en relaciôn con las cotizaciones 
y el gravamen por los Estados miembros de la misma alicuota,
Deben pues considerarse las pensiones como un salario 
diferido hecho posible por las aportaciones de las Comunida 
des y de los beneficiarios y ser gravadas como tal salario 
como se hace en el Reglamente que exponemos, en el momento 
en que se hacen efectivas,
Pero debemos observar que se deducen tanto las reten—  
ciones en razôn del régimen de pensiones como en razôn de 
la seguridad social. En cambio, como veremos, no se deducen 
de la base del impuesto las prestaciones por causa de enfer 
medad, derivadas del sistema de seguridad social de las Co— 
munidades. Esta deducciôn no podria ser defendida en base a 
la argumentaciôn empleada. Creemos, no obstante, que es una 
deducciôn correcta, no como résultante del mecanismo técni- 
co del impuesto, sino entendida en el contexte de la subjet£ 
vaciôn del gravamen. Sobre este punto volveremos mâs abajo.
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La base imponible
La base de este impuesto estâ constitulda por los - 
sueldos, salaries y emolumentos de toda naturaleza a los - 
que nos hemos referido anteriormente. Esta constitulda por 
todas las prestaciones monetarias netas que como retribu—  
ciôn de servicios satisfacen las Comunidades. De las pres­
taciones monetarias que las Comunidades realizan habrân de 
exclulrse o deducirse, pues, aquellas cantidades que no —  
constituyen la renta neta, percibidas para hacer posible 
el trabajo causa de la retribuciôn. Cantidades que habrân 
de determinarse directa o presuntamente. Admds habrdn de - 
deducirse de la base o renta neta las cantidades que se e^ 
time oportuno para hacer posible lo que hemos llamado sub- 
jetivizaciôn del gravamen, es decir, para tener en cuenta 
ciertas circunstancias personales o familiares del contribu 
yente.
Ahora bien, cuando lo que se grava son las rentas del 
trabajo personal, la distinciôn de las exclusiones que han 
de realizarse para obtener la renta neta y las deducciones 
de subjetivizaciôn del impuesto no résulta fâcil de reali- 
zar-, Tratândose de rentas de capital, la frontera entre e£ 
tas deducciones puede ser màs précisa: se excluyen de los 
ingresos brutos aquellos gastos que son necesarios para la 
obtenciôn de éstos. Cuando la persona misma del contribuyen 
te es la fuente productora del ingreso, la distinciôn entre 
gastos deducibles para obtener la retribuciôn neta y con­
sume propio del sujeto que como tal debe ser gravado, es - 
en muchos casos puramente convencional, Dada la determina- 
ciôn legal de las exclusiones y deducciones que se estable
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cen en el impuesto que estudiamos, la distinciôn carece - 
de relevancia prdctica, y no ahondaremos en ella. Si la - 
utilizcunos es a los efectos de valorar la técnica legisla 
tiva empleada y la significaciôn de cada una de las opera 
ciones necesarias para la obtenciôn de la base liquidable.
Las legislaciones nacionales de los impuestos sobre 
la renta suelen contar ademds con ciertas deducciones, - 
concedidas para estimular determinados empleos de la ren­
ta : inversiones en determinados sectores o lugares, con—  
tribuciones a obras benéficas o religiosas, etc. Estas de 
ducciones, que cons tituyen auténticas quiebras de la im- 
posiciôn sobre la renta y no gozan de buena acogida en la 
moderna doctrina financiera, constituyen en realidad fâci 
les subvenciones, inseguras y encubiertas, del Estado a - 
ciertas actividades (44). El impuesto comunitario sobre - 
las retribuciones de los funcionarios no conoce ninguna - 
de estas deducciones,
a) Exclusiones para obtener la renta neta.
12, Se excluirdn de las retribuciones o percep- 
ciones brutas del funcionario, agente o a si. 
milado "las sumas o indemnizaciones, a tan- 
to alzado o no, que representan compensacio 
nés de cargas soportadas en razôn de las - 
funciones ejercidas". (Art, 3,2 del Régla—  
mento)
(44) Sobre la relaciôn de exenciones- subvenciones puede 
verse nuestro trabajo, El crédito tributario a la in 
versiôn, Revista de Derecho Financiero n2 85, pôgs. 
177 a 179.
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22) Se deducirâ un 10 por ciento de la base - 
de la que previamente se han excluldo las 
cantidades a que nos hemos referido en el 
pârrafo primero y las prestaciones familia 
res, socorros sociales e indentiizaciones - 
por enfermedad que Considérâmes mâs abajo- 
en concepto de gastos profesionales y per­
sonales. El caràcter de exclusion para la 
obtenciôn de la renta neta de este 10 por 
ciento es algo dudoso, Puede entenderse,no 
obstante, que se cubren con este 10 por - 
ciento ciertos gastos (vestido, transporte) 
que se realizan en razôn de la asistencia 
al trabajo.
b) Deducciones para llevar a cabo la subjetivaciôn
del gravamen
Se excluyen de la base ciertas prestaciones que 
recibe el contribuyente, ademâs de su sueldo o salarie bâ 
sico, en razôn de la estructura de las retribuciones de - 
las Comunidades que tienen en cuenta el status familiar 
de los funcionarios o ciertas circunstancias econômicamen 
te gravosas que les afectan. Estas son:
l) Prestaciones o asignaciones familiares, cua_l 
quiera que sea su naturaleza.Entre las que se especifican:
- Asignaciôn de jefe de familia,
- Asignaciôn por hijos a su cargo,
- Asignaciôn escolar.
- Asignaciôn por nacimiento.
- 270 -
2) Socorros de carâcter social.
3) Indemnizaciones por enfermedad profesional o 
accidentes.
Ademds del sueldo, salario o pensiôn bâsica se de­
duce por cada hijo a cargo del contribuyente una suma —  
équivalente al doble de la cuantia de la asignaciôn por - 
lijo a su cargo.
La deducciôn pura y simple de la asignaciôn por 
jos, aün tratândose de una familia en la que ambos cônyu- 
ges trabajan, incluso cuando los dos son funcionarios de 
las Comunidades, no plantea problema alguno; (esta asigna 
ciôn se atribuye a uno solo de los cônyuges, de acuerdo - 
con lo establecido en el Anejo VII del Estatuto de funcio 
narios, Reglamento de 29 de febrero de 1968 (n2 259/68 -
CEE, CECA, Euratom, que reproduce esencialmente el Estatu 
to del aho 1962 (Regl. 31 CEE y 11 Euratom), y delà base - 
imponible de ésta serd deducida la asignaciôn). El proble­
ma se plantea en caso de funcionarios casados cuando ambos 
trabgen, respecto a la deducciôn ültimamente sehalada (de­
ducciôn adicional del doble de la asignaciôn por hijos a - 
cargo del contribuyente) para la cual no establece régla - 
alguna el Reglamento 260/68, ^Podrla operarse esta deduc—  
ciôn de las retribuciones de ambos cônyuges si éstos soîi • 
funcionarios? ^Qué ocurre si trabajando los dos cônyuges — 
uno sôlo es funcionario de las Comunidades? Por analogla - 
con lo dispuesto para la deducciôn simple de las asignacio 
nés familiares, y teniendo en cuenta que la deducciôn se 
calcula duplicando la asignaciôn que corresponde por hijo 
a cargo del contribuyente, la soluciôn mâs lôgica serâ que
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sôlo procéda esta deducciôn respecto a la persona que se 
bénéficia de la asignaciôn familiar por hijos a su cargo.
Debemos observar que la consideraciôn de la situa 
ciôn familiar del contribuyente se tiene en cuenta por - 
las Comunidades europeas en très niveles diferentes:
- En la composiciôn de las retribuciones, en las 
que se incluyen prestaciones por razones familiares;
- En la deducciôn de estas prestaciones de la —  
base del impuesto;
- En la deducciôn de una cantidad adicional por 
cada hijo a cargo del contribuyente.
El sistema nos parece excesivamente complejo. Un 
tratamiento teôricamente mâs satisfactorio consistiria 
en concéder prestaciones salariales suficientes en aten 
ciôn a las circunstancias familiares y suprimir toda de­
ducciôn del impuesto en razôn de estas circunstancias ~  
(téngase en cuenta qi±e deducciones de la base de un im—  
puesto progresivo benefician en mayor grado a quienes se 
encuentran en una escala de renta mâs elevada respecto a 
los que se situdn en escalas inferiores. Son equivalen—  
tes a subvenciones regresivas en funciôn de la renta).
La fôrmula empleada no nos parece, pues, correcta, 
Puede justificarse, sin embargo, en que no siendo posible 
- por motivos psicolôgicos, politicos, etc. - concéder un 
tratamiento adecuado a las situaciones familiares a tra~ 
vés de las retribuciones de los funcionarios, por la via
-  272 -
indirecta del impuesto se logra un resultado équivalente.
Algo parecido puede afirmarse respecto a la deduc­
ciôn de los socorros sociales y de las indemnizaciones - 
por enfermedad o accidente. Respecto a éstas la incongruen 
cia se agrava en cuanto las cotizaciones a la previsiôn - 
social se deducen igualmente de la base del impuesto.
El resultado que se logra con estas deducciones pue 
de ser justo, pero el sistema pierde claridad. El argumen­
te de que el gravamen de estas prestaciones es absurdo, en 
cuanto séria necesario compensarlo con un aumento de las - 
mismas no puede emplearse, porque otro tanto podria decir- 
se de todo el mecanismo del impuesto. La nitidez del presu 
puesto, asi como la lôgica interna del gravamen no reciben 
aqui, en nuestra opiniôn, el tratamiento adecuado (45).
Tratândose de un impuesto que recae sobre un flujo 
econômico como es la renta, la determinaciôn de la base re 
quiere la fijaciôn temporal de ese flujo. Tratândose, ade- 
mâs, de un impuesto progresivo, esta determinaciôn ha de - 
ser extremadamente cuidadosa ya que de ella depende, no so 
lo el momento en que la deuda tributaria ha de ser satisfe 
cha, sino la cuantia misma de esta deuda.
(45) El art. 5 del Reglamento 260/68, régula la mecdnica 
a utilizar para computar a efectos del impuesto los 
coeficientes a que estdn sometidas las retribucio­
nes de los funcionarios,entre los que destaca el que 
tiene en cuenta el desplazamiento de éstos de sus - 
paises de origen.
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La base ha de agrupar las retribuciones correspon- 
dientes a cada mes. El mes es pues el période impositivo 
elegido, a diferencia de lo que es normal en los sistemas 
nacionales, en donde el aho se considéra el ejercicio tri. 
butario a efectos de los impuestos sobre la renta. La elec 
ciôn del mes, que séria absolutamente irracional en un im 
puesto global y progresivo sobre la renta, no lo es sin - 
embargo en un impuesto sobre las retribuciones de los fun 
cionarios, en que lo ingresos disfrutan de una extraordi- 
naria periodicidad, constancia y permanencia. Por otra par 
te este période ofrece la ventaja de facilitar la admini^ s 
traciôn del impuesto. Coincidiendo el periodo de imposiciôn 
con el pago de las retribuciones, la retenciôn en la fuen­
te constituye una liquidaciôn definitiva del gravamen y se 
evitan ajustes al final de un periodo mâs extenso, si és- 
te fuera ëLelegido para la determinaciôn de la base con el 
consiguiente esfuerzo contable y administrative adicional.
De las dos posibilidades ofrecidas al legislador - 
de computar las retribuciones a los efectos del impuesto - 
en los périodes en que son devengadas - es decir, realiza- 
do el trabajo por el cual se perciben - o en el que son pa 
gadas, ha elegido la primera: "Las transferencias de régula 
rizaciôn - dice el art. 7, pârrafo 3 del Reglamento 260/68 
- que no tengan relaciôn con el mes en curso del cual son 
satisfechas se someteràn al impuesto que hubiera debido - 
gravarlas si hubieran sido efectuadas en sus fechas norma 
les".
En el mismo articule 7 del Reglamento se ofrecen dos 
reglas especiales para cuando excepcionalmente las retri-
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buciones no corresponden exactamente a trabajos realiza- 
dos a lo largo de un mes.
* cuando las retribuciones de los funcionarios co 
rresponden a un periodo inferior a un mes, se considera- 
rdn como si se refirieran a un mes complete, aplicdndose 
les la tarifa ordinaria de tipos de gravamen como si del 
sueldo de un mes complete se tratara. Una aplicaciôn es- 
tricta del principle de capacidad contributiva hubiera - 
supuesto laaplicaciôn de tipos superiores a los ordina—  
rios. La soluciôn adoptada es, no obstante, mâs sencilla. 
Por otro lado los funcionarios y agentes que son retrlbu_l 
dos por trabajos efectuados en périodes inferiores a un - 
mes no es seguro que cuenten con rentas de trabajo adicio 
nales durante el mes del que el tiempo trabajado para las 
Comunidades es una fracciôn.
- Cuando las retribuciones corresponden a un perio 
do superior a un mes se distribuyen regularmente a efec—  
tos del impuesto sobre los diferentes meses que en el pe­
riodo se comprenden y se les aplica el tipo de .gravamen 
que correspondu como si hubieran sido recibidas en el mes 
a que se atribuyen.
Los tipos de gravamen
La escala progresiva de tipos de gravamen es la 
siguiente, con las retribuciones expresadas en Francos 
belgas:
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8 por ciento a la fracciôn comprendida entre 
10 
12'50 
15
17’50 
20
22' 50 
25
27'50 
30
32» 50 
35 
40
45 " a la fracciôn superior a
803 y 14.178
14.179 y 19.528
19.529 y 22.380
22.381 y 25.413
25.414 y 28.265
28,266 y 31.030
31.031 y 33.883
33.884 y 36.648
36,649 y 39,500
39.501 y 42.265
421266 y 45.118
45.119 y 47,883
47,884 y 50.735
50.735
Se emplea una escala progresiva a escalones para evi- 
tar que a ciertos incrementos de rentacorrespondan incremen- 
tos de cuOta tributaria superiores a su misma cuantia, es de 
cir, para evitar elevados gravdmenes marginales.
La aplicaciôn lie escalas progresivas de gravamen no —  
ofrece problemas cuando se refieren a rentas mds o menos - 
constantes. Este es el caso normal del impuesto que expone- 
mos. En cambio, la justicia de esta forma de imposiciôn se 
pone a prueba cuando se producen rentas extraordinarias, de 
cardcter excepcional, acumuladas en un periodo impositivo. 
Las escalas progresivas de gravamen discriminan contra las 
personas que reciben sus rentas intermitentemente, agrüpdn- 
dose anormalmente en un determinàdo periodo impositivo.
El corto periodo impositivo del impuesto que examinâmes lo 
hace aün mds sensible a esta discriminaciôn.
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Los sistemas fiscales suelen utilizar, para evitar 
los efectos injustos de este fenômeno, uno de estos méto- 
dos :
- escalonar la atribuciôn a la base imponible de - 
estos ingresos en varios periodos impositivos;
- aplicar a estos ingresos tipos mds bajos, conge- 
lando, por ejemplo, la progresividad del impuesto en la - 
escala que corresponde a las rentas normales.
Este segundo método ha sido elegido por el Reglamen\ 
to 260/68 en su art. 6. De acuerdo con este artlculo: 12) 
Se aplicard el tipo de gravamen que correspondiô a la frac 
ciôn derenta mds elevada del mes precedente a las siguien­
tes clases de ingresos:
- compensaciones por horas extraordinarias;
- sumas percibidas en razôn de trabajos penosos;
- sumas percibidas por servicios excepcionales;
- suiTias percibidas por invenciones patentadas.
22) Se aplicard como tipo de gravamen las 2/3 partes de la 
relaciôn existente entre la cuota debida en razôn del ülti 
mo sueldo percibido y la base imponible que a dicha cuota 
corresponde, es decir, las 2/3 partes del ültimo tipo me­
dio de gravamen aplicado al contribuyente, cuando se gra­
ven las transferncias efectuadas en razôn'del cese del fun 
cionario. De estas transferencias se deducirdn ünicamente, 
para obtener la base, las cantidades que corresponden a 
los gastos profesionales y personales y al doble de la - 
asignaciôn por hijos a cargo del contribuyente.
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La Cuota
La cuota se obtiene aplicando a la base los porcenta- 
jes o tipos de gravamen que le corresponden segûn su cuan—  
tia. La suma serd redondeada, con exclusiôn de los céntimos 
en la unidad inferior (art, 8 del Reglamento 260/68),
Una instituciôn constantemente repetida en los impue^ 
tos personales sobre la renta hace su apariciôn en este im­
puesto, de manera acertada a nuestro juicio, en esta fase - 
de la determinaciôn de la cuota. Se trata del principio de 
que las rentas necesarias para una subsistencia digna no de 
ben estar sujetas al impuesto. Este principio se positiviza 
en el Impuesto sobre los salarios y sueldos de los funcio­
narios en el art. 6,2 del Reglamento 260/68: "La aplicaciôn 
del présente reglamento no podrd tener por efecto la reduc- 
ciôn de los sueldos, salarios y emolumentos de toda natura­
leza satisfechos por las Comunidades a una suma inferior al 
mlnimo vital définido en el art. 6 del anejo VIII del Esta­
tuto de funcionarios de las Comunidades".
Por este medio no sôlo se asegura que no serâ gravado 
el mlnimo vital, sino que coordinândose el impuesto con la - 
polltica de salarios de las Comunidades se évita la posibili 
dad de una retribuciôn neta inferior al salario mlnimo.
La cuota, cuando suponga una reducciôn de las contri- 
buciones de los funcionarios por debajo de dicho nivel se re 
ducirâ para que el salario mlnimo neto se respete.
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e) Articulaciôn del impuesto sobre los sueldos, sala­
ries y emolumentos de los funcionarios de las Cornu 
nidades con los impuestos générales sobre la renta 
de los Estados miembros.
La exenciôn de los funcionarios y agentes de los -
impuestos directes en los sistemas tributaries nacionales 
se limita a los sueldos, salarios y emolumentos satisfechos 
por las Comunidades. Los demâs ingresos de los funcionarios 
y agentes no gozan en cambio de esta exenciôn y se gravan - 
con los impuestos générales sobre la renta de los Estados - 
miembros a quienes corresponde, de acuerdo con el Derecho - 
vigente. En relaciôn con estos impuestos, el art, 14 del —  
Protocole sobre los privilégies e inmunidades de las Comun_i 
dades europeas, que se aprobô junto al Tratado de Bruselas
de 1965, establece: "A los efectos de la aplicaciôn de los
impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio y los dere—  
chos de sucesiôn, asi como de los convenios para evitar la 
doble imposiciôn internacional concluidos entre los palses 
miembros de las Comunidades, se considéra que los funciona­
rios y agentes de las Comunidades, que, en razôn exclusiva 
del ejercicio de sus funciones al servicio de las Comunida­
des, establezcan su residencia en el territorio de un pais 
miembro diferente al del domicilie fiscal que poseian al - 
tiempo de su entrada al servicio de las Comunidades, tanto 
en el pais de su residencia como en el pais de su domicilie 
fiscal, han conservado su residencia en este ültimo pais, - 
siempre que sea miembro de las Comunidades. Esta disposiciôn 
se aplica igualmente al cônyuge en la medida en que no ejer 
za actividades profesionales propias, asi como a los hijos
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a cargo y bajo la custodia de las personas a que mâs arriba 
nos hemos referido.
Los funcionarios y agentes de las Comunidades estân - 
gravados en cuanto a sus ingresos no precedentes de esta - 
organizaciôn por los impuestos de los Estados a que corre^ 
ponda, de acuerdo con lanorma transcrita, los convenios in 
ternacionales y los Derechos nacionales. A los efectos de 
B aplicaciôn de los impuestos sobre las rentas se considé­
ra que el funcionario que haya aban donado su pals para re 
sidir en otro pals miembro de las Comunidades, conserva su 
domicilie o residencia fiscal previa si ésta es la de un 
pals comunitario. Como la resitencia es el criteria de suje 
ciôn al impuesto general sobre la renta, en lo referente - 
a la obligaciôn personal de contribuir, vigente en los pa_l 
ses miembros de las Comunidades, los funcionarios deberAn 
satisfacer el impuesto general sobre las rentas que no —  
sean retribuciones satisfechas por las Comunidades, en los 
palses en que residlan cuando entraron al servicio de és-- 
jras.
Con referencia a este impuesto, debemos distinguir - 
dos supuestos:
- que el funcionario no perciba otras rentas que las 
que le satisfacen las Comunidades europeas. En virtud del 
art. 13 del Protocole sobre privilégiés e inmunidades,sus 
rentas estarân exentas del impuesto nacional, El ünico pro 
blema que la exenciôn y el gravamen pueden plantear es el 
de la discriminaciôn en favor o en contra del funcionario 
respecto a sus corresidentes, en cuanto a éstos y alfuncio 
nario se le aplican impuestos distintos. Sobre este punto,
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ya hemos hecho algunos cornentarios mds arriba. El sistema 
vigente détermina que el status de funcionario de las Co­
munidades a efectos tributarios prevalezca sobre los vln- 
culos de ciudadania o residencia.
- que el funcionario disfrute de otras rentas que - 
no sean retribucionescomunitarias. Estas rentas, diferen­
tes de los salarios, sueldos o emolumentos satisfechos - 
por las Comunidades no estdn exentas en el Estado al que 
de acuerdo con las réglas del art. 14 del Protocole, los 
convenios internacionales o las legislaciones nacionales 
correspondu gravarlas, Pero como los impuestos nacionales 
sobre la renta contienen escalas progresivas de gravamen 
serla justo que fueran tenidas en cuenta las retribucio 
nes exentas en el cdlculo de los tipos de gravamen que 
corresponden a las restantes rentas. Creemos que esta so 
luciôn respetarla la exenciôn al mismo tiempo que peimd 
tiria que las vigentes ideas sobre la equidad fiscal pre 
valecieraa en el cdlculo de los tipos de gravamen de los 
impuestos générales sobre la renta de los Estados mieft—  
bros. De otra manera, la imposiciôn sobre la renta de los 
Estados perderla respecto a los funcionarios y agentes - 
de las Comunidades eu sentido de gravamen general, cuyo 
peso se calcula teniendo en cuenta la renta global del - 
contribuyente. Desgraciadamente el Tribunalde Justicia no 
ha mantenido esta interpretaciôn considerando que el al- 
cance de la exenciôn de los sueldos, salarios y emolumen 
tos satisfechos por las Comunidades no se limita a la ex 
clusiôn de éstos de la base de los impuestos nacionales, 
sino que tampoco permite que sean tenidos en cuenta en -
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la determinaciôn de la escala de tipos de gravamen aplica 
ble, (Humbletversus Bélgica, 16 de diciembre de 1960)(46)
(46) Tribunal de Justicia de las Comunidades, Recueil de 
la Jurisprudence de la Cour, VI-1125, Caso 6/60.
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3, CONTRIBUCION DEL PERSONAL. AL REGIMEN PE PENSIONES Y DE 
SEGURI_DAD SOCIAL
El Estatuto de funcionarios de las Comunidades europeas
(47) establece en favor de los funcionarios y del personal - 
asimilado un régimen: .de pens, iones que prevé la realizaciôn 
por las Comunidades de prestaciones en favor de éstos o de - 
sus cônyuges o hijos en los supuestos de vejez, invalidez, - 
sobrevivencia del cônyuge u orfandad.
Estas pensiones se satisfacen por las Comunidades a car 
go de su presupuesto de gastos (48). La consideraciôn de és­
tos pensiones como gastos del presupuesto comunitario esta—  
blecida por el art. 83 del Estatuto (49) constituye en garan 
tes del pago de las mismas a los Estados miembros, mientras 
perduren las contribuciones nacionales como medio de finan—  
ciaciôn comunitaria. Exigido por los tratados constitutives
(47) Este Estatuto fué aprobado por el Reglamento ns 31 CEE 
y n2 11 Euratom, publicado en el Journal Officiel de - 
las Comunidades, de 14 de junio de 1962, y ha sido mo- 
dificado en diversas ocasiones. La mâs importante fué 
la realizada por el Reglamento 259/68 (CEE, Euratom, - 
CECA) de 29 de febrero de 1968, por el que se extiende 
el primitive Estatuto, referente exclusivamente a los 
funcionarios y agentes de la CEE y del EURATOM, a los 
de la CECA. Esta medida se tomô como resultado de la - 
fusiôn de los ejecutivos y de la Administraciôn de las 
Comunidades llevada a cabo por el Tratado de Bruselas 
de 8 de abril de 1965. La técnica empleada en estas mo 
dificaciones ha sido la de dar nueva redacciôn a diver 
SOS articulos del Estatuto, conservando su estructura 
primitiva.
(48) Hasta la aplicaciôn a los funcionarios de la CECA del 
Estatuto de los funcionarios de la CEE y del Euratom -
— 2 o 3
de las Comunidades el equilibrio del presupuesto (art. 99 del 
Tratado CEE, art. 171 del Tratado Euratom) e incluyéndose en 
los gastos de las pensiones debidas, los Estados miembros es- 
tân obligados a aportar por medio de sus contribuciones, y de 
acuerdo con el porcentaje de reparte que les correspondu, los 
fondes necesarios para hacer frente a estas obligaciones. En 
este contexte debe entenderse la afirmaciôn hecha por el art_l 
culo 83 del Estatuto, de que los Estados miembros garantizan 
colectivamente el pago de estas prestaciones segün la clave - 
de reparte fijada para la financiaciôn de estos gastos". Cree 
mos que no se trata de otra garantia que la résultante de su 
introducciôn en un presupuesto que ha de ser nivelado en ülti 
ma. instancia por contribuciones de los Estados miembros. Nos 
parece que no pretendiô el Consejo, ôrgano que aprobô el Esta 
tuto de funcionarios, establecer una garantia de otro género 
y dudamos que tuviera atribuciones para obligar a los "Estados 
mieabros a garantizar directamente el cumplimiento de estas - 
obligaciones. La referencia a la clave de reparte, de las con 
tribuciones como delimitaciôn de la garantia, parece confir-- 
mar nuestra interpretaciôn. Cuando las contribuciones de los 
Estados miembros desaparezcan como recurso finalcomunitario 
esta garantia desaparecerâ, pero ésto ocurriré. en el momento 
en que apoyado el crédito de las Comunidades en la sôlida ba 
se de un sistemade financiaciôn independiente, los recursos
existiô en aquella Comunidad un fonde de pensiones espe 
cial, ahora congelado, con que se atendla al pago de - 
los funcionarios CECA acogidos al régimen primitive de 
esta Comunidad.
(49) "El page de 16s prestaciones previstas en el présente 
régimen de pensiones - dice el art, 83 del Estatuto - 
constituye una carga del presupuesto de las Comunidades"
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propios, tal garantia deje de ser necesaria. Esta transfor—  
maciôn de la garantia ajena, en garantia propia, no esté. —  
exenta de interés politico. Las Comunidades, con la introduc 
ciôn de los recursos propios, dejan de pertenecer al insegu 
ro mundo, desde el punto de vista de la solvencia econômica, 
de las organizaciones internacionales dependientes de las - 
contribuciones de sus socios, para participar de la seguridad 
financiera de los Estados, caracterizada por la titularidad 
del poder de imposiciôn.
El pérrafo 22 del Art. 83 del Estatuto dispone:
"Los funcionarios contribuiréa en un tercio a la financia 
ciôn de este régimen de pensiones. Esta contribuciôn se fija 
en un 6 por ciento del sueldo base del interesado, sin tener 
en cuenta los coeficientes correctores previstos en el art. 
64. Esta contribuciôn se deduciré mensualmente del sueldo déL 
interesado".
La introducciôn de esta contribuciôn de los funcionarios 
al régimen de pensiones nos plantea una doble problemâtica:
- la del objeto y significado del tribute que se créa;
- la de la atribuciôn de poderes a los ôrganos de las 
Comunidades para establecer este tribute.
a ) Objeto y significado de la contribuciôn de los fun
cionarios al régimen de pensiones:
El pérrafo transcrite del art. 83 del Estatuto con 
tiene dos preceptos de diferente nivel de concreciôn:
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a) Los funcionarios soportarân en una tercera parte la 
financiaciôn del régimen de pensiones.
La participaciôn de los funcionarios a la financia­
ciôn del régimen de pensiones podria llevarse a cabo a tra- 
vés de fôrmulas que supusieran que la parte que han de so—  
portar los funcionarios no transitara por el tesoro comuni­
tario: suscribiendo una pôliza colectiva de seguros que cu- 
briera una tercera parte de los riesgos comprendidos en el 
régimen de pensiones, contribi;^ ndo a una caja autônoma que 
asumiera las obligaciones que en la materia corresponden a 
los funcionarios, etc. Estas fôrmulas supondrlan que en los 
presupuestos de las Comunidades solo figuraran los gastos - 
destinados al pago de pensiones en dos tercios de la cuantia 
de éstas y que los pensionados sôlo percibieran de las Comu 
nidades los referidos dos tercios. El resto les séria entre 
gado por los funcionarios a través de una caja autônoma o 
de una compeihia de seguros.
Pero estas fôrmulas se contradicen con la déclara—  
ciôn del pérrafo primero del art. 83, de que "el régimen de 
pensiones constituye unacarga del presupuesto de las Comund^  
dades". Se habla del régimen de pensiones en su totalidad, 
sin restricciôn alguna, y node los dos tercios que corrres- 
ponde soportar en ültima instancia a las Comunidades. Son - 
las Comunidades y no los funcionarios los obligados juridica 
mente por la totalidad de la prestaciôn debida ante los - 
pensionados.
üQué sentido tiene entonces el precepto de que los 
funcionarios han de contribuir en un tercio a la financia­
ciôn del régimen de pensiones?
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Este precepto résulta aclarado por el segundo pre­
cepto contenido en el pérrafo del art. 83.
b) Los funcionarios han de satisfacer a las Comunida­
des un impuesto al tipo proporcional del 6 por ciento sobre 
sus sueldos de base. La contribuciôn de los funcionarios al 
sostenimiento de las cargas del régimen de pensiones se 11^ 
va a cabo a través de un impuesto en favor de las comunida­
des.
El mecanismo es, pues, el siguiente: En el Estatuto 
se prevé como derecho de los funcionarios un régimen de p ^  
siones que obliga directamente a las Comunidades. (No exis­
te relaciôn juridica alguna en razôn del régimen de pensio 
nes entre el pensionado y el funcionario que ha de contri­
buir financieramente al sostenimiento del mismo).
Por Otra parte, el Estatuto considéra que los fun— - 
cionarios deben soportar en parte las cargas financieras - 
del sistema de pensiones y créa, a estos efectos, un impue^ s 
to sobre sus sueldos. Se trata de un impuesto sobre las ren 
tas de los funcionarios, con la ünica particularidad de que 
se ha hecho expreso en el Estatuto, se ha positivizado, el 
fundamento del mismo (50).
(50) Hemos preferido emplear el término de fundamento al de 
causa porque creemos, con Séinz de Bujanda, que la no- 
ciôn ée causa, acuhada en otros campos juridicos, es 
una fuente de errores y confusiones". Fernando Sé3^ z de 
Bujanda: "Anélisis jurldico del hecho imponible", pu-* 
blicado en los nümeros 60, 61 y 62 de la Revista de - 
Derecho Financiero y Hacienda Püblica. La probleméti- 
ca del fundamento del hecho imponible y de la causa - 
de la obligaciôn tributaria es abordada en el ns 61, 
pégs. 37 a 166. Séinzde Bujanda se refiere al fundamen
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Lo que primariamente interesa, desde el punto de vista 
jurldico, es que las Comunidades han establecido un impues­
to cuyo hecho imponible es la percepciôn por los funciona—  
rios de retribuciones por el trabajo que realizan a las Co­
munidades, la base imponible la cuantia de los sueldos de - 
base de cada funcionario, sin que se tengan en cuenta los - 
coeficientes correctores previstos en el art. 64 (51) y el 
tipo de gravamen el 6 por ciento, cualquiera que sea la - 
cuantia de la base. El impuesto se satisface mensualmente y
to del hecho imponible. El fundamento positivizado en - 
la norma que comentamos no es el fundamento del hecho 
imponible, sino del establecimiento del tribute a car 
go de determinados contribuyentes y del nivel de los - 
elementos cuantitativos del mismo, en especial del t_i 
po de gravamen. Al legislador le ha parecido que la - 
percepciôn de sueldos por los funcionarios era el he­
cho imponible apropiado o justo, pero no ha hecho ex- 
presas las razones de su elecciôn, lo que no excluye 
que estas razones existan y tengan significado jurid^ 
CO, aün cuando éste sea extrapositivo. Al legislador 
le ha parecido en cambio conveniente positivizar el - 
fundamento del establecimiento del impuesto, de :1a - 
elecciôn de los contribuyentes y del tipo de gravcimen 
(la base es principalmente una consecuencia de la na 
turaleza del hecho imponible): que los funcionarios 
contribuyan en un tercio a las cargas que el régimen 
de pensiones supone a las Comunidades.
(51) El art. 64 del Estatuto dispone: "Se aplicard a la - 
remuneraciôn del funcionario expresada en la moneda - 
del pals de la sede provisional de la Comunidad a que 
corresponde, deducidas las retenciones obligatorias - 
previstas en el presente Estatuto o en los reglamentos 
adoptados en su aplicaciôn, un coeficiente corrector 
superior, inferior o igual al 100 por cien, segün - 
las condiciones de vida en los diferentes lugares en 
que realicen sus funciones..."
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por retenciôn del organisme que paga las retribuciones (52),
Son estas concretas normas que establecen este impuesto 
las que directamente detcrminan la obligaciôn del funciona—  
rio, como contribuyente, a sacrificar una parte de sus retri 
buciones en favor de las Comunidades, no el precepto de que 
los funcionarios contribuirân a financiar en un tercio el ré 
gimen de pensiones, Este precepto interesa en cuanto para el 
cumplimiento del mismo se ha establecido el impuesto y en - 
cuanto constituye el fundamento expreso del mismo. Esto no - 
significa que este precepto carezca de relevancia juridica, 
Positivizado el fundamento del impuesto despliega su efica—  
cia juridica, en el sentido de que si elfenômeno objeto de - 
este fundamento desaparece, quedaré sin efecto el impuesto.
(52) El anexo VIII del Estatuto contiene algunas aclaracio- 
nes complementarias : El art. 36 dispone: "Toda percep­
ciôn de un sueldo queda sometida a la contribuciôn al 
régimen de pensiones prevista en los arts. 77 a 84 del 
Estatuto". El arto 37: "El funcionario en servicio se- 
parado continuaré satisfacciendo la contribuciôn pre—  
vista en el articule precedente sobre la base del suel^
do que corresponde a su escala y grado. Esta disposi--
ciôn se aplicard al funcionario que sea beneficiario de 
la indemnizaciôn prevista en caso de disponibilidad o - 
de retiro en el empleo por interés del servicio, con el 
limite de cinco ahos previsto en el articule 3. Todas - 
las prestaciones a las que puede tener derecho este —  
funcionario o sus causantes en virtud de las disposicio 
nes del présente régimen de pens iones serân calculadas 
sobre la base de este sueldo (art. 38). Las contribucio 
mes regularmente percibidas no pueden ser reclamadas. 
Aquellas que han sido percibidas irregularmente no pro­
ducen derecho alguno a pensiôn y serân reembolsadas sin 
intereses a solicitud del interesado o su causante". 
Art. 39, "Las autoridades presupuestarias adoptarân,pre 
vio dictamen de uno o varios actuarios cualificados y -
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(53). No nos cabe duda de que si el régimen de pensiones - 
fuera abolido no séria exigible el impuesto, en cuanto ca- 
receria de raiz el fundamento de su establecimiento, que 
ha aflorado al mundo juridico con toda claridad a través - 
de su positivaciôn (54). &Pero qué pasaria si manteniéndo- 
se el régimen de pensiones, el tipo de gravcimen del 6 por 
ciento se manifestera excesivo o insuficiente para cubcl-r 
la parte que en su financiaciôn corresponde a los funciona 
rios? El fundamento del impuesto se enuncia en el Estatuto
del Comité del Estatuto previsto en el art, 10 del mi^ 
mo, las tablas de mortalidad y de invalidez y la ley - 
de variaciôn de salarios a utilizar para el câlculo de 
los valores actuariales previstos en el Estatuto y en 
el présente anexo".
(53) Descartamos una interpretaciôn que afirmara que, fija- 
do el fundamento del tribute en el mismo texto legal - 
que el tributo, el tribute absorbe, anula a éste hasta 
el punto de dejarlo sin valor alguno, una vez especif^ 
cado en una fôrmula tributaria concreta. Esta interpre 
taciôn supondria que sôlo la positivaciôn del fundamen 
to de un tributo en los textes constitucionales tendrla 
relevancia juridica, Creemos que el tributo no anula - 
su fundamento, sino que éste sobrevive a su concreciôn 
manteniendo su significaciôn en el ordenamiento jurldj^  
co a todos los efectos. Descartamos igualmente la in­
terpretaciôn de que el fundamento del tributo conteni­
do en la misma norma que establece y régula éste no - 
tiene efecto alguno respecto a terceros. Esta interpre 
taciôn llevarlaconsigo que el ünico efecto de que se - 
haya hecho expreso el fundamento de la contribuciôn - 
que estudiamos consistiria en el previsto en el art.83 
4, del Estatuto a que més abajo nos referiremos: que - 
las autoridades presupuestarias han de procéder a modl 
ficar el impuesto o la edad de retiro para corregir to 
da inadecuaciôn que se produzca entre el producto del 
tributo y su fundamento sin que los interesados estuvie 
ran legitimados para exigir esta modificaciôn. Creemos
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con extraordinaria concreciôn: el impuesto ha sido estructu 
raao y cuantificaao para nacer posible que los funcionarios 
contribuyan en un tercio a las cargas que créa el régimen - 
de pensiones a las Comunidades, Teniendo en cuenta esta con 
tribuciôn se ha fijado en el 6 por ciento el tipo de grava­
men.
Debe tenerse en cuenta que la apreciaciôn de esta ina 
decuaciôn es extraordinariamente dificil. Lo que en el pre 
cepto que sirve de fundamento al impuesto se exige es que a 
través del impuesto se financie una tercera parte del régi­
men de pensiones, pero no se délimita temporalmente esta f^ 
nanciaciôn. No es necesario que coincidan los ingresos pro 
cedentes del impuesto con una tercera parte de los gastos 
destinados a pensiones en cada ejercicio presupuestario, s± 
no que el impuesto se adapte a largo plazo a la funciôn que 
tiene encomendada. A pesar de ello, creemos que, si la ina­
decuaciôn a su finalidad llegara a ser évidente, los funcio 
narios podrlan oponerse ante el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades, en base del art. 91 del Estatuto, que estable­
ce la competencia de este Tribunal para este tipo de liti—  
gios, a la aplicaciôn del impuesto.
que esta postura restrictiva del valor de la positiva­
ciôn del fundamento del impuesto sôlo séria vélida si 
de manera expresa se hubiera limitado en este sentido 
su eficacia juridica.
(54) El fundamento del impuesto se enuncia de manera normal 
y objetiva. No se justifica el impuesto en la pensiôn 
qüe cada funcionario individualmente considerado pue- 
da percibir en el futuro, sino en la existencia obje­
tiva de un régimen de pensiones a sostener por las Co 
munidades. Consecuente con este planteamiento, el art.
38 del anexo VIII dispone que no puede reclamarse nin-
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El Estatuto sôlo se refiere parciaimente a una forma de 
inadaptaciôn del impuesto con su fundamento, el de la insufi^  
ciencia. El art. 83, 4, dispone: "Si la evaluaciôn del régi­
men de pensiones realizada por uno o varios expertes cuali­
ficados a peticiôn del consejo, revelara que la suma de la - 
contribuciôn de los funcionarios résulta insuficiente para - 
asegurar la financiaciôn del tercio de las prestaciones pre­
vistas en el régimen de pensiones, las autoridades presupues 
tarias, decidiendo segün el procedimiento presupuestario y 
previo dictamen del Comité del Estatuto previsto en el art. 
10, fijarén las modificaciones a llevar a cabo en el tipo de 
las contribuciones o en la edad de retiro".
Entendemos que, si de la evaluaciôn de los técnicos re 
sultara, en lugar de la insuficiencia a que se refiere la - 
norma transcrita, un exceso de la contribuciôn de los funcio 
narios en relaciôn con la parte de financiaciôn que se le en 
comienda, igualmente resultarlan obligadas las autoridades 
presupuestarias a modificar en el sentido correspondiente - 
el tipo de gravamen del impuesto o la edad de retiro.
b ) La atribuciôn de poderes a los ôrganos de las Comu­
nidades para establecer este tributo.
Como hemos visto, las Comunidades carecen del poder 
de imposiciôn general propio de los Estados soberanos. El -
guna contribuciôn regularmente satisfecha (véase nota 
anterior). Lo que impiica que aün cuando un funciona­
rio quede por cualquier causa sin derechû a pensiôn,no 
puede pedir la devoluciôn de las contribuciones sati^ 
fechas.
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poder de establecer tributes le ha de ser, en cada case, e^ 
peclficamente conferido por los tratados o por normas dicta 
das en aplicacidn de los mismos en las condiciones exigidas 
por éstos. Dos articules del "Protocole sobre los privile—  
gios e immunidades de las Comunidades europeas" en la actua 
lidad vigente y que se aprobô, come anexo al Tratado de - 
Bruselas de 1965, podrlan servir de base de esta atribuciôn.
El art. 13 establece:
"En las condiciones y siguiendo el procedimiento fi jade 
por el Consejo decidiendo a propuesta de la Comisiôn, los - 
funcionarios y otros agentes de laa Comunidades serân some- 
tides, en bénéficié de éstas, a un impuesto sobre los suel- 
dos, salaries y emolumentos pagados por ellas. Al mismo ti^ 
po quedarân exentos de los impuestos nacionales sobre los 
sueldos, salaries y emolumentos pagados por las Comunidades"
El art. 15 dispone: "El Consejo,decidiendo por unanimi- 
dad a propuesta de la Comisiôn, fijarâ el régimen de las pre^ s 
taciones sociales aplicables a los funcionarios y otros agen­
tes de las Comunidades".
La posibilidad de utilizar el articule 13 tiene la venta 
ja de que résulta en el mismo clara la legitimaciôn de las - 
instituciones comunitarias para establecer un impuesto sobre 
los sueldos de sus funcionarios, pero puede enfrentarse con - 
el obstàculo de la finalidad de esta atribuciôn de poder, co­
me vamos a ver mâs abajo. El art. 15 es mâs claro en cuanto a 
la finalidad de la atribuciôn, pero puede ofrecer dudas en - 
cuanto a la utilizaciôn de un impuesto como medio para reali- 
zar sus objetivos. La atribuciôn de poderes que contiene se - 
refiere a la fijaciôn del régimen de las prestaciones socia—
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les. <^ Se limita la atribuciôn a la definiciôn de los supue^ 
tos en que proceden las prestaciones y a la cuantia de és­
tas? El empleo de la expresiôn régimen permite interpretar 
que el âmbito de la atribuciôn es mds extenso. Las Comunida 
des pueden sin duda resolver la problemâtica de las presta­
ciones sociales inclulda en forma de financiaciôn. Exigir la 
participaciôn financiera de los funcionarios a estos efec—  
tos es normal en este tipo de regimenes y, consiguientemen- 
te, debe entenderse comprendida en la atribuciôn. La utili­
zaciôn de un impuesto sobre los sueldos de los funcionarios, 
impuesto recogido como ingreso en el presupuesto general de 
las Comunidades y no afectado al pago de las pensiones (55), 
es quizds una fôrmula extrema.
Creemos, no obstante,que el art. 15 del protocole con- 
fiere base legal suficiente a las Comunidades para el esta- 
blecimiento de este impuesto en la forma en que se hace en 
el Estatuto de funcionarios: positivando su fundamento (la 
contribuciôn parcial a la financiaciôn del régimen de pen—  
siones). Las limitaciones que esta positivaciôn introduce
(55) Que el impuesto tenga por fundamento la financiaciôn - 
parcial de los gastos del régimen de pensiones, no su- 
pone una afectaciôn en sentido técnico del tribute al 
sostenimiento de estos gastos. La afectaciôn lleva con 
sigo que, en cada ejercicio, la cuantia de un gasto se 
determine por la cuantia de un ingreso. Los gastos del 
régimen de pensiones dependen de que se produzcan las 
situaciones que dan derecho a prestaciones de esta na- 
turaleza, segün las normas contenidas en el Estatuto, 
con total independencia del producto del impuesto. La 
inadecuaciôn del impuesto a la parte de los gastos que 
le corresponde financiar lleva consigo su *modificaciÔn 
o la modificadôa de la definiciôn de dichas situacio­
nes, Pero esta correspondencia no coincide con el con- 
cepto técnico de afectaciôn.
- 294 -
en el impuesto facilitan su introduciôn en el âmbito de e^ 
ta atribuciôn de poderes. Expresa en la atribuciôn de pode 
res la finalidad (el establecimiento de un régimen de pen­
siones) y no uno de sus medios de financiaciôn (el impues­
to sobre los sueldos de los funcionarios), sôlo podla ase- 
gurarse la legitimidad del empleo de este medio haciendo - 
expresa positivamente la finalidad cuando se establece el 
impuesto.
En el Estatuto no se hace menciôn de la base legal uti 
lizada para el establecimiento de este impuesto. En su ex~ 
posiciôn de motives se déclara: "Visto el protocole sobre 
los privilégiés e immunidades de las Comunidades europeas 
y especi aiment e su art. 7 y sus articules 12 a 10*, con le - 
que el art, 13 y el 15 a que nos hemos referido se conside- 
ran en el mismo piano. Nos inclinamos ain embargo en favor 
de la utilizaciôn del art, 15. El art. 13 Ltiene una funciôn 
concreta, la de sustituir por un impuesto comunitario los - 
impuestos sobre la renta nacionales. Esta funciôn se deduce 
de la inclusiôn en un mi smoar t. i cul o de la atribuciôn de po­
deres de imposiciôn a las Comunidades y de la exenciôn de - 
los impuestos de los Estados miembros. La funciôn de la con 
tribuciôn de los funcionarios al régimen de pensiones es ex 
presamente diferente, por lo que nos parece que el cauce - 
del art. 13 résulta muy diflcil de utilizar a estos efectos*
Puede tenerse, ademâs, en cuenta que en la exposiciôn 
de motivos primitiva del Estatuto de funcionarios, que afec 
taba Unicamente a los de la CEE y del Euratom, se decîa;
"Visto el Protocole sobre los privilégiés e inmunida- 
des de la Comunidad Econômica Europea y especialmente sus
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articules 6 y 1 4 "
Se hacla aqul referenda especial al art. 14 de estos 
protocoles, coïncidente con el art, 15 del protocole vigen 
te, mientras no se mencionaba el art. 12 de aquéllos proto 
colos, en el que se contenîa la atribuciôn de poderes para 
el establecimiento de un impuesto sobre los sueldos de los 
funcionarios, idéntica a la contenida en el art. 13 del ae 
tuai protocole.
El empleo como base legal del tribute que estudiamos 
del art. 15 del Protocole, y no del art. 13, tiene por con 
secuencia el que sea necesaria la unanimidad del Consejo - 
para el establecimiento del impuesto, asf como para su abo 
liciôn y para la mayor parte de sus modificaciones, salve 
para la del tipo de gravamen cuando resuite inadecuado a - 
la funciôn encomendada a la contribuciôn, en cuyo case se 
seguiré el procedimiento presupuestario.
El art. 13 no establece la exigencia de la unanimidad 
por lo que se aplica el art. 148 del tratado CEE y 118 del 
tratado Euratom, que disponen que, salve disposiciôn contra 
ria del tratado, el Consejo decidirâ por mayoria de los - 
miembros que lo componen. El art. 15 dispone que la fija—  
ciôn del régimen de las prestaciones sociales se establez- 
ca por el Consejo decidiendo por unanimidad.
Esta régla de unanimidad coincide con la exigida en los 
Tratados de Roma (art. 212 del'Tratado CEE y 186 del Eura­
tom) para la aprobaciôn del Estatuto de los funcionarios, 
por lo que fué posible introducir la contribuciôn,como to 
do el régimen de prestaciones sociales, en el Estatuto de
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los funcionarios. Sustituldos los arts, 212 del Tratado de 
Bruselas del 1965, el Consejo puede decidir por mayoria - 
cualificada en las materias propias del Estatuto de funcio 
narios, pero no, ya que en el Protocole sobre privilégiés 
e inmunidades anexo a este tratado no existe una modifica- 
ciôn équivalente, en materia de prestaciones sociales. La 
censecuencia lôgica hubiera side separar en un texte legal 
diferente del Estatuto las disposiciones relativas a estas 
prestaciones. Al no hacerse podria producirse el fenômeno 
(en la prâctica comunitaria este es no obstante diflcil), 
de que resuite promulgado solo parcialmente un texte legal 
por requérir mayorlas diferentes la aprobaciôn de sus dis­
posiciones segiîn su naturaleza.
C) La participaciôn de los funcionarios en la financia 
ciôn de la seguridad social.
El Estatuto establece un sistema de seguridad so—  
cial por el que el funcionario résulta cubierto de los rie^ 
gos de enfermedad (en un 80 por ciento) y de los riesgos de 
accidente y enfermedad profesional. Pero a diferencia del - 
régimen establecido para las pensiones, no se prevé el sos­
tenimiento total y directo presupuestario de los gastos de 
la seguridad social. Los ünicos preceptos financieros del - 
régimen de seguridad social contenidos en el Estatuto son:
- que los funcionarios participarân en una tercera par 
te en el sostenimiento de los gastos de la cobertura de los 
riesgos de enfermedad, sin que esta participaciôn pueda su- 
perar el2 por ciento de su sueldo de base.
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- que los funcionarios participarân en la cobertura - 
de los riesgos de accidente en su vida privada, sin que su 
participaciôn exceda del O'I por ciento de su sueldo de ba 
se.
La institucionalizaciôn de estas disposiciones se ha 
llevado a cabo a trwés de dos fôrmula s que difieren de la 
adoptada para la financiaciôn del régimen de pensiones.
El seguro de enfermedad se financia a través de una - 
caja autônoma, caja de enfermedad (caisse de maladie) a la 
que aportan sus contribuciones respectivas los funcionarios 
y las Comunidades.
La contribuciôn de los funcionarios a esta caja, que 
se calcula aplicando un porcentaje a su remuneraciôn de ba 
se, participa de las caracterlsticas normales de las coti- 
zaciones de seguridad social en las organizaciones estata- 
les. En el presupuesto comunitario no figuran la totalidad 
de los gastos de la cobertura de los riesgos de enfermedad 
sino solamente los dos tercios de éstos, que constituyen la 
contribuciôn a cargo de las Comunidades en favor de la caja 
autônoma.
Sôlo si las Comunidades asumieran en su totalidad los 
riesgos de enfermedad de los funcionarios, podrian conside 
rarse las cotizaciones de éstos como un recurso, como un - 
medio de financiaciôn de las Comunidades. Pero éste no es éL 
caso. El Estatuto, a diferencia con lo que ocurre respecte 
a las pensiones, no establece ni expresa ni tàcitamente e£ 
te principle.
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Para cubrir los riesgos de accidente se ha adoptado la 
soluciôn de suscribir con una compahia privada una pôliza - 
de seguro colectivo. Al pago de estas primas concurren con- 
juntamente las Comunidades y los funcionarios. La ültima - 
distribuciôn vigente consistla en el O'I por ciento de los 
sueldos de los funcionarios como participaciôn de éstos y - 
del 0*7855 por ciento de la suma de estas remuneraciones de 
base como contribuciôn de las Comunidades. (56).
(56) Presupuesto de las Comunidades europeas para el ejerc^ 
cio 1971, Secciôn A, Gastos; Comisiôn; Capltulo II,Per 
sonal; Nota al art. 22, puesto 222 (cobertura de ries­
gos de accidentes) Journal officiel L 62, de 15 de mar 
zo de 1971, pdg. 145.
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1. LA ATRIBUCION DE RECURSOS PROPIOS A LAS COMUNIDADES EURO 
PEAS POR ]A DECISION DE 21 DE ABRIL DE 1970
Se conocen como recursos propios las figuras tributaries 
que la Decision de 21 de Abril de 1970, atribuye a las Comu­
nidades europeas y que entran a former parte directamente de 
su presupuesto, sin pasar por los presupuestos de los Estados 
miembros.
La expresiôn "recursos propios" pone de manifiesto la - 
pertenencia directa a las Comunidades de estas fuentes de fi­
nanciaciôn, a diferencia de otras que se comunican con ôstas 
a través de las contribuciones financieras de los Estados - 
miembros.
En este sentido tambiên son recursos propios los tribu- 
tos anteriormente estudiados: el gravamen CECA, el impuesto 
sobre retribuciones y sueldos de los funcionarios y las con 
tribuciones de éstos al régimen de pensiones. Pero suele re- 
servcirse esta denominaciôn exclusivamente a los tributos a—  
tribuldos a las Comunidades en base al art. 173 del Tratado 
Euratom y 201, del Tratado CEE (l), ya que en el texto de e£ 
te ûltimo se utiliza esta misma expresiôn.
Los recursos propios atribuidos a las Comunidades a par 
tir del 1 de Enero de 1971 son los gravâmenes agricolas, los
(1) El artlculo 201 del Tratado constitutivo de la CEE y el 
articule 173 del Tratado que créa el Euratom constituyen 
el fundamento y cauce jurldicos de la Decisiôn de 21 de 
abril de 1970.
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derechos de aduana cuya atribuciôn se complétant el 1 de - 
enero de 1975 y un recargo sobre los impuestos sobre el va 
lor afladido de los Estados que podrâ establecerse a partir 
de esta ûltima fecha.
Estos tributos participan de un cierto régimen comûn 
independiente de los demts recursos comunitarios en cuanto 
a diferencia del gravamen CECA y de los impuestos y contr^ 
buciones sobre sueldos y salarios de los funcionarios, son 
administrados por los Estados miembros y puestos por ellos 
a disposiciôn de las Comunidades.
La atribuciôn de los recursos propios ha sido uno de 
los logros mâs dificultosos de las Comunidades, en cuyo pro 
ceso se ha producido la crisis mts grave sufrida por éstas.
Estas dificultades no deben extraharnos, teniendo en - 
cuenta la significaciôn del objetivo puesto en juego: la au 
tonomîa financiera de las Comunidades. Autonomla financiera 
y plena personalidad polltica son conceptos paralelos. Jean 
Bodin afirmaba con razôn: "Les finances sont le nerf de la 
République" (2).
En las discusiones encendidas sobre la atribuciôn de - 
recursos propios a las Comunidades, que se han extendido prtc 
ticamente desde 1962 en que éstas asumieron gastos considéra
(2) Citado por Paul Marie Gaudemet. Precis de Finances Publi 
ques. Tomo I, Paris, 1970, pâg. 127. Esta frase recuerda 
otra extraordinariamente ingeniosa de Hallam: "En Ingla 
terra las libertades pûblicas no han sido conquistadas 
con la sangre, sino compradas con dinero". (Middle Ages, 
t.III, p 162) Citado por Gaston Jeze, ptg. 9.
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bles al poner en marcha la polltica agrlcola comthi hasta la 
decisiôn de 21 de abril de 1.970, no se discutlan aspectos 
puramente têcnicos, sin negar el interês acadêmico de estos 
ni problemas econômicos, cuya importancia tampoco puede de£ 
preciarse, sino la oportunidad de dar un paso transcenden—  
tal en la constituciôn de unas Comunidades, de una integra- 
ciôn europea, independientes.
Las Comunidades europeas bajo la espada de Damocles de 
una negativa de aportaciôn de contribuciones por parte de - 
aXgûn Estado miembro, no podlein emprender acciôn alguna sin 
el consentimiento untnime de sus socios. La supersciôn de - 
la régla de la unanimidad no podla considerarse compléta - 
sin la superaciôn de la posibilidad de hecho de que un Est^ 
do miembro interpusiera a cualquier Empresa comunitaria el 
veto financiero.
La importancia de la autonomla financiera en todo cuer 
po politico es punto comûn de referencia de historiadores y 
hacendistas. El papel de la problemttica financiera en la - 
formaciôn del Estado moderno y en la del Estado parlamenta- 
rio.ha sido puesta de relieve multitud de veces. La influen 
cia del parlamento en la aprobaciôn y control de los presu­
puestos es la muestra mâs patente de su apogeo y de su cri­
sis (3). No es extraho, pues, como hemos visto en pâginas - 
anteriores, que el Parlamento europeo haya mostrado constan
(3) Gaudemet analiza brillantemente en su "Precis" esta co 
rrespondencia, El profesor de la Facultad de Derecho y 
de Ciencias Econômicas de Paris demuestra con los hechos 
histôricos una doble afirmaciôn: A) La importancia de 
las competencies financières del Parlamento le ha permi- 
tido crear su supremacla polltica, B) La disminuciôn de
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temente su preocupaciôn por la materia y que el tema de la 
atribuciôn de recursos propios a lasComunidades se haya M  
gado al problème de los poderes presupuestarios del Parla­
mento .
La autonomie financiera es un elemento clave en la lu 
cha de los municipios y de las provincias para conseguir o 
conserver una'cierta autonomla polltica. Y el poder origi- 
nario de establecer impuestos, como vimos en pâginas ante­
riores, constituye un elemento importante en el paso de - 
una confederaciôn a un Estado federal.
Sin embargo, la Decisiôn de 21 de abril de 1970 debe 
valorarse con prudencia. La Decisiôn atribuye a las Comun^ i 
dades recursos que ya se recaudaban por los tesoros nacio­
nales y la posibilidad de establecer un recargo, con tipo 
de gravamen limitado, sobre la base comûn del impuesto so­
bre el valor ahadido de los Estados. La Decisiôn no otorga 
a las Comunidades un poder financiero general autônomo e in 
dependiente en el sentido de capacitaries a utilizar nuevas 
figuras tributarias. No obstante, su promulgaciôn tiene una 
extraordinaria trascendencia jurîdica, financiera y pollti­
ca.
Se pueden sehalar curiosas analoglas con la formaciôn 
del poder financiero federal en los Estados Unidos. Como el 
tratado de Roma,. los "Articles of Confederation" carecîande
las competencias financieras del Parlamento coincide con 
el declive de su autoridad polltica" pp. 128 a 132. So­
bre este asunto el trabajo clâsico probablemente mâs - 
profundo y documentado que conocemos es el de Gaston Je 
ze en la obra citada en la nota anterior.
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un mecanismo seguro para financiar la recién nacida Confede 
raciôn. En 1781 doce de los trece Estados ratificaron una - 
enmienda a los Artîculos que permitîa que el Congreso esta- 
bleciera un impuesto del 5 por ciento a la importaciôn en—  
favor de la Confederaciôn.,pero la negativa de Rhode Island 
impidiô el êxito de la enmienda, Buena parte de la debili—  
dad de la Confederaciôn tuvo su causa en su falta de autono 
mia financiera (4). La Constituciôn cubrirîa esta deficien- 
cia en su articule 1, apartado 8, permitierdo al CongreSo 
"To lay and Collect Taxes, Duties, Imports cuid Excises..." 
pero el poder financiero también resultaria limitado. En el 
apartado 9 del mismo articule se disponla: No capitation, or 
other taxes shall be laid, unless in Proportion to the Cen­
sus or Enumeration herein before directed to be taken"...
La interpretaciôn dada por el Tribunal Supremo a esta res—  
tricciôn en el famoso caso "Pollock versus Farmer’s Loan 
and Trust Co." dejaba fuera del poder financiero federal 
mâs o menos lo que en nuestros dias entendemos como imposi 
ciôn directa.
Entre el nacimiento de la Confederaciôn americana en 
1781 y la ratificaciôn de la Constituciôn en 1788 pasaron 
escasamente siete ahos. Las Comunidades Europeas han necesi 
tado unos 13 ahos para conseguir sus recursos propios, con 
sistentes tambiên en impuestos indirectos, es especial so-
(4) Langdon Day en la obra colectiva Taxation in the United 
States. World Tax Series. Harvard Internacional Program 
in Taxation. Chicago, 1963, pâg.s ^ y 5. El aiJDr se apo 
ya en Ferguson: The power of the Purse: A History of - 
American Public Finance, 1776-1790,
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bre el trâfico externo, Esperemos que las Comunidades Euro 
peas no conserven esta misma proporciôn temporal para con­
seguir una autonomla financiera mâs extensa, porque los E^ 
tados Unidos no dispusieron verdaderamente de poder finan­
ciero para establecer un impuesto federal sobre la renta - 
hasta la aprobaciôn de la enmienda 16 en 1913, ciento vein 
ticinco ahos después de la entrada en vigor de la Constitu 
ciôn.
A. Los recursos propios en los Tratados de Roma
Los Tratados constitutives de la CEE y del Euratom, 
a diferencia del tratado de la CECA, no dotan a estas Cornu 
nidades de manera inmediata de recursos tributarios, pero 
prevén su atribuciôn y determinan cauces especiales para - 
llevarla a cabo.
El art. 201 del tratado CEE establece:
"La Comisiôn estudiarâ las condiciones en que las con 
tribuciones financieras de los Estados miembros, previstos 
en el art. 200, pueden ser reemplazadas por recursos pro—  
pios, especialmente por los ingresos que provengan del —  
Arancel Adueinero Comûn, cuando haya sido définitivamente - 
instaurado".
"A tal efecto la Comisiôn presentarâ sus propuestas - 
al Consejo".
"El Consejo podrâ, por unanimidad, después de haber - 
consultado a la Asamblea sobre dichas propuestas, resolver 
sobre las disposiciones cuya adopciôn recomendarâ a los E^ 
tados miembros de acuerdo con sus niormas constitucionales 
respectivas".
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"El art. 173 del Tratado Euratom coincide con el art^ 
culo 201 del Tratado CEE con pequehas diferencias de redac 
ciôn: "Las contribuciones financieras de los Estados miem­
bros previstas en el art. 172 podrân reemplazarse en todo 
o en parte por el rendimiento do gravâmenes percibidos por 
la Comunidad en los Estados miembros"
La equivalencia en substancia de estos articules no im 
pide que se tenga en cuenta el significado de algunas dis- 
crepancias. El Tratado CEE habla de recursos propios y el 
Tratado Euratom de gravâmenes (prôlevanents)Parece como si 
el primero prejuzgara el carâcter de los recursos que han 
de ser atribuidos a la Comunidad, lo que en cierta forma - 
hace adelantando la posibilidad de la inclusiôn del impue£ 
to aduanoro, inclinândose por una afectaciôn exclusiva de 
ciertas fuentes de ingresos. El segundo aa cambio parece - 
vislumbrar figuras del gônero del gravamen CECA. La ampli- 
tud de redacciôn de ambos articules permite no obstante, 
cualquier tipo de interpretaciôn.
La unificaciôn de ejecutivos y de presupuestos - salvo 
el de investigaciôn e inversiones del Euratom - de ambas Co 
munidades en virtud del Tratado de Bruselas de 1965 aconse- 
jô una soluciôn ûnica respecte a ambos tratados. La decisiôn 
de 21 de abril de 1970 en su Exposiciôn de Motivos expresa- 
mente déclara que se dicte fundamentada legalmente tanto en 
el art. 201 del Tratado CEE como en eL art. 173 del Tratado 
Euratom.
El cauce previsto en estas disposiciones para la atri­
buciôn de recursos propios a las Comunidades consiste en:
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- La presentaciôn por la Comisiôn al Consejo de una 
propuesta sustituyendo las contribuciones de los Estados - 
miembros, por otros medios de financiaciôn.
- El sometimiento a consulta del Parlamento europeo 
de esta propuesta. Sin que sea requisite necesario al bUen 
fin de la propuesta que su dietamen sea favorable.
- El acuerdo del Consejo de Ministros por unanimidad 
y recomendaciôn del Consejo a los Estados miembros del sis 
tema a establecer.
- La aprobaciôn de dicho sistema de recursos propios 
por los ôrganos y segrûn el procedimiento que las disposi­
ciones constitucionales de cada Estado miembro exijan.
Al establecimiento de este mecanismo en los tratados 
de Roma se le han dado diferentes interpretaciones. Tullio 
Toscano, por ejemplo, considéra que los recursos propios 
son el medio de financiaciôn normal de las Comunidades.
Las contribuciones de les Estados miembros, en cambio, - 
constituyen un medio transitorio, vâlido hasta que no ha 
ya dotado a las Comunidades de recursos propios o, even- 
tualmente, un medio complementaric si ôstos resultan insu 
ficientes. (5).
La consecuencia de este punto de vista es que la co­
misiôn estaba obligada a poner en marcha el mecanismo del 
art. 201, y que el Consejo, y en cierta medida, los Esta-
(5) Tullio Toscano : Le fonti finanziarie délia Comunitê - 
economica europea. Rivista de Politica Econômica, nQ 
4, abril de 1970, pâg. 429,
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dos miembros, resultaban igualmente obligados por el Tra 
tado a realizar los esfuerzos necesarios para que este - 
sistema se pusiera en prâctica. En principie, e% sistema 
debia funcionar el 1 de Enero de 1970, fecha final del - 
période transitorio. Esta fecha se puede deducir de la - 
referencia del art. 201, a la puesta en vigor del Aran—  
cel exterior comûn.
Scgûn esta interpretaciôn los tratados establecen - 
ab initio un sistema financiero por recursos propios, que 
si no entra en vigor desde los primeros ahos de la vida 
de las Comunidades es porque los tratados han de ser corn 
pletados con determinados actos. Actes que los ôrganos co 
munitarios y los Estados miembros estân obligados a rea­
lizar. El establecimiento de recursos propios no es,pues, 
una decisiôn discrecional.
Otra interpretaciôn del significado de los articules 
que nos ocupan considéra en cambio,que el mecanismo conte 
nido en el mismo es un procedimiento de modificaciôn de 
los Tratados. En este sentido Francis Vais considéra que 
el procedimiento del art. 236 del Tratado CEE, referente 
a la revisiôn de este tratado, es muy parecido al proce­
dimiento previsto para dotar a la Comunidad de recursos - 
propios. La consecuencia para Vais es que la exigencia de 
los mismos requisites para la modificaciôn del Tratado y 
para la introducciôn de recursos propios, supone que los 
autcres del Tratado consideraban que la puesta en marcha 
del art. 201 debia ir acompahada de reformas en las nor­
mas presupuestarias del Tratado, que las acomodaran al - 
nuevo sistema de financiaciôn, (6)
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La interpretaciôn de Vais como la de Toscane es una 
interpretaciôn interesadaEl primero pretende justificar 
positivamente la ligazôn entre el establecimiento de re- 
cursos propios y el incremento de los poderes presupues­
tarios del Parlamento europeoc La interpretaciôn del se­
gundo podla favorecer a Italia en cuanto con ella se pue 
de eludir todo aplazamiento en cl establecimiento de un 
sistema de recursos propios que sea menos gravoso para 
este pals que lo eran las contribuciones de los Estados 
miembros, en especial las neces arias para la financia—  
ciôn del FEOGA.
En nuestra opiniôn, mantener que los tratados esta­
blecen el sistema de recursos propios como el procedimien 
to normal de financiaciôn de las Comunidades, es olvidar 
la rigurosidad de las condiciones exigidas a estos efectos 
las cuales sobrepasan cl âmbito de los poderes comunita­
ries al exigir la accptaciôn de los Estados miembros de 
acuerdo con sus normas constitucionales.
Pero tampoco se puede confundir el mecanismo estable 
cido por los articules que estudiamos con el procedimien­
to de modificaciôn de los tratados. Este procedimiento se 
rccoge en cl art. 235 del Tratado CEE y en el art. 204 del 
Tratado Euratom, de idôntica redacciôn, en los que se au- 
toriza a cualquier Estado miembro o a la Comisiôn a some-
(6) Francis Vais: Le budget de la CEE; Aspects généraux, 
contrôle démocratique, publicado en la obra colectiva: 
The Budget Today. Public finance and the market econo­
my in affluent societies (Semana de Brujas) Colegio de 
Europa, 1968, pâg, 508.
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ter al Consejo proyectos de modificaciôn de los tratados. 
En los art. 201 del Tratado CEE y 173 del Tratado Euratom 
se exige a la Comisiôn estudiar las condiciones de modif ^ 
caciôn del sistema de financiaciôn de estas Comunidades, 
asî - y aqul la exigencia no es tan neta - como presentar 
al Consejo propuestas a estos efectos.
El Consejo, en el procedimiento de modificaciôn de - 
los Tratados, se limita a aconsejar la celebraciôn de una 
conferencia de représentantes de los gobiernos de los Es­
tados miembros, conferencia que convoca el présidente - 
del Consejo. Y es esta conferencia la que acuerda - con - 
la conformidad de todos los présentes - las modificacio- 
nes de los Tratados. Es el mismo Consejo el que, en el —  
mecanismo para la introducciôn do los recursos propios, - 
actûa directamente adoptando la decisiôn que considéré - 
oportuna. Como el Consejo ha de decidir por unanimidad en 
esta materia, de hecho es igualmente necesaria la aquies- 
cencia de todos los gobiernos de los Estados miembros, pe 
ro esta aquiescencia se manifiesta en un ôrgano comunita­
rio y no en una conferencia internacional.
Por ûltimo, para que se haga efectiva la modificaciôn 
de los Tratados es necesaria la ratificaciôn de los mismos 
por todos los Estados miembros de acuerdo con sus reglas 
constitucionales respectivas. El establecimiento de recur 
SOS propios deberâ ser "adoptado" - nosotros hubieramos - 
preferido que los tratados hablaran de aceptado - por - 
"los Estados miembros de acuerdo con sus reglas constitu­
cionales respectivas". Pero no se habla de ratificaciôn.
De hecho, dado el que el principle de legalidad en el or-
- 311 -
den tributario se recoge en todas las constituciones de - 
los seis, la aprobaciôn del sistema de recursos propios - 
tendrâ que ser efectuada- y asî se ha hecho - por los par 
lamentos nacionales.
Los art, 201, del Tratado CEE y 173 del Tratado Eura 
torn,constituyen un mecanismo especîfico para el estableci 
miento do recursos propios sin el que se requerirîà la - 
utilizaciôn de un procedimiento mâs formai, Los autores - 
del tratado no se encontraron en condiciones para dotar — 
las Comunidades de un sistema tributario de financiaciôn 
ni quisieron atribuir a los ôrganos comunitarios el poder 
de crearlo. Utilizaron, pues, una fôrmula media consisten 
te en autorizar y aûn exigir respecte a la Comisiôn, que 
los ôrganos de las Comunidades establecieran o atribuye—  
ran tributos en favor de las mismas. Pero condicionaron en 
cada caso este establecimiento o atribuciôn al acuerdo de 
todos los Estados miembros, no sôlo exigiendo la unanimi­
dad en la decisiôn del Consejo sino, ademâs, y teniendo - 
en cuenta el celo de los parlamentos nacionales en materia 
impositiva, imponiendo el cumplimiento de lo previsto a - 
estos efectos por las normas constitucionales de los Es­
tados.
No se contiene pues en el art, 201 del Tratado CEE - 
ni en el art. 173 del Tratado Euratom la atribuciôn del - 
poder de imposiciôn a los ôrganos de las Comunidades. Se 
establece, en cambio, un procedimiento mâs simplificado, 
al menos formalmente, que un tratado o la modificaciôn de 
un tratado, por el que mediante la participaciôn de los - 
poderes comunitarios y estatales se dota a las Comunidades
- 312 -
de recursos tributarios.
B. El largo proceso para la atribuciôn de recursos pro 
pios a las Comunidades.
La Historia de la Decisiôn de 21 de abril de 1970 - 
constituye la historia financiera de las Comunidades Eur£ 
peas. (7). El proceso por el que se ha llegado a ella se 
remonta a la creaciôn del Fondo europeo de orientaciôn y 
garantla agrlcola (FEOGA), por cl Reglamento 25, publica­
do en el Journal officiel de la CEE el 20 de Abril de - 
1962. A su historia se liga tambiôn (8), como hemos visto, 
la historia de la atribuciôn de poderes presupuestarios -
(7) No se ha desarrollado en este campo un pensamiento ac^ 
démico independiente del proceso comunitario oficial. 
Sôlo puede citarse como excepciôn la referencia al in- 
terôs que presentarla un impuesto sobre la energla co­
mo recurso propio de las Comunidades, contenida en el 
dictamen presentado en nombre de la Comisiôn de Hacien 
da de la Asamblea Nacional francesa, en relaciôn con - 
la autorizaciôn al présidente de la Repûblica para ra 
tificar los tratados de Roma, y cuyo autor fué Gilles 
Gozard. La Comisiôn considerô que su reducido tipo de 
gravamen no representaria prâcticamente incidencia 
guna en el precio de la energla y que su generalidad - 
evitarla toda dirtorsiôn en la producciôn. (Véase Par­
lamento Europeo "Les ressources propres"... Luxemburgo 
1970, op. cit. pâg^ [ 39) Tambiên se propuso un impuesto 
del timbre sobre los certificados de libre circulaciôn 
de las mercanclas en el interior de la Comunidad. El - 
fundamento de este impuesto radica en los beneficios 
que la existencia de la Uniôn aduanera supone al comer 
cio de mercanclas. Tendria, pues, el significado de una 
retribuciôn a la CEE por los servicios prèstados por 
su Mercado Comûn (Véase F. Vais, op. cit. pâg. 503.Nin
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al Parlamento europeo (9)
El reglamento 2 5 estableciô en su art. 2,1: "Los in­
gresos obtenidos de los gravâmenes agricolas percibidos - 
sobre las importaciones procedentes de palses terceros, - 
serân atribuidos a la Comunidad y afectados a la financia 
ciôn de los gastos comunitarios, de manera que los recur- 
sos presupuestarios de la Comunidad (se refiere a la CEE) 
comprendan estos ingresos al mismo tiempo que los demâs - 
establecidos segûn las normas del Tratado y las contribu­
ciones de los Estados en las condiciones a que se refiere 
el art. 200 del mismo. El Consejo se compromete a seguir 
en tiempo ûtil el procedimiento previsto en art. 201 del 
Tratado para poner en prâctica las disposiciones anterio­
res" .
guna de estas propuestas ha sido desarrollada por las 
instituciones comunitarias.
(8) Con anterioridad a este Reglamento, en 1961, la Comi^  
siôn habla piopuesto al Consejo el establecimiento de 
un impuesto sobre las materias grasas (granos oleagi- 
nosos y aceites). El producto de este impuesto debia 
engrosar un fondo central comunitario. La Comisiôn - 
presentô una segunda propuesta de este impuesto en - 
1964. Pero êsta, en expresiôn de Francis Vais, habla 
de constituir un documente de archive. F. Vais, o£. - 
cit. pâg. 503 y 504, y Parlamento Europeo, "Les res­
sources propres..." Luxemburgo, 1970, op. cit. pâgs. 
100 y 101.
(9) Un precioso resumen de la documentaciôn oficial de es 
te proceso puede veEse en "Les ressources propres aux 
Communautés européenes et les pouvoirs budgétaires du 
Parlement européen", Junio de 1970, ya citado. Referen 
cias a los antecedentes de la Decisiôn de 21 de abril 
de 1970 pueden verse tambiên en F. BouyssoU, Vers un - 
budget transnational: Les nouvelles règles de finance-
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Esta disposiciôn fuê interpretada de manera diferen 
te por Francia y los otros Estados miembros, como puso - 
de relieve Vredeling en un informe al Parlamento euro—  
peo (lO) . Francia consideraba que debia ponerse en mar­
cha inmediatamente el procedimiento del art. 201 del Tra 
tado CEE en relaciôn con los gravâmenes agricolas. Los - 
otros paises, en especial Alemania Federal, mantenian - 
que no se trataba de un asunto urgente y que consiguien- 
temente debia abordarse con cautela para permitir una - 
apreciaciôn mâs compléta de las necesidades financieras 
de las Comunidades. Si la cuestiôn se aplazaba al final 
del periodo transitorio, podria apreciarse si era conve 
niente atribuir a las Comunidades, ademâs de los gravâ­
menes agricolas, otras figuras tributarias, en especial 
los derechos de aduana.
ment et la procédure budgétaire des communautés eu 
ropéennes. Revue de Science Financière, Enero-Junio 
de 1970, pp. 161 y ss. G. Olmi, Les décisions du 21 
avril 1970 sur le financement de la politique agri­
cole commune y Caria Barbarella,Le financement des 
activités communautaires par des ressources propres 
ambos publicados en la Revue du Marché Commun, ne 
132, Abril, 1970, pp. 195 y ss. Y Tullio Toscano, 
op. cit. pp. 427 y ss.
(lO) Se trata del informe realizado por este diputado en 
relaciôn con la propuesta modificada de Reglamento 
sobre las condiciones de concurso del FEOGA, sometd^  
da por La Comisiôn al Consejo (Parlamento europeo, 
doc 81, 1963-1964) Parte de este informe se recoge 
en la publicaciôn del Parlamento europeo: Les res- 
sources propres... Luxemburgo, 1.970, op. cit. pp. 
47 a 51.
- 315 -
Francia demostraba con su actitud su inquietud en 
dar una sôlida base financiera favorable a ella ademâs, 
a la polltica agrlcola comûn en la que era principal in 
teresada. Los otros palses preferlan una soluciôn mâs 
general, soluciôn que, por otra parte, no les fuera tan 
gravosa, sobre todo a Alemania y a Italia, grandes im- 
portadores agricolas,
Por otra parte, el Parlamento europeo consideraba 
que la dotaciôn de recursos propios a las Comunidades - 
deberla ir acompahada de un acrecentamiento de los po­
deres presupuestarios del mismo.
El 15 de diciembre de 1964, el Consejo de minis^- 
tros dictô una resoluciôn en la que invitaba a la Comi­
siôn, ademâs de poner en marcha la financiaciôn comple 
ta por el FEOGA de los gastos derivados de la pol—Itica 
agrlcola comunitaria, "a presentar... propuestas sobre 
las condiciones de aplicaciôn del art, 2 del reglamento 
25, a partir de la entrada en vigor de los precios comu 
nés para los diferentes productos".
La Cmmisiôn, en cumplimiento de esta resoluciôn, 
sometiô al Consejo el 31 de marzo de 1965 las siguien—  
tes propuestas:
- Propuesta de reglamento sobre la financiaciôn de 
la polltica agrlcola comûn.
- Propuesta de "disposiciones a acordar por el Con 
sejo en base al art. 201 del Tratado referente a 
la sustituciôn de las contribuciones financieras 
de los Estados miembros por recursos propios de 
las Comunidades",
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- Proyecto de tratado modificando los art. 201 y 203 
del Tratado CEE. (El art. 203 se refiere al proced^ 
miento de elaboraciôn y aprobaciôn del presupuesto) 
(11 )
Respecte a los recurs)s propios la Comisiôn proponîa - 
no sôlo la atribuciôn a la Comunidad Econdmica Europea de 
determinados tributes siguiendo el procedimiento del art. 
201 del tratado sine tambiên, la reforma misma de este ar 
ticulo de manera que,a partir de un determinado memento en 
la evoluciôn institucional de la Comunidad (eleccidn del - 
Parlamento europeo per sufragio universal directe), la Co­
munidad dispusiera de un poder de imposicidn independiente 
sin necesidad de intervenciôn alguna per parte de los Esta 
dos miembros.
De acuerdo con estas propuestas, los Estados miembros 
deblan transferir a la CEE a partir del 1 de enero de 1972 
la totalidad de sus ingresos per:
- los gravâmenes y otros tributes instituîdos en el - 
marco de la polîtica agrlcola comûn y
- los derechos del Arancel aduanero comûn y derechos 
asimilados.
La atribuciôn se harla progresivamente, comenzcindo a 
partir del 1 de julio de 1967, fecha para la que se espera
(il) Los textes de estas propuestas se recogen en Parlamen 
te europeo "Les ressources propres..." Luxemburgo, 
1970, op. cit. pâgs. 76 a 82.
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ba contar con el Arancel aduanero comün y con la unifica- 
ciôn de precios agricolas en los principales sectores.
Si los ingresos asi obtenidos superaban los gastos - 
previstos en el presupuesto comunitario se proveerla a la 
transferencia del exceso en favor de los Estados miembros 
Si por el contrario no resultaban suficientes para cubrir 
los gastos, se completarlan con contribuciones,
En cuanto a la reforma del art. 201, del tratado CEE 
se proponla que ôsta fuera redactado de la siguiente for­
ma:
"La Comisiôn estudiarA las condiciones en que las - 
contribuciones financieras de los Estados miembros, previ£ 
tas en el art. 200, pueden ser reemplazadas por recursos 
propios".
"A tal efecto, la Comisiôn presentarA sus propuestas 
al Consejo". Hasta aqui el articulo no sufre modificaciôn 
alguna.
"El Consejo,decidiendo por unanimidad, dictarA las di£ 
posiciones necesarias. Sin embargo, podrA adoptar por mayo 
ria cualificada las disposiciones que sean conformes a un 
dictamen por el que la Asamblea por mayorla de dos tercios 
de los votos expresados y por mayorla de sus miembros haya 
apoyado las propuestas de la Comisiôn". La regia de la una 
nimidad de los miembros del Consejo es sustitulda por la 
de mayorla cualificada cuando existe acuerdo respecto a - 
las disposiciones a adoptar del Parlamento y de la Comisiôn.
"Las disposiciones adoptadas por el Consejo deberlein 
ser aprobadas por los Estados miembros segûn sus reglas -
- 318 -
constitucionales respectivas, mientras los miembros de la 
Asamblea no sean designados de acuerdo con las disposicio 
nes previstas en el pArrafo tercero del art. 138 del Tra­
tado" . La ratificaciôn de los Estados sôlo serA necesaria 
hasta que el Parlamento europeo no sea elegido "por sufra 
gio universal directo, segûn un procedimiento uniforme en 
todos los Estados miembros".
La reforma propuesta hubiera supuesto la concesiôn - 
a la Comunidad Econômica europea de un verdadero poder de 
imposiciôn de significaciôn polltica extraordinaria. La - 
nueva redacciôn del art. 201 hubiera hecho posible el es- 
tablecimiento de un tribute en favor de las Comunidades - 
en un pais cuyo représentante en el Consejo hubiera vota- 
do contra su establecimiento y sin que su Parlamento hu—  
biera sido consultado. La supranacionalidad impositiva - 
o como preferimos, la integraciôn federal en materia tri- 
butaria - se habrla realizado.
Pero ninguna de las très propuestas de la Comisiôn - 
fuê aprobada por el Consejo. La oposiciôn do Francia al - 
package deal presentado fue insuperable. El 30 de Junio - 
de 196 5 se hizo constar expresamente la imposibilidad de 
todo acuerdo y se abriô la crisis financiera a que tantas 
veces hemos aludido. La crisis debia durar hasta febrero 
de 1966. (12)
El Consejo, el 11 de mayo de 1966 hizo la siguiente 
declaraciôn: "El Consejo seguirA el procedimiento previs-
(l2)F.Bouyssou, op. cit. pAg. 163
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to en el art. 201 del Tratado de manera que lo dispuesto 
en el art. 2 del reglamento 25 sea puesto en prActica an 
tes de que finalice el perlodo transitorio a que se refie 
re el art. 8 del Tratado"(13) (antes del 1 de enero de - 
1970). Provisionalmente, las Comunidades se han de finan- 
ciar por los medios establecidos en los tratados, en espe 
cial por las contribuciones de los Estados miembros. La - 
clave de reparte de las contribuciones que deben financiar 
la seccidn garantia del FEOGA, capitule con mucho el mAs 
elevado de los gastos comunitarios, se establece en el re 
glamento 130/66, adoptado por el Consejo el 26 de julio
(14). Segûn este Reglamento, estas contribuciones serAn - 
iguales al 90 por ciento de los gravAmenes agricolas per- 
cibidos por cada Estado miembro sobre el comercio con ter 
ceres paises en el periodo de contabilizaciôn a que se re 
fieran los gastos a financiar. Los Estados miembros han - 
de completar estas contribuciones con cantidades reparti- 
das entre elles segûn una clave de reparte fija. Esta mi£ 
ma clave fija se utiliza para la financiaciôn de los gas­
tos de la secciôn orientaciôn del mismo Fonde (15).
Con este reglamento se llega a una soluciôn de compro 
mise en la que subsistiendo formalmente el sistema de fi­
nanciaciôn por contribuciones, la cuantia de êstas dépen­
de parcialmente de la recaudaciôn en concepto de una de -
(13) Parlamento europeo "Les ressources propres..." Luxem 
burgo, 1970, op. cit. pAg. 97
(14) Ibid, pAg. 98.
(15) Vêase supra. Capitule IV.
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las figuras tributarias que forma parte del sistema de re 
cursos propios, propuesto por la Comisiôn.
El sistema establecido en el Reglamento 130/66 expi- 
raba con el periodo de transiciôn, el 31 de diciembre de 
1970. Por otra parte, la supresiôn de los derechos de Adim 
na entre los Estados miembros, anticipada al 1 de julio de 
1968, presentaba el problema de que las mercancias proce- 
dentes de paises terceros entraban en las Comunidades por 
el punto mAs conveniente econômicamente al importador, - 
con independencia del pais en que habian de consumirse. - 
Los paises mejor situados geogrAficamente a -estes efectos 
obtendrian un bénéficié fiscal adicional a costa de los - 
peer situados. Para evitar esta desviaciôn e injusticia 
en la recaudaciôn aduanera debia establecerse un sistema 
de compensaciôn financiera o atribuir en concepto de re­
cursos propios la recaudaciôn aduanera al Tesoro comuni 
tarie, tal como prevê el art. 201, del Tratado CEE.
La Comisiôn llegô a elaborar un mecanismo de compen 
saciôn aduanera, pero, respondiendo a una peticiôn del - 
Parlamento, cambiô de direcciôn y presentô al Consejo el 
16 de Julio de 1969 propuestas para el establecimiento de 
un sistema de recursos propios y para la modificaciôn del 
art. 20 del Tratado de Bruselas de 196 5. Estas propuestas 
fueron completadas el 30 de Octubre de 1.969 con un pro 
yecto de modificaciôn del art. 203 del Tratado CEE por el 
que se reforzaban los poderes presupuestarios del Parla­
mento europeo. Igualmente se propondria un incremento de 
estes poderes en fech& posterior, 22 de enero de 1971, 
en que se pasô al Parlamento una propuesta de modifica—
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ciôn del art. 206 del mismo tratado (16).
De acuerdo con el art. 2 del proyecto de la Comisiôn 
los recursos propios estarlan constituldos:
a) "por los gravAmenes y tributes sobre los intercam 
bios con los paises no miembros, establecidos en 
el marco de la polltica agricola comûn..."
b) "por los derechos del Arancel aduanero comûn..."
c) "por los otros tributes que en cualquier forma se 
establezcan por las instituciones de las Comunida 
des" .
Se dispone en el art. 3 de este proyecto la atribu—  
ciôn inmediata al tesoro comunitario, a partir del 1 de - 
enero de 1971, de los tributes a que se refieren los apar 
tados a y e  citados y se prevê un procedimiento de - 
atribuciôn progresiva, por terceras partes, desde el 1 de 
enero de 1971 al 1 de enero de 1973 para los derechos de 
aduana.
A partir del 1 de enero de 1974 el presupuesto de - 
las Comunidades - dice el art. 5 - deberA financiarse in- 
tegramente por recursos propios. "A estos efectos, antes 
del 1 de enero de 1973, el Consejo, decidiendo por unan£ 
midad a propuesta de la Comisiôn, y tras haber'consulta­
do al Parlamento, acordarA la atribuciôn a las Comunida-
(16) En esta propuesta se asociaba la Asamblea al Consejo 
para descargar a la Comisiôn de sus responsabilida- 
des en la ejecuciôn del presupuesto. Vêanse estas - 
propuestas en "Parlamento europeo", "Les ressources 
propres..." Luxemburgo 1970, op. cit. pAg. 132.
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des de recursos que completen los previstos en el art. 2" 
El articule deja plena libertad en cuanto a la naturaleza 
de los recursos, pero establece la limitaciôn de que la - 
suma de los mismos no sobrepase el 1 por ciento del Pro 
ducto global bruto de la Comunidad.
La fôrmula utilizada es muy diferente a la propuesta 
en 196 5, la cual consistia en la atribuciôn de un verdade 
ro poder de imposiciôn a las Comunidades, a travôs de la 
reforma del art. 201, del Tratado CEE. En]a propuesta que 
estudiamos se utiliza un procedimiento similar al de la - 
legislaciôn delegada. Los parlamentos nacionales no sôlo 
aprobarAn la atribuciôn a las Comunidades de los tributes 
a que se refiere el art. 2, sino que concéderAn a los ôr- 
ganos de las Comunidades la potestad de establecer o de - 
atribuir otros en favor de éstos, sin necesidad de una - 
nueva intervenciôn de taies Parlamentos. Pero, a diferen- 
cia de la reforma del art, 201, propuesta en 196 5, el es­
tablecimiento o atribuciôn que en base al texto que comen 
tamos puede hacerse:
- no puede suprimir o reformar los recursos atribuî- 
dos a las Comunidades por el art. 2 del mismo.
- Han de realizarse con anterioridad al 1 de enero - 
de 1973 no constituyendo pues una potestad concedida sine 
die.
- No han de aportar a las Comunidades ingresos supe 
riores al 1 por ciento de la suma de los Productos Naclo 
nales Brutos de los Estados miembros.
La potestad que se propone no es, pues, mAs que una 
delegaciôn limitada, sin otra utilidad que la de evitar
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una segunda ratificaciôn de las nuevas normas atribuyendo 
recursos a las Comunidades por el poder legislative de - 
los Estados miembros. La escasa significaciôn de la inter 
venciôn del Parlamento europeo no compensa, desde luego, 
esta inhibiciôn de los parlamentos nacionales y la inde—  
terminaciôn y amplitud de la delegaciôn no permite consi- 
derar suficiente la participaciôn previa de estos parla—  
mentos.
Estas propuestas fueron sometidas a informe del Coml 
té Econômico y Social y del Parlamento europeo.
El Comité Econômico y Social emitiô su informe el 26 
de Noviembre de 1962. En dicho informe se puso de relieve 
la necesidad de adoptar un sistema de recursos propios - 
considerando que la autonomla financiera constituye una - 
condiciôn irreemplazable para el logro de la uniôn econô­
mica, ya que sin ellos todo Estado dispondrîa de un dere- 
cho de veto que podria impedir este logro. El Comité de—  
clarô que hubiera deseado que las propuestas de la Comi—  
siôn sobre el establecimiento de impuestcs comunitarios se 
hubiera apoyado en criterios que tuvieran en cuenta las - 
diferencias de capacidad financiera existentes entre los 
Estados miembros, con el fin de asegurar a la colectivi—  
dad un desarrollo econômico y social equilibrado.
Sehala el Comité que tanto los ingresos procedentes 
del Arancel aduanero comûn como de los gravAmenes agrîco 
las dependen de la polîtica comercial y agrlcola de la - 
Comunidad y que, consiguientemente, la financiaciôn de la 
Comunjdad dependerA de estas polîticas. Advierte que es­
tos gravAmenes no deben ser incrementados por razones £±
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nancieras comunitarias en cuyo case los recursos propios 
constituirlan un obstAculo a la liberaciôn del comercio 
internacional.
Insiste el informe en la necesidad de que los recur 
SOS propios graven de manera uniforme las actividades de 
la Comunidad, por lo que considéra injuste para los sec- 
tores del carbôn y del acero la persistencia del grava—  
men CECA, parcialmente afectado a soportar los gastos ad 
ministrativos générales de las Comunidades.
Considéra tambiên"que las contribuciones de los Es­
tados miembros deben ser reemplazadas antes del 1 de ene 
ro de 1974 por tributos comunitarios que graven uniforme 
mente las actividades econômicas que se ejercen en los - 
Estados miembros" . Esta idea desarrollada y concretada 
por el Parlamento europeo, iba a ser recogida en la Deci 
siôn de 21 de Abril de 1970. (17)
En el Parlamento europeo se manifestô primeramente 
la Comisiôn de Hacienda y Presupuestcs, a travês de Spe- 
nale. En el informe de Spenale se senala, en relaciôn - 
con la atribuciôn de recursos propios en favor de las Co 
munidades:
- que el sistema de atribuciôn progresiva de los de 
rechos de aduana deberîa abandonarse en favor de 
un procedimiento que permitiera considerar que la 
total atribuciôn formai de este impuesto a las Co
(17) El dictamen del Comité econômico y social referido 
fué publicado en el Journal officiel de 13 de febre 
ro de 1970 y recogido extractado en Parbmento euro-
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munidades se produce a partir del 1 de enero de 
1971.
que en relaciôn con les recursos que han de corn 
pletar los propuest os para el 1 de enero de - 
1971, a partir de 1974 debe recordarse que el 
impuesto sobre el valor ahadido serA aplicable 
en todos los Estados miembros a partir de 1972 
(18), por lo que se propone que se atribuya a 
las Comunidades los ingresos correspondientes 
a un tipo de gravamen de hasta 0*25 % de la ba 
se de este impuesto el 1 de Enero de 1973 y de 
hasta 0*50 % el 1 de enero de 1974.
que considéra que no se ha prévisto la financia 
ciôn a largo plazo de las Comunidades, estable 
ciendo un mecanismo que permita la adecuaciôn 
de los ingresos a las necesidades presupuesta- 
rias a partir del 1 de enero de 1974. Propone 
consiguientemente una reforma del art. 201 del 
Tratado CEE que permite que el Parlamento, de­
cidiendo por mayorla de sus miembros y dos ter 
cios de los votantes puede, a iniciativa pro—  
pia o a propuesta de la Comisiôn y previo acuer 
do del Consejo por unanimidad, establecer nue—
peo, "Les ressources propres**... Luxemburgo 1970 
op. cit. pp: 132.
(l8) Italia ha solicitado un aplazamiento para la in­
troduce iôn de su impuesto sobre el valor ahadido 
hasta el 1 de julio de 1972 y posteriorraente la 
prôrroga de este plazo hasta el 1 de enero de 1973.
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vos recursos o ampliar la cobertura de los existen 
tes. (19)
El Parlamento europeo en pleno ratified lo fundamen­
tal del informe Spenale en su resoluciôn de 10 de diciem­
bre de 1969 (20). Tanto en esta resoluciôn como en el in­
forme Spenale se hace sobre todo hincapiê en la insufien- 
cia de la reforma del art. 203 del Tratado CEE, exigiendo 
una profunda reforma del procedimiento de aprobaciôn del 
presupuesto que permite que el Parlamento europeo susti- 
tuya en sus poderes a los Parlamentos nacionales cuando 
la financiaciôn comunitaria a travês de recursos propios 
haga desaparecer la intervenciôn de êstos en la aproba­
ciôn de las contribuciones en les presupuestos de los E£ 
tados miembros (21)
La atribuciôn de recursos propios por las Comunida­
des iba a encontrar el apoyo importantlsimo de la confe- 
rencia de jefcs de Estado y de gobierno que se celebrô 
en La Haya los dlas 1 y 2 de Diciembre de 1969, y que - 
acordarla el perfeccionamiento, la ampliaciôn y la profun 
dizaciôn de las Comunidades, Dentro de la declaraciôn re 
ferente al perfeccionamiento (achèvement) de las Comunida 
des, el documente de La Haya recogia la siguiente decla-
(19) El informe Spenale se encuentra en el Documente 174 
1969-1970 del Parlamento Europeo y en la publica—  
ciôn de êste "Les ressources propres...",Laxembur- 
g3, 1970, op. cit., pp. 136 a 138.
(20) Esta resoluciôn se encuentra publicada en el Jour­
nal officiel, C 2 del 8 de Enero de 1970 y en Parla 
mento europeo "Ressources Propres...", Luxemburgo, 
1970, op. cit. pAg. 141 a 147.
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raciôn:
"Conviene reemplazar progresivamente, teniendo en 
cuenta todos los intereses en juego, las contribuciones 
de los paises miembros por recursos propios, con el fin 
de conseguir la financiaciôn Integra de las Comunidades 
de acuerdo con el procedimiento previsto en el art.201 
del Tratado que créa la CEE y reforzar los poderes pre­
supuestarios del Parlamento europeo".
Pero,a pesar de este autorizscbapoyo, fué necesarta 
una extenuante reuniôn de casi una sémana del Consejo — 
de ministres para llegar a un acuerdo de principio sobre 
la materia el 22 de diciembre de 1969. Este acuerdo, sô_ 
lo fuê aceptado ad referendum por la delegaciôn alema- 
na (22), condicionado posteriormente a un acuerdo sobre 
la cuestiôn viti-vinicola por el gobierno italiano, y - 
consentido con réservas sobre los poderes del Parlamen­
to europeo por la delegaciôn francesa. El acuerdo llegô 
a crear serios problemas en el seno del gobierno fran—  
cês. Michel Debrê amenazô con abandonar el gobierno si 
se otorgaban mAs poderes presupuestarios al Parlamento 
europeo de los que goza el parlamento francês. (23)
(21) Sobre este asunto ver el capitule III de esta te 
sis.
(22) Parlamento europeo "Les ressources propres..." 
Luxemburgo 1970, op. cit. pAg. 149.
(23) Le Monde, 14 de enero de 1970, citado por BouyssoU 
Vers un budget transnational... op. cit. pAg.
60.
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El contenido del acuerdo coincide substancialmente 
con la decision de 21 de Abril de 1970 y con el tratado 
de Luxemburgo de 22 de Abril del mismo aho (24).
Si el acuerdo provocO dificultad.es en los gobier­
no s de los Estados miembros, el descontento en el Par­
lamento europeo fuê muy agudo, llegando êste a amena—  
zar con desaconsejar la ratificaciôn a los parlamentos 
nacionales de los textos que resultaren (25).
El acuerdo del Consejo aceptaba parcialmente las 
sugerencias del Parlamento respecto a la incorporaciôn 
del impuesto sobre el valor ahadido como recurso propio 
pero no resolvia el problema de la adecuaciôn a largo 
plazo entre los recursos propios y las necesidades co 
munitarias, ya que no introducla la modificaciôn del 
art. 201 del tratado CEE que el Parlamento habia sol£ 
citado. Y, sobre todo, no satisfa d a  los deseos del 
Parlamento en relaciôn con sus poderes presupuestarios.
(24) Sobre las posibles discrepancies entre el Tratado 
do Luxemburgo y este acuerdo nos hemos referido en 
el Capitule III.
(25) Esta amenaza no se hizc de manera expresa, Por ejem 
plo en la carta que Scelba, présidente del Parla­
mento europeo, dirigiô al présidente de la Comisiôn 
de las Comunidades europeas, puede leerse: "Usted 
mismo, y la Comisiôn que preside, saben que el Par 
lamento espera a que tanto la Comisiôn como el Con 
sejo cumplan les deseos expresados en relaciôn al 
acrecentamiento de los poderes presupuestarios,cuen 
ta tenida tambiên del hecho de que se trata de un 
asunto que exigirô la ratificaciôn ulterior de los 
Parlamentos nacionales, por lo que la opiniôn del 
Parlamento europeo reviste una importancia verdade
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Adoptados los textos que desarrollan el acuerdo del 
Consejo el 21 y 22 de abril on Luxemburgo, se tratô de - 
satisfacer al Parlamento comprometiéndose la Comisiôn a 
someter al Consejo a lo môs tardar durante 1972 nuevos - 
textos, en especial revisando los poderes presupuestarios 
del Parlamento europeo. El Consejo, por su parte, se corn 
prometiô a examinar estes textes "a la luz de los deba—  
tes que hayan tenido lugar en los Parlamentos de los Es­
tados,de la situaciôn europea y de los problemas institu 
cionales que présenta la ampliaciôn de la Comunidad".
En la reuniôn del Consejo de ministres de los dlas 
20 y 21 de abril de 1970, y en la Conferencia de los re­
présentantes de los gobiernos de los Estados miembros - 
del dla 22, fueron aprobados los siguicntes textos finan 
cieros:
- Decisiôn de 21 de abril de 1971 (243/70/CECA, CEE 
EURATOM) referente a la sustituciôn de las contribuciones 
de los Estados miembros por recursos propios de las Comu— 
nidades.
- Reglamento de 21 de abril de 1970 referente a la 
financiaciôn de la polîtica agrlcola comûn (729/70 CEE)
- Reglamento de 21 de abril de 1970 estableciendo - 
disposiciones complementarias para la financiaciôn de la 
polîtica agrlcola comûn (728/70/CEE)
ramente fundamental". Carta publicada en Parlamento 
europeo: "Les ressources propres..." Luxemburgo, 
1970, op. cit., 162 y 163.
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- Resoluciôn de 21 de abril de 1970 referente a los 
problemas de tesorerla que créa el paso de un sistema de 
reembolso a un sistema de financiaciôn directa de la po­
lltica agrlcola comûn.
- Tratado de Luxemburgo de 22 de abril de 1970 por 
el que se modifican las siguientes disposiciones: de los 
Tratados comunitarios:
- Art. 78 del Tratado CECA.
- Art. 203 y 206 del Tratado CEE.
- Art. 177 del Tratado Euratom.
- Art. 20 del Tratado de Bruselas de 196 5, creando 
un Consejo ûnico y una Comisiôn ûnica de las Co 
munidades europeas.
La efectividad de la Decisiôn de 21 de abril de 1970 
quedaba condicionada a su aprobaciôn por los Estados miem 
bros segûn sus disposiciones constitucionales. El art. 7 
de la Decisiôn establece que entrarâ en vigor el dla pri­
mera del mes siguiente a aquol en el que el ûltimo Estado 
miembro notifique al secretario general del Consejo de la 
Comunidades europeas el cumplimiento de esta condiciôn. 
Pero como se quiso ligar la aplicaciôn de la DEcisiôn a 
las modificaciones de los tratados acordados por el Tra­
tado de Luxemburgo,se dispone en el mismo articulo 7 que 
si no se han depositado todos los instrumentas de ratify 
caciôn de este tratado en la fecha prevista para la en—  
trada en vigor de la Decisiôn, ôsta deberA remitirse al 
dla primera del mes siguiente a aquel en que sea deposi­
tado el ûltimo de dichos instrumentas.
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En el mes de diciembre de 1.970 se cumplieron ambas 
condiciones para la entrada en vigor de la Decisiôn. Por 
lo que êsta tuvo lugar el 1 de enero de 1971.
B) La Decisiôn de 21 de Abril de 1970.
La Decisiôn de 21 de abril prevê la atribuciôn - 
progresiva de recursos propios a las Comunidades, por lo 
que debe distinguirse un perlodo provisional, que se ex- 
tiende del 1 de enero de 1971 a 31 de Diciembre de 1974 
y un perlodo normal o definitivo que comenzarA el 1 de - 
enero de 1975. (26)
Perlodo provisional
De acuerdo con el art. 2 de la Decisiôn, a partir 
del 1 de enero de 1971 y en la forma a que nos referiremos 
mAs abajo formarAn parte del presupuesto de las Comunida­
des en concepto de recursos propios:
a) Los derechos ordenadores, primas, derechos su 
plementarios o compensatorios, derechos o elementos adi- 
cionales y otros derechos establecidos o a establecer por
(26) Los comentaristas de la Decisiôn de 21 de abril de 
1970 coinciden en distinguir estos périodes y en - 
llamarles de esta misma manera (intérimaire, en - 
francês, o intermedia en italiano y normale en mu- 
chos idiomas). La coincidencia puede explicarse en 
que debiô ser el lenguaje empleado por los funcio- 
narios comunitarios al tiempo de la redacciôn de - 
este texto. Barbarella, op. cit. pAgs. 197 y 199. 
Toscano, op. cit. pAgs. 441 y 443 y Bouyssou, o] 
cit. pAgs. 165 y 168.
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las instituciones de las Comunidades sobre los intercambios 
con los paises no miembros en el marco de la polltica agrlco 
la comûn, asl como las cotizaciones y otros derechos previs­
tos en el marco de la organizaciôn comûn de mercados en el - 
sector del azûcar, que llamaremos desde ahora gravAmenes - 
agricolas",
b) "Los derechos del Arancel aduanero comûn y otros de­
rechos establecidos o a establecer por las instituciones de 
las Comunidades sobre los intercambios con los paises terce­
ros, que llamaremos desde ahora "derechos de aduana".
Tambiên formsirân parte de los recursos propios de las - 
Comunidades "los tributos que ee establezcan en el marco de 
una polltica comûn", de ac uerdo con las disposiciones del - 
tratado CEE, o del tratado Euratom siempre que se siga el pro 
dedimiento establecido en los artlculos 201 del primer trata 
do o 173 del segundo.
Podemos distinguir tres grades en la atribuciôn de re—  
cursos a las Comunidades por el articule referido:
12, Los gravAmenes previstos en el marco de la organize 
ciôn comûn de mercados en el sector del azûcar, Sôlo son - 
atribuldos a la Comunidad los gravAmenes ya existentes esta—  
blecidos por la reglamentaciôn comunitaria relativa al citado 
sector,
22, Los gravAmenes establecidos o que en el future se e£ 
tablezcan por las instituciones de laa Comunidades sobre los 
intercambios con paises no miembros, si se establecen en el 
marco de la polltica agrlcola seguirAn el rêgimen referente 
a los gravAmenes agrlcolas, si se establecen fuera de este - 
marco serAn considerados derechos de aduana. De acuerdo con -
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esta amplia atribuciôn cualquier tribute ya establecido o que 
establezcan posteriormente las instituciones de las Comunida­
des sobre el comercio con paises terceros tendrâ automAticamen 
te la consideraciôn do recurso propio e integrarA el Tesoro - 
comunitario. Los ôrganos de las Comunidades gozaban con ante- 
rioridad a la Decisiôn de 4 de abril de 1970 de la competencia 
en mAteria de comercio exterior. Pero estA competencia puramen 
te comercial se ha convertido a su vez por esta Decisiôn en - 
una competer.cia financiera.
32. Los demAs gravAmenes que se establezcan en base a la 
atribuciôn de poderes a las Comunidades realizada por los tra 
tados CEE y EURATOM, podrAn convertise en recursos propios, 
previo cumplimiento de las disposiciones del art. 201 del tra 
tado CEE y 173 del Tratado Euratom. Es decir que el Consejo - 
tendrA que decidirlo por unanimidad a propuesta de la Comisiôn 
previo dictamen de la Asamblea y habrA de ser sometido poste­
riormente a la aprobaciôn de los Estados miembros conforme a 
las exigencias de sus respectivas normas constitucionales. Es 
decir, que se atribuirAn a las Comunidades como recursos pro­
pios si se sigue el procedimiento normal previsto en los tra­
tados para esta atribuciôn.
&Qu0 sentido tiene entonces esta disposiciôn? &Obliga al 
Consejo y a los Parlamentos nacionales a aceptar como recursos 
propios cualquier gravamen establecido por las instituciones 
comunitarias en realizaciôn de los tratados de Roma? Si asi - 
fuera el cumplimiento del procedimiento de los arts. 201 y - 
173 séria puramente formai. Los parlamentos pueden perfecta—  
mente rechazar un precepto acordado anteriormente por ellos. 
Creemos que la voluntad del Consejo puede manifestarse contra
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ria a tal atribuciôn y que la exigencia de que por unanimi­
dad apruebe la propuesta de la Comisiôn sobre los recursos 
propios a atribuir a las Comunidades a que se refieren los 
artlculos citados, no queda anulada por la Decisiôn que e£ 
tudiamos.
El alcance del precepto, es a nuestro entender, el de 
obligar a la Comisiôn a que, cuando por las instituciones 
de las Comunidades se establezca un tribute, proponga al - 
Consejo la inclusiôn de este entre los recursos propios e 
impulse el procedimiento previsto en el art. 201 del Trata 
do CEE y 173 del Tratado Euratom.
Debe observarse que êsta disposiciôn sôlo se aplica a 
los gravAmenes que se creen de acuerdo con las disposicio­
nes de los tratados de Roma y no a los que puedan estable­
cerse en virtud de poderes atribuldos a los ôrganos comun£ 
tarios por el Tratado CECA. La razôn, creemos no estriba - 
en que las disposiciones relativas a los recursos propios 
sôlo se encuentran en los tratados CEE y EURATOM, por que - 
no existe obstAculo jurldico alguno para que se apliquen - 
los arts. 201 o 173 a tributos creados en virtud de poderes 
queno dimanen de estos tratados, incluso a tributos esta—  
blecidos por los Estados miembros. La causa puede ser, sim 
plemente, que se ha querido separar totalmente del cencepto 
de recurso propio (en el sentido del art. 201, del tratado 
CEE) al gravamen CECA y que se ha considerado conveniente 
que êste siga su rêgimen peculiar.
Los ingresos procedentes de los gravAmenes agrlcolas 
interiores o exteriores se inscriben en el presupuesto co 
munitario en su totalidad a partir del 1 de enero de 1971.
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No existe respecto a estos gravAmenes novedad prActica al­
guna. En el rêgimen inmediato anterior Servian en su 90 por 
ciento para determinar la cuantia de las contribuciones de 
los Estados miembros y en este concepto y de esta manera in 
directa entraban en los presupuestos comunitarios. A partir 
del 1 de enero de 1971, forman parte de estos presupuestos 
en concepto de recursos propios por la misma cuantia, ya - 
que la Comunidad ha de ceder el 10 por ciento de sus ingre 
SOS por los gravAmenes agrlcolas y derechos de aduana al E£ 
tado miembro recaudador a tltulo de gastos de percepciôn.
Los derechos de Aduana se atribuyen en cambio a las C£ 
munidades escalonadamente. La suma a afectar por cada Esta­
do miembro al presupuesto comunitario serA la diferencia en 
tre un porcentaje de los gravAmenes agrlcolas y los derechos 
de aduana, como sumando y los gravAmenes agrlcolas como re£ 
tan do. El porcentaje aumenta cada aho, séend'^ :
- para 1971 el 50 por ciento.
- para 1972 el 62*50 por ciento.
- para 1973 el 75 por ciento.
- para 1974 el 87,50 por ciento.
- a partir de 1975 el 100 por cien.
En caso de que esta diferencia fuera cero o una cifra 
negativa no se operarla ningun ingreso en concepto de
derechos de aduana a las Comunidades, ni êstas realizarîan 
reembolso alguno en favor de los Estados miembros (art. 3,
1, de la Decisiôn*'.
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Con el complicado sistema expuesto se pretende evitar 
desplazamientos bruscos en la carga financiera a soportar 
por cada Estado miembro. Cuant.o mAs elevado sea su aporta 
ciôn en razôn de gravAmenea agrlcolas serA relativamente 
menor su aportaciôn en concepto de derechos de Aduana. Co 
rrectivo que irA disminuyendo hasta desaparecer en 1975.
Como en este periodo transitorio los recursos propios 
no serAn suficientes para equilibrar el presupuesto de - 
las Comunidades, se ha previsto que el déficit sea cubier 
to con contribuciones de los Estados miembros cuya clave 
de reparte y significado hemos estudiado en otra parte de 
este trabajo. (27)
Finalmente se ha queûdo garantizar con un mecanismo 
adicional que el impacto del sistema de financiaciôn que 
se establece no produzca violentas repercusiones en los 
presupuestos nacionales. Con esta medida se pretende faci 
litar la aplicaciôn de las disposiciones de la Decisiôn - 
en paises como Hdbnda, para los que los gravAmenes sobre 
el comercio exterior tienen una especial importancia pre- 
supuestaria.
(27) Vêase el capitule IV de esta tesis. Recordemos aqui 
que esta clave es la siguiente:
Alemania 32*9
Francia 32*6
Italia 20*2
Bêlgica 6*8
Luxemburgo 0*2
Holanda 7*3
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En el art. 3,2 de la Decisiôn se establece que duran­
te el perlodo provisional la variaciôn entre dos ahos del 
porcentaje correspondiente a un Estado miembro del conjun­
to de recursos propios y contribuciones a aportar a las - 
Comunidades, no podrA ascender mAs del uno por ciento ni - 
descender mAs del 1*5 por ciento (28).
Los descubiertos que se originen por aplicaciôn de e£ 
te mecanismo se repartirAn entre los Estados miembros se—  
gûn la clave de reparte establecida para las contribueio—  
nes de los Estados miembros para este periodo provisional. 
Este reparte deberA hacerse de manera que se respeten los 
limites de variaciôn a que nos hemos referido.
(28) El art. 3,3 de la Decisiôn précisa: **Para el aho 1971 
serAn consideradas como cuantias de referenda, para 
la aplicaciôn de esta régla, las contribuciones finan 
cieras de cada Estado miembro al conjunto de los pre­
supuestos de 1970, en la medida en que estos presu—  
puestos se tienen en cuenta en el pArrafo siguiente:
**Para los demAs ahos se considerarAn a estos efectos:
a) los gastos a cargo de los crédites de pago decidi- 
dos para el ejercicio de que se trate respecto al pre 
supuesto de investigaciôn y de inversiones de la Comu 
nidad Europea de energia atômica, excepte los gastos 
de los programas complementarios.
b) los gastos a cargo de los créditos del Fonde Social 
europeo,
c) respecto al Fonde europeo de orientaciôn y garan­
tia agrlcola, los gastos a cargo de los créditos de 
la secciôn garantia asi como de la secciôn orienta­
ciôn, excepte los créditos que sean objeto de una - 
inscripciôn o de una reinscripciôn por périodes de 
contabilizaciôn anteriores al ejercicio considerado. 
Para el aho de referenda 1970, estos gastos son - 
para la secciôn garantia, los previstos en el art.
8 del Reglamento (CEE) ns 728/70 del Consejo de 21 -
-  3 3 8  -
Perlodo normal
A partir del 1 de enero de 1975 la financiaciôn de - 
las Comunidades prescindirâ en principio, con alguna excep- 
ciôn sin importancia de las contribuciones de los Estados - 
miembros. Estas serAn sustituldas por un recargo comunita—  
rio sobre impuestos nacionales, subsistirAn los demAs tribu 
tos que hemos estudiado y serAn completados con este recar­
go, consistente en la aplicaciôn de un tipo de gravamen que 
no podrA exceder del 1 por ciento sobre la base del impues­
to sobre el valor ahadido determinada de manera uniforme en 
los Estados miembros, conforme a reglas comunitarias.
A las instituciones de las Comunidades corresponderA 
la fijaciôn de este tipo de gravamen para lo que habrAn de 
seguir el procedimiento presupuestario en vigor (art. 4,1, 
de la Decisiôn).
Con este gravamen las Comunidades podîan disponer de 
un recurso de amplîsima base y suficientemente flexible, - 
al menos a medio plazo, para ajustarse a sus necesidades - 
financieras.
de abril de 1970, que establece las disposiciones corn 
plementarias para la financiaciôn de la polltica agr^ 
cola comûn - pcira la secciôn orientaciôn, la suma de 
285 millones de unidades de cuenta repartidos en base 
de la clave prevista en el art. 7 del mismo reglamen­
to ; entendiêndose que para el cAlculo de la parte que 
le corresponde a Alemania se considerarA como clave 
de referenda un porcentaje del 31*5 %.
d) los otros gastos a cargo de los créditos inscrites 
en el presupuesto de las Comunidades.
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Pero la entrada en vigor de este recurso depende de 
que se haya conseguido la uniformaciôn suficiente del - 
mismo en los Estados miembros.
A esta problemâtica nos referiremos en otro lugar - 
con cierta extensiôn. Adelantamos ahora que sôlo entrarâ 
en vigor para los Estados que apliquen las réglas que de 
terminen la base uniforme del impuesto sobre el valor - 
ahadido, si estos son al menos tres. De no ser asi, y en 
todo caso para los Estados que aûn no apliquen esas re—  
glas, deberân subsistir las contribuciones, repartidas - 
siguiendo el criterio del Producto Nacional Bruto relat£ 
vo (art. 4, 2 de la Decisiôn).
De todas formas, el periodo normal sensu strictu no 
entrarâ en vigor hasta el 1 de enero de 1978. En estos - 
tres ahos, y tambiên con el fin de evitar cambios bruscos 
en las aportaciones totales relativas de los Estados miem 
bros, se aplicarA un limite de variaciôn del 2 por ciento 
en cmbos sentidos. Si este limite sobrepasase, deberAn - 
llevarse a cabo, dentro de didi o limite, las adaptaciones 
necesarias, mediante compensaciones financieras entre los 
Estados miembros, de manera proporcional a la cuota sopor 
tada por cada uno de ellos en los ingresos procedentes - 
del impuesto sobre el valor ahadido o de las contribucio­
nes de los Estados miembros que lo reemplazan (art. 4,2)
c) Caractères y significaciôn de los tributos atribui 
dos a las Comunidades.
Examinaremos los recursos propios de las Comunida 
des desde diferentes perspectives intentando descubrir -
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sus carActerlsticas y fundamentos comunes y ensayar una 
valoraciôn de las opciones adoptadas por los autores de 
la Decisiôn de 21 de abril de 1970.
Los ôrganos de las Comunidades tienen competen- 
cias en la determinaciôn de elementos de los tri 
butos atribuldos.
A las ins. tituciones comunitarias corresponde fi- 
jar los elementos de cuantificaciôn de la deuda tributa—  
ria de los tributos atribuidos por la Decisiôn de 21 de 
abril de 1970. Esta Decisiôn no otorga poderes de imposi­
ciôn nuevos a las Comunidades europeas, sino que se limita 
a conferir transcendencia financiera en favor del tesoro 
de êstas a poderes ya existentes en base de los tratados 
de Roma y que se ejercian con consecuencias recaudatorias 
en favor de los Estados miembros. Como veremos con cierto 
detalle mAs abajo en este trabajo, en razôn de las atribu 
ciones generates concedidas por el Tratado CEE a la Comu­
nidad Econômica Europea para llevar a cabo la polltica - 
agrlcola comûn, establecer y desarrollar la uniôn aduane­
ra y procéder a una armonizaciôn fiscal que haga posible 
o perfeccione dicha uniôn, las Comunidades disponlan de - 
poder para establecer ciertos tributos, regular los ele­
mentos esenciales de otros préexistantes o de imponer a —  
los Estados miembros la obligaciôn de ajustar ciertas for 
mas de imposiciôn a las normas por ellos dictadas. La De­
cisiôn de 21 de abril elige los recursos propios entre e£ 
tas figuras tributarias. (29)
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El art. 201 del Tratado CEE y el articule 173 del - 
Tratado EURATOM seopcnen a que los recursos elegidos fue 
ran mérites sebre les que les Estados miembres censerva- 
ran su tetal cempetencia. Pere sôle rechazande esta pesi^  
bilidad y eligiende tributes que directa e indirectamen- 
te se configurer per les ôrganos cemunitaries se podia - 
asegurar:
- Que la financiacidn de las Comunidades no depen—  
diera de la pelitica tributaria de les Estades - 
miembres.
- Que la financiaciôn de las Comunidades fuera sopor 
tada de manera uniforme en tedes les Estades miem 
bres. Este no significa que el rendimiente de les 
recurses propies preced nte de cada Estade sea —  
igual e propercienal en su peblaciôn, Producte Na- 
cienal Brute de etra magnitud comparable, sine que 
les mismos supuestes de heche para la sujecciôn a 
la impesiciôn cemunitaria y les mismes mécanismes 
de cuantificaciôn de las deudas tributarias serân 
aplicadas unifermemente en todes les Estades miem­
bres.
(29) La amplitud de las atribucienes de cempetencia conte 
nidas en el Tratade de Rema permitc a las Comunidades 
utilizar un importante nûmero de instrumentes tribu­
taries, y de procéder a la armenizaciôn deles siste- 
mas tributaries de les Estades miembres. Para les - 
primeres la Decisiôn de 21 de abril prevê que pasen 
a ser recurses prepies; respecte a les segundes, sQ 
le se establece el recargo sebre el impueste sebre - 
el valer anadide, ne recegiéndose en cambie una figu
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Los recursos propios estân constituidos exclusivamen 
te per impuestos indirectes y méis concrotamente por 
impuestes sobre el consume (30)
Desde el punte de vista de la justicia en la distri- 
buciôn de la carga tributaria, les tributes escegidos per 
la Decisiôn de 21 de Julio de 1970 ne presentan valeres - 
positives. Si se acepta que la relaciôn consume renta dis 
minuye cuande la renta aumenta y que la distribuciôn de - 
las cargas pûblicas debe haccrse propercienal e pregresi- 
vamente a la renta, la impesiciôn sebre el consume ne sa- 
tisface las exigencias de justicia tributaria en su ver—  
tiente de equidad vertical.
Per etra parte, en cuante les recurses prepies repe- 
s^ fundamentalmente sobre impuestes sebre las impertacio 
nés, la carga tributaria a sepertar per les residentes en 
las Comunidades variarô segûn sea su estructura de consume 
en relaciôn a sus elementos cemunitaries e extracemunita­
ries, cen le que cl sistcma se sépara de las exigencias - 
del principle de equidad horizontal.
ra para la que existe tambiôn directriz armonizadera 
(el impueste sebre la aportaciôn de capital a las se 
ciedades).
(30) Hablames de impuestes indirectes en el sentide usual 
de esta cencepte, ceme impuestes que se suelen reper 
cutir en el precie de las mercancias y que sole in­
direct amen te gravan la capacidad centributiva de les 
ciudadanes. Para una definiciôn jurldica riguresa de 
este cencepte Vease Sâinz de Bujanda, Impuestes direc 
tes e impuestes indirectes. Anâlisis jurldice de una 
vieja distinciôn. Hacienda y Dereche II, pp. 429, y 
ss.
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En la declaraciôn rcalizada al Paràamento europeo en 
Mayo de 1965 por cl grupo socialista en relaciôn con las 
primeras propuestas de recursos propios presentados por 
la Comisiôn al Consejo, se contiene una critica de este 
orden a que los tributes con que ha de financiarse las Ce 
munidades sean impuestes sebre el consume. Este tipe de - 
crlticas desde la perspectiva de la valeraciôn social de 
les impuestos elegidos ne ha side frecuente. En realidad 
ne puede juzgarse desde este punte de vista, aisladamente 
un impueste, ni aûn cl sistema tributarie de una erganiza 
ciôn territorial parcial. Sole el cenjunte de tributes 
que recaigan sebre un cuerpo politico puede ser objete de 
valoraciôn en cuante el significade de le recaudade per - 
una jurisdicciôn puede ser neutralizade e compensade per 
el sistema tributarie de etra.
Ceme ne corresponde a las Comunidades eurepeas la re^ 
pensabilidad ôtica y social general, incumbe a les Esta­
dos la tarea de compensar cen sus impuestos nacienales, - 
les efectes adverses, en tôrmines de justicia en la distri^  
buciôn de la carga, de les impuestes cemunitaries.
En cuante a la utilizaciôn de impuestes sebre las im 
pertaciones hay que tener en cuenta que las Comunidades ne 
superpenen les suyos prepies a les preexistentes en les E£ 
ta dos miembres, sine que se aprepian de ôstes, a les que, 
para la consecuciôn de la Uniôn aduanera y la implantaciôn 
de la politica agricola, dan una configuraciôn cemunitaria 
uniforme.
Creemes, pues, que la problemâtica ôtica de les recur 
ses prepies puede reducirse a la cuestiôn de la justicia
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interestatal. ^Cômo se justifica que los Estados con una im 
portaciôn relativa (en relaciôn a su P N B) superior tengan 
que soportar los mayores sacrificios financières relatives 
en forma de reducciôn de sus ingresos presupuestarios? (31) 
Este problema se ha resuelto relacionândolo con une de los 
pilares de la filosofia de la CEE: el principle de la prefe 
rencia cemunitaria,
Segün este principle los bienes producidos en los Esta­
des miembres han de gozar de preferencia en el interior de - 
la Cemunidad en relaciôn con los procedentes de terceros pa_l 
ses. Las barreras aduaneras en el comercie con paises terce­
res se mantienen para hacer efectivo este principle. Si en - 
un pals miembre se adquieren productos procedentes del exte­
rior de la Cemunidad, este pals ne debe beneficiarse finan—  
cieramente de que la preferencia cemunitaria no haya producj. 
do los efectes deseados, adquisiciôn de les bienes producidos 
en el mismo Estade en que se censumen e en alguno de sus so­
cles en las Comunidades y ne delos producidos en terceros - 
palses. Esta ideelogla que eterga un carâcter sancienadqr muy 
discutible a los impuestes a la importaciôn ne carece de efi^  
cacia ceme justificative de los considerables sacrificios 
financières que la atribuciôn de les recurses propios suponen 
a algunos Estades de las Comunidades,
(31) Nermalmente se hacen cemparaciones interpersonales (te 
niendo en cuenta les niveles de renta, de consumo u - 
etra magnitud en relaciôn cen una persona) para juzgar 
la justicia de un sistema tributarie, Pero es también 
vâlide a estes efectes hacer cemparaciones entre gru- 
pes de personas; distribuciôn de las cargas tnbutarias 
entre clases sociales, entre grupos profesionales, en 
tre provincias, etc, Realmente de esta manera, en ül- 
tima instancia, se hacen también comparacionespersonales.
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Pero realmente la atribuciôn de los impuestos sobre el 
trdfico externo a las Comunidades descansa en razones mds d^ 
rectamente pragmdticas:
- Suprimidas las barreras aduaneras intracomunitarias, 
las mercancias llegati al pals en que han de consumirse a tra 
vés del punto fronterizo comunitario mds favorable. Los Esta 
dos que por su situaciôn geogrdfica o por sus facilidades 
portuarias constituyen puntos de entrada de mercancias desti 
nadas a otros palses miembros, se beneficiarlan, de no atri- 
buirse estos gravdmenes a las Comunidades, del libre trdnsi- 
to comunitario. Con anterioridad a esta atribuciôn, como an- 
teriormente hemos sehalado, se estudiaba un complejo sistema 
de compensaciôn financière entre los Estados. La atribuciôn 
de estos tributes a las Comunidades ha resuelto este proble­
ma.
- Los gravdmenes sobre el trdfico externo son competen- 
cia, en cuanto a la configuraciôn de sus elementos esencia—  
les, de las instituciones comunitarias. Si habla que otorgar 
a éstas recursos propios y éstos deblan, por razones expue_s 
tas mds arriba, consistir en tributes dependientes de las Co 
munidades no les cabla otra posibilidad a los autores de la 
Decisiôn de 21 de abril que optar por estos gravdmenes.
No puede juzgarse con rigor excesivo el sistema de re­
cursos propios desde el punto de vista de la racionalidad y 
la justicia en el reparte de las cargas tributarias : les terrnl 
nos de elecciôn que se le ofreclan a los autores de la Dec^ 
siôn del 21 de abril eran muy limitados. Los ingresos tribu 
tarios comunitarios representan, por otra parte, una porciôn 
Infima de los ingresos püblicos del conjunto de los territo
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rios de las Comunidades, de manera que los Estados miembros 
pueden corregir fdcilmente los inconvenientes éticos del - 
sistema de recursos propios. Una estructura politica nacien 
te tiene inevitablemente que apoyarse en un cierto oportuni^ 
mo.
Los recursos propios estdn constituidos por tributos - 
cuyo objeto pertenece.a efectos impositivos, exclusiva- 
mente a las Comunidades y por tributos con objetos que 
comparten éstas con los Estados miembros.
Las Comunidades se han reservado con exclusividad un cam 
po de imposiciôn con' efectos en sus presupuestos - la imposi- 
cidn sobre el trdfico externo -, sin perjuicio de utilizar 
y dejar abierta la opciôn de utilizar en el futuro en su bene 
ficio todas las fuentes financieras posibles, aun cuando és­
tas sean cubiertas por los sistemas fiscales nacionales.
Jean Raymond Vergés utiliza en su tésis doctoral, rela- 
ciondndola con las Comunidades europeas, la tipologia de los 
sistemas financières de las confederaciones y federaciones - 
de Gaston Jbze (32). Estos tipos de financiaciôn son los cua 
tro siguientes:
12, Sistema de contribuciones de los Estados, El poder 
de imposiciôn pertenece en exclusiva a los Estados miembros
(32) Jean Raymond Vergés op, cit, Pdg. VI y ss. Vergés se re 
fiere a G. jèze: "Cours de Science des Finances. Théo­
rie générale du Budget. Giart, Paris, 6^  ediciôn, 1922 
pp, 104 a 109r
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Las federaciones o confederaciones se financian con las apor 
taciones de éstos.
22, Sistema de poderes distintos exclusives. A las fede 
raciones o confederaciones se les otorgan ciertas fuentes de 
financiaciôn respecto a las que pueden ejercer poderes de im 
posiciôn exclusives. Esta-s pueden pues disponer de ciertos - 
tipos de tributos rigidamente delimitados para su financia—  
ciôn. Tributos a los que renuncim totalmente los Estados,
32, Sistema de poderes concurrentes. Federaciôn o con- 
federaciôn y Estados pueden coincidir sobre los mismos cam- 
pos de imposiciôn y disponer de los mismos tipos de ingresos.
42. Sistema mixto de poderes distintos exclusives, de 
poderes concurrentes y de contribuciones de los Estados, en 
el que se combinan los anteriores.
No cabe duda que la financiaciôn de las Comunidades per 
tenece, al menos hasta el 1 de enero de 1975 en que desapace 
cerân prâcticamente tod as las contribuciones de los Estados 
miembros, a este ültimo sistema. Los poderes de imposiciôn 
referentes al trdfico exterior se ejercen por las Qomunida—  
des de manera exclusiva. El recargo sobre el impuesto sobre 
el valor ahadido y los gravdmenes agricolas interiores coin 
ciden necesariamente o pueden coincidir con tributos estata 
les. En su establecimiento se ejercen pues poderes concurren 
tes (33). Si como hace Vergés considérâmes que el sistema de 
poderes concurrentes supone una fase ascendente en la cons£
(33) Los gravdmenes agricolas interiores»dado su limitado cam 
po de aplicaciôn y su escasa importancia financiera, no 
tienen una significacôn comparable.
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lidaciôn de las Haciendas federales, debemos reconocer que 
la introducciôn del recargo sobre el Impuesto sobre el Va—  
lor Ahadido, que no se contenia en las propuestas de la Co­
misiôn de 1 9 6 5 , en las de 1969, ha supuesto un paso impor
tante en la marcha hacia la madurez financiera de las Comu­
nidades.
Los recursos propios estdn formados por tributos con
finalidad financiera y por tributos que sôlo acceso-
riamente tiene finalidad financiera.
Los gravdmenes agricolas y los derechos de aduana no 
se establecen en las Comunidades europeas para obtener ren 
dimientos presupuestarios, sino como instrumentos de las - 
politicas agricola y comercial comunes. El Tratado CEE atri^  
buye poderes de imposiciôn a la Comunidad Econômica Europea 
en estos compos, no para que ésta se procure medios finan­
cières o para que se los procure a los Estados miembros si­
no para que con ellos instrumente la politica agricola y co 
mercial exterior,
Los tributos sobre el trdfico externo atribuidos a las 
Comunidades pertenecen a la conocida categoria de impuestos 
intervencionistas. Pero las especialidades de este fenômeno 
en las Comunidades europeas otorgan un cardcter particular 
a la problemdtica de éstos impuestos.
El Estado nacional goza de poder de imposiciôn como 
atributo de su soberania, sin limitaciôn al logro de unos 
objetivos financières o de otro orden. Las Comunidades en 
cambio fueron dotadas de poder de imposiciôn en el terre- 
no a que nos estâmes refiriendo por el Tratado de Roma pa
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ra el logro de objetivos determinados y concretes - realiza 
ciôn de la uniôn aduanera, desarrollo de la politica corner 
cial exterior, politica agricola que permite el logro del 
mercado comiin agricola,-entre los que no figura su propia - 
financiaciôn.
La decisiôn de 21 de abril de 1970 no ha cambiado en - 
absolute el marco en que ha de ejercerse este poder. Las - 
consecuencias financieras que desde el 1 de enero de 1971, 
tiene para las Comunidades la utilizaciôn de los instrumen­
tes fiscales puestos en sus manos para llevar a cabo las po 
liticas comercial y agricola, no transforman la funciôn y - 
sentido de los poderes otorgados a las instituciones comun^ 
tarias. LasComunidades no pueden, pues, emplear, estos po 
deres para el logro exclusive de objetivos financieros.Las 
consecuencias financieras no deben actuar en ningün caso co 
mo element o déterminante de las decisiones comunitarias re_s 
pecto a los derechos de aduana o los gravdmenes agricolas. 
Estos han de fundarsse necesariamente en una racionalidad 
no financiera. Esta exigencia los convierte en débiles medi 
dios de financiaciôn. Débiles, no en elsentido de incapaces 
de producir, al menos a corto plazo, buenos rendimientos, - 
sino en supuesto de las Comunidades un instrumente de poM 
ticade desarrollo y estabilizaciôn econômicas, por su esca 
sa influencia en la economia del conjunto de Estados miem­
bros, puede afirmarse que se trata de un impuesto financiè­
re puro. Esto no quiere decir que las directrices comunita­
rias en materia de armonizaciôn de los impuestos sobre la 
cifra de négocias no hayan tenido o no vayan a tener en - 
cuenta mâs que valores financières. Estas directrices han 
tenido y tendràn en cuenta las necesidades del funciona.—
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miento del mercado comunitario como un mercado ilnico y las 
exigencias presupuestarias, econômicas y sociales de los - 
Estados miembros, Nuestra afirmaciôn se limita al recargo 
comunitario sobre los impuestos sobre el valor ahadido de 
los Estados miembros. Este recargo ha sido previsto, y su 
cuantia serâ determinada, en razôn exclusiva de las necesi 
dades financieras de las Comunidades.
D. Régimen administrative .de los recursos propios
A las Comunidades corresponde el poder de estable- 
cer los recursos propios, pero son los Estados miembros - 
los compétentes para realizar las operaciones de gestiôn y 
de recaudaciôn de estos tributos. El art. 6 de la Decisi ôn 
de 21 de abril de 1970 dispone que los recursos propios 
"serân percibidos por los Estados miembros conforme a las 
disposiciones legislativas, reglamentarias y administrativas 
nacionales que serân modificadas en su caso a estos efectos. 
Los Estados miembros pondrdn estos recursos a disposiciôn - 
de la Comisiôn".
La decisiôn no prejuzga el cardcter con que los Estados 
intervienen en la administraciôn de estos impuestos, pero - 
no cabe duda que se trata de una actuaciôn por cuenta de las 
Comunidades.Cualesquiera que sean las fôrmulas legislativas 
nacionales que se elijan. No existe, pues, en nuestra opiniôn 
una doble relaciôn tributaria o financiera entre el contribu- 
yente y el Estado miembro y entre éste y las Comunidades, si. 
no una relaciôn tributaria ünica entre el contribuyente y —  
las Comunidades. La relaciôn entre las Comunidades y el Esta 
do miembro es una relaciôn de mandate o gestiôn sin cardcter
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financiero en sentido estricto. Sôlo as! se puede conseguir 
la finalidad esencial del sistema de recursos propios: la - 
alitonomla financiera de las Comunidades. Si existiere obli- 
gaciôn tributaria entre contribuyente por recursos propios 
y los Estados miembros, aun cuando la totalidad de este cré 
dito fuera debido por el Estado a las Comunidades, la suma - 
prevista de recaudaciôn del tribute deberla figurar en los 
presupuestos nacionales: en el de ingresos el crédite y en 
el de gastos la deuda, con lo que la financiaciôn de las Co 
munidades no se substraerla a los poderes nacionales como - 
se pretende con la introducciôn del régimen de recursos pro 
pios. Continuarlamos en este caso con un sistema como el - 
precedente en que se utilizaba la cifra de recaudaciôn de - 
ciertos gravâmenenes para determinar la cuantia de las con­
tribuciones debidas a las Comunidades. No olvidemos que en 
el art. 201 del Tratado de Roma se prevén los recursos pro­
pios como un medio de financiaciôn que sustituya a estas - 
contribuciones.
Estos servicios que los Estados miembros prestan a las 
Comunidades son retribuidos por éstos, cuando se refieren a 
los gravâmenes agricolas y a los derechos de aduana, con un 
10 por ciento deltributo percibido. En la decisiôn, consecuen 
te con la posiciôn que acabamos de defender, no se plantea 
este pago como una retenciôn, lo que es lôgico considerando 
que en ningün momento los Estados miembros se han apropiado 
el producto de los recursos propios.
Respecto al impuesto sobre el valor ahadido, no se ha 
previsto en cambio retribuciôn alguna por la gestiôn y co- 
bro del mismo. Probablemente se ha* entendido que, tratén-
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dose de un simple recargo sobre un impuesto nacional, no su 
pone costes adicicnales para los Estados miembros y que,por 
tanto, no se hace necesaria una compensaciôn en favor de —  
éstos.
El art. 6 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970 estable 
ce en su pârrafo segundo que "el Consejo, decidiendo por una 
nimidad, a propuesta de la Comisiôn y después de haber con- 
sultado a la Asamblea, adoptarâ las disposiciones referen—  
tes al control de la recaudaciôn (34), as! como a la puesta 
a disposiciôn y a la entrega "de los recursos propios. En - 
cumplimiento de este precepto se promulgô el Reglamento de 
2 de enero de 1971 que contiene el régimen administrative 
especlfico de los recursos propios si bien se prevé en su - 
articule 1 que en su momento se adoptarân otras disposicio­
nes aplicables a los ingresos procsdentes del impuesto sobre 
el valor ahadido (35).
(34) Debe entenderse el término recaudaciôn en un sentido - 
amplio, El texto francés de la Decisiôn emplea el tér 
mino "recouvrement" y en el art. 4 de la primitiva - 
propuesta de reglamento de aplicaciôn de la Decisiôn - 
de 21 de abril, que sôlo con grandes modificaciones fué 
adoptada por el Consejo, se dice que "se entiende por 
"recouvrement", el conj.unto de operaciones que tienen - 
por objeto la percepciôn de los recursos propios desde 
el nacimiento de la deuda tributaria hasta el cobro - 
efectivo de las sumas debidas".
(35) Estas disposiciones se refieren igualmente a las moda- 
lidades de aplicaciôn del art, 3, 3, y del art. 4, de 
la Decisiôn de 21 de abril de 1970.
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Este Reglamento se aparta substancialmente en la regu- 
laciôn delrégimen administrative de los recursos propios de 
la primitiva propuesta de reglamento de la Comisiôn (36). 
Résulta interesante, en especial, el abandono que se hace - 
del articule 1 de dicha propuesta. Este articule 1 estable- 
cla;
"Los recursos propios de las Comunidades a que se re- 
fiere la decisiôn de 21 de abril de 1970-denominados en a- 
delante "recursos propios" - serân adquiridos segün las mo 
dalidades y a partir de las fechas previstas en dicha dec_i 
siôn, desde el momento en que se produzca el hecho imponi- 
ble que da derecho a su recaudaciôn".
iQué sentido tenla este articule? De acuerdo con una 
respuesta dada por la Comisiôn, este articule "sitüa la - 
adquisiciôn de los recursos propios por la Comunidad en el 
nacimiento del hecho imponible, lo que tiene por consecuen 
cia que estos recursos no transiten por los presupuestos 
nacionales y que el derecho de comprobaciôn y control de - 
la Comunidad sea salvaguardado" (37). La Comisiôn,con el - 
articule propuesto,queria dejar claro que las Comunidades 
son titulares de los crédites tributaries procedentes de - 
los recursos propios desde el nacimiento de los mismos y - 
que en ningün momento los Estados miembros actüan por cuen 
ta propia en el proceso de recaudaciôn de éstos. Esta de—  
claraciôn se hacia para asegurar la autonomia financiera -
(36) Conocemos esta propuesta por su publicaciôn por el Par 
lamento Europeo en sus Documenta de séance 1970-1971. 
6 de octubre de 1970, Documente 121, pp. 3 a 14.
(37) Ibid. pâg. 26,
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de las Comunidades e introducir un argumente juridico add. 
cional para hacer posible el control de las Comunidades - 
sobre las operaciones de gestiôn llevadas a cabo por los 
Estados,
Probablernente una declaraciôn de este tipo no era ne 
cesaria, pero la Comisiôn no encontrô obstdculos para in- 
troducirla en esta propuesta de Reglamento,
En el reglamento vigente no se encuentra este prece£ 
to, se fija en cambio el momento de la liquicaciôn como - 
fecha de referenda para que los Estados miembros acredl 
ten en la cuenta abierta a nombre de las Comunidades los 
recursos propios liquidados, abandonando el mecanismo con 
tenido en la propuesta de reglamento en que se exigîa la 
acreditaciôn a las Comunidades de los tributos percibidos 
tomando la fecha de su recaudaciôn como referencia.
âCômo pueden interpretarse estas modificaciones?
- Podria entenderse, desde luego, que no se ha mante 
nido el articule primero de la propuesta porque se conside 
ra que el crédite tributario nace en favor de los Estados 
miembros, Los recursos propios no serian mâs que un medio 
de determinar las contribuciones que cada Estado miembro 
"debe" a las Comunidades. Esta posibilidad la hemos recha 
zado mds arriba como incompatible con la filosofia de los 
recursos propios.
- Que se haya considerado que la obligaciôn tributa­
ria no nace en el momento en que se produce el hecho impo 
nible sino en un momento posterior. Consecuentes con esta 
postura se ha abandonado la declaraciôn del art. 1 de la 
propuesta y se ha establecido que el crédite tributario -
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que nace con la liquidaciôn directamente en favor de las 
Comunidades debe ser acreditado en favor de éstas dentro 
de un plazo que debe contarse desde la fecha de tal liqui. 
daciôn. Aün cuando se trate de una explicaciôn lôgica, - 
nos parece un tanto académica. Dudamos, conociendo el es- 
plritu antidogmdtico de los medios comunitarios, que hayk 
sido éste el motivo de las modificaciones operadas en la 
primitiva propuesta.
- Somos de la opiniôn que se ha suprimido el articu- 
lo 1 de la propuesta simplemente porque parecia inütil e 
implicaba tomar partido en una cuestiôn académica como es 
el . nacimiento de la obligaciôn tributaria, aün cuando 
esta toma de partido lo fuera en favor de la doctrina do­
minante. El cambio en favor de la liquidaciôn como momen­
to de referencia de la puesta a disposiciôn de las Comuni 
dades de los recursos propios, en sustituciôn de. la per­
cepciôn, nos parece comprensible como un medio de asegurar 
a las Comunidades la disposiciôn del producto de estos re 
cursos, sin depender del aléas y las demoras de la recaud£ 
ciôn efectiva. Decimos que nos parece comprensible, pero 
no nos parece afortunado.
Esta modificaciôn desliga a las Comunidades excesiva 
mente del desarrollo administrativo normal de sus recur­
sos. Puede implicar que los Estades miembros tengan que - 
poner a disposiciôn de las Comunidades no sôlo las sumas 
que no han percibido sino las que no llegardn a percibir. 
Dadas las caracterlsticas de los recursos propios princd^  
pales, impuestos sobre el comercio exterior, y la anula- 
bilidad del crédite cuando no se produzca la percepciôn
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por causa de fuerza mayor, ésta critica dificilmente puede 
tener valor prdctico. Ya que la recaudaciôn en los impues­
tos sobre el trdfico externo ofrece riesgos minimos y es—  
tos suelen ir asociados con causas de fuerza mayor.
Puesta a disposiciôn de las Comunidades de los recur
SOS propios:
Los Estados miembros son, como hemos dicho, los gesto 
res de los recursos propios. A ellos corresponde por lo tan 
to la Hquidaciôn, en sentido estricto, de los mismos (art.
1 del Reglamento de 2 de Enero de 1971), "i' a suma de los re­
cursos liquidados se inscribird por cada Estado miembro co­
mo crédito en la cuenta abierta a este efecto a nombre de - 
la Comisiôn (art. 7, l). Esta inscripciôn ha de hacerse an­
tes de transcurrir 60 dlas a partir del final del mes en que 
se ha producido la liquidaciôn (38). Cualquier retraso en la 
inscripciôn devengard un interés igual al tipo de descuento 
mds elevado que rija en los Estados miembros el dla del verc£ 
miento, aumentado en G'25 puntos por cada mes de retraso —  
(art. 9).
A los efectos del reglamento a que nos referimos se en­
tiende que un derecho ha sido liquidado desde que el servi- 
cio u organisme compétente del Estado miembro détermina el 
crédito correspondiente, sin perjuicio a que cuando procéda 
tenga lugar una liquidaciôn rectificativa posterior (art. 
2) Estas liquidaciones rectificativas serdn recogidas desde
(38) Naturalmente esta inscripciôn ha de ser comunicada a
las Comunidades. El art, 6 del Reglamento que exige que 
los Estados miembros 11even una contabilidad por conce£
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luego en la cuenta abierta a nombre de la Comisiôn (art. 
10).
Puede apreciarse en la definiciôn de liquidaciôn una 
modificaciôn de la contenida en la propuesta de reglamen­
to de la Comisiôn. En ésta se prevela la posibilidad de - 
liquidaciôn mediante la aceptaciôn por el servicio u orga 
nismo compétente del Estado miembro del crédito détermina 
do por el contribuyente. La razôn de la variaciôn puede 
estar en que la propuesta se aplicaba igualmente a los in 
gresosprocedentes del recargo sobre los impuestos sobre 
el valor ahadido en que la liquidaciôn provisional por - 
aceptaciôn tdcita de la declaraciôn del contribuyente con£ 
tituye el procedimiento normal, lo que no suele ocurrir en 
los impuestos sobre el trâfico externo.
Todos los derechos liquidados son, pues, puestos a - 
disposiciôn de las Comunidades mediante la inscripciôn 
de sus sunas al crédito de la Comisiôn. Este principio co 
noce, no obstante, dos excepciones:
12, Que los recursos propios no figuren por su tota 
lidad en los presupuestos de las Comunidades, lo que ocu- 
rrirô necesariamente para los derechos de aduana en e^  pe 
riodo provisional y para todos los recursos en aplicaciôn 
de les mlximos y minimos de variaciôn anual. En este caso 
los Estados sôlo estin obligados a hacer efectiva la par­
te proporcional recogida en el Presupuesto (art. 8) (39).
tos de los recursos propios liquidados, dispone que 
se transmita a la Comisiôn un extracto men suai de J-a. 
misma,
(39) En el Reglamento se recoge este supuesto como una de
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22. Que por causa de fuerza mayor la recaudaciôn de 
los derechos liquidados no pueda ser efectuada por los - 
Estados miembros (art. 13, 2). En este punto de importan 
cia prâctica fundamental, el Reglamento ho podia ser mds 
imprecise. &Qu0 deberd entenderse por fuerza mayor? &Los 
conceptos sensu strictu de esta expresiôn recogidos por 
la doctrina legal o jurisprudencial de cada Estado miem. 
bro? Lo que implicarîa una soluciôn diferente a este pro 
blema en cada pals. (,0 un concepto comunitario? Es la üni 
ca soluciôn aceptable, pero para obtener-la habrd que e_s 
perar a una definiciôn del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades. De todas formas parece que se ha elegido - 
una excepciôn demasiado limitada. Creemos que debe exten 
derse al caso fortuite y a todos los demds supuestos en 
que no mediando negligencia por parte de los Estados miem 
bros ha sido imposable recaudar las deudas tributarias 
derivadas de los recursos propios.
Por mucha amplitud que el Tribunal dé al concepto - 
de fuerza mayor, es muy diflcil que se pueden incluir en 
el mismo todos los supuestos en que no se puede apreciar 
negligencia alguna por parte de las administraciones fis 
cales nacionales. Los recursos propios ofrecen riesgos 
de impago y las Comunidades titulares de los mismos de­
ben correr la totalidad de estos riesgos, incluso los 
de simple insolvencia del contribuyente.
rogaciôn al principio de que todos los derechos liqu£ 
dados hablan de ser hechos efectivos y no del de que 
todos los derechos liquidados habrân de ponerse a di_s 
posiciôn de la comisiôn. Creemos que con independen- 
cia de la forma en que se lleven a cabo las inscrip- 
ciones contables, no se puede hablar en el caso que -
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Los autores del reglamento parecen haber contemplado - 
exclusivamente los recursos propios consistentes en gravd­
menes sobre el trdfico externo que gozan de excepcionales - 
seguridades de pago en razônala existencia de una garantla 
real sobre las mercancias. En los supuestos normales, sôlo 
si éstas resultan destruldas, existird peligro de no cobrar 
el crédito tributario.
Pero se debiô contemplar esta problemdtica con mds am­
plitud. No olvidemos que el reglamento es aplicable a los - 
gravdmenes agricolas interiores, y que la fôrmula empleada 
en el art. 1 lo haceaplicable igualmente al recargo sobre 
el impuesto sobre el Valor Ahadido en lo que las normas es- 
peclficas que se adopten para este recargo no dispongan otra 
cosa.
Los recursos propios se inscriben como créditos de la 
Comisiôn por sus valores brutos, sin deducir la compensaciôn 
que las Comunidades conceden a los Estados miembros por los 
gastos de percepciôn.
La Comisiôn, en el plazo de 30 dlas desde la notifica­
ciôn de la inscripciôn, transferird a los Estados miembros 
el diez por ciento de las sumas inscritas (art. 7)
Disposiciôn efectiva de los recursos propios 
La Comisiôn puede disponer para ejecutar sus presupue£ 
tos de gastos de las cantidades puestas a disposiciôn ds la
contemplâmes de una puesta a dispoeiciôn total de los re 
euros propios en favor de las Comunidades.
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misma por los Estados miembros, A estos efectos transmitirâ 
las instrucciones oportunas a las administraciones naciona­
les segün sus necesidades reales (art, 11, l) procurando,en 
la medida de lo posible, que las transferencias de haberes 
se hagan entre los Estados miembros con excedentes de ingre 
SOS respecto a los gastos comunitarios que han de realizar- 
se en su moneda y los Estados que no se encuentren en este 
caso (art. 12).
Cuando las dificultades de tesoreria as! lo exijan,los 
Estados miembros deberân realizar adelantos sobre los recur 
SOS propios aun no liquidados:
-Por simple peticiôn de la Comisiôn,cuando no existen - 
posibilidades de adelantos de las contribuciones financie—  
ras de los Estadôs miembros, con el limite de la cuantia de 
los ingresos por recursos prévisibles durante un mes y medio,
- Mediante peticiôn de la Comisiôn, autorizada por el 
Consejo, decidiendo por mayorla cualificada, siempre que se 
justifiquen por la existencia de un presupuesto rectificati- 
vo o suplementario (art. 11, 2) Aün cuando el reglamento no 
fije limitaciôn alguna en este caso, entendemos que por su 
carécter de adelanto no podrün exceder de los ingresos por 
recursos propios previstos para el ejercicio menos las sumas 
relativas a estos tributos de las que se ha dispuesto en el 
mismo ejercicio.
Control
El reglamento de 2 de enero de 1971 régula el control 
quepuede ejercer la Comisiôn sobre la gestiôn de los recursos
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propios 1levada a cabo por los Estados miembros. Este control 
no excluye - de acuerdo con el art. 6 de la Decisiôn de 21 de 
abril de 1970 - los establecidos por el reglamento a que se - 
refiere el art. 209, c del tratado CEE, (control de la respon 
sabilidad de los ordenadores de pago y de los contables) y - 
por el articule 206 del mismo Tratado (que se refiere a la Co 
misiôn de control). Lo mismo puede decirse respecto a lo esta 
blecido en las disposiciones paralelas a las citadas del tra- 
tamiento constitutive de la Comunidad europea de Energia Atô- 
mica (art. 183, c, y 180).
Para que la Comisiôn pueda controlar la gestiôn de los - 
recursos propios, los Estados miembros quedan obligados a co- 
municarle o entregarle;
12. La denominaciôn de los servicios u organismes respon 
sables de la liquidaciôn de los recursos propios, y su estatu 
to, asi como las disposiciones legislativas, reglamentarias, 
administrativas y contables de cardcter general que se refie 
ran a la liquidaciôn y a la puesta a disposiciôn de la Comi 
siôn de estos recursos (esta informaciôn serd suministrada en 
caso de que la Comisiôn lo solicite (art. 5).
22. Una memoria con las euentas y un informe, relatives 
a la liquidaciôn y al control de los recursos propios durante 
el aho precedente (estos documentes deberdn transmitirse a la 
Comisiôn antes del 1 de Junio del aho siguiente al ejercicio 
a que se refieran (art. 5).
32, Un extracto mensual de su contabilidad, en el que se 
recogerdn los derechos liquidados e inscrites al crédito de - 
la Comisiôn (art. 6, 2)
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42. Un: informe semestral conteniendo los datos générales 
y las Guestiones de principio sobre los problemas mds importan 
tes presentados por la aplicaciôn del reglamento de 2de enero 
de 1971, en especial los asuntos contenciosos (art. 13).
Los Estados miembros estdn obligados a cumplir su tarea - 
gestora diligentemente, llevando a cabo las comprobaciones e - 
investigaciones necesarias para que los recursos propios sean 
liquidados y recaudados correctamente. La Comisiôn puede con—  
trolar la actuaciôn de los Estados en esta materia.
- Solicitando, mediante demanda motivada, de las administra 
ciones nacionales que lleven a cabo contrôles adicionales.
- Pidiendo que se asocie a la misma Comisiôn en los contrô­
les que las administraciones nacionales realicen.
- Solicitando que se pongan a su disposiciôn los documentor 
justificativos de la gestiôn llevada a cabo por læ Administra­
ciones nacionales.
Los Estados miembros tomarén las medidas necesarias para 
que los referidos contrôles pueden llevarse a cabo sin obstdcu 
los (14, 2)
E. La ampliaciôn de las Comunidades y la Decisiôn de 21 
de abril de 1970.
El 22 de enero de 1972 se firma en Bruselas el Trata­
do de adhesiôn a las Comunidades Europeas del Reino Unido, Ir
landa, Dinamarca y Noruega. Sôlo los très primeros ratifica—
rlan este tratado, que entrarô en vigor el 1 de enero de 1973.
En el documente o acta referente a las condiciones de - 
adhesiôn y a las adaptaciones de los tratados, adjunto al re-
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ferido Tratado, se contiene, en sus articules 127 a 132, la 
soluciôn acordada a la problemâtica financiera que la amplia 
ciôn de las Comunidades presentaba.
La participaciôn de Cran Bretaha en las cargas financie 
ras de las Comunidades fue uno de los temas mds diflciles con 
que debieron enfrentarse los negociadores de la adh esiôn. - 
Las diferencias entre las propuestas inglesas y las de los E_s 
tados miembros criginarios de las Comunidades eran tan radi—  
cales que llegô a temerse que no pudieran ser salvadas, Ambas 
partes mostraban gran rigidez en este tema. Para los négocia 
dores de los Estados originarios su filosofia financiera, lo 
grada a fuerza de crisis y de muchos ahos de trabajo, se con 
sideraba inmutable. La sensibilidad püblica sobre la cuestiôn 
del coste financiero del Mercado Comün en Inglaterra y la rea 
lidad de lo gravoso de este coste para la debilitada economia 
de este pals hacia de esta materia, para el Gobierno britdn^ 
co, campo poco propicio para las transacciones. La voluntad 
politico en favor del acuerdo profesada por ambas partes, ha 
bla de allanar, no obstante, estas dificultades.
El articule 127 del Acta estableciendo las condiciones - 
de adhesiôn dispone: "La decisiôn de 21 de abril de 1970 re 
ferente a la sustituciôn de las contribuciones financieras - 
de los Estados miembros prr recursos propios de las Comunida 
des, desde ahora denominada Decisiôn de 21 de abril de 1970, s 
serâ aplicada teniendo en cuenta las disposiciones si gui en­
tes" .La decisiôn de 21 de abril de 1970 serâ, y este es el - 
principio, aplicable igualmente a las Comunidades ampliadas. 
Esta aplicaciôn deberâ realizarse sin embargo escalonadamen- 
te, tras un perlodo transitorio. La transitoriedad se mues- 
tra en este terreno en un triple piano:
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- La transitoriedad de las disposiciones de la Decisiôn 
de 21 de abril previstas para el perlodo en que ha de ocurrir 
la ampliaciôn de las Comunidades (Subsistencia de contribucio 
nés financieras de los Estados miembros hasta 1975 3.1 menos ^
- La transitoriedad o progresividad en la aplicaciôn por 
los Estados adhérentes de ciertas instituciones Comunitarias 
(derechos de aduana del Arancel Comün, gravdmenes agricolas, 
libertad del Comercio intracomunitario) que tienen desde la - 
decisiôn de 21 de abril de 1970, efectos presupuestarios en - 
las Comunidades.
- Transitoriedad y progresividad en la obligaciôn de los 
nuevos Estados miembros de soportar las cargas comunitarias.
La aplicaciôn progresiva del régimen financiero a los 
Estados adhérentes
Hasta el ejercicio 1978 no tendrdn que soportar los - 
Estados adhérentes la financiaciôn de las Comunidades con la 
totalidad del rigor que supone la aplicaciôn pura y simple de 
la decisiôn de 21 de abril de 1970. Los nuevos Estados miem­
bros a partir del prôximo 1 de enero de 1973 déberün poner a 
disposiciôn de las Comunidades los gravâmenes agricolas y - 
los derechos de aduana, en la proporciôn prevista en la Dec_i 
siôn de 21 de abril de 1970, para cada ejercicio, percibidos 
en sus territorios, asi como las contribuciones financieras 
que les correspondan para compléter estos tributos de acuer­
do con la clave a que müs abajo nos referiremos. A partir - 
del ejercicio 1975, las Comunidades podrün establecer el re 
cargo sobre los impuestos sobre el Valor Ahadido de los nue-
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vos Estados miembros o, en su caso, éstos deberdn aportar al 
presupuesto comunitario las Contribuciones que se prevén en 
el art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970. Durante el 
perlodo desde 1973 a 1978, las aportaciones totales de los 
nuevos Estados miembros estarân sometidas a los topes mâximos 
y minimos de variaciôn en las participaciones relativas res- 
pectivas establecidos en dicha Decisiôn.
Pero sôlo progresivamente irân recayendo estas cargas - 
sobre los Estados adheridos* El art. 130 del Acta referente a 
las condiciones de adhesiôn y a las adaptaciones de los tra­
tados dispone a este respecto:
"Los recursos propios, asi como las contribuciones finan 
cieras y, en su caso, las contribuciones previstas en el art. 
4, pârrafo 2,3 y 4, de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, 
no obligan a los nuevos Estados miembros mâs que en las can 
tidades siguientes:"
" - 45'0 % en 1973
- 56'0 % en 1974
- 67'5 % en 1975
- 79'5 % en 1976
- 92*0 % en 1977"
A partir del 1 de enero de 1978 la Decisiôn de 21 de - 
abril de 1970, y en general el régimen financiero de las Co 
munidades se aplicarâ en toda su extensiôn a los nuevos Es­
tados miembros. No obstante, los ejercicios de 1978 y de - 
1979 se consideran lo que en el lenguaje de los negociadores 
del Tratado de adhesiôn se ha conocido como perlodo de co—  
rrecciôn, Se prevé un mecanismo de correcciôn para evitar - 
saltos brusCOS en el sacrificio relative de los nuevos Esta
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dos miembros de un ano a otro durante les citados anos. Esta 
fôrmula tiene la misma finalidad que los tmpes mdximos y mi­
nimes de variaciôn en las participaciones relatives estable- 
cidas en la Decisiôn de 21 de abril de 1970 y que, como he—  
mes dicho, son aplicables igualmente a los Estados adhérentes 
Como estos topes dejarân de obliger en el ejercicio 1978,pr^ 
mer ejercicio de aplicaciôn integra del régimen de financia- 
ciôn comunitario a los nuevos Estados, se ha querido que pa­
ra êstos continue aplicândose un mecanismo de correcciôn s^ 
milar.
La fôrmula empleada es algo compleja. En 1978 el aumen 
to de la parte relativa a transferir a las Comunidades por - 
cada nuevo Estado miembro, en concepto de contribuciones y 
recursos propios, respecte al ano precedente, no debe ser su 
perior en dos quint os a la diferencia entre la parte relatif 
va que correspondit efectivamente a este Estado en 1977 y - 
la que le hubiere correspondido este mismo aho si se le hu 
biera aplicado en su integridad, sin correcciôn alguna, la 
D;Ccisi6n de 21 de abril de 1970. En el aho 1979, el aumento 
de la parte relativa de cada nuevo Estado miembro respecto 
a la parte relativa que le correspondit en 1978 no debe ser 
superior al aumento de dichas partes relativas entre 1977 y 
1978.
Aclaraciones v desarrollos de la Decisitn de 21 de - 
abril de 1970 en relacitn con la adhesitn de nuevos 
Estados miembros.
Se ha previsto en los documentos de adhesitn de los 
nuevos Estados miembros a las Comunidades que se hart pro-
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gresivamente el acercamiento de los Aranceles aduaneros 
al Arancel exterior comûri, por lo que durante el perlo- 
do transitorio de integraciôn a las Comunidades seguirtn 
exigiênose derechos de aduana en los intercambios entre 
los seis y los tres nuevos palses miembros y entre estos 
entre si. Estos derechos de aduana, al no pertenecer a 
la tarifa exterior comûn y no gravar los intercambios con 
los palses terceros, no esttn comprendidos en el art. 2 
b, de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, y, en consecuen 
cia, por la sola aplicaciôn de esta disposiciôn, no con£ 
tituirian recursos propios de las Comunidades a inscri- 
bir en su presupuesto.
Tambiôn se prevè en los documentos de la adhesiôn - 
un sistema escalonado para la aplicaciôn de los precios 
comunes de los productos agricolas sometidosa organiza- 
ciones de mercado en los Estados adhérentes. Para evitar 
indeseables desviaciones de trâfico de los productos - 
agricolas, debido a las diferencias de niveles de precio 
en que entran en juego les mécanismes de intervenciôn en 
unos y otros Estados comunitarios, se establece en el Ac 
ta referente a las condiciones de adhesiôn que se apli- 
quen derechos de compensaciôn o elementos fijos de pro—  
tecciôn a la industria transformadora de productos agr^ 
colas en los intercambios entre los Estados miembros or^ 
ginarios de las Comunidades y los nuevos Estados miem—  
bros y entre ôstos entre si. Estos tributes tampoco pue 
den encuadrarse en la enumeraciôn del art. 2 , a, de la 
Decisiôn de 21 de abril de 1970, aunque se haya estable 
cido en el marco de la politica agricola comûn, ya que -
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no recaen sobre los intercambios con los palses no miem­
bros de las Comunidades.
El art. 128 ha asimilado todos estos tributes a que 
nos hemos referido a los derechos de aduana y a los gra- 
vâmenenes agricolas, en el citado articule 2 de la Deci 
siôn de 21 de abril de 1970, y, en consecuencia, seguirân 
respectivamente la aplicaciôn financiera prevista para - 
ôstos: "Constituirân, en las condiciones previstas en el 
art. 3 de dicha Decisiôn, recursos propios que se inecri- 
birôn en el presupuesto de las Comunidades”.
Recordemos que durante el periodo transitorio de in­
tro d ucciôn de los recursos propios, anterior al 1 de ene 
ro de 1975, la parte del Presupuesto comunitario no cubier 
ta por los gravômenes agricolas y por los derechos de adua 
na se ha de financiar por medio de contribuciones de los 
Estados miembros repartidas con arreglo a una clave conte 
nida en el art. 3, pôrrafo 2, de la Decisiôn de 21 de —  
abril de 1970. Esta clave se compléta en el art. 129 del 
Acta referente a las condiciones de adhesiôn, para tener 
en cuenta a los nuevos Estados miembros con arreglo al - 
siguiente môtodo:
Los nuevos Estados soportarân el saldo no cubierto 
por los recursos propios de acuerdo con esta clave:
Dinamarca 2*42 %
Irlanda 0*60 %
Reino Unido 19*00 %
(Estos percentages son utilizados igualmente para apl^
car en 1973 los topes mâximos y niLnimos prévistos en el -
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pârrafo 3 del art, 3 de la Decisiôn de 21 de abril de —  
1970,)
El saldo résultante después de deducir las contribu 
ciones de los nuevos Estados miembros se distribuye'. en­
tre los Estados miembros originarios de acuerdo con la - 
clave prevista en Decicisôn de 21 de ABril de 1970 para 
el periodo transitorio.
Los saldos sin cubrir en razôn de la aplicaciôn pro 
gresiva del régimen financière comûn a los nuevos Esta—  
dos miembros o como consecuencia del mecanismo de corre£ 
ciôn previsto para los anos 1978 y 1979, se repartirân - 
entre los Estados miembros originarios que habrân de cu- 
brirlos de acuerdo con lo* previsto para cada ejercicio y 
circunstancia por la Decisiôn de 21 de abril de 1970 -
(art. 132 del Acta referente a las condiciones de adhe—  
siôn)
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2. LOS DERECHOS DE ADUANA
Recordemos que el art, 2 de la Decisiôn de 21 de abril 
de 1970 dispone:
"A partir del 1 de Enero de 1971, los ingresos que pro 
vengan..•”
b) de los derechos del Arancel de Aduanas Comûn y de - 
otros derechos establecidos o a establecer por las 
instituciones de las Comunidades sobre los intercam 
bios con los palses no miembros, que denominaremos 
desde ahora derechos de aduana,
constituirân, en las condiciones previstas en el - 
art. 3, recursos propios inscritos en el presupue£ 
to de las Comunidades.
Entran, pues, a formar parte del presupuesto comunita­
rio los rendimientos aduaneros en cuanto los derechos former 
parte e^l Arancel Aduanero Comûn, asl como todos los demâs 
derechos establecidos o a establecer por las instituciones 
comunitarias -sobre los intercambios con palses terceros.
Esta disposiciôn compléta, como vimos, el pûrrafo a) 
del articule 2 de la Decisiôn de 21 de abril, transfirien 
do a las Comunidades todos los gravûmenes cualquiera que 
sea su naturaleza, establecidos por los poderes comunita­
rios sobre el trâfico exterior con otros palses dentro - 
del marco de la politica agricola comûn. Esta disposiciôn
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tiene también un valor residual: aquelles gravâmenes sobre 
el trâfico externe de las Comunidades que no se establez—  
can en el marco de la politica agricola comûn, a la que se 
refiere el citado precepto,serân considerados derechos de 
aduana sensu estrictu y seguirân el régimen progresivo de 
adscripciôn a las Comunidades a que se refiere el art. 3 - 
de la Decisiôn de 21 de abril (40)
A. El Impuesto de Aduanas de las Comunidades
Se habla en el pârrafo b del art. 2 de esta Decisiôn 
de "derechos de Arancel aduanero Comûn". El Arancel no es - 
mûs que un elemento del Impuesto Aduanero. En él se estable 
cen los tipos de gravamen de este impuesto. El problema de 
si se encuentra también en el Arancel el héchc imponible del 
Impuesto Aduanero, se resuelve optando entre los dos extre- 
mos de una alternativa previa:
- que se considéré que no existe un impuesto aduanero 
unitario, sino que la figura doctrinal del impuesto aduane 
ro se descompone de hecho en una pluralidad de impuestos - 
autônomos correspondientcs a cada posiciôn o su&posiciôn 
arancelarioa. En esta concepciôn el Arancel tendrla la do- 
ble funciôn de determinar los hechos imponibles y estable­
cer los tipos de gravamen (41)
(40) El rltmo de adscripciôn de los derechos de aduanas al 
presupuesto comunitario ha sido objeto de estudio en 
el subcapîtulo precedente.
(41) Una variante de esta alternativa, con un carâcter me- 
nos radical, consiste en considerar que el Impuesto - 
aduanero constituye un impuesto ûnico conteniendo mul
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- que no existe mâs que un sôlo impuesto aduanero.
El hecho imponible del mismo estarâ en este caso determ_i 
nado en el texte articulado de la Ley o Côdigo del Impue£ 
to de aduanas. El impuesto es ûnico, su hecho imponible 
consiste en la importaciôn de objetos materiales de cual- 
quier clase, si bien el tipo de gravamen varia segûn la - 
naturaleza de los bienes importados. La nomenclatura del 
Arancel clasifica los productos para hacer posible deter­
minar los tipos que corresponden a cada uno de ellos. - 
Creemos que esta posiciôn responde mejor a la realidad le 
gislativa porque:
1) Los aranceles aduaneros y aûn menos cada posiciôn 
arancelaria no contienen una régla de derecho en que de - 
manera concreta se disponga que las importaciones de las 
mercancîas que se designen estàn sujetas a los tipos espe 
clficos o ad valoren que les corresponden. Este es el ca­
so del Arancel Comûn de la CEE. Este Arancel^  al que mâs - 
adelante nos referiremos detenidamente,fuô hecho vinculan 
te en el territorio de la Comunidad al ser publicado co­
mo anejo al Reglamento de 21 de junio de 1968. En este re 
glamento se aprobaba cl Arancel que habrla de sustituir - 
a los Aranceles aduaneros de los Estados miembros a par-- 
tir de i de julio de 1968, perc dejaba vigente las demâs
titud de hechos imponibles especîficos. El hecho impo 
nible podrla, en este caso estructurarse en un prece£ 
to del articulado de la ley aduanera que estableciera 
que resultan gravados por el impuesto las importacio­
nes (y eventualmente las exportaciones) de bienes enu 
merados éirectamente en el Arancel. No cabrîa en este 
caso la clasificaciôn aduanera por analogla. No es 
ta la llnea comûnmente seguida en Derechos Positives.
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disposiciones que reguian en cada Estado el impuesto de Adua 
nas. Entre otras la norma que establece el presupuesto de he 
cho del impuesto;la importaciôn de mercancîas, y su sanciôn 
o efectos jurldicos: que el sujeto pasivo habrâ de cumplir - 
una obligaciôn tributaria, cuya determinaciôn se harâ tenien 
do en cuenta (ademâs de las normas que determinan en su ca­
so la base imponible) el Arancel aduanero comûn.
22) si bien existen tipos de gravamen diferentes segûn 
la naturaleza del producto importado, las legislaciones na- 
cionales y, como veremos, la legislaciôn comunitaria regulan 
generalmente, de manera uniforme, los demâs elementos del im 
puesto aduanero: determinaciôn del valor (base imponible), 
puertos francos, trâfico de perfeccionamiento, etc. y parte 
del régimen administrative.
La existencia de un Arancel Aduanero Comûn no prejuzga 
pues la existencia de un impuesto de Aduanas comunitario.La 
Decisiôn de 21 de abril de 1970 refiriéndose a los derechos 
del Arancel Aduanero Comûn tampoco resuelve esta cuestiôn.
Esta decisiôn supone simplemente que se atribuye a las Comu 
nidades el resultado financière de la percepciôn por los Es_ 
tados de la parte del impuesto aduanero cuyos tipos de ca—  
râcter ordinario figuran en el Arancel Comûn.
Véase Giannini, Instituciones de Derecho Tributario. 
Madrid, Editorial de Derecho Financière, 1,957, pAg. 
530 y Arranz Esteban y Martinez Pueyo, Renta de Adua 
nas, Revista de Derecho Financiero y de Hacienda Pû- 
blica n2 67, enero-febrero, 1967, pAgs. 2004 y 2005.
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&Pero existe un Impuesto Aduanero de las Comunidades 
Europeas?
El concepto de impuesto comunitario es relative. Cree 
mos que podrla afirmarse el carâcter comunitario de un im­
puesto cuando sus elementos esenciales son decididos a ni- 
vel comunitario y el producto del impuesto financia los - 
gastcs de las Comunidades. A partir del ejercicio 1971 es­
te segundo requisite se cmmple parcialmente. En cuanto a - 
la existencia de un régimen uniforme puede observarse un - 
movimiento progresivo, que valiéndose de diferentes medios 
va configurando un* Impuesto aduanero uniforme en las Comu­
nidades.
El Arancel Aduanero Comûn, con escasas excepciones,se 
aplica a todos los productos que se importer en las Comun^ i 
dades. Se han dictado reglas comunitarias para la uniforma 
ciôn de la determinaciôn del' valor en Aduanas. Existe un - 
considerable nûmero de actos comunitarios tendentes a uni 
ficar los procedimientos administratives aduaneros en los 
diferentes Estados, etc.
&Autoriza esta uniformaciôn a hablar de la existencia 
de un Impuesto Aduanero Comunitario en nuestros dlas?
Creemos que si. Desde luego no existe una administra- 
ciôn, en sentido orgânico, ûnica de este Impuesto. Las Ad- 
ministraciones nacionales continûan siendo compétentes en 
su gestiôn y recaudaciôn. Pero, como hemos visto, este fe- 
nômeno debe considerarse como una actuaciôn de autoridades 
y ôrganos nacionales por cuenta de las Comunidades. No - 
existe uniformaciôn, ni armonizaciôn del régimen de sancio 
nés o de los plâzos y condiciones de prescripciôn del im—  
puesto.
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No existe armonizaciôn tampoco de las normas que regu­
lan el sujeto pasivo del impuesto. Econômicamente, esta au- 
sencia se justifica en razôn de la poca importancia que pa­
ra el buen funcionamiento de la Uniôn Aduanera tiene quien 
paga este impuesto. Interesa que se pague el tribute y en - 
la misma cuantla para cada producto sea cual sea su punto - 
de entrada para que se incorpore aiprecio y no se falseen - 
las condiciones de competencia en el mercado^ pero no existe 
interês alguno para determinar a nivel comunitario la perso 
na obligada al page. Jurldicamente aûn pesan en la dootrina 
las viejas y no tan viejas concepciones de este impuesto co 
mo carga real que convierten la problemâtica del sujeto «m 
una cuestiôn accescria. (42)
Si se acepta la idea, que defendemos, de que el impues_ 
to aduanero es una figura unitaria y que en el Arancel no se 
contiene el hecho imponible,o con carûcter mûs general la -ç 
norma que establece que cada importaciôn (c exportaciôn si - 
se extiende a esta vertiente el Ambito del impuesto aduanerq) 
da origen al nacimientc de una obligaciôn tributaria, serâ 
de suma importancia conocer si esta norma se ha dictado a 
nivel comunitario, para atribuir carâcter comunitario y ûn£ 
co al Impuesto de Aduanas. Esta norma no existe a este nivel 
Esta norma SqIo existe expresamente formulada en las legi£ 
laciones nacionales, Pero esta ausencia es mûs aparente que 
real. El Tratado de Borna se redactô en una situaciôn en que
(42) Claude Jacquemart "La nouvelle douane européenne", se 
refiere a éstas y a otras lagunas de la legislaciôn - 
adunaera comunitaria, véanse especialmente las pAgs. 
404 y 405.
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en todos los palses miembros existîan gravâmenes aduaneros, 
disponiendo consiguientemente todas las legislaciones nacio 
nales de la norma referida. Su repeticiôn en el mismo por 
la legislaciôn comunitaria posterior résulta inûtil (43).
El Trtado prevô la derogaciôn parcial de esta norma en —  
cuanto exige que progresivamente se deje de aplicar el im—  
puesto Aduanero a las relaciones comerciales entre los Esta 
dos miembros. Dejando vigente, en cambio, este impuesto en 
las relaciones con terceros palses. El principle que la im­
portaciôn de productos procedentes de palses no comunitarios 
esté gravada por el impuesto de Aduanas résulta evidentemen- 
te reconocido por el Tratado de Roma. El tratado no tiene - 
que reformular una norma vigente ya en toda la Comunidad: se 
limita a regular la uniformaciôn por normas comunitarias de 
sus elementos esenciales o incluse de los supuestos de su no 
aplicaciôn.
Esta problemâtica présenta adem âs una vertiente prâcti- 
ca,si el hecho imponible nô ha sido establecido a nivel comu 
nitario, si la norma que déclara que toda importaciôn deberâ 
satisfacer un impuesto, cuya cuantla vendrâ fijada por el - 
arancel y las reglas sobre el valor en aduana, ambos elemen-
(43) No ha pensado lo mismo la Comisiôn de las Comunidades 
europeas cuando ha incluido en su Programme Général de 
Rapprochement des Législations Douanières de 28 de abril 
de 1971, como elemento que debe ser objeto de actos co- 
mnnitarios”la determinaciôn del hecho imponible de los 
derechos de Aduana y de los gravâmenes (agricoles)" - 
"El hecho imponible de los derechos de aduana y de los 
gravâmenes (agricolas) deberâ determinarse en condicio­
nes idénticas para todos los Estados miembros a fin de 
asegurar la igualdad de tratamiento de los importadores 
y la uniformidad en la liquidaciôn de los recursos pro­
pios"
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tos comunitarios, pertenece al Orden jurldico de los Estados 
miembros, ^no podrAn êstos suspenderla? Los Estados miembros 
no podrân exigir derechos diferentes a los del Arancel Co­
mûn, ni determinar la base imponible infringiendo las normas 
de la Comunidad, pero ^podrân concéder la franquicia a aigu 
no de los bienes que se importan en su territorio?
La respuesta afirmativa tendrla la consecuencia teôrica 
de hacer imposible hablar de un impuesto de Aduanas de las 
Comunidades y la consecuencia prâctica de deshacer la Uniôn 
Aduanera. El Tratado no se opone expresamente a esta posibi 
lidad, pero nada hay mâs évidente que de su contexte se de­
duce la respuesta negativa, Asl lo ha interpretado la Comi­
siôn, que ha considerado la concesiôn autônoma de franqui- 
cias por los Estados miembros como incompatible con el Tra­
tado (44). El Consejo otorgô en contrapartida diversas fran 
quicias aplicables a todo el territorio aduanero de la CEE,
(45).
La uniformaciôn o armonizaciôn de franquicias aûn no ha 
sido sin embargo totalmente conseguida y ocupa un puesto im 
portante en el Programa de aproximaciôn de legislaciones -
(44) Rapport general de la CEE, 1965, pp. 45 y 46, Megret y 
otros. Le Droit de la communauté économique européenne 
V I, Le préambule, les principes, la libre circulation 
des marchandises, Bruselas: Presses universitaires de 
Bruxelles, 1970, pp. 76 y 77.
(45) Decisiones del Consejo de 22 de diciembre de 1966 y de 
18 de junio de 1968, relativas a materialaéreo y naval,
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aduaneras de la Ccmisiôn de 28 de abril de 1971 (46)
Debemos tener en cuenta, por otra parte, que el con 
cepto de impuesto de Aduanas comunitario abarca no sôlo 
a los derechos de aduanas a que se refiere el articule 2 
b,de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, sino también. a 
los gravâmenes agricolas sobre el trâfico externe. Como 
veremos detenidamente en pâginas posteriores, salvo pe—  
quehas especialidad.es, los gravâmenes agricolas partici- 
pan de la legislaciôn aduanera con la ûnica diferencia - 
que los tipos de gravamen aplicables no se contienen en 
el Arancel sino que se fijan en Reglamentos comunitarios 
con arreglo a mécanismes particulares.
De acuerdo con la Decisiôn de 21 de abril de 1970, 
llamamos aqui derechos de aduana a la aplicaciôn del Im­
puesto aduanero al trâfico externo de las Comunidades - 
que tiene por objeto los productos industriales o agric£ 
las que tienen fijado su tipo de gravamen en el Arancel 
aduanero comûn. Igualmente se incluye bajc esta denonina 
ciôn todo derecho establecido o a establecer por las ins 
tituciones de las Comunidades sobre los intercambios con 
los palses no miembros, fuera del marco de la politica - 
agricola comûn. Estos derechos entrarân a formar parte del 
presupuesto de las Comunidades escalonadamente, de acuerdo 
con el rltmo a que nos hemos referido en el subcapîtulo - 
precedente desde el ejercicio 1971 al ejercicio 1975.
(46) Se le de die an, concretamente, los apart ados 23 23
bis,
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Les gravâmenes agricolas que. sustituyen o complemen 
tan a los derechos de aduana en los intercambios con ter 
ceros palses forman tambiôn parte del Impuesto de adua—  
nas en el sentido amplio que nosotros lo enteridemos. Su 
diferncia con los derechos de aduana consiste como hemos 
dicho en que el tipo de gravamen de aquêllos no se reco- 
ge en el Arancel aduanero Comûn y que su establecirriento 
se realiza de acuerdo con los procedimientos y finalida­
des especîficos de la politica agricola comunitaria. Sus 
efectos financières respecto a las Comunidades tambiôn 
ofrecendiferencias en relaciôn con los derechos de adua­
na: los gravâmenes agricolas entran a formar parte del - 
presupuesto de las Comunidades en su tgtalidad a partir 
del ejercicio 1971.
B. La Uniôn Aduanera en el Tratado CEE.
En una integraciôn econômica de Estados se deberâ 
procéder a la liberaciôn de los intercambios comerci a—  
les entre los palses que la pretenden. La realizaciôn de 
esta liberaciôn puede seguir una de estas vlas:
Establecimiento de una zona de libre comercio:
De acuerdo con el art. XXIV, 8 del Acuerdo Sene 
ral sobre Aranceles y Comercio (GATT) de 1947: "se snten 
derâ por zona de libre comercio un grupo de dos o m&s te 
rritorios aduaneros entre los cuales se eliminen los de 
rechos de aduana y las demâs reglamentaciones comercia­
les restrictivas (,,.) con respecto a lo esencial de los 
intercambios comerciales de los productos originarLos
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de los territorios constitutivos de dicha zona de libre co­
rner cio*i
Establecimiento de una Uniôn Aduanera:
De acuerdo con el artîculo citado "se entenderâ por 
uniôn aduanera la sustituciôn de dos o mâs territorios adua 
neros por un sôlo territorio aduanero de manera”:
"i) que los derechos de aduana y las demâs reglamen­
taciones comerciales restrictivas (...) sean ejiminados con 
respecto a lo esencial de los intercambios comerciales entre 
los territorios constitutivos de la uniôn o, al menos, en lo 
que concierne a lo esencial de los intercambios comerciales 
de los productos originarios de dichos territorios, y"
"ii) Que (...) cada uno de los miembros de la uniôn 
aplique al comercio con los territorios que no estôn compren 
didos en ella derechos de aduana y demâs reglamentaciones - 
del comercio que, en sustancia, sean idênticos"..
La liberaciôn de los intercambios supone desde luego la 
supresiôn de las barreras aduaneras entre los palses que se 
integran.Pero la supresiôn de los derechos aduaneros créa el 
problema de las desviaciones de trâfico. Las mercancîas des- 
tinadas a los palses con derechos aduaneros exterioree supe- 
riores entrarlan a los mismos a travês de los palses con de­
rechos arancelarios inferiores. Una soluciôn al prob&ema se 
encuentra en la reducciôn de la liberaciôn de los intercam­
bios a los productos originarios de los palses que forman - 
la comunidad. Es el caso de la zona de libre comercio que 
supoMe pues una integraciôn comercial limitada. La otra so­
luciôn consiste en que los palses miembros apliquen un im-
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puesto aduanero ûnico en sus relaciones con el exterior. La 
diferencia entre los derechos arancelarios de los Estados - 
miembros es asî eliminada.
El Tratado de Roma constitutivo de la Comunidad Econô­
mica Europea ha elegido esta segunda opciôn. Su artîculo 3 
establece:
"En cumplimiento de los fines del articule precedente, 
la acciôn de la Comunidad supone en las condiciones y segûn 
los rltmos prévistos en el présente tratado:"
a)la eliminaciôn entre los Estados miembros, de los de 
rechos de aduana y de las restricciones cuantitativas 
a la entrada y a la salida de mercancîas, asl como - 
las demâs medidas de efecto équivalente",
b)el establecimiento de un arancel aduanero comûn y de 
una politica comercial comûn hacia los estados terce 
ros..."
Y el art. 9.1. dispone:
"La Comunidad se basa en una uniôn aduanera que se ex­
tiende al conjunto de los intercambios de mercancîas, y que 
supone la prohibiciôn entre los Estados miembros de derechos 
de aduana a la importaciôn y a la exportaciôn y de todo im­
puesto de efecto équivalente, asl como la adopciôn de un - 
arancel aduanero comûn en sus relaciones con los palses ter 
ceros",
La Comunidad no es pura y simplemente una Uniôn aduane 
ra, en cuanto yendo mâs allâ de ésta tiene la pretensiôn de 
constituirse en una uniôn econômica. Pero la Comunidad tie­
ne su base en una uniôn aduanera. La uniôn econômica ha de
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construirse sobre la Uniôn aduanera.
El impuesto aduanero comunitario es pues un elemento 
estructural clave de la Comunidad Econômica Europea. La - 
atribuciôn de poderes en esta materia a los ôrganos comu­
nitarios resultaba necesaria peira el logro del Mecado Co­
mûn. Pero esta atribuciôn tiene igualmente un significado 
positive: su manejo hace posible el desarrollo de una po­
litica comercial comûn, a la que hace referenda el art. 3 
del Tratado de Roma citado, y es regulada ampliamente en 
los arts. 110 a 116 del mismo tratado.
Hablamos de impuesto aduanero comunitario y, en cam­
bio, los textes del tratado que hemos reproducido se re—  
fieren exclusivamente a un elemento de este impuesto: el 
arancel. El Tratado de Roma efectivamente ofrece un serio 
desequilibrio en cuanto la unificaciôn de los aranceles ?- 
estâ regulada en el mismo con extraordinario detalle, —  
mientras el resto de la legislaciôn aduanera sôlo es obje 
to del breve y ambigUo art. 27:
"Antes de finalizar la primera etapa, los Estadosmiem 
bros procederân en la medida neces: aria a la aproximaciôn 
de sus disposiciones reglamentarias y administrâtivas en - 
materia aduanera. La Comisiôn dirigirâ a los Estados miem 
bros recomendaciones a estos efectos".
Los ôrganos comunitarios se han visto obligados a —  
utilizar otros poderes générales en esta materia, dado - 
que el instrumente ûnico que le otorga el art. 27, reco—  
mendaciôn de la Comisiôn, résulta muy pobre para el acer­
camiento de legislaciôn requerido.
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El Tratado consagra a la Uniôn aduanera el Capîtulo 1 
de su Titulo I. Este capîtulo se divide en dos secciones, 
la primera de ellas estâ dedicada a "la eliminaciôn de los 
derechos de aduana entre los Estados miembros" y la segun­
da al "establecimiento de un arancel aduanero comûn". El - 
art. 27 que hemos reproducido se encuentra en esta segunda 
secciôn. Prescindiremos aqui, por carecer de interês para 
nuestro estudio de la eliminaciôn de los derechos de adua­
na entre los Estados miembros, Expondremos a continuaciôn 
separadamente los principios que han inspirado el logro de 
un Arancel Comûn, asî como el procedimiento, consecuciôn y 
los demâs actos comunitarios que afectan a la armonizaciôn 
y uniformaciôn de los demâs elementos del impuesto aduane­
ro.
C. El Arancel de Aduanas Comûn.
El reglamento del Consejo de 21 de Junio de 1968 
(Regl. 950/68) cnntiene en su anexo el Arancel Aduanero - 
Comûn. Al formar parte de un reglamento comunitario el —  
arancel es ûnico para todos los Estados miembros y debe - 
ser uniformemente interpretado y aplicado por todos ellos.
La fuerza jurîdica del Reglamento comunitario con­
siste en ser "obligatorio en todos sus elementos y directa 
mente aplicable en todo Estado miembro" (art. 189 Tratado 
CEE). El Tratado no aclara la forma jurîdica que debîa dar 
se al Arancel de Aduanas Comûn. Pudo haberse considerado - 
que programados los niveles de los tipos de gravamen adua­
neros , bastaba con que cada Estado miembro alineara su -
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propio arancel a estos tipos, sin necesidad de promulgar un 
arancel ûnico por reglamento. Se estimé, sin embargo, que - 
la adopciôn del arancel por un reglamento comunitario le —  
aseguraba mejor una uniformidad de aplicaciôn, sobre todo - 
en cuanto permitia al Tribunal de Justicia de las Comunida­
des decidir ' a titulo prejudicial sobre su interpretaciôn - 
al constituir un acte adoptado por las instituciones de la 
Comunidad (art. 177 del Tratado CEE) (47).
El proceso de acercamiento al Arancel aduanero comûn
La reconduciôn a uno solo de los cuatro aranceles 
vigentes en los Estados miembros (los palses del Benelux,- 
como uniôn aduanera, tenîan un arancel ûnico) no ha sido - 
tarea fâcil. Era necesario primeramente fijar los diversos 
derechos comunes, de manera que se infringiera el perjuicio 
mlnimo a los Estados miembros y se respetaran los compromi 
SOS internacionales previos asumidos por éstos, ademâs de 
resolver la infinidad de dificultades técnicas que una uni- 
ficaciôn arancelaria lleva consigo. Era necesario igualmen­
te alinear de manera progresiva, para evitar bruscos cambios 
en las posiciones competitivas y en las fuentes de aprovisio 
namiento, los aranceles nacionales con los derechos fijados. 
Todo esto debia insertarse en el medio dinâmico de una pol^ 
tica comercial comûn en marcha,comprometida en negociacio- 
nes internacionales.
(47) Megret y otros, op. cit.. Vol. I. pp. 75 y 76.
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En la fijaciôn de los derechos a los que habrlan de —  
alinearse los Estados miembros habria que respetar el Acuer 
do general sobre Aranceles y Comercio (Gatt) firmado por to 
dos los miembros de la Comunidad, cuyo art. XXIV, 5, a, di£ 
pone: "En el caso de una uniôn aduanera o de un acuerdo - 
provisional tendente al establecimiento de una uniôn aduane 
ra, los derechos de aduana que se apliquen en el momento en 
que se establezca dicha uniôn o en que se concierte el acuer 
do provisional, no sean en conjunto, con respecto al comer­
cio con las partes contratantes que no formen parte de tal 
Uniôn o acuerdo,de una incidencia general mâs elevada, ni - 
las demâs reglamentaciones comerciales resulten mâs riguro- 
sas que los derechos y reglamentaciones comerciales vigen—  
tes en los territorios constitutivos de la uniôn antes del 
establecimiento de ésta o de la celebraciôn del acuerdo pro 
visional segûn sea el caso" (48)
El Tratado de Roma creyô respetar este precepto esta 
bleciendo en su art. 19, como régla general,a aplicar para 
la fijaciôn de los derechos del Arancel comûn, la media —  
aritmética de los derechos existentes (49)
(488c Utilizamos el texto espahol del Acuerdo publicado en el 
Boletln Oficial del Estado. Lo hemos hecho igualmente 
en las anteriores citas del mismo.
(49) Para el câlculo de la media aritmética se considerarân 
los derechos aplicados por los Estados miembros el 1 - 
de enero de 1957. Se trata de los derechos efectivamen 
te aplicados, no de los legalmente aplicables. E. Men- 
nes "The Common Customs Tariff of the European Economic 
Community, en Journal of World Trade Law, 1967, p. 76, 
citado por Megret y otro, op. cit. Vol I. pag. 66.
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No nosparece que la media aritmética asegure que los nuevos 
derechos no sean en su conjunto de una incidencia general - 
mâs elevada que los vigentes en los Estados miembros. El pe 
so del comercio exterior Alemân y del Benelux no cabe duda 
que era superior al de Francia e Italia, que contaban con - 
superiores niveles de imposiciôn aduanera. Sôlo la aplica—  
ciôn de una media ponderada habrla sido verdaderamente respe 
tuosa con el GATT.
Por otra parte conviene tener en cuenta que el princi­
ple general de la media aritmética de los derechos efectiva 
mente aplicados tiene muchas excepciones. Unas que resultan 
mâs proteccionistas que las consecuencias de ese principle 
(en lo que respecta a Italia no se tendrâ en cuenta para el 
câlculo de la media aritmética la reducciôn temporal del 10 
por ciento vigente en este pals al tiempo del Tratado de Ro 
ma) y otras mâs libérales (limites mâximos del 3, 10 y 25 
por ciento de los tipos de gravamen referentes a los produc 
tos contenidos en ciertas listas que figuran en el Anexo I 
del Tratado). Otras listas fijan para ciertos productos los 
derechos que han de ser considerados para el câlculo de la - 
media aritmética o directamente determinan los tipos que han 
de formar parte del Arancel comûn.
Pero todo no pudo quedar acordado a la firma del Trata­
do. El art. 20 del mismo establece que los derechos aplicab 
bles a los productos de la lista G, productos sensibles para 
el comercio de los Estados miembros, serân fijados por medio 
de negociaciones entre éstos. Esta lista G no era definitiva 
a la firma del Tratado y cada Estado podla ahadirle otros - 
productos con el limite del 2 por ciento del valor total de 
sus importaciones procedentes de palses terceros a lo largo
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del aho 1956.
La lista G estaba constitulda por productos alimenti- 
cios, algunos productos transformados y, sobre todo, por - 
materias primas. Diversos grupos de trabajo se esforzaron 
en allanar las considerables diferentias de intereses entre 
los Estados mieinbros respecto a estos productos y el 2 de 
Marzo de I960, antes de finalizar la primera etapa de la - 
aplicaciôn del tratado, tal como dispone el art. 20 del —  
mismo, se firmô en Roma un acuerdo sobre los gravâmenes - 
aduaneros sobre estos productos. En dicho acuerdo se fijan 
derechos, se establecen contingentes arancelarios, y se - 
prevé la intervenciôn del Banco Europeo de Inversiôn en - 
apoyo de ciertos sectores. Quedan fuera de este acuerdo - 
los tipos de gravamen referentes a los productos petroli- 
feros, que fueron determinados posteriormente por decisiôn 
del Consejo, el 8 de Mayo de 1964 (50)
Quedaron a si determinados los tipos de gravamen que han 
de constituir los niveles de referenda a que han de aproxi 
marse progresivamente los aranceles de los Estados miembros 
de acuerdo c01 èl ca.endario que a éstos efectos establece el 
art. 23 del Tratado. Segûn este artîculo, los derechos apl£
(50) Pudieron resolverse igualmente otros extremos plaga
dos de dificultades. En base al art. 21 del Tratado CEE 
las 20,000 posiciones o sub-posiciones arancelarias que 
la simple yuxtaposiciôn de aranceles hubiera podido lie 
var consigo pudo reducirse a un nûmero ligeramente in­
ferior a 3.000. Se cumpliô con el art. 22, determinân- 
dose la parte fiscal y la parte aduanera de aqyellos - 
derechos considerados de carâcter fiscal, etc. Véase, 
Dictionaire du Marché Commun. Echanges extérieurs. Corn 
mentaire, pp. 13 y 14 y Claude Jacquemart op. cit. pag. 
69 a 95.
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cados por los Estados que no se- separen mâs del 15 por ci en 
to de los del Arancel Comûn deblan ser sustituldos por éstos 
al finalizar el cuarto aho desde la entrada en vigor del Tra 
tado. Los otros derechos deblan reducir en un 30% su diferen 
cia con los del Arancel comûn en la misma fecha. Al final£ 
zar la segunda etapa de aplicaciôn del Tratado esta diferen 
cia debla reducirse en otro 30 por ciento. Al finalizar el 
periodo de transiciôn se debla aplicar totalmente en todos 
los palses miembros al Arancel comûn.
Este calendario fija en realidad limites mâximos ya - 
que el art. 24 del tratado CEE, dispone que "para alinearse 
al Arancel aduanero comûn, los Estados miembros quedan li—  
bres de modificar sus derechos de aduana segûn un rltmo mâs 
râpido que el previsto en el art. 23". Creemos, no obstante 
que este artîculo se refiere a una aceleraciôn voluntaria - 
de cada Estado y no a una aceleraciôn general, dispuesta por 
el Consejo como se produjo de hecho.
Efectivamente, la Decisiôn. de 12 de mayo de 1962 se- 
halô para 1 de enero de 1960, la primera adaptaciôn al aran 
cel comûn de los derechos referentes a los productos no con 
tenidos en la lista del anexo II del acuerdo, es decir, de 
los productos industriales, lo que adelantô en un aho el ca 
lendario del art. 23 del Tratado. Esta adaptaciôn se hacla 
respecto a los derechos del Arancel comûn reducidos en el 
20 por ciento. No obstante, los derechos que del alineamiento 
con el Arancel comûn resultaran no deblan ser inferiores a 
los contenidos en el mismo, abstracciôn hecha de la reduc­
ciôn, La reducciôn en el 20 por ciento de los derechos de 
referenda se establecla para prever la posible disminuciôn
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de barreras aduaneras que pudiera resultar de las négocia 
ciones llevadas a cabo en el GATT, conocidas como Dillon 
Round, en las que las Comunidades estaban comprometidas.
La Decisiôn de 15 de mayo de 1962 adelantô al 1 de ju 
lio de 1963; para los productos industriales, la segunda - 
adaptaciôn al Arancel comûn, con lo que la alineaciôn con 
éste ganaba dos anos y medio sobre el rltmo establecido - 
en el tratado. También se tomaban como base para esta ada£ 
taciôn los derechos del previsto Arancel comûn reducidos 
en el 20 por ciento. Precisiôn que tuvo que hacer el Conse 
jo en su Decisiôn de 22 de mayo de 1963, aclarando que es­
ta base no prevalecerla para aquellas posiciones o subposi- 
ciones que hablan disminuido en mâs del 20 por ciento en - 
virtud de las Decisiones del Consejo de 3 de Julio de 1962 • 
y 2 de abril de 1963, en razôn de los acuerdos concluldos 
en el seno del GATT. No se operarla la reducciôn del 20 por 
ciento cuando los derechos aplicables resultaran inferiores 
a los establecidos en el ARancel Comûn. La reducciôn del 20 
por ciento era también motivada en esta ocasiôn por las ne­
gociaciones en curso en el GATT conocidas como Kennedy Round 
resultado de la promulgaciôn en los Estados Unidos de la - 
Trade Expansion Act.
Los efectos de la reducciôn del 20 por cierto en los - 
tipos arancelarios tornados como base debien desmparecer el 1 
de enero de 1966. En dicha fecha los Estados miembros hubie 
ran podido legalmente elevar gran parte de sus derechos adua 
neros. para evitar una elevaciôn provisional, el Consejo - 
decidiô mantener los derechos aplicados correspondientes a 
los productos para los que se prevela una reducciôn en vir 
tud de las negociaciones en curso y dispuso la adaptaciôn
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al Arancel Comiin sin reducciôn alguna de los demàs derechos
(51)
La Decisiôn del Consejo de 26 de julio de 1.966 adelan 
tô la fecha de aplicaciôn pura y simple del Arancel Comûn - 
para los productos industriales al 1 de julio de 1968, coin 
cidiendo con la supresiôn de las barreras aduaneras entre - 
los Estados miembros, igualmente objeto de aceleraciôn.
El Arancel Comûn contiene dos columnas de derechos, la 
primera autonoma, fijada por el procedimiento a que nos he­
mos referido en pâginas anteriores, la segunda convencional 
que prevalece sobre la primera y que contiene los derechos - 
que han sido objeto de acuerdo en el seno del GATT. El Ken­
nedy Round diô como resultado numérosas reducciones arance­
larias que debian entrar en vigor en cinco etapas. La piû 
mera y la segunda se aplicaron a un tiempo el 1 de julio de 
1968, las tres restantes entraron en vigor el 1 de enero de 
los anos 1970, 1971y 1972 (52), La Comunidad que, como diji. 
mos, promulgô como anexo a un Reglamento el Arancel Comûn - 
(Reglamento de 21 de junio de 1968), modifica cada uno de - 
los anos en que han de operarse reducciones convencionales 
en los derechos aduaneros, igualmente por Reglamento, dicho 
anexo.
(51) Véase Yves van der Mensbrugghe, La libre circulation - 
des marchandises en la obra colectiva realizada bajo - 
la direcciôn de W.J. Ganshof van der Meersch, Droit des 
Communautés européennes, op. cit. Pâg. 667 y 668.
(52) Claude Jacquemart, op. cit., pâg. 92
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Los tipos de gravamen arancelarios correspondientes 
a les productos agrlcolas han seguido un ritmo diferente 
de adaptaciôn al arancel comün. La aplicaciôn de los de- 
rechos comunes se ha prcducido para cada producto cuando 
ha sido objeto de una organizaciôn comunitaria del merca- 
do, en la mayoria de los casos por la sustituciôn de los 
derechos de aduana por derechos regcidadores, Los derechos 
correspondientes a los demâs productos han seguido el ca- 
lendario del art. 23 del Tratado, habiendo sido objeto de 
adaptaciôn a partir del 1 de enero de 1962, del 1 de ene- 
ro de 1966 y aplicados integramente a partir de 1970.
La estructura del Arancel comün.
La nomenclatura del Arancel de Aduanas Comün se —  
ajusta a la nomenclatura acordada por el Tratado de Bru-» 
selas de 15 de diciembre de 1950 y conocida oomo nomen..cla 
tura de Bruselas. Esta nomenclatura se refiere exclusiva- 
mente a las posiciones aduaneras principales en nümero de 
1096, divididas en 99 capitules. Si bien esta clasifica- 
ciôn esencial es vinculante para los paises signatarios - 
del tratado de Bruselas entre los que se encuentran los - 
Estados miembros, éstos pueden, respetando estas posicio­
nes, diferir en los desarrollos de las mismas, conocidos - 
como subposiciones. El nümero de subposiciones del Arancel 
comün es de algo menos de 3000.
El Arancel aduanero Comün ademüs de los nümeros y le 
tras clasificatorios de la descripciôn de las mercancias y 
de la doble columna de derechos (autônomos y convenciona- 
les), contiene un cuerpo de "Disposiciones preliminares” di
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vidido en dos tltulos, el primero con las reglas générales 
para la interpretaciôn y aplicaciôn del impuesto aduanero 
y el segundo estableciendo normas especiales para la impor 
taciôn de productos destinados a ciertas clases de barcos, 
para las importaciones desprovistas de valor comercial - 
(a los que se fija un tipo del 10 por ciento ad valorem) y 
para los embalajes que se importen llenos.
Cada capitule contiene igualmente, antes de la enume 
raciôn de las mercancias, unas notas principales y, even 
tualmente, complemantarias, que establecen normas para - 
la interpretaciôn de las descripciones contenidas en el - 
mismo.
Contiene igualmente el Arancel comün cuatro anexos, 
los très primeros (anexos I, Ib y II) estableciendo regi- 
menes de suspensiôn total o parcial de derechos en la im- 
portaciôn de determinados productos y el cuarto (anexo III) 
sehalando las posiciones o subposiciones en las que solo 
una parte de su contenido ha sido objeto de concesiones 
en el seno del GATT o en que dentro de ellas han sido acor 
dadas concesiones de cuantia diferente.
Productos a los que se determinan tipos de grava­
men en el Arancel comün.
El carâcter general de la Comunidad Econômica Eur_o 
pea supone la aplicaciôn de sus disposiciones a todos los 
productos, salvo aquellos exprès cimente excluidos. El Aran 
cel comün es por tanto aplicable en principle a todo bien 
que puede ser objeto de importaciôn. No obstante, en apl^ 
caciôn del art. 232 del Tratado CEE, que establece la no
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imodificaciôn, ni derogaciôn por el mismo de los Tratados —  
CECA y Euratom (53), deben senalarse algunas excepciones y 
especialidades.
Los productos que son objeto de los anexos I, II y III 
del Tratado de Paris, productos del Carbôn y del Acero, co­
nocidos como productos CECA no tienen senalado derecho aran 
celario comün. En la importaciôn de estos productos proce—  
dentes de paises terceros se aplican los derechos conteni—  
dos en los aranceles nacionales. Por razones clasificatorias 
estos productos figuran denominados en el Arancel Comün, pe 
ro sin que se fije derecho alguno para ellos en las colum—  
nas de éstos.
Como el art. 2b, de la Decisiôn de 21 de Abril de 1970 
atribuye a las Comunidades exclusivamente los derechos del - 
Arancel aduanero comün y otros derechos establecidos por las 
instituciones comunitarias, sobre el trüfico con paises ter­
ceros, y el Impuesto Aduanero aplicable a los productos CECA 
es un impuesto puramente nacional, establecido autonomamente 
por los poderes estatales, no puede considerarse como recurso 
propio de la CEE y, en consecuencia, su rendimiento serü de_s 
tinado a los tesoros nacionales.
(53) El art. 232 del Tratado de Roma dispone: "1. Las disposj. 
ciones del présente Tratado no modifican las del Tratado 
instituyendo la Comunidad Europea del Carbôn y del Acero 
especialmente en lo que se refiere a los derechos y obl^ 
gaciones de los Estados miembros, los poderes de las in£ 
tituciones de esta Comunidad y las reglas establecidas 
por este tratado para el funcionamiento del mercado co—  
mün del Carbôn y del Acero.
2, Las disposiciones del présente tratado no derogan las 
estipulaciones del Tratado instituyendo la Comunidad Eu­
ropea de Energia Atômica.
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No obstante, conviene tener en cuenta que después del 
Kennedy Round los derechos nacionales aplicables a estos - 
productos son los mismos a partir del 1 de enero de 1972, 
fecha en que han entrado en vigor integramente los derechos 
negociados en el GATT (54), En esa fecha la Uniôn Aduanera 
se extiende prdcticamente a estos productos por lo que re—  
sulta lôgicamente injustificado que los derechos aplicables 
a los mismos queden fuera del Arancel Comün. Puede esperar- 
se pues que sean llevados a éste con la consecuencia finan­
cière de que su rendimiento entrerla a former parte del pre 
supuesto comunitario. Esta operaciôn, puede, no obstante, 
encontrar ciertos obstüculos juridicos si se quiere evitar 
para 11everla a cabo el complicado aparato de un tratado en 
tre los Estados miembros.
En el Arancel Aduanero comün se encuentran recogidos, 
en carnbio, los derechos aplicables a los productos EURATOM, 
Los productos Euratom estân recogidos en las listas Al, A2 
y B anexas a su Tratado constitutive. Los productos de las 
listas A son los que podrlamos llamar referentes directamen 
te a la energia atômica, mientras los de la lista B pueden 
considerarse productos auxiliares en el campo de dicha ener 
gla,
Los derechos que corresponden a los productos de la —  
lista B no ofrecen particularidad alguna y estân incluldos 
pura y simplemente en el Arancel comün, Los derechos sobre 
los productos de las listasA,comunes igualmente para toda
(54) Antoine Semini. La CEE. Harmonisation des legislations 
paris, Delmas, 1971, Pag. 20.
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la Comunidad han sido establecidos segün reglas y calenda- 
rio propios (deblan aplicarse al aho de entrar en vigor el 
Tratado Euratom), En el Tratado Euratom se habla en rela—  
ciôn con estos derechos de Arancel aduanero Comün, y de he 
cho forman parte de éste. La ünica especialidad consiste - 
en que junto a la denominaciôn de cada producto figura la 
menciôn EURATOM, En las columnas de los tipos de gravamen,; 
al contrario de lo que ocurre con los productos CECA, figu 
ran los aplicables o la exenciôn cuando essta procédé.
Nos parece extraho que tan buen conocedor de la proble 
mâtica aduanera comunitaria como Antoine Semini afirme que 
no figuran en el Arancel Comün mâs que por Orden o memoria 
y que para conocer el derecho en cada caso aplicable hay - 
que consultar en los aranceles nacionales o los aranceles 
de ûso, (55)
Como los derechos aplicables a los productos Euratom 
forman parte del Arancel de Aduanas comün deberân seguir 
el régimen de los recursos propios de la Decisiôn de 21 de 
Abril de 1970 e inscribirse, consiguientemente, en el pre- 
supuesto de las Comunidades.
Tampoco contiene el Arancel comün tipos de gravamen - 
en relaciôn con los productos agrlcolas a cuya importaciôn 
se aplica un derecho regulador que sustituye Integramente 
a los tipos de gravamen ordinaries o arancelarios. No figu 
ran tampoco en el arancel los demâs gravâmenes agrlcolas - 
que acompahan o completan a- los derechos reguladores ô a -
(55) Ibid, pâg. 21.
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los derechos de aduana ordinaries.
Poderes de las Comunidades en materia arancelaria
Los derechos del Areincel aduanero Comün no pueden - 
congelarse sine die en su nivel primitive. El Tratado de - 
Roma atribuyô los poderes para su modificaciôn a ôrganos - 
comunitarios.
La atribuciôn a instituciones comunitarias del poder 
de modificar los derechos aduaneros era inevitable si se - 
querla preservar un Arancel aduanero ünico para el territo 
rio comunitario. Esta atribuciôn de poderes a la Comunidad 
Econômica Europea resultaba necesaria para el funcionamien 
to de la Uniôn Aduanera y para llevar a cabo una polltica 
comercial comün a la que se refiere el art. 3 y desarrollan 
los art. 110 a 116 del Tratado.
El poder de modificar de manera autônoma y general los 
derechos aduaneros corresponde al Consejo, de acuerdo con 
el art. 28 del Tratado:
- Decidiendo por unanimidad, en todo caso,
- Decidiendo por mayoria cualificada, a propuesta de 
la comisiôn, siempre que las modificaciones no excedan del 
20 por ciento de cada derecho y por un perlodo que no exce 
da de seis meses. En las mismas condiciones, estas modifi­
caciones podrdn ser prorrogadas por otro perlodo de seis - 
meses.
El art. 25 otorga poderes a los ôrganos comunitarios 
para modificar los derechos de ciertos grupos de productos 
aplicables en la importaciôn de éstos en algün Estado miem
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bro. De acuerdo con este articule, que no autorisa a una mo­
dificaciôn general del arancel, sino a la suspensiôn o a la 
modificaciôn temporal del mismo (56), la Comisiôn podrâ.
- Respecto a los productos agrlcolas (productos del ane 
xo II del Tratado), autorizar a un Estado miembro a suspen—  
der total o parcialmente la percepciôn de los derechos apli­
cables u otorgarle un contingente arancelario con derechos - 
reducidos o nulos (57)
- Respecto a ciertos productos contenidos en las listas 
e y G del anexo I del acuerdo y que por las condiciones o - 
procedimientos con arreglo a los que se han fijado los dere­
chos que le son aplicables pueden temerse ciertas dificulta- 
des, otorgar a todo Estado miembro interesado, a su propues­
ta, contingentes arancelarios o nulos, "si un cambio en las 
fuentes de aprovisionamiento o un aprovisionamiento insufi—  
ciente en la Comunidad puede llevar consigo consecuencias da 
hinas para las industrias de transformaciôn del Estado inte­
resado" •
(56) El carâcter temporal de las modificaciones de derechos 
que prevé el art. 25 del Tratado se deduce del ns 4 del 
mismo: "La Comisiôn procederâ periôdicamente al examen 
de los contingentes arancelarios otorgados en aplica­
ciôn del présente articule", Las demâs modificaciones 
previstas en el art. 25 son denominadas expresamente - 
suspensiones,
(57) En lenguaje aduanero el contingente arancelario, a di- 
ferencia del contingente puro y simple, no supone limj^  
taciôn alguna de importaciones. La mercancia continûa 
liberada. El contingente arancelario consiste en la - 
suspensiôn o la reducciôn de los derechos aplicables a 
una mercancia respecto a una cantidad determinada de - 
importaciones de la misma, pudiendo importarse por en- 
cima de esta cantidad con aplicaciôn de los derechos - 
ordinarios.
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Al Consejo, por mayoria cualificada a propuesta de la 
Comisiôn, corresponde otorgar contingentes arancelarios con 
derechos nulos o reducidos, cuando la producciôn comunita—  
ria de los productos contenidos en las listas B, C y D del 
Anexo I del Acuerdo no es suficiente para el aprovisionamien 
to de un Estado miembro, siempre que dicho aprovisionamien­
to se hiciera normalmente de fuentes no comunitarias.
Mientras las modificaciones générales previstas en el 
art. 28 tienen carâcter ordinario, y no suponen entorpeci- 
miento alguno al funcionamiento de la Uniôn Aduanera, las - 
del art. 25 tienen carâcter excepcional e implican una de­
rogaciôn de los principios de dicha Uniôn, para evitar difi 
cultades en algün Estado miembro.
Las instituciones comunitarias han evitado en lo posi- 
ble la concesiôn de los contingentes arancelarios nacionales 
previstos en el art. 25, recurriendo al art. 28 para suspen­
der con carâcter general los derechos del Arancel Comün y —  
concediendo contingentes arancelarios para toda la Comunidad, 
aun cuando solo el regular aprovisionamiento de uno o algunos 
Estados miembros estuviese en peligro (58).
Modificaciones arancelarias en razôn de la procedencia 
de los productos.
Las modificaciones referidas hasta aqui producen sus 
efectos erga omnes. Inclulmos en éstas las que han sido con­
secuencia de los acuerdos tomados en las negociaciones Dillon
(58) J, Megret y otros. Op.cit. Vol, I. Pp. 83 y 94. Semi­
ni, op. cit., pp. 11 y 12.
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y Kennedy, en el GATT y han dado lugar a los derechos con- 
vencionales aplicables a todas las importaciones comunita­
rias sea cual sea su procedencia, Pero los derechos del - 
Arancel Comün no se aplican a importaciones procédantes de 
determinados paises con los que la Comunidad mantiene rela 
ciones especiales, bien en virtud de acuerdos firmados con 
los mismos o en razôn de decisiones autônomas de los ôrga­
nos comunitarios.
La Comunidad Econômica Europea ha firmado tratados de 
asociaciôn con Grecia y Turqula (acuerdo de Atenas de 9 de 
julio de 1961 y acuerdo de Ankara de 13 de septiembre de - 
1963) los cuales exoneran de los derechos de aduana comuni. 
tarios practicamente a todos los productos industriales - 
originarios de estos paises.
Tampoco es aplicable el Arancel Comün a la mayor par­
te de las importaciones procedentes de las antiguas colonia 
de los Estados miembros conocidos como Estados Africanos y 
Malgache (EAMA) en virtud de la Convenciôn de Yaundé ni - 
de los paises y territories de Ultramar, de acuerdo con - 
la Decisiôn del Consejo de 25 de febrero de 1964, en cum- 
plimiento de los articules 131 a 136 del Tratado de Roma, 
ni de Kenia, Tanzania y Uganda con que la Comunidad conclu 
yô el acuerdo de Arusha el 24 de septiembre de 1969.
A estas derogaciones o modificaciones del Arancel de- 
bidas a acuerdos de asociaciôn han de sumarse las conteni­
das en los acuerdos comerciales preferenciales firmados - 
por las Comunidades con Tunez el 21 de Marzo de 1969, con 
Marruecos el 31 de este mismo mes y aho, y los acuerdos de 
Luxemburgo con Israel y Espaha del 29 de Junio de 1970.
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Una amplitud superior^  desde el punto de vista del nü­
mero de concesionarios,tienen las concesiones realizadas - 
por las Comunidades en favor de los paises en vias de de- 
sarrollo, conocidas como preferencias generalizadas, que - 
son el fruto de un largo proceso comenzado en el seno del 
GATT en 1963 y articulado en los contextes de la Confer en- 
cia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo 
(U.N.C.T.A.D.) y de la OCDE. Las preferencias generaliza—  
das se refieren a una serie de ventajas aduaneras que los 
paises desarrollados conceden unilateraimente a los subde- 
sarrollados.
El sistema puesto en vigor por las Comunidades euro—  
peas consiste esencialmente en la suspensiôn total de los 
derechos de aduana aplicables a la importaciôn de productos 
manufacturados (capitulos 25 a 99 del Arancel) procedentes 
de los paises beneficiarios hasta una cuantia global equiva 
lente a la exportaciôn a las Comunidades por estos paises de 
cada producto en un aho de referencia (1968), mâs un 5 por 
ciento de las exportaciones procedentes de paises terceros 
segün los ültimos datos disponibles. Ningün pais podrâ so- 
brepasar, sin embargo, en sus importaciones un cierto porcen 
taje (el 50 por ciento por régla general) de esta cantidad, 
con los beneficios de las preferencias.
La concesiôn reviste, pues, la forma de un contingente 
arancelario. Los paises beneficiarios podrân exportar mayo- 
res cantidades que aquellas a que se limiten los beneficios 
pero soportando sobre el exceso los derechos ordinarios del 
Arancel Comün (59).
(59) Véanse Journal Officiel L. 142 de 28 de junio de 1971 
y Journal Officiel L 146 de 1 de julio de 1971.
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D. Unificaciôn o armonizaciôn de otros elementos del 
Impuesto de Aduanas.
El arancel no constituye mâs que un eteiento el
tipo de gravamen - del impuesto aduanero . Si los demâs ele
mentos de este impuesto son diferentes en cada Estado miem­
bro difîcilmente puede funcionar con correcciôn la Uniôn - 
aduanera. Discrepancias nacionales en los métodos de câlcu- 
lo de la base imponible, de la regulaciôn de losreglmenes 
aduaneros especiales o de las disposiciones administrativas 
que rigen las operaciones aduaneras pueden producir desvia- 
ciones de trâfico haciendo inütiles los esfuerzos realizados 
para la unificaciôn de los tipos de gravamen.
El Tratado CEE no fué generoso en su atribuciôn de ma
nera especlfica a los ôrganos comunitarios de poderes para 
llevar a cabo la armonizaciôn o uniformaciôn en materias - 
aduaneras no arancelarias.
El art. 27 del Tratado CEE atribuye,como vimos,a la Co 
misiôn el poder de dirigir recomendaciones - no vinculantes 
- a los Estados miembros.
Las instituciones comunitarias se han visto, pues, obli^  
gadas a apoyar sus poderes en otros artlculos del Tratado 
para llevar a cabo su amplia obra uniformadora en este te- 
rreno, Estos artlculos atribuyen poderes con carâcter gene­
ral a los ôrganos comunitarios. El art. 100 permite al Con 
sejo adoptar directrices para la aproximaciôn de disposicio 
nés legislativas, reglamentarias y administrativas de los - 
Estados miembros con incidencia en el funcionamiento del - 
Mercado Comün. El art. 155 permite a la Comisiôn dictar re 
comendaciones si lo estima necesario para asegurar el fun-
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cionamiento y desarrollo del mercado comün y el art. 235 - 
otorga de manera general poderes al Consejo para que pue—  
dan llevarse a cabo los objetivos de la Comunidad aün cuan 
do el Tratado no prevé expresamente estos poderes.
En base a estos artlculos y a los artlculos 110 y si- 
guientes referentes a la polltica comercial o al art. 227, 
todos ellos del Tratado CEE, o calificando la materia de - 
arancelaria y apoyândose en el art. 23, 3, del mismo trata 
do, que exige la aplicaciôn Integra del Arancel comün a la 
expiraciôn del perlodo transitorio (60), los ôrganos comu­
nitarios han realizado una importante tarea uniformadora - 
de la legislaciôn aduanera. Unas veces consiguiendo la / »- 
aproximaciôn de las legislaciones nacionales por medio de 
recomendaciones y directrices, otras creando una legisla—  
ciôn comunitaria propia directamente aplicable a través de 
los reglamentos.
Los actos comunitarios mâs importantes en esta mate—  
ria son los siguientes:
Recomendaciones que han pasado a formar parte poste-
riormente del Arancel Comün.
La Comisiôn formulô basândose en el art. 27 y en el 
155 del Tratado varias recomendaciones que aplicadas pri* 
mero voluntariamente por los Estados miembros pasaron de_5 
pués a tener fuerza vinculante y obligatoriedad directa - 
al formar parte de las disposiciones preliminares del —
(60) Claude Jacquemart, op. cit., pâgs. 31 a 33.
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Arancel aduanero comün, aprobado por el Reglamento 980/68:
- Recomendaciôn de 13 de Marzo de 1961, definiendo el 
peso imponible de las mercancias, (vigente actualmente a - 
través del nQ 2 de la letra C - Reglas générales comunes a 
la nomenclatura y a los derechos - del tltulo I de las Di^ 
posiciones générales del Arancel Comün)
Recomendaciôn de 13 de Marzo de 1961 sobre el régi­
men aplicable a los embalajes importados llenos (vigente a 
través de la letra C del titulo II de las Disposiciones - 
preliminares al Arancel Comün).
- Recomendaciôn de 23 de febrero de 1962 referente a 
las importaciones desp rovistas de carâcter comercial (con 
tenida en la letra B del tltulo II de las Disposiciones - 
preliminares del Arancel Comün). Las mercancias que son ob 
jeto de pequehos envlos,(con excepciôn del tabaco) dirigi- 
dos a particulares se gravan, cualquiera que sea su natura 
leza, con un tipo del 10 por ciento ad valorem siempre que 
su importaciôn cumpla las siguientes condiciones:
a) tenga carâcter ocasional.
b) se destinen los objetos importados al uso perso­
nal o familiar de los destinatarios.
c) el valor global de éstos sea inferior a 60 unida 
des de cuenta.
Otras recomendaciones
Entre las restantes recomendaciones dictadas por la Cjo 
misiôn conviene citar:
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- la Recomendaciôn de 25 de mayo de 1962 que establece 
la fecha de importaciôn a tener en cuenta para realizar la 
liquidaciôn del Impuesto. En esta materia rige en la actua, 
lidad con fuerza obligatoria directa el Reglamento sobre el 
valor en aduana de 2yde Junio de 196 8 al que posteriormente 
nos referiremos,
- la Recomendaciôn de 10 de diciembre de 1963 sobre el 
régimen aplicable en el caso de que las mercancias sean re- 
chazadas por el importador, por ser consideradas defectuo—  
sas o no ajustarse a las condiciones contratadas.
Directrices tendentes a armonizar las disposiciones 
sustantivas o administrativas de los Estados miembros 
en elterreno aduanero.
- Las très directrices de 4 de marzo de 1969 armoni- 
zando los reglmenes aduaneros econômicos o suspensives, se 
refieren a los entrepot's aduaneros, al régimen de perfec—  
cionamiento activo y a los puertos francos. Se pretende con 
estas directrices que laslegislaciônes de los Estados miem 
bros coincidan en lo esencial en la fijaciôn de las condicio 
nés en que las mercancias pueden entrar en sus territories 
para seriæexportadas sin devengar el impuesto aduanero.
- La directriz de 30 de julio de 1968 en la que se ar 
monizan las reglas que regulan las obligaciones administra­
tivas de los transportistas que introducen mercancias en el 
territorio aduanero comunitario y las condiciones del dep^ 
sito provisional del que son objeto dichas mercancias hasta 
que en base a una declaraciôn sumaria, a cuyo contenido se 
refiere la directriz, se les atribuya un régimen aduanero.
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- La directriz de 4 de marzo de 1969 referente al apia 
zamiento del pago de los derechos de aduana, tributes de - 
efecto équivalente y gravâmenes agrlcolas.
Reglamentos regulando determinados elementos del im­
puesto aduanero cuya unificaciôn total o definiciôn 
a nivel comunitario résulta conveniente.
- Reglamento de 27 de septiembre de 1968 que define el 
territorio aduanero de la Comunidad Econômica Europea. Las 
disposiciones aduaneras se refieren al territorio aduanero 
comunitario. No coincidiendo teste territorio con los te—  
rritorios nacionales de los Estados miembros, se hacla ne­
cesaria su determinaciôn. En el Reglamento 1496/68 se esta­
blece que se entenderâ como territorio aduanero de la Comu­
nidad los territorios que corresponden a los reinos Bélgica 
y de los Paises Bajos en Europa, a la Repüblica francesa - 
salvo sus territorios de Ultramar, al Gran Ducado de Luxem- 
burgo, a la Repüblica italiana, salvo las comunas de Livig- 
non y Campione de Italia, y las aguas nacionales del lago 
Lügano comprendidas entre la ribera y la frontera polltica 
de la zona situada entre Ponte Tresa y Porto Ceresio y a - 
los territorios alemanes a que se aplica el Tratado de Roma 
excepte a la isla de Heligoland y el territorio de Büssingen 
A estos territorios se ahaden, en razôn de tratados vigen—  
tes con Estados miembros, los territorios austriacos de Jun 
gholz y Mittelberg, el principado de Mônaco y la Repüblica 
de San Marino.
- Reglamento de 27 de junio de 1968 sobre el origen de 
las mercancias. La existencia de una Uniôn Aduanera con el
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Arancel aduanero Comün hace irrelevante la problemâtica del 
origen de las mercancias en el trâfico intercomunitario. Pe 
ro como la Comunidad Econômica Europea mantiene relaciones - 
aduaneras especiales con numerosos paises terceros en vir­
tud de acuerdos de asociaciôn y comerciales preferentes,las 
cuales dependen de que las mercancias sean originarias de - 
la Comunidad o de los paises con los que taies relaciones - 
se mantienen, una definiciôn de lo que se entiende como mer 
cancia originaria résulta necesaria. En muchos acuerdos se 
contienen normas bilatérales sobre el origen de las mercan­
cias,en estos casos estas prevalecerân sobre lo que prevé - 
el reglamento que comentamos. En su defecto éste constitui- 
râ el Derecho aplicable a este materia.
El reglamento 802/68 establece en su articule 4 que - 
"son originarias de un pais las mercancias enteramente obte 
nidas en este pais"; mâs abajo, se refiere a lo que entien­
de por mercancias enteramente obtenidas en un pals:
a) los productos minérales extraidos en su territorio.
b) los productos del reino vegetal que sean en él reco 
lectados.
c) los animales vivos en él nacidos y criados, etc 
etc.
El art. 5 compléta la lista del art. 4, relative a las 
mercancias naturales o sus transformaciones realizadas en . 
un sôlo pais, refiriéndose a los casos mâs problemâticos de 
las mercancias en cuya producciôn intervienen dos o mâs es­
tados en cuyo caso se entenderâ como pais originario - s e ­
gün este articule - aquel en el "que tuvo lugar la ültima
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transformaciôn o el trabajo sustancial econômicamente jus- 
tificado, efectuado en una empresa equipada a estos efectos 
y habiendo conseguido la fabricaciôn de un producto nuevo o 
que représente una etapa de fabricaciôn importante.
- El reglamento 803/68 de 27 de Junio de 1968 sobre la 
definiciôn del valor en aduana de las mercancias. Los Esta­
dos miembros estân obligados al cumplimiento en esta mate—  
ria del Convenio de Bruselas de 15 de Diciembre de 1950 del 
que fueron signatarios. Este convenio consigne una régula—  
ciôn comün bâsica de la problemâtica del valor en aduana a 
la que tod as las partes contratantes deben someter sus le­
gislaciones. El convenio define el valor en aduana, como es 
bien conocido, como el precio normal de las mercancias, o - 
sea el que se considéré que puede régir en una compraventa 
en la fecha de la declaraciôn en Aduana y en el lugar de in 
troducciôn de las mercancias en el territorio aduanero en - 
condiciones de libre concurrencia entre un comprador y un - 
vendedor independientes.
El convenio, como las notas explicativas confecciona—  
das en el seno del Consejo de Cooperaciôn aduanera, vincula 
a los Estados miembros, pero la interpretaciôn de estos tex 
tos y ciertas disposiciones de aplicaciôn facultativas son 
materia discrecional para los Estados y susceptibles de so- 
luciones diferentes.
Siendo la gran mayoria de los derechos del Arancel Co­
mün, derechos ad valorem, el contar con unas normas comunes 
para la determinaciôn del valor en aduana se presentaba co­
mo imprescindible si se querian evitar las desviaciones de 
trâfico que normas diferentes en las distintas zonas aduane
- 408 -
ras de la Comunidad llevarlan consigo. El reglamento 803/ 
68 llevô a cabo la unificaciôn exigida en la materia.
Este Reglamento no supone,en modo alguno, una violaciôn - 
ô un distanciamiento del Convenio de Bruselas, sino que, 
reforzando la aplicaciôn del mismo en la Comunidad Econô­
mica Europea adopta con aplicabilidad general en los pal 
ses miembros de estas ciertas soluciones facultativas y - 
régula de manera uniforme para la Comunidad los sectores 
que este convenio y sus notas explicativas habian abando- 
nado a los poderes nacionales,
El Reglamento en su art. 1 mantiene la definiciôn de 
valor del Convenio de Bruselas, resuelve las cuestiones - 
del lugar y momento de la evaluaciôn y afronta los proble 
mas que crean las modalidades de pago, los fletes aéreos 
etc. en la valoreciôn aduanera.
- El Reglamento de 18 de Marzo de 1969 sobre el trâns_i 
to comunitario. Este reglamento ha sido desarrollado y mo 
dificado por numerosas disposiciones posteriores. Entre - 
otras podemos citar el Reglamento de 31 de julio de 1969 
regulando los formularios de las declaraciones de transi­
te comunitario. Los cinco Reglamentos sobre diferentes - 
aspectos de esta materia promulgados el 19 de noviembre - 
de 1969. La Decisiôn de 19 de diciembre de 1969 sobre —  
adaptaciôn de los métodos de cooperaciôn administrativa a 
la nueva reglamentaciôn aplicable sobre trânsito comunita 
rio. Los dos reglamentos y la decisiôn con fecha de 22 de 
diciembre de 1969 sobre garantlas y documentaciôn referen 
tes al trânsito comunitario y otras muchas disposiciones 
sobre esta materia.
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- El reglamento de 23 de julio de 1969 sobre el trata 
miento aduanero aplicable a las mercancias contenidas en - 
los equipajes personales de los viajeros, etc. (61)
(61) En la selecciôn de estos actos nos han sido de gran 
interés las obras siguientes: J. Mégret y otros, op: 
cit. V.I. pp. 88 a 96. Semini, op. cit., pâgs. 26 a 
139, Dictionaire du Marché Commun. Exch%es extérieurs 
Commentaire. PP. 20 a 28 y Claude Jacquemart, op.cit. 
en especial, pâgs, 455 a 466.
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3. LOS GRAVAMENES AGRICOLAS
El articulo 2 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970 
asigna a las Comunidades, como recursos propios, lo que 
de manera genérica hemos llamado gravâmenes agrlcolas.
"A partir del is de enero de 1971 - dice el art. ci- 
tado,los ingresos que provengan";
"a) de los derechos reguladores, primas, derechos su 
plementarios.o compensatorios, derechos o elementos adi- 
cionales y otros derechos establecidos o a establecer - 
por las instituciones de las Comunidades sobre los inter 
cambios con los paises no miembros en el marco de la po­
lltica agrlcola comün, asi como las cotizaciones y otros 
derechos previstos en el marco de la organizaciôn comün 
de mercados en el sector del azücar, denominados an ade- 
lante gravâmenes agrlcolas, constituirân, en las condi—  
ciones previstas en el art. 3 recursos propios que se - 
inscribirân en el presupuesto de las Comunidades".
Debemos, pues, distinguir los gravâmenes agrlcolas 
relativos al trâfico externo de las Comunidades de aque­
llos otros - cotizaciones y otros derechos - que han si­
do establecidos en el sector del azücar. Los intercam—  
bios internacionales de las Comunidades constituyen un 
campo en el que las Comunidades gozan de un podertribu- 
tario general con consecuencias financieras para su pre 
supuesto, que se extiende a la posibilidad de estable—  
cer gravâmenees nuevos siempre que la polltica agrlcola 
comunitaria lo requiera, Respecto a los gravâmenes del 
sector del azücar, los poderes corresponden a las Comuni
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dades son mueho mâs limitados. Respecto a estos gravâme­
nes interiores las facultades de los ôrganos comunitarios 
con efectos financieros en favor de las Comunidades, es­
tân limitadas a las figuras tributarias ya establecidas, 
debiendo circunscribirse, segün nuestra opiniôn, a apli- 
car los mecanismos ya creados.
Bajo la denominaciôn de gravâmenes agricolas estu—  
diaremos una gama de tributes de estructura diferente, - 
que comparten entre si su papel de instrumentes de la po 
litica agrlcola comün. Todos ellos han sido creados o - 
han sido configurados en su présente forma para hacer pjo 
sible la extensiôn del mercado comün al sector agrlcola. 
Su régimen jurldico no es en todos ellos obra exclusiva 
de .los poderes comunitarios. Las normas substantivas de 
los gravâmenes interiores del sector del azücar son de - 
producciôn comunitaria. Los gravâmenes a la importaciôn, 
en cambio, se insertan en el ordenamiento aduanero cons- 
tituyendo gravâmenes complementarios del impuesto de adua 
nas o simples sustituciones de sus tipos de gravamen es- 
tables y proporcionales ad valorem por tipos especlficos 
y variables, que se determinan de acuerdo con mecanismos 
automâticos especiales. La regulaciôn especlfica de estos 
gravâmenes agrlcolas a la importaciôn se limita normaljn^ 
te a la fijaciôn de los tipos de gravamen, rigiendo para 
los demâs elementos del tribute las legislaciones aduane­
ras nacionales o comunitarias. No obstante, como ha pues­
to de relieve Patrick Daillier, la especialidad de los —  
productos agrlcolas ha obligado a reconocer la necesidad 
de llevar a cabo ciertas modificaciones o de establecer 
determinadas excepciones para estos productos en la le—
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gislaciôn aduanera de Derecho Comün, Necesidad reconocida 
especialmente en lo que se refiere al depôsito aduanero - 
de exportaciôn y al régimen de perfeccionamiento activo o 
a ciertos aspectos de la determinaciôn del valor en adua­
na (62)
Teôricamente résulta imposible, a pesar de estas es­
pecialidades, negarles su pertenencia al impuesto aduane­
ro, Las dcferencias apuntadas en la determinaciôn y estruc 
tura de sus tipos de gravamen y, sobre todo, el que junto 
con los demâs gravâmenes agrlcolas, entren a formar parte 
del Presupuesto de las Comunidades a partir del 1 de ene­
ro de 1971 y no, como los derechos de aduana, progresiva- 
mente desde la citada fecha al 1 de enero de 1971, justi- 
fica, por razones prâcticas, que les demos un tratamiento 
autônomo.
La naturaleza de derechos aduaneros de los gravâmenes 
agrlcolas a la exportaciôn depende del âmbito que se dé - 
al impuesto de aduanas, âmbito que difiere segün las legi^ 
laciones y los autores. Su carâcter de gravâmenes sobre el 
trâfico externo permite, de todas formas, que le sea apli- 
cada buena parte de la legislaciôn y técnica aduanera.
En las pâginas que siguen estudiaremos exclusivamente 
la regulaciôn comunitaria especlfica de los gravâmenes —  
agrlcolas, distinguiendo entre los que se aplican con oca- 
siôn del trâfico externo de las Comunidades, de los gravâ-
(62) Patrick Daillier: L’harmonisation des législations, 
do manières des Etats membres de la Communauté Econo 
mique Européenne. Paris. Librairie Générale de Droit 
et de Jurisprudence. 1972, pags. 96 y 97.
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menes interiores del sector del azücar, debido a las dife- 
rencias tanto técnicas como de estructura de estos dos gini 
pos de gravâmenes.
A, Idea general de los gravâmenes agricolas sobre el
trâfico externo.
De acuerdo con el citado art. 2 de la decisiôn de 
21 de abril de 1970, los gravâmenes establecidos o a esta­
blecer sobre los intercambios entre las Comunidades y los 
paises terceros en el marco de la polltica agrlcola comün, 
constituyen ingresos del presupuesto de aquéllas.
El poder financière de las Comunidades en el sec—  
tor que nos ocupa tiene dos importanteslimitaciones que - 
afectan de manera importante a la caracterizaciôn de estos 
recursos;
12) El hecho imponible de los tributos que las Co­
munidades pueden establecer o de los tributos establecidos 
cuyo producto se asigna a la financiaciôn de su presupues­
to, ha de pertenecer al campo de actividad constituldo por 
el trâfico externo.
22) La financiaciôn de las Comunidades no puede - 
ser la finalidad principal, o, al menos, la finalidad ex—  
clusiva del tribute que se establezca o cuyo producto pase 
a formar parte del presupuesto comunitario, sino que, al - 
deber pertenecer estos gravâmenes al marco de la polltica 
agrlcola comün, han de tener como objetivo la realizaciôn 
de dicha polltica. No existe en este terreno atribuciôn de 
poderes de imposiciôn nuevos a las Comunidades. La Decisiôn
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de 21 de abril de 1970 bo créa un poder financière propio 
para éstas. Las Comunidades no pueden establecer tributos 
en consideraciôn exclusiva a los rendimientos de los mis­
mos para su financiaciôn. La Decisiôn de 21 de abril de - 
1970 otorga valor financiero a unos poderes establecidos 
con finalidad diferente, manteniendo su carâcter y finald^  
dad originarios. Consiguientemente, estos gravâmenes so—  
bre el trâfico externo no tienen una racionalidad exclu si. 
vamente financiera. De hecho, hasta el présente, carecen 
de racionalidad financiera originaria.
El fenômeno financiero puro puede describirse en es­
tos términos: dados unos gastos püblicos y siendo necesa- 
rios unos ingresos para soportarlos, éstos deberlan obte- 
nerse de acuerdo con criterios de justicia (aplicaciôn —  
de los principios de capacidad de pago o del bénéficié), 
o criterios de eficacia econômica (teniendo en cuenta las 
prioridades econômicas, ofrecer incentives o desincenti—  
vos a determinados productos).
El fenômeno que describimos no puede, por otra parte 
confundirse con las corrientes conocidas como modernas de 
la Hacienda Püblica, un poco en desprestigio en nuestros — 
dlas, constituldas por el pensamiento financiero conocido 
como intervencionista. Que el impacto econômico del impues 
to - establecido para financiar los gastos püblicos - sea 
aprovechado para realizar objetivos econômicos de otro —  
orden, es muy diferente a lo que con los gravâmenes agri- 
colas ocurre. Estos gravâmenes, establecidos sin conside­
raciôn financiera alguna, son transformados por el oportu 
nismo politico en fuente de financiaciôn de las Comunida­
des.
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No valoramos aqui el acierto o desacierto de la Deci­
siôn de 21 de abril de I97O en esta materia, sino que nos 
limitâmes a constater la realidad de la nula racionalidad 
financiera originaria de unos gravâmenes que han sido es­
tablecidos con finalidad diferente.
Esta afirmaciôn exige, no obstante, dos matizaciones:
- La posibilidad de que se construya una ideologla - 
financiera justificativa de estos gravâmenes. Tal ideolo­
gla existe y serâ expuesta en este trabajo. Por eso hemos 
hablado de "racionalidad originaria".
- La posibilidad de que los gravâmenes agrlcolas so­
bre el trâfico externo que se establezcan en el future - 
tengan en cuenta, ademâs de la realizaciôn de la polltica 
agrlcola comün, en cuyo marco han necesariamente de inser 
tarse, consideraciones financieras comunitarias, lo que - 
serâ una consecuencia lôgica de sus efectos en el presu—  
puesto de las Comunidades.
La estructura de los gravâmenes agrlcolas sobre el 
trâfico externo no puede, pues, ser entendida con indepen 
dencia de la polltica agrlcola comün. Los elementos esen- 
ciales de estos gravâmenes sôlo pueden ser descritos en - 
el contexte de tal polltica.
La Comunidad Econômica Europea, mâs ambiciosa que 
otras uniones aduaneras y que las zonas de libre comercio 
de que tenemos conocimiento, incluye los productos agrlco
las en su campo de aplicaciôn. "El Mercado Comün se ex--
tiende - dice el art. 38, pârrafo 1, del Tratado CEE - a 
la agricultura y al comercio de productos agrlcolas','
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Pero la liberalizaciôn de los intercambios de productos 
como los agrlcolas, objetos de extraordinaria sensibili- 
dad social y politica ,y, a veces, afectados por medidas 
de intervenciôn de los Estados, no résulta fâcil. La su- 
presiôn de las barreras aduaneras y contingentarias apld^  
cables a los productos agrlcolas es mucho mds diflcil - 
que la consecuciôn de la Uniôn Aduanera de productos in­
dustriales.
Los precios agrlcolas son vlctimas de una demanda - 
rlgida y de una oferta imprévisible. El sector agrlcola 
estd impregnado de problemas politicos y sociales. La ra 
cionalidad econômica de la economla de mercado tropieza 
con un sector ampliamente movido por criterios tradicio- 
nales y dependiente de factores aleatorios de orden natu 
ral.
Los productos agrlcolas constituyen elementos esen- 
ciales para la subsistencia humana y el regular aprovi—  
sionamiento de los mismos y el nivel de sus precios afec 
tan de manera fundamental a toda la sociedad. Estas ca—  
racterlsticas del sector agrlcola determinan a veces una 
especial intervenciôn, en su producciôn y sobre todo, en 
su mercantilizaciôn, de los poderes püblicos de la que - 
no son excepcidn los palses de la Comunidad Econômica - 
Europea.
La existencia de estas pollticas agrlcolas interven 
cionistas en los Estados miembros de la CEE haclan impo- 
sible la pura y simple inclusiôn de los productos agrlco 
las en la Uniôn Aduanera, En general se ofreclan tree po 
sdbilidades para que dicha inclusiôn pudiera llevarse a
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cabo, que corresponden en cierto modo a lo que un tanto 
impropiamente se conoce en el art. 40 del Tratado CEE - 
como sistemas de organizaciôn comün de mercados agrlco­
las :
- La liberalizaciôn agrlcola en los palses miembros 
El retorno a la libre concurrencia.
- La armonizaciôn o coordinaciôn de sistemas de or 
ganizaciôn y de pollticas agrlcolas en los Esta­
dos miembros.
- La sustituciôn de las pollticas agrlcolas nacio- 
nales por una politica agrlcola comiln (63).
(63) El artlculo 40 del Tratado CEE dispone:
1) Los Estados miembros desarrollarân gradualmente 
durante el période de transiciôn y establecerân, 
lo mâs tarde al final de este période, la pollti 
ca agrlcola comûn”
2) Con vistas a conseguir los objetivos previstos en 
artlculo 39, serâ establecida una organizaciôn 
comûn de mercados agrâcolas" Segûn los diferentes 
productos, esta organizaciôn tomarâ una de las s± 
guientes formas:
a) Reglas comunes en materia de concurrencia.
b) Coordinaciôn obligatoria de las diversas orga 
nizaciones nacionales de mercado.
c) Organizaciôn europea de mercado.
3) La organizaciôn comûn, bajo cualquiera de las for 
mas previstas en el pârrafo 2 puede llevar cons^ i 
go todas las medidas necesarias para conseguir - 
los objetivos definidos en el art. 3 9, principal 
mente las reglamentaciones de precios, las subven 
clones tanto a la producciôn como a la comerciali^  
zaciôn de los diferentes productos, de los siste­
mas de almacenamiento y aplazamiento de ofertas,
y de los mecanismos comunes de estabilizaciôn a 
la importaciôn o a la exportaciôn.
Deberâ limitarse a intentar alcanzar los objetivos 
enunciados en el art. 39, excluyendo toda discri-
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Esta tercera posibilidad es la predominantemente ele 
gida por la Comunidad Econômica Europea, que dispone de - 
una organizaciôn europea del mercado para todos los pro—  
ductos agrlcolas importantes.
La protecciôn de un nivel adecuado de ingresos para 
los agricultores a un tiempo que se mantiene un nivel ade 
cuado de precios para los consumidores, la seguridad en - 
los aprovisionamientos, la mejora de la productividad y - 
otros objetivos de la politica agrlcola descritos en el - 
art. 39 del Tratado CEE (64) que incumbla a los Estados - 
miembros, se garantiza en el présente por la Comunidad - 
Econômica Europea. Esta ha asumido ahora estos poderes y 
responsabilidades, asl como sus cargas financieras.
minaciôn entre prodUctores o consumidores de la Comu 
nidad”, Una politica comûn eventual de precios debe 
râ basarse en criterios comunes y en métodos de câl 
culo uniformes,
4) Con el fin de permitir a la organizaciôn comûn a 
la que nos hemos referido en el pârrafo 2 , conse­
guir sus objetivos, podrân crearse uno o varies - 
fondes de orientaciôn y de garantla agrlcolas.
(64) El art. 39 del Tratado CEE dispone:
l) La politica agrlcola comûn tendrâ por finalidad:
a) Aumentar la productividad de la agricultura - 
désarroilande el progreso técnico, asegurando 
un desarrollo racional de la producciôn agrl­
cola, asl como un empleo ôptimo de los facto­
res de producciôn, particularmente de la mano 
de obra.
b) Asegurar de esta manera un nivel de vida dig­
ne a la poblaciôn agrlcola, principalmente m£ 
diante el incremento de los ingresos individua 
les de aquellos que trabajan en la agricultura,
c) estabilizar los mercados,
d) garantizar la seguridad de aprovisionamiento.
e) asegurar unos precios razonables en las entre- 
gas a los consumidores.
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El proceso de construcciôn de un mercado comûn agrî 
cola y de una politica agrlcola comunitaria ha sido una 
tarea extremadamente dificultosa, llena de obstâculos - 
técnicos y de crisis pollticas.
Para la fijaciôn de las llneas fondamentales de la 
politica agrlcola comûn se reuniô en Stressa en julio de 
1958 una conferencia de représentantes de los Estados - 
miembros, convocada por la Comisiôn en cumplimiento de - 
lo preceptuado en el art. 43 del Tratado. (65). En la - 
conferencia de Stressa se tomô conciencia de los proble­
mas agrlcolas que afectaban a la Comunidad y pudieron va 
lorarse los intereses en juego.
2) En la elaboraciôn de la politica agrlcola comûn 
y de los mêtodos especiales que ella puede impli^  
car, deberâ tenerse en cuenta: a) El carâcter - 
particular de la actividad agrlcola, derivada de 
la estructura social de la agricultura y de las 
diferencias estructurales y naturales entre las 
diversas regiones agrlcolas. b) la necesidad de 
efectuar gradualmente los reajustes oportunos,
c) el hecho de que en los Estados miembros la - 
agricultura constituye un sector intimamente li- 
gado al conjunto de la economla.
(65) En esta exposiciôn histôrica estâmes utilizando. La 
politique agricole commune, editado por las Comuni- 
dades Europeas en la colec ciôn”Les documents”,Pa­
ris, 1967, pâgs. 13 y ss. Giancarlo Olmi, L'Agricul 
ture, publicado en la obra colectiva realizada bajo 
la direcciôn de W.J. Ganshof Van der Meersch, Droit 
des Communautés Européennes, op. cit. pâgs. 700 a 
722 y Mayaux L'establissement de la politique, agri­
cole commune. Revue de Marché Commun, 1962. pâgs.
7 y ss.
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Teniendo en cuenta estas ideas, la Comisiôn sometiô - 
al Consejo eh diferentes ocasiones los principios bâsicos 
de una politica agrlcola comunitaria,
El Consejo, con fecha 20 de diciembre de 1960 se de- 
cidiô en favor de la utilizaciôn de gravâmenes en las fron 
teras sobre los productos agrlcolas a fin de que, mediante 
un cierto aislamiento de la economla agrlcola comunitaria, 
hacer compatible una politica de intervenciôn con la conse 
cuÊiôn del Mercado Comûn en esta rama de la producciôn. E_s 
te instrumente de la politica agrlcola, que es el objeto 
fundamental de nuestra exposiciôn, habrla de convertirse - 
en una pieza clave de la organizaciôn comûn de mercados 
(66)
El 14 de enero de 1962 se adoptan los primeros régla 
mentes referentes a los cereales y sus derivados, al vino 
a las frutas y legumbres, y se créa el Fonde Europeo de - 
Orientaciôn y Garantla Agrlcola (i>EOGA), En diciembre de 
1963, se prornulgan nuevos reglamentos agrlcolas organizan- 
do el mercado de la leche y productos lecheros, el arroz 
y la carne de bovine.
(66) En la resoluciôn de 20 de diciembre de I960 se adëbn 
taba incluse la idea de que la financiaciôn comunita 
ria podrla llevarse a cabo por medio de los gravâme- 
nes agrlcolas: "En lo que se refiere al période pre- 
paratorio - dice esta resoluciôn - el producto de —  
los gravâmenes extracomunitaries revertirâ al Esta- 
do miembro importador, a réserva de afectaciones pro 
gresivas de este producto o de contribuciones ordina 
rias segûn un reparte juste a la financiaciôn de accio 
nés comunes en el marco de la organizaciôn comûn de 
los mercados agrlcolas necesarias para el desarrollo 
del mercado agrlcola comûn y decididas por unanimidad 
por el Consejo a propuesta de la Comisiôn".Bulletin 
de la Communauté Economique Européenne ns 1,1961,anexo.
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Estos reglamentos prevelan la liberalizaciôn de los
intercambios ÿ la transferencia de c^mpetencias y respon­
sabilidades a la Comunidad de una manera progresiva, esta 
bleciendo una aproximaciôn escalonada de precios en los 
Estados miembros. La técnica cambiô con el sistema aproba 
do por el Consejo el 15 de diciembre de 1964 en el que, 
admitiendo que era mds fâcil llegar a un precio comûn pa­
ra los cereales de una sola vez, se abandonô el programa 
de negociar anualmente la baja de los precios mâs eleva- 
dos practicados en la Comunidad y se decidiô la adopciôn 
de un precio comûn para éstos con fecha 1 de julio de —  
1967.
Paralelamente a estas decisiones, en el campo de la 
organizaciôn de mercados agrlcolas por productos, fueron 
discutidos los sistemas de financiaciôn de los gastos agrl 
colas comunitarios, adoptândose en 1962 el important!simo 
reglamento ns 25/62, en el que se preveia que en la fase 
de mercado ûnico se asignaran gravâmenes agrlcolas al pre 
supuesto de la Comunidad como recursos propios y en 1964 
el Reglamento 17/64 de 5 de febrero de 1964 fijando las - 
condiciones de concurso del FEOGA.
Laspropuestas de la Comisiôn de 1965 sobre modifica- 
ciôn de algunas normas financieras del tratado y la adO£ 
ciôn de nuevos reglamentos para la financiaciôn agrlcola, 
abrieron la conocida crisis financiera de la Comunidad, - 
que fué résuma un aho mâs tarde con las fôrmulas de com- 
promiso del Reglamento 130/56, que completadas en 1969, - 
han regido la vida financiera del FEOGA hasta los transcen
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dentes acuerdos de 21 y 22 de abril de 1970.
Las decisiones adoptadas el 11 de mayo de 1966 y el 
24 de julio de 1967 completan el cuadro general de la po­
litica agrlcola comunitaria en el doble sentido de asegu­
rar la libre circulaciôn de los productos agrlcolas den - 
tro de la Comunidad y de llevar a cabo una regulaciôn co­
munitaria de estos productos. La fecha en que los nuevos 
reglamentos agrlcolas entran en vigor coincide con la de 
la libre circulaciôn de los productos a que se refieren.
El 10 de noviembre de 1966: las aceitunas, el aceite 
de oliva y los orujos de la aceituna.
El 1 de enero de 1967: los frutos y legumbres del - 
anexo I del Reglamento 159/66.
El 1 de julio de 1967: los cereales, la carne de cer 
do, los huevos, las aves, las semillas oleaginosas, acei- 
tes y materias grasas de origen vegetal o de extractos de 
pescado o de mamlferos marines.
El 1 de septiembre de 1967: el arroz.
El 1 de julio de 1968: los frutos y legumbres, del - 
anexo II del Reglamento 159/66, el azücar, las plantas yi 
vas y la floricultura, los productos del anexo II del Re­
glamento 827/68 y los productos transformados a base de - 
frutos y legumbres.
El 29 de julio de 1968: la leche y los productos de­
rivados de la leche y la carne de bovino. (67)
(67) J.Megret, Jean-Victor Louis, Daniel Vignes, Michael 
Waelbroek, Le droit de la Communauté Economique Eu 
ropéenne, Volumen 2, Agriculture, Bruselas: Presses
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En la actualidad existe pues, una organizaciôn comu­
nitaria de mercado para los principales productos agrico- 
las. Estas organizaciones difieren de producto a producto 
por el grado y formas de intervenciôn comunitaria, pero, 
como veremos, estas organizaciones llevan casi todas con- 
sigo el recurso a instrumentes tributaries y gravâmenes - 
agricoles relevantes, a partir del 1 de enero de 1970, pa 
ra la financiaciôn de las Comunidades.
Encontrândonos en el période no transitorio de la or 
ganizaciôn agricole comunitaria, y no siendo nuestra in—  
tenciôn describir los mecanismos agricoles, ni describir 
su proceso de consolidaciôn, sine définir los gravâmenes 
agricoles vigentes y poner de manifiesto su significaciôn 
y finalidades en el marco al que pertenecen, no describi- 
remos las mecanimos transitorios que han llevado a la re£ 
lizaciôn de esta situaciôn llamada definitive.
Los gravâmenes agrlcolas sobre el comercio exterior 
de la Comunidad no son aplicables a los productos para —  
los que no existe una organizaciôn comûn de mercados. Es­
tos productos estân, no obstante, sometidos a las disposa 
ciones générales del Tratado CEE y son gravados a su en—  
trada en la Comunidad con los derechos del Arancel adua- 
nero comûn. Igualmente, las estructuras de su producciôn 
pueden ser afectadas por la politica de la Comunidad (Sec 
ciôn Orientaciôn del FEOGA). No obstante, desde el punto 
de vista que en este lugar nos ocupa, carecen de toda re- 
levancia.
Universitaires de Bruxelles, 1970, pâg. 70.
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Las organizaciones comunes de mercado difieren profunda- 
mente segûn los productos. Entre la organizaciôn de los 
cereales, en la que se aplican con todo su rigor los si£ 
temas de intervenciôn en el interior y los derechos regu 
ladores en las fronteras a la de las plantas vivas y la 
floricultura, donde apenas si existen instrumentes pro—  
tectores de la producciôn comunitaria, se extiende un e_s 
pectro de soluciones, una serie de organizaciones de ri­
gor medio, con elementos propios, que hacen diflcil una 
descripciôn general detallada.
Nos referiremos aqui inicialmente a la organizaciôn 
de mercados mâs generalizada y tipica, en la que se sus- 
t±uyen los derechos aduaneros por derechos reguladores, 
y se asegura la int;ervenciôn comunitaria, por debajo de 
un determinado nivel de precios. Y desde ella, de manera 
derivative, estudiaremos las otras organizaciones, con 
el fin de abarcar en la descripciôn todos los conceptos 
que se incluyen en el art. 2 de la Decisiôn de 21 de - 
abril de 1970 y de valorarlos en el contexte a que perte 
necen. Posteriormente procederemos a una descripciôn ana 
litica de los mismos, teniendo en cuenta sus especialida 
des y la regulaciôn de cada sector.
Las dos principales finalidades de la politica agrjC 
cola comunitaria no estructural consisten en garantizar 
una renta adecuada a los agricultores y ofrecer un nivel 
de precios aceptable a los consumidores. Entre estas dos 
tensiones de signo contrario se mueven todas las decisio 
nés de la llamada politica agricola "de garantia".
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La decisiôn clave de los organismos comu nitarios con 
siste en la fijaciôn del precio deseable en las transaccio 
nés de los productos de un determinado sector. Este precio 
se conoce como precio indicativo. El precio indicativo con£ 
tituye, no un instrumento, sino un objetivo de la politica 
agrlcola comunitaria. Garentes de mecanismos de control es- 
tricto de precios, las autoridades comunitarias han de rea- 
lizar este objetivo valiéndose de instrumentes indirectes. 
Instrumentes capaces de operar sobre el mercado, que sigue 
siendo el déterminante principal de los precios agrlcolas 
en la Comunidad. Este precio se fija en relaciôn con la zona 
comunitaria mâs deficitaria de la Comunidad y respecte a un 
determinado nivel de calidad.
El logro de que las transacciones se realicen al precio 
indicative deseado se consigne :
12) Mediante la fijaciôn de un precio de intervenciôn. 
Este precio es algo inferior al precio indicativo, ya que - 
si fuera igual o superior se suprimirla el trâfico libre - 
del producto al precio indicativo en las Comunidades. Este 
precio varia segûn las zonas de las Comunidades y las fechas 
en que se realicen las operaciones, siendo mâs elevado cuan 
do mâs deficitaria sea la zona del producto de que se trate 
y cuando la fecha se aieje mâs de la recolecciôn normal del 
producto. Los organismos püblicos estân obligados a interve 
nir cuando los precios de un producto estén por debajo del 
nivel de este precio, adquiriendo cantidades de este produc­
to o contribuyendo a su almacenamiento privado o a su desna- 
turalizaciôn.
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22) Mediante el aislamiento del mercado comunitario —  
del mercado mandial. No se trata de un aislamiento total de 
las importaciones, sino de la utilizaciôn de medios mâs con 
secuentes con el libéralisme econômico profesado por las Co 
munidades. El aislamiento relative que se procura, se cons^ 
que sometiendo a derechos reguladores a la importaciôn, mâs 
flexibles que los derechos aduaneros a que sustituyen, a la 
mayor parte de los productos agrlcolas sometidos a una orga 
nizaciôn comûn de mercado. El derecho regulador consiste en 
la diferencia entre el precio franco frontera de los produc 
tos que se importan y el precio indicativo, menos los gas—  
tos de transporte entre la frontera comunitaria y la zona - 
de relaciôn con la que se ha establecido el precio indicati 
vo, conocido como precio de umbral.
Esta forma de calcular el derecho regulador correspon­
de a los llamados productos de base pero se complica respec 
to a ciertos productos derivados, cuyos derechos regulado—  
res dependen de aquéllos.
El derecho regulador va a veces acompahado de primas - 
en consideraciôn a ciertas facilidades concedidas al impata 
dor, de derechos suplementarios fijados teniendo en cuenta 
el precio de esclusa, cuya descripciôn se harâ mâs abajo, - 
derechos o elementos adicionales establecidos en ciertos ca 
SOS para los. productos transformados a base de cereales y - 
arroz, fijados para los supuestos en ,que el precio de impor 
taciôn de estos productos sea inferior al precio de los pro 
ductos de base mâs los costes de transformaciôn.
Pero si los niveles de precios comunitarios son superio 
res normalmente a los precios mundiales, debido fundamental
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mente a los sistemas de protecciôn descritos, diflcilmente 
podrân exportarse los productos agrlcolas de los seis sin 
una politica adecuada a este respecte. Una tal dificultad 
séria contraria a los intereses de los productores comuni­
tarios, en especial respecte a productos en les que esta - 
regiôn agrlcola es excedentaria. Para salvarla se ha esta­
blecido en todos los sectores para los que existe una orga 
nizaciôn comûn de mercados, con excepciôn del de plantas - 
vivas y floricultura y el de los productos residuales del 
anexo II del Trtado CEE, un mécanisme de restituciôn a la 
exportaciôn. consistante en subvencionar al esportador con 
una cantidad équivalente a la diferencia entre los precios 
comunitarios y los precios mundiales.
Hemos puesto de relieve que la politica agrlcola de la 
CEE Gstâ sometida a una doble tensiôn, la defensa de los 
agricultores, probablemente la mâs fuerte, por un lado, y 
los intereses de los consumidores por otro. Hemos visto los 
mecanismos fiscales que se utilizan en defensa de los agr^ 
cultores, una cierta simetrla lôgica exige que cuando exi£ 
ta escasez comunitaria de ciertos productos o los precios 
mundiales sean superiores a los precios interiores,se esta- 
blezcan derechos reguladores o impuestos a la exportaciôn 
sobre estos productos,para evitar una elevaciôn excesiva de 
precios en perjuicio de los consumidores.
El sistema descrito es, sin duda, el mâs general. La - 
intervenciôn en el mercado interior se da en casm todos los 
sectores agrlcolas, y los derechos reguladores constituyen 
un importante elemento de todas las organizaciones de mer­
cado salvo respecto a las de plantas vivas y floricultura.
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frutos y hortalizas, pesca y vino.
En estos sectores, y respecto a algün producto perte 
neciente al sector de las materias grasas, se ha preferi- 
do un mécanisme menos contundente para protéger el nivel 
de precios. El Arancel de Aduanas Comûn realiza para estos 
sectores la funciôn de protecciôn respecto al,exterior. - 
Los precios de importaciôn gozan de un margen de fluctua- 
ciôn mucho mâs amplio que en aquellos sectores en que ri- 
ge un derecho regulador. Pero como los derechos de aduana 
ordinariospueden mostrarse insuficientes ante precios —  
anormalmente bajos, se ha instrumentado el mecanismo del 
impuesto de compensaciôn. Periôdicamente se fija un precio 
de referencia comunitario teniendo en cuenta las cotizacio 
nés de los mercados mâs representativos para cada producto 
y, cuando los precios de importaciôn son inferiores a dicho 
precio de referencia, se grava a los productos importados 
en la cuantla équivalente a la diferencia.
Al contrario que con los derechos reguladores, el im— - 
puesto de compensaciôn es un gravamen eventual que solo in 
terviene cuando, detâdo a importaciones a precios anormalmen 
te bajos, los derechos aduaneros ordinarios resultan inca- 
paces de protéger la producciôn comunitaria.
Debemos ahadir que la organizaciôn comûn de los merca 
dos agricoles, en lo que se refiere a los intercambios con 
terceros palses, es objeto de reglas especiales cuando és­
tos son economies socialistes o de comercio de Estado. Es­
ta organizaciôn présenta igualmente aspectos singulares re£ 
pecto al comercio con los paises asociados o con los que - 
la Comunidad mantiene acuerdos comerciales preferenciales.
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B. Idea general de los gravâmenes agrlcolas interiores
La categorla de gravâmenes agrlcolas interiores asig- 
nados como recursos propios a las Comunidades estâ constitul 
da por tres impuestos establecidos por la Comunidad sobre la 
producciôn del azûcar.
El art. 2 de la decisiôn de 21 de abril de 1970 esta
blece:
"A partir del primero de enero de 1971, los ingresos 
que provengan de:
a) .... las cotizaciones y otros derechos previstos
en el marco de la organizaciôn comûn de mercados en el sec­
tor del azûcar.,. constituirân, en las condiciones que el - 
art. 3 establece,recursos propios inscritos en el presupues 
to de las Comunidades".
Como ya hemos sehalado, los gravâmenes agrlcolas in­
teriores que se asignan a la financiaciôn del presupuesto - 
comunitario son los vigentes al aprobarse la Decisiôn de 21 
de abril de 1970. Se habla en el citado artlculo 2 de esta 
Decisiôn de las "cotizaciones y otros derechos previstos", 
Respecto a los gravâmenes establecidos sobre el trâfico ex 
terno comunitario, se otorga un verdadero poder de imposxdôn 
a Dos ôrganos comunitarios con efectos financieros en favor 
de las Comunidades, asignando al Presupuesto de las Comun_i 
dades el producto de los gravâmenes "establecidos o a esta 
blecer", que tengan esta naturaleza y que se inserten en - 
el cuadro de la politica agrlcola comûn. Los gravâmenes - 
ya establecidos el 21 de abril de 1970 en los reglamentos 
que tienen por objeto la organizaciôn del mercado en el —
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sector del azûcar se atribuyen a las Comunidades, pero pa­
ra que los gravâmenes interiores que en este sector o en - 
otro se establezcan con posterioridad a esa fecha,pasen a 
formar parte del presupuesto comunitario,serâ necesario se 
guir el procedimiento que establece el art. 201 del Trata­
do de Roma, (Propuesta d,e la Comisiôn, aprobaciôn del Conse 
jo de Ministres por unanimidad y ratificaciôn por los Parla 
mentes nacionales segûn las normas constitucionales respec 
tivas).
En principle podrla hablarse de que el poder financie 
ro de la Comunidad Econômica Europea, con consecuecias fi­
nancieras para la misma, sôlo puede ejercerse respecto a - 
hechos que se produzcan en relaciôn con el trâfico exte—  
rior de las Comunidades, sin que pueda extenderse a fenôme 
nos que tengan carâcter puremente interior. La Comunidad - 
dispondrâ en cambio del producto de ciertos gravâmenes in­
teriores ya establecidos, respecto de los cuales es ûnica- 
mente acreedora,sin tener en este campo poder de imposiciôn 
con efectos financieros a su favor.
Pero un anâlisis de los textos en que se prevén estos 
gravâmenes arroja que la soluciôn dista de ser tan sencilla. 
En el reglamento bâsico de la organizaciôn del Mercado en 
el sector del azûcar, Reglamento 1009/67, de 18 de diciem­
bre, no se regulan la totalidad de los elementos de estos 
gravâmenes, sino que, respecto a un elemento tan importan 
te como el tipo impositivo, se atribuye a los ôrganos co­
munitarios el poder de fijarlo para cada campaha. ^Puede 
negarse entonces la existencia de un poder de imposiciôn 
para la Comunidad en este terreno?
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Sôlo una interpretaciôn excesivamente restrictive po 
drla negar este poder. Esta interpretaciôn sostendria que 
la Comunidad es acreedora de los gravâmenes en el sector 
del azücar hasta el nivel mâximo que estos alcanzaran en 
el momento que la Decisiôn de 21 de abril de 1970 fué die 
tada - o entré en vigor -, pero la comptejidad y sinuosi—  
dad de tal interpretaciôn la hacen insostenible. La Comun^ 
dad es acreedora de los gravâmenenes del sector del azücar 
por la cuantla total de los mismos en cada ejercicio y la 
Comunidad, como veremos, tiene poder para fijar esta cuan 
tla.
Respecto a los gravâmenes agrlcolas interiores, los 
poderes y derechos de la Comunidad pueden delimitarse de 
la manera siguiente:
12) La Comunidad no es acreedora de gravamen alguno 
fuera del sector del azücar, aün cuando ella misma lo e_s' 
tableciera.
22). La Comunidad no es acreedora de los gravâmenes 
que eventualmente pueda establecer en el sector del azü­
car que no sean aquellos vigentes el 21 de abril de 1970.
32) La Comunidad es acreedora de los tres gravâme­
nes existantes en el sector del azücar el 21 de abril de 
1970. En el marco de estos gravâmenes, la Comunidad con­
serva los poderes y competencias que el Reglamento 1009/
67 le atribuye, con los limites y finalidades que en di­
cho reglamento se sehalan. Poderes y competencias que tie 
nen carâcter financière propio en cuanto el producto de 
estos gravâmenes se destina en el présente a formar parte 
del Presupuesto delas Comunidades.
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Un problema diflcil surgir la si el Reglamento 1009/
67, fuera sustituldo por otro reglamento fundamental del 
sector del azücar.
Es improbable que en este nuevo reglamento se atribu 
yeran poderes mâs amplios a las instituciones comunitarias 
pero no tan improbable que en ese nuevo reglamento o en - 
otra disposiciôn comunitaria se prorrogaran, para un perlo 
do indefinidD o mâs extenso que el présente, dos de estos 
gravâmenes,. . instaurados en el". contexte de una serie de me 
didas transitorias cuya vigencia se limita al 1 de julio 
de 1975. ôDeberla atribuirse a las Comunidades el producto 
de estos gravâmenes, limitados temporalmente en el momento 
de su asignaciôn a las mismas, si el perlodo transitorio 
de las disposiciones en que se establecen fuera prorrogado 
o si simplemente estas disposiciones fueran declaradas de­
finitives?
Creemos que el silencio del art. 2 de la Decisiôn de 
21 de abril de 1970 abona una respuesta afirmativa. Se atr^ 
buyen a las comunidades "las cotizaciones y otros derechos 
previstos en el cuadro de la organizaciôn comün de los mer­
cados en el sector del azücar", una prolongaciôn de la vi­
gencia de los mismos no afecta a su naturaleza y a su iden 
tificabilidad. Un cambio de su atribuciôn financiera de las 
Comunidades a los Estados miembros, en el supuesto que los 
gravâmenes fueran prorrogados, no tiene, en nuestra opiniôn, 
sentido alguno,
Los gravâmenes en el sector del azücar se insertan, co 
mo en el resto de los gravâmenes agricoles, en la politica 
agricola comunitaria en relaciôn con la organizaciôn del —
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mercado en cada sector. Sin una referencia a esta organiza 
ciôn no pueden entenderse la estructura y significaciôn de 
estos gravâmenes,
El peso importante de la industria de transformaciôn 
en la producciôn del azücar, asi como el carâcter moderada 
mente excedentario del azücar en la Comunidad, han deteimii 
nado que el sistema de intervenciôn en el sector no entre 
en vigor pura y simplemeente una vez adoptado el reglamen­
to base de organizaciôn del mercado, sino que durante un - 
perlodo transitorio, que deberâ extenderse hasta el 1 de - 
julio de 1975, se moderarâ la aplicaciôn del principle de 
intervenciôn comunitaria, evitando asl un incremento exce- 
sico de producciôn con la consiguiente carga financiera pa 
ra las Comunidades, asl como la eventual desapariciôn de - 
ciertas industrias para las que este régimen transitorio - 
concede un perlodo suficiente de adaptaciôn.
De acuerdo con este régimen transitorio, cada Estado 
deberâ distribuir entre las fâbricas de azücar situadas en 
su territorio una cantidad global que le es atribulda por 
la Comunidad, El precio de esta cuota de base estâ totalmen 
te garantizado por el sistema normal de intervenciôn agrl­
cola comunitaria. Se fija ademâs a cada fâbrica una cuota 
mâxima - 135% de la cuota de base hasta la campaha azucare 
ra 197O-I97I - , cantidad cuya absorciôn por el mercado - 
o por los organismos de intervenciôn estâ igualmente asegu 
rada, si bien la financiaciôn de la misma ha de ser sopor- 
tada por los industriales azucareros mediante una cotiza—  
ciôn que se calcula en funciôn de las cantidades de azücar 
producidas por ellos que sobrepasen la cuota de base y no
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excedan de b. cuota mâxima. Si algûn industrial sobrepasa 
la cuOta mâxima, habrâ de exporter, o almacenar para una 
campaha future, esta cantidad. Si no lo hiciera séria - 
gravado, ademâs, con un impuesto que tiene como base la 
cantidad vendida en el mercado interior comunitario que 
exceda dicha cuota mâxima,
Ademâs de estos dos impuestos que pertenecen al pe­
rlodo transitorio de la organizaciôn del mercado en el - 
sector, se establece un tercer gravamen a la producciôn 
total de azücar, en las disposiciones definitivas del Re 
glajnento 1009/67, normalmente relaciôn ado con las subven 
ciones que se conceden en raÉôn del almacenamiento de e£ 
te producto, gravamen que junto con los dos anteriores 
serâ analizado en pâginas posteriores.
C, El régimen jurldico de los gravâmenes agrlcolas
En los gravâmenes agricoles, como en todo el or- 
denamiento de las Comunidades europeas, se pone de mani­
fiesto la pluralidad de fuentes de este fenômeno jurldi­
co, Los gravâmenes agrlcolas que tienen su base constitu 
cional en el Tratado de Roma, son regulados por normas - 
émanadas de los ôrganos comunitarios y por normas nacio­
nales de los Estados miembros. La Decisiôn de 21 de mayo 
de 1970 establece en su art, 6; "Los recursos comunita—  
rios,,. serân percibidos por los Estados miembros confor 
me a sus disposiciones legislativas, reglamentarias y ad 
ministrativas que serân modificadas, en su caso, a estos 
efectos". Y el art, 1 del Reglamento 2/71 CEE, Euratom,
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CECA del Consejo de 2 de enero, que dicta las reglas para 
la aplicaciôn de la decisiôn citada, prescribe: "Los re—  
cursos propios de las Comunidades previstos en la Decisiôn 
de 21 de abril de 1 9 7 0 serân liquidados por los Estados 
miembros conforme a sus disposiciones legislativas y re—  
glamentarias, y serân puestos a disposiciôn de la Comisiôn".
El alcance de estas disposiciones no se limita a atr^ 
buir la competencia gestora y recaudatoria de los recursos 
propios a los Estados miembros, ni siquiera a reconocer que 
los procedimientos a que han de someterse las administracio 
nés nacionales son los recogidos en la legislaciôn de los - 
Estados, sino que, en nuestra opiniôn, consagra, legaliza, 
a efectos financieros, una situaciôn previa: que la regla- 
mentaciôn comunitaria, aün siendo directamente aplicable,no 
suele ser suficiente.
Un examen detenido de las normas comunitarias que re­
gulan los gravâmenes agricoles nos oblige a reconocer la - 
necesidad de los Estados miembros de completer la régula—  
ciôn comunitaria de los mismos, y no sôlo en los aspectos 
formales de estos gravâmenes.
Las normas comunitarias son extraordinariamente cui- 
dadosas en la regulaciôn de aquellos elementos estructura 
les de los tributos cuya uniformidad es necesaria a la ef^ 
cacia de la politica comün, pero descuidan otros elementos 
igualmente importantes para el funeionamiento correcto de 
dichos gravâmenes y para la seguridad jurldica del contr^ 
buyente. Concretamente, bases y cuotas estân perfectamen- 
te determinadas por reglas comunitarias mientras, por el 
contrario, buena parte de la problemâtica del sujeto pas^
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vo c.s abandonada a la regulaciôn nacional. La razôn puede 
ser que se tenga un cierpo concepto "real" de los gravâme 
nes aduaneros y se desprecie este elemento, o simplemente 
que, siendo, a efectos comunitarios, indiferente el pro—  
blema del sujeto, ya que lo importante es que el gravamen 
se haga efectivo y los precios de las mercanclas lo refle 
jen, los ôrganos de las Comunidades se inhiben dB este - 
problema y lo dejan a los poderes legislatives o reglamen 
tarios de los Estados miembros. Las Comunidades regulan - 
el minimo necesario para el funcionamiento de la politica 
agricola comûn y abandon^n en los Estados un campo resi—  
dual, a veces muy extenso. No se trata, pues, como ha pue_s 
to de manifiesto Jean Victor Louis, de delegaciones de po 
der realizadas por los ôrganos comunitarios en favor de - 
los ôrganos estatales, se trata mâs bien de la renuncia - 
provisional o no - por parte de las Comunidades, del esta 
blecimiento de reglas comunes para regular determinadas - 
materias. (68)
Lôgicamente, en nuestra descripciôn de las concretas 
figuras tributarias tendremos que circunscribirnos a la - 
descripciôn de los elementos comunitariamente regulados.
Ni la intenciôn de nuestro trabajo, ni la extensiôn y corn 
plejidad de la investigaciôn de los otros elementos, nos 
permiten abordar esta problemâtica.
En intima relaciôn con lo expuesto, se encuentra to­
da la problemâtica de la recepciôn del Derecho comunita—
(68) Jean-Victor Louis, op. cit.pâg.330.
- 437 -
rio en las legislaciones nacionales, la orden de su ejecu 
ciôn y la derogaciôn de Derecho anterior. Los Estados mi^ 
bros difieren extraordinariamente en procedimientos para - 
hacer efectivos en su ordenamiento nacional los reglamen—  
tos comunitarios, en especial en lo que se refiere a gravâ 
menes agrlcolas.
Alemania quizâs haya sido el Estado mâs riguroso, ya 
que su régimen constitucional no admite las delegaciones - 
legislativas générales. Aûn reconociéndose la aplicabili- 
dad directa de los reglamentos comunitarios, se ha tenido 
que dictar la Ley de 25 de julio de 1962 sobre derechos - 
reguladores por razones de seguridad juirfdica y para com- 
pletar la legislaciôn comunitaria. En este pals se han - 
adoptado igualmente Leyes con referencia a reglamentos de 
base concretos. En Italia se ha hecho uso intenso de los - 
Decretos Leyes, destacando el de 30 de Julio de 1962 que 
adopta la legislaciôn italiana al sistema de derechos regu 
ladores. Holanda ha podido utilizar delegaciones de pode—  
res en favor del ejecutivo en base a una Ley de agricültu- 
ra anterior al sistema comunitario^ Esta Ley modificada en 
1966 sirve en la actualidad de base, junto con la de 5 de 
julio de 1962, sobre importaciôn y exportaciôn, al ejecut^ 
vo y a las corporaciones profesionales para completar y - 
ejecutar la legislaciôn comunitaria relativa a tributos - 
agrlcolas. En Francia, aün con anterioridad a la'.aplicaciôn 
del sistema de gravâmenes agrlcolas en la CEE, se introdu- 
jo un art. 19, ter, en su Côdigo de Aduanas regulando todo 
lo relativo a los gravâmenes agrlcolas en frontera y otor 
gando poderes al ejecutivo a este respecto. El Decreto de
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28 de julio de 1962, dictado en base a este artlculo, régula 
la recadaciôn de los derechos reguladores y los impuestos de 
compensaciôn. Por otra parte, el Gobierno francés, no querien- 
do interferirse entre el ciudadano y la Comunidad Econômica 
eruopea, ha utilizado ampliamente un sistema de "aviso a los 
importadores o a los exportadores" para hacer efectiva la - 
legislaciôn comunitaria.
Bêlgica y Luxemburgo, cuya experiencia en esta problemâ 
tica por su previa uniôn econômica es bien conocida, conta—  
ban con delegaciones legislativas antiguas para hacer efecti 
vos los reglamentos comunitarios por medio del ejecutivo. 
Estas delegaciones han sido renovadas por ley belga de 11 - 
de septiembre de 1962 y su équivalente ley luxembur gue s a de 
5 de agosto de 1963, concediendo a los ejecutivos de ambos - 
palses amplios poderes para completar y ejecutar los reglamen 
tos comunitarios sobre importaciôn, exportaciôn y transite de 
mercanclas (69)
D. Estudio analltico de los gravâmenes agrlcolas sobre 
el trâfico externe.
Delimitaciôn y clasificaciôn.
Los gravâmenes agrlcolas establecidos sobre la - 
importaciôn y sobre la exportaciôn, con carâcter permanente,
(69) Puede verse Jean Victor Louis, op.cit., pâgs. 332 a 350 
y Colette Constantinedês.- Mégret, op. cit., pâgs. 131 
a 173.
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incidental o excepcional, constituyen un complejo de figuras 
tributarias prôximas entre si por su funciôn comûn de proté­
ger el mercado agricola comunitario y por su inserciôn en el 
mundo têcnico de los gravâmenes aduaneros. Como vimos, la ré 
gulaciôn de los gravâmenees agrlcolas en normas especlficas 
sôlo constituye una parte del régimen jurldico de éstos, en 
contrâûdose el resto en otras normas comunitarias o naciona 
les, normalmente en los textos relativos al Impuesto Aduane 
ro, cuyos derechos sustituyen o complementan los referidos 
gravâmenes.
François MUller sehala respecto a los gravâmenes agrl 
colas que, mientras "la base y los tipos de gravamen de los 
mismos son elementos relevantes de la politica agrlc ola co 
mûn, su percepciôn es de tendencia aduanera". Efectivamente 
eu percepciôn 'se asegura por los servicios aduaneros de - 
Italia, Francia y Alemania. Y, si bien en los otros tres - 
palses no son los servicios aduaneros los encargados princ^ 
palmente de su gestiôn y recaudaciôn, las aduanas desempe—  
hân en todo caso un papel esencial respecto a los mismos - 
con sus comprobaciones de las importaciones o exportaciones 
realizadas. Ciertos progresos en la uniformaciôn del régimen 
jurldico aplicable a los gravâmenes agrlcolas se obtienen - 
pues - como sehala Müller - por la via de la armonizaciôn 
de la legislaciôn aduanera (70)
Distinguir entre lo que la Decisiôn de 21 de abril de 
1970 considéra gravâmenes agrlcolas y lo que entiende por
(70) François Müller, documente mecanografiado, no publica 
do.
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derechos del Arancel Aduanero Comûn no résulta en algunas 
casos sencillo. La distinciôn no carece por otra parte de 
trascendencia prâctica en cuanto, como ya hemos sehalado, 
el tempus de atribuciôn a la financiaciôn comunitaria di- 
fiere segûn se trate del uno o el otro concepto.
Advertimos de nuevo aquî que, en una consideraciôn 
teôrica o dogmâtica del problema, résulta muy diflcil ne­
gar el carâcter de derecho aduanero a los gravâmenes agr^ 
colas. La distinciôn que realizamos es pues relativa y - 
funcional: tratamos de delimitar los conceptos de derechos 
de aduana y de gravâmenes agrlcolas a los simples efect os 
de la aplicaciôn de la citada Decisiôn de 21 de abril de 
1970.
Una temprana y autorizada definiciôn y delimitaciôn - 
de los gravâmenes agrlcolas se encuentra en el Reglamento 
130/66, en art. 11, apartado 4: "Por gravâmenes sobre el - 
trâfico con terceros palses, en el sentido del présente ar 
tlculo, se entienden los gravâmenes e impuestos que no sean 
derechos de aduana, establecidos en los intercambios con - 
palses terceros en virtud del art. 45 del Tratado" (71)
(71) Puede observarse que a diferencia del Regbmento 25 de 
1962 que se referla a "los gravâmenes percibidos sobre 
las importaciones procedentes de palses terceros (pré 
lèvements perçus sur les importations en provenence 
des pays tiers), se habla de este reglamento de "gra­
vâmenes e impuestos que no son derechos de aduana es­
tablecidos sobre los intercambios con palses terceros" 
("prélèvements et taxes autres que les droits de doua 
ne institués dans les échanges avec les pays tiers") 
Este cambio de terminologîa tiene por finalidad, como 
ha puesto François MUller de relieve, dar entrada an 
el campo de los gravâmenes agrlcolas a aquellos gravâ 
menes que exigen a la
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Como Anexo de este Reglamento figura la lista de im^ 
puestos que no son derechos de aduana establecidos en vir- 
tud de los reglamentos creando las organizaciones comunes 
de mercado, en vigorencl présente, cuyaidentidad con los - 
gravâmenes sobre el trâfico con palses terceros ha sido - 
comprobada.
Esta delimitaciôn se compléta con el siguiente prece£ 
to: "En los reglamentos futuros sobre organizaciones comu­
nes de mercado, el Consejo determinarâ los gravâmenes que 
considéra que no son impuestos, derechos de aduana y perte 
necen a la categorla de gravâmenes sobre el trâfico con - 
palses terceros".
Pero el Reglamento 130/66 no es ahora mâs que un inte 
resante precedente. For una parte, porque el mandate dado 
al Consejo en su art, 11, 4, no siempre se ha cumplido. For 
otro, porque el Derecho vigente estâ constituldo por la Dé­
cision de 21 de abril de 1970. Aûn cuando bos preceptos del 
Reglamento 130/66 puedan ser vâlidos como elementos interpre 
tativcs en cuanto los preceptos vigentes entroncan con el si£ 
tema de financiaciôn instaurado por este Reghmento, la Deci­
sion de 21 de abril de 1970 sustituye con toda independencia 
al Regbmento.
importaciôn de estes productos. François Müller, Les 
Fonds Européen d*Orientation et de Garantie Agricole 
Droit des Affaires. Marché Commun. Section Internatio 
nales ^Deuxième partie). Paris. Editions Jupiter,1969 
eplgrafe 52.31.
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Recordamos los tôrminos en que esta Decision se refie- 
re a los gravâmenes agrlcolas sobre el trâfico externe de - 
las Comunidades: "los derechos establecidos o a establecer 
por las instituciones de las Comunidades sobre los intercam 
bios con palses no miembros en el marco de la politica agr^ 
cola comûn" (72)
Très requisites delimitan pues estes gravâmenes:
12) Que se trate de tributes que gravan los intercam- 
bios con los palses terceros. Los gravâmenes sobre hechos 
diferentes al trâfico externe no son objeto de atribuciOn 
a las Comunidades, con excepciOn a las figuras tributarias 
ya existentes en el sector del azûcar. Tampoco le son aque 
lies gravâmenes sobre el trâfico entre Estados miembros, 
conocido en el lenguaje de las Comunidades como trâfico in 
tercomunitario.
22) Tributes establecidos o a establecer por las ins­
tituciones de las Comunidades. Se requiere que sean los ôr 
ganos de las Comunidades los poderes que establezcan este 
gravamen. Si son los Esta dos los que deciden la aplicaciôn 
de un tribute, aûncuando êste puede insertarse en el marco 
de la politica agrlcola comunitaria, no constituirâ un gra 
vamen agrlcola a los efectos del articule 2 de la Décision 
de 21 de abril de 1970, y, en consecuencia, no pasarâ a - 
formar parte del presupuesto de las Comunidades.
En relaciôn con este requisite puede plantearse un - 
problema de calificaciân en el case de que las Comunidades
(72) Art. 2, a, de la Décision de 21 de abril de 1970.
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autoricen a los Estados miembros el establecimiento de un - 
gravamen, fijando el marco y condiciones para su estableci­
miento y atribuyendo a dicho gravamen funciones comunitarias 
En este caso la soluciOn dependeria del valor que diêramos 
a la autorizaciOn comunitaria: si êsta tiene o no carâcter 
de delegaciôn de poder. Ha de tratarse de materias y final^ 
dades que competan a las Comunidades porque si no, no ten—  
dria sentido hablar de autorizaciôn. Si esta autorizaciôn 
supusiera simplemente una inhibiciôn de los ôrganos commni- 
tarios en una materia de su competencia, no podrla conside- 
rarse en modo alguno que el gravamen ha sido estab&e cido 
directa o indirectamente por las Comunidades. Si existe en 
cambio una delegaciôn de poderes, si los Estados miembros 
actuan ejerciendo poderes y competencias de las Comunida­
des, podria entenderse que son las Comunidades las que in­
directamente establecen el gravamen y, en este caso, podrla 
calificarse éste como tribute comprendido en el art. 2 de 
la citada Decisiôn.
El problema se hubiera planteado si con ocasiôn a la 
libre fluctuaciôn en el mercado de cambios de algunas mo- 
nedas de los Estados miembros en el mes de mayo de 1971, 
se hubiera utilizado un procedimiento de autorizaciôn a - 
los Estados miembros, como se hizo en el aho 1968 respecte 
a Alemania en igual situaciôn, para que êstos establecie- 
ran los gravâmenes que neutralizaran las perturbaciones 
que estas fluctuaciones creaban en el sistema agrlcola co 
munitarie. El mécanisme establecido a este respecte por - 
el Reglamento de 11 de mayo de 1971 serâ estudiado con de 
tenimiento mâs abajo en este trabajo.
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32) Que el tribute se inserte en el marco de la poli­
tica agrlcola comûn. El têrminc generoso de marco permite 
una interpretaciôn considerablemente extensiva de este re­
quisite, en el sentido de que no serâ neces ;ario que el —  
gravamen sea un instrumente esencial de esta politica. Ba_s 
tarâ que se establezca en su contexte. No es tan Clara la 
posibilidad de aplicar esta interpretaciôn extensiva en re 
laciôn con los productos sobre los que estes gravâmenes han 
de recaer. El probema se plantea respecte a la calificaciôn 
a dar a los gravâmenes que, con la estructura tlpica de - 
los agrlcolas, recaen sobre productos industriales transfer 
mados de productos agrlcolas. Estes productos no son agrlco 
las de acuerdo con el Tratado CEE. "Por productos agrlcolas 
se entiende - segûn el art. 38-, los productos del suelo, 
de la ganaderla y de la pesca, asl como los productos de —  
primera transformaciôn que estân en relaciôn directa con - 
ôstos". "Los productos sometidos a las disposiciones de los 
arts. 39 a 46 inclusives se enumeraron en la lista objeto - 
del Anexo II del présente Tratado",
Pero aûn tratândose de productos no incluldos en el - 
Anexo II del Tratado, se ha considerado necesario aplicar—  
les mécanismes similares, incluldos los gravâmenes en las - 
fronteras, a los que rigen para las materias primas agrlco­
las que los componen. De no haberse hecho asl se hubieran - 
producido graves perturbaciones en el mercado dada la impor 
tancia de los componentes agrlcolas en los precios finales 
de estes productos.
Para aplicarles los citados mécanismes, los ôrganos de 
las Comunidades careclan de atribuciones de poder especlfi- 
cas, ya que no formando estes productos parte de la enumera
— 4 4 5  —
ciôn del Anexo II del Tratado CEE no podla utilizarse el - 
cauce del art. 43 de éste para establecerlos (73). Ha te- 
nido, pues, que hacerse uso de la atribuciôn genêrica de - 
poderes al Consejo (a propuesta de la Comisiôn y con dicta 
men del Parlamento) del art. 235 del Tratado para estable­
cer estos gravâmenes (74).
(73) La atribuciôn de poderes para el establecimiento de 
los mecanismos que hacen posible las organizaciones 
comunes de mercado de los productos agrlcolas, inclu^ l 
dos los poderes de imposiciôn, se encuentra en el - 
apartado 2 del art. 43 del Tratado CEE que establece:
"La Comisiôn, teniendo en cuenta los trabajos de 
la conferencia mencionada en el pârrafo 1, presentarâ 
una vez consultado el Comité econômico y social, y en 
el término de dos ahos a contar desde la entrada en - 
vigor del Presente Tratado, propuestas relativaa a la 
elaboraciôn y puesta en prâctica de la politica agrl­
cola comûn comprendiendo la sustituciôn de las organi 
zaciones nacionales por una de las formas de organiza 
ciôn comûn previstas en el articule 40, pârrafo 2,asl 
como la puesta en prâctica de las medidas especiales 
mencionadas en el présente tltulo"
"Estas propuestas deber^ tener en cuenta la inter 
dependencia de las cuestiones agrlcolas a que se refie 
re el présente tltulo".
"A propuesta de la Comisiôn y tras consultar a la 
Asamblea, el Consejo, resolviendo por unanimidad en - 
el transcurso de las dos primeras etapas, y por mayo- 
rla cualificada a continuaciôn aprobarâ los reglamen­
tos, las directrices o las decisiones oportunas, sin 
perjuicio de las recomendaciones que igualmente podrâ 
formular".
(74) El art. 235 del Tratado CEE dispone:
Si en el marco del funcionamiento del Mercado Co­
mûn una acciôn de la Comunidad resultara necesaria pa 
ra realizar alguno de los objetivos de la Comunidad, 
sin que el présente tratado haya previsto los poderes 
requeridos a este efecto, el Consejo, resolviendo por 
unanimidad a propuesta de la Comisiôn y tras consul—  
tar a la Asamblea, tomarâ las disposiciones apropiadas
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A este respecte, son de especial importancia dos deci­
siones del Consejo do 4 de abril de 1962 estableciendo im—  
puestos de compensaciôn sobre productos industriales dériva 
dos del azûcar, melaza, cereales, patatas, raices de achico 
ria yleche, asl como el Reglamento 1059/69, sobre el régi—  
men de intercambios aplicable a ciertos productos derivados 
de los productos agrlcolas (75). Estos gravâmenes se articu 
lan con los que rigen para las materias primas agrlcolas de 
los productos gravados. La importaciôn de estos productos - 
derivados résulta gravada teniendo en cuenta los precios in 
dicativos en el interior de la Comunidad para los productos 
de base.
Estos gravâmenes, que en nada difieren estructuralmen- 
te de los agrlcolas, aûn cuando recaigan sobre productos —  
que legalmente no lo son, ^podrân ser considerados como es­
tablecidos "en el marco de la politica agrlcola comûn", y - 
como taies formarân parte inmediatamente de los recursos co 
munitarios o, por el contrario, serân considerados derechos 
aduaneros (por gravar la importaciôn y no recaer sobre pro­
ductos agrlcolas), y entrarân progrèsivamente en los presu- 
puestos comunit arios de acuerdo con las normas del art. 3 
de la Decisiôn de 21 de abril de 1970?
Una respuesta absolutamente segura al proUema plan­
teado es imposible. La Comisiôn de las Comunidades europeas 
en su Documente de Trabajo Vl/XIX/l22/71, de 2 de marzo de
(75) Jacques Megret , Jean Victor Louis, etc, op. cit. 
pâgs. 58 y 59.
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1971 no incluye estos gravâmenes entre aquellos a que se 
ref1ere el art. 2, a, (gravâmenes agricolas) de la Deci­
siôn de 21 de abril de 1970, con la excepciôn de los im­
puestos a la importaciôn y de los derechos suplementarios 
establecidos en el sector de la ovoalb&mina y la lactoal- 
bûmina. La razôn probable de este criterio es la de que, 
salvo los gravâmenes de este sector, todos los tributos 
a que nos referimos acompahan a los derechos aduaneros 
ordinarios que permanecen vigentes, por lo que con buen - 
criterio ha parecido procédante entenderlos como comple—  
mentos de ôstos y calificarlos de aduaneros a los efectos 
de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, En el sector de la 
ovoalbûmina y la lactoalbûmina estos gravâmenes sustitu—  
yen a los derechos de aduana y ha parecido mâs dificil - 
calificarlos de aduaneros. En nuestra opiniôn, cualquier 
soluciôn séria aceptable con tal que sea homogônea, dada 
la imposibilidad dogmâtica o teôrica de distinguir los - 
gravâmenes agricolas a la importaciôn de los derechos de 
aduana. Creemos, por tanto, que una soluciôn lôgica y ho­
mogônea séria descalificar como agricolas a los gravâmenes 
sobre la lactoalbûmina y la ovoalbûmina y reconducirlos al 
campo aduanero.
Los gravâmenes agricolas sobre el trâfico externe no 
constituyen una figura ûnica. En su campo hay que distin­
guir los que tiene por hecho imponible la importaciôn de 
los que tienen por hecho imponible la exportaciôn. Dentro 
del campo de los gravâmenes a la importaciôn dos figuras 
principales se contraponen: el derecho regulador, flexi­
ble protecciôn normal del mercado interior agricola que 
sustituye normalmente al derecho aduanero y los impues—  
s
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tos de compensaciôn, protecciôn excepcional, complemento 
de la protecciôn aduanera.
El derecho regulad or va acompahado a veces de una 
serie de figuras o mecanismos tributarios complementarios 
capaces de adaptarlo a las realidades mâs diferentes : - 
primas, derechos suplementarios o compensatorios y dere­
chos o elementos adicionales.
En el campo de los gravâmenes a la exportaciôn se - 
contraponen igualmente derechos reguladores e impuestos 
de compensaciôn, de una significaciôn y caracteristicas 
simôtricas a los mismos conceptos sobre la importaciôn.
Derechos reguladores a la importaciôn (76)
Los derechos reguladores a la importaciôn, como 
hemos dicho anteriormente, sustituyen normalmente a los 
derechos de aduana, realizando la funciôn de ôstos respec 
to a ciertos productos agricolas. El derecho regulador no 
es mâs que la adaptaciôn del Impuesto aduanero a una si—
(76) Empleamos la terminologia de "derechos reguladores" 
para referirnos a esta figura porque ésta ha 
sido la denominaciôn dada por el legislador espahol 
a instituciones similares. Los textes comunitarios 
utilizan para esta figura especial al tôrmino prôTè 
vements, igual que para el conjunto de los gravâme­
nes agricolas, lo que ha obligado a algunos autores 
a distinguir entre "prevèvements" y "prélèvements sen 
su strietu", Una denominaciôn autônoma nos ha pare­
cido mâs conveniente. En las primeras traducciones 
de Regbmentos agricolas comunitarios realizada por 
el Ministerio de AGricultura espahol se ha empleado 
tambiôn la terminologia de derecho regulador para - 
sustituirla despuôs por el neologismo poco signifi-
- 449 -
tuaciôn como la agrlcola, en la que imperan los precios - 
fluctuantes y el mercado interior estâ muy institucionali 
zado, cargado de mecanismos protectores y debe ser flexi- 
blemente aislado del exterior. La protecciôn debe ser ca- 
paz de absorber, de neutralizar una realidad inestable. 
Pero la flexibilidad de los derechos reguladores no supo- 
ne que êstos cambien segûn las condiciones de cada opera- 
ciôn. Estos tipos se fijan abstractamente, con aplicabil^ i 
dad general, pero son cambiados siempre que varîan de ma- 
nera significative las condiciones del mercado. Efecto - 
équivalente podrla producirse dentro del Impuesto aduane­
ro ordinario si unos activos poderes pûblicos modificaran 
los tipos siempre que un cambio grave en las condiciones 
de competencia se operase. No obstante, una cierta diferen 
cia conthuarîa existiendo porque lo que caracteriza al de 
recho regulador es la existencia de un mecanismo de funcio 
namiento automâtico por la que sus tipos han de adaptarse 
a la politica comunitaria en vigor y a las condiciones de 
los mercados.
La jurisprudencia comunitaria nos ofrece una defini- 
ciôn de derecho regulador muy interesante en la sentencia 
del Tribunal de Justicia de 13 de diciembre de 1967, en la 
que se déclara que, el derecho regulador "aplicable simul 
tâneamente en todos los Estados miembros y no en el marco
cativo (cuyo significado no se corresponde tampoco 
con el concepto de prélèvements) se preexacciones, 
Aûn cuando hemos seguido con frecuencia las traduc 
ciones aludidas, hemos sustituldo ese término de - 
"preexacciones" por la expresiôn "derechos regula­
dores" .
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de uno solo, realiza un papel regulador del mercado, no en 
el contexte nacional sino en el de la organizaciôn comûn,- 
definiêndose en relaciôn a un nivel de precios fijado en - 
razôn de los objetivos del Mercado Comûn, con tipo de gra­
vamen môvil, susceptible de variar en funciôn del azar de 
la coyuntura y aparece como un instrumente regulador de - 
los intercambios exteriores ligado a una politica comûn de 
precios,sean las que sean las similitudes que pueda tener 
con un impuesto (77) o con un derecho de aduanas” (78)
Los reglamentosagrlcolas comunitarios no suelen refe- 
rirse mâs que a lo que es verdaderamente especîfico de los 
derechos reguladores, la cuantificaciôn de la cuota. La ba 
se o parâmetro estâ constitulda por una cierta magnitud - 
de peso, normalmente una tonelada o 100 kgs. lo que no - 
ofrece prcblemâtica alguna. Lo mâs interesante en este - 
campo es la descripciôn del me canismo al que han de aju£ 
tarse los ôrganos comunitarios para fijar estos tipos de 
gravamen especîficos, Examinaremos a continuaciôn estos me 
canismos, remitiêndonos, en cuanto a los demâs elementos - 
de estos tributos, a las normas comunitarias o nacionales 
de carâcter aduanero.
(77) No cabe duda que se refiere a un impuesto interior,
(78) Asunto 17/67, Firma Max Ne'Umann contra Hauptxollant 
Hof/saale, Recueil de Jurisprudence de la Cour de - 
Justice, tomo XIII, pâgs. 588 y 589.,citada por Jac­
ques Mêgret. Jean Victor Louis, etc. op. cit., V.II 
pâg. 60.
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De acuerdo con el Reglamento 120/67, que establece 
la organizaciôn comûn de mercados en el sector de cerea 
les, debemos distinguir en este sector les derechos re­
guladores aplicables a los cereales bâsicos de los dere 
chos reguladores aplicables a los productos transforma- 
dos del sector. Respecto a los derechos reguladores apl£ 
cables a los cereales bâsicos (79) el art. 13 del Regla­
mento citado dispone que el tipo de gravamen serâ la di- 
ferencia para cada producto entre el precio umbral y el 
precio GIF, Tipo que para el malz hlbrido tendrâ su li­
mite superior en la cantidad que resuite de la aplica—  
ciôn del derecho consoiidado en el cuadro del GATT.
El precio umbral, de acuerdo con el art. 5 de este 
Reglamento, ha de ser determinado de manera que las im- 
portaciones de trigo, cebada, maiz y centeno que tengan 
lugar a travôs del puerto de Rotterdam se sitûen en el 
mercado de Duisburgo al precio indicativo. Para las ha- 
rinas, farros y sémolas los precios umbral se fijan te­
niendo en cuenta los precios umbral de las materias de 
que se derivan, de manera que resulten protegidas las - 
industrias situadas en el interior de las Comunidades. 
Los precios umbral serân algo mâs bajos que los precios 
indicatives, ya que se forman deduciendo de êstos los - 
gastos de transporte y costes adicionales desde Rotter-
(79) Debe entenderse por cereales bâsicos aquellos que - 
son productos de la tierra y algunas de sus transfor 
maciones inmediatas, es decir, los productos a que 
se refieren el art. l,apartados a, b y c del Regla­
mento 120/67 CEE: trigo tierno, centeno, cebada, - 
avena, maiz, alpiste, trigo duro, ciertas harinas,etc.
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dam a Duisburgo (80)
"Los procios OIF - dice el art. 13 del mismo Reglamen 
to - serân calculados" para Rotterdam teniendo en cuenta las 
posibilidades de compra mâs favorables en el mercado mun—  
dial, fijadas para cada producto de acuerdo con las cotiza 
ciones o los precios de este mercado, considerando las —  
eventuales diferencias de calidad en relaciôn con la cali- 
dad tipo, para la que se ha fijado el precio umbral". Estas 
diferencias de calidad habrân de ser rectificadas por coe- 
ficientes de equivalencia.
Pero en aquellos supuestos en que en una operaciôn —  
concreta el precio de oferta efectivo sea, por cualquier - 
causa, inferior a las cotizaciones internacionales, el ti­
po del derecho regulador estarâ constituldo para esta ope- 
raciôn por la diferencia entre el precio umbral y el pre—  
cio efectivo a que la misma se realice (81)
(80) El puerto de Rotterdam, el de mayor trâfico de Europa 
y del mundo en el presente, es el punto de entrada na 
tural de los cereales en las Comunidades. Duisburgo 
es el mercado mâs deficitario en cerales del territo- 
rio comunitario. Los costes del transporte desde Rot­
terdam y Duisburgo deben ser tenidos en cuenta en el 
câlculo del derecho regulador para hacer posible que 
las transacciones se aproximen al mâximo al precio in 
dicativo.
(81) El tipo de los derechos reguladores se fija con carâc 
ter general para todas las operaciones que tengan lu­
gar durante su perlodo de vigencia. Cuando se habla - 
de diferencia entre precio umbral y precio CIF de im­
portaciôn,' se hace referencia a un precio de importa­
ciôn calculado a tanto alzado y no el correspondiente 
a cada operaciôn concreta. El câracter abstracto de e£
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Las modaiidades de este tribute serân fijadas por el 
procedimiento establecido en el art. 26 de este Reglamen­
to. Este articule dispone:
"12). En los cases en los que se haga referencia al 
procedimiento défini do en el presente cirtlculo 
el Comité de gestiôn serâ convocado por su Pre 
sidente, sea por iniciativa de éste o a propue£ 
ta del représentante de un Estado miembro".
"y 22) El représentante de la Comisiôn someterâ lun - 
proyecto de medidas a adoptar, El Comité emiti 
râ su dictamen sobre dichas medidas en el pla- 
zo que el Présidente podrâ fijar en funciôn de 
la urgencia de las cuestiones sometidas a exa 
men. El Comité se pronunciarâ por mayorla de 
doce votos".
tos tipos viene reforzado por la existencia de la re 
gla, repetida en muehos reglamentos agricoles, de que 
no sea modificado el derecho regulador a no ser que 
se expérimente una variaciôn que sobrepase ciertos 1^ 
mites. Asi, el art. 6 del Reglamento 156/67 CEE de - 
la Comisiôn establece que "el importe del derecho re­
gulador a percibir por una tonelada (de determinados 
productos) no se modificarâ sino cuando la variaciôn 
de los elementos de câlculo supusieran, en relaciôn - 
con el derecho regulador fijado precedentemente, un - 
incremento o una disminuciôn igual o superior a 0*60 
u.c. por tonelada. El art. 13, 3, del Reglamento 120/ 
67 contiene no obstante una excepciôn a la régla de - 
que el precio CIF, y consiguientemente el derecho re­
gulador, se fije a tanto alzado con carâcter general: 
"En el caso en que las cotizaciones libres en el mer­
cado mundial no sean déterminantes del precio de ofer 
ta y en el que este precio sea menor que las cotiza—  
ciones internacionales, el precio GIF serâ sustituldo 
ûnicamente para estas importaciones, por un precio GIF
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"La Comisiôn dictarâ medidas de inmediata aplicaciôn. 
No obstante, si estas medidas no estuvieran de acuerdo con 
el dictamen emitido por el Comité, la Comisiôn las comuni- 
carâ inmediatamente al Consejo, En este caso, la Comisiôn 
podrâ aplazar la aplicaciôn de las medidas decididas por 
ella, por un mes como mâximo a partir de esta comunicaciôn"
"El Consejo, que fallarâ conforme al procedimiento de 
voto previsto en el artîculo 43, apartado 2 del Tratado, - 
podrâ adoptar una decisiôn diferente en el plazo de un mes"
Este procedimiento permite que decisiones de cierta 
importancia seain adoptadas por la Comisiôn, que serân fir 
mes cuando gocen de la conformidad del Comité de gestiôn 
el cual, presidido por un représentante de la Comisiôn y 
formado por représentantes de los Estados miembros, puede 
entenderse como portavoz de los intereses de éstos. En ca 
so de discrepancia, el asunto se dirime por el Consejo. - 
Esta fôrmula évita al Consejo el examen de asuntos en que 
no existen graves divergencias de intereses.
especial calculado en funciôn del precio de oferta". 
El derecho regulador se fija a tanto alzado para evi 
tar las complicaciones administrativas que unos ti—  
pos calculados especialmente para cada operaciôn su- 
pondrlan, asi como les eventuales fraudes realizados 
a través de la fijaciôn de precios de compra ficti- 
cios. Se eligen los precios de importaciôn minimes 
- posibilidades de compra mâs favorables - con el - 
objeto de que ninguna mercancia llegue al mercado - 
comunitario clave a un precio inferior al indicati­
vo. Como un resorte de seguridad mâs, se establece 
que en aquellos supuestos excepcionales en que se - 
tenga constancia de que se ha producido una importa 
ciôn a precios por debajo de los considerados mini-
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En tados los reglamentos agrlcolas estableciendo las 
normas fundamentales de la organizaciûn comûn de mercados 
en un determinado sector existe un artîculo équivalente al 
trasncrito. En este trabajo, conoceremos este mecanimmo co 
mo procedimiento Comisiôn-Comité de gestiôn.
El tipo de gravamen serâ fijado - segûn el art. 13 -
del mismo Reglamento 120/67, - por la Comisiôn, ajustâ ndo 
se a los principios sehalados.
El mecanismo de determinaciôn del derecho regulador 
aplicable a los productos transformados del sector cerea 
les (82) estâ condicionado por las circunstancias espe—  
ciales que afectan a estos productos:
- para ellos no se fija precio umbral especifico.
- en su confecciôn intervienen materias primas para
cuya importaciôn procédé la aplicaciôn de un derecho re­
gulador o un derecho de aduana.
- su elaboraciôn se realiza por industrias tran£
formadoras, de naturaleza no agrlcola.
mos, se fije para esta operaciôn un derecho regulador 
mâs elevado. Esta disposiciôn se repite en buena par­
te de los reglamentos agrlcolas bâsicos.
(82) Se trata de los productos a que se refiere el art. 1, 
apartado d) del Reglamento 120/67, enumerados en el - 
aneoco A de dicho Reglamento. Este anexo contiene los 
productos para cuya elaboraciôn los cereales bâsicos 
han debido someterse a una cierta elaboraciôn. Entre 
otros muchos se encuentran en esta lista algunas hari 
nas, almidones, féculas, glucosas, salvados, etc.
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De acuerdo con el art. 14 del Reglamento 140/68, el 
tipo de gravamen para estos productos estarâ compuesto - 
de dos elementos:
12) Un elemento môvil, que se determinarâ a tanto aj. 
zado, teniendo en cuenta:
a) la incidencia que el derecho regulador hubiera 
tenido en eu coste si los productos hubieran 
sido transformados en las Comunidades a partir 
de materias primas importadas, en el caso de - 
que estos bienes sean elaborados a base de los 
productos a que se refiere el art. 1, apartado
a) del Reglamento 120/67, (es decir, trigo —  
tierno, centeno, cebada, avena, malz, alpiste, 
etc)
b) La incidencia que el derecho regulador o el . 
derecho de aduanas hubiera tenido en su coste 
si hubieran sido transformados en las Comuni­
dades, en el caso en que estos productos sean 
elaborados teniendo como materias primas los 
productos a que se refiere el apartado a) del 
art. 1 del Reglamento 120/67, y otros produc­
tos.
c) Cuando en su elaboraciôn no intervengan los 
productos del apartado a) del art. 1 del Re- 
glajnento 120/67, el tipo de gravamen serâ fi. 
jado teniendo en cuenta las condiciones en el 
mercado de los productos competitivos régula 
dos en dicho Reglamento..
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22) "Un elemento fijo, establecido para asegurar una 
protecciôn a la industria de transformaciôn comunitaria". 
Este elemento fijo en nada difiere de un tlpico derecho de 
aduanas.
Las modaiidades de aplicaciôn de estos derechos se­
rân dictadas por el Consejo, conforme al procedimiento - 
del art. 43, apartado 2) del Tratado de Roma. La complej^ 
dad del mecanismo ha aconsejado aqui renunciar al nivel - 
inferior del procedimiento Comisiôn-Comité de gestiôn, al 
que se atribuye la potestad reglamentaria respecto a los 
productos bâsicos.
La Comisiôn serâ compétente para la fijaciôn de los 
tipos de gravamen que resulten de la aplicaciôn de este 
mecani smo.
El Reglamento de 25 de julio de 1967 (Regto, 359/67 
CEE) que establece la organizaciôn comûn del mercado en 
el sector del arroz, régula un procedimiento de determi­
naciôn de tipos para el derecho regulador que grava las 
importaciones de productos de este sector équivalente a 
la descrita para el sector de cereales.
El derecho regulador a la importaciôn de arroz des- 
cascarado.de arroces blancos quebrados, etc, estarâ —  
constituldo - segûn ela art, 11 del Reglamento 359/67 - 
CEE-por la diferencia entre el precio umbral y el precio 
CIF para cada producto. Para el arroz descascarado, el - 
arroz blanco y los arroces quebrados el precio umbral se 
détermina para toda la Comunidad anualmente, antes del 1
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de mayo. La fijaciôn del precio umbral del arroz descas 
carado se realiza por el Consejo de la manera que indi- 
camos respecto al sector de cereales, teniendo en cuen­
ta los costes de transporte entre Rotterdam y Duisburgo. 
El precio umbral del arroz blanco y de los arroces que­
brados se obtiene segûn una fôrmula mâs compleja en la 
que se tiene en cuenta el precio umbral del arroz des—  
cascarado. El precio CIF se calcula de la misma manera 
que para los cereales, teniendo en cuenta las posibili­
dades de compra a granel mâs favorables, considerando - 
Rotterdam como puerto de desembarque.
Para el arroz câscara, el arroz blanco de granos - 
largos y para el arroz semiblanco, no se establecen ti­
pos de gravamen autônomo, sino que se aplican a sus im 
portaciones los que corresponden al arroz descascarado 
y arroz blanco, ajustados por medio de un coeficiente 
de conversiôn.
La Comisiôn, de acuerdo con el Comité de Gestiôn 
siguiendo su procedimiento -tlpico, es compétente para 
dictar las reglas de aplicaciôn de estos derechos regu 
ladores y la Comisiôn, por si sola, para fijar los ti­
pos de gravamen conforme al mecanismo descrito.
El procedimiento de determinaciôn del derecho re­
gulador aplicable a la harina de arroz, sémolas y ané.- 
logos derivados del arroz, copos de arroz y âtoiidôn de 
arroz (83), es el mismo que el establecido para los
(83) Es decir los productos a que se refiere el art. 1 
c, del Reglamento 359/67 CEE.
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cereales transformados,
El tipo estarâ compuesto, segûn el art. 12 del Régla 
mento 359/67 CEE, por un "elemento môvil , cuya détermina 
ciôn y revisiôn podrâ efectuarse a tanto alzado, y que co 
rresponderâ a la incidencia sobre su precio de coste del 
derecho regulador establecido para el producto de base - 
que entre en su fabricaciôn", y un "elemento fijo, esta—  
blecido teniendo en cuenta la necesidad de asegurar una 
protecciôn a la industria de transformaciôn".
Las modaiidades de aplicaciôn se fijarân por el Con­
sejo ajustândose al procedimiento del art. 43, 2, del Tra 
tado y el tipo serâ fijado por la Comisiôn.
El reglamento de 22 de septiembre de 1966 (Reglamen­
to 136/66 CEE del Consejo) que régula la organizaciôn co­
mûn del mercado en el sector de]as materias grasas, esta­
blece un derecho regulador sobre el aceite de oliva simi­
lar a los que hemos descrito para los cereales y para el 
arroz.
El aceite de oliva bruto, que no haya sufrido proce- 
so alguno de refinado, serâ gravado con un tipo igual a - 
la diferencia entre el precio umbral y el precio CIF, ca3^  
culado a partir de las posibilidades de compra mâs favora 
bles en su lugar de paso por la frontera y &1 precio um—  
bral. Las modaiidades de aplicaciôn de este gravamen se - 
determinarâi por el procedimiento Comisiôn-Comité de ges­
tiôn y el tipo por la Comisiôn (art, 13 del Reglamento - 
136/66 CEE).
— 460 —
El tipo de gravamen para las importaciones de aceite 
refinado contendrâ un elemento môvil en funciôn de su con 
tenido en aceite bruto y un elemento fijo para protéger la 
industria de refino comunitaria. Las modaiidades de apli­
caciôn en este caso serân dictadas por el Consejo siguien 
do el procedimiento del art.43, 2, del Tratado de Roma - 
(art. 14 del Reglamento 136/66).
El derecho regulador que grava las aceitunas frescas 
se calcula en funciôn del derecho regulador que grava la 
importaciôn de aceite bruto, es decir, se les aplica el - 
derecho regulador que les hubiera correspondido si hubie­
ran sido transformadas en dicho aceite. De la cuantla que 
resuite se deduce el derecho aduanero que corresponde al 
valor de la importaciôn (las aceitunas frescas estân some 
tidas también al Arancel de aduanas ordinario),
A 3a importaciôn de productos derivados de animales o 
vegetales conteniendo aceites con similares caracteristi­
cas que el aceite de oliva, se aplica un derecho regulador 
que tiene en cuenta el contenido en aceite del producto y 
el derecho regulador aplicable al aceite de oliva bruto.
Respecto al sector del azûcar el Reglamento de 18 de 
diciembre de 1967 (1009/67 CEE) establece en su art. 14,
2, "El derecho regulador para el azûcar blanco, el azûcar 
bruto y la melaza serâ igual a la diferencia entre el pre 
cio umbral y el precio GIF",
El precio GIF se fija en relaciôn a un punto . fronte 
rizo comunitario de acuerdo con lag ofertas mâs favorables
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en el mercado mundial para cada producto. Este punto fron 
terizo es Rotterdam en virtud del REglamento 431/68 CEE - 
del Consejo. La determinaciôn del precio umbral présenta 
interesantes particularidades en el Reglamento 1009/67.De 
acuerdo con su art. 12, el precio umbral para el azûcar 
blanca serâ igual al precio indicativo vigente en la zo 
na mâs excédentaria en azûcar de la Comunidad, al que se
sumarân los gastos de transporte entre esa zona y la _
zona de consume deficitaria mâs alejada en la Comuri
dad. La razôn de esta particularidad es que, al contrario 
que en otros Rçgleunèntos, el precio indicativo se fija pa 
ra el azûcar respecto a la zona mâs excedentaria. Si a 
te no le fueran sumados los gastos de transporte hasta la 
zoramâs deficitaria para fijar el precio umbral, los pro­
ductos importados podrlan venderse en estas zonas de las 
Comunidades a precios mâs bajos que la producciôn interior.
El precio umbral del azûcar bruta se dériva del del 
azûcar blanca, el de la melaza se calcula de manera que - 
las fâbricas productoras de este articule puedan alcanzar 
un determinado nivel de ingresos.
Cuando el azûcar bruta no se destine al refinado, se 
aplicarâ a las importaciones de este producto el tipo que 
corresponde al azûcar blanca siempre que éste sea superior 
al del azûcar bruta.
Para una serie de productos pertenecientes al âmbito 
del Reglamento 1009/67 CEE, como la remolacha y la caha, 
jarabes, sucedâneos de la*miel, azûcares, jarabes y mela- 
zas aromatizados, etc. (84), el tipo se dériva del que cjo
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rresponde al azûcar blanca en funciôn del contenido en 
sacarosa u otros azûcares de los citados productos.
La importaciôn de pulpas de remolacha, bagazos de - 
caha de azûcar y otros desperdicios de la industria azu- 
carera (85)no se grava con derechos reguladores, sino - 
con los derechos de aduana, que corresponden a su posi- 
ciôn en el Arancel.
Las modaiidades de aplicaciôn para los derechos de 
este sector se ûeterminarân siguiendo el procedimiento 
Comisiôn-Comité de gestiôn. La Comisiôn fijarâ el tipo - 
de gravamen.
En el Reglamento de 28 de junio de 1968 (855/68 CEE) 
que establece la organizaciôn comûn del mercado en el sec 
tor de productos transformados a base de frutos y legum- 
brssse establece un derecho regulador derivado del que - 
grava la importaciôn del azûcar.
Los productos a que se refiere este reglamento son 
frutos y legumbres transformados en cuya elaboraciôn inter 
vienen productos del sector azûcar. La protecciôn de la - 
materia prima principal - frutos y legumbres - se hace a 
través de la aplicaciôn de derechos aduaneros y eventual 
mente de impuestos de compensaciôn, pero esta protecciôn
(84) Recogidos en los apartados b y d del art, 1 del Régla 
mento 1009/67.
(85) Recogidos en el artîculo 1, apartado e) del Reglamen 
to 1009/67.
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séria incompleta si no fuera acompahada de un derecho re 
gulador derivado del que rige para el azûcar, producto 
que entra en la elaboraciôn de estos articulos.
Estamos ante un derecho regulador que coincide con 
los derechos de aduana. Sôlo en este sector, en el de la 
carne de bovino y en el caso de las aceitunas frescas en 
cierta medida, se da esta coincidencia excepcional. En - 
este supuesto, mâs que coincidencia sobre un mismo bien 
de derechos reguladores y derechos de aduana, se produce 
un desdoblamiento del producto: frutos y legumbres y su 
transformaciôn son gravados por los derechos aduaneros, 
el contenido en sacarosa del producto final se grava con 
derechos reguladores.
El art. 2 del Reglamento citado establece que "este 
derecho regulador serâ igual para cada 100 kgs. netos de 
producto importado, al derecho regulador a que se refie­
re el art. 15, 4, del Reglamento 1009/67, (derecho régula 
dor con tipo derivado del que corresponde al azûcar blan­
ca) , expresado por kilo de sacarosa multiplicado por la - 
cifra indicada para cada producto en la columna 1 del ane 
xo I, En este anexo, columna 1, se establece a tanto alza 
do para cada producto su contenido en azûcares de adiciôn.
Cuando el contenido en azûcares de adiciôn por 100 - 
kg. de un producto exceda en 3 kgs. la cifra expresada en 
la columna 1 del Anexo I o sea inferior a ésta en 2 kgs. 
y lo solicite el interesado, el tipo del derecho regula­
dor se establecerâ de acuerdo con el mecanismo descrito, 
pero sustituyendo las cifras de la columna 1 del Anexo I 
por su conteni do efectivo en azûcares de adiciôn, obteni
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do por un procedimiento que se describe en el mismo regia 
mento.
Las modaiidades de aplicaciôn de estos derechos regii 
ladores serân adoptadas por el procedimiento Comisiôn-Co­
mité de gestiôn. Nada dice el Reglamento respecto a las - 
competencias para fijar el tipo de gravamen. Esta fijaciôn 
no es necesaria, ya que el tipo aplicable a los productos 
a que se refiere este Reglamento résulta automâticamente - 
de multiplicar el tipo del derecho regulador sobre ciertos 
productos del sector azûcar por las cantidades que figuran 
en el Anexo I del Reglamento. La competencia de fijaciôn - 
del tipo corresponde, pues, indirectamente, a la Comisiôn 
que fija los tipos de gravamen para el azûcar y similares. 
El Consejo por su parte puede modificar las cantidades que 
figuran en el Anexo I.
Los Reglamentos 121/67, 122/67 y 123/67 de 13 de ju­
nio de 1967, estableciendo la organizaciôn comûn de merca 
dosn en los sectores de la carne de cerdo, los huevos y - 
las aves, someten a los derechos reguladores en sus respec 
tivos articulos 8 del primero citado y 5 de los otros dos 
la importaciôn de estos productos: en los casos de impor­
taciôn en la Comunidad de los productos a que se refiere 
el articule primero, pârrafo 1, se percibirâ un derecho - 
regulador que se fija por adelantado respecto a cada tri­
mestre, segûn el procedimiento previsto en el art. ...
(24 para la carne de cerdo y 17 para los huevos y las —  
aves). Estos articulos son igualmente idénticos y regulan 
el procedimiento que llamamos en este trabajo de Comisiôn
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Comité de gestiôn.
En los arts, 1, pârrafo 1 de cada uno de estos re­
glamentos se describen los productos a que se aplican: —  
cerdos y aves vivas y sus carnes y derivados, asl como los
huevos en su cascarôn o sin él.
Para el cerdo abatido, para los huevos en su casca 
rôn y el ave muerta, los tipos de gravamen estân consti—  
tuldos (86):
- Por una cantidad en unidades de cuenta igual al 
7% del valor medio de los precios medios de esclusa de los 
cuatro trimestres anteriores al 1 de mayo del aho para c_
ya campaha se establece el derecho regulador. (El precio
de esclusa corresponde al coste teôrico de producciôn de 
un kilôgramo del producto de que se trate. Sobre él y su 
funciôn volveremos cuando expongamos mâs abajo los derechos 
suplementarios),
- por la diferencia entre los precios en la Comun_i 
dad y en el mercado mundial de los cereales forrajeros ne 
cesarios para la producciôn de un kilogramo de cerdo aba­
tido, de huevos en su cascarôn o de ave muerta (87). (Se 
considéra que, en cierto sentido, el cerdo, las aves y - 
los huevos son productos derivados de los cereales).
Para las salchichas,salchichones y similares y - 
otras preparaciones derivadas del cerdo a que se refiere 
el art. 1, pârrafo 1, c, del Reglamento 121/67, el tipo 
del derecho regulador estarâ formado:
(86) Seguimos con esta descripciôn a Jacques Megret,Jean 
Victor Louis, etc. op. cit., V.II, pâgs. 137 a 141.
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- por una cantidad derivada de la relacidn existan­
te entre el precio de cada uno de estes productos y el - 
precio del cerdo abatido.
- por la cuantla correspondiente al 7% de la media 
de precios en el ano precedente al 1 de mayo del produc- 
to de que se trata.
Para el reste de les productos regulados por les Re 
glamentos 121/67, 122/67 y 123/67 (88), les tipos de gra 
vamen se obtendrân dérivâtivamente en funciôn de les de- 
rechos reguladores que corresponden a les productos bâsi- 
ces que le han servido de materia prima, utilizando para 
elle diferentes procedimientos, principalmente la rela- 
ciôn de precios existentes en las Comunidades entre unes 
y otros productos.
El Reglamento de 27 de junio de 1968 (804/68 CEE) - 
sobre la organizaciôn comün de mercado en el sector de - 
la leche y productos lecheros, establece derechos régula 
dores sobre una serie de productos comprendidos en el - 
sector, entre los que se encuentran el queso y la mante- 
quilla (89)
(87) Reglamento 133/67 CEE, Reglamento 145/67 CEE y Re­
glamento 146/67 CEE.
(88) Salvo los huevos para incubar y los polios cuyo peso 
no exceda de 185 gramos, a los cuales se aplica el 
sistema a que nos Memos referido para el cerdo aba­
tido, los huevos en su cascardn y las aves muertas,
(89) Los derechos reguladores de este sector se estable
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Los tipos de estos derechos reguladores se fijarân 
con arreglo al siguiente procedimiento, de acuerdo con 
el art. 14 del Reglamento: los productos objeto del tT± 
buto serdn clasificados en grupos y para cada grupo se 
determinard un producto piloto, respecte al cual los de 
mâs productos del grupo serân considerados como asimila 
dos. El tipo de gravamen para cada grupo,de no mediar - 
disposiciones especiales, serd igual a la diferencia en 
tre el precio umbral y el precio franco frontera del - 
producto piloto.
El Consejo determinarâ cada ano al precio umbral - 
teniendo en euenta el precio indicative de la leche en 
la Comunidad y garantizando una protecciôn adecuada a 
las industrias transformadoras.
El precio franco frontera de cada producto piloto,ae 
fi'jarâ teniendo en cuenta las posibilidades de compra - 
mâs favorables en el comercio internacional para los - 
productos del grupo a que pertenezca. Pero no serân con 
siderados los precios de los productos asimilados del - 
grupo para los que, en virtud de reglas especiales, el 
tipo del derecho regulador que les corresponde no es - 
igual al aplicable al producto piloto.
Al Consejo corresponde agrupar los productos y ele 
gir al producto piloto. Las modalidades de aplicaciôn - 
de estos derechos se dictan por el procedimiento Comi-?-
cen concretamente sobre los productos a que se re- 
fiere el art. la) 2 y b a g del Reglamento 804/68.
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siôn-Comité de gestiôn. La Comisiôn fija los tipos de 
gravamen.
En el articule 10 del Reglamento de 27 de junio - 
de 1968 (805/68 CEE) estableciendo la organizaciôn co­
mün de mercados en el sector de bovinos, se establece 
un gravamen a la importaciôn cuya estructura participa 
a un tiempo de la del derecho regulador y de la del im 
puesto de compensacidn, Como el primero, tiene un carac 
ter general, con independencia de la procedencia del - 
producto y ofrece una protecciôn que podriamos califi- 
car de permanente. Como el segundo, acompaha al derecho 
arancelario con el que coincide. Por nuestra parte, y - 
no teniendo este problema ninguna trascedencia prâctica 
respetaremos la calificaciôn del legislador que llama a 
este tribute derecho regulador ("prélèvement” en los tex 
tes franceses) y como tal lo estudiaremos.
La caracteristica especial de este derecho régula—  
dor en su sehalada coexistencia con los derechos de adua 
na, que continüan vigentes sobre las importaciones de ter 
neros y grandes bovinos a los que el derecho regulador se 
aplica. Este fenômeno se daba igualmente en el sector de 
los productos transformados de frutas y legumbres y en 
el caso de importaciones de aceitunas. Pero respecto a 
estos productos, el derecho regulador tiene un caracter 
derivado y se impone como consecuencia de la existencia
de otros derechos reguladores establecidos sobre mate_
rias que forman parte de los mismos o que guardan con —
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ellos alguna relaciôn. Su existencia no proviene de la 
elecciôn autônoma de esta fôrmula, sino para evitar - 
distorsiones competitivas dada la existencia de otros 
derechos reguladores que afectan a un componente o a - 
un posible derivado del producto sobre el que se esta- 
blecen.
En el sector de bovinos su significado es diferen 
te. En este sector existe un derecho regulador propio, 
completando laprotecciôn que a la producciôn comunita- 
ria otorga el Arancel aduanero.
El art, 9 del Reglamento 805/68 CEE establece que 
a los productos objeto de su regulaciôn les serâ apli- 
cado el Arancel aduanero comün. El art.10 para los ter 
neros y los grandes bovinos, establece un derecho regu 
lador cuya aplicaciôn procederü siempre que el precio 
de importaciôn de estos productos - calculado a partir 
de las cotizaciones en los mercados mâs representati- 
vos de paises terceros -, mâs la cuota del Impuesto de 
Aduanas, sea inferior al precio de orientaciôn de la - 
Comunidad. (90).
Se establece pues el derecho regulador en aquellos 
casos en que el Impuesto Aduanero se muestra insufi—  
ciente para garantizar un determinado nivel de precios 
en el territorio comunitario.
(90) El precio de orientaciôn en el sector de la carne 
de bovino desempeha una funciôn équivalente al pre 
cio indicative en el sector de cereales.
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Pero el tipo de gravamen del derecho regulador no sa­
rd, en todo caso, la totalidad de la diferencia entre los 
precios citados, sino que, en aquellos casos en que los - 
precios interiores, en los mercados mds representativos de 
la Comuni da superen el precio de orientaciôn, este tipo
estard constituido por un porcentaje de esta diferencia. - 
Este porcentaje serd:
a) el 75% cuando los precios interiores no excedan - 
del 102% del precio de orientaciôn.
b) el 50% cuando los precios interiores se sitüen en
tre el 102 y el 104% de losprecios de orientaciôn,
c) el 25% cuando se sitüen entre el 104 y el 106 por
ciento de los precios de orientaciôn.
d) o, si exceden del 106%.
En el art, 10 del Reglamento 805/68 CEE se dan igual­
mente réglas para cuando las importaciones provengan de pa_l 
ses en donde no existan mercados considerados como represen 
tativos a efectos de la fijaciôn del precio de importaciôn, 
de acuerdo con los cuales este precio serd sustituldo, en - 
determinadas circunstancias, por un precio especial calcula 
do en funciôn de las posibilidades de compra mds favorables,
En los art. 12 y 13 del Reglamento 805/68 se estable—  
cen procedimientos derivados para la fijaciôn de los dere—  
chos reguladores que gravan las carnes de ternera y bovino 
grueso, asl como las carnes congeladas.
Las modalidades de aplicaciôn de todos los derechos re 
guladores del sector se establecerdn por el procedimiento 
Comisiôn-Comité de gestiôn y los tipos serdn fijados por la
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Comisiôn.
Primas aplicables en caso de fijaciôn anticipada de
los derechos reguladores.
El principle general de que el derecho regulador apl^ 
cable es el que estd en vigor en el momento en que se rea­
li za la importaciôn encuentra algunas excepciones para cier 
tos productos en los Reglamentos del Consejo 120/67 CEE, - 
articule 15, 359/67 CEE, art. 13 y 1009/67 CEE, art. 15, 
que establecen la organizaciôn comün de mercados en los sec 
tores de cereales, arroz y azücar, respectivamente.
Esta excepciôn encuentra su razôn de ser en la impor-r- 
tancia que tiene para los importadores de ciertos productos 
la seguridad de su precio. Teniendo en cuenta la movilidad 
de los derechos reguladores, el importador comunitario difl* 
cilmente puede arriesgarse a efectuar ciertas operaciones — 
desconociendo el coste de las mismas. Esta inseguridad cons_ 
tituiria un obstâculo extraordinario para la pi anificaciôn 
de las decisiones comerciales y prücticamente impediria las 
operaciones a plazo.
En consecuencia, para determinados productos objeto de 
los reglamentos citados, los interesados podrân solicitar, 
en el momento de la demanda del certificado que, necesaria 
mente, debe producirse para cada importaciôn, la déclara—  
ciôn del derecho regulador que le serü aplicable a la mis- 
ma. Este derecho regulador serü el vigénte en el momento - 
de la aludida solicitud, ajustado en funciôn del precio um 
bral en vigor durante el mes previsto para la importaciôn.
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En estos casos se establecerâ una prima que habrà de - 
satisfacer el importador, ademâs del derecho regulador. En 
los très reglamentos citados se establece que las reglas pa 
ra la fijaciôn de esta prima, asl como las normas fundamen- 
tales para su aplicaciôn serdn dictadas por el Consejo si—  
guiendo el procedimiento del art. 43, 2, del Tratado de Ro­
ma.
En principio podrla entenderse que estas primas tienen 
naturaleza de tasas, en cuanto pudieran ser establecidas co 
mo consecuencia y retribuciôn de la actividad administrati- 
va de fijaciôn anticipada del derecho regulador, actividad 
solicitada por el contribuyente. Pero no creemos que pueda
mantenerse esta calificaciôn una vez considerados los si--
guientes puntos:
a)en los très reglamentos citados se dispone que la - 
prima, que serâ fijada al mismo tiempo que el derecho regu 
lador, se anadirâ a éste. Résulta de aqu! que la prima no 
constituye una figura tributaria independiente, agotando su 
significado en su carâcter de complemento del derecho regu­
lador.
b) Su funciôn es la misma que la del derecho regulador 
(la de protéger el mercado comunitario interior) y no la - 
funciôn normal de una tasa (retribuir una actividad de la 
Administraciôn o la utilizaciôn privativa o especial del - 
dominio püblico),
El fundamento de las primas no viene recogido en - 
los artîculos de los reglamentos bâsicos citados, pero pue 
de deducirse de los Reglamentos del Consejo 140/67 CEE,365 
67 y 770/68, que establecen las reglas para la fijaciôn de
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estas primas en los sectores de los cereales, el arroz y - 
el azücar, respectivamente. La cuantla de las prim as se - 
détermina por la diferencia entre los precios franco fron- 
tera en las compras a plazo de los productos gravados, me- 
nos el precio de dichos productos el dla de la fijaciôn de 
las mismas. La razôn del establecimiento de la prima es evi 
tar que mediante el mécanisme de la fijaciôn del derecho - 
regulador se éluda parcialmente el mismo,
Los Reglamentos 365/67 CEE y 140/67 CEE relatives - 
al arroz y los cereales declaran expresamente esta funciôn 
en su idéntica Exposiciôn de Motives: "considerando que el 
precio umbral comün es el ünico elemento de protecciôn del 
mercado de la Comunidad y que si llegaran a este mercado 
mercanclas importadas a precios inferiores al precio umbral 
la salida normal del arroz indlgena (o de los cereales pro 
ducidos en el interior), segün las reglas de la regionali- 
zaciôn, resultarla gravemente amenazada; que procédé,pues, 
en caso de que el derecho regulador sea fijado previamente 
establecer la prima prevista... de tal forma que el produc 
to importado bajo este régimen llegue al mercado de la Co -
munidad en condiciones que no puedan poner en peligro su - ;
equilibria". Vemos que de ninguna forma se contempla aqui I
la actividad de la Administraciôn de fijaciôn previa del - |
derecho regulador como fundamento de la prima, sino la ne- î
cesidad de que esta figura apoye o complete el derecho re­
gulador para la protecciôn del mercado comunitario,
c) Pero el argumente müs claro de que no estâmes ante 
una tasa lo constituye la improceéencia de la prima cuando 
los precios a plazo son superiores a las cotizaciones en el
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dla de la fijaciôn del derecho regulador. Exister, pues, su' 
puestos en que, dândose la actividad administrativa de fija 
ciôn previa del derecho regulador, no se fija prima efecti- 
va alguna, Sea cual sea el concepto de tasa que se profese, 
una cierta relaciôn entre la existencia de la actividad de 
la Administraciôn y la procedencia real del gravamen debe 
ser admitida.En el caso de las primas puede ocurrir que se 
produzca una actividad de la administraciôn comunitaria y 
no nazca crédito alguno en este concepto en favor de las Co 
munidades.
Creemos que no estamos ante una tasa, Entendemos que 
la prima es un simple complemento del derecho regulador de 
cuya funciôn y fundamento participa.
Una cierta especialidad a la descripciôn de las pri 
mas que estamos ofreciendo se présenta en el sector del azTï 
car, respecto al que el Reglamento 77O de 18 de junio de — 
1968, en su articule 2, 1) establece: "en los productos a 
que se refiere el art. 1, para los cuales el plazo de vali­
dez del certificado de importaciôn permita una compra a pla 
zo, se ahadirâ una prima al derecho regulador". En este re­
glamento la prima cumple .una funciôn antidefraudadora. Pare 
ce existir simplemente para evitar que, utilizando un siste 
ma de compras a plazo, se éluda parte del derecho regulador 
Sôlo cuando esa elusiôn intencional pueda darse - ventas a - 
plazo - serâ establecida.
Resumiendo, el mecanismo entra en funciôn cuando se fi 
ja anticipadamente el derecho regulador», en todo caso en - 
los sectores de cereales y del arroz, y cuando existe la po 
sibilidad de realizar compras a plazo, dada la vigencia del
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certificado, en el del azücar.
Al derecho regulador se suma una prima funcionalmente 
équivalente, que como él se estructura como un tipo espeql 
fico por 100 kgs. de producto, a tanto alzado, determinada 
abstractamente para todas las operaciones que tengar lugar 
en las Comunidades. La cuantla de estas primas consiste - 
normalmente en la diferencia entre el precio GIF a plazo - 
del producto para el mes en que se prevea su embarque para 
importaciôn y el precio GIF vigente en la Comunidad el dla 
que se realiza la fijaciôn previa del derecho regulador.
Esta elemental determinaciôn de la cuantla de las pr_i 
mas es la contenida en el Reglamento 770/68 CEE para el azü 
car. Los Reglamentos 140/67 CEE y 365/67 son müs complejos. 
De acuerdo con los mismos conviene distinguir:
a) Situaciôn normal del mercado comunitario: el meca 
nismo de dtterminaciôn de las primas es el descrito, (dife 
rencia entre precio a plazo y el precio vigente), si bien 
la prima serâ cero si en el sector de cereales esta dife—  
rencia no excede 0*125 unidades cuenta tonelada, y en el - 
sector arroz 0*025 unidades cuenta 100 kilogramos del pro­
ducto considerado. Las escalas por productos y meses se - 
ajustarân cuando se producca una modificaciôn superior a _ 
estas cantidades.
Se establecen igualmente reglas especlficas sobre - 
la fijaciôn de la prima en funciôn del tiempo en que se - 
prevé la realizaciôn del embarque. Se establecen también - 
normas sobre la aplicaciôn de coeficientes como sistema de 
fijaciôn de la prima panciertos productos del sector del 
arroz una vez determianda la que corresponde al arroz des-
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cascarado, el arroz bianco y a los quebrados que funcionan 
como productos principales.
b) Mccado comunitario amenazado por sérias dificulta- 
des en razôn de las importaciones en perspectiva: las pri­
mas pueden ser superiores a las descritas, salvo para las 
importaciones a realizar en el mes de expediciôn del certi 
ficado, pero no pueden exceder de las primas que resulta-- 
rlan de la aplicaciôn del régimen normal en las siguientes 
cantidades: en el sector de cereales, en 0*50 unidades de 
cuenta tonelada para importaciones a realizar en el mes s± 
guiente de la expediciôn del certificadoy de O'75 unidades 
de cuenta tonelada para importaciones a realizar en los - 
meses siguientes, salvo respecto al ültimo de validez del 
certificado, en que el incremento puede ser de 1*25 unida­
des de cuenta; en elsector del arroz. O'050 unidades de - 
cuenta 100 kgs. para importaciones a realizar al mes siguien 
te de la expediciôn del certificado, 0*075 unidades de cuen­
ta para las importaciones a realizar en el segundo mes, y 
0*125 unidades de cuenta, para importaciones a realizar en 
el tercer mes, incrementadas en 0*025 unidades de cuenta pa 
ra cada uno de los meses siguientes,
c) Modificaciones excepcionales en los precios del mer 
cado comunitario por factores extranos al mercado de cerea­
les o de arroz: en todos estos casos podrd suspenderse la - 
fijaciôn previa del derecho regulador o establecerse una - 
prima superior a las résultantes de los mecanismos descritos 
anteriormente, siempre que no supere la diferentia "entre el 
precio GIF y el ültimo precio GIF calculado antes de que los 
precios hayan sufrido la influencia de los factores a que -
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se refiere el pârrafo 1", (los factores extranos al mercado 
de cereales o del arroz).
Derechos suplementarios previstos en relaciôn con la
aplicaciôn de precios de esclusa.
De los derechos suplementarios (montants supplémen­
taires en los textos légales franceses) puede afirmarse co 
mo de las primas, que mds que una figura autônoma, consti— 
tuyen un mecanismo complementario de los derechos regulado 
res a que acompahan. Su funciôn consiste en aportar un ele 
mento mâs de protecciôn en unos sectores en los que el ni­
vel de elaboraciôn, la participaciôn de elementos indus--
triales en la agricultura, es particularmente importante.
Su posibilidad de variar segün la procedencia de los pro—  
ductos les convierte en instrumentes müs flexibles que los 
derechos reguladores.
Los derechos suplementarios han sido establecidos - 
para los sectores de la carne de cerdo, los huevos y la - 
carne de ave por los Reglamentos 121/67 CEE, 122/67 CEE y 
123/67 CEE , que ofrecen para cada uno de estos sectores - 
una regulaciôn casi idéntica de esta figura.
Los derechos suplementarios se aplicarün cuando el 
precio de oferta franco frontera de un producto comprend! 
do en e l  ümbito de estos reglamentos sea inferior al precio 
de esclusa. La cuantla de este deoecho estarâ constitulda 
por la diferencia entre ambos precios. El precio de esclu 
sa représenta el precio mlnimo aceptable de importaciôn - 
de estos productos, teniendo en cuenta la protecciôn que
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se desea dar a estos sectores comunitarios y tratando de - 
evitar toda posibilidad de exportaciones en dumping por - 
parte de terceros paises,
El precio de esclusa se détermina sumando los siguien 
tes elementos:
a) una cantidad igual al precio en el mercado mundial 
de los cereales forrajeros necesarios parala producciôn en 
los paises terceros de un kilo del producto gravado (cerdo 
abatido, huevos en su cascarôn a ave muerta).
b) una cantidad calculait a tanto alzado que represen 
te los otros costes de alimentaciôn y los gastos générales 
de producciôn y de comercializaciôn de estos productos.
Sôlo para aquellos productos para los que existe un 
derecho regulador autônomo se fija un precio de esclusa - 
independiente. Para los demâs productos incluidos en estos 
sectores, o bien se fija un precio de esclusa derivado o se 
determinan los derechos suplementarios por el mecanismo de 
productos pilotes y derivados a que nos hemos referido mâs 
arriba en este trabajo (para la carne de cerdo conforme al 
art. 8, 1, pârrafo 2 del Reglamento 121/67 CEE).
El precio de importaciôn frar.co frontera se fija con 
carâcter general para todos los paises terceros. Pero si - 
uno o varies paises exportan estos productos a precios —  
anormalmente bajos, se fijarâ un precio de oferta diferen- 
te respecto a estos paises.
Una norma de extraordinario interés se ofrece en los 
très reglamentos que exponemos. "Sin embargo, el derecho 
regulador no serâ aumentado por elderecho suplementario en
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las importaciones procedentes de terceros paises que estén 
dispuestos a garantizar, y estén en condiciones de hacerlo, 
que el precio practicado a la importaciôn en la Comunidad 
de los productos originarios o procedentes de su territo 
rio no serd inferior al precio de esclusa del producto a - 
que corresponden y que evitardn igualmente toda desviaciôn 
de trdfico".
Esta excepciôn confirma una idea a la que ya hemos - 
aludido: la absoluta falta de preocupaciôn financiera en - 
el establecimiento de los gravdmenes agricolas. Los regla­
mentos agricolas no tienen en cuenta para nada el posible 
rendimiento econômico de los tributos que establecen. Es—  
tos tributos estân concebidos para realizar una pura poli­
tico de intervenciôn econômica. Sus resultados financières 
tienen un cardcter accesorio que no se suele considerar- 
en la aprobaciôn de los reglamentos. Cuando la funciôn de 
instrumente de politico agricola del tribute queda asegura 
da per cualquier medio, los ôrganos comunitaries no tienen 
inconveniente alguno en renunciar a los rendimientos finan 
cieros. Estos rendimientos que, al tiempo de aprobarse los 
reglamentos que son objeto de nuestra exposiciôn, entraban 
en el tesoro de los Estados miembros,constituyen desde el 
1 de enero de 1971, recursos propios de las Comunidades.
Esta norma compléta asimismo la flexibilidad de los - 
derechos reguladores necesaria para corregir, en estos sec 
tores especialmente sensibles, la rigidez del cardcter ge­
neral del derecho regulador.
Teniendo en cuenta lo expuesto resumiremos las situa- 
ciones que pueden afectar a los derechos suplementarios:
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- Seguridad de que las importaciones se realizarân a — 
precios superiores a los de esclusa: renuncia de las Comunâ 
dades al derecho suplementario.
- Precios inferiores a los de esclusa; aplicaciôn del 
derecho suplementario.
- Precios anormalmente inferiores a los de esclusa; - 
aplicaciôn de derechos suplementarios especiales con tipos 
mds elevadûs.
Derechos adicionales
Los derechos adicionales realizan en los sectores de 
los cereales y el arroz una funciôn équivalente a la de los 
derechos suplementarios en los de la carne de cerdo, los - 
huevos y la carne de ave. Como éstos, se suman al derecho - 
regulador complementdndolo y aportan un elemento flexible a 
la protecciôn comunitaria de la industria transformadora.
Los derechos adicionales se aplican a los productos 
transformados de los dos sectores citados (91) con la fina- 
lidad de evitar los efectos en el mercado comunitario de im 
portaciones de articules en dumping o de protéger la indu^ s 
tria comunitaria de la competencia de paises en que se prac 
tique una polltica de mano de obra barata. No puede negarse 
que los derechos adicionales, como los derechos suplementa­
rios, recuerdan, servata distantia, el mecanismo del Ameri­
can selling price.
(91) Aquellos a que se refiere el art. 1 d), del Reglamento 
120/67 CEE (cereales) y art. 1, 1, c) del Reglamento 
359/67 CEE (arroz)
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El art. 14, 2, del Reglamento 120/67 y el 12,2 del Re­
glamento 359/67, de idénticO contenido, establecen: "En el 
caso en que las ofertas efectivas, procedentes de terceros 
paises, de ciertos productos transformados del sector de - 
los cereales (o del sector del arroz), no correspondan al 
precio résultante del precio de los productos de base que 
entr en en su fabricaciôn, incrementado por los costos de 
fabricaciôn, se podrd ahadir al derecho regulador una suma 
adicional fijada conforme al procedimiento Comisiôn-Comité 
de gestiôn".
El precio de los productos de base mâs los costes de 
producciôn a que se refieren estos articules en poco difie 
re del precio de esclusa tal como se define en los reglamen 
tos relatives a la carne de cerdo, los huevos y la carne — 
de ave. Debemos sehalar no obstante que en el precepto que 
comentamos no se hace referenda alguna a los costes de c£ 
mercializaciôn que es un elemento que expresamente se es­
tablece que debe formar parte del precio de exclusa. Puede 
pensarse que estos costes ya estân incluidos en la menciôn 
de los costes de producciôn a los efectos del derecho adi­
cional.
Derechos reguladores a la exportaciôn
El equilibria en la tensiôn de intereses, que con^ 
tituye la espina dorsal de la polltica agrlcola comunita­
ria, exige que a las figuras tributaries establecidas a — 
la importaciôn, en defensa de los agricultores comunita—  
rios, corresponda simétricamente un sistema de tributos a
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la exportaciôn en defensa de los consumidores, Los precios 
indicatives no tienen el simple cardcter de precios mini—  
mos sino que constituyen el nivel de precios deseado para 
la realizaciôn de las operaciones sobre productos agrlco—  • 
las en el interior de la Comunidad. Teôricamente, al sist^ 
ma de derechos reguladores y de impuestos de compensaciôn 
en la importaciôn, que con otros mecanismos aseguran que - 
los precios en el interior de la Comunidad no bajarôn del 
nivel de los precios indicativos, debe contraponerse un - 
sistema de derechos reguladores y de impuestos a la expor­
taciôn que asegure que las operaciones no se realicen por 
encima de este nivel.
Por otra parte, los complejos mecanismos de las sub - 
venciones a la exportaciôn destinados a reducir los precios 
de las exportaciones agricolas comunitarias para ponerlos 
en linea con los precios mundiales, podrian completarse - 
con una serie de gravômenes a la exportaciôn que elevaran 
los precios comunitarios - cuando esto fuera necesario -, 
al nivel de los precios mundiales.
Un examen de la leglslaciôn agricoia comunitaria po­
ne de manifiesto, en cambio, una extraordinario despropor 
ciôn entre la riqueza de fôrmulas tributarias que gravan 
a la importaciôn y la escasez de las mismas respecto a la 
vertiente de la exportaciôn.
Uno de los objetivos de la polltica agrlcola, expre- 
sado en el art. 39 del Tratado de Roma, es garantizar el 
aprovisionamiento interior de la Comunidad. Esta despro—  
porciôn de instrumentes parece descuidar este objetivo.
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Una aguda explicaciôn y critica de este fenômeno pue­
de leerse en la obra colectiva "Le droit de la Communauté 
Economique européenne", dirigida por Mégret: "las organi—  
zaciones de mercado se situân en una perspectiva de abun—  
dancia, es decir, de superproducciôn agrlcola. Esta es la 
situaciôn econômica présente y, desde el punto de vista - 
global, no parece que se modifique, sino todo lo contrario 
Las disposiciones aplicables en caso de penuria son poco - 
frecuentes, poco numerosas y poco elaboradas, ... no es - 
prudente crear un conjunto de normas y de mecanismos, tan 
importante como el de la organizaciôn de mercados, sin - 
prever las normas y los mecanismos propios de una situaciôn 
de penuria. La Comunidad es consciente y puede notarse una 
tendencia en los nuevos textos, a la utilizaciôn de una re 
dacciôn mâs amplia cubriendo todas las situaciones" (92). 
Esta tendencia se ha hecho efectiva en cierta medida des—  
pués de redactada la obra que citamos, por la promulgaciôn 
en diciembre de 1969 de una serie de reglamentos definien- 
do la aplicaciôn de medidas de salvaguarda en varies secto 
res,
Estas medidas prevén la aplicaciôn de impuestos a la 
exportaciôn en situaciones graves. Estos impuestos de com­
pensaciôn serdn estudiados mâs abajo. Nos referiremos aho- 
ra a los escasos y exlguos derechos reguladores a la expor 
taciôn vigentes. La diferencia conceptual de estas figuras 
- derechos reguladores e impuestos de compensaciôn a la ex
(92) Jacques Mégret, Jean Victor Louis; etc. op. cit. V.II 
pdgs. 67 y 68.
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portaciôn - no es siempre fdcil. El elemento mds importan­
te de distinciôn radica en el carâcter excepcional, de co- 
recciôn de una situaciôn anormal de los impuestos y el ca- 
rdcter mâs ordinario o general de los derechos reguladores. 
La aplicaciôn del derecho regulador se prevé automdticam^ 
te de manera abstracta y objetiva para cuando se dén cier­
tos supuestos. El impuesto a la importaciôn exige en Ccun—  
bio que se declare como anormal una situaciôn, siendo nece 
sarios para dicha declaraciôn elementos de apreciaciôn que 
podriamos llamar subjetivos.
Sôlo dos reglamentos de base, los que establecen la - 
organizaciôn comün de mercados en los sectores del azücar 
y de las materias grasas, prevén el establecimiento de de­
rechos reguladores a la exportaciôn.
El art. 16 del Reglamento 1009/67 CEE dispone: "Si el 
precio CIF del azücar blança o del azücar bruta fuera supe 
rior a los precios umbral, se percibirü en la exportaciôn 
de estos productos un derecho regulador igual a la diferen 
cia entre estos precios. Este mismo articulo se refiere a 
la posibilidad de que también se aplique un derecho régula 
dor a otros productos del sector como la remolacha, la ca- 
ha, melazas, ciertos jarabes, etc.
El tipo de gravamen se détermina por la diferencia en 
tre el precio de exportaciôn y el precio umbral. El precio 
umbral sustituye su posiciôn de sumando en el gravamen a 
la importaciôn por la de restando en este derecho a la ex­
portaciôn, La simetrla con los derechos reguladores a la -
importaciôn es perfecta. Al Consejo corresponde la adop--
ciôn de las reglas de aplicaciôn principales de este dere—
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cho siguiendo el procedimiento del art. 43, 2, del Tratado.
El art. 18 del Reglamento 136/66 CEE establece: "En - 
los casos de exportaciôn de aceite de oliva a terceros pai­
ses, cuando las cotizaciones mundiales sean superiores al - 
precio en la Comunidad, podrd percibirse un derecho regula­
dor igual como mâximo a la diferencia entre estos precios"
La ambi guedad de este reglamento es extraordinaria:
- la protecciôn al consumidor comunitario y el grado - 
de la misma depende de una decisiôn discrecional (podrd per 
cibirse), y el derecho, de decidirse su aplicaciôn, no ha - 
de cubrir necesariamente la diferencia entre los precios co 
munitarios y los precios en el mercado mundial.
- No se détermina si el sistema cubre a los productos 
relacionados con el aceite, cuyos derechos reguladores a la 
importaciôn se derivan del que corresponde a éste.
Las reglas de aplicaciôn serdn fijadas también por el 
Consejo, sujetândose al art. 43, 2, del Tratado, El Regla­
mento 171/67 CEE del Consejo en su art. 10 compléta, reali 
zando ciertas precisiones, la regulaciôn de este derecho a 
la importaciôn.
En el contexte del Reglamento de 25 de julio de 1967 
(Regto. 371/67 CEE del Consejo), que fija las subvenciones 
a la producciôn de almidones, fécula y quellmehl, se prevé 
el establecimiento de un derecho regulador a la exporta—  
ciôn para estos productos derivados de materias primas - 
agricolas, respecto a la que existen organizaciones comu—  
nés de mercado.
— 466 —
En este Reglamento se establece una subvenciôn comunj. 
taria por cantidad de productos de base destinados a la fa 
bricaciôn de los almidones y la fécula, de manera que los 
fabricantes de estos productos no resulten perjudicados en 
razôn de los precios comunitarios de sus materias primas y 
como premio por colaborar en la supresiôn de excedentes.
La cuantla de la subvenciôn se détermina por la diferencia 
entre los precios comunitarios de los productos de base y 
el precio a que entiende el reglamento dében adquirir estos 
fabricantes sus materias primas para ser compétitives en - 
el exterior de la Comunidad, y en el interior teniendo en , 
cuenta los precios de determinados productos sustitutivos 
o compétitives.
En este marco, el art. 2, 2, del Reglamento estable­
ce: "Si los precios de los productos de base sobrepasan - 
en el mercado mundial sensiblemente y con persistencia 
las sumas fijadas (precios a los que garantiza la Comuni­
dad la compra de sus materias primas a los fabricantes), 
podrô establecerse un derecho regulador a la exportaciôn 
con el fin de compensar la diferencia entre el precio en 
el interior d:; la Comunidad y el precio sobre el mercado 
mundial",
El procedimiento para establecer este derecho régula 
dor es el tlpico Comisiôn-Comité de gestiôn, regulado en 
el art. 26 de los Reglamentos 120/67 CEE y 359/67 CEE.
El tipo de gravcimen habrâ de tener en cuenta la inc^ 
dencia en el producto final de los productos de base y —  
compensar la diferencia entre el precio a que adquieren - 
los industriales estos productos y sus cotizaciones en
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el mercado mundial.
La finalidad de este derecho regulador, como pone de 
relieve el Reglamento que lo establece, consiste en:
- no perturbar los mercados de los paises terceros - 
mediante exportaciones a precios muy bajos, a causa de la 
subvenciôn que se concede a los fabricantes de los produc 
tos gravados,
- reducir a un nivel razonable los beneficios que se 
conceden a los fabricantes de estos productos.
Impuestos de compensaciôn a la importaciôn
En ciertos sectores, 6 respecto a ciertos productos, 
la protecciôn ordinaria a la producciôn comunitaria lleva- 
da a cabo por el cldsico medio de los derechos aducineros - 
se compléta con la posibilidad de establecer, en circunstan 
cias que pudieran ser calificadas de excepcionales, un im­
puesto a la importaciôn, Para estos productos, la protec—  
ciôn en las fronteras se realiza por medio del Arancel Co­
mün de Aduanas. Se utiliza pues el sistema normal para la 
protecciôn de la producciôn comunitaria, como si estPs pro 
ductos no exigieran el establecimiento de un sistema parti 
cular - como el de los derechos reguladores - a pesar de -
tratarse de productos agricolas y de afectarles las cir--
cunstancias particulares que rodean la producciôn agrlcola,
Pero la especialidad agrlcola se manifiesta, aün en 
estos casos, en la posibilidad de completar los derechos - 
de adûana con un impuesto adicional cuando, dados los ba—  
jos precios a que estos productos llegan al mercado comun^
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tario, aquel impuesto se muestra insuficiente para otorgar 
una protecciôn adecuada,
Derecho regulador e impuesto de compensaciôn partici- 
pan de numerosos elementos comunes. Su fundamento general 
es idéntico: otorgar una protecciôn especial en las fronte 
ras a la producciôn agrlcola. Sus diferencias, no obstante, 
surgen fdcilmente sometiéndolas a un examen detenido:
12) El derecho regulador constituye la protecciôn nor 
mal a la producciôn interior de los productos gravados por 
el mismo, Generalmente constituye la protecciôn linica en - 
las fronteras comunitarias para los productos sobre los - 
que recae. El impuesto de compensaciôn se establece respec 
to a aquellos productos a los que se aplican los derechos 
aduaneros ordinarios, Constituye pues una protecciôn adi­
cional, subsidiaria. En los textos le gales en que se esta 
blecen suele ponerse de manifiesto su carâcter de medida - 
excepcional; "A fin de evitar las perturbaciones debidas a 
ofertas procédé ntes de paises -terceros a precios anormales” 
puede leerse en el Reglamento 2142/7O (productos de la pes 
ca) y "en el caso en que los mercados de la Comunidad su—  
fran o estén amenazados de sufrir perturbaciones graves - 
por el hecho de importaciones efectuadas a precios inferio 
res a un precio de referencia", en la primera redacciôn - 
del Regl’ ento 23 de 1962 (f rut os y hortalizas),
22) Como corolario a la diferencia de sus significa- 
ciones, la técnica de fijaciôn de los tipos de gravamen - 
difiere igualmente. Para la determinaciôn del derecho re­
gulador se atiende a los precios de oferta del mercado - 
mundial, ya que se trata de una figura impositiva que ha
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de gravar toda importaciôn en la Comunidad y que constitu 
ye la protecciôn ünica de la producciôn comunitaria, pro­
tecciôn que se establece ex ante de toda perturbaciôn. El 
tipo de gravamen del impuesto de compensaciôn se obtiene 
teniendo en cuenta los precios a que se estdn efectivamen 
te produciëndo las importaciones, para que, puesto de ma­
nifiesto ex post la existencia de perturbaciones en los - 
mercados de las Comunidades, se supriman estas perturba­
ciones gravando las importaciones futuras.
32) A nivel teôrico puede igualmente senalarse otra 
diferencia. El derecho regulador existe, una vez fijados 
todos sus elementos, de manera constante. En los reglamen 
tos bôsicos se détermina su hecho imponible y las reglas 
a que habrô de ajustarse el ôrgano de la Comunidad compe 
tente para la fijaciôn de los tipos de gravamen. Una vez 
fijados éstos, el tributo estd vigente sin soluciôn aigu 
na de continuidad. Si los precios de importaciôn son su­
periores al precio de umbral, el tipo de gravamen seré. - 
cero, o en determinados supuestos negativo (83), pero el 
derecho regulador continüa vigente. A la Comisiôn sôlo - 
le compete fijar los tipos de gravamen con sujeciôn al - 
mecanismo establecido en los reglamentos bâsicos. El im­
puesto de compensaciôn, por el contrario, como instrumen 
to subsidiario de protecciôn, no disfruta de una vigen—  
cia constante. La regulaciôn del mismo, contenida en los
(93) Para el sector del azücar, se establece en el art.
16 del Reglamento 1009/67 que, cuando el precio CIF 
de importaciôn de ciertos productos del sector sea 
superior al precio umbral "podrà concederse una sub­
venciôn a la importaciôn del producto considerado". 
Esta subvenciôn al derecho regulador, podrla conce- 
birse como un derecho regulador negativo.
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reglamentos bâsicos, se mantiene latente hasta que por el 
procedimiento Comisiôn-Comité de gestiôn - procedimiento 
ordinario que registra algunas excepciones - no sôlo se - 
fijen los tipos de gravamen, sino se décida la aplicaciôn
misma del gravamen, El establecimiento efectivo del im-
puesto de compensaciôn se realiza pues cada vez que las - 
circunstancias lo exigen, Cuando estas circunstancias de- 
saparecen no puede hablarse de la existencia de un impue^ 
to con tipo de gravamen cero, sino de la no vigencia pura 
y simple de este tributo. Esta concepciôn estâ en llnea - 
con la redacciôn de los Reglamentos bâsicos. En aquellos 
en que se establecen derechos reguladores se dispone nor­
malmente que las modalidades de aplicaciôn serdn dictadas 
por el Consejo o por la Comisiôn de acuerdo con el Comité 
de gestiôn y que la cuantla de los derechos serd fijada - 
por la Comisiôn. Por el contrario, en los reglamentos 23 
(frutos y hortalizas) y 2124/70 (productos de la pesca) 
se prevé también la "institutiôn" (debemos traducir por 
el establecimiento del impuesto de compensaciôn) que se­
rd decidida por el procedimiento Comisiôn-Comité de ges­
tiôn.
42) El derecho regulador se aplica con cardcter ge­
neral sobre las importaciones de los productos respecto 
a los que ha sido establecido, cualquiera que sea la pro 
cedencia de éstos. Sôlo excepcionalmente adopta conteni- 
dos especiales segün el pals de procedencia de los pro—  
ductos a los que grava, Por el contrario, el impuesto de 
compensaciôn puede aplicarse o no segün la procedencia - 
de los bienes sobre los que recae, y su tipo de gravamen
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puede ser general para todas las importaciones de bienes 
sujetos Q puede diversificarse segün la procedencia de - 
losproductos gravados.
El impuesto de compensaciôn encuentra su regulaciôn 
tlpica y su desarrollo mds interesante en el sector de - 
les frutos y hortalizas. El Reglamento 23, promulgado en 
1962, preveia ya en su articule 11 el establecimiento de 
este impuesto. Este articule 11 del Reglamento 23 fué re 
dactado de nuevo per el Reglamento 65/65 CEE del Consejo 
y tras algunos retoques sufriô su ültima modificaciôn - 
respecte al memento que se escriben estas pdginas, el 9 
de diciembre de 1969, realizada per el Reglamento 2512/ 
69.
De acuerdo con la regulaciôn vigente, cuando el —  
precio de entrada de un producto procedente de un pals 
tercero se mantenga durante dos dlas sucesivos de merca 
do a un nivel inferior, en al menos 0'5 unidades de - 
euenta, respecte al precio de referencia, serd estableci 
do, salve cases excepcionales, un impuesto de compensa—  
ciôn sobre les productos de la misma naturaleza que se - 
importen de este pals,
El tipo de gravamen serâ la difrencia en unidades - 
cuenta per unidad de peso entre el precio de referencia 
y la media aritmética de los dos illtimos precios de en—  
trada disponibles para dicha procedencia.
El precio de referencia para cada producto del sec 
tor se calcula cada ano y représenta los costes de pro-
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ducciôn en los Estados miembros del producto que se con­
sidéra a los que se suman los costes de comercializaciôn 
hasta la fase de comercio al por mayor. Los precios de - 
entrada se calculan cada dia para cada producto y proce­
dencia, "El precio de entrada para una procedencia deter 
minada es igual a las cotizaciones mds bajas comprobadas 
para al menos el 30% de las cantidades de esta proceden­
cia, comercializadas en el conjunto de mercados represen 
tativos en que son disponibles las cotizaciones, dismi—  
nuidas por:
- los derechos de aduana inscrites en el Arancel - 
aduanero de las Comunidades Europeas.
- los impuestos de compensaciôn eventuales.
- otros impuestos a la importaciôn en cuanto su in- 
cidencia se manifieste en las cotizaciones.
- los gastos de transporte que afecten a estos pro­
ductos desde el punto de entrada en la frontera comunita 
ria a los mercados de importaciôn mds representatives, 
en donde son recogidas las cotizaciones.
En principio, el impuesto de compensaciôn se aplica 
a las importaciones de productos de una sola procedencia 
Pero si las condiciones de establecimiento del impuesto 
se dan para las importaciones originarias de varies pa_l 
ses, seré. establecido un sôlo impuesto de compensaciôn 
comün para todas estas procedencias, cuyo tipo de grava 
men serd igual a la diferencia entre el precio de refe­
rencia y la media aritmética de los precios de entrada 
medios de los productos importados de cada una de las - 
procedencias afectadas.
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El impuesto se deroga respecte a las importaciones de 
determinada procedencia cuando los precios de entrada del 
producto gravado se sitiien a un nivel igual o por debajo - 
del precio de referencia durante dos dlas consécutives de 
mercado.
Deberd seguirse el procedimiento Comisiôn-Comité de - 
gestiôn para dictar las reglas de aplicaciôn del tribute, 
los côeficientes de adaptaciôn para tener en cuenta las dl 
■ferentêEB calidades de un producto y los precios de referen 
cia.
Igualmente se decidird, siguiendo el citado procedi—  
miendo, el establecimiento y derogaciôn del impuesto y la 
modificaciôn de los tipos de gravamen. Pero en este punto, 
la nueva redacciôn que a los ültimos apartados del art. 11 
del Reglamento 23 da @1 Reglamento 2512/69, introduce una 
interesante novedad: "Sin embargo, en el intervalo de las 
reuniones periôdicas del Comité de gestiôn, estas medidas 
serôn dictadas por la Comisiôn. En este caso, taies medâ 
das serân vdlidas hasta la entrada en vigor de las medidas 
eventuales tomadas siguiendo el procedimiento previsto en 
el art. 13", (Procedimiento Comisiôn-Comité de gestiôn).
El Reglamento de 20 de Octubre de 1970 (Regto,2142/ 
70 CEE del Consejo) estableciendo la organizaciôn comün - 
de mercados en el sector de la pesca, ofrece para los pro 
ductos de este sector, en su art. 18, una regulaciôn equ_i 
valente a la expuesta para los frutos y hortalizas, Debe 
hacerse notar, s in embargo, la existencia en esta régula-.
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ciôn, junto a precios de referencia independientes, de pre 
cios de referencia derivados, bien del existante para los 
productos de que son transformaciôn o bien del precio de - 
orientaciôn vigente.
El Reglamento de 28 de abril de 1970 (816/70 CEE - 
del Consejo) que dicta disposiciones complementarias en ma 
teria de organizaciôn comün del mercado viti-vinicola, en 
su articule 9 establece una reglamentaciôn para el Impues­
to de compensaciôn en este sector que difiere un tanto de 
la descrita: Los precios de referencia se determinan nor—  
malmente derivândolos de los de orientaciôn: El sustraendo 
no estâ constituido por el precio de entrada, sino por el 
precio de oferta franco frontera. El tipo de gravamen estâ 
constituido por la diferencia entre el precio de referen—  
cia de un producto y su precio de oferta franco frontera - 
mds los derechos de aduana. Se admite la posibilidad de no 
aplicar el impuesto de compensaciôn a ciertos vinos de ca- 
lidad.
Tanto este Reglamento como el que se refiere a los - 
productos de la pesca establecen que el impuesto de compen 
saciôn no se percibirâ a los paises terceros que estén di^ 
puestos a garantizar y estén en condiciones de hacerlo que 
los precios no serân inferiores al precio de referencia - 
menos los derechos de aduana, en relaciôn con los produc—  
tos viti-vinicolas, y al precio de referencia simplemente 
en el sector de los productos de la pesca.
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Estamos, pues, ante otro caso en que el legislador co- 
munitario se despreocupa de la vertiente financiera de los 
gravdmenes agricolas. Asegurada la protecciôn comercial de 
los productores comunitarios, el gravamen de las importa—  
clones carece para el legislador de todo sentido. Esta con 
ducta quizds se revise en el presente, ya que estos grayd 
menes tienen el 1 de enero de 1971, trascendencia presupue^' 
taria para las mismas Comunidades.
El Reglamento 136/66 CEE, estableciendo una organiza 
ciôn comün de los mercados en el sector de las materias - 
grasas dispone: "Cuando los productos enumerados en el - 
art.l, pdrrafo 2, letras a y b, sean importados de terce­
ros paises en cantidades y en condiciones que supongan - 
efectivamente, o amenacen, un perjuicio grave para los —  
productores comunitarios de los bienes a que se refiere 
el artlculo primero, pdrrafo 2, podrd ser percibido un de 
recho compensatorio a la importaciôn de aquélios".
"Igualmente, podrd percibirse un derecho de compensa 
ciôn a la importaciôn de los productos a que se refiere el 
artlculo primero, pdrrafo 2, cuando, como consecuencia de 
subvenciones o primas concedidas directa o indirectamente 
a estos productos por uno o varios palses terceros, o por 
medidas équivalentes, las ofertas efectivas de estos pro­
ductos no correspondan a los precios que régir lan en au- 
sencia de estas medidas o prdcticas, siempre que tal si—  
tuaciôn cause o amenace causar un perjuicio importante a 
la producciôn en la Comunidad de los productos a que se - 
refiere el artlculo primero, pdrrafo 2",
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En este Reglamento no se habla siquiera de impuesto - 
de compensaciôn (taxe compensatoire) sino de derecho corn—  
pensatorio, de compensaciôn (montant compensatoire)
Es necesario poner de manifiesto el distinto alcance 
objetivo del pdrrafo primero y segundo de este artlculo.
Mientras, conforme al pdrrafo primero, sôlo procédé el es­
tablecimiento del derecho compensatorio respecto a los pro 
ductos del art. 1 2, a y b, es decir, para los productos
del sector, salvo el aceite de oliva y los productos con -
él relacionados, para los que, como vimos, se exige un de­
recho regulador a la importaciôn, en el pdrrafo segundo se
prevé el establecimiento del derecho a la importaciôn sobre 
todos los productos del art. 1, apartado 1, es decir, todos 
los productos a que se refiere el Reglamento, incluldo el 
aceite de oliva, y los productos relacionados con él. La f^ 
gura es extraha en cuando hace coincidir - en determinadas 
circunstancias - un derecho regulador con un derecho de corn 
pensaciôn. En realidad, el derecho de compensaciôn a que se 
refiere este segundo pdrrafo es excepcional, y mds que un - 
gravamen protector, mds o menos ordinario, constituye una 
cautela, un mecanisno de seguridad adicional, una fôrmulade 
defense, antidumping, que difiere un tanto de los supuestos 
mds objetivos en que encajan los impuestos de compensaciôn.
Impuestos a la exportaciôn
Estes impuestos tienen cardcter excepcional. Se in 
sertan en el contexte de ciertas medidas de salvaguardia 
previstas para cuando se presenten perturbaciones graves
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respecto a déterminados productos en uno o varios palses - 
comunitarios. Si hemos puesto de relieve el cardcter no or 
dinario del impuesto de compensaciôn a la importaciôn, de- 
bemos extremar esta idea respecto a los impuestos a la ex­
portaciôn, los cuales estdn previstos para afrontar con cA 
rdcter de urgencia y excepcional situaciones anormales.
El impuesto de compensaciôn a la importaciôn constitu 
ye una medida complementaria, aplicable en los casos en - 
que el Arancel de Aduanas se muestra insuficiente para otor 
gar la protecciôn debida al mercado comunitario. Pero su - 
utilizaciôn no puede calificarse de excepcional o anormal, 
El impuesto a la exportaciôn sôlo podrd aplicarse en cambio 
cuando el cardcter grave de una situaciôn lo aconseje.
En el art, 18 del Reglamento 121/67 (carne de cerdo) y 
en los art, 12 de los Reglamentos 122/67 y 123/67 (huevos y 
carne de ave), asl como en el art. 2 del Reglamento 2513/
69 (frutos y hortalizas) se prevé la posibilidad de que - 
se aplique en los intercambios con los terceros palses, en 
caso de perturbaciones graves en sus mercados, las medidas 
apropiadas para hacer desaparecer taies perturbaciones. E_s 
tos artlculos encomiendan al Consejo, que siguiendo el pro 
cedimiento del art. 45, 2, del Tratado, dicte las reglas - 
de aplicaciôn de este precepto.
El Consejo ha hecho uso de estos poderes y ha promul­
gado los reglamentos siguientes: Reglamento 2514/69 CEE,de 
9 de diciembre (sector frutos y hortalizas) y Reglamentos 
2593, 2594 y 2595 de 18 de diciembre de 1969 (sectores de 
cerdo, huevos y carne de ave). Los cuatro reglamentos de- 
finen las condiciones de aplicaciôn de las medidas de sal
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vaguardia y presentan en general reglamentaciôn équivalen­
te de esta problemôtica.
Cuando, teniendo en cuenta una serie de elementos co­
mo el volumen de las exportaciones e importaciones, la t ^  
d encia excesiva al alza o a la baja de precios, etc. des cri. 
tos en los Reglamentos, se compruebe que "el mercado de uno 
o varios productos, sufre o amenaza sufrir, a causa de los 
flujos de importaciôn o exportaciôn existentes, perturbaci£ 
nés graves, susceptibles de poner en peligro los objetivos 
del art, 39 del Tratado CEE, se podrôn adoptar las medidas 
de salvaguardia siguientes:
- suspender las importaciones o las exportaciones,
- establecer un impuesto a la exportaciôn.
Estas medidas deberôn ser decididas por la Comisiôn 
en las condiciones y con las limitaciones fijadas por es­
tos Reglamentos, El margen de discrecionalidad dejado a la 
Comisiôn por estos textos es extraordinariajnente amplio:
- Podrd limitarse o no a determinados destines, cali­
dades de los productos o formas de presentaciôn,
- Podrd limitarse o no a las exportaciones de ciertas 
regiones de la Comunidad,
- Las ünicas restricciones que imponen a la Comisiôn 
los Reglamentos que comentamos son:
- El impuesto a la exportaciôn solo puede ser esta—  
blecido sobre las importaciones a los palses terceros,
- Sôlo .puede ser establecido con el rigor y por la - 
duraciôn estrictamente necesarias.
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Los Estados miembros pueden adoptar las medidas seha 
ladas con cardcter provisional hasta que la Comisiôn adO£ 
te su decisiôn al respecto. Pero en lo que se refiere al 
impuesto a la exportaciôn, los Estados miembros sôlo podr&i 
exigir que sea consiqnado el importe de sus cuotas o garan 
tizado su pago. No nacerd la deuda tributaria en firme ha£ 
ta que la Comisiôn décida la aplicaciôn del impuesto.
La figura es relativamente extraha. Se prevé el esta­
blecimiento del impuesto por la Comisiôn con cardcter re—  
troactivo. Se exige la consignaciôn o la garantia condicio 
nal respecto a un impuesto aün no establecido. Tal garan—  
tla o consignaciôn quedan sin efecto si la Comisiôn no es­
tablece el gravamen o simplemente, creemos, si no lo esta­
blece con cardcter retroactive.
Este mecanismo permite que el impuesto,aün decidido 
originaricimente por los Estados miembros,pase a formar par 
te de los recursos propios de las Comunidades. Recordemos 
que los gravdmenes agrlcolas sobre cl trdfico externe de - 
las Comunidades han de ser establecidos por las institucio 
nés comunitarias para que figuren directamente en el presu 
puesto de las Comunidades. El poder de ültima palabra deja 
do a la Comisiôn permite que estos impuestos se consideren 
atribuidos como recursos propios a las Comunidades.
Todo Estade miembro puede someter al Consejo las me­
didas referidas para su modificaciôn o anulaciôn en un pla 
zo de très dlas a contai* desde el dia en que fueron dicta 
das, El Consejo podrd modificaria siguiendo el procedimien 
to del art, 43, 2, del Tratado de Roma.
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Derechos compensatorios establecidos en relaciôn 
con la instauraciôn en los Estados miembros de - 
tipos de cambio flotantes.
El marco alemân en 1968, éste y el florin en la prj. 
mavera de 1971, y las demâs monedas de los Estados miembros 
con la excepciôn, en cierto sentido, del franco francés en 
el verano de este ano, adoptaron temporalmente tipos de - 
cambio flotantes. Las fluctuaciones de estas monedas res­
pecte a la unidad de cuenta llevaba consigo que las impor­
taciones de estos paises se realizaran a precios efectivos 
mds bajos y las exportaciones a precios mds elevados que 
si se hubieran mantenido los tipos de cambio dentro de los 
limites normales de acuerdo con la reglamentaciôn moneta—  
ria internacional. Estos fenômenos creaban extraordinarias 
pertubaciones en el mercado agricola, comunitario: desvia- 
ciones de trdfico entre Estados miembros, aplicaciôn inco- 
rrecta de los mecanismos de intervenciôn, etc.
Para evitar esta situaciôn, Alemania estableciô unila 
teralmente en 1968 impuestos compensatorios en sus fronte- 
ras. Este tipo de medidas unilatérales se han evitado en - 
la situaciôn creada por la introducciôn de nuevo de tipos 
de cambio flotantes. El 9 de mayo de 1971 el Consejo de 
nistros aceptô con cardcter provisional ei establecimien­
to de tipos de cambio flotantes por los Estados miembros.
La medida habla tenido pues la bendiciôn, amarga bendiciôn 
comunitaria, Los mecanismos para evitar sus efectos adver­
ses tcimbién fueron comunitarios. El Consejo aprobô el Re­
glamento de 12 de mayo de 1971 relative a ciertas medidas 
coyunturales a adoptar en el sector agricola como conse—
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cuencia de la instauraciôn temporal de tipos de cambio flo 
tantes.
Este Reglamento autoriza a los Estados miembros con - 
tipos de cambio flotantes a percibir a la importaciôn o a 
concéder a la exportaciôn de productos agricoles un derecho 
compensatorio,
El derecho compensatorio a percÜr en la importaciôn, 
a diferencia del de la generalidad de los demds gravdmenes 
agricoles, no es especifico, sino ad valorem, constituido 
por una alicuota del valor de la importaciôn. Su cuantia - 
estd constituida por el porcentaje que représenta la dife 
rencia entre:
- la media aritmética de los tipos de cambio al conta 
do durante un periodo de tiempo, entre la moneda del Estado 
afectado y el dôlar de los Estados Unidos, y
- la paridad oficial de aquella moneda declarada al - 
Fonde Monetario Internacional y aceptada por éste.
Las reglas de aplicaciôn del tribute se han de dictar 
con arreglo al procedimiento Comisiôn-Comité de gestiôn,
Por este mismoprocedimiento se fijan los tipos de gravamen 
Pero no se fijarân éstos y no podrd exigirse el gravcunen:
- Cuando el tipo de gravamen résultante de las relias 
expuestas sea inferior a 2,50%,
- Cuando el tipo de gravamen représente una cantidad 
insignificante en relaciôn con el valor medio del produc­
to.
- Cuando la fluctuaciôn de los tipos de cambio no en- 
trahen perturbaciones en los intercambios de productosagrl 
colas.
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La Comisiôn, por si misma, podrd modificar los tipos - 
cuando de la aplicaciôn del mecanismo mds arriba descrito 
resuite una modificaciôn de éstos, de, al menos, un 1 por 
ciento.
El problema mds interesante q„e présenta este gravamen 
desde la perspectiva de nuestro trabajo es el de su —  
adscripciôn o no al presupuesto comunitario. Este gravamen 
se establece'sobre las importaciones no sôlo procédantes - 
de terceros palses sino también de otros Estados miembros. 
Ademds de los productos del anexo II del Tratado se gravan 
otros productos asimilados, oficialmente no agrlcolas.
El problema en este punto se circunscribe a la eues—  
tiôn de si los derechos compensatorios se establecen o no 
por las instituciones comunitarias, Los elementos esencia- 
les de estos derechos se fijan por los ôrganos comunitarios 
pero se deja a los Estados libertad respecto a la aplica—  
ciôn o no del impuesto, Sin embargo, esta libertad se expre 
sa de tal manera en elreglamento, que no permite claramen- 
te una interpretaciôn que niegue el cardcter comunitario 
del establecimiento del gravamen.
En el art. 1 del Reglamento de 12 de mayo de 1971 se 
dice que "si para las transacciones comerciales un Estado 
miembro admite para su moneda un tipo de cambio superior - 
al limite de fluctuaciôn autorizado por la reglamentaciôn 
internacional, estard autorizado:
"a)a percibir a la importaciôn derechos compensatorios"
El Estado miembro estd autorizado a percibirlo , pero 
esto no supone que por si mismo establezca el gravamen, Co 
mo hemos dicho, los elementos esenciales de este impuesto
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se determinan por las Comunidades.
Pero si estd autorizado a percibir, podrd renunciar 
a hacerlo. ^Es esto compatible con un tributo cuyo produc 
to no le pertenece?
El poder del Estado miembro résulta, no obstante,muy 
limitado. Sôlo puede aceptar o rechazar en bloque el gra­
vamen, ya que el art. 6 del Reglamento le prohibe hacer - 
utilizaciôn parcial o temporal de la autorizaciôn.
La voluntad del Consejo parece Clara, Al utilizar el 
término percibir respecto al Estado se querla dar carde—  
ter comunitario al Reglamento por razones financieras o - 
por puras razones politicos. Pero la voluntad de un ôrga 
no de la Comunidad no es déterminante para atribuir un - 
tributo a las Comunidades, este tributo, para ser recurso 
propio, ha de reunir objetivamente los requisitos que ex± 
ge el art, 2 de la decisiôn de 21 de abril de 1970,
Ailn reconociendo el cardcter dudoso de nuestra solu- 
ciôn, nos inclinâmes en favor de una atribuciôn delproduc 
to de estos derechos a las Comunidades, entendiendo que - 
son los poderes comunitarios los que establecen verdadera 
mente esta figura tributaria.
E, Estudio analltico de los gravdmenes agrlcolas inte 
riores establecidos en el marco de la organizaciôn 
comün de mercados en el sector del azücar,
El pdrrafo 1 del art, 27 del Reglamento 1009/67 e_s 
tablece: "Los Estados miembros percibirdn de los fabrican-
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cantes de aziicar afectados, una cotizacldn sobre la produc 
ciôn en razôn de la cantidad de azücar producida que sobre 
pase la cuota de base sin exceder la cuota mdxima" (94).
El art. 32 ofrece, no obstante, a los fabricantes de azü­
car, la posibilidad de transferir a la campaha siguiente, 
mediante almacenamiento, el azücar que excede la cuota de 
base en una cantidad no superior al 10 por ciento de dicha 
cuota. En el cdlculo de la cotizaciôn, como veremos, esta 
cantidad almacenada se deduce de la base.
Estamos, pues ante un gravamen de naturaleza impositj. 
va, cuyo hecho imponible consiste en la producciôn de azü 
car por encima de la cuota de base asignada al contribu—  
yente - titular de la fübrica azucarera - por cada una o 
por el conjunto de sus explotaciones, siempre que esta can 
tidad, no siendo superior al 10 por ciento de la cuota de 
base y habiéndose dado las condiciones que el art. 32 del 
Reglamento exige, no sea objeto de transferencia al ejer- 
cicio siguiente;
Un impuesto sobre la producciôn es igual a un impue_s 
to sobre las ventas mds los incrementos de existencias en 
el periodo impositivo. Si quedan fuera del hecho imponi—  
ble o de la base la totalidad de las transforencias, me—  
diante almacenamiento a la campaha siguiente, no se grava 
la producciôn del azücar sino su venta, Como la base se - 
reduce exclusivamente en la cuantia de las citadas transfe 
rencias que no exceda del 10 por ciento, nos encontramos 
con un impuesto mixto sobre la producciôn y sobre las ven 
tas.
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La base, o pardmetro si se prefiere, estd constituida 
por la cantidad de azücar en unidades de peso producida - 
que exceda la cuota de base, menos la cantidad de azücar - 
transferida a la Ccimpaha siguiente y menos la que exceda - 
de la cuota mdxima, El tipo se calcula dividiendo las car- 
gas financieras que supone a las Comunidades la venta de - 
la cantidad de azücar producida que excede la cantidad de 
base, por las cantidades producidas que excedan la cuota - 
base por todas las fâbricas o empresascomunitarias. El re- 
sultado serü el tipo especifico a aplicar por unidad de pe 
so, équivalente a los gastos medios colectivos que dicha - 
unidad origina.
Pero este tipo de gravamen no puede sobrepasar una de 
terminada cifra limite que fija el Consejo siguiendo el —  
procedimiento que establece el art, 43, apartado 2, del - 
Tratado de Roma. El Reglamento 1206/70 fija este tipo mâx_i 
mo para la campaha 1970-1971 en 8'97 unidades cuenta/lOO - 
kgs. de azücar blanca. La razôn del establecimiento de e_s 
te tipo müximo radica en el deseo de reservarse el Consejo 
la faculte^ d de controlar los ingresos netos minimes a obte 
ner por el fabricante, asl como hacer posible la vigencia 
de un precio mlnimo para la remolacha cuya transformaciôn 
exceda las cuotas de base de azücar.
(94) Sobre los conceptos de cuota de base y de cuota mdxima 
véase lo expuesto anteriormente bajo el eplgrafe:
"Los gravdmenes agrlcolas interiores".
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El fabricante, que no podrd repercutir este impuesto a 
sus compradores, dadas las condiciones de un mercado exce 
dentario, goza en cambio de una facultad legal de repercu—  
tirlo parcialmente a sus suministradores de remolacha y de 
caha. "Los fabricantes de azücar - dice el art. 27, pdrrafo 
42 - podrdn exigir de los vendedores la devoluciôn de un - 
porcentaje de esta cotizaciôn que podrd ser diferente segün 
los productos de base, en funciôn de la cantidad de remola­
cha o de caha que corresponda al azücar por la que se esta­
blece esta cotizaciôn". Este porcentaje fué fijado en el 
60% para la campaha 1970-1971 por el Reglamento 1206/70. E£ 
tamos, pues, ante un ejemplo de impuesto legalmente repercu 
tible, aün cuando lo sea sôlo parcialmente. Pertenece, pues, 
parcialmente también, a la categorla de impuestos indirectes 
en la rigurosa definiciôn de éstos realizada por Sdinz de - 
Bujanda (95).
Las modalidades de aplicaciôn de este gravamen serdn - 
dictadas por la Comisiôn de acuerdo con el Comité de gestiôn 
siguiendo el procedimiento que ya hemos descrito en otra par 
te de este trabajo.
Gravamen establecido por el art. 25 del Reglamento 
1009/67
El artlculo 25 del Reglamento 1009/67 prohibe la ven 
ta en el mercado interior comunitario del azücar producido
(95) Fernando Sdinz de Bujanda, Impuestos directes e impues 
tos indirectes. Anâlisis jurldico de una vieja distin- 
ciôn.
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que osbrepase la cuota mdxima asignada a cada empresa, con 
do5 excepciones:
- en caso de escasez comprobada de azücar en la Comu­
nidad.
- en el caso en que haya sido transferido de una ceim- 
paha azucarera a otra en las condiciones que expresa el ar 
ticulo 32 del mismo Reglamento (si bien a este azücar no - 
le serd garantizado un precio mlnimo mediante los mecanis­
mos de intervenciôn).
Esta prohibiciôn no se hace efectiva preventivamente 
con cardcter absolute, sino que se dispone que su infrac- 
ciôn se sancione con la aplicaciôn de un impuesto sobre el 
azücar que, encontrdndose en la situaciôn descrita, sea ab 
sorbida por el mercado interior.
Se trata, pues, de un impuesto sobre las ventas inte­
riores de azücar, de cardcter formalmente punitive (de he­
cho constituye un instrumente mds de la polltica agricola: 
su cardcter sancionador no es mds que un medio de fundamen 
taciôn, una forma de presentaciôn), cuya naturaleza en na- 
da difiere del establecido en el art. 27 del mismo Régla—  
mente. Al igual que éste, sus modalidades de aplicaciôn se 
adoptan utilizando el mecanismo Comisiôn-Comité de gestiôn 
establecido en el art. 40 del Reglamento 1009/67.
Cotizaciôn de los productores de azücar, estableci- 
da para financiar los gastos de almacenamiento de - 
este producto.
El art. 8 del Reglamento 1009/67, reformado en su -
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apartado 12 por el Reglamento 2100/68 de 20 de diciembre de 
1968, prevé que los gastos de almacenamiento del azücar se- 
rân reembolsados a tanto alzado por los Estados miembros,El 
mismo artlculo establece que "los Estados miembros percibi- 
rân una cotizaciôn de cada fabricante de azücar por unidad 
de peso de azücar producida".
Se trata, pues, de un impuesto a la producciôn a confd^  
gurar por los poderes comunitarios, en cuyo establecimiento 
no tienen müs limitaciôn que la exigencia de que la cotiza­
ciôn ha de ser general e idéntica en toda la Comunidad,
Otra limitaciôn a estos poderes se dériva, aün cuando 
no conste expresamente en el texto del art, 8 del reglamen 
to, de la relaciôn entre la cotizaciôn y el reembolso en - 
razôn del almacenamiento de azücar, El impuesto encuentra 
pues el limite lôgico de su funciôn y finalidad positiviza 
da en los textos légales que lo introducen. Su producto no 
puede ser superior a la carga financiera que suponga el re 
embolso de los gastos de almacenamiento.
Las reglas de aplicaciôn de la cotizaciôn se determi­
nan por el Consejo con arreglo al procedimiento del art.43 
2, del Tratado de Roma y el tipo de gravamen serü fijado - 
por el procedimiento usual de Comisiôn-Comité de gestiôn.
El Consejo, haciendo uso de sus atribuciones, dictô en 
el Reglamento 750 CEE de 18 de junio de 1968 las referidas 
reglas de aplicaciôn. De acuerdo con este reglamento - y - 
con el citado art, 8 del Reglamento de base - se trata de 
un impuesto cuyo hecho imponible es la fabricaciôn de azü­
car, el sujeto pasivo el titular de la empresa productora, 
la base la cantidad en unidades de peso del azücar blanca
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y oruta producida, asl como en los jarabes afectados por - 
el art. 8 citado, producidos dentro delcupo mâximo atribu^ 
do a cada fâbrica o empresa, El tipo de gravamen serd el - 
especifico que se sehale por el procedimiento Comisiôn-Co­
mité de gestiôn, debiendo ajustarse éste a la régla que el 
art. 6 del Reglamento 750/68 establece: "La cotizaciôn se 
fijarâ de forma que, para una campaha azucarera, la suma - 
prévisible de las cotizaciones sea igual a la suma prévis^ 
ble de los reembolsos". Vemos aqul como el impuesto y los 
gastos de almacenamiento quedan ligados en cuanto los gas­
tos indicados determinan el tipo de gravamen. Pero sôlo en 
este ëLemento y en la fundamentaciôn del establecimiento mi£r. 
mo del impuesto existe relaciôn entre la cotizaciôn a que 
nos referimos y los gastos de almacenamiento, sin que norma 
comunitaria alguna establezca la afectaciôn de este tributo 
al pago de estos gastos. No estamos, pues, ante la afecta^ 
ciôn de un ingreso a un gasto determinado,sino ante el fe- 
nômeno de la positivaciôn del fundamento de un impuesto que 
incluye la positivaciôn del fundamento de su cuantia.
El impuesto descrito, al contrario que los demâs gravâ 
menes agricolas a que nos hemos referido en este trabajo, 
realiza una funciôn puramente financiera. Este gravamen no 
desempeha mds papel que el simplemente recaudatorio: Se e_s 
tablece para compensar a las Comunidades de unos gastos —  
asumidos como resultado de la polltica agricola comunitaria 
Hasta ahora habiamos visto como los gravdmenes de que las 
Comunidades disponen para hacer frente a sus cargas presu—  
puestarias hablan sido establecidos con finalidades esencia 
les diferentes: elevar los precios de los productos importa
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dos, penalizar una producciôn excesiva, etc., sôlo derivati- 
vamente realizan una funciôn financiera.
El impuesto a la producciôn del azücar que acabamos de 
describir no tiene otro significado que el puramente finan 
cierto. <^ Tienen. las instituciones comunitarias atribuldos - 
poderes para instaurar este impuesto? Los poderes que el - 
Tratado les confiere deben encaminarse a la realizaciôn de 
la polltica agricola comün. ^Puede apoyarse en estos poderes 
el establecimiento de un gravamen con la exclusiva finalidad 
de financiar esta polltica?
Creemos que résulta dudoso que las Comunidades cuentan 
con poderes para el establecimiento de este impuesto. La po 
sitivizaciôn de su fundamento, la limitaciôn de la cuantia 
de su recaudaciôn a la necesaria al sostenimiento de cargas 
concretas de la polltica agricola, enmarca no obstante al - 
tributo en el contexte de la polltica agricola y lo acerca 
al cauce de competencias de que gozan las Comunidades.
-  5 1 1  -
4. EL RECARGO SOBRE LOS IMPUESTOS SOBRE EL VALOR AMDIDO 
DE LOS ESTADOS MIEMBROS
El art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, como 
vimos, establece que a partir del 1 de Enero de 1975 el pre 
supuesto de las Comunidades se financiarâ exclusivamente - 
por recursos propios, incluyéndose en éstos, en esta fecha, 
los ingresos procedentes de la aplicaciôn de un gra
vamen cuyo tipo, que no sobrepasard el 1 por ciento, se —  
aplicarâ sobre el objeto (96) uniforme del impuesto sobre - 
el valor ahadido vigente en los Estados miembros.
En base unicamente a esta decisiôn no puede determiner 
se la mecânica de adscripciôn de este ingreso al presupues­
to de las Comunidades. Las normes reglamentarias que se pro 
mulguen cucindo se acerque la fecha en que el recargo se ha- 
ga efectivo determinarân las condiciones de puesta a dispo- 
siciôn de las Comunidades de este recurso.
En principio, y siempre que para el mismo se conserver 
las llneas que han inspirado el Reglamento de 2 de Febrero
de 1971, debe entenderse que se trata de un auténtico im--
puesto comunitario y no de un simple mecanismo para fijar - 
ciertas contribuciones de los Estados miembros. Lo que no - 
estâ en contradicciôn con que este impuesto pueda ser ges—  
tionado por las Adininistraciones de los Estados miembros,
(96) Hemos traducido assiette por objeto. El sentido exacte 
de este término aqul es el de operaciones efectivamente 
gravadas, es decir, las que no son objeto de supuestos 
de do sujeeciôn o de exenciôn.
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ya que dicha gestiôn se 1levaria a cabo por cuenta de las 
Comunidades.
Como ha sido anteriormente expuesto, la aplicaciôn de 
este impuesto en favor de las Comunidades estd condiciona- 
da a la adopciôn de una base uniforme en al menos très de 
los Estados miembros. Sin esta condiciôn el impuesto serd 
sustituldo por contribuciones de los Estados, distribuldas 
entre ellos de acuerdo con la clave de la relaciôn de sus 
respectives Productos Nacionales Brutos a los precios del 
mercado. Si la base uniforme del Impuesto sobre el valor - 
ahadido no se aplica en la totalidad de los palses miembros 
pero si en très o mds de ellos, el impuesto comunitario se 
ria establecido en éstos, participando los restantes en el 
sostenimiento del presupuesto con contribuciones repartidas 
de acuerdo con el peso relativo de su Producto Nacional Bru 
to en el Producto Nacional Bruto global de las Comunidades 
(97)
El cdlculo se llevarla a cabo de la manera siguiente: 
El sddo presupuestario que resuite de restar la la suma de 
gastos los rendimientos previstos para los derechos de adua 
na y los gravdmenes agrlcolas, serd repartido entre los Es­
tados miembros en proporciôn a su Producto Nacional Bruto 
relativo. La cantidad que corresponda a cada uno de los pai 
ses que no aplique aün la base uniforme comunitaria en su - 
impuesto sobre el Valor Ahadido, deberd transferirse a las 
Comunidades en concepto de contribuciones y el resto serd -
(97) Art. 4, ns 2 y 3 de la Decisiôn de 21 de Abril de 
1970.
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financiado por medios del recargo comunitario sobre los 
impuestos sobre el Valor Ahadido aplicado en los paises 
que ya cuenten con dicha base uniforme.
A, Caractères générales del recargo
Este recurso propio del presupuesto comunitario se 
diferencia de los otros dos (derechos de aduana y gravdme­
nes agricolas) en que se créa por razones puramente finan­
cieras, es decir, que se establece exclusivamente para so- 
portar las cargas comunitarias. Los otros dos tributos —  
existian con anterioridad a su atribuciôn a las Comunida—  
des en bénéficie de los Estados miembros. La Deceisiôn de 
21 de Abril de 1970 ni los créa, ni establece el marco de 
su creaciôn.
Esta Decisiôn dispone simplemente su atribuciôn. Se - 
trata respecto a ellos de la conversiôn de un tributo esta 
tal preexistente en un tributo comunitario. En cambio, el 
recargo sobre los impuestos sobre el Valor Ahadido de los 
Estados miembros constituird un ingreso nuevo, que proven- 
drd de un recargo sobre una figura préexistante y no impl_i 
card el abandono de medios de financiaciôn por parte de - 
los Estados miembros. Los Estados miembros continuardn re- 
caudando en provecho propio sus impuestos sobre el valor 
ahadido respectivos. El recargo comunitario se superpondrd 
a éstos, incrementando las cargas a soportar por los con—  
tribuyentes,
También se diferencia este impuesto de los otros re—  
cursos propios por su funciôn financiera pura. Los derechos
- 514 -
de aduanay los gravdmenes agrlcolas no realizan una fun 
ciôn esencialmente financiera: son elementos de la pollti 
ca comercial y de la polltica agricola comunitaria. Sobre 
este punto ya hemos insistido anteriormente. Su configura 
ciôn y el nivel de sus tipos de gravamen vienen détermina 
dos normalmente por consideraciones extrafinancieras. No 
son medios con los que se pueda contar con autonomla para 
satisfacer las necesidades recaudatorias de las Comunida­
des. Los ingresos que proporcionan son un resultado margi 
nal de sus funciones comerciales.
El recargo sobre los impuestos sobre el Valor Ahadido 
de los Estados miembros es susceptible deadaptarse a las 
necesidades financieras de las Comunidades ya que no ha - 
de atender a otras consideraciones. Sujetdndose a los pro 
cedimientos establecidos para la aprobaciôn del presupues 
to, las instituciones comunitarias podrdn establecer el - 
tipo de gravamen de este impuesto de manera que se logre 
el equilibrio presupuestario, con la sola utilizaciôn de 
los recursos propios. Este tipo no podrd exceder, sin em­
bargo, del 1 por ciento.
El impuesto sobre el valor ahadido comunitario recuer 
da en cambio al gravamen CECA. Como éste, desempeha una - 
funciôn puramente financiera.También el gravamen CECA gra 
va el Valor Ahadido - si bien el Valor Ahadido medio y - 
sin que esto transcienda al piano jurldico externo.Pero - 
el recargo comunitario, a diferencia del gravamen sobre - 
la producciôn de carbôn y de acero, se remite a una legis 
laciôn nacional, aunque ésta se produzca en los estrechos 
limites que las directrices comunitarias le permiten.
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Con el Impuesto sobre el Valor Ahadido comunitario el 
presupuesto de las Comunidades se asegura un tributo de am 
plia base, flexible al crecimiento econômico, que puede - 
serle suficiente, al menos,a medio plazo.
En otra parte de este trabajo nos hemos referido a - 
las contraindicaciones en términos de justicia de la elec- 
ciôn de este gravamen. Pero los redactores de la Decisiôn 
de 21 de Abril de 1970 se movlan en cauces muy estrechos y 
diflcilmente podlan haber encontrado una figura mds apro—  
piada que un Impuesto sobre el Valor Ahadido.para comple- 
tar el cuadro de los recursos propios. A las virtudes fi—  
nancieras del tributo se une la dependencia de la regula­
ciôn del mismo de los centros de decisiôn comunitarios.
Las opciones se reduclan a:
- La creaciôn de una figura tributaria nueva, que a 
la manera del gravamen CECA, fuera regulada y administra- 
da directcimente por los ôrganos de las Comunidades. La vo 
caciôn general de las Comunidades aconsejaba que este tri. 
buto gravara un amplisimo e spectre econômico y las necesi­
dades financieras comunitarias exiglan que fuera capaz de 
producir un generoso rendimiento. Las dificultades teôri- 
cas y prdcticas de esta opciôn la convierten en el momen- 
to présente en una indiscutible utopla. (98)
(98) Es dificil concebir una magnitud econômica general no 
cubierta con los tributos nacionales vigentes. La so- 
luciôn de establecer un impuesto comunitario sobre 
una de las manifestaciones econômicas gravadas ya - 
la renta, el patrimonio o el gasto -, con estructura 
y regulaciôn propia, diferente a la existente en los 
Estados miembros, se enfrentaria a las dificultades -
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- El aprovechamiento de algün tribute existante para 
lograr su transferencia total o parcial en fsvor del teso 
ro comunitario o para utilizar su estructura y establecer 
sobre la misma, en forma de recargo, un impuesto en favor 
de las Comunidades, En una perspectiva teôrica el abando- 
no de un impuesto por parte de les Estados miembros pare- 
ce la soluciôn mâs adecuada para financiar gastos que se 
producer a nivel comunitario en sustituciôn de gastos na- 
cionales. El recargo es la soluciôn que corresponde a la 
financiaciôn de gastos que satisfacen necesidades colecti 
vas nuevas a nivel de j,as Comunidades. Siendo dificil obte 
ner nuevos sacrificios financières de les Estados miembros 
que han debido renunciar a sus derechos de aduana y a sus 
gravâmenes agrlcolas, y que han de hacer frente, aun cuan 
do las Comunidades les sustituyan en algunas de sus obliga 
clones y responsabilidades, a necesidades colectivas cre—  
cientes, se hacla precise recurrir al sistema del recargo. 
El recargo habîa de establecerse sobre un impuesto unifor­
me, aplicado por todos les paises miembros y cuyos elemen- 
tos esenciales no pudieran ser modificados autônomamente 
por les poderes nacionales. Sôlo el impuesto sobre el Valor 
Ahadido podla reunir las condiciones referidas.
prdcticas del establecimiento de un aparato législatif 
vo y administrative independiente. E.ste aparato ha s^ 
do posible para una rama concreta de la producciôn en 
el case del gravamen CECA, pero se trata de una expe- 
riencia limitada, facilitada por referirse a un sec—  
tormuy uniforme, caracterizadü por el pequeho nAmero 
y la gran magnitud de les agentes productives.
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El impuesto sobre el Valor Ahadido tiene el carâcter 
general que la naturaleza de la CEE exige, El impuesto so 
bre el Valor Ahadido puede presenter una estructura y re- 
gulaciôn uniforme en los palses miembros y a la consecu—  
ciôn de esta uniformidad se condiciona la aplicaciôn efec 
tiva del recargo. La regulaciôn del impuesto sobre el Va­
lor Ahadido en los Estados miembros depende en buena par­
te de los poderes conmnitârios, sôlo as! puede asegurar- 
se nn medio de financiaciôn estable, cuya configuraciôn - 
depende de los centros de decisiôn de la organizaciôn que 
va a beneficiarse financieramente del tribute.
Nos encontramos pues con un recargo de finalidad ex- 
clusivamente recaudatoria que puede hacerse posible por - 
la existencia de un impuesto con estructura uniforme en - 
cada une de los Estados miembros, uniformidad que se logra 
por la atribuciôn a las instituciones comunitarias por el 
tratado CEE de poderes para exigirla. Pero estes poderes y 
la obra uniformadora, o armonizadora si se prefiere, que 
en base a los mismos se ha realizado y continua realizândo 
se no ténia como finalidad hacer posible este medio de fi­
nanciaciôn comunitaria, sine que se inscribe en el contex­
te de la eliminaciôn de las distorsiones fiscales que obs- 
taculizan la libre competencia y evitan la construcciôn de 
un mercado comiln sin barreras de ninguna clase entre los - 
Estados miembros. De nuevo aqui tenemos que referirnos al 
marco de una politica extrafinanciera de las Comunidades —  
para la compléta comprensiôn de un tribute comunitario.
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B. La armonizaciôn de los impuestos de ventas en el Tra 
tado de Roma constitutive de la CEE.
Para el buen funcionamiento del mercado comunitario 
como mercado ilnico, sin que se produzcan distorsiones que - 
falseen la competencia a causa de la coexistencia de legis- 
laciones fiscales diferentes en los Estados miembros, es ne 
cesario que se lleven a cabo determinadas acciones en el te 
rreno tributario. La supresiôn del impuesto de aduanas en - 
las relaciones comerciales entre los Estados miembros podla 
ser sustitulda por barreras fiscales capaces de crear obstâ 
culos équivalentes a los intercambios intracomunicarios. La 
simple existencia de diferencias sustanciales de estructura 
y nivel de imposiciôn en los Estados miembros constituye un 
marco no neutral para dichos intercambios.
El Tratado de Roma debla pues completar sus disposicio 
nés aduaneras con ciertas reglas tributarias, no aduaneras, 
si no querla ver comprometido el funcionamiento del mercado 
comün.
A esto debe ahadirse que las finalidades del tratado - 
de Roma no se agotan en la creaciôn de una Uniôn aduanera, 
sino que en el mismo se esboza el objetivo de una Uniôn Eco- 
nômica, para la que résulta necesaria la utilizaciôn de meca 
nismos tributaries. El Tratado de Roma debla, pues,enfrentar 
se con très ôrdenes de problemas tributaries.
- Asegurar el juego limpio tributario (99), de manera -
(99) La expresiôn asegurar el juego limpio (fair play) refera, 
da a los articules 95 y 96 del Tratado de Roma (que nos 
ha parecido extraordinariamente certera) la hemos encon- 
trade por vez primera en Clara Sullivan, The search for
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que manipulaciones proteccionistas por parte de los Estados 
miembrosnD levante barreras fiscales al Comercio. Los impue^ s 
tos mâs susceptibles de ser utilizados en taies manipulacio 
nés son los indirectes. Sobre éstos debe, pues, mantenerse 
la mâs estrecha vigilancia. Se trata, pues, de una acciôn - 
negativa, de evitaciôn de una conducta ilegitima.
- Armonizar las estructuras y los niveles de imposiciôn 
especialmente en aquelles tributes respecte a los que las - 
relaciones comerciales internacionales son mds sensibles,pa 
ra permitir que el mercado comün funcione como un mercado 
interior. Se trata aqui de una acciôn positiva que mejore —  
las condiciones de competencia. La armonizaciôn debe referir 
se a las normas de Derecho Tributario internacional o normas 
delimitadoras territorialmente de los sistemas fiscales, co­
mo a las figuras tributarias substantivas,
- Llevar a cabo una amplia gama de acciones fiscales que 
aseguren el cumplimiento de los demâs objetivos de la CEE, - 
desde las libertades de circulaciôn, hasta la consecuciôn de 
una polltica econômica comün.
Las necesidades en el terreno fiscal de la CEE a que nos 
estamos refiriendo no son del mismo grado ni de la misma ur- 
gencia. La CEE es una comunidad compleja cuyos objetivos for 
man un espectro amplisimo que decrece en intensidad, al tiem 
po que aumenta en ambiciôn. Las exigencias fiscales de una - 
uniôn econômica son superiores, no cabe duda, a las de una - 
uniôn aduanera, y la CEE, como se sabe, es definitivamente -
Tax Principles in the 'European Economic Communitv. Cam­
bridge, Mass: International Tax Program, 1963.
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una Uniôn aduanera y sôlo como proyecto, lleno de incertidum- 
bres y ambigUedades, una uniôn econômica (100)
Las tareas en materia tributaria mâs urgentes a empren- 
der son aquellas necesarias al buen funcionamiento de la Uniôn 
Aduanera.
El Tratado CEE responde a estas necesidades, de manera 
tlmida, en sus arts, 95 a 99. Estos articulos que abordan ex 
presa y especlficamente la problemâtica de la armonizaciôn 
(101) se han visto completados por la utilizaciôn o el proyec 
to de utilizaciôn a efectos tributaries de otras disposicio- 
nes del tratado que atribuyen de manera mâs general poderes 
a las instituciones comunitarias con vistas a asegurar el - 
funcionamiento del mercado comün, (102)
(100) Utilizamos aqui el término Uniôn Econômica en sentido 
estricto, como una Comunidad econômica con unidad esen 
cial de polltica y estructura econômica, no en el sen­
tido amplio del género en el que pueden englobarse la 
Uniôn Aduanera, el ârea de libre comercio y otras for­
mas de integraciôn econômica,
(101) No se acepta siempre el empleo del término armonizaciôn 
aplicado a las normas territoriales delimitadoras (es 
decir las que establecen la aplicaciôn de los princi­
ples de gravamen en el pals de origen o en el pals de 
destine y sus modalidades), conocidas también como nor 
mas jurisdiccionales de la imposiciôn, Cosciani reduce 
este término al acercamiento de las normas tributarias 
sustantivas, acercamiento necesario para él cuando se 
haya optado por el principle de imposiciôn en el pals 
de origen (Cosciani: J i^scal Problems of a Common Mar­
ket, publicado en Fiscal Policy for Economie Growth - 
in Latin America; Baltimore, The Johns Hopkins Press*
374. ôlara Sullivan se refiere en cambio expresa 
mente a la armonizaciôn de los principles jurisdiccio 
nales de la imposiciôn. (Clara Sullivan, op, cit* pdg
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El conjunto de estas disposiciones y, sobre todo el de 
sarrollo de las mimas por las instituciones comunitarias - 
permiten que se califique en la CEE, sin perjuicio de su na 
turaleza de uniôn aduanera, de Uniôn tributaria. Este con—  
cepto de innegable valor analltico ha sido lanzado por Hiro 
fumi Shibata, siguiendo, segûn declaraciôn propia, ideas - 
que Dosser lanzara en el International Economie INtegration 
Program (103). Segiin Shibata crean una Uniôn tributaria "los 
acuerdos internacionales entre un grupo de palses, en rela- 
ciôn con sus tributos interiores, por los cuales los palses 
participantes deciden tomar acciones simultdneas para corre 
gir las discriminaciones geogrdficas que resultan de su es­
tructura fiscal" (104)
45). Nosotros creemos que es perfectamente correcto - 
hablar de armonizaciôn en relaciôn con las normas de­
limitadoras de la aplicaciôn territorial del impuesto,
(102) Estos articulos son el 235 y el 155 a los que nos he­
mos referido en otras partes de este trabajo y, sobre 
todo, el art, 100 que puede permitir la armonizaciôn 
de los impuestos directos cubriendo la laguna existen 
te respecte a estos tributos en las disposiciones fi^ 
cales especlficas del Tratado CEE, El art. 100 dispo­
ne: "El Consejo, decidiendo por unanimidad a propue^ 
ta de la Comisiôn, promulgarâ las directrices para la 
aproximaciôn de las disposiciones legislativas, régla 
mentarias y administrativas de los Estados miembros - 
que tengan una incidencia directa en el establecimien 
to o en el funcionamiento del mercado comün",
(103) El International Economie Integration Program tuvo lu 
gar en la Universidad de Columbia y diô lugar a una - 
de las obras mâs importantes sobre armonizaciôn fis—  
cal: "Fiscal Harmonization in Common Markets", édita 
da por Carl Shoup, Nueva ‘I'Yorlc, Columbia University, 
1967.
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En el Tratado de Roma, efectivamente, se contiene una - 
Uniôn tributaria en cuanto los paises firmantes acordaron en 
el mismo que se empredieran acciones en el terreno fiscal. Si 
bien como veremos existe una extraordinaria desproporciôn en­
tre el detalle y la precisiôn con que se prevé el estableci—  
miento de la Uniôn aduanera y la ambigüedad de la Uniôn tribu 
tarda. Respecte a ésta, la mayor parte de la labor ha quedado 
en manos de los ôrganos comunitarios.
Los articulos 95, 06 y 97 y 98 del Tratado establecen - 
normas tendantes a procurer que se cumpia correctamente la re 
gla de la imposiciôn en el pais de destine. El art. 95 dispo­
ne "que ningün Estado miembro gravarl directa ni indirectamen 
te los productos de otro Estado miembro con imposiciones in­
teriores, de cualquier naturaleza, superiores a las que gra—  
ven directa o indirectamente los productos nacionales simila- 
res" y el art. 96 establece que "los productos exportados a - 
los territories de algunos de los Estados miembros no podrdn 
beneficiarse de devoluciones de impuestos interiores superi_o 
res al de los impuestos con que han sido directa o indirecta 
mente gravados",
Estos articulos se completan con los articulos 97 y 98. 
El primero permite que se utilicen tipos medios de incidencia 
para el câlculo de las desgravaciones y del impuesto de com- 
pensaciôn cuando en un Estado miembro rijan impuestos en ca^ 
cada, El segundo prohibe la desgravaciôn y la compensaciôn
(Ï04) Hirofumi Shibata; The Theory of Economie Unions.:. A com 
parative analysis of Custom Unions. Free Trade Arpa.q - 
and Tax Unions, en la citada obra editada por Shoup: 
Fiscal Harmonization.,. op, cit, Pdgs. 189 a 194.
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de 15s impuestos directos.
Gran parte de la doctrina ha visto en estos articulos la 
elecciôn del principle de la imposiciôn en el pais de destine 
como norma delimitadora territorialmente de los impuestos in­
directes. Toda regulaciôn de la imposiciôn indirecta debe es- 
tar entre el gravamen en el pais de origen . o en el
pais de destine respecte a las operaciones de exportaciôn e 
importaciôn (105). La imposiciôn en el pais de destine supo- 
ne que el Estado en que los bienes se producen no grave los - 
bienes que exporta (es decir, las operaciones relativas a las 
mismas o devuelve los gravâmenes de que han sido objeto, y —  
el pais en que se importen los bienes grave a éstos con un - 
impuesto de compensaciôn équivalente a la imposiciôn indirec­
ta que hubieran soportado de haberse producido en el interior 
del pais (106). El principle de imposiciôn en el pais de - 
origen lleva consigo el gravamen de los bienes por —
(105) Igualmente ha de hacerse esta opciôn respecte a los im 
puestos directos, si bien en este contexte los princi­
ples de gravamen en el pais de origen y en el pais de 
destine presentan significado diferente.
(106) Es casi general la creencia de que los impuestos indj^  
rectos se repercuten en el precio de los productos,
Sin la aceptaciôn previa de esta creencia la régla que 
exponemos careceria de sentido. Son clâsicas las dis- 
crepancias a esta teoria, aün dominante, mantenidas - 
por H,G,.Brown ("The Incidence of a General Omput or - 
a General Sales Tax" Journal of Political Economy,Abril 
1939, pp.. 254 a 262, Ediciôn castellana publicada en
la obra colectiva editada por Musgrave y Shoup Ensayos 
sobre Economia Impositiva, op, cit., Pdgs. 363 y ss)y 
Earl Rolph (A proposed Revision of Excise Tax Theory, 
Journal of Political Economy, Abril, 1952, pp. 102 a 
116)
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el Estado en cuyo territorio se producen o incrementan su va 
lor. Si en los articulos del Tratado de Roma que considéra—  
mo s se contwi era la elecciôn del principle de gravamen en - 
el pais de destine en las relaciones intracomunitarias, tal 
opciôn deberia entenderse como definitiva y quedaria cerrado 
el paso a otras soluciones,
Creemos que en estos articulos no se establece de mane­
ra definitiva el principle de imposiciôn en el pais de dest_i 
no, sino que simplemente se exige que éste sea aplicado lim- 
piamente, sin manipulaciones que creen distorsiones en el co 
mercio intracomunitario, mientras permanezca vigente, Consi- 
guientemente los poderes comunitarios podrian abandonar di- 
cho principle en favor del gravamen en el pais de origen en 
base a las atribuciones que en art,99 se le atribuyen como ve 
remos mds abajo,
Nuestra interpretaciôn se basa en la manera negativa en 
que estân redactados los arts, 95 y 96,mds propia para regu­
lar las condiciones de aplicaciôn de una fôrmula vigente que 
para exigir el mantenimiento de la misma,
El art, 3 del Acuerdo General sobre Aranceles y Comer­
cio (GATT) asi como el Anexo I del art, 16 del mismo autor^
zan a los paises firmantes la aplicaciôn del sistema de corn
pensaciones y desgravaciones en frontera, propios del prin­
ciple de imposiciôn en el pais de destine, Creemos que los 
articulos 95 a 98 del tratado CEE tratan de aclarar simple- 
mente ciertos puntos que los textes del GATT dejan obscures 
y de asegurar el juego limpio en la utilizaciôn del mécanis­
me de la imposiciôn en el pais de destine. La renuncia al -
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principio mismo queda pues abierta (107)
La Comunidad puede, pues, libremente resolver sus pro­
blemas tributaries en base a los poderes que el art. 99 del 
Tratado le confiere. El art. 99 establece "La Comisiôn exa- 
minard la forma que las legislaciones de los diferentes Es­
tados miembros referentes a los impuestos sobre la cifra de 
négociés, los impuestos especiales y otros impuestos indi—  
rectos, comprendidas las medidas de compensaciôn aplicables 
a los intercajnbios entre los palses miembros, podrdn ser ar 
monizados en interés del Mercado Comün. La Comisiôn somete- 
rd sus disposiciones al Consejo, que procederd por unanimi­
dad sin perjuicio de las disposiciones de los articulos 100 
y 101".
Se encomienda a la Comisiôn el estudio de la forma en 
que la imposiciôn indirecta, y dentro de ésta, especlfica­
mente, los impuestos de ventas y los especiales, puede ser 
armonizada en interés del mercado comün, Los autores del - 
Tratado percibieron la necesidad de la armonizaciôn de los 
impuestos sobre el consume. Dentro de estos impuestos no ca 
be duda que la prioridad pertenece a los impuestos de ven—  
tas, impuestos sobre la cifra de négociés, como se les cono 
ce en Francia, por su carücter general y su importante in—  
fluencia en las relaciones comerciales.
(107) Una interesantlsima visiôn general de la problemütica 
del principio de gravamen en el pals de destine puede 
verse en la publicaciôn de la O.E.C.D, Border Tax Ad­
justments and Tax Structures, Paris 1968,
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C. Problemltica general y alternativas respecto a la 
armonizacion de los impuestos de ventas.
La Comunidad Econômica Europea se encontraba con un 
mandate en bianco, sin otra exigencia que la de que sus ac­
ciones tributarias deblan de llevarse a cabo en interés del 
Mercado Comün,
Sus estudios y decisiones en relaciôn con el impues­
to de ventas deblan tener lugar en un triple piano:
Primero: £,Era necesario algün tipo de armonizaciôn
fiscal en los Estados miembros? Una posiciôn asociada a los 
prestigiosos nombres de Radier y Meade ha mantenido que en 
cuanto la imposiciôn sobre las ventas no afecte a los pre- 
cios comparatives, sino al nivel general de precios, cual­
quier distorsiôn debida a las diferencias existantes entre 
estos impuestos podla ser corregida a través de los ajustes 
en los tipos de cambio monetarios (108) Cosciani ha explica 
do esta idea utilizando el principio de la paridad del po- 
der de compra, expuesto por Cassel, Segün este principio el 
comprador de divisas pagarâ por ellas de acuerdo con el va­
lor de los bienes que pueda adquirir, teniendo en euenta lo 
que puede adquirir en su propio mercado con el dinero con 
que adquiere taies divisas, Una elevaciôn del nivel de pre 
cios debido a la presiôn de la imposiciôn indirecta en el - 
pals de las divisas que pretende adquirir determinarü una - 
disminuciôn de la demanda de éstas y una devaluaciôn de las
(108) Clara Sullivan, op. cit,, pp. 52 y ss.
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mismas que compensant las diferencias tributarias (109)
La validez de estas ideas haria innecesaria la armoniza 
ciônfiscalo Fueran cudLesfueren los principles o las prâcti—  
cas en vigor,,los ajustes en el tipo de cambio de las mone—  
das neutralizacîan el mercado. La falsedad de las hipôtesis 
en que descansa esta postura (flexibilidad absoluta de los - 
tipos de cambio, ausencia de desplazamiento de capitales,etc) 
ha determinado sin embargo que no sea tenida en cuenta de —  
otra manera que como un interesante antlisis teôrico,
Segundo; Alternativa entre el principio de imposiciôn 
en el pals de destine y el principio de imposiciôn en el - 
pals de origen en relaciôn con el comercio entre los Estados 
miembros:
^Asegura la aplicaciôn del principio de gravamen en el 
pals de destine la neutralidad de la imposiciôn sobre la c^ 
fra de négociés en el comercio internacional? Al devolverse 
los impuestos indirectes interiores al exportador en todos 
los Estados miembros, los gravtmenes indirectos interiores 
sea cual sean sus niveles y sus estructuras no afectartn al 
precio de los productos de manera que no existirt ventaja o 
desventaja fiscal alguna en favor de los bienes procédantes 
de un pals respecto a los procédantes de otro. Si la desgra 
vaciôn équivale exactamente al impuesto soportado e inclu_l 
do en el precio de la mercancla la naturaleza del impuesto 
de ventas o su tipo de gravamen no influirâ directamente en 
el precio de los bienes que se ofrezcan en los mercados in-
(lo9) Cosciani, op. cit. pp. 52
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ternacionales. El importador no se inclinarâ, por razones fis­
cales, en favor de los procédantes de un déterminado pais res­
pecto a los procédantes de otro.
Pero el funcionamiento del mercado comunitario como un —  
mercado ünico requiere que tampoco existan preferencias inte—  
riores. El comprador no debe encontrar un tratamiento fiscal — 
mâs favorable en las compras en su propio pais que en las im—  
portaciones. Igualmente, si el impuesto de compensaciôn a la 
importaciôn équivale exactamente a los gravdmenes que hubiera 
debido soportar el bien si se hubiera producido en el pais del 
importador, o, lo que es lo mismo, a los que gravan las merean 
cias con las que ha de competir, esta preferencia tampoco se - 
produce.
El principio de gravamen en el pais de destine es, pues, 
capaz de asegurar la neutralidad de la imposiciôn sobre las - 
ventas respecte al comercio internacional, a condiciôn de que 
los ajustes a la importaciôn y a la exportaciôn puedan llevar- 
se a cabo de manera perfecta. ^Pero es posible la exactitud en 
estos ajustes? Sôlo con les sistemas de imposiciôn sobre la j. 
fra de negocios puede garantizarse una cierta exactitud (impue_s 
to exigido en una sola fase, impuesto sobre el valor ahadido) 
(110)
(110) Hablamos de una cierta exactitud, en cuanto ni en los - 
mâs imperfectos sistemas de imposiciôn sobre el valor - 
ahadido o de impuestos sobre las ventas en una sola fa­
se pueden evitarse los impuestos ocultos y otras cargas 
cuya valoraciôn a efectos de ajustes en frontera es im- 
posible. Por otra parte, como hemos dicho en otro lugar 
de este trabajo, la efectividad del principio de impos^
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Los Estados miembros (menos Francia) gravaban las ven­
tas al tiempo de los Tratados de Roma con impuestos en cas- 
cada cuya incidencia en el precio de las mercanclas résulta 
imposable conocer con exactitud, Estos impuestos exigen que 
tengan que calcularse los tipos de desgravaciôn y de compen 
saciôn a tanto alzado, tras estudios de medios de inciden—  
cia (lll)Con impuestos en cascada ssôlo imperfectamênte —  
puede funcionar el mécanisme de los ajustes en frontera.
La aceptaciôn del principio de imposiciôn en el pais 
de destine podla llevar consigo en la CEE la armonizaciôn 
de los impuestos de ventas en el sentido• de que todos los 
Estados mieinbros adoptaran impuestos idôneos para su ajus­
te a la importaciôn y exportaciôn. La aceptaciôn de este 
principio supmie probablemente la permanencia de los con—  
troles sobre las mercanclas en frontera si no se encuentra 
un método satisfactorio que los sustituya. Los inconvenien 
tes sicolôgicos de estos contrôles son évidentes y los pe- 
ligros de que el mecanismo se convierte en una barrera pro 
teccionista no pueden ser descartados,
Debe senalarse no obstante que el principio de imposa, 
ciôn en el pals de destine puede aplicarse sin ajustes fi_s 
cales en el supuesto en que los impuestos de ventas se - 
exijan, como en el sistema tributario de los Estados en los
ciôn en el pals de destine depende de la validez de la 
hipôtesis de que los impuestos indirectos se repercu—  
ten integramente en el precio de las mercanclas, lo - 
que diflciImente puede ocurrir en la prdctica de manera 
absoluta.
(Ül) Las dificultades del cdlculo de estos tipos obligaronaL 
Consejo de Ministres de las Comunidades a promulgar la
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Estados Unidos, unicamente sobre las ventas al penor (112). 
La falta de tradiciôn de este sistema de imposiciôn en Euro 
pa y las dificultades administrativas de este impuesto con 
una estructura comercial al por menor como la de algunos - 
palses europeos con preponderancia del pequeho comercio,dan 
muy pocas posibilidades a este tipo de imposiciôn para los 
palses miembros de las Comunidades.
La otra alternativa es la adopciôn del principio de - 
imposiciôn en el pals de origen. Este principio supone que 
supone que los bienes se graven en el pals en que se produ 
cen o en el que se incremente su valor y no en el pals en 
que se consumen. Los palses exportadores no acuerdan ningün 
tipo de devoluciôn a la exportaciôn en razôn de los impue_s 
tos interiores que gravan las mercanclas exportadas y los 
palses importadores no hacen tributar las importaciones con 
impuestos de compensaciôn.Las fronteras fiscales quedan,pues 
suprimidas. No ee establece mecanismo compensador alguno y 
las mercanclas pueden circular por las Comunidades como si 
se tratara de un Estado ünico. El problema que plantea es­
te principio radica en que su vigencia sôlo es posible - 
con un alto grado de armonizaciôn mejor dirlamos uniformi­
dad, de la imposiciôn indirecta. Sin duda alguna, dife—
Directriz de 30 de abril de 1968 (68/221/CEE), ins- 
tituyendo un método comün para dicho câlculo.
(112) El problema queda en pie con este tipo de imposiciôn 
en los casos de ventas por correspondencia y de ven­
tas en en Estado de articulos que han de ser utiliza 
dos por otros.
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rencias en los sistemas de tributaciôn indirecta crearian - 
distorsiones en el mercado comunitario. Las mercanclas pro- 
cedentes de los palses que tuvieran el nivel mds bajo de im 
posiciôn gozarlan de preferencia por razones fiscales en e_s 
te mercado.
Este principio que puede conseguir la unificaciôn flsi 
ca V sicolôgica del comercio comunitario choca, pues, con - 
la dificil exigencia de la uniformaciôn de los impuestos de 
ventas en los Estados miembros,
Tercero; ^Qué tipo de impuesto de ventas debe adoptar-
se?
La armonizaciôn de las estructuras de la imposiciôn 
sbbre la cifra de negocios depende de la soluciôn dada al 
problema de los principles de delimitaciôn territorial del 
sistema de imposiciôn indirecta a que nos hemos. referido - , 
anteriormente. Si se opta por el principio de imposiciôn - 
en el pals de destine no es necesario que se armonicen las 
figuras tributarias sustantivas y en especial que se unifor 
micen las bases y los tipos de gravdmen, pero habrd de adO£ 
tarse una especie de impuesto de ventas cuya incidencia en 
los precios puede ser conocida con exactitud. Se rechazarâ 
la imposiciôn multifâsica en cascada y se optarô, o bien por 
un impuesto monofâsico sobre una fase avanzada de la produc 
ciôn o distribuciôn (normalmente la de la venta de industtia 
les o mayoristas a comerciantes al por menor), al modo del 
purchase tex britônico, o bien por el impuesto sobre el Va­
lor Ahadido. Siendo en principio équivalentes estos impues­
tos desde el punto de vista del comercio internacional en - 
un sistema de gravamen en el pals de destine la elecciôn de
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uno u otro dependerd de sus valores intrlnsecos desde el - 
punto de vista financière, administrative o de justicia - 
tributaria.
Si se opta por el principio de imposiciôn en el pais 
de origen la elecciôn deberô recaer casi necesariamente en 
favor del impuesto sobre el valor ahadido. La elecciôn de 
un impuesto en cascada, ademôs de chocar con los inconve—  
nientes estructurales de este sistema,1levaria consigo un 
reparto de rendimientos fiscales entre los Estados imposi- 
ble de encauzar en ningün esquema racional. En un proceso 
de producciôn en que intervinieran varies Estados (con un 
tipo de gravamen comün como exigirla la neutralidad exter 
na del tribute) la base del impuesto aumentarla cuanto müs 
avanzado fuera el proceso de producciôn del bien y los in-
gresos serlan mayores en los Estados que participaran en
las ültimas fases aun cuando la formaciôn de valor del pro
ducto fuera minima en elles.
La imposiciôn unifüsica en el pals de origen tropieza 
ademâs de con este inconveniente con el problema de la de- 
finiciôn del origen de las mercanclas. Las reglas de ori­
gen, utilizadas a efectos del impuesto aduanero, estün lie 
nas de dificultades y su aplicaciôn aün se complica en el 
seno de una Comunidad integrada en la que no son inusuales 
los procesos de producciôn en los que intervienen müs de 
dos Estados.
Solo el impuesto sobre el Valor Ahadido es capaz de 
gravar un bien en favor de cada Estado^  en cuyo territorio 
se aporta algün valor al mismo,en proporciôn al valor —  
aportado. Solo con este impuesto puede considerarse pie-
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namente aplicado el principio de gravamen en el pals de 
origen, si se entiende el término origen en un sentido 
menos limitado que el del origen flsico primario de las 
mercanclas y se le da una acepcién ideal o econômica de 
lugar de la formaciôn de valor de éstas.
El pals donde se produjeron los incrementos de va­
lor de un bien en las fases mds avanzadas o en las fa—  
ses mds elementales no podrla gravar este bien con un - 
impuesto monofdsico que se exigiera en una fase media.
Pero como ya hemos dicho'la aplicaciôn del princi­
pio de imposiciôn en el pals de origen requiere,para que 
la imposiciôn indirecta no sea causa de distorsiones en 
el comercio internacional,. una armonizaciôn radical de 
los impuestos sobre la cifra de negocios, entendiendo 
por tal la consecuciôn de la uniformidad casi total de 
sus elementos estructurales, indu!dos exenciones y td^ 
pos de gravamen.
Ante esta problemôtica, la comunidad puso en mar­
cha très subgrupos de trabajo, divisiones de un grupo 
de trabajo general. A principles de 1962 estos subgru­
pos hicieron püblico su informe (113). En este documen 
to se analizon séparadamente las conclusiones a que - 
llegaron cada uno de los subgrupos A , B, C, en el cam­
pe de investigaciôn que les fué encomendado (114)
(113) "Rapport General des sousgrupes A. B y C créés -
pour examiner différentes possibilités en vue d'une 
harmonisation des taxes sur le chiffre d'affaires" 
Documente a ciclostil publicado por la Comisiôn de 
la CEE, Bruselas, 1962,
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El subgrupo A estudiô la posibilidad de la supresiôn 
del control en frontera de las exportaciones e importacio 
nés al tiempo que se mantenian los impuestos de ventas v_i 
gentes. El subgrupo considerô que el medio de conseguir - 
ésto séria sustituir taies contrôles por comprobaciones - 
directas en la contabilidad de las empresas. La posibili­
dad fué rechazada, al menos como sistema definitive, en - 
cuanto cl método ofrecla gravlsimos riesgos de fraude y - 
no eliminaba los ajustes fiscales aunque éstos no fueran 
acompahados por comprobaciones administrativas flsicas en 
la frontera, por lù que gran parte de sus dificultades - 
subsistlan,principalmente las que la existencia de impue£ 
tos en cascada crean (imposibilidad de cdlculo de los ti­
pos de compensaciôn y de desgravaciôn)
Tampoco fué positive el dictamen del subgrupo B so 
bre las hipôtesis que le correspondiô juzgar. Reconociô - 
las ventajas que ofrecla un impuesto unifâsico, estable—  
cido en la fase previa al comercio al por menor. Pero so- 
halô que el elevado tipo de gravamen que deberia estable 
cerse si con este impuesto se pretendla sustituir recauda 
toriamente los impuestos multifâsicos vigentes, le hacla 
diflcilmente aplicable, Exigir a los mayoristas los tipos 
résultantes de la refundiciôn de los tipos que reglan en
(ll4) Una excelente exposiciôn de este informe, asl como 
del informe del Comité econômico y ‘fiscal (informe 
Neumark) y de toda la problemdtica de la armoniza­
ciôn de los impuestos de ventas, puede encontrarse 
en Ricardo Calle; El impuesto sobre el Valor Ahadi 
do y la Comunidad Econômica Europea, Madrid, Inst^ 
tuto de Estudios Fiscales 1969, y Sistema fiscal en 
Espaha y en el Mercado Comün, Madrid, Guadiana 1969 
pügs. 125 a 186.
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los impuestos en cascada o en el impuesto sobre el valor - 
ahadido francés no parecla en aquel momento posible. T.ampo 
CO considerô conveniente el subgmpo B la adopciôn de un - 
impuesto de ventas al menor como figura complementaria, en 
cuanto este impuesto exigla una estructura mds madura en - 
esta fase de la producciôn que la que ofreclan por régla - 
general los palses europeos.
Al sub grupo C, correspondla exajninar la procedencia 
de un impuesto sobre el valor ahadido. Este subgrupo juzgô 
conveniente la aplicaciôn de un impuesto sobre el valor aha 
dido por los Estados miembros tanto si se optaba por el - 
principio de imposiciôn en el pals de destine o por el de 
imposiciôn en el pals de origen. Por otra parte entendla - 
que establecer el Impuesto al Valor Ahadidohasta la fase - 
del comercio al por menor séria muy dificil para los Esta­
dos miembros,por lo que recomendaba que el impuesto se de- 
tuviera en alguna etapa anterior.
Sin negar la importancia del informe de los subgrupos 
A, B y C debemos reconocer que el estudio conocido como In­
forme Neumark constituye el trabajo clave en relaciôn con - 
la armonizaciôn fiscal en la CEE y el verdadero orientador 
doctrinal de las acciones comunitarias en la materia (115)
(115) Informe del Comité fiscal y financière de la CEE (in­
forme Neumark) Madrid, 1965. No se puede negar el va­
lor que, ademôs de los informes oficiales de los comi­
tés comunitarios ,ha tenido la doctrina en el proceso 
armonizador. Entre la copiosa literatura producida en 
los primeras ahos de la vida de la CEE destacaremos - 
la obra de Louis Reboud: Systèmes fiscaux et marché — 
commun. Paris, Sirey, 1961. Debe igualmente destacar-
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En 1960 se constituyô el Comité fiscal y financière - 
que habla de estudiar la problemdtica fiscal general de la 
Comunidad, Este Comité estaba presidida por el profesor - 
Fritz Neumark y formado por expertes fiscales europeos mâs 
el profesor americano Cari Shoup, que habla formado parte 
de la Comisiôn que recomendara la adopciôn de un impuesto 
sobre el valor ahadido al Japôn. El informe redactado por 
este Comité fué hecho püblico a mediados de 1962, Se consj. 
dera en el informe que las diferencias estructurales entre 
los sistemas fiscales de los Estados miembros ofrecen mayo 
res riesgos de producir distorsiones en el mercado que las 
diferencias globales de cargos fiscales y de gastos pübli- 
cos capaces de compensarse reclprocamente. Se propone un - 
calendario sin fechas de acciones fiscales a emprender por 
la Comunidad en el que se ponen de relieve ciertas priori- 
dades. Estas prioridades benefician claramente al impuesto 
de ventas en cuanto en la primera fase del calendario se - 
incluyen acciones como la aboliciôn de los impuestos en - 
cascada, su sustituciôn por un impuesto sobre el valor aha 
dido o por un impuesto rnonofôsico, la introducciôn de la - 
figura de un impuesto sobre las ventas al por menor y la - 
supresiôn de las fronteras fiscales respecto al impuesto - 
de ventas.
se como importante precedente de los informes comuni 
tarios producidos en los sesentas, el informe Tinber 
gen que abordé esta problemütica en relaciôn con la 
CECA y fué publicado en 1953. El Office des pub1ica 
tions oficielles des Communautés européennes" ha pu­
blicado una segunda ediciôn de este informe en 1970.
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El Comité mostré su preferencia teôrica por el princ_i 
pio de imposiciôn en el pais de origen en el comercio en—  
tre los Estados mienbros para los impuestos indirectos, en 
cuanto éste permite la supresiôn de las fronteras fiscales 
y en cuanto coincide con la soluciôn prédominante en Euro- 
pa respecto a los impuestos directos.Pero considéra las di. 
ficultades que esta soluciôn lleva consigo ya que exige la 
uniformaciôn de los impuestos indirectos en los paises - 
miembros, muy dificil de conseguir en los impuesto généra­
les de ventas y casi imposable en materia de impuestos es­
peciales los cuales estân muy afectados por las idiosincra 
sias nacionales.
En consecuencia, y al menos a corto plazo, considéra 
el informe que hay que aceptar el principio de gravamen en 
el pais de destine suficiente para neutralizar inmediata—  
mente los efectos de la imposiciôn indirecta sobre el co—  
mercio internacional. Pero esta neutralizaciôn exige la - 
aplicaciôn correcta del principio que sôlo se considéra po 
sible si se suprimen los impuestos de ventas en cascada.El 
informe B muestra sus preferencias por el Impuesto sobre - 
el Valor Ahadido capaz de permitir ajustes exactes en fron 
tera y de ser aplicado cuando pueda establecerse el prin­
cipio de imposiciôn en el pais de origen entre los Estados 
miembros.
Este impuesto sobre el Valor Ahadido deberia tener una 
estructura similar en todos los paises miembros para poder 
en su dia permitir el paso al sistema de gravamen en el - 
pais de origen. No es necesario que este impuesto grave - 
la fase de comercio al por menor. Esta fase podia abando- 
narse a la discrecionalidad de los Estados miembros, pudien
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do estos establecer sobre la misma el gravamen que conside 
raran oportuno,
Siguiendo la llnea marcada por estos informes la Coml 
siôn redactô unas propuestas de directriz que exigia en un 
plazo de cuatro ahos, a partir de su promulgaciôn, la abo­
liciôn de los impuestos en cascada en los Estados miembros 
y su sustituciôn, a partir de 1970, por un impuesto sobre 
el valor ahadido, Los Estados miembros podian, no obstan­
te, en la fase intermedia, adoptar transitoriamente un im­
puesto monofdsico, Los informes del Comité econômico y so­
cial asl como del Parlamento europeo sehalaron la inutili- 
dad de esta fase intermedia y aconsejaron que la sustitu­
ciôn de los impuestos en cascada se hiciera directamente 
por impuestos sobre el valor ahadido que se ajustaran a la 
estructura deseada para éste por la Comunidad,
Haciéndose eco de estas crlticas y de otras sugeren. 
cias contenidas en las crlticas de los ôrganos citados la 
Comisiôn reformô sus propuestas y sometidas al Consejo die 
ron lugar a las dos directrices de 11 de abril de 1967,
D. Las dos directrices de 11 de abril de 1.967.
La primera directriz
En la primera directriz (67/227/CEE del Consejo) 
se decide entre las alternativas que la problemdtica de - 
la imposiciôn indirecta presentaba a las Comunidades, por 
la aceptaciôn transitoria del principio de la imposiciôn 
en el pals de destine y la adopciôn posterior del princi
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pio de la imposiciôn en el pals de origen. Pero, como se 
dice en su exposiciôn de motives, considerando que no es 
posible prever desde ahora la forma y el plazo en que 
la armonizaciôn de los impuestos de venta permitirâ la - 
supresiôn de los ajustes en frontera en los intercam—  
bios entre los palses miembros, se juzga preferable que 
la fecha de esta segunda etapa y las medidas a adoptar - 
para hacerla posible sean determinadas posteriormente.
Se ha decidido, pues, suprimir el impuesto compensa 
dor a la importaciôn y la desgravaciôn a la exportaciôn 
en el comercio entre los Estados miembros, pero la fecha 
en que esta supresiôn ha de realizarse y los métodos pre 
cisos para llevarla a cabo quedan por el momento sin de 
terminar.
Se opta por la aplicaciôn de un impuesto sobre el - 
Valor Ahadido en los Estados miembros y se renuncia a la 
posibilidad de una etapa intermedia en la que pudieran - 
ser adoptados gravdmenes monofdsicos.
La elecciôn del impuesto sobre el valor ahadido sa- 
tisface las necesidades de la primera etapa en cuanto - 
permite calcular con exactitud los tipos de ajuste en - 
frontera mi entras rija el principio de imposiciôn en de_s 
tino y hace posible la aplicaciôn del gravamen en origen 
en la etapa posterior.
La elecciôn del Impuesto sobre el Valor Ahadido sa- 
tisface, a un tiempo, como sehala la exposiciôn de moti­
ves,los intereses comunitarios y los de los Estados miem 
bros en cuanto élimina, en la medida de lo posible, los 
factores susceptibles de falsear las condiciones de com-
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petencia tanto en el medio nacional como en el mds exte£ 
so de las Comunidades.
El calendario de sustituciôn de los impuestos vigen 
tes por el Impuesto sobre el Valor Ahadido viene deteimii 
nado en el articule 1 de la directriz que comentamos.Los 
Estados miembros promulgardn en el mds breve plazo posi­
ble la ley de establecimiento del Impuesto sobre el Valor 
Ahadido, pero ésta no estrard en vigor hasta que, tenien 
do en cuenta la situaciôn coyuntural, no lo juzgue conve 
niente cada Estado miembro. En todo caso el 1 de Enero - 
de 1970 tiene que haberse establecido el impuesto en to­
da la Comunidad. Los ajustes fiscales a tanto alzado se 
suprimirdn en cada Estado desde el momento en que entre 
en vigor su impuesto sobre el Valor Ahadido.
Los impuestos que se establezcan deberdn ajustarse 
a la estructura y a las modalidades de aplicaciôn de un 
sistema comün de Impuesto sobre el Valor Ahadido que se 
régula en la segunda directriz (art. 3 de la primera di 
rectriz) Como adelanto de esta regulaciôn elart. 2 de - 
la primera directriz sehalalos principles en que ha de 
basarse este impuesto; En cada transacciôn serd exigible 
el Impuesto sobre el Valor Ahadido calculado sobre la - 
base del precio o del bien o deLservicio, deduciendo la 
suma del Impuesto sobre el Valor Ahadido que ha gravado 
directamente el coste de los elementos que constituyen el 
el precio.
De esta manera el impuesto grava los bienes y servi 
cios de una manera exactamente proporcional a sus precios 
con independencia del nümero de transacciones que tengan
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lugar en sus'procësos dé‘proauccion o disrriDuciôn.
El sistema comün de Impuesto sobre el Valor Anadido 
se aplicard hasta la fase del comercio al por mener indu 
sive. Sin embargo, les Estados miembros podrln, previa - 
consulta a la Comisiôn, detener la aplicaciôn del impues­
to en la fase del comercio al por mayor y aplicar al co—  
mercio al por mener o a la fase anterior a éste un impue_s 
te compleibentario. Esta derogaciôn de la régla general s6 
le serd posible durante la primera etapa en que persisten 
les ajustes en frontera.
El art. 4 de la primera dicectriz que se refiere al 
paso del principle del gravamen en el pais de destine al 
del gravamen en el pais de origen,révéla las dificultades 
que en este asunto encontraron les ôrganos de las Comun^ 
dades. Su ambigüedad nos exige transcribirlo literalmente 
te para llevar acabo su interpretaciôn y valoraciôn.
"En vista de permitir al Consejo deliberar y, si fue- 
se posible, tomar decisiones antes de finalizar el pério­
de de transiciôn, la Comisiôn someterd al Consejo, antes 
del fin del aile 1968, propuestas referentes a la manera - 
y al plazo en que la armonizaciôn de les impuestos sobre 
el volumen de négociés puede llevar a cabo el objetivo de 
la supresiôn de les gravdmenes a la importaciôn y las de^ 
gravaciones a la exportaciôn, en les intercambios entre - 
les Estados miembros, garantizando la neutralidad de es­
tes impuestos en cuanto al origen de les bienes y de las 
prestaciones de servicios".
"A este respecte deberd tenerse en cuenta especialmen 
te la relaciôn impuestos directos-impuestos indirectes, -
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que difiere segiln los Estados miembros, les efectos de una 
modificaciôn de los sistemas fiscales sobre la polltica - 
fiscal y presupuestaria de los Estados miembros asi como - 
la influencia que los sistemas fiscales ejercen en las con 
diciones de competencia y en la situaciôn social de la Co- 
munidad"
En este articule se da cabida a dos posturas antagôn^ 
cas que sobre el proceso de armonizaciôn fiscal se dibujan 
en la Comunidad, como ha puesto de manifiesto el estudio 
publicado por la Comisiôn bajo el nombre de "Consequences 
budgétaires, économiques et sociales de 1‘harmonisation —  
des taux de la T^A dans la CEE" (116)
Estas concepciones, segün este trabajo, son las siguien
tes :
- La que considéra que debe darse a la armonizaciôn - 
de los impuestos que pueden influir directamente en el co­
mercio internacional la prioridad entre las acciones fisca 
les comunitarias. Por tanto, la uniformaciôn de tipos y de 
exenciones en ellmpuesto sobre el Valor Anadido de los Es­
tados miembros puede preceder a cualquier movimiento armo 
nizador de los impuestos directos (117)
(116) "Conséquences budgétaires économiques et sociales de 
1‘harmonisation des taux de la TVA dans la CEE". Estu 
dio publicado por la Comisiôn de las Comunidades Euro 
peas y realizado sobre la base de un convenio entre - 
la Universidad del Estado de Utrech y dicha Comisiôn, 
Bruselas 1970» ESpecialmente pâginas 14 a 16.
(117) Véase una exposiciôn de esta problemâtica en G. Stefa 
ni "Les impôts indirects dans le Marché Commun" publj. 
aado en la obra colectiva editada por el Institut d‘e
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- La que mantiene que dadas la unidad del sistema tr^ 
butario de un pals, y la indeterminaciôn de las distintas 
figuras tributarias, no es posible realizar acciones aisla 
das, Lci armonizaciôn fiscal segün esta postura debe abar—  
car el conjunto de los impuestos. Una disminuciôn de la re 
caudaciôn en el Impuesto sobre el Valor Anadido ha de com- 
pensarse con un incremento de otros impuestos. La aboliciôn 
de ciertas exenciones en el Impuesto sobre el Valor Ahadi- 
do acordadas por razones sociales deberd ser compensada por 
modificaciones en otros tributos que produzcan efectos equj. 
valantes.
En el pdrrafo primero delart. 4 parece darse acogida a 
la primera concepciôn, al referirse exclusivamente al Im—  
puesto sobre el Valor Anadido, pero su sentido se atenüa, 
mds abajo, al exigir la disposiciôn citada que la armoniza 
ciôn capaz de permitir la supresiôn de los ajustes en fron 
tera se lleve a cabo teniendo en cuenta la relaciôn impue_s 
tos directes-.impuestos indirectes, y la influencia de di­
cha armonizaciôn en la polltica fiscal, presupuestaria y - 
social de los Estados miembros, asi como en las condicio—  
nés de competencia en el mercado.
El articule no dispone una armonizaciôn global, pero 
exige que se consideren los efectos globales de la armon^ i 
zaciôn especial del Impuesto sobre el Valor Anadido con -
tudes Europennes de la Universidad Libre de Bruselas 
"L‘Harmonisation dans les Communautés", Bruselas 1968 
Pdgs. 138 y ss.
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lo que reaimente elude la contradicciôn.
La segunda directriz
La segunda directriz de 11 de Abril de 1967 (228/67 
CEE del Consejo) fija la estructura y las modalidades de - 
aplicaciôn del sistema comün del Impuesto sobre el Valor - 
Anadido para los Estados miembros de las Comunidades.
Esta directriz détermina el marco al que se ha de - 
ajustar la legislaciôn de los Estados miembros. Se trata de 
un marco estrecho en lo que se refiere a la estructura téc- 
nica del impuesto y flexible en materia de exenciones y ti­
pos de gravamen, en donde se deja a los Estados miembros - 
una autonomla casi ilimitada. Se permite, también, en cier- 
tos casos, el establecimiento de regimenes especiales y la 
adopciôn de medidas excepcionales, tolerancia que se hizo 
necesaria para obtener la aceptaciôn de la directriz por to 
dos los Estados miembros.
Establecido este modelo de impuesto por una directriz 
los Estados miembros quedan obligados a ajustarse al mismo, 
de acuerdo con el art. 189 del Tratado CEE, en cuanto al re 
sultado a obtener, quedando libres en cuantoaa la forma y - 
medios de conseguirlo.
El impuesto sobre el valor anadido regulado en la se 
gunda directriz se ajusta a la siguiente estructura y moda­
lidades:
Hecho imponible y sujeto pasivo:
Estarü constituldo, segün el art. 2 de la directriz:
a) por las entregas de bienes y las prestaciones de -
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servicios a tîtulo oneroso realizados por los suje 
tos pasivos.
b) por las importaciones de bienes,
Debe observarse que las importaciones de bienes constj^  
tuyen hecho imponible del tribute en todo caso, mientras que 
para que la entrega de bienes y las prestaciones de servicio 
estén sujetas al impuesto se requiere que sean efectuadas a - 
tltulo oneroso y por quien reuna las condiciones de sujeto - 
pasivo» Son sujetos pasivos, segün el articule 4 quienes - 
realizan de manera independiente y con carücter habituai ope 
raciones propias de las actividades de productor, de comer—  
ciante o de prestador de servicios, lo hagan o no con final^ i 
dad lucrative»
Existen, pues, très tipos de operaciones constitutives 
del hecho imponible del impuesto.
12) Las entregas de bienes, entendiendo por taies las 
transferencias del poder de disposiciôn de un bien corporal 
a tîtulo de propietario (art. 5, l)
Extensivamente se consideran también entregas de
bienes:
a) La entrega material de un bien en virtud de un 
contrato que prevé el arrendamiento del mismo 
por un cierto perlodo de tiempo, o la venta a 
plazos de un bien, cuando contienen la clüusu 
la de que se adquirirü la propiedad a lo müs 
tarde en el momento del pago del ültimo venci 
miento (centrâtes de leasing y de compraventa 
con réserva de dominio)
-  546 -
b) la transrnisiôn, mediante indemnizaciôn, de la 
propiedad de un bien en virtud de expropiaciôn 
realizada por la autoridad püblica o en nombre 
de ésta,
c) La transmisiôn de un bien en virtud de un con
trato de comisiôn de compra o de comisiôn de -
venta.
d) La entrega de un trabajo, producto de una eje- 
cuciôn de obra, sobre un bien mueble.
e) la entrega de un trabajo realizado sobre un in 
mueble, comprendida la incorporaciôn de un bien 
mueble a un bien inmueble (art. 5, 2)
Se asimilan también a la entrega los actos de au 
toconsumo, afectaciôn al uso privado del empresario de un - 
bien objeto de la actividad de la empresa- o entrega del mi_s
mo a un tercero a tltulo gratulto (autoconsumo interno),la
integraciôn en la empresa para las necesidades de la misma 
de un bien producido o extraldo por la misma (autoconsumo 
externo) (118) (art. 5, 3)
Los Estados miembros deben incluir en el hecho - 
imponible del impuesto todas las entregas o que nos hemos 
referido. Si alguno pretende excluir del gravamen alguna - 
entrega conviene que lo haga segün el anexo A de la direc­
triz, por via de exenciôn.
(118) Véase Félix de Luis, El Impuesto sobre las ventas en 
la CEE. Hacienda Püblica Esuahola. nQs 6 y 7: Madrid
1970, pâg. 222.
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22)Las prestaciones de servicios. Se consideran co 
mo tales toda operaciôn no definida como entrega de bienes 
(art. 6, l) Es decir, toda operaciôn que perteneciendo a 
la actividad habitual de una empresa no esté comprendida - 
en los supuestos descritos anteriormente y no constituya - 
tampoco una importaciôn (concepto que se definird mds aba­
jo)
Los Estados miembros no quedan obligados a some- 
ter todas las prestaciones de servicios al Impuesto sobre 
el Valor Ahadido, ünicamente resultan obligados respecto a 
las contenidas en el anexo B,
En el Anexo B de la directriz se contienen diez 
especies de prestaciones de servicios con el denominador 
comün de que se suelen producir en el dmbito de las empre 
sas e influyen en sus costes. Para el correcte funciona—  
miento del sistema de imposiciôn sobre el valor ahadido - 
es conveniente que estos servicios queden gravados de ma— 
nera que sea posible la deducciôn por las empresas del im 
puesto satisfecho en razôn de los mismos. Se recomienda - 
por esto a los Estados que, en la medida de lo posible no. 
incluyeü ninguno de estos servicios en las exenciones qme 
establezcan,
32) Las importaciones de bienes:
El art. 4y define la importaciôn de un bien co 
mo la entrada de este bien en el interior del pals.
Se entiende como interior del pals, a los efec 
tos del impuesto, el territorio en el que el Estado inte- 
resado aplica el Impuesto sobre el Valor Ahadido; debien-
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do incluir en principio el conjunto del territorio nacio- 
nal, comprendidas las aguas territoriales,
El sujeto pasivo no viene determinado en la direc­
triz, pero debe entenderse que serd el importador.Mientras 
las otras operaciones para que queden sujetas se requiere 
que sean realizadas por quienes reunen las condiciones que 
el art, 4 de la directriz establece para el sujeto, la im 
portacidn se ha de gravar en todo caso,aunque no sea rea­
lizada por una persona que se dedica independiente y hab_i 
tualmente a actividades de producciôn, comercio o presta- 
ciôn de servicios. Una persona que no tenga el cardcter - 
de empresario queda obligado al pago del impuesto en razôn 
de las importaciones que realice. Esta especialidad se de 
be a la aplicaciôn de los ajustes en frontera a través del 
gravcunen de las importaciones.
El gravamen de las importaciones de bienes encuen- 
tra su significado en la persistencia del principio de im 
posiciôn en el pais de destino. El pais receptor de las - 
mercancias las somete a gravamen y el pais expedidor de - 
las mismas devuelve al exportador las cargas tributarias 
indirectas que han debido sufrir en su proceso de produc­
ciôn,
Exenciones
La directriz permite a los Estados miembros astable 
cer las exenciones que estimen necesarias, sin mds condicio 
nes o limitaciones que la consulta previa a la Comisiôn,so 
bre las exenciones que se proponen establecer (art. 10, 3 y 
art, 16)
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Los autores de la directriz recomiendan, no obstan­
te, que las prestaciones de servicios a que se refiere el 
anexo B no sean, en la medida de lo posible, objeto de —  
exenciôn.
La importancia de esta concesiôn a la autonomla de 
los Estados no puede ocultarse. A través de ella se intro­
duce un eLemento de diferenciaciôn de los sistemas nacio- 
nales extraordinariamente amplio. Pero sôlo con esta conce 
siôn pudo lograrse, en la época de la directriz, que los - 
Estados aceptaran el principio de un impuesto estructural- 
mente uniforme,
El impuesto es, pues, teôricamente general - los 
tados miembros han de sujetar todas las entregas de bienes 
y las prestaciones de servicios interempresariales - aun 
cuando puedan quedar exentas un buen n^ero de las opera­
ciones.
La armonizaciôn de las exenciones serâ una de las - 
tareas mds diflciles a llevar a cabo para la consecuciôn - 
de un impuesto verdaderamente uniforme, que permita la su­
presiôn de las fronteras fiscales. Téngase en cuenta que, 
a través de las exenciones se protejen determinados secto- 
res de las economies nacionales cuya fuerza polltica se po 
tenciarâ para evitar su eliminaciôn.Por otra parte, aigu—  
nas exenciones, las de bienes de primera necesidad, mani—  
fiestan la postura social de los Estados, postura que hoy 
dla difiere considerablemente en las Comunidades.
La directriz, sin embargo, oblige a los Estados a - 
exlmir del impuesto las exportaciones de bienes, asi co-
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mo las prestaciones de servicio relacionadas con las mis­
mas (art. 10, 1, a y b). Esta exenciôn tiene cardcter téc 
nico, y es necesaria para permitir el funcionamiento de - 
un sistema de imposiciôn indirecta, en el pals de destino.
La entrega de bienes en el caso de exportaciôn debe 
rd estar exenta del impuesto, sin perjuicio del derecho —  
del exportador a reclamar el reembolso de los impuestos - 
que le han sido repercutidos, para que los bienes exporta 
dos salgan del pals de origen absolutamente libres de car 
gas fiscales indirectas. La exenciôn de las exportaciones 
- unida al derecho al reembolso del impuesto - junto al - 
gravamen de las importaciones forman el mecanismo de apld. 
caciôn del principio de gravamen en el pals de destino.
La base imponible
El Impuesto sobre el Valor Ahadido grava los incre- 
mentos de valor de un bien en cada fase del proceso de su 
producciôn o distribuciôn. Ese incremento de valor puede - 
ser calculado de diversas formas:
- sumando los costes de trabajo, rentas, e intere- 
ses y los beneficios empresariales, que corresponden a ca 
da operaciôn gravada, lo que se conoce como procedimiento 
de adiciôn de base a base.
- restando del precio bruto del bien o servicio los 
precios de lus bienes o servicios que han participado en - 
su elaboraciôn conocido como procedimiento de sustraciôn - 
de base a base o
- restando de la cuota bruta del impuesto debida por 
una operaciôn las cuotas que han sido repercuti^as al con-
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tribuyente en razôn de los bienes o servicios utiliza 
dos para la consecuciôn del bien o servicio objeto de la 
operaciôn gravada, procedimiento de sustraciôn de cuota a 
cuota.
Cuando es este ültimo el procedimiento elegido las 
particularidades del Impuesto sobre el Valor Ahadido no se 
manifiestan en la detenruLnaciôn de la base, que se calcula 
como en los impuestos en cascada. Que la base econômica - 
del impuesto, su objeto econômico, sea el valor ahadido, no 
seexterioriza en las normas que regulan la determinaciôn - 
de la base imponible.
La directriz que exponemos ha optado por este proce 
dimiento de deducciôn de cuota a cuota, por lo que, de - 
acuerdo con la cuota, la base imponible estarü constituida:
- En las entregas de bienes y prestaciones de servi 
cios, por la cantidad que constituye el contravalor de ta­
ies operaciones, comprendidos gastos e impuestos, salvo - 
la cuota del mismo Impuesto sobre el Valor Ahadido que co­
rresponde a la operaciôn.
- En los supuestos de autoconsumo, por el precio de 
compra de los bienes objeto del mismo o de bienes simila­
res, y si fueren estos deeconocidos por Tel precio de cos- 
te de dichos bienes.
- En las importaciones de bienes por el valor en - 
aduana de los bienes importados, incrementado por los âere 
chos, impuestos y gravâmenes debidos a causa de la importa 
ciôn, salvo el propio Impuesto sobre el valor ahadido. No 
es necesario que se incluycin en este caso los gastos acce- 
soriôs (embalaje, transporte, seguro) si bien cada Estado
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miembro queda facultado para hacerlo, (art. 8)
Tipo de gravamen
Los Estados miembros quedan en absoluta libertad pa 
ra fijar la cuantla del tipo o tipos de gravamen.
La directriz en su articule 9, establece, no obstan 
te, algunas normas a que han de ajustarse los Estados en - 
el ejercicio de esta facultad:
- El tipo normal deberd ser igual para las entregas 
de bienes y para las prestaciones de servicios.
- Podrdn establecerse tipos superiores o inferiores 
al tipo normal, si bien estos liltimos deberdn ser 
lo suficientemente elevados para que de las cuo—  
tas que de su aplicaciôn resulten sean normalmen- 
te deducibles las cuotas correspondientes a los - 
bienes y servicios que han formado parte de su —  
elaboraciôn y han sido gravados con los otros ti­
pos del impuesto.
- El tipo que se aplique a la importaciôn de un bien 
debe ser igual al que se aplica a la entrega del 
mismo bien en el interior del pals. Esta régla es 
fundamental para asegurar la neutralidad externa 
del impuesto, El buen funcionamiento del princi­
ple de imposiciôn en el pals de destino exige que 
un bien se grave a su importaciôn en la misma me­
dida que se le hubiera gravado si se hubiera pro­
ducido en el interior del pals.
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Deducciones en la cuota
La cuota bruta del impuesto se calcula aplicando - 
el tipo de gravamen que corresponde a cada operaciôn a la 
base tal como la hemos definido en el apartado anterior.
La especialidad del impuesto se manifiesta en las
deducciones que se han de realizar en esa cuota bruta pa-
?
ra determinar la deuda tributaria,
El artîculo 11, 1, de la directriz, dispone;
"En la medida en que los bienes y servicios han s^ 
do utilizados en las necesidades de su empresa, se autori 
za al sujeto a deducir del impuesto del que es deudor:"
"a) El Impuesto sobre el Valor Ahadido que le ha s^
do facturado por los bienes que le han sido en
tregados y por los servicios que le han sido - 
rendidos".
"b) El Impuesto sobre el Valor Ahadido satisfechos 
por los bienes importados".
"c) El Impuesto sobre el Valor Ahadido que él mis­
mo ha pagado por la utilizaciôn de los bienes
a que se refiere el articule 5, pârrafo 3, b" 
(autoconsumo)
Si el contribuyente deduce de su cuota bruta las - 
cuotas de los impuestos satisfechos por los bienes y ser­
vicios que han intervenido en la producciôn delà mercan—  
cia (entendiendo por tal toda operaciôn de obtenciôn, ela 
boraciôn o distribuciôn de-la misma)oen la prestaciôn del 
servicio, se consigne el mismo resultado que si se aplica
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re el tipo de gravamen sobre el Valor ahadido del bien o - 
del servicio en cada fase del proceso productive, sea cal­
culado este valor por la suma de los salaries, rentas, in- 
tereses y beneficios relatives a dicho bien o servicio, o 
per la diferencia entre el precio de éstos y los precios - 
de los bienes y servicios que hem intervenido en su conse­
cuciôn.
Todas las cantidades facturadas en razôn del Impue^ 
to sobre el Valor Ahadido soportado por los bienes y servi 
cios utilizados per la empresa son deducibles de la cuota 
del Impuesto. Se incluyen, pues, no sôlo las cuotas del im 
puesto que corresponde a los bienes que entran a formar - 
parte material del bien objeto de la operaciôngravada (de­
ducciones fisicas) sino también las cuotas del impuesto - 
que ha recaldo sobre los bienes de capital de la empresa - 
(deducciones financieras). La directriz comunitaria se in­
clina, pues, por el llamado Impuesto sobre el Valor Ahadi­
do neto (119)
Admitida la deducciôn del impuesto debido por los - 
bienes de capital, todo sistema de Impuesto sobre el Valor
(119) Clara Sullivan distingue entre impuesto sobre el Va­
lor Ahadido, de base renta neta, consume y producto 
bruto, El impuesto exigido por la directriz comuni 
taria corresponde a la especie consume, que permite 
la deducciôn inmediata del impuesto paga do en ra­
zôn de los bienes de inversiôn. Clara Sullivan, The 
Tax on Value Added, Nueva York y Londres, Columbia 
University Press, 1965, pügs. 198 a 213.
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Ahadido se enfrenta ante la alternativa de permitir esta de 
ducciôn a lo largo del perlodo de tiempo en que se utilizan 
estos bienes (pro rata temporis), como se hace a través de 
las amortizaciones en los impuestos sobre los beneficios em 
presariales, o de permitir la deducciôn inmediata en el p_e 
rlodo tributario en que se adquieren independiente del pe­
rlodo de tiempo en que van a ser utilizados. La directriz 
elije este segundo procedimiento; "La deducciôn se opera so 
bre el Impuesto sobre el Valor Ahadido debido por el perlo­
do en el que el impuesto deducible se factura (en los casos 
de entrega de bienes o prestaciôn de servicios) o satisface 
(en los casos de importaciôn y autoconsumo)"
Este método permite calificar este Impuesto sobre el 
Valor Ahadido de Impuesto tipo consumo. La Cuota del Impue^ 
to que recae sobre las operaciones de adquisiciôn de los bie 
nes de inversiôn, o de las existencias, se deduce inmediata 
mente y no représenta carga alguna de carActer financière 
para la empresa. Este tipo de impuesto sobre el Valor Ahadi 
do, por esta razôn, no résulta équivalente econômicamente 
a un impuesto sobre las ventas al menor (120).
Cuando se trate de operaciones exentas o no sujetas 
no serâ deducible la cuota del impuesto sobre el valor aha 
dido que corresponde a los bienes y servicios que intervie 
nen en las mismas salvo en el supuesto de exportaciôn.
(120) Ibid,209 a 211.
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Las entregas de bienes que constituyen exportacio­
nes estdn exentas del impuesto. Esta exenciôn unida a la 
deducciôn o reembolso del impuesto pagado por los bienes 
y servicios que intervienen en*la producciôn del bien ex 
portado asegura la desgravaciôn de las mercancias en el - 
pals de origen y permite la imposiciôn en destino. Para .L » 
evitar esta excepciôn en la regia de la no procedencia de 
las deducciones en los casos de operaciones exentas, se - 
ha recurrido a veces a la técnica de no exlmir formalmen- 
te las exportaciones y establecer para las mismas el tipo 
de gravamen cero.
La régla de que no se deduzcan las cantidades sati^ 
fecha en fases previas cuando se trata de operaciones exen 
tas évita las dificultades administrativas de un eventual 
reembolso del impuesto al contribuyente exento, y supone 
indudables ventajas recaudatorias para el Tesoro. Pero nos 
parece claramente insatisfactoria en cuanto, como en las 
exenciones de los impuestos en cascada, sôlo permite la - 
exoneraciôn parcial de ciertos bienes y servicios, que, - 
como los de primera necesidad, requerirlan la exenciôn - 
efectiva total del impuesto,para evitar la regresividad 
del mismo.
La exenciôn de los bienes de primera necesidad y - 
el gravamen a tipos superiores al normal de los consumos 
de lujo podrlan corregir la injusticia de este impuesto, 
consiguiendo hacerlo progresivo respecto al consumo y pro 
porcional o incluso progresivo respecto a la renta.
La exenciôn de una sola fase del proceso de produc 
ciôn supone, ademâs, que el gravamen efectivo que los bie
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nes exentos soportan dependent de la magnxtud en valor aha 
dido de la fase exenta en cada caso. El valor de la exen—  
ciôn concedida variarâ segün los casos y la neutralidad del 
impuesto, piedra bâsica de su filosofia, quedarâ en entre 
dicho.
Como veremos al estudiar los regimenes especiales y - 
transitorios, se ha dejado a la discreciôn de los Estados 
miembros la extensiôn en que las fases previas a la exenta 
serün desgravadas durante el perlodo que media hasta la su 
presiôn total de los ajustes fiscales en frontera.
Qbligaciones administrativas del contribuyente
El sujeto pasivo deberâ llevar una contabilidad - 
que le permita cumplir correctamente su impuesto y que pue 
cfe. ser objeto de control satisfactorio por la Administra- 
ciôn fiscal.
Todo sujeto deberü expedir una factura en todas las 
entregas de bienes y prestaciones de servicios sujetos que 
realice.
Los sujetos pasivos deberân hacer declaraciones y - 
pagos mensuales respecto a las operaciones gravadas realiza 
das en el mes precedente (art. 12)
Regimenes o medidas especiales o transitorias
La Directriz prevé la adopciôn de regimenes especia 
les en determinadas circunstancias o en relaciôn con empre­
sas o sectores que ofrecen unas caracteristicas particula—  
res.
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12)Respecto a las pequehas empresas, cuando se con 
sidere qué el régimen normal del impuesto tropieza con dl 
ficultades de aplicaciôn, los Estados miembros pueden es­
tablecer previa consulta a la Comisiôn, el régimen espe—  
cial que mejor se adapte a sus finalidades y posibilida—  
des nacionales (art. 14)
22) Se establecerô un régimen especial para las 
pre sas agricolas por directriz del Consejo. La Comisiôn 
transmitiô al Consejo el 26 de febrero de 1968 una propue^ 
ta de directriz sobre las modalidades de aplicaciôn del Im 
puesto sobre el Valor Ahadido a las operaciones que tengein 
por objeto productos agricolas. Esta propuesta no ha sido 
aprobada hasta la fecha. Mientras no exista regulaciôn co­
muni tari a sobre esta materia, los Estados miembros, previa 
consulta a la Comisiôn, podrân someter a un régimen espe—  
cial, adaptado a las exigencias y posibilidades nacionales 
las explotaciones agricolas para las que el régimen normal 
encontraria dificultades.
En la segunda directriz de 11 de abril de 1967, se 
prevé igualmente la adopciôn de ciertas derogaciones de ca 
râcter temporal al régimen general para los -
primeros tiempos de entrada en vigor en un Estado miembros 
del Impuesto. Las medidas que pueden adoptarse transitoria 
mente son;
- percibir el impuesto anticipadamente.
- aplicar la deducciôn pro rate temporis a la eue ta dbl 
impuesto que grave bienes de inversiôn;
- excluir total o parcialmente de la deducciôn el
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impuesto que recaiga sobre los bienes de inversiôn.
- concéder deducciones a tanto alzado sobre la cuo­
ta del Impuesto. de los impuestos sobre la cifra
de négociés anteriores que hayan gravado los bie* 
nes de inversiôn y las existencias de la empresa.
- Establecer, en favor de las Consumidoras finales, 
por razones de interés social, tipos reducidos o 
exenciones incluso con reembolso de los impuestos 
pagados en las fases precedentes de producciôn, —  
siempre que la incidencia global de estas medidas 
no sea superior a las concesiones aplicadas en el 
sistema anterior. Esta excepciôn no es, en reali- 
dad, transitoria en cuanto se permite su vigencia 
hasta que se supriman los ajustes fiscales en fron 
tera (art. 17)
El art. 13, permite, igualmente, la adopciôn por un 
Est ado miembro de medidas especiales, siempre que se tra­
te de casos excepcionales con el fin de simplificar la apl^ 
caciôn del impuesto o de evitar el fraude. Esta posibili—  
dad regirô ünicamente mientras subsistan el gravamen a la 
importaciôn y la desgravaciôn de la exportaciôn.
En estos casos deberâ informar el Estado miembro - 
que se propone adoptar las medidas especiales a la Comi—  
siôn y a los otros Estados miembros. Si alguno de estos se 
opone a las medidas proyectadas, el Consejo deberâ decidir 
sobre la procedencia de las mismas, asi como de su dura—  
ciôn. Esta decisiôn deberâ ser tomada por unanimidad si - 
la Comisiôn considéra que las medidas ponen en peligro - 
los principios del régimen comün, en especial la neutrali
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dad en la competencia y por mayorla si la Comisiôn entiende 
que se limitan a la simplificaciôn de la gestiôn del impue^ 
to o que se trata simplemente de la introducciôn de un pro­
cedimiento para evitar el fraude (l2l)
Entrada en vigordel Impuesto sobre el Valor Ahadido
en los Estados miembros
Francia contaba con un Impuesto sobre el Valor Ahadl 
do desde el 1 de julio de 1954. La introducciôn en Francia
de este impuesto fue un tanto accidentai. De un impuesto a
la producciôn satisfecho en pagos fraccionados se pasô a un 
Impuesto sobre el Valor Ahadido bruto (en el que sôlo se a- 
ceptaban las deducciones de los bienes intermedios, deduc­
ciones fisicas) El paso al impuesto sobre el valor ahadido 
neto se diô con la finalidad de concéder incentives a la - 
inversiôn. Francia reformô su impuesto sobre el Valor Ahadi 
do por ley de 1 de Enero de 1966, que entrô en vigor el 1 - 
de Enero de 1968. Esta reforma acercô el Impuesto francés al 
al sistema comunitario.
Alemania introdujo su Impuesto sobre el Valor Ahadido 
el 1 de Enero de 1968. El impuesto habia sido regulado en
este pais por la Ley de 29 de Mayo de 1967.
Holanda lo estableciô por ley de 26 de Junio de 1968 
y lo aplicô a partir de 1 de Enero de 1969.
(l2l)Un estudio completisimo sobre el Impuesto sobre el Va 
lor Ahadido puede verse en la XVII Sémana de Estudios 
de Derecho Financiero, Madrid; Editorial de Derecho 
Financiero, 1969.
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Luxemburgo lo introdujo el 1 de Enero de 1970, sien
do la Ley de su regulaciôn de 5 de Agosto de 1969.
Como Bélgica e Italia no se encontrabm en condicio­
nes de establecer este impuesto el 1 de Enero de 1970, el 
Consejo de la CEE promulgô una tercera directriz prorrogan 
do la entrada en vigor del impuesto en estos paises hasta 
el 1 de Enero de 1972.
Bélgica introdujo el impuesto el 1 de Enero de 1971 
La Ley belga es de fecha de 3 de Julio de 1969,
Italia no lo ha introducido todavia.
Aün cuando las legislaciones de los Estados miembros 
difieran considerablemente, especialmente en aquellas ele- 
mentos del impuesto que el régimen comunitario no abarca,o 
deja a la discrecionalidad nacional, la imposiciôn sobre - 
la cifra de négocies présenta un aspecto homogéneo en las 
Comunidades europeas lo que supone un doble beneficio,
- Permite, por ahora, un correcte funcionamiento de 
los ajustes fiscales en frontera. En el sistema vigente pue 
de afirmarse que no existen distorsiones fiscales directes 
originadas por los impuestos sobre la cifra de ventas. No 
cabe duda, no obstante, que la discrepancia en las exen­
ciones y en el nivel de los tipos de gravamen debe produ­
cir distorsiones indirectas (las economlas de escala que 
una baja imposiciôn indirecte permite a una empresa hacen 
mejorar su fuerza competitive en el mercado exterior).
- Prépara una posterior armonizaciôn de los elemen 
tos dejados a la autonomla de los Estados, que puede ha—  
cer posible la supresiôn de las fronteras fiscales en el
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Comercio entre los Estados miembros.
La primera consecuencia sehalada se interfiere en 
cierto sentido en el desarrollo de la segunda. Si se ase 
gura un grado satisfactorio de neutralidad fiscal se re^ 
ta alguna fuerza al objetivo de la supresiôn de los aju^ 
tes fiscales en el comercio entre los Estados miembros.
F. Las condiciones de aplicaciôn del recargo en fa­
vor de las Comunidades sobre los impuestos sobre 
el Valor Ahadido.
Como hemos visto en pâginas anteriores, la Comi­
siôn ha quedado obligada - en virtud del articule 4 de la 
primera directriz - a someter al Consejo las medidas que 
hagan posible la supresiôn de las imposiciones a la impor 
taciôn y las desgravaciones a la exportaciôn, en el co—  
mercio entre los Estados miembros, medidas que deben ser 
capaces de permitir la neutralidad del impuesto respecto 
al origen de los bienes y de las prestaciones de servicios 
en el comercio intracomunitario,
El art. 19 de la segunda directriz compléta este pre 
cepto al Qncomendar al Consejo, decidiendo a propuesta de 
la Comisiôn, la tarea de completar el sistema comün del Im 
puesto sobre el Valor Ahadido y de suprimir los regimenes 
y medidas especiales adoptadas por los Estados miembros, 
para uniformar los sistemas nacionales y hacer posible la 
supresiôn de los referidos ajustes fiscales a la importa­
ciôn y a la exportaciôn en el comercio entre los Estados 
miembros.
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El objetivo final de las directrices comunitarias - 
es sustituir el principio de imposiciôn en el pais de des­
tino por el de gravamen en el pais de origen en las rela—  
ciones entre paises pertenecientes a las Comunidades, de - 
manera que queden eliminadas las barreras fiscales en el - 
trâfico comercial intracomunitario.
Para conseguir esta sustituciôn se hace necesario 
que las cargas tributarias en razôn del Impuesto sobre el 
Valor Ahadido sean prâcticamente idénticas y estén distri- 
buidas de la misma manera, Sôlo asi se evitarân las distor 
siones fiscales en el trâfico entre los Estados miembros. 
De otra manera, aplicado el principio de gravamen en ori—  
gen, presentarian ventajas fiscales las mercancias y ser­
vicios procedentes del pais en que la carga fiscal que les 
corresponde sea inferior.
Las discrepancias entre los sistemas impositivos na 
cionales se manifiestan en aquellos elementos del tribute 
dejados por las directrices comunitarias a la autonomia de 
los Estados miembros. Estos son, como hemos visto:
- La sujecciôn de los servicios no incluidos en el 
Anexo B.
- Las exenciones.
- Los tipos de gravamen.
Una profunda armonizaciôn de estos elementos cons­
tituye la condiciôn minima para la supresiôn de la impos^ 
ciôn a la importaciôn y de la desgravaciôn a la exporta—  
ciôn respecto al trâfico intra-comunitario.
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Con esta armonizaciôn quedarla salvado el problema 
de la neutralidad fiscal del comercio internacional en el 
sisteriia de imposiciôn en origen. Pero subsistlrla el pro­
blema de las eventuales compensaciones entre los Estados 
mieiibros por los sacrificios financieros que a algunos de 
ellos podria suponerles la aplicaciôn de este sistema. - 
Sin ajustes en frontera, el importador podria deducir del 
impuesto debido por sus ventas o prestaciones de servicios 
el impuesto que le ha sido facturado por el exportador, - 
impuesto que ha sido satisfecho a un Tesoro diferente. - 
Los paises exportadores netos al resto de las Comunida—  
des obtendrlan una ventaja recaudatoria en contra de los 
paises importadores netos. La soluciôn de este problema 
deberâ necesariamente procéder a la supresiôn de los aju_s 
tes en frontera.
Pero en la Decisiôn de 21 de Abril de 1970 no se - 
exige la supresiôn de estos ajustes para que pueda esta—  
blecerse el recargo en favor de las Comunidades sobre los 
impuestos sobre el Valor Ahadido de los Estados. Se exige 
solamente que sean aplicados en très, al menos, de los B£ 
tados miembros, las reglas determinando un objeto (assie­
tte) comün del impuesto. Basta pues que las operaciones 
efectivamente gravadas sean comunes para que pueda esta—  
blecerse el recargo Comunitario, Este recargo no encuen—  
tra, pues, obstüculo alguno en la persistencia de la auto 
nomla de los Estados en materia de tipos de gravamenes. 
Exige en cambio que los hechos imponibles y las exenciones 
se uniformicen para evitar discriminaciones entre los 
contribuyentes segün los Estados.
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La cons-uunaciôn de la armonizaciôn de los impuestos 
sobre la cifra de négocies proyectada por las directrices 
de abril de 1967 tropieza con graves dificultades técnicas 
sociales y financieras.
Una armonizaciôn de la extensiôn necesaria para su 
primir los ajustes finales en frontera en el comercio in—  
tracomunitario, supone:
a) Una modificaciôn del conjunto de los sistemas - 
fiscales de los Estados miembros. La disminuciôn o el au—  
mento de ingresos que se produzcan en cada pais por la uni 
formaciôn de los tipos de gravamen o del dmbito efectivo - 
del impuesto, deberd compensarse presupuestaria y social—  
mente en los otros impuestos del sistema,
b) La pérdida de la autonomia fiscal de los Estados. 
El Impuesto sobre el Valor Ahadido dejaria de ser un instru 
mento de la polltica econômica del Estado, Los Estados mi^ 
bros perderian, a su vez, la posibilidad de utilizar las - 
exenciones y los tipos de gravamen para adaptar el impue^ s 
to a sus concepciones sociales. (122)
Dificultades de este orden solo hacen concebible la 
armonizaciôn del dmbito efectivo del impuesto y de los ti—  
pos de gravamen si media una extraordinaria voluntad politi 
ca. El gran valor sicolôgico, y el no despreciable prdctico, 
de la supresiôn total de los contrôles en frontera en el -
(122) Un detallado estudio de la problemdtica a que nos re 
ferimos puede verse en "Congruences budgétaires éco­
nomiques et sociales del'.harmonisation...op. cit. pp. 
9 a 18.
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trâficü intrecomimitario de mercanclas pueden determinar la 
realizaciôn de un esfuerzo de tal magnitud. Los pronôsticos 
en este terrene son, no obstante, muy arriesgados.
Pero como hemos senalado las condiciones de aplica 
ciôn del recargo sobre los Impuestos sobre el Vanor Anadi- 
do de los Estados en favor del Tesoro comunitarioson mènes 
exigentes que las de la supresiôn de las fronteras fiscales. 
Para este recargo no es necesario resolver los problemas de 
compensaciôn fginanciera a que hemos hechos referenda ni - 
uniformar o armonizar los tipos de gravamen . Basta con el 
logro de la definiciôn comün del objeto del impuesto, Pero, 
aün mâs, creemos que técnicamente es posible establecer el 
recargo sin la previa armonizaciôn de hechos imponibles y 
exenciones.
a) Aplicando pura y simplemente el recargo a los he 
chos imponibles no exentos vigentes en los Estados sin que 
medie armonizaciôn previa del objeto del impuesto. Lo redu 
cido relativamente del tipo de gravamen comunitario no ha- 
ce suponer que las diferencias en los objetos de los dife- 
rentes impuestos estatales pueda dar motives de agravio - 
por parte de los Estados o de las individuos o a determi—  
nar cambios en los sistemas fiscales.
b) Aplicando el tipo de gravamen comunitario a una 
base comiln definida ad hoc para el recargo en favor de las 
Comunidades. Los Estados podrlan mantener sus regimenes ac
tuales pero recaudarlan el impuesto comunitario que co--
rrespondiera a las operaciones que las Comunidades déclara 
ran sujetas y no exentas a efectos de su gravamen, El pro-
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cedimiento se facilitarla si el recargo comunitario repa­
yera exclusivamente sobre las operaciones que gravan sin 
excepciôn todos los Estados, Pero séria concebible igual- 
mente que gravara un objeto mâs amplio que el del Impues­
to sobre el Valor Ahadido de algün Estado miembro en cuyo 
caso este Estado tendria que hacer un especial esfuerzo - 
administrative en favor de las Comunidades.
La primera de estas posibilidades choca abiertamen 
te con el art. 4 de la Decisiôn de 21 de abril de 1970, —  
que exige, para que pueda establecerse. el recargo, que, 
al menos, en très Estados miembros se hayan aplicado "las 
reglas que determinan un objeto uniforme para el Impuesto 
sobre el Valor Ahadido",
La segunda soluciôn no es la contemplada por los - 
autores de esta Decisiôn (se pensaba sin duda en la exis^ 
tencia de una definiciôn comün del âmbito objetivo de los 
Impuestos sobre el Valor Ahadido Estatales y no del recar 
go comunitario) pero los términos empleados por el art. 4 
de la Decisiôn de 21 de abril de 1970 y sobre todo el fun 
damento y las finalidades de esta disposiciôn, podrian - 
permitir su aplicaciôn. Los Estados miembros pueden con—  
tar con un âmbito objetivo y base imponible comün de un - 
Impuesto sobre el Valor Ahadido, para aplicar el recargo 
comunitario, aun cuando carezcan de esa base comün para - 
el impuesto que recaudan en favor de su propio tesoro.
La brevedad del texto legal referente al recargo - 
comunitario que estudiamos deja un buen nümero de proble­
mas sin resolver, que habràn de ser objeto de acuerdo por 
los poderes Comunitarios para hacer posible el funciona—
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miento de este tributo. Nos referiremos aqul a dos de - 
ellos que, en nuestra opiniôn, revisten singular impor—  
tancia:
- ^E1 tipo de gravamen del recargo comunitario ha—  
brd de ser ilnico o podrdn fijarse diferentes tipos segün 
las operaciones gravadas? ^Podrân establecerse exencio—  
nés respecte al recargo comunitario? Creemos que no exi_s 
te obstâculo alguno para que dentro del tipo limite mcLx^i 
mo del 1 por ciento se establezcan distintos tipos de - 
gravamen o se renuncien a gravar déterminadas operacio—  
nés. No obstante,la poca importancia del tipo del recar­
go puede desaconsejar, por razones de simplicidad, este 
tipo de variaciones.
- Si se establece el recargo comunitario y perdu- 
ran los ajustes fiscales en frontera, qué regimen de de- 
limitaciôn territorial se seguiria respecte al mismo, el 
de imposiciôn en el pais de destine o el de imposiciôn - 
en el pais de origen. Séria lo mâs sencillo que el recar 
go siguiera el régimen de los impuestos estatales con que 
coexiste y fuera devuelto en la exportaciôn y estableci- 
do compensâtoriamente en la importaciôn, pero también - 
puede aplicârsele el principle de imposiciôn en el pais 
de origen. Como no existen diferencias de tipos de grava 
mencn el recargo comunitario segün los paises en que se 
aplique, y cualquiera que sea el territorio en que se - 
produzca el hecho imponible los benefidaoios^ este recar 
go serân las Comunidades, no hay que temer distorsiôn 
alguna porque las mercancias no se desgravcn a la expor­
taciôn ni tributen a la importaciôn. Como el rendimiento
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del impuesto Se aplica a un solo tesoro, el comunitario, 
no se presentarlan tampoco los problemas de compensaciôn 
a que anteriormente nos hemos referido.
Esta soluciôn se adapta mejor a la filosofla que de 
fiende que el territorio de las Comunidades constituye - 
un territorio comercial ünico y serviria de ejemplo y ex 
periencia para la introducciôn del principle del grava—  
men en origen respecte a los impuestos sobre el valor - 
ahadido estatales.
V I I
LOS DEMAS INGldESOS
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1. LOS EMPRESTITOS
La financiaciôn mediante empréstitos figura en el Tra 
tado de Paris constitutive de la CECA como recurso ordina- 
rio de esta Comunidad, afectado exclusivamente a la conce- 
siôn de préstamos. El Tratado constitutive del Euratom pre 
vé la utilizaciôn eventual de empréstitos para hacer fren- 
te a los gastos de invcrsiôn e investigaciones de esta Co­
munidad. El Tratado CEE desconoce en cam.bio este recurso - 
como medio de financiaciôn de esta Comunidad (l). Sin em—  
bargo, el art, 129 de este Tratado créa el Banco Europeo - 
de Inversiones al que en el art. 130 del mismo se le permi 
te recurrir al mercado de capitales. El Banco estâ dotado 
de personalidad juridica independiente de la CEE, pero su 
Estatuto se aprobô como protocolo del Tratado de Roma con^ 
titutivo de la misma, Los empréstitos del Banco no figuran 
en el presupuesto de las Comunidades.
El Tratado de Paris no preveia la existencia de un pre 
supuesto en sentido estricto para la CECA, como hemos visto
(l) Sin embargo, el Reglamento financière de 30 de julio 
de 1968, que régula la elaboraciôn y ejecuciôn del pre 
supuesto de las Comunidades, presupuesto que recogia en 
1968 los gastos administratives de la CECA, los genera 
les de la CEE y los de funcionamiento del Euratom, di_s 
pone en su art. 10; "Los ingresos de las Comunidades - 
comprenderân: ,,, "El producto eventual de los emprés­
titos autorizados por el presupuesto y destinados a la 
financiaciôn de operaciones inmobiliarias u otras". Se 
trata de empréstitos especiales destinados a ciertas - 
adquisiciones que no son financiadas en un solo ejerci^  
cio presupuestario.
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al principio de este trabajo, sino una "cuenta general" de 
sus gastos administratives, que entré a formar parte, en - 
virtud del Tratado de Bruselas de 1965, por el que se £u—  
sionan los ejecutivos comunitarios, del presupuesto comün 
de las Comunidades, Los empréstitos de la CECA no formaron 
parte de esta cuenta general y no se recogen ahora en el - 
presupuesto de las Comunidades.
Los empréstitos del Euratom se inscribian en el presu 
puesto de investigaciones e inversiôn de la Comunidad Eur£ 
pea de Energla atômica. Este presupuesto ha sddo incorpora 
do por el art, 10 del Tratado de Luxemburgo de 22 de abril 
de 1970 al presupuesto general de las Comunidades, por lo 
que el empréstito pasa a ser un medio de ingresos de este 
presupuesto general, si bien su producto ha de ser utiliza 
do exclusivamente para el sostenimiento de los gastos que 
correspondîan al antiguo presupuesto de investigaciones del 
Euratom. Igualmente, en el estado de gastos del referido 
presupuesto general deberü constar el servicio de emprést_i 
tos, es decir, las amortizaciones e intereses correspondien 
tes al ejercicio.
A) Los empréstitos de la CECA (2)
El art. 49 del Tratado de Paris establece que la 
Alta Autoridad se podrü procurar los fondos necesarios pa-
(2) Sobre las actividades financieras de la CECA pueden ver 
se, entre otros, los trabajos de Skribanowitz: The Eu­
ropean Coal and Steel Community and its financial acti 
vities. Congress of World Federation of Investment Club 
Association. Rotterdam, 1963 y de Blondeel y Van der Ey
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ra el desempeho de su misiôn, ademâs de estableciendo un gra 
vamen sobre la producciôn del carbôn y del acero, "contratan 
do empréstitos". Los empréstitos constituyen, pues, un ingre 
so ordinari'o de la CECA a diferencia de lo que ocurre en las 
haciendas estatales, en que este recurso tiene normalmente - 
carâcter extraordinario.
El cardcter ordinario del empréstito en la CECA viene - 
determinado por el destino a que se le afecta y por las fun- 
ciones financieras asignadas a esta Comunidad. "Los fondos - 
procedentes de los empréstitos - dice el art, 51 del Tratado 
de Paris - sôlo pueden ser utilizados por la Alta Autoridad 
para otorgar préstamos".
La CECA tiene entre sus funciones "promover la expan—  
siôn regular y la modernizaciôn de la produccién" (Art, 3,g 
del Tratado CECA), para lo que "ha de poner los medios de - 
financiaciôn a disposiciôn de las empresas para sus inversio 
nés" (art. 5), lo que lleva a cabo "consintiendo préstamos 
a las empresas u otorgando sugarantia a los empréstitos que 
éstas contraten" (art. 54) La CECA actüa, pues, como media- 
dor financiero. Los fondos que obtiene prestados los dé a - 
su vez prestados a las empresas productoras de carbôn y de 
acero de las Comunidades.
La utilizaciôn del empréstito es una operaciôn normal 
para una organizaciôn que tiene entre sus tareas la de con 
seguir y encauzar medios de financiaciôn externa a las em­
presas que entran en elcampo de su competencia.
ken "Les emprunts de la CECA", Revue de la Banque ns 3- 
1, 1.955.
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En llnea con el importante papel y la gran independen- 
cia que se otorga en el Tratado de Paris a la Alta Autori—  
dad, a ésta le corresponde decidir sobre la oportunidad y 
condiciones de los empréstitos,
Los empréstitos puedoiemitirse en el interior de la Co 
muni dad. A éstos se refiere-. el pârrafo segundo del art.51,
1 del Tratado: "La emisién de los empréstitos de la Alta Au 
toridad en el mercado de los Estados miembros se someterâ a 
la reglamentaciôn en vigor en estos mercados". El Tratado 
CECA no ha querido crear Derecho Comunitario en esta mate—  
ria, ni siquiera ha dispuesto que a estos empréstitos se 
le aplicaran las normas que rigen la emisién de deuda püblj^  
ca o de obligaciones o cédulas de entidades püblicas o pri- 
vadas nacionales. Se limita a establecer que se le apliquen 
las normas en vigor. ôQué normas serân aplicables? &Las que 
corresponden a las emisiones realizadas por las entidades - 
püblicas o por las entidades privadas,por las entidades na­
cionales o por las extranjeras? (3) La decisiôn en la mate­
ria queda en manos de los poderes nacionales. No parece que 
se haya interpretado generosamente la legislaciôn nacional
(3) El problema no puede resolverse en base al art, 6 del —  
Tratado de Paris, que dispone que: "En cada uno de los 
Estados miembros, la Comunidad gozard de la capacidad 
juridica mâs amplia reconocida a las personas morales - 
nacionales", ya que no debe confundirse la extensiôn de 
la capacidad con la calificaciôn de nacional o extranje 
ra, püblica o privada, residente o nô de una organizaciôn 
internacional. No es incompatible con el reconocimiento 
de la mds amplia capacidad juridica a la CECA el que, 
calificada de entidad extranjera, haya de someterse a 
una reglamentaciôn muy estricta en la emisiôn de sus em 
préstitos.
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a este respecte. En el Parlamento europeo se han producido 
quejas en el sentido de que la Comunidad no se beneficiaba 
del tratamiento que cualquier empresa tiene sobre su pro—  
pio mercado nacional (4), Sôlo posteriormente se fué abrien 
do paso la prdctica de asimilar los empréstitos de la CECA 
a los de los organismos autônomos nacionales y concederles 
los privilegios que éstos gozan (5)
La voluntad de los autores del Tratado de negar en el 
mismo todo cardcter privilegiado a los empréstitos CECA - 
se manifiesta claramente en el art. 52. Este articule obl^ 
ga en su primer pdrrafo a los Estados miembros a asegurar 
la transferencias monetarias procedentes del gravamen so—  
bre la produccién del carbôn y del acero o del fonde de re 
serva, y ahade en su se gundo: "Las modalidades de las traa 
ferencias tante entre Estados miembros como con destino a 
terceros palses, que resulten de las otras operaciones fi­
nancieras efectuadas por la Alta Autoridad o bajo su garan 
tla (empréstitos entre otras) serân objeto de acuerdo en—  
tre la Alta Autoridad y los Estados miembros interesados o 
los organismos compétentes, sin que ningün Estado miembro 
que tenga establecido control de cambios esté obligado a - 
asegurar las transferencias sobre las que no ha aceptado - 
compromisos expresos".
(4) A.P.E, Comisiôn de inversiones. Van Campen, 1958. Doc. 
nG 42 citado por Gide-Loyrette-Novel, Dictionaire du - 
Marché Commun. Institutions financières CECA, pàg. 14.
(5) Ibid, pdg, 14.
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La Alta Autoridad puede recurrir también a los mercados 
de capitales ajenos al territorio comunitario. Esta posibil^ 
dad se puede deducir del pdrrafo que acabamos de transcribir 
en cuanto prevé transferencias "con destino a terceros pal—  
ses (amortizaciones e intereses) que resulten de otras opera 
ciones financieras (empréstitos) y de la autorizaciôn sin li. 
mitaciones para contratar empréstitos establecida en el art, 
49 (6).
El Tratado no se refiere al régimen jurldico aplicable 
a los empréstitos contratados en palses xxo comunitarios.
Este procéder résulta lôgico en cuanto, no obligando el Tra 
tado a palses terceros, es obvio que en los mismos, los em­
préstitos de la CECA habrân de someterse a las normas en yi 
gor y en especial a las que regulan la emisién de emprésti­
tos por una organizaciôn internacional de carâcter püblico, 
en la que no forma parte el Estado en el que tiene lugar la 
emisiôn, si taies normas especlficas existen. En todo caso 
habrân de ajustarse al ordenamiento jurldico de este Estado 
con independencia de lo que a estos efectos hubiera estable 
cido el Tratado de Paris,
La Alta Autoridad tuvo que enfrentarse con el problema 
fundamental que toda operaciôn de crédite engendra: la de - 
ofrecer garantlas del pago de sus obligaciones. Este proble 
ma no estaba resuelto satisfactoriamente en el Tratado de - 
Paris, Unicamente en su art, 51 se preveia que la Alta Auto
(6) La capacidad para la contrataciôn de estos empréstitos 
esté reconocida en el art, 6 del Tratado: "En las rela 
ciones internacionales, la Comunidad goza de la capaci 
dad juridica necesaria para ejercer sus funciones y 
realizar sus fines"
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Autoridad solicitara la garantia de los Estados miembros, 
pero el Tratado expresamente dispone que ningün Estado e^ 
tâ obligado a otorgar dicha garantia.
La Alta Autoridad se viô obligada a crear un fondo - 
de garantia con fondos procedentes de su gravamen con el 
fin de fundamentar su crédito. Como este fondo no estaba 
expresamente previsto en el Tratado (que preveia en cam—  
bio la constituciôn de un fondo de réserva con la finali- 
dad de reducir el nivel del tipo del gravamen sobre la - 
produccién del carbôn y del acero, el cual se financiarla 
con los beneficios de la mediaciôn financiera),. la Alta - 
Autoridad basé jurldicamente la creaciôn del fondo de ga 
rantla en el art, 50 del Tratado, que establece que el - 
gravamen sobre la produccién del carbôn y del acero pue­
de destinarse a cubr ir la fracciôn del servicio de em—  
préstitos de la Alta Autoridad no cubierta eventualmente 
por el servicio de préstamos, asl como a asegurar el jue 
go de la garantia de la Comunidad otorgada a los emprés­
titos suscritos directamente por las empresas.
Este fondo de garantia ha cumplido el papel que el 
capital y las réservas desempehan en las empresas banca- 
ràas y ha hecho posible la canalizaciôn a través de la - 
CECA de importantlsimos recursos financieros. La Alta Au 
toridad ha asegurado que no concederâ ningün privilegio 
a sus acreedores sobre este fondo, ni sobre la potencia 
lidad financiera de su gravamen, con lo que su crédito 
encuentra un fundamento màs de refuerzo (7).
(7) Principes de l'action de la Haute Autorité dans le
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El art. 51, 4, del Tratado de Paris dispone: "La Alta 
Autoridad no ejercerâ por si misma las actividades de ca—  
rdcter bancario que corresponden a sus misiones financieras" 
La CECA tiene una misiôn de mediaciôn financiera que coinc_i 
de con el objeto substancial de ciertas operaciones b cine a: 
rias, pero se le niega en el Tratado que lleve a cabo por si 
misma la materialidad de éstas operaciones. La CECA no pue­
de constituir directamente depôsitos en dinero, ni transfe­
ror, ni recibir material y directamente sumas de dinero. Pa 
ra estas operaciones ha de servirse de organizaciones b cine a 
rias nacionales o internacionales especializadas. Estas ope 
raciones se realizan por cuenta de la CECA por estas orga­
nizaciones: perciben los fondos de que la CECA es prestata- 
ria y los ponen a disposiciôn de las empresas que la CECA - 
ayuda a financiar, se encargan a su vez de pagar los intere 
ses y amortizaciones de los empréstitos de la CECA y a per- 
cibir los intereses y amortizaciones de sus préstamos.
La elecciôn de los mercados de emisiôn de los emprést_i 
tos y las caracterlsticas de éstos han si do détermina das por 
la situaciôn econômica y monetaria internacional. En los —  
primeros ahos de su existencia, la CECA carecla de su sôl^ 
do crédito y se encontraba con una situaciôn debillsima en 
los mercados financieros europeos. El primer empréstito de 
la CECA fué otorgado por el Import-Export Bank en 1954. E^ 
te importante primer empréstito, 100 millones de dôlares, 
se inscribia asl en el marco de la ayuda de los Estados Uni
domaine du financement des investissements. Journal Of 
ficiel n2 17, del 31 de julio de 1954.
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dos a Europa en la época de penuria de este continente en 
la post-guerra.
A este empréstito sucedieron numerosas emisiones pü- 
blicas sobre el mercado americano y suizo y, con posterio 
ridad, ya en los ahos sesenta, pudo recurrirse a los ya - 
fuertes mercados financieros de la Comunidad, En fechas - 
recientes, ademâs de los mercados nacionales, se han emi- 
tido algunos empréstitos en el mercado internacional de - 
capitales. El 31 de diciembre de 1970 la CECA habia reali 
zado 58 operaciones de empréstito por un contravalor de - 
952*56 millones de unidades de cuenta.
En 1970 se ha iniciado una interesante experiencia 
que se inscribe en el proceso de constituciôn de la Uniôn 
Econômica y Monetaria Europea, Consiste esta experiencia 
en la emisiôn de un empréstito de 50 millones de unidades 
cuenta, ofrecido en suscripciôn püblica en Bélgica y Lux^ 
burgo y colocado en el mercado internacional de capitales 
expresado en unidades monetarias europeas, cuyo valor se 
fija de manera invariable respecte a las monedas europeas 
a los tipos de cambio de estas monedas declarados oficial 
mente al fondo monetario internacional en el momento del- 
empréstito (unidad cuenta = 3*66 DM ô 50 FB ô 5^05419 FF 
o 625 liras ô 3*62 florines), Los suscriptores pueden a su 
elecciôn percibir los intereses y amortizaciones en cual­
quiera de estas monedas y al expresado cambio,de manera 
que los prestamistas pueden beneficiarse de las revalua- 
ciones monetarias y evitar los perjuicios de las devalua- 
ciones. (8)
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B) Los empréstitos como medio de financiaciôn del 
Euratom
En el tratado constitutivo de la Comunidad Euro­
pea de Energla Atômica, se atribuye al empréstito un si£ 
nificado muy diferente al que corresponde a este medio - 
de financiaciôn en el Tratado de Paris. El Euratom no - 
tiene asignada con el mismo carâcter de misiôn fundamen­
tal una tarea de mediaciôn financiera. Su financiaciôn - 
mediante empréstitos no se prevé de manera principal o - 
normal. En el Tratado se establece que las actividades - 
del Euratom sean financiadas por las contribuciones de - 
los Estados miembros y, posteriormente, cumplidas cier—  
tas condiciones, por recursos propios, Pero se ha enten- 
dido que la naturaleza de ciertas de estas actividades, 
las de inversiôn e investigaciôn, permiten que pueda re­
currirse para llevarlas a cabo a operaciones de crédito, 
sin que esto suponga una insana soluciôn econômica.
El empréstito ofrece en esta Comunidad el carâcter 
de ingreso extraordinario, carâcter que suele acompahar 
le en los sistemas financieros estatales. Esta califica 
ciôn es consecuencia de que los empréstitos del Euratom 
no constituyen la vertiente pasiva de una funciôn finan­
ciera atribulda con caracter fundamental a esta Comuni—
(3) Cormnunauté européenne du Charbon et de 1/Acier, Commu 
nauté économique européenne, Communauté européene de 
l'energie Atomique, Commis sion, Quatrième Rapport Gé 
néral sur Inactivité des Communautés, 1970, Bruselas, 
Luxemburgo, 1971, pâgs. 413 y 414.
. -  5 8 1  -
dad, sino la via de financiaciôn de un conjunto heterogé- 
neo de actividades con el ünico denominador comün de la - 
rentabilidad. En la CECA, el empréstito constituye el me­
dio ordinario de financiar las actividades de préstamo en 
favor de las empresas de esta Comunidad, comet i do de pri^  
mer orden entre sus funciones. En el Euratom los fondos - 
que se obtengan mediante el empréstito no han de ser em—  
pleados necesariamente en la financiaciôn de otras empre­
sas o entidades,
El càracter extraordinario delempréstito en el Eura­
tom se deduce del articulado del Tratado de Roma constitu 
tivo de esta Comunidad. El art. 1?2, 1, dispone; "Los in­
gresos del presupuesto de investigaciones e inversiones - 
comprenderân, sin perjuicio de otros recursos eventuales 
las contribuciones financierasde los Estados miembros..." 
Estos recursos eventuales son principalmente los emprést_i 
tos a los que se refiere el apatado 4 del mismo artîculo. 
La idea de recurso eventual coincide con la definiciôn 
que suele darse de ingreso extraordinario, como medio de 
financiaciôn no regular, ingreso que no se reproduce pe—  
riôdicamente. (9)
La Comunidad puede emitir sus empréstitos en los Es­
tados miembros o en paises terceros (10). En ambos casos
(9) Por ejemplo, en las "Notas de Derecho Financiero", 
redactadas por el Seminario de Derecho Financiero 
de la Facultad de Derecho de la Universidad de Ma­
drid, bajo la direcciôn de Fernando Sâinz de Bujam 
da, se define la distinciôn entre ingresos ordina- 
rios e ingresos extraordinarios de la siguiente ma 
nera; "Ya hemos dicho que el criterio de distinciôn 
entre unos y otros es la periodicidad o no periodi
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deberân ser contratados por la Comisiôn (il), "en las con­
diciones fijadas por el Consejo, decidiendo en la forma —  
prevista en el art. 177, apartado 5" (art. 172, 4, del Tra 
tado de Paris) En el art. 177, apartado 5, se régula la —  
ponderaciôn de votos, coïncidente con la clave de reparti- 
ciôn para las contribuciones dorrespondientes, y la mayo—  
rla necesaria para la aprobaciôn del presupuesto de inves­
tigaciones e inversiones del Euratom, incorporado este pre 
supuesto al general de las Comunidades. El precepto ha si- 
do reformado por el Tratado de Luxemburgo de 1970. En la - 
nueva redacciôn del art. 177, 5, se recoge una fase del - 
procedimiento de la aprobaciôn delreferido presupuesto ge­
neral, en la que se prevé que el Consejo décida, en las ma 
terias que son objeto de este apartado, por mayorla cualif ^ 
cada. Creemos que no tiene sentido mantener las antlguas re
cidad de su obtenciôn. •Segün esto, son ingresos ordi- 
narios los que se reproducer con regularidad en el - 
tiempo... Son extraordinarios los que carecen de pe—  
riodicidad..." Esta definiciôn no se opone a la cali­
ficaciôn de ingreso ordinario que hemos dado a los em 
préstitos de la CECA, ya que en el texto que citamos 
se dice mâs abajo: "La periodicidad o no periodicidad 
se considéra, naturalmente, desde el punto de vista - 
del ente perceptor, y no desde el de aquél de quién - 
se obtiene el ingreso. Asl, es periôdico el impuesto 
sucesorio, aunque el que lo paga probablemente no lo 
volverâ a pagar en su vida".
Notas de Derecho Financiero, op. cit. Tomo I, Vol.II 
pdgs. 86 y 87.
(10) La posibilidad de contratar en los mercados interlo­
res a la Comunidad se reconoce en el mismo art, 172 
del Tratado Euratom, en el que se hace referenci-i al 
régimen jurldico al que habrân de someterse. La posi 
bilidad de contratar en mercados de capitales exte- 
riores ha de deiicirse del art. 182, 5, que resuelve
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glas de formaciôn de mayorla suprimida li clave de reparto 
de contribuciones que le servla de base. No creemos que - 
pueda aplicarse a la fijaciôn de las condiciones para la 
contrataciôn de empréstitos el procedimiento truncado,del 
nuevo apartado 52 del art. 177, ni que pueda interpretar- 
se tan libremente la remisiôn a que nos estamos refirien- 
do como parA aplicar todo el nuevo procedimiento presupue^ s 
tario a esta materia. Nos parece que habrâ que tener en - 
cuenta simplemente la nueva régla de mayorla, es decir, - 
que bastard que el Consejo décida por mayorla cualificada 
la determinaciôn de las condiciones del empréstito,
Conviene distinguir entre los empréstitos contratados 
en el interior de la Comunidad y los contratados en palses 
terceros a efectos de determinar el régimen jurldico a que 
han de someterse.
Empréstitos contratados en los Estados miembros
- Si la contrataciôn de empréstitos esté, permitida 
en un Estado miembro para las entidades nacionales o resâ 
dentes, el Euratom podré. contratar sus empréstitos en di-
el problema de la disponibilidad de las divisas de - 
palses terceros procedentes de empréstitos,
(11) Esta competencia de la Comisiôn no viene establecida 
especlficamente en el Tratado Euratom, pero se dedu­
ce de la representaciôn juridica general que esta ins 
tituciôn ostenta en virtud del art. 185 y de otras - 
competencias que en materia de empréstitos se le con- 
fieren expresamente en el art. 172, 4 y 185,5, de es­
te texto legal.
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cho Estado sometiéndose a las disposiciones legales aplica­
bles a las emisiones referidas (12)
- Si la contrataciôn de empréstitos esté, sometida al - 
sistema de previa autorizaciôn por los poderes püblicos, la 
Comisiôn habrâ de ponerse de acuerdo con la autoridad compe 
tente en el Estado miembro para llevar a cabo la contrata—  
ciôn. Salvo que se puedan tener graves distorsiones en el - 
mercado de capitales, no podré. negarse la autorizaciôn al - 
empréstito por dichas autoridades (art. 1?2, 4)
Empréstitos contratados en el exterior de la Comuni
dad.
El régimen jurldico de estos empréstitos serâ el que 
para ellos se prevea en los Estados en que se contraten. El 
Tratado prescinde acertadamente de disposiciones irrelevan 
tes que no tendrlan ningün efecto en taies Estados,
El tratado se limita a establecer respecte a estos em 
préstitos que "la Comisiôn podré. disponer libremente de las 
divisas de terceros palses que provengan de los mismos". E_s 
ta libertad debe interpretarse en el contexte del art.182, 
en el sentido de que la Comisiôn no résulta obligada a res- 
petar proporciôn alguna en el empleo de estas divisas en los
(12) Si se ofrecen dos regimenes diferentes para las entida 
des püblicas y las privadas, no nos cabe duda que los 
empréstitos del Euratom dében regirse por el régimen 
previsto para las entidades püblicas, en especial el - 
de las entidades autônomas.
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distintos Estados miembros o fuera de la Comunidad.
El Tratado no régula especlficamente el procedimiento 
y las competencias para la contrataciôn de estos emprésti­
tos , por lo que habrân de seguir la normativa general del 
art. 101; serân negociados por la Comisiôn que habrd de - 
ajustarse a las directrices que haya dado el Consejo al - 
respecte, y serân perfeccionados igualmente por la Comisiôn 
previo acuerdo del Co nsejo, que decidiré por mayorla cuali^  
ficada. Este procedimiento es vâlido, tanto para los empré^ 
titos contratados con un Estado miembro o personas residen 
tes en el mismo, como con una organizaciôn internacional,
Kasta la fecha, el Euratom sôlo ha contratado un em—  
préstito. Este tuvo por objeto la apertura de un crédito 
de hasta 135 millones de dôlares por el Export-Import Bank 
a un interés del 4,5 por ciento, libre de impuestos, sobre 
los saldos dispuestos, operaciôn que se inscribiô en el con 
texto del Acuerdo de 1958 de Cooperaciôn entre los Estados 
Unidos y el Euratom para la utilizaciôn paclfica de la Ener 
gla Atômica. En este Acuerdo se preveia la concesiôn del —  
crédito por los Estados Unidos. El contrato de empréstito - 
se firmô en agosto de 1959 y se destinaba a una actividad - 
financiera de la Comunidad; ésta concederla préstamos a las 
empresas europeas para hacer posible la instalaciôn de cen­
trales nucleares de determinadas caracterlsticas.
En la contrataciôn de este empréstito se respetô el —  
procedimiento del art, 101 del Tratado anteriormente descri. 
to. El Consejo, que habla aprobado la iniciaciôn de la nego 
ciaciôn, fijô, por Decisiôn de 28 de mayo de 1959, las con­
diciones del acuerdo. Esta Decisiôn dispone, entre otras co
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sas que las disposiciones del crédito abierto a la Comunidad, 
intereses y amortizaciones, y los préstamos que la Comunidad 
otorgue con estos fondos asl como los intereses y amortiza—  
ciones relatives a los mismos, figuren en el presupuesto de 
investigaciones e inversiones. Ademâs del interés teôrico - 
de este prec pt , dében tenerse en cuenta sus consecuencias 
prâcticas. La introducciôn del empréstito en el presupuesto 
hace responsables de su cumplimiento a los Estados miembros 
mientras subsistan las contribuciones nacionales como recur 
so final de equilibrio del presupuesto (13).
Si el presupuesto, segün el art. 171 del Tratado cons­
titutivo del Euratom, debe estar equilibrado en ingresos y 
gastos, y las amortizaciones e intereses del empréstito fi­
guran en el estado de gastos, si el servicio de préstamos 
no cubre taies gastos, las contribuciones de los Estados —  
miembros tendrân que soportar las carencias de los deudores 
de la Comunidad. Cuando estas contribuciones sean sustitul- 
das totalmente por los recursos propios, el Crédito del Eu­
ratom dejarâ de descansar en la garantia indirecta que, a - 
través de la introducciôn del empréstito en el presupuesto, 
prestan los Estados miembros al cumplimiento de las condi—  
ciones del mismo, y se apoyarâ en la potencialidad financie 
ra independiente de las Comunidades, representada por los - 
tributos que constituyen estos recursos propios, Los acree­
dores de las Comunidades veràn desaparecer una fôrmula de - 
garantia propia de las organizaciones internacionales clAsi
(l3)Véase en este sentido Jean Raymond Vergés, op. cit., 
pâgs. 108 a 111.
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cas (la cauei6n de los Estados que la componen) para verla 
sustituida por la garantia de que gozan los empréstitos —  
estatales: el podar de imposiciôn, capaz de proporcionar al 
Estado los fondos necesarios para el cumplimiento de sus - 
obligaciones.
En el momento que escribimos estas pâginas, la Comisiôn 
ha sometido para su dictamen previo a la Asamblea una pro—  
puesta de Decisiôn del Consejo autorizando la emisiôn de —  
empréstitos que permitan al Euratom participar en la finan­
ciaciôn de centrales nucleares de energla.
Esta decisiôn autorizarla a la Comisiôn a contratar em 
préstitos, dentro de ciertos limites de cuantla y de tiem— . 
po. Los ingresos obtenidos por este medio quedarlan afecta­
do s a la concesiôn de préstamos para la financiaciôn de pro 
yectos de inversiones nucleares. Tanto los ingresos como - 
los gastos que estas operaciones llevaran consigo, deberlan 
figurar en el presupuesto de las Comunidades en la parte re 
ferente a los gastos de investigaciones e inversiôn del Eu­
ratom. El dictamen del Parlamento ha sido favorable al pro- 
yecto de decisiôn, en el que ha introducido modificaciones 
de pequeha importancia (Parlament Européen, Documents de - 
séance 226/71, 14 de enero de 1972).
Otra manifestaciôn del empréstito como medio de finan­
ciaciôn de actividades relacionadas con la Comunidad euro—  
pea de Energla Atômica, tiene lugar en relaciôn con la Agen 
cia de aprovisionamiento. La Agencia fué creada por el tra­
tado constitutivo del Euratom (arts. 53 a 56), con persona­
lidad juridica y autonomla financiera para asegurar una po- 
lltica equilibrada y justa de aprovisionamiento de minérales
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materiales brutos y laminados especiales, relacionados con 
la energia atômica.
Esta Agencia sometida al control de la Comisiôn y a - 
las normas del Consejo, financia sus actividades con su ca 
pital propio en el que participa el Euratom y los Estados 
miembros y por empréstitos que, de acuerdo con sus estatu- 
tos, puede contratar en el mercado internacional de capita 
les y en los Estados miembros, en los que seguirdn el régi, 
men jurldico de los empréstitos interiores.
Los empréstitos del Banco Europeo de Inversiôn
El Banco Europeo de Inversiôn, creado por el art. 
129 del Tratado CEE, goza de personalidad juridica propia, 
independiente de la de las tres Comunidades, aün cuando - 
participa de las finalidades comunitarias y esté estrecha 
mente vinculado a ellas.
El Banco Europeo de Inversiôn realiza como la CECA 
una actividad de mediaciôn financiera, pero mientras en - 
esta Comunidad esta actividad es sôlo una de sus funcio—  
nés, para el Banco constituye su objeto exclusivo.
El art. 130 del tratado define las finalidades del 
Banco: "El Banco Europeo de Inversiôn tiene por misiôn - 
contribulr, participando en el mercado de capitales o me­
diante sus propios recursos, al desarrollo equilibrado y 
sin distorsiones del Mercado Comün en interés de la Comu­
nidad" . Esta misiôn la lleva a cabo otorgando préstamos y 
garantlas con el fin de favorecera las regiones menos de-
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sarrolladas de las Comunidades, financiando la modernizaciôn 
de ciertas empresas, la creaciôn de actividades nuevas y los 
proyectos de interés comün para varios Estados, cuando la im 
portancia de los medios necesarios haga% dificil una finan­
ciaciôn nacional,
El Estatuto del Banco prevé igualmente actividades del 
mismo fuera de los territorios europeos de los Estados miem­
bros. En este contexte revisten gran interés las relaciones 
del Banco con el Fondo Europeo de Desarrollo (14) y sus pré£ 
tamos a paises asociados.
En todo caso, el Banco contrata sus préstamos en las - 
condiciones normales del mercado de capitales, de manera - 
que'los intereses como las comisiones de garantia que per- 
cibe permitan al Banco hacær frente a sus obligaciones, cu- 
brir sus gastos y constituir un fondo de réserva (art. 19 - 
del Estatuto) (15)
El Banco dispone para llevar a cabo sus operaciones de 
préstamos y otorgar su garantia de su capital suscrito por 
los Estados miembros y de recursos ajenos obtenidos median­
te empréstitos que puede contratar:
- en los mercados exteriores. (Los estatutos del Banco 
se se refieren lôgicamente al régimen juridico aplicable a 
estos empréstitos).
(14) El Fondo Europeo de Desarrollo tiene como misiôn encau 
zar la ayuda de las Comunidades a los paises subdesa- 
rrollados. La colaboraciôn del Fondo y el Banco se ré­
gula en el Reglamento Financiero del Fondo Europeo de 
Desarrollo (journal Officiel de 8 de febrero de 1971)
(15) El Banco no concede nunca una reducciôn del tipo de in
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- en los mercados de un Estado miembro. (Los Estatutos 
del Banco reproducen las disposiciones del art, 172, 4, se­
gundo y tercer pdrrafo del Tratado constitutivo del Euratom 
a las que acabamos de referirnos), (Art. 22 del Estatuto)
El Consejo de Gobernadores, cuando para un proyecto de 
terminado no pueden conseguirse fondos en el mercado de ca­
pitales en condiciones convenientes, puede decidir que los 
Estados miembros concedan al Banco, a prorrata . de sus par 
ticipaciones en el capital del mismo, préstamos especiales 
que producirdn el 4 por ciento de interés al aho, salvo de 
cisiôn diferente del Consejo de gobernadores. Estamos ante 
un curioso ejemplo de empréstito forzoso, en el que los su_s 
criptores obligados serian los Estados miembros.
En el balance del Banco figuran 985,9 millones de un^ 
dades cuenta que representan la suma de empréstitos contra 
tados por el Banco, en curso en 30 de noviembre de 1970, - 
comprendidas las primas de reembolso y similares (16)
terés, pero esto no se opone a que el Estado interesa 
do u otro organisme financien ciertas bonificaciones 
(arts. 19,2 del Estatuto)
(16) Comunidad Econômica Europea. Comisiôn. Quatrième Rap­
port Général sur l'activité des Communautés, 1970.Bru 
selas. Luxemburgo, febrero 1971. Püg. 419.
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2. ADQUISICIONES A TITULO GRATUITO
El art. 49 del Tratado constitutive de la CECA dispone 
expresamente que esta Comunidad puede adquirir a titulo gra 
tulto. Alin cuando los Tratados de Roma no incluyen una dis- 
posiciôn similar en sus disposiciones financieras, la CEE y 
el Euratom puede igualmente percibir donaciones, herencias 
y legados en base al art, 211 del Tratado CEE y 185 del Tra 
tado Euratom, que autorizan a estas Comunidades a adquirir 
bienes inmuebles y muebles sin exigir que este se 11eve a - 
cabo neces ariamente a titulo oneroso,
El reglamento financière comün a las tres Comunidades, 
en proceso de arpobaciôn cuando escribimos estas pdginas, 
se refiere en su art. 3 a estes ingresos y régula el méca­
nisme de su aceptaciôn: "La Comisiôn puede aceptar funda—  
ciones, subvenciones de colectividades y de particulares, 
donaciones y legados y, en general, toda clase de liberal^ 
dades en favor de las Comunidades. La aceptaciôn per la Co 
misiôn de liberalidades susceptibles de engendrar cargas - 
serâ sometida a la autorizaciôn del Consejo y de la Asam—  
blea, que habrdn de pronunciarse en el plazo de dos meses 
a contar desde la solicitud de la misma por la Comisiôn,
Si en este plazo no se formula ninguna obje ciôn, la Comi­
siôn puede decidir sobre la aceptaciôn".
La especial naturaleza de estes ingresos ha détermina 
do que sean excluldos del principle de no afectaciôn de in 
gresos a gastos determinados, vigente en el Derecho presu- 
puestario de las Comunidades. Esta derogaciôn se contiene 
en el citado articule del Reglamento financière, que dispo 
ne que las liberalidades hechas a las Comunidades con fines
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determinados conserven su afectaciôn.
Interprétâmes que, si no se détermina un destine con­
crete a las liberalidades en favor de la CEE o del Euratom 
serân inscritas en el presupuesto general de las Comunida­
des cuando sea posible eu previsiôn, y constituirân ingre­
sos no afectados que se atribuirdn al sostenimiento gene—  
ral de los gastos comunitarios. En cambio, como la CECA —  
tiene expresamente determinada su participaciôn en los in­
gresos del presupuesto general, que sôlo recpge sus gastos 
administratives, y esta participaciôn consiste en una par­
te de los ingresos proporcionados por el gravamen sobre la 
producciôn del carbôn y del acero, las liberalidades que 
se otorguen a la misma sin expresiôn de una finalidad con- 
creta no formardn parte del presupuesto de las Comunidades 
y se destinardn a financiar sus gastos de intervenciôn.
3. PRODUCTO DE LA VENTA DE BIENES PATRIMONIALES
Bajo este nombre el titulo IV del estado de ingresos 
del presupuesto de las Comunidades recoge tres capitules:
- Producto de la venta de bienes muebles.
- Producto del suministro de materiales brutes o la- 
minados especiales (art. 6 del Tratado Euratom)
- Producto de la venta de bienes inmuebles.
En virtud del art, 6 del Tratado CECA, del art. 211 
del Tratado CEE y 185 del Tratado Euratom, las tres Comu- 
nidades pueden enajenar bienes muebles e inmuebles. La - 
enajenaciôn de bienes se hace necesaria al desarrollo de
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la vida administrativa de las Comunidades que le exige reno 
var sus medios materiales. El precio de la venta de estos - 
bienes constituye un ingreso presupuestario,
El reglamento financière comün prevé en relaciôn con 
ciertas enajenaciones (en su art. 23) la derogaciôn de dos 
principios presupuestarios aplicables normalmente en las Co 
munidades:
Se suspende la aplicaciôn del principle de universa- 
lidad al establecer el citado articule que se reduzcan de - 
las facturas justificativas de gastos realizados en la ad—  
quisiciôn de aparatos y materiales destinados a fines cien- 
tificos y técnicos, véhiculés, materiales e instalaciones, 
los descuentos concedidos conforme a los uses comerciales - 
por la cesiôn al vendedor de los bienes usados que se sust^ 
tuyen por los adquiridos.
El principio de no afectaciôn queda suspendido igualmen 
te en cuanto los ingresos procedentes de la cesiôn de bienes 
usados a que nos hemos referido, se adscriben a la adquisi- 
ciôn de los que los sustituyen.
Los ingresos percibidos como precio del suministro de 
materiales brutos o laminados especiales tienen su ba$e le­
gal en el art. 6 del Tratado del Euratom: "Para estimular - 
la ejecuciôn de los programas de investigaciôn que le sean 
comunicados, la Comisiôn puede:
"b) suministrar a titulo oneroso o gratuito para la - 
ejecuciôn de estos programas los materiales brutos o lami­
nados especiales de que dispone".
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Todos estos conceptos pertenecen claramente a la cate 
gorla conocida por la doctrina sobre las Haciendas estata- 
les como ingresos de Derecho privado. Las Comunidades, re 
presentadas por la Comisiôn, realizan los contratos en los 
que estos ingresos constituyen el precio, sujetdndose a - 
las normas de Derecho privado que procedan de los Estados 
miembros,
En el presupuesto para el ejercicio 1971, tanto el - 
producto del suministro de materias brutas o laminados es­
peciales, como el producto de la venta de bienes inmuebles 
figuran seguidos de las abreviaturas p.m (pour mémoire). 
Aün cuando no se prevé ingreso alguno por estos conceptos 
se mantienen sus menciones por razones sistemdticas en el 
presupuesto.
4. OTROS INGRESOS
El titulo III del Presupuesto rectificative para - 
1971 incluye bajo la menciôn de otros ingresos, ademds de 
los empréstitos del Euratom a los que ya nos hemos refer_i 
do, una serie de ingresos de Derecho privado, contrapresta 
ciones de arrendamientos, servicios, depôsitos, préstamos 
y otras opereciones realizadas por las Comunidades, dific^ i 
les de definiir de manera general (17)
(17) Trotabds afirma, en relaciôn con ingresos équivalen­
tes conocidos en el sistema financiero francés como 
"productos diversos", que este conjunto heterogéneo 
de ingresos tiene como ünica caracteristica comün, 
su heterogeneidad. Louis Trotabds y J.M. Cotteret; 
Finances publiques, cuarta ediciôn. Paris; Dalloz, 
1970, pdg. 196.
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La enumeraciôn se compléta con un capitulo residual desti 
nado a los ingresos no determinados. Buen nümero de estos 
recursos figuran en los presupuestos de algunos ejercicios 
exclusivamente por razones sistemdticas, sin que se prevea 
ingreso alguno en los capltulos a que pertenecen, por lo 
que van seguidos de la menciôn p.m. a que acabamos de refe 
rirnos.
En el citado presupuesto rectificativo de 1971, en el 
titulo III, "Otros ingresos", se prevén los siguientes (18)
- Productos del arrendamiento.
- Ingresos procedentes de servicios prestados a titulo 
oneroso a Estados, empresas o personas.
- Retribuciôn por servicios prestados a titulo oneroso 
a Estados, empresas o personas (art. 6 del Tratado Euratom)
- Ingresos de patentes detentadas por las Comunidades.
- Reembolsü de gastos realizados por cuenta de otra - 
instituciôn»
- Reembolso de gastos realizados por cuenta de uno o ~- 
varies Estados,
(18) Fué necesario un presupuesto rectificativo para el ejer 
cicio de 1971 .y en el se refundieron por primera vez - 
el presupuesto comün de las Comunidades y el de inves- 
tigaciones e inversiones del Euratom,porque no habien- 
do aün entrado en vigor en diciembre de 1970 la Deci—  
siôn de 21 de abril de 1970 atribuyendo a las Comunida 
des los recursos propios y el Tratado de Luxemburgo de 
22 de abril de 1970, que dispuso esta refundiciôn, de- 
bieron aprobarse separadamente ambos presupuestos. Al 
entrar en vigor el 1 de enero de 1971 los citados tex- 
tos fué necesario procéder a la promulgaciôn de dicho
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- Reembolso de gastos soportados especlficamente en la 
ejecuciôn de trabajos realizados por encargo y mediante re­
mua eraciôn,
- Otros reembolsos de gastos realizados por cuenta de 
terceros.
- Empréstitos diversos,
- Reembolso de préstamos concedidos.
- Reembolso de gastos financieros y bancarios,
- Reembolso de gastos financieros y bancarios que han 
tenido lugar on el marco de las operaciones de empréstito y 
de préstamo realizados en el marco del acuerdo Euratom-Esta 
dos Unidos,
- Rentas procedentes de fondes invertidos o prestados, 
intereses bancarios y otros.
- Bénéficies de cambio,
- Venta de publicaciones e impresos.
- Otros ingresos financieros,
- Otros ingresos diversos (19)
Estos ingresos son consecuencia de actes o négociés ju 
ridicos de Derecho privado realizados por las Comunidades
presupuesto rectificativo que lleva fecha de 1 de mar-
zo de 1971.
(19) Excluimos de la enumeraciôn el empréstito contratado - 
en el cuadro del acuerdo Euratom-Estados Unidos, que - 
fué comentado en pâginas preciedentes y que ofrece ca— 
racteristicas singulares.
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en cumplimiento de sus funciones o en el simple desarrollo 
de su vida administrativa. Estos négocies tienen su base - 
juridica general en la personalidad jurldica reconocida a 
cada una de las comunidades en el art. 6 del Tratado CECA, 
210 del Tratado CEE y 184 del Tratado Euratom. Para la rea 
lizaciôn de estos négocies las Comunidades gozan igualmen­
te de capacidad de obrar "En cada Estado miembro la Co­
munidad posee la capacidad juridica mâs amplia reconocida 
a las personas morales por las legislaciones nacionales", 
dieen los arts. 211 del Tratado CEE y 185 del Tratado Eura 
tom. El art. 6 del Tratado CECA utiliza una fôrmula seme—  
jante. Las consecuencias econômicas de estos contratos que 
determinan ingresos para las Comunidades son recogidas en 
el presupuesto.
Destaca en esta enumeraciôn el nümero considerable de 
ingresos debidos a reembolsos a las Comunidades por gastos 
realizados por ellas por cuenta de terceros. Recogidos en 
la secciôn de gastos del presupuesto de ejercicios anterio 
res o del mismo ejercicio los gastos de las Comunidades - 
por su cuantla bruta sin descontar aquellos en los que és- 
ta incurre por cuenta de terceros, es lôgico que.se inclu- 
yan en el de ingresos los reembolsos que en relaciôn con - 
estos gastos se obtengan,
Igualmente son ingresos los reembolsos de préstamos - 
acordados por las Comunidades. Habiéndose optado por la in 
troducciôn en el presupuesto alguna de las actividades 
nancieras de las Comunidades, a la inclusiôn en el presu­
puesto de gastos de los préstamos debe corresponder la pre 
visiôn en el de ingresos de los reembolsos de los mismos.
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Debe tenerse en cuenta que las operaciones de crédite mds 
importantes de las Comunidades, las de la CECA, asi como 
las del Banco Europeo de Inversion, no se recogen en el - 
presupuestoo
El art. 6 del Tratado Euratom, al que ya nos hemos - 
referido con ocasiôn del estudio de la enajenaciôn a titu 
lo oneroso de materiales brut os o laminados especiales, - 
prevé igualmente que la Comisiôn estimule la ejecuciôn de 
programas de investigaciôn poniendo a disposiciôn de los 
Estados miembros, personas o empresas, a titulo oneroso o 
gratuite, équipés o la asistencia de expertes. Cuando e^ 
tes servicios se retribuyen a la Comisiôn, el precio con^ 
tituye un ingreso presupuestario.
Ademds de estos servicios especificos se prevén (en 
el presupuesto para 1971 este concepto se recoge, como - 
otros muchos,pour mémoire) los ingresos procedentes de - 
otros servicios que se presten por las instituciones de - 
las Comunidades a titulo oneroso a Estados, empresas o per 
sonaso La retribuciôn de estos servicios suele ser un in­
greso de Derecho privado, pero podria igualmente ser un - 
ingreso de Derecho püblico, es decir, tener cardcter de - 
tasa. La distinciôn entre ingresos de Derecho privado y - 
tasas no es siempre segura, Giannini, que aborda extensa- 
mente este asunto en sus Instituciones, profesa un cierto 
relativisme respecte a la distinciôn, considéra que:"Cuan 
do del conjunto delas normas positivas que regular una de 
terminada relaciôn se desprende que ésta ha sido configu- 
rada con arreglo al esquema del contrato, la prestaciôn - 
del usuario tiene carâcter privado; cuando, por el contra
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rio, resuite que con arreglo a la regulaciôn legal de la 
relaciôn la fuente de las obligaciones de las partes deba 
reconducirse, no a la voluntad de éstas, sino directamen- 
te a la ley, la prestaciôn del particular asume el cardc- 
ter jurldico de tasa" (20)
Si hemos calificado hasta ahora estas retribuciones 
de ingresos de Derecho privado se debe a que hasta donde 
conocemos, no existe una regulaciôn comunitaria sobre los 
servicios que las Comunidades pueden prestar a titulo one 
roso, que permita considerar que entre la Comunidad y - 
quién recibe el servicio existe una relaciôn nacida dire£ 
tamente de la ley. Es discutible, no obstante, la posibi- 
lidad de que las Comunidades, haciendo uso de sus atribu- 
ciones, puedan establecer verdaderas tasas en favor de sus 
presupuestos,
El art, 23 del reglamento financiero deroga el prin­
cipio de no afectaciôn de ingresos a gastos determinados, 
permitiendo el reempleo de los ingresos procedentes de - 
prestaciones de servicios a titulo oneroso en gastos refe 
rentes a esta categorla de prestaciones. También autoriza 
el reempleo de otro de los ingresos que figura bajo el ep^ 
grafe que comentamos: el producto de la venta de publica­
ciones, Dispone igualmente que "las pérdidas y los benefi 
cios procedentes del cambio (de divisas) que tengan lugar 
con ocasiôn de transferencias de fondes, asl como los in-
(20)A,D, Giannini: Instituciones de Derecho Tributario. Ma 
drid: Editorial de Derecho Financiero, 1957. Pdg. 59.
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tereses actives y pasivos referentes a las operaciones de 
tesorerla podrdn compensarse entre si. Solamente el saldo 
serd considerado como ingreso o como gasto".
Los ingresos en concepto de intereses tienen en la 
CECA una importancia considerable. Ademds de los intere­
ses de sus préstamos, que se emplean en el pago de los in 
tereses de sus empréstitos, los fondos que la CECA maneja 
procedentes del gravamen sobre la producciôn del carbôn y 
del acero, especialmente su fondo de garantia, son objeto 
de depôsitos a plazo, productores de intereses, Con ellos 
la CECA ha creado una réserva especial que tiene por mi­
siôn concéder préstamos a bajo interés para la construe—  
ciôn de viviendas para obreros y colaborar en la reconver 
siôn de la mano de obra, Los intereses procedentes de los 
fondos de la CECA no se recogen en el presupuesto de las 
Comunidades, ya que, como hemos dicho mâs arriba,la CECA 
se limita a participar en el presupuesto general, que no 
afecta mâs que a sus gastos administrativos, con una par­
te del producto de su gravamen (18 millones de unidades - 
de cuenta),
Madrid, 15 de Diciembre 1,972
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